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INSTRUCCIONES A LOS AUTORES

1. Originalidad. La Revista Aragonesa de Administracién Piblica Unicamente acepta para su publicacién
trabajos originales e inéditos.

2. Objetivo, temdtica y publico. El objetivo de la Revista es publicar estudios juridicos de alta calidad en
la temdtica de Derecho Administrativo dirigidos a la comunidad académica y profesional relacionada con la Admi-
nistracién Piblica.

3. Compromiso. El envio de un trabajo a la Revista Aragonesa de Administracién Piblica implica el compromiso
de no retirarlo si la Revista comunica su intencién de publicarlo tras la correspondiente evaluacién y, por supuesto, de
no publicarlo previamente en lugar alguno; no pudiendo retirarse para hacerlo en ofra revista (a lo que se renuncia
desde el momento en que se manda el trabajo para su evaluacién), salvo que la respuesta de la Revista Aragonesa
de Administracién Pdblica sea negativa a su publicacién o por desacuerdo con la seccién de la revista en que se va a
publicar o con las modificaciones que tuviera que introducir, en su caso. El incumplimiento de este requisito permitird a
la Revista Aragonesa de Administracién Piblica rechazar de plano cualquier ofro trabajo enviado por el mismo autor.

4. Evaluacién externa. Los originales recibidos en la Revista se someten a evaluacién anénima por parte
de especialistas externos antes de su aceptacién por el Consejo Asesor y el Consejo de Redaccién. La evaluacién se
refiere a los aspectos formales, metodolégicos, de contenido y grado de originalidad de los trabajos. Si la evaluacién
es favorable, el estudio se publica tras su aceptacién por el Consejo Asesor (compuesto por miembros externos al edi-
tor) y el Consejo de Redaccién (integrado por miembros vinculados al editor). Si la evaluacién es negativa, el estudio
no se publica, aunque si las razones dadas por el evaluador no resultan plenamente convincentes al Director de la
Revista, al Consejo Asesor o al Consejo de Redaccién el trabajo es sometido a nueva evaluacién. Si la evaluacién
es con reparos, se hacen llegar estos al autor, que puede volver a remitir su estudio con las correcciones pertinentes
para someterlo a evaluacién complementaria, salvo que se trate de cuestiones de escasa relevancia. En ningin caso
se facilita el nombre de los especialistas responsables de una evaluacién, aunque periédicamente se publica en la
revista una lista de dichos evaluadores.

5. Datos identificadores. En el inicio de los articulos publicados se indicarén las fechas de recepcién y
aceptacién de los mismos en la Revista, asi como el correspondiente membrete bibliogrdfico, que se incluird también
en cada una de sus pdginas.

6. Derechos de autor. La aceptacién de la publicacién de un trabajo en la Revista conllevard la cesién de
los derechos de autor a los efectos de la edicién impresa, electrénica, on line o por cualquier otro medio, asi como
de su inclusién en la Biblioteca Virtual de Derecho Piblico Aragonés (www.derechoaragones.es) si por la temdtica
fuese susceptible de incluirse en ella.

7. Reglas formales:

Encabezado. El trabajo ird encabezado por un sumario que recogerd seguidas todas las subdivisiones. A
continuacién del sumario, figurard un resumen y la identificacién de unas palabras clave, ambos en espafiol y en inglés.

Bibliografia. Los trabajos han de incorporar al final de los mismos la bibliografia citada, ordenada alfabética-
mente conforme a los siguientes modelos (para libro, articulo de revista y colaboracién en libro colectivo):

Garcia de Enterria, Eduardo (2006): La Constitucién como norma y el Tribunal Constitucional, 4° ed., Madrid,
Thomson-Civitas, 325 pégs.

Martin-Retortillo, Lorenzo (1973): «Problemas juridicos de la tutela del paisaje», Revista de Administracién
Piblica, 71, pp. 423-442.

Prieur, Michel (2001): «La tutela comunitaria degli habitat naturali», en D. Amirante (ed.), La conservazione della
natura in Europa, Milano, Franco Angelli, pp. 13-29.

Citas. Las citas en el texto y a pie de pdgina se realizardn incluyendo inicial del nombre, apellido y, en paréntesis,
afio, dos puntos y nimero de pdgina, conforme al modelo: E. Garcia de Enterria (2006: 25). En caso de citarse varias
obras de un autor publicadas en el mismo afio, se distinguirén por una letra afiadida tras el afio: 2006a, 2006b...

Envio. Los originales se enviardn exclusivamente en documento de Word por correo electrénico (flopez@unizar.es).

LA REVISTA ARAGONESA DE ADMINISTRACION PUBLICA NO SE IDENTIFICA NECESARIAMENTE CON LAS OPINIONES DE SUS AUTORES.

La correspondencia con la Revista debe dirigirse a la Secretaria de la misma: Seminario de Derecho Administrativo, Facultad de
Derecho, Ciudad Universitaria, Pza. San Francisco, s/n, 50009 Zaragoza. Teléfonos 976 761 396 y 676 900 324.
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SUMARIO: . INTRODUCCION.- Il. COORDENADAS GENERALES QUE EXPLICAN
LAS SINGULARIDADES DEL SISTEMA SUPERVISOR BANCARIO.- Ill. LAS CARACTE-
RISTICAS QUE CONFIGURAN LA FUNCION PUBLICA DE SUPERVISION BANCARIA
EN EL MOMENTO PRESENTE.- IV. SOBRE EL REGIMEN SANCIONADOR BANCARIO:
PRINCIPALES RASGOS QUE LO SINGULARIZAN: 1. Las autoridades competentes para
sancionar. 2. Dualidad de sujetos responsables. 3. la tipificacién de las infracciones.
4. las medidas sancionadoras: severidad del Derecho Sancionador bancario. 5. la
amplitud del abanico de opciones de que dispone el supervisor en la determinacién de
las sanciones. é. El requisito de la culpabilidad y su debilitamiento. 7. El procedimiento
sancionador aplicable. 8. El principio non bis in idem. 9. El control judicial de la potestad
sancionadora. 10. La praxis aplicativa de los dltimos afos.— V. REFLEXIONES FINALES.
1. Sobre el carécter dindmico de la supervisién bancaria y las incesantes novedades
legislativas de signo ampliatorio. 2. Sobre el reto de realizar un «balance» cabal del
nuevo marco regulatorio y supervisor. 3. Sobre las Entidades de Crédito en Espafia: un

sector en declive desde varios puntos de vista.— VI. BIBLIOGRAFIA.

RESUMEN. El presente trabajo analiza la disciplina de las Entidades de Crédito
como pieza integrante de un sistema supervisor exhaustivo y singular, profundamente
renovado a raiz de la gran crisis financiera producida al filo de la primera década del
presente siglo.

(*) Trabajo recibido en esta Revista con fecha 20/09/2023 y evaluado favorablemente
para su publicacién el 04/12/2023.

(**) Texto de la ponencia elaborada para la sesién sobre «Supervisién, resolucién y
disciplina de las Entidades de Crédito» del VIIl Seminario Jean Monnet celebrada en la Facultad
de Derecho de Mélaga el 1 de junio de 2023 bajo la direccién del prof. Alberto Ruiz Ojeda.
El perfil profesional de los destinatarios del Seminario —personas cualificadas (profesores de
Universidad y doctorandos), pero no especialistas en el sistema financiero en su mayoria—
explica el contenido y tono de esta exposicién, que se cierra el 15 de septiembre de 2023.
El trabajo se integra dentro de las actividades del grupo de investigacién reconocido por el
Gobierno de Aragén ADESTER (Derecho Administrativo de la -Economia, la Sociedad y el
Territorio; proyecto $22_23R, BOA de 28 de abril de 2023).

Agradezco los comentarios que, con ocasién de la sesién y fuera de ella, me hicieron
llegar el director del Seminario, A. Ruiz Ojeda, el moderador de la sesién, J. M Lépez Jimé-
nez, y los ofros dos ponentes de la misma: J. Garcia-Andrade y M. A. Salvador Armenddriz.
También, las atinadas observaciones de J. Esteban Rios.

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
14 ISSN 2341-2135, nim. 61, Zaragoza, 2024, pp. 14-58



LA DISCIPLINA DE LAS ENTIDADES DE CREDITO EN EL MARCO DEL SISTEMA DE SUPERVISION BANCARIA

A tal efecto se exponen las caracteristicas mds significativas de dicho sistema super-
visor, dotado de numerosos elementos diferenciales respecto de otros muchos sectores
sometidos también a inspeccién o supervisién por las Administraciones Pdblicas. Sobre
esta base, se abordan en segundo lugar los rasgos mds sobresalientes del Derecho San-
cionador bancario como herramienta de cierre del sistema de regulacién y supervisién
vigente en el sector de las Entidades de Crédito

Finalmente se incluyen en el apartado final algunas reflexiones de alcance general
en torno a la materia.

Palabras clave: disciplina bancaria; sistema supervisor bancario; Derecho Admi-
nistrativo sancionador; Entidades de Crédito; Banco de Espafia; Mecanismo Unico de
Supervisién.

ABSTRACT. This work analyzes the discipline of Credit Institutions as part of an
exhaustive and singular supervisory system, profoundly renewed as a result of the great
financial crisis that occurred at the edge of the first decade of this century.

To this end, the most significant characteristics of said supervisory system are expo-
sed, endowed with numerous differential elements with respect to many other sectors also
subject to inspection or supervision by Public Administrations. On this basis, the most
outstanding features of the banking Sanction Law are addressed as a tool to close the
regulation and supervision system in force in the sector of Credit Institutions.

Finally, some general reflections on the subject are included in the final section.

Key words: banking discipline; banking supervisory system; Administrative Sanctio-
ning Law; Credit Institutions; Bank of Spain; Single Supervisory Mechanism.

I. INTRODUCCION

La disciplina de las Entidades de Crédito (EC) (1) se plasma en un régimen
sancionador singular dotado de peculiaridades que se explican en el contexto
de un sistema supervisor especifico y muy completo, que cuenta con una con-
solidada tradicién y que experimenté una importante «vuelta de tuerca» con

(1) Las abreviaturas que utilizo en el texto son las siguientes: ABE (Autoridad Ban-
caria Europea), AEVM (Autoridad Europea de Valores y Mercados), BCE (Banco Central
Europeo), BAE (Banco de Espaiia), EC (Entidad/Entidades de Crédito), JUR (Junta Unica
de Resolucién), LOSSEC (Ley 10/2014, de 26 de junio, de Ordenacién, Supervisién y
Solvencia de las Entidades de Crédito), LPAC (Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedi-
miento Administrativo Comdn de las Administraciones Piblicas), LRISP (Ley 40/2015, de
1 de octubre, de Régimen Juridico del Sector Piblico), LRREC (Ley 11/2015, de 18 de
junio, de Recuperacién y Resolucién de Entidades de Crédito y Empresas de Servicios de
Inversién), MUR (Mecanismo Unico de Resolucién), MUS (Mecanismo Unico de Supervisién),
RAP (Revista de Administracién Piblica), RDBB (Revista de Derecho Bancario y Bursdtil), Roj
(Repertorio oficial de jurisprudencia del Centro de Documentacién Judicial), TFUE (Tratado
de Funcionamiento de la Unién Europea).
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ocasién de la nueva regulacién bancaria (2) elaborada en los afios 20122015,
a raiz de la ¢ltima gran crisis financiera.

Esta necesaria contextualizacién de lo sancionador dentro de la regulacién
sectorial correspondiente no es algo en modo alguno excepcional del dmbito
financiero, pues cabe afirmar en términos generales que el Derecho Adminis-
trativo Sancionador estd vinculado muy estrechamente con las caracteristicas
especificas de cada sector del ordenamiento administrativo, lo que explica que
se configure en cada materia con notorias diferencias que atafien a diversos
aspectos: formas de tipificacién y clasificacién de las infracciones, medidas
sancionadoras previstas, criterios de proporcionalidad para la determinacién de
la concreta sancién aplicable, peculiaridades del procedimiento sancionador,
efc. (3). Asi sucede también en el sector de las Entidades de Crédito, cuyo
régimen sancionador se acomoda a las caracteristicas propias de la regulacién
y supervisién bancarias.

Dando un paso mdés, es preciso subrayar en segundo lugar que el Dere-
cho Sancionador bancario constituye la herramienta de cierre del sistema de
regulacién y supervisién vigente en el sector de las EC: pretende garantizar
el efectivo cumplimiento de la densa regulacién bancaria por parte de las
entidades supervisadas y el buen funcionamiento de la actividad supervisora,
ofreciendo para ello un apoyo de alcance meramente instrumental, pero indu-
dablemente necesario. Su potente efecto amenazante le hace operar como
ultima ratio del cumplimiento normativo; mds exactamente, como «pendltima

(2) Utilizo obviamente el adjetivo bancario (supervisién bancaria, legislacién bancaria,
régimen sancionador bancario) y el sustantivo banca en una acepcién amplia, comprensiva no
solo de los bancos en sentido estricto sino del conjunto de las Entidades de Crédito, que es el
concepto que define el dmbito de aplicacién tanto de la legislacién europea sobre la materia
como de la espafiola (asi sucede con la LOSSEC; por su parte la LRREC se aplica no solo a
las EC sino también a las Empresas de Servicios de Inversién). Dejamos fuera en cambio las
demés entidades supervisadas por el BAE (Establecimientos Financieros de Crédito, Entidades
de Pago, Sociedades de Garantia Reciproca, Entidades de Dinero Electrénico, Sociedades
de Tasacién, etc.) si bien buena parte de lo que se dird resulta aplicable también a ellas.

Debe notarse en todo caso que, de manera paraddjica, lo que identifica y define a las
Entidades de Crédito no es la actividad de otorgamiento de crédito —que puede efectuarse por
ofras entidades, ya sea como actividad habitual (los denominados Establecimientos Financieros
de Crédito, que son entidades de crédito al consumo) o de forma esporddica por cualquier
persona fisica o juridica— sino la captacién de dinero del piblico en forma de depésitos
reembolsables; actividad ésta que si estd reservada en exclusiva a las EC. Seria por ello mds
apropiado denominarlas «Entidades de Depésito», utilizando una vieja terminologia que ha que-
dado en desuso pero que todavia emplea el BAE en algunas de sus informaciones y documentos.

(3) De este modo, puede decirse que el Derecho Administrativo Sancionador tiene
con carécter general una fuerte impronta sectorial, sin perjuicio de su insercién en un marco
de reglas y principios comunes, que integran lo que puede denominarse «Parte General»
del Derecho Administrativo Sancionador, contenida hoy entre nosotros en la LRISP (aspectos
sustantivos) y en la LPAC (aspectos procedimentales).
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razén», si tenemos en cuenta que la Gltima viene dada por los tipos delictivos
plasmados en el Cédigo Penal.

Asi las cosas, resulta muy conveniente, incluso necesario, antes de exponer
las peculiaridades del régimen sancionador de las EC (a la que dedicaremos
el apartado 1V), identificar y calibrar las caracteristicas mds significativas del
sistema supervisor bancario, que tiene sin duda un perfil propio, con numerosos
elementos diferenciales respecto de otros muchos sectores que estén sujetos
también a formas de inspeccién o supervisién por las Administraciones Pabli-
cas (apartados Il'y lll). Y completaremos la exposicién con algunas reflexiones
finales de alcance general (V). Todo ello con el objetivo principal de reflejar
el estado de la cuestién de una materia amplia y compleja tras la profunda
reforma legislativa a la que fue sometida y tras la notable maduracién doctrinal
producida en torno a la misma.

Il. COORDENADAS GENERALES QUE EXPLICAN LAS SINGULARI-
DADES DEL SISTEMA SUPERVISOR BANCARIO

Las aludidas singularidades del sistema de supervisién bancaria derivan
de las caracteristicas propias del sector, que han marcado su evolucién hasta
configurar el completo sistema de regulacién y supervisién hoy existente.

En particular, destacaria cuatro claves o caracteristicas generales que
presiden el sector bancario, las cuales permiten explicar y contextualizar las
singularidades que presenta su sistema supervisor, tal como lo conocemos en
la actualidad.

1) La antigiedad o veterania de la banca —en el sentido amplio que
venimos utilizando de esta expresién, comprensiva de las diversas EC—, y
de la problemdtica en torno a ella, frente a otros muchos sectores objeto de
regulacién e intervencién administrativa, incluso en el dmbito econémico y
financiero, que no tienen tanto recorrido histérico.

Disponemos cierfamente de un enorme caudal de experiencias en la
materia, y en concreto, venimos de una larga historia de situaciones criticas
que debieron ser afrontadas en su momento por las autoridades financieras,
muchas veces con instrumentos insuficientes para ello, y casi siempre con
efectos indeseables materializados en pérdidas para personas de buena fe e
impactos sobre el conjunto del sistema financiero y la confianza en el mismo (4).

(4) Al respecto resulta ilustrativa la exposicién histérica y el andlisis global de las crisis
bancarias que se contiene en el libro de C. M. RemHarT y K. S. Rocorr, Esta vez es diferente.
Ocho siglos de necedad financiera, Fondo de Cultura Econémica, Madrid, 2011, en el cual
se lleva a cabo una sugerente teorizacién general sobre las crisis bancarias a la vista del
andlisis de muchas de ellas (pp. 167 y ss.) y se incluye un impresionante cuadro resumen de
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Experiencias de las cuales se han derivado no pocos aprendizajes que han
tendido a incorporarse a la legislacién positiva para evitar su repeticién (5).

En definitiva, la regulacién y supervisién de las EC vienen de muy atrds
porque la banca tiene una larga historia a sus espaldas; y en particular vienen
de muy atrds las cautelas para evitar las crisis bancarias y dotar a las autori-
dades de mds y mejores herramientas para abordarlas. Estamos por tanto ante
un sector veterano que ha propiciado una regulacién madura y un sistema de
supervisién también maduro, los cuales han servido y sirven como referente
para ofros sectores econémicos en los que se generan también riesgos relevan-
tes y resulta necesario proteger la confianza como elemento fundamental (6).

2) Muy vinculado con esta larga historia de crisis a las que se ha hecho
referencia, se encuentra el infervencionismo piblico intensisimo al que queda
sometido el sector, con independencia de matices diferenciales entre etapas
histéricas y entre paises (7).

las crisis bancarias acaecidas entre 1800 y 2008 en diversos paises del mundo (pp. 369-421).
También resulta de interés J. Pérez Ramirez, Vidas paralelas. La banca y el riesgo a través de
la historia, Marcial Pons Historia, Madrid, 2011, y, en relacién con Espaiia, el estudio de C.
SubriA (2014: 473 y ss.)

Por su parte, Antonio JiMENEZ-BLANCO (2013a: 13y ss.) ha subrayado el carécter inevitable-
mente inestable y «espasmédico» que es propio del negocio bancario como consecuencia de
la fuerza que tienen los componentes emocionales y los movimientos colectivos en «rebafio» en
el dmbito financiero. Movimientos que se traducen en la sucesién de los momentos de euforia
con los de pdnico, ante lo cual, concluye JiMénEzBLANCO, no es factible encontrar soluciones
perfectas que eviten las crisis, sino tan sélo los mejores paliativos posibles.

(5) Asi lo advertia locidamente en 1989 T. R. FERNANDEZ, con ocasién de su estudio
preliminar a los comentarios de nuestra Ley de Disciplina e Intervencién de 1988, que fue
aprobada como respuesta a la crisis bancaria de los afios anteriores. Dentro de un epigrafe
que titulaba «el ciclo crisis-ordenacién» subrayaba que «el ordenamiento juridico bancario
ha ido progresando siempre a golpe de crisis» (1989: 10). A lo cual afiadia lo siguiente:

«cuando éstas [las crisis] se han producido han cogido siempre a contrapié al

ordenamiento preexistente, en el que nunca han podido encontrarse las respuestas y
soluciones precisas. Eso ha obligado cada vez a “inventar” apresuradamente férmulas
de emergencia que, no obstante su origen, a la salida de la crisis que las dio vida,
han sido objeto de un proceso de asimilacién e incorporacién a una nueva normativa
general, que se ha mantenido como tal hasta que otra conmocién ha terminado por
desplazarla, generando un nuevo ciclo de corte semejante».

(6) Para nuestro pais, una sintesis histérica sobre EC y regulacién bancaria puede
encontrarse en Sebastidn MARTIN-RETORTILLO (1991: 44-90). También G. Pérez bE ARMINAN (1983:
15 y ss.) Para el sector concreto de las Cajas de Ahorro, una minuciosa exposicién sobre su
evolucién histérica se contiene en la monografia de J. M. GonzAlez Moreno (1983: 27-136).

(7) Puede decirse que los paises anglosajones —en particular, Reino Unido y Estados
Unidos— tienden a reconocer un mayor espacio de libertad econémica y financiera y a asumir
una cultura o mentalidad mds propicia a la creacién de riesgos, frente a lo que sucede en el
dmbito europeo continental. Pero es indudable que estd generalizada internacionalmente la
tendencia a una regulacién bancaria exhaustiva y a una supervisién muy estricta en el sector.
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No cabe duda en efecto de que, dentro de una escala clasificatoria de
los sectores econdmicos en funcién del grado de su regulacién y supervisién,
el sector bancario se sitia en el extremo de mdxima intervencién que puede
darse, incluso dentro de los que cabe calificar como «sectores regulados».
De modo que la libertad de empresa tiende a operar en el sector bancario
dentro de espacios muy acotados y vigilados, mucho mds reducidos que los
propios de ofros sectores econémicos, siendo muy numerosas las decisiones
empresariales de las EC que estdn sujetas a limitaciones normativas y al control
de los supervisores.

Para fundamentar y justificar estas severas restricciones a la libertad de
empresa se utilizaron en otro tiempo diversos asideros conceptuales; entre ellos,
la calificacién de la actividad de depésito y crédito como servicio piblico, la
configuracién de las relaciones entre supervisor y supervisados como relacién
especial de sujecién, o la consideracién del ordenamiento crediticio o bancario
como un ordenamiento sectorial configurado en torno a la banca y dotado de
especificidad; conceptos cuya aplicacién al sector de las entidades de crédito
no puede decirse que esté actualmente en boga, sino que ha quedado atrés (8).
En la actualidad, el acusado intervencionismo al que estd sujeta la banca se
fundamenta y justifica simplemente en base a la envergadura y alta sensibilidad
de los intereses generales involucrados en el sector (9).

En concreto, debe subrayarse que la proteccién del depésito bancario
—como férmula de ahorro sencilla y segura que resulta accesible a todos— ha
venido estando presente tradicionalmente, de manera explicita o implicita, en
el centro de la regulacién bancaria, pues no en vano es el depésito de dinero,
y no el crédito, lo que caracteriza a las EC como actividad reservada a las
mismas, pese a lo que puede deducirse de su denominacién. Una proteccién
de los depositantes que resulta imprescindible para mantener un elemento
nuclear, y a la vez frégil, del funcionamiento de la banca que no es otro que
la confianza de quien deposita sus ahorros en el sector financiero; confianza
cuya pérdida puede tener efectos contagiosos y, por tanto, devastadores, resul-
tando dificilmente recuperable.

Pero hay otros objetivos adicionales que se han ido agregando: ademds
de la continuidad de la importante funcién econémica que realiza la banca
al proporcionar crédito y otros servicios financieros a familias, empresas e
instituciones, tras la gran crisis de 2008-2013 ha emergido con fuerza también
la proteccién del erario publico como objetivo a conseguir mediante diversos

(8) Para mayores indicaciones sobre la aplicacién de estos conceptos al dmbito bancario
remito al lector interesado a J. M. PEMAN GaviN (2022: 26 y ss.).

(9) Asi se deduce de la lectura de la Exposicién de Motivos de la propia LOSSEC, que
despacha el asunto con un par de pdrrafos explicativos de una «profundidad interventorax»
mayor que la existente en los demds sectores econdmicos (apartado |).
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mecanismos que convierten en muy remota la hipétesis de aportacién de fondos
pUblicos para la recapitalizacién o rescate de la banca en situaciones de crisis.
Y ello dentro de un renovado y reforzado concepto de estabilidad financiera
que actia en el momento presente como «envolvente» o referente general de
toda la regulacién bancaria y de la actuacién de los supervisores (10).

3) La regulacién y supervisién bancarias han experimentado un notable
proceso de infernacionalizacién o globalizacién generador de unas pautas
comunes a nivel mundial que operan como elementos de convergencia en los
sistemas regulatorios y supervisores de los diversos Estados. De modo que el
sector bancario constituye un dmbito adelantado o de «vanguardia» dentro
de la tendencia general a la convergencia mundial de las regulaciones, y en
particular, las referidas al dmbito econémico (11).

Mencién especifica merece en este terreno la existencia del ya veterano
Comité de Supervisién Bancaria de Basilea, cuya creacién se produjo en
1974 —de modo que cuenta ya con una andadura que alcanza casi el medio
siglo (12)—, y cuya relevancia se reforzé a raiz de la creacién en 2009 del
Consejo de Estabilidad Financiera en el marco del G-20. La modestia formal
de la configuracién institucional que tiene el Comité de Basilea y de los ins-
trumentos a través de los cuales opera —que son indudablemente «blandos»

(10)  Sobre los fines a los que sirve la regulacién bancaria, véase el importante estudio
monogrdfico de Jorge GARcia-ANDRADE (2013: 15 y ss.), en el que se aborda la regulacién
bancaria como parte del Derecho publico de riesgos y se enfatiza el papel del principio de
precaucién, que se construye en el sector en torno a la prudencia bancaria. GARCIA-ANDRADE
observa certeramente (2013: 18) que el fundamento de la intervencién piblica en el sector
bancario difiere del propio de ofros sectores regulados, como son la energia o las telecomu-
nicaciones, lo que explica que la regulacién bancaria sea mds «extensa, profunda y limitativa
de la libertad de empresa» que en tales sectores y determina también, por otra parte, que no
presente diferencias esenciales en los ordenamientos comparados. Véase también el estudio
de M. A. Sawvapor ARMENDARIZ (2014: 113 y ss.), en el que se reflexiona sobre el «creciente
intervencionismo pUblico» que caracteriza la regulacién bancaria.

(11) Véase sobre ello las pioneras reflexiones de C. Pabros Reic (1998: 431 vy ss.)
y de M. M. DarnAcULLETA GARDELLA y M® A. Sawvapor ArRMENDARIZ (2010). Con posterioridad,
esta tendencia se ha intensificado, impulsada en particular por la respuesta a la gran crisis
financiera que se desencadené a partir de 2008.

(12) Es un foro o plataforma de colaboracién entre supervisores bancarios, creado por
un grupo de presidentes de bancos centrales nacionales y autoridades de supervisién con el
soporte del Banco de Pagos Internacionales (BIS, Bank of International Settlements). El Banco
de Espafia se incorporé al Comité en 2001, siendo actualmente su Presidente el Gobernador
del Banco de Espaiia, P. Herndndez de Cos. El Comité de Supervisién Bancaria de Basilea
sirvié de referente para oftros foros de caracteristicas similares que se crearon en otros dmbi-
tos del sistema financiero: la Organizacién Internacional de Comisiones de Valores (IOSCO:
International Organization of Securities Commissions) creada en 1983 con sede en Madrid
y la Asociacién Internacional de Supervisores de Seguros (IAIS: International Association of
Insurance Supervisors) creada en 1990 con sede también en Basilea.
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o de soft law (documentos técnicos sin cardcter formalmente vinculante que
enuncian meras recomendaciones) — no debe esconder su protagonismo féctico,
en la medida en que el papel que ha venido desempefiando en la unificacién
de las reglas sobre supervisién bancaria ha sido en efecto muy grande (13).

4) Adicionalmente, es preciso también subrayar el notorio proceso de
unificacién a escala europea que se ha producido en el terreno de la regu-
lacién y supervisién bancarias, sin duda mayor que en los restantes sectores
econémicos, incluyendo otros dmbitos del sistema financiero (mercados de
valores, seguros, fondos de pensiones, etc.).

Esta unificacién dio un salto de gran envergadura —no solo cuantitativo
sino también cualitativo— con ocasién de la respuesta europea a la crisis
financiera y de deuda soberana acaecida entre 2008 y 2013, que se proyectd
sobre dos dmbitos o niveles diferentes:

a) el incremento sustancial de los contenidos de la regulacién bancaria
europea aplicable al conjunto de los Estados miembros, mediante la aprobacién
de un amplio conjunto de disposiciones —entre las que destacan la Directiva
2013/36 (14) y el Reglamento 575/2013, ambos de fecha 26 de junio de
2013 (15)— que integran lo que de manera un tanto imprecisa e impropia
se ha venido denominando «cédigo normativo Unico» en materia bancaria;

y b) en el dmbito de la Eurozona, el establecimiento de un Mecanismo
Unico de Supervisidn, que pivota en forno a una nueva organizacién super-
visora integrada en el BCE, y de un Mecanismo Unico de Resolucién, que

(13) Su labor ha generado una doctrina comidn en la materia, y una terminologia
también compartida, cuya implantacién se ha ido afianzando y extendiendo progresivamente.
Como referente de cardcter transversal cabe subrayar el documento Principios bdsicos para
una supervisién bancaria eficaz, cuya primera versién data de 1997 y que fue revisado en
2012. Su principio 19 se refiere por cierto a las «potestades correctivas y sancionadoras del
supervisor», estableciendo al respecto, entre ofros criterios, que el supervisor debe fener la
facultad de imponer sanciones no solo al banco sino también, siempre que sea necesario, a su
directivos y miembros del Consejo de Administracién. Por supuesto, hay que reconocer también
la relevancia de los estdndares de regulacién prudencial (solvencia y liquidez) plasmados en
los denominados «Acuerdos de Basilea», cuya primera versién data de 1988 (Basilea I), objeto
de sucesivas revisiones posteriores que han ido ampliando su alcance.

Por lo que se refiere al Consejo de Estabilidad Financiera, entre los muchos documen-
tos producidos por el mismo, resulta particularmente remarcable el relativo a los regimenes
de resolucién de las entidades financieras: Key Attributes of Effective Resolution Regimes for
Financial Institucions, cuya primera versién es de octubre de 2011.

(14) Entre ofros muchos aspectos novedosos, la Directiva 2013/36/UE incorporé por
vez primera una regulacién sobre las sanciones administrativas a las EC que debieron incor-
porarse a las legislaciones nacionales (arts. 64 y ss.).

(15) Completando este primer paquete normativo, se aprobaron al afio siguiente (2014)

las Directivas sobre sistemas de garantia de depésitos (Directiva 2014/49/UE) y sobre rees-
tructuracién y resolucién de EC (Directiva 2014/59/UE).
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tiene como protagonista a un supervisor especializado de nueva creacién,
la denominada Junta Unica de Resolucién; Mecanismos que estdn operativos
desde 2014 (16).

lll. LAS CARACTERjSTICAS QUE CONFIGURAN LA FUNCION PUBLICA
DE SUPERVISION BANCARIA EN EL MOMENTO PRESENTE

Sobre la base de las coordenadas generales que acabamos de apuntar,
se ha ido construyendo una funcién piblica de supervisién bancaria con unas
caracteristicas especificas que desbordan claramente el alcance de lo que
era tradicionalmente la inspeccién de EC y que la singularizan dentro de las
moltiples proyecciones que tiene la funcién de vigilancia que desarrollan las
autoridades econémicas (17). Entre tales rasgos o elementos caracteristicos no
podrian faltar los que se indican a continuacién (18).

1. La supervisién bancaria es completa o integral en la medida en que
atafie a todos los aspectos de la organizacién y actividad de las EC. Incluye,
por supuesto, las cuestiones relacionados con la solvencia y liquidez de las
entidades y la correcta contabilizacién de sus operaciones, cuestiones que
tradicionalmente han constituido el nicleo de la supervisién bancaria y cuyas
exigencias han ido expandiéndose. Pero el alcance de los temas objeto de
supervision se ha ido extendiendo progresivamente hasta cubrir todas las esfe-
ras de decisién y gestién que desarrollan las EC: la gestién de los riesgos en
el sentido més amplio de la expresién (que incluye no solo el riesgo de crédito
o de impago por los acreditados, sino muchas otras dimensiones del riesgo

(16) La base juridica que proporciona el Tratado de Funcionamiento para la creacién
del MUS (art. 127.6) resulta poco consistente, pues no parece pensada para amparar un
sistema de supervisién Unica de tanto alcance como el implantado en la Zona Euro en virtud
del Reglamento N° 1024/2013 del Consejo, de 15 de octubre de 2013. Véase al respecto
J. L MartiNez Lopez-Muriz, (2013: 79 y ss.) y J. Estesan Rios (2021a: 227 y ss.)

(17) Algunos de estos rasgos no son en rigor exclusivos del dmbito bancario, pues
podemos encontrarlos también en otros sectores a los que la normativa bancaria ha servido
de referencia, especialmente en ofros dmbitos del sistema financiero entendido en sentido
amplio (seguros y fondos de pensiones, empresas de servicios de inversién, instituciones de
inversién colectiva, etc.)

(18) No es propésito de este texto realizar una exposicién en detalle sobre el marco
normativo de la supervisién bancaria, sino tan solo resaltar algunos de sus rasgos mads
significativos.

Dentro de la amplia bibliografia existente, cabe destacar, para la supervisién bancaria
en Espafia con anterioridad al MUS, los trabajos de M. Izauieroo Carrasco (2012) y (2013).
También, los estudios de A. Jiménez-Blanco (2013a) y C. CHiNcHILA MARIN (2015: 17 y ss.)

Sobre la supervisién bancaria en el marco del MUS, destacan las completas monografias
de J. Esteean Rios (2020) (2021 a) y (2021 b). En estas tres obras podrd encontrar el lector
interesado un tratamiento exhaustivo y actualizado de la materia.
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en que necesariamente incurren y deben afrontar), la organizacién interna
sana y prudente de las entidades, el gobierno corporativo y la idoneidad de
administradores y directivos, los planes estratégicos o de negocio, la politica
de reparto de dividendos, la idoneidad de sus accionistas con participacio-
nes significativas, los servicios de atencién al cliente, la ciberseguridad, el
sistema de remuneraciones de administradores y directivos, las participaciones
empresariales en otras entidades, la proteccién de la clientela de los servicios
bancarios (tengan o no la condicién de consumidores) y un largo etcétera (19).
En realidad no hay espacios exentos que queden al margen del ojo vigilante
del supervisor y de la posibilidad de control por el mismo (20).

Por lo demds, debe notarse que junto al cardcter marcadamente micro-
prudencial que tenia la supervisién bancaria tradicional, centrada en el segui-
miento de los riesgos asumidos individualmente por cada una de las entidades,
se ha consolidado hoy una supervisién macroprudencial, que tiene como punto
de mira los denominados «riesgos sistémicos» —esto es, los riesgos que afec-
tan al conjunto del sistema financiero—, y se plasma en la adopcién por el
supervisor de medidas prudenciales de aplicacién general (21).

2. La supervisién bancaria se ejerce de forma continuada y comporta un
seguimiento minucioso o exhaustivo de todos los indicadores de las entidades

(19)  Para comprobar la amplitud temdtica de la supervisién bancaria, basta con repa-
sar el indice de la LOSSEC, en el que se reflejan las numerosas materias que abordan sus
diferentes preceptos. Para una consideracién analitica de los distintos dmbitos sobre los que
incide la supervisién bancaria, véase J. Estean Rios (2020: 69-115).

(20) Una estricta novedad en el alcance de la supervisién bancaria se abrié paso con la
nueva normativa sobre resolucién de EC aprobada tras la gran crisis financiera, plasmada hoy
en Espafa en la LRREC de 2015 (con anterioridad, dicha normativa tuvo una primera versién
en el afio 2012, como exigencia impuesta por el Eurogrupo en el marco del Programa de
asistencia para la recapitalizacién del sistema financiero espafiol). Se trata de la supervisién que
se construye sobre los conceptos de planes resolucién y de resolubilidad, en torno a los cuales
se ha consolidado un nuevo espacio de supervisién. Todas las entidades, con independencia
de su fortaleza, deben contar con un plan de resolucién actualizado, que no es otra cosa que
un plan de contingencias para facilitar, en caso necesario, una liquidacién de la entidad que
minimice los impactos externos vinculados a tal liquidacién, en caso de llegar a producirse. De
este modo, la resolubilidad se ha convertido en una materia propia de la supervisién bancaria
ordinaria que incide sobre todas las EC, cualquiera que sea su tamafio, solvencia y solidez;
no solo una cuestion vinculada a las situaciones criticas que puedan producirse.

(21) Tales como la exigencia de «colchones» adicionales de capital de cardcter anti-
ciclico o de provisiones adicionales, también anticiclicas, o el establecimiento de limitaciones
a los riesgos que se asumen en los créditos que se otorgan (por ejemplo, mediante la ratio
loan to value, que fija el méximo de la cuantia de los préstamos que pueden concederse
respecto al valor de la garantia real aportada en cada caso por el prestatario). Remito al
lector interesado a la exposicién que realizo al respecto en PemAN Gavin, (2020:158-167),
asi como al estudio monogréfico sobre las herramientas macroprudenciales elaborado por J.
M. RopriGUEZ PELLTERO y S. Pernias-SoLera (2020: 67 vy ss.).
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supervisadas con una «monitorizacién» permanente de las mismas por parte
del supervisor. En modo alguno se limita, como antafio, a esporddicas visitas
de inspeccién, sino que se plasma en un proceso permanente protagonizado
por un concreto equipo de inspectores —que en las entidades de mayor tamafio
estdn fisicamente «empotrados» en las mismas-; equipo que actia como interlo-
cutor habitual u ordinario (22). En este contexto de proximidad —mediante una
cercania material o fisica, o bien por medios teleméticos— y de transparencia
informativa absoluta para el supervisor, las entidades deben remitirle de forma
recurrente un flujo de informacién muy detallada sobre todos los aspectos de su
organizacién y actividad (23); flujo que puede todavia incrementarse mediante
requerimientos adicionales por parte de aquél (24).

Al respecto resulta ilustrativo contrastar la supervisién bancaria con la
inspeccién que ejercen la CNMC y demds autoridades de defensa de la com-
pefencia sobre los operadores econémicos: disponen de potentisimos medios de
inspeccién sobre las empresas —sobre todas ellas—, pero éstos se proyectan
tan sélo sobre una dimensién concreta de la actividad de las mismas —la que
atafie al correcto funcionamiento de la libre competencia en los mercados—, y
operan con un cardcter esporddico u ocasional, pues ofra cosa seria inviable
ante un colectivo tan amplio de sujetos sometidos a potenciales inspeccio-
nes (25). En cambio, la supervisién bancaria incide sobre un nimero limitado de
entidades, a las que sujeta a una vigilancia integral, continuada y exhaustiva.

3. la supervisién bancaria se ha ido tifiendo cada vez mds de una
impronta marcadamente preventiva. De lo que se trata es de adelantarse a las
situaciones problemdticas que pueden producirse, dado que, si éstas llegan

(22) Sobre el proceso supervisor véase lo que dispone en el art. 55 LOSSEC, del cual
se desprende que existe un programa supervisor ordinario que si resulta necesario puede
reforzarse en casos concretos a través de diversas medidas: aumento de las inspecciones in
situ en determinadas entidades, presencia permanente en las mismas, exigencia de informacién
adicional, exdmenes temdticos sobre riesgos especificos, etc.

(23) Obviamente, este régimen de transparencia tofal respecto al supervisor se inserta
en el marco de un riguroso régimen de reserva o secrefo que se impone a los supervisores y
su personal en relacién con los datos que manejan. Véase sobre ello la detallada regulacién
que contiene el art. 82 LOSSEC.

(24) Se establece al respecto una obligacién reforzada de que esta informacién sea
completa y exacta y de que su remisién al supervisor se realice dentro de los plazos fijados
(véanse los arts. 92. jy 93.1 LOSSEC, en los que se tipifican infracciones muy graves y graves
en caso de incumplimiento de estas exigencias).

(25) De modo que serdn muchos los operadores econémicos que no sean objeto de
inspecciones por las autoridades de defensa de la competencia a lo largo de toda su existen-
cia. El marco legal sobre la materia en Espafia, intensamente condicionado por el Derecho
de la UE, viene dado por la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia y
por la Ley 3/2013, de 4 de junio, de creacién de la Comisién Nacional de los Mercados
y de la Competencia.

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
24 ISSN 2341-2135, nom. 61, Zaragoza, 2024, pp. 14-58



LA DISCIPLINA DE LAS ENTIDADES DE CREDITO EN EL MARCO DEL SISTEMA DE SUPERVISION BANCARIA

a materializarse, serén en no pocos casos de dificil solucién y producirdn
inevitablemente dafos o impactos negativos de diversa indole, de lo cual hay
amplia experiencia histérica (26).

Esta finalidad anticipatoria o preventiva resulta notoria en muy numerosas
previsiones y exigencias establecidas en la legislacién bancaria cuyo cumpli-
miento vigila el supervisor. Tales exigencias arrancan de los propios mecanismos
de control interno con los que han de contar las entidades (6rganos especiali-
zados en el control de riesgos, unidades de auditoria interna y cumplimiento
normativo, funciones indelegables del Consejo de Administracién y existencia
de diversas Comisiones del Consejo que ejercen funciones de supervisidn,
efc.); mecanismos cuya existencia y funcionamiento efectivo en condiciones de
independencia son objeto de un atento seguimiento por el supervisor bancario
y que normalmente deberian garantizar una gestién prudente de los riesgos y
evitar las situaciones criticas. Pero también son ilustrativas de esta dimensién
preventiva de la supervisién bancaria la exigencia de evaluacién previa de
los administradores y directivos, asi como de los accionistas significativos, las
pruebas de resistencia como metodologia habitual para medir la fortaleza de
las entidades frente a hipotéticos escenarios adversos, e incluso muy adversos
(por ejemplo, art. 55.5 LOSSEC) o los planes de resolucién con los que deben
contar las entidades para facilitar una ordenada resolucién de las mismas en
caso de ser necesaria. Y es de destacar asimismo que, para el caso de que
se produzcan situaciones problemdticas, el supervisor bancario cuenta con un
amplio abanico de opciones de respuesta en las que se incluyen las medidas
de actuacién temprana que persiguen evitar la aplicacién de medidas mas
contundentes e irreversibles (arts. 8 a 11 LRREC) (27).

4. Es por ofro lado un elemento muy caracteristico de la supervisién ban-
caria, tal como se configura en el momento presente, el grandisimo alcance
de la «caja de herramientas» que se pone en manos del supervisor, al que
se entrega un repertorio de potestades administrativas de gran variedad y
amplitud, muchas de ellas muy potentes o incisivas, que se han ido reforzando
progresivamente.

(26) Dicha experiencia histérica ha permitido constatar que los problemas graves de
liquidez o solvencia en las entidades, o la pérdida de confianza por parte de sus depositantes y
acreedores, son dificilmente reversibles y que, para tales situaciones, la aplicacién de sanciones o
de facultades extraordinarias de intervencién de entidades no solo llegan tarde para poner remedio
a las mismas, sino que puede suceder incluso que agraven las situaciones criticas preexistentes.

(27) El propio instrumento de los Fondos de Garantia de Depésitos cumple no solo la
funcién de compensar las posibles pérdidas que sufran los depositantes en el caso de que
estas lleguen a materializarse, sino también otra muy importante de cardcter preventivo, puesto
que su mera existencia tiene un efecto tranquilizador, contribuyendo a evitar las eventuales
situaciones de pdnico que se traduzcan en retiradas masivas de depésitos por parte de los
clientes minoristas.
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Desde un punto de partida simple y no muy diferente del existente en otros
sectores econdmicos (28), se ha evolucionado hasta llegar a la situacién actual
en la que, por un lado, se ha ampliado enormemente el radio de accién de
las herramientas tradicionales (29), y, por otro, se han introducido potestades
novedosas de grandisimo alcance (30). Entre estas Gltimas cabe destacar la
atribucién al supervisor de la capacidad para dictar érdenes concretas de
obligado cumplimiento para las entidades supervisadas —en forma de reque-
rimientos que imponen prohibiciones o bien obligaciones de hacer de cardcter
concreto (31)— y el amplio abanico de medidas de actuacién de que disponen
los supervisores para afrontar las situaciones criticas que puedan llegar a produ-
cirse a pesar de las barreras preventivas existentes. Entre las cuales se incluye
la potestad de resolucidn, cuyo alcance es sin duda formidable en la medida
en que implica la atribucién a los supervisores de la capacidad de decidir

(28) El esquema de la infervencién administrativa en materia de banca se arficulaba
tradicionalmente en forno a tres instrumentos basicos o elementales: la autorizacién administrativa
de funcionamiento para la creacién de nuevas entidades, la inspeccién de las mismas —en su
limitada configuracién tradicional—, y una potestad sancionadora frente a las irregularidades
detectadas que era de muy esporddica aplicacién y de reducido alcance en comparacién con el
que hoy tiene. A ello se afiadia, para situaciones muy excepcionales, la medida extraordinaria
de la intervencién de entidades que implica la toma de control de las mismas por el supervisor.

(29) Asi por ejemplo, ha sucedido que la comunicacién obligatoria de datos al Banco
de Espafia, que tiene esferas muy consolidadas como es la ofrecida por la veterana Central de
Informacién de Riesgos, se ha ampliado progresivamente para incluir miltiples aspectos de la
organizacién y actividad de las EC, que deben ponerse en conocimiento del supervisor. Las auto-
rizaciones, evaluaciones o comunicaciones previas se exigen no solo para la creacién de nuevas
entidades, sino para actuaciones concretas de muy diversas indole de las entidades existentes
(adquisicién de participaciones significativas en EC, nombramiento de administradores, modifi-
caciones estafutarias, operaciones de fusidn, escisién o cesién de activos, préstamos a personas
vinculadas, etc.); la inspeccién ha ampliado su alcance respecto al que tenia en otras tiempos; la
potestad sancionadora ha dilatado enormemente su radio de accién y su alcance disuasorio, efc.

(30) Una exhaustiva consideracién del amplisimo haz de facultades en que se traduce
actualmente la supervisién bancaria puede encontrarse en J. Esteean Rios (2020: 151-319).
Por lo que se refiere en particular a las miltiples actuaciones de las entidades supervisadas
que requieren autorizacién previa, véanse pp. 161 a 215.

(31) Resulta elocuente al respecto la simple lectura del art. 68.2 LOSSEC en el que, dentro
de las «medidas de supervisién prudencial», se faculta al BAE a adoptar «las medidas que con-
sidere mds oportunas» dentro de una amplio abanico de posibilidades: exigencias adicionales
de recursos propios (adicionales respecto a las que derivan de la aplicacién de la normativa
en vigor), refuerzo del sistema de gobierno corporativo, dotaciones adicionales de provisiones,
reduccién o abandono de actividades que generen riesgos excesivos, limitaciones a la remune-
racién variable a percibir por los empleados, restriccién o prohibicién del reparto de dividendos,
o elevacién de las exigencias de disposicién de activos liquidos para poder hacer frente a las
eventuales salidas de fondos. En el caso de incumplimiento de los requerimientos que impongan
alguna de las medidas aludidas, entra en juego lo previsto en el art. 91. i LOSSEC: constituye
infraccién muy grave «negarse o resistirse a la actuacién del Banco de Espafia en el ejercicio
de la funcién supervisora, siempre que medie requerimiento expreso y por escrito al respectos.
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que una determinada entidad es inviable y, en base a ello, proceder a una
liquidacién sui generis de la misma, de manera ordenada pero fulminante (32).

Esta completa y potente bateria de poderes impregna por supuesto al
conjunto de las relaciones entre supervisor y supervisado en todo momento, con
independencia de que las herramientas mds coercitivas no se utilicen habitual-
mente. De modo que no es necesario que tales herramientas entren en juego
para que la capacidad de influencia o persuasién de los supervisores sea muy
grande: aunque se hable de la existencia de un «didlogo supervisor» en el
contexto de un clima de colaboracién que puede tener cierta dosis de existen-
cia real, resulta obvio el cardcter asimétrico que tiene el aludido didlogo y la
existencia de una amenaza, al menos implicita, de transitar hacia escenarios
menos dialogantes y mds coercitivos. No haré falta por tanto habitualmente
que la posicién del supervisor se plasme en requerimientos formales para que
sus «recomendaciones», incluyendo las emitidas verbalmente (33), sean tenidas
muy en cuenta por las entidades supervisadas (34).

(32) En relacién con el concepto de resolucién bancaria y el procedimiento establecido
al efecto es ilustrativo y pedagdgico el documento de sintesis elaborado por el FROB, El abc de
la resolucién bancaria, accesible en su sitio web. Para un tratamiento doctrinal exhaustivo de
la materia véase A. Ruiz Ojepa y J. M® Lopez JiMENEz (dirs.), Estudios sobre resolucién bancaria,
Aranzadi, Cizur Menor, 2020.

(33) Pueden también llegar a resultar relevantes las manifestaciones de lenguaje no
verbal emitidas por los responsables de la supervisién; segin la expresién al uso, los mensajes
que se alojan en los movimientos de «la ceja del Gobernador» (A. Jiménez-Bianco, 2013 b: 59).

(34) Lo expresaba sin ambages Fernando Restoy en un discurso pronunciado el 5 de
marzo de 2015 con ocasién de la presentacién de un libro (La regulacién financiera: gsolucién
o problema?), cuando ostentaba el cargo de Subgobernador del Banco de Espaiia. En tal
discurso subrayaba lo siguiente:

«el supervisor debe tener la capacidad real de influir sobre las decisiones de los
gestores de las entidades a través de la persuasién moral y de formular recomendacio-
nes, legalmente no vinculantes, con la seguridad de que su seguimiento va a ser en la
practica muy generalizado».

A lo cual afiadia un poco mds adelante la siguiente aseveracién:

«la eficacia del marco supervisor [...] requiere no sélo de la disponibilidad por ley
de un conjunto amplio de instrumentos a través de los que se pueda imponer requisitos
o restricciones a las entidades, sino también, entre ofros elementos, de la capacidad
de influir de facto sobre decisiones y politicas de gestién a través de actuaciones for-
malmente no vinculantes».

Es obvio que el adverbio formalmente que F. Restoy anteponia a la calificacién de estas
actuaciones como «no vinculantes» pretende significar que materialmente si lo son. Y que
se defiende el ejercicio de facultades directivas por parte de los supervisores respecto a las
entidades con un cardcter habitual u ordinario, esto es, sin necesidad de activar los poderes
extraordinarios de intervencién. Por cierto, que el entonces Subgobernador del BAE identificaba
un elemento diferencial en este punto entre las facultades que ejerce el BAE y las atribuidas al
BCE y demds supervisores nacionales de los Estados participantes en el MUS, al sostener que
éstos recurren menos que el BAE a la emisién de «recomendaciones o directrices informales».
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5. Por lo que se refiere al ejercicio de los poderes normativos, es obvio que
son los érganos e instituciones con potestad legislativa —en el dmbito de la UE y
en los Estados miembros— los que ejercen, formalmente al menos, el papel pro-
tagonista en la regulacién bancaria. Pero no puede desconocerse la importancia
practica de las funciones normativas, y de colaboracién con la funcién normativa,
que ejercen los supervisores, de manera que éste es fambién un aspecto inherente
a la supervisién bancaria tal cémo esta se configura en nuestros dias.

Baste con mencionar al respecto la capacidad normativa que tiene el
BCE conforme al art. 132.1 TFUE —que le habilita para dictar Reglamentos
sobre diversas materias— (35), asi como la exigencia de que sea consultado
sobre los proyectos normativas que afecten a sus competencias (arts. 127.4,
129. 3 y 4, 133 y 134.3 TFUE). También, la funcién que se encomienda a
la ABE de elaborar textos normativos que operan como propuestas para su
aprobacién por la Comisién Europea como Normas Técnicas de Regulacién y
Normas Técnicas de Ejecucién, la habilitacién al BAE para aprobar Circulares
normativas dirigidas a las EC (36), o la gran importancia que tienen los instru-
mentos de soft law elaborados por los supervisores, entre los cuales destacan
los documentos que produce el Comité de Basilea —que no es sino un foro
de cooperacién entre supervisores—, o las «guias técnicas» sobre buenas
prdcticas en materias concretas que existen tanto en el dmbito europeo como
en el nacional (37). Y ello al margen del influjo que los supervisores tienen
sobre las nuevas disposiciones que se elaboran a través de recomendaciones
dirigidas al legislador; recomendaciones que en ocasiones se emiten de manera
explicita y pdblica y en otras por cauces informales y discretos.

Hay por tanto una faceta reguladora integrada en la funcién de super-
visién bancaria, tal como esta se concibe en nuestros dias; de modo que no
es posible una separacién nitida entre las funciones de supervisién y las de
regulacién bancaria.

6. Muy relacionado con lo expuesto —especialmente, en el punto 4— se
encuentra el amplio margen de apreciacién o discrecionalidad administrativa
que se otorga al supervisor en la toma de decisiones relativas a no pocas de
las potestades aludidas.

(35) Nétese que el Reglamento Marco del MUS (Reglamento (UE) n® 468/2014 del
Banco Central Europeo, de 16 de abril de 2014) es una disposicién aprobada por el BCE,
sobre la base de la habilitacién contenida en el 6.7 del Reglamento (UE) n® 1024/2013 del
Consejo, de 15 de octubre de 2013, por el que se encomienda al BCE tareas especificas
respecto de politicas relacionadas con la supervisién prudencial de las entidades de crédito.

(36) Art. 3 de la Ley de Autonomia del Banco de Espafia (ley 13/1994, de 1 de
junio) y arts. 7 y 8 del Reglamento Interno del Banco de Espafia aprobado por Resolucién de
su Consejo de Gobierno de 28 de marzo de 2000.

(37)  Por lo que se refiere al BAE, véase lo que se dispone al respecto por el art. 54 LOSSEC.
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Es el caso de los requerimientos del supervisor que imponen a las entidades
supervisadas la obligacién de adoptar deferminadas medidas (ya sean manda-
tos de hacer o prohibiciones); también, del extensisimo abanico de opciones de
que dispone a la hora de ejercer su potestad sancionadora, a la que nos refe-
rimos en el siguiente apartado; y asimismo cabe mencionar la gran elasticidad
de los conceptos que definen las situaciones fécticas que justifican el empleo
de potestades de tanto alcance como la intervencién de entidades (38) o la
resolucién de las mismas. En este Gltimo caso, resulta particularmente llamativa
la indeterminacién que tiene el concepto de inviabilidad de una entidad, cuya
declaracién por el supervisor desencadena la aplicacién de los procedimientos
de resolucién, esto es, de liquidacién-exprés de la misma (39). Indeterminacién
a la que se suman los otros dos presupuestos de la resolucién: la inexistencia
de «perspectivas razonables» de que otras medidas menos contundentes (entre
ellas, las procedentes del sector privado o la actuacién temprana) puedan
impedir la inviabilidad de la entidad en un «plazo de tiempo razonable» (art.
19.1.b LRREC), y la concurrencia de «razones de interés publico» que hagan
necesaria o conveniente la resolucién (art. 19.1.c LRREC).

Subsisten por supuesto, como no podia ser de ofra manera, numerosos
aspectos de la funcién supervisora que tiene un marcado cardcter reglado -
caso, por ejemplo, del otorgamiento de autorizaciones para la creacién de
nuevos bancos— pero la tendencia al reconocimiento de amplios espacios de
discrecionalidad al supervisor resulta ostensible.

Como consecuencia de todo ello —potentisimo haz de facultades a dispo-
sicién del supervisor y amplios espacios de discrecionalidad— puede decirse
que, de hecho, la capacidad de decisién de las EC [y, por tanto, su libertad

(38) Procede acordar la intervencién de una entidad de crédito, entre otras situacio-
nes, cuando existan «indicios fundados» de que la entidad se encuentra en una situacién «de
excepcional gravedad y que pueda poner en peligro su estabilidad, liquidez o solvencia»
(art. 71.1.b. LOSSEC).

(39) En los términos en los que estd formulada legalmente, la determinacién de la via-
bilidad/inviabilidad de una entidad implica un juicio anticipatorio sobre el previsible devenir
de la misma en el futuro que, obviamente, no podrd llegar a contrastarse con la realidad
de las cosas si se produce la resolucién. En efecto, sucede que, como presupuesto necesario
para la resolucién de una entidad, se incluye la constatacién de que la entidad «es inviable,
o es razonablemente previsible que vaya a serlo en un futuro préximo» (art. 19.1.a LRREC).
Por otro lado, la declaracién de inviabilidad se produce, entre otros supuestos, si la entidad
incumple de manera significativa las exigencias de solvencia o cualquiera otra necesaria
para mantener la autorizacién para operar, o si es «razonablemente previsible» que lo va
a hacer en un futuro préximo (art. 20.1.a LRREC). Asimismo, se considera fundamento de la
declaracién de inviabilidad, la consideracién de que resulta «razonablemente previsible» que
«en un futuro préximo» los pasivos exigibles van a ser superiores a los activos (por tanto, es
previsible una futura situacién de patrimonio nefo negativo) o que la entidad no va a poder
cumplir puntualmente sus obligaciones de pago (art. 20.1. b y ¢ LRREC).
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de empresa) se encuentra muy restringida en todos los temas con relevancia
prudencial, especialmente en los escenarios criticos o de debilidad que pue-
dan producirse, tanto los de cardcter generalizado como los que afectan a
concretas entidades (40).

7. Un aspecto también resaltable, aunque menos especifico o singular de
la supervisién bancaria, viene dado por la consolidacién de diversas formas
de colaboracién externa de cardcter privado, mediante el encargo a entidades
consultoras de tareas vinculadas con el ejercicio de la funcién supervisora, en
ocasiones, de gran relevancia.

En este sentido debe subrayarse que, al margen de la colaboracién que
corresponde a los auditores de cuentas (41) y a los consultores que actian como
expertos independientes en la emisién de informes que validan aspectos concre-
tos de las entidades supervisadas, se ha consolidado en la prdctica la externa-
lizacién de ciertas tareas vinculadas con la funcién supervisora, de modo que
los supervisores las encargan a entidades consultoras especializadas a través
del correspondiente contrato de prestacién de servicios. Esto es, en ocasiones,

(40) Asi las cosas, no pueden sorprender visiones como la que expone M. A. SAwaADOR
ARMENDARIZ (2014: 143) cuando, razonando sobre nueva regulacién bancaria subsiguiente a
la crisis, se expresa en los siguientes términos:

«de facto la entidad de crédito estd, en gran parte, en manos del supervisor.
Sus posibilidades para oponerse a un criterio o interpretacién en la aplicacién de una
norma son escasas. Y llegado el caso la probabilidad de éxito a la hora de convencer
al juez contencioso-administrativo, pequefia. Ademds, los largos tiempos de la justicia
corren en su contra, pues el negocio bancario si de algo huye es de la incertidumbre.
El resultado de esta reaccién reformadora de re-regulacién deja en el aire una cierta
impresién de dirigismo econémicos.

En la misma linea se mueven las apreciaciones de L. M. LiNDE PaNIAGUA (2015: 175 y
ss), en un trabajo en el que alcanzaba la siguiente conclusién:

«Las entidades financieras de la Unién han mutado su naturaleza como conse-
cuencia de la sumisién de las mismas a las autoridades de supervisién, dotadas de un
complejo sistema de competencias, hasta el punto de que se puede decir que son enti-
dades tuteladas por las autoridades de supervisién, que soportan grandes limitaciones
en lo relativo a la autonomia de la voluntad que caracteriza a las entidades privadas
en el contexto de la Unién Europeas.

(41) Cuestidn muy relevante, dado que la informacién que tienen los auditores de las
empresas auditadas es particularmente exhaustiva. A estos efectos, debe tenerse en cuenta la
obligacién que tienen los auditores de cuentas de las «entidades de interés piblico» (entre las
cuales se encuentran las EC) de poner en conocimiento del supervisor determinadas situaciones
de las entidades auditadas, entre ellas la comisién por las mismas de infracciones graves,
quedando liberadas a estos efectos de la estricta obligacién de confidencialidad a la que
estdn sujetos con cardcter general. Véase al respecto lo dispuesto en el art. 63 de la Directiva
2013/36, asi como, con una proyeccién mds general, en el art. 12.1 del Reglamento (UE) n°
537/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo de 16 de abril de 2014, sobre auditoria
de cuentas de las entidades de interés piblico. También, el art. 38 de Ley de Auditoria de
Cuentas (Ley 22/2015, de 20 de julio), que remite al 12.1 del Reglamento europeo citado.
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tales entidades reciben el encargo de realizar actividades o emitir determinados
informes como apoyo o colaboracién con el supervisor bancario (42).

8. El marco institucional de la supervisién bancaria, tal como ha quedado
configurado en la UE se ha hecho marcadamente complejo y multipolar o
«policefdlico», especialmente a raiz del nuevo marco institucional implantado
en 2014. Sin que podamos realizar aqui una exposicién detallada de este
marco institucional —exposicién que resultaria en si misma inevitablemente
compleja y extensa—, procede simplemente enunciar las opciones bdsicas que
han conducido a esa complejidad.

a) En primer lugar est& por supuesto la complejidad derivada del propio
MUS, con su opcidn por repartir las competencias supervisoras entre el BCE
(dotado de una estructura organizativa de nuevo cufio para ejercer las funcio-
nes de supervisién bancaria) y las autoridades nacionales de supervisién (en
nuestro caso, el BAE), que mantienen no pocas atribuciones y que interactian
con el BCE de diversas maneras, entre otras, a través de los denominados
«Equipos Conjuntos de Supervisién» (Joint Supervisory Teams) en los que se
integran empleados pertenecientes al supervisor europeo y al supervisor del
Estado concernido (43).

b) Asimismo, resulta relevante, como elemento afiadido de complejidad,
la separacién que se ha producido entre la gestidn de las situaciones criticas
que pueden producirse (resolucién ejecutiva) y las funciones supervisoras de
cardcter ordinario; separacién que se traduce en la atribucién de las primeras
a autoridades supervisoras ad hoc de nueva creacién: la JUR y las autoridades
nacionales competentes en materia de resolucién (en nuestro caso, el FROB) (44),
que actdan en el marco del denominado «Mecanismo Unico de Resolucions.

c) Adicionalmente, no puede pasarse por alto la existencia de la Autoridad
Bancaria Europea, creada con anterioridad al MUS —y por tanto preexistente
respecto a la atribucién de funciones supervisoras al BCE—, para desarrollar

(42) Baste recordar aqui el protagonismo que tuvieron diversas empresas de consul-
toria y auditoria (Roland Berger, Oliver Wyman, Deloitte, PWC, Ernst &Young y KPMG) en la
evaluacién independiente del sector bancario espafiol llevada a cabo en el afio 2012, en
un contexto de aguda crisis financiera. O mds recientemente, los informes de valoracién del
Banco Popular solicitados a Deloitte en el marco del proceso de resolucién de dicho Banco
(2017), informes de grandisima trascendencia en dicho proceso. Véanse algunas reflexiones
criticas sobre el tema en M. Izauieroo-CarrAsCO (2013b: 211 y ss.).

(43)  Para un andlisis en profundidad de la compleja vertebracién del MUS, tanto desde
una perspectiva orgdnica como funcional, véase J. Estesan Rios, (2021 a: especialmente, 303
y ss.). También M. L. Lara Orriz (2018: 57 y ss.).

(44) Esta separacién institucional que se ha producido en las autoridades supervisoras
se plasma también en el plano legislativo. En el dmbito de la UE, hay una Directiva ad hoc
sobre resolucién bancaria (la Directiva 2014/59/UE) y en la legislacién espaiiola la materia
se aborda por la LRREC, al margen de la Ley bancaria general que es la LOSSEC.
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funciones coordinadoras de la supervisién bancaria en el conjunto de la UE
y de promocién de la armonizacién regulatoria en la misma (45); existencia
que inevitablemente crea un terreno abonado para que surjan solapamientos
o duplicidades y conflictos entre autoridades (46).

d) Por Gltimo, debe tenerse en cuenta que no pocos aspectos de la acti-
vidad que desarrollan habitualmente las entidades de crédito estdn sujetos
al control supervisor de autoridades distintas de las mencionadas, como la
CNMYV, la Direccién General de Seguros o la Comisién de Prevencién del
Blanqueo de Capitales, lo que puede dar lugar también a duplicidades o
situaciones de descoordinacién, asi como a la generacién de conflictos (47).
No puede sorprender por ello que se vengan propugnando modelos institucio-
nales de supervisién distintos al vigente actualmente en Espafia que reduzcan
esta fragmentacién (48).

(45) La ABE se creé en virtud del Reglamento (UE) n. 1093/2010 del Parlamento Euro-
peo y del Consejo, de 24 de noviembre de 2010, a la vez que se creaban, mediante sendos
Reglamentos aprobados en la misma fecha, la Autoridad Europea de Valores y Mercados, la
Autoridad Europea de Seguros y Pensiones de Jubilacién, asi como la Junta Europea de Riesgo
Sistémico. Véase sobre ello, F. MiNGUEz HerRNANDEZ (2015: 125 y ss.).

(46) Véase en este sentido J. Esteean Rios, (2021 a: 465 y ss.). También M. L. Lara
OrTiz expone sus objeciones respecto a la «excesiva fragmentacién de competencias» y «la
complejidad de su atribucién a diferente autoridades» (2018: 88).

(47) Asi, cabe indicar que, en la medida en que las EC prestan, directamente o a
través de entidades filiales, servicios diferentes de la infermediacién bancaria tipica (captacién
de depésitos y otorgamiento de préstamos) como son los servicios de inversién, la gestién
de instituciones de inversién colectiva y fondos de pensiones, o los servicios en el dmbito
de los seguros, estdn sujetas obviamente a la normativa reguladora de tales actividades y
a la vigilancia ejercida por los correspondientes supervisores especializados (en el caso de
Espafia, la CNMV y la Direccién General de Seguros y Fondos de Pensiones). Por otfro lado,
la CNMV ejerce funciones de vigilancia en relacién con la informacién financiera piblica que
difunden las sociedades cotizadas —entre ellas, los bancos cotizados— y se ocupa también
de cuestiones relativas al gobierno corporativo de las mismas. Ademds, las EC estén sujetas
también de manera muy intensa a la legislacién sobre prevencién del blanqueo de capitales y
financiacién del terrorismo, en razén de la propia indole de sus actividades, y a la vigilancia
que compete al Servicio Ejecutivo de la Comisién de Prevencién del Blanqueo de Capitales
(SEPBLAC). A lo cual se afiade la vigilancia que ejerce sobre ellas las autoridades de consumo
(principalmente, las Administraciones Autonémicas), en la medida en que buena parte de sus
clientes tienen la condicién de consumidores.

(48) Por ejemplo, desde el Banco de Espafia se ha sugerido un esquema dual como el
existente en algunos paises consistente en concentrar en dicha institucién todas las cuestiones
relacionadas con la supervisién de solvencia del conjunto del sistema financiero en sentido
amplio (entidades de crédito, mercado de capitales y sector asegurador) y que, en cambio,
todas las competencias referidas a la supervisién de conductas (proteccién de clientes e inver-
sores) en los fres sectores aludidos se atribuyan a la CNMV. Vid. al respecto la intervencién
del Gobernador del BdE, P. Herndndez de Cos, ante la Comisién de Asuntos Econémicos del
Congreso de los Diputados expuesta el 23 de febrero de 2023 a propésito del Proyecto de
Ley de creacién de la Autoridad de Defensa del Cliente Financiero.
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El resultado de todo ello es un panorama muy complejo que dificilmente
puede resultar eficiente en su conjunto por mds que sus piezas, aisladamente
consideradas, funcionen correctamente. Y que tiende a traducirse también en una
sobrecarga de trabajo y de costes para las entidades supervisadas vinculados con
la atencién a todos los supervisores en sus multiples requerimientos de informacién.

9. En el complejo sistema institucional que acaba de apuntarse hay un ele-
mento comdn que comparten los diversos organismos de supervisién bancaria:
su configuracién en base a pautas exigentes de especializacién y profesiona-
lidad'y el otorgamiento a los mismos de un estatus reforzado de autonomia o
independencia que los sitia en un escenario de estabilidad, al margen de los
vaivenes de la politica y de sus planteamientos tendencialmente cortoplacistas,
incluso miopes. Asi sucede en el marco institucional de la UE (con el BCE, la
JUR y la ABE) y también en el caso de nuestras autoridades nacionales de
supervisién (BAE y FROB) (49).

10. El sistema de garantias juridicas frente a un arsenal de poderes tan
formidable como los que actualmente poseen las autoridades supervisoras en
la materia se ha ido adaptando a la evolucién expansiva que hemos apuntado.
Se ha reforzado en ciertos aspectos, pero no puede decirse en modo alguno
que se haya llegado a una situacién plenamente satisfactoria, pues no cabe
duda de que se detectan en la prdctica no pocas lagunas o debilidades en

(49) Con todo, la opcién por este modelo de supervisién independiente, no ha conse-
guido eliminar la tendencia del poder politico a ejercer diversas formas de influjo o control,
incluso de dirigismo, sobre las EC. Baste recordar el fuerte protagonismo que tuvieron las
CCAA sobre las Cajas de Ahorro en Espaiia durante la Gltima década del siglo XX y la pri-
mera del XXI, muchas veces desde una mentalidad «extractiva» respecto a las mismas, lo que
generé unos desequilibrios y excesos que a la postre dieron al traste con el modelo mismo de
las Cajas durante el periodo 2010-2013 'y, con ello, la pérdida sobrevenida de una de las
competencias autondmicas mds «golosas».

Los que recordamos muy bien esa lamentable experiencia, nada lejana en el tiempo, nos
echamos a temblar cuando leemos cémo el Ministerio de Economia viene lanzando de manera
insistente mensajes a las EC sobre el nivel de remuneracién que deben dar a los depdsitos
de sus clientes, a la vez que insinGan incrementos en la fiscalidad ad hoc o adicional sobre
la banca (a través del denominado «gravamen temporal» creado recientemente). La memoria
es fragil, pero no deberiamos dejar de tener presente el peligro que representan, hoy como
ayer, quienes juegan al oportunismo politico a corto plazo en materias como ésta, sin tener
en su punto de mira la sostenibilidad a medio y largo plazo de lo que tienen entre manos.

Acaso no resulte impertinente recordar que éste fue precisamente uno de los «caballos de
batalla» sobre los que incidié en su momento el Memorando de Entendimiento entre la Comisién
Europea y Espafia de 20 de julio de 2012, con ocasién del Programa de asistencia financiera
a Espafia para el rescate del sector financiero. En el apartado 24 de este Memorando se urgia
a las autoridades espafiolas a reforzar «la independencia operativa del Banco de Espafia, lo
que se traducia, entre otras medidas, en la exigencia de que las competencias sancionadoras
que venia ejerciendo el Ministerio de Economia se transfirieran al BJE antes de que terminara
el afio 2012; exigencia que efectivamente se cumplié en su momento.
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la aplicacién de las garantias juridico-administrativas consolidadas en nuestro
Estado de Derecho al émbito de la supervisién bancaria.

Asi, sucede que los procedimientos administrativos de corte garantista
encajan sin dificultad en el ejercicio de determinadas potestades, como son el
otorgamiento de las autorizaciones administrativas requeridas (por ejemplo,
procedimiento para la autorizacién de nuevas entidades) o la imposicién de
sanciones (procedimiento sancionador), pero no en ofros casos, como sucede
con los poderes extraordinarios que se otorgan al supervisor para hacer frente a
las situaciones criticas —intervencién y resolucién—, en los que hay un escollo
de no fdcil superacién: las actuaciones procedimentalizadas se compadecen
mal con el cardcter expeditivo y discreto que requiere el tratamiento de tales
situaciones. También resulta obvio que la transparencia informativa no siempre
puede ser plena en un dmbito sujeto a una amplia reserva o confidencialidad
de las informaciones que maneja el supervisor (50).

Por lo que se refiere al control judicial de las decisiones del supervisor,
que poseen como sabemos un alto contenido discrecional en no pocos casos,
tiene un alcance real muy limitado, a la vista de lo inédito o excepcional que
resulta en la prdctica el éxito de la impugnacién judicial de tales decisiones (mds
todavia obviamente en el caso de las impugnaciones en la via administrativa).
Formalmente se respeta, por supuesto, el derecho a la tutela judicial, pero una
aproximacién realista a esta cuestion arroja dudas sobre su efectividad en cues-
tiones de la mdxima relevancia como son la imposicién de sanciones administra-
tivas (51), la intervencién de entidades (52) o la resolucién de las mismas (53).

(50) Véase el art. 82 LOSSEC, en el que se establece el alcance de la «obligacién
de secreto» relativa a los datos, documentos e informaciones que obren en poder del BdE en
virtud del ejercicio de la funcién supervisora. También el art. 82 bis, relativo a la transmisién
de informacién a organismos internacionales.

(51) En relacién con el control judicial del ejercicio de la potestad sancionadora por el
Banco de Espafa, véase lo que se indica en el apartado siguiente de este trabaijo.

(52) Sobre la escasa virtualidad del recurso contencioso-administrativo como via para la
anulacién de las intervenciones de EC acordadas por el supervisor ilustran los escasos pronun-
ciamientos judiciales producidos al respecto, que muestran una escasisima predisposicién de los
Tribunales para cuestionar este tipo de decisiones del supervisor. Entre tales pronunciamientos
se encuentran la Sentencia del TS de 14 de marzo de 2006 (Roj: STS 1662/2006) relativa al
caso Banesto, la Sentencia de la Audiencia Nacional de 18 de octubre de 2010 (Roj: SAN
6153/2010) a propésito de la intervencién de la Caja Castilla-la Mancha, y la Sentencia
de la Audiencia Nacional de 25 de octubre de 2017 (Roj: SAN 4308/2017) relativa a la
intervencién del Banco de Madrid. En las dos primeras, el Tribunal juzgador dio por buena
la adopcién de la medida de intervencién sin que el supervisor diera audiencia previa a la
entidad intervenida, y, en la tercera sentencia citada, la Sala utilizé una discutible visidn res-
trictiva de la legitimacién activa para desestimar el recurso sin entrar en el fondo del asunto.

(53) En relacién con la impugnacién de la resolucién de EC resulta muy relevante la
experiencia en torno al caso del Banco Popular, cuya resolucién fue ejecutada en el marco del
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Respecto a las garantias patrimoniales, la proteccién que ofrece la expro-
piacién forzosa frente a las privaciones singulares de la propiedad privada (art.
33.3 CE y art. 1 LEF) no ha resultado operativa en la prdctica en las opera-
ciones de nacionalizacién o resolucién de concretas entidades de crédito que
se han llevado a cabo. Y la responsabilidad patrimonial de la Administracién
por deficiencias y omisiones en el ejercicio de la supervisién financiera estd
también inédita en la prdctica (54), pese a que precisamente el reforzamiento
de los poderes que ejercen los supervisores y el aumento del caudal de infor-
macién que manejan operan como palancas de elevacién en las exigencias de
responsabilidad, pues resulta indudable que la ampliacién de la informacién
disponible y de la capacidad de actuacién de cualquier sujeto comporta tam-

MUR. El caso ilustra de manera elocuente sobre la enorme complejidad que tiene el sistema
de reparto de competencias que caracteriza al régimen de supervisién/resolucién vigente
actualmente en la UE y ha dado lugar a muy numerosas y complejas acciones judiciales. Entre
ellas estdn los recursos de anulacién interpuestos frente a la decisién de la JUR, que fueron
desestimados por el Tribunal General de la UE mediante cinco sentencias dictadas el 1 de
junio de 2022. Sobre el contenido e implicaciones de estas importantes sentencias, véase
J. Ursaneia CiLAN (2022: 995 y ss.)

Con cardcter general, en relacién con la aguda problemdtica suscitada en torno al
control judicial de las operaciones de resolucién bancaria y la proteccién de los accionistas
e inversores en las entidades resueltas, véase la parte IV del libro colectivo dirigido por A.
Ruiz Osepa y J. M® Lopez JiMénez, (2020: 649 vy ss.). En especial, los estudios de J. b DiEco
MinGo, «El interés piblico en la resolucién bancaria. Un concepto controvertido», R. CABALLERO
SANCHEZ, «3Bancos y Cajas a un euro? El derecho a discutir la valoracién patrimonial de
las entidades de crédito sometidas a intervencién y resolucién y a recibir la compensacién
correspondiente» y B. BELANDO GARIN, «Lla proteccién del accionista y del inversor ante las
medidas adoptadas por las autoridades de supervisién y de resolucién». También M. L. LarA
Ormiz (2022: 129-163).

(54) Sobre este tema razonaba hace ya algunos afios C. PabrOs ReiG (2012: 115y ss.),
dando cuenta de diversos casos de fraude a inversores en los que los Tribunales desestimaron
demandas de responsabilidad por defectos en el ejercicio de la funcién supervisora en el
dmbito financiero (entre ellos, los de Afinsa y Forum Filatélico, asi como el caso Gescartera).
A la vista de esta experiencia, y alinedndose con lo apuntado en su dia por A. JIMENEZ-BLANCO
(1986: 823 y ss.), PADROS se referia a lo que denominaba «paradoja de la gravedad»: en
la prdctica, la elevada cuantia de las reclamaciones pretendidas parece actuar como una
barrera a la estimacién judicial de las mismas pues, cuanto mayor es el riesgo que generan
las actividades y la cuantia de las consecuencias econémicas de las deficiencias en la funcién
supervisora, menor es la probabilidad de que se reconozcan las demandas de responsabilidad
patrimonial (2012: 156).

Este andlisis continta siendo vdlido en el momento presente, pues la misma tendencia
general —negativa a aceptar las demandas de responsabilidad por defectos en el ejercicio
de la funcién supervisora— se ha mantenido en la jurisprudencia posterior. Pueden aducirse
al respecto los casos relativos a la salida a Bolsa de Bankia (Sentencia de la Audiencia
Nacional de 23 de septiembre de 2015; Roj: SAN 3320/2015) y a la intervencién del
Banco de Madrid por el BAE (Sentencia de la Audiencia Nacional de 29 de marzo de 2019,
Roj: SAN 1159/2019).
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bién —o deberia comportar— una mayor sujecién a responsabilidad (55). En
ofro caso, nos podemos encontrar anfe una andmala situacién de ejercicio de
poder sin responsabilidad, situacién que repugna ciertamente los postulados
bdsicos del Estado de Derecho, ademds de no incentivar una actuacién diligente
por parte de la correspondiente autoridad (56).

Todo ello genera un panorama claramente insatisfactorio desde la pers-
pectiva garantista en el sector bancario, aquejado de algunas debilidades
congénitas o estructurales —que se antojan dificilmente superables— en el fun-
cionamiento del sistema de garantias juridicas consolidadas en nuestro Estado
de Derecho. De facto se produce la renuncia a aplicar al sector instituciones
que operan con normalidad y plenitud en otros &mbitos y un debilitamiento de
los derechos de propiedad privada y de libertad de empresa, cuyo contenido
queda ciertamente difuminado hasta el punto de que resulta cuestionable si
se respeta el «contenido esencial» de estos derechos constitucionalmente reco-
nocidos (art. 53.1 CE).

IV. SOBRE EL REGIMEN SANCIONADOR BANCARIO: PRINCIPALES
RASGOS QUE LO SINGULARIZAN

Dentro del contexto regulatorio y supervisor expuesto se explican las
caracteristicas que impregnan el régimen sancionador bancario vigente en la

(55) Ya en su momento (1989) T. R. FerNANDEZ subrayé de forma muy expresiva, a
propésito de la promulgacién de la nueva regulacién contenida en la Ley de Disciplina e Inter-
vencién de 1988, que la responsabilidad «sigue al poder como una sombra, lo digan o no lo
digan las Leyes» (T. R. FernANDEZ 1989: 15). Sobre la necesaria correlacién entre el nivel de
informacién y de poder que poseen las autoridades supervisoras y las responsabilidades que
asumen apunto algunas consideraciones en Banca, Derecho y sociedad en tiempos convulsos,
Marcial Pons, Madrid, 2020, pp. 193-195, donde subrayo la exhaustiva informacién y la
grandisima capacidad de actuacién de que dispone en la actualidad el supervisor bancario;
circunstancia que conlleva inevitablemente una elevacién del «listén» de su responsabilidad
por fallos y omisiones en el ejercicio de la funcién supervisora.

(56) Especialmente incisiva sobre este puno se ha mostrado M. A. SAlVADOR ARMENDARIZ
(2020: 121 vy ss.), concluyendo que resulta preocupante el hecho de que las decisiones del
poder publico en esta materia puedan quedar al margen del control juridico, en particular en
sus consecuencias econémicas. La profesora navarra parte del hecho ostensible de que se ha
producido una infensificacién de los poderes de intervencién de los supervisores bancarios que
implica de facto un traslado de importantes facultades de decisién en la estrategia y gestion
del negocio bancario desde las entidades supervisadas al propio supervisor, que ejerce «una
cierta direccién» de tal negocio o, al menos, «una influencia determinante» en el mismo. Y
afirma que tal situacién no deberia ser ajena al reparto de responsabilidades: si las autorida-
des supervisoras son las que toman las decisiones —generales y singulares— que impactan
sobre el devenir de una entidad de crédito y no resultan responsables por ello, «estaremos
ante un problema de gobernanza no menor», pues «solo quien asume las consecuencias de
sus decisiones puede aproximarse al acierto» (ob. cit. pp. 127-128).
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actualidad, en el cual confluyen, por un lado, nuestra propia tradicién en la
materia y las exigencias del marco constitucional espafiol, y, por otro lado, los
condicionantes impuestos por el Derecho de la UE, que estd instalado en una
dindmica expansiva y, por tanto, es cada vez mds penetrante.

Obviamente, el régimen sancionador de las EC cumple, como cualquier
ofro dmbito del Derecho Administrativo Sancionador, una funcién disuasoria
de los incumplimientos normativos, esto es, constituye una herramienta que
respalda la aplicacién efectiva de toda la densisima regulacién bancaria y el
buen funcionamiento del sistema de supervisién (57). Con este cardcter instru-
mental se ha ido conformando progresivamente un corpus normativo especifico
sobre la potestad sancionadora que los organismos supervisores ejercen sobre
el sector bancario. Un corpus normativo plasmado fundamentalmente en la
Directiva 2013/36/UE (arts. 64 y ss.) y en el Titulo IV de la LOSSEC (58),
que responde a unos rasgos singulares reconducibles a los que se indican a
continuacion.

1. Las autoridades competentes para sancionar

En la atribucién de la competencia para imponer sanciones, se ha creado
un escenario plural o multipolar como consecuencia de la complejidad del
marco supervisor al que se ha hecho referencia. Conforme a las opciones incor-
poradas a este marco supervisor, el protagonismo en el ejercicio de la potestad
sancionadora corresponde al BCE y al BdE, con un reparto competencial entre
ambos de no poca complejidad, cuyo punto de partida es la distincién entre
entidades significativas y menos significativas (59). Pero también disponen
de poder sancionador, con un alcance ciertamente mucho mds limitado, la
JUR y el FROB. Organismos todos ellos especializados en el sector bancario

(57) Este dltimo aspecto —el respaldo al buen funcionamiento del sistema de supervi-
sién— resulta particularmente ostensible en ciertos tipos infractores que contiene la normativa
vigente, como son los que sancionan actividades realizadas sin la preceptiva autorizacién, la
remisién al supervisor de informacién incompleta, inexacta o fuera de plazo, o el incumpli-
miento de los requerimientos dirigidos por el supervisor a las EC.

(58) Aunque no vamos a ocuparnos de ello, deben tenerse en cuenta también las dispo-
siciones relativas al poder sancionador del BCE en el marco del MUS: art 18 del Reglamento
(UE) 1024/2013 del Consejo de 15 de octubre de 2013 y arts. 120 y ss. del Reglamento
(UE) 468/2014 del Banco Centro Europeo de 16 de abril de 2014 (Reglamento Marco del
MUS). Por lo que se refiere a la legislacién espafiola es preciso tener en cuenta, ademds
de la LOSSEC, diversas disposiciones legales de cardcter més especifico entre las cuales se
encuentra el Capitulo IX de la LRREC.

(59) Véase al respecto Esteean Rios, J. (2019: 145 y ss.) y J. M. PemAN GaviN (2022:
61-65, 6871 y 241-242).
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que se benefician, como hemos subrayado mds atrds, de un estatuto legal de
independencia orgénica y funcional (60).

Sin perder de vista esta pluralidad, nos centraremos a continuacién en la
potestad sancionadora que ejerce el BdE, cuya regulacién se contiene en el

citado Titulo IV de la LOSSEC.

2. Dualidad de sujetos responsables

Estén sujetas a responsabilidad sancionadora tanto las entidades, que
son necesariamente personas juridicas, como las personas que ocupan cargos
de administracién o direccién en las mismas, que son habitualmente personas
fisicas (61). Y lo estdn en términos de compatibilidad e independencia entre los
dos tipos de sujetos, de modo que cabe sancionar a ambos o tan sélo a uno
de ellos. No obstante, en la prdctica los expedientes sancionadores se instruyen
contra las entidades, afiadiéndose en algunos casos también la imputacién de
responsabilidad a administradores y directivos, y resulta muy excepcional la
opcién de que solo se sancione a los administradores.

3. La tipificacién de las infracciones

Un mero repaso a la tipificacién de infracciones que contiene la LOSSEC
(arts. 92 a 94) evidencia la gran extensién de las conductas infractoras, que
tienden a cubrir todos los espacios ocupados por la regulacién bancaria 'y, por
lo que se refiere a las infracciones muy graves y graves, a describirse con un
cierto detallismo en aras de respetar las exigencias del mandato de tipicidad.
En los preceptos aludidos aflora la huella de una larga experiencia histérica
que se ha ido reflejando en la relacién de conductas infractoras afadidas por
las sucesivas reformas legales: en ellas estd el «retrato» de las irregularidades
o situaciones «patolégicas» producidas en algin momento de nuestra larga
experiencia supervisora y cuya repeticidn se pretende evitar.

(60) Atrés queda la atribucién al Ministerio de Economia (y en algin caso excepcional
al Consejo de Ministros) de la competencia para imponer deferminadas sanciones; compe-
tencia que se elimind, en el afio 2012 en beneficio del BAE. Debe notarse en todo caso que
subsiste, de manera cuestionable, el recurso de alzada ante el Ministerio de Economia contra
las sanciones impuestas por el BAE.

(61) Véase el considerando 36 y el art. 65.2 de la Directiva 2013/36/UE, asi como,
en el ordenamiento espafiol, el art. 89.1 LOSSEC. El fundamento de esta dualidad fue en
su momento explicitado por la Comunicacién de la Comisién Europea de 8 de diciembre de
2010 sobre Regimenes sancionadores mds rigurosos en el sector de los servicios financieros
(p- 8) y no es otro que el logro de un sistema sancionador eficaz y suficientemente disuasorio
que garantice cumplimiento de la legislacién vigente; cosa que no sucederia, a juicio de esta
Comunicacién, si sélo se sancionara a las entidades o sélo a los administradores.
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Tal enumeracién de conductas infractoras se encuentra inmersa por lo
demds en una dindmica expansiva plasmada en la continua adicién de nuevos
tipos por el legislador, ya sea dentro de la propia LOSSEC o fuera de ella.
Esto Gltimo tiene un indeseable efecto «descodificador» de los tipos infractores,
que frustra las pretensiones codificadoras a las que responde la LOSSEC (como
anteriormente sucedia con la Ley de Disciplina e Intervencién de 1988) (62).

El problema principal que se suscita en este apartado no es ofro que
la utilizacién de las cldusulas generales de tipificacidn, sobre todo para las
infracciones leves. Lo cual resulta objetable desde el punto de vista de los
principios de tipicidad y de seguridad juridica que exigen, como es bien
sabido, la predeterminacién normativa de las conductas infractoras y de sus
consecuencias para que los ciudadanos puedan saber a qué atenerse.

En relacién con las aludidas infracciones «leves», que pueden dar lugar
en el dmbito de las EC a multas y otras sanciones de considerable severi-
dad, el ordenamiento bancario ha venido estableciendo que es infraccién leve
cualquier incumplimiento de las «normas de ordenacién y disciplina» que no
constituya infraccién muy grave o grave (en la actualidad, art. 94 LOSSEC),
utilizando asi una férmula genérica que pivota sobre un concepto (normas de
ordenacién y disciplina) de gran indeterminacién y vaguedad; un concepto
que la propia Ley (art. 2 LOSSEC) define en unos términos extraordinariamente
abiertos e indeterminados.

En efecto, dicho precepto, tras considerar normas de ordenacién y disci-
plina de las entidades de crédito al conjunto de la propia Ley y su desarrollo
reglamentario, asi como el extensisimo Reglamento UE 575/2013, termina con
una cldusula residual cuyo alcance no puede ser mds omnicomprensivo: forman
parte de tales normas de ordenacién y disciplina «el resto de las normas del
ordenamiento juridico espariol y del Derecho de la Unién Europea que con-
tengan preceptos especificamente referidos a las entidades de crédito» (63).

(62) Cualquier nueva normativa sobre EC que se aprueba incorpora, casi como una
muletilla, la afirmacién de que se trata de «normas de ordenacién y disciplina» cuyo incum-
plimiento constituye infraccién sancionable con arreglo a la LOSSEC. Como botén de muestra
al respecto puede verse el art. 8 del RD-ley 19/2022, de 22 de noviembre, de medidas para
aliviar la subida de los tipos de interés en préstamos hipotecarios sobre vivienda habitual, que
configura como infraccién grave el incumplimiento de diversos preceptos del mismo.

(63) No cabe duda de que una férmula tipificadora tan genérica como la que deriva
del art. 94 LOSEEC, en su conexién con el art. 2 de la propia Ley, se sitda lejos del éptimo
deseable en materia de seguridad juridica, y resulta cuestionable también como técnica legis-
lativa, pues dificulta considerablemente el conocimiento de lo sancionable por parte de los
destinatarios de las normas, pero parece dificil que llegue a declararse su inconstitucionalidad,
dada la actitud laxa que ha terminado prevaleciendo en el TC al respecto. En este punto
resulta ilustrativa la STC 86/2017, de 4 de julio, que dio por bueno el precepto de una Ley
de Cataluia en materia audiovisual que tipifica como infraccién muy grave «el incumplimiento
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Dentro de esta amplisima formulacién que hemos subrayado, quedan
incluidas disposiciones de rango secundario como las Circulares del BAE o los
Reglamentos delegados elaborados por la ABE y aprobados por la Comisién
Europea. No parece en cambio que las guias técnicas y otros instrumentos de
soft law que elaboran los supervisores deban considerarse «normas de orde-
nacién y disciplina», de modo que su incumplimiento no seria directamente
sancionable. Pero no cabe duda de que en la prdctica tales instrumentos pueden
contribuir a la concrecién de determinados tipos infractores siendo por tanto
instrumentos relevantes para valorar la regularidad de los comportamientos de
las entidades en las materias que abordan.

4. Las medidas sancionadoras: severidad del Derecho Sancionador
bancario

Una de las caracteristicas mds ostensibles del régimen sancionador ban-
cario, tal como ha quedado configurado tras sucesivas reformas hacia un
marco mds riguroso —entre las que se incluye la operada por la Directiva
2013/36—, es una gran severidad del mismo que pretende hacerlo disuasorio
y eficaz. Esta severidad se plasma tanto en la elevada cuantia de las multas
que pueden imponerse como en la contundencia de las medidas sancionadoras
de privacién de derechos que se prevén.

a) Respecto a lo primero, se puede llegar a unas multas de importes
muy elevados aplicando los criterios fijados legalmente, de modo que resulten
realmente disuasorias incluso para las entidades de gran tamafio y para los
administradores con refribuciones muy elevadas. Concretamente, el limite de
las multas se fija para las entidades en un porcentaje de su volumen de nego-
cio (hasta el 10% en infracciones muy graves), cifra que estd directamente
vinculada al tamafio de la entidad —y con ello a su capacidad econémica—
determinando una igualacién relativa de las entidades respecto al impacto que
les producen las multas (64). Para administradores y directivos, los topes son

de los principios bdsicos de regulacién de los contenidos audiovisuales» remitiendo a estos
efectos a los términos «en que estos principios han sido definidos y explicitados por medio de
la instruccién del Consejo Audiovisual de Catalufia y a los términos en que han sido definidos
y asumidos como deberes especificos a cargo de los prestadores de servicios en el marco de
acuerdos establecidos con el Consejo».

(64) La previsién de multas fijadas como porcentaje del volumen de negocio de las
empresas tiende a generalizarse en todo el Derecho econémico, estando consolidado este
criterio, por ejemplo, en la legislacién de defensa de la competencia. En ocasiones se utiliza
también como opcién alternativa al volumen de negocio la multa consistente en un maltiplo
de las ganancias obtenidas a través de la infraccién, si éstas pueden determinarse; asi lo
hace la LOSSEC, al contemplar la opcién de que se imponga una multa en funcién de los
beneficios obtenidos con la infraccién (entre el triple y el quintuplo de tales beneficios en el
caso de infracciones muy graves, de acuerdo con el art. 97.1.a LOSSEC).
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también ciertamente elevados: nada menos que hasta 5 millones de euros en
infracciones muy graves (art. 100.1 LOSSEC) (65).

b) Por lo que se refiere a las medidas sancionadoras de privacién de
derechos, se contempla, en el caso de las entidades, la posibilidad de que
les sea revocada la autorizacién administrativa para actuar en caso de infrac-
ciones muy graves (66) y, en relacién con los administradores y directivos, se
prevé la suspension en el ejercicio del cargo o la separacién del mismo, con
inhabilitacién en su caso durante un periodo méximo de diez afos.

5. La amplitud del abanico de opciones de que dispone el super-
visor en la determinacién de las sanciones

Al margen de las elevadas cuantias de las multas que se prevén, llama
poderosamente la atencién la extraordinaria amplitud de los mdrgenes de
apreciacién de que dispone el supervisor a la hora de determinar las sanciones
que impone en cada caso (en la formulacién que recogen los arts. 97, 98 y
99 LOSSEC se abren diversas opciones sancionadoras aplicables en los tres
casos «a juicio del érgano competente para resolver»):

a) El supervisor puede elegir la concreta medida sancionadora que aplica.
Asi, en el caso de las sanciones a entidades, cabe imponer multa y/o revo-
cacién de la autorizacién; si se trata de personas que ejercen cargos de
administracién o direccién, multa y/o suspensién o separacién del cargo con
inhabilitacién en su caso.

b) Y asimismo tiene un amplio margen de apreciacién en la determinacién
de los aspectos cuantitativos de las sanciones: el importe de las multas y la
duracién de las sanciones de suspensién e inhabilitacién de administradores.
Asi, la horquilla que se establece para las multas por infracciones muy graves
es amplisima, va desde O hasta 10 millones de euros en relacién con las
entidades o hasta el 10% de su volumen de negocio si esta cifra es mayor, y
desde O hasta 5 millones en el caso de los administradores (67).

(65) En la praxis aplicativa cabe observar que el BdE tiende a no apurar los margenes
de que dispone en las multas a administradores, situdndose en importes muy lejanos a los
mdximos que podria imponer. Cabria pensar que ello refleja una actitud «blanda» por parte
del supervisor, acaso en exceso, pero mds bien lo que sucede es que el legislador (aqui las
pautas del Derecho europeo operan como condicionantes) se ha «curado en salud» y ha fijado
unos limites elevadisimos para que los importes de las multas sean disuasorios y eficaces incluso
para los administradores de los grandes bancos que cobren retfribuciones muy abultadas.

(66) Art. 97.1.b LOSSEC. Esta es obviamente la sancién més grave que puede impo-
nerse, pues conlleva la disolucién y liquidacién de la entidad infractora.

(67) La extrema amplitud de la horquilla de las multas previstas plantea también pro-
blemas desde el punto de vista del principio constitucional de tipicidad, aplicable no solo a
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Como contrapeso de este amplisimo margen de apreciacién, se enuncia
una extensa relacién de pardmetros de proporcionalidad que el supervisor ban-
cario debe tener en cuenta (art. 103 LOSSEC). Parémetros que son mucho mds
matizados y completos que los que ofrece el muy pobre apartado 3 del art. 29
LRJSP, en linea con lo que sucede en ofros muchos sectores del Derecho sancio-
nador econémico, que tienden a fijar pautas matizadas de proporcionalidad en
atencién a la severidad de las sanciones que se contemplan. Y debe subrayarse
también que el deber genérico de motivacién de los actos administrativos (68)
adquiere obviamente una gran relevancia, forndndose en este caso mds exigente.

6. El requisito de la culpabilidad y su debilitamiento

Aunque no se admite formalmente la responsabilidad sancionadora mera-
mente objetiva, en la préctica el régimen sancionador que rige en el sector
bancario, como sucede con carécter general en todo el Derecho econémico,
tiende a acercase a pardmetros automdticos y cuasi-objetivos en la culpabili-
dad, de manera que el espacio para que puedan prosperar las exoneraciones
vinculadas a la falta de culpabilidad del infractor —por ejemplo, el error de
prohibicién— es harto limitado, casi inexistente. Lo cual deriva del tenor literal
de las disposiciones legales aplicables, que imponen deberes profesionales de
diligencia muy elevados tanto a las entidades como a sus administradores,
pero sobre todo de la posicién adoptada por la jurisprudencia contencioso-ad-
ministrativa sobre sanciones bancarias, que no es nada propicia a aceptar
exoneraciones en la responsabilidad de los sujetos infractores por razones
vinculadas a la culpabilidad en la comisién de la infraccién (69).

7. El procedimiento sancionador aplicable

El procedimiento aplicable para sancionar las infracciones bancarias se
mueve dentro de las coordenadas generales que fija la LPAC y de las especi-

las infracciones sino también a las sanciones. Téngase en cuenta al respecto en particular que
el TC ha considerado inconstitucional una horquilla sancionadora que oscilaba entre 0,1 y
600.000 euros (STC 150/2020, de 22 de octubre, que resolvié una Cuestién de Inconstitu-
cionalidad sobre un precepto de la Ley navarra de defensa de los consumidores y usuarios;
véase especialmente su FJ 4). Lo cual es bastante menos que el margen de apreciacién fijado
por la LOSSEC, que permite llegar hasta 10 millones de euros en las multas a entidades (o
el 10% del volumen de negocio, si esta cifra es mayor) o hasta 5 millones en las multas a
administradores, sin que existan limites minimos al respecto.

(68) Elart. 35 LPAC exige tal motivacién, entre ofras situaciones, en todos las propuestas
de resolucién y las resoluciones de los procedimientos sancionadores (letra h) asi como, de
modo genérico, en los actos que se dicten en el ejercicio de potestades discrecionales (letra i).

(69) Para mayores indicaciones respecto de esta cuestidn, en cuyos matices no procede
entrar en esta ocasién, remito al lector interesado a PEmMAN Gavin (2022: 84 y ss.).

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
42 ISSN 2341-2135, nom. 61, Zaragoza, 2024, pp. 14-58



LA DISCIPLINA DE LAS ENTIDADES DE CREDITO EN EL MARCO DEL SISTEMA DE SUPERVISION BANCARIA

ficas plasmadas en el Reglamento sobre procedimiento sancionador aplicable
a los sujetos que actian en los mercados financieros (70); un procedimiento
que resulta razonablemente garantista al permitir sucesivas oportunidades de
defensa para los sujetos a los que se imputa la comisién de infracciones. La
LOSSEC contiene algunos preceptos sobre aspectos puntuales del procedimiento
sancionador y sobre publicidad de las sanciones (arts. 107 y ss.), pero no un
procedimiento especifico.

Subrayaremos aqui tan solo la amplitud documental y larga duracién de
los procedimientos sancionadores que se tramitan por el Banco de Espafia en
no pocos casos, lo cual es consecuencia no solo de la complejidad intrinseca
de los asuntos que se abordan, sino también de la opcién legal (art. 107.2
LOSSEC) por el expediente Gnico y la resolucién Onica para dilucidar las
responsabilidades correspondientes tanto a la entidad de crédito involucrada
como, eventualmente, a las personas fisicas que desempefian cargos de admi-
nistracién y direccién en la misma (71). Respecto de estas Gltimas, cabe indicar
que es factible la suspensién provisional de sus cargos durante la tramitacién
del expediente, conforme a lo establecido en el art. 112 LOSSEC (72).

8. El principio non bis in idem

En relacién con la prohibicién de doble sancién —penal y administra-
tiva— por unos mismos hechos procede destacar la amplitud del espacio poten-
cial para un solapamiento entre infracciones administrativas y delitos, como
consecuencia de una doble circunstancia: el extensisimo campo que cubre lo

(70) Dicho Reglamento fue aprobado mediante RD 2119/1993, de 3 de diciembre, y
resulta aplicable, de acuerdo con lo que dispone su art. 1, al conjunto del sistema financiero
en el sentido amplio de esta expresién.

(71)  El plazo maximo de duracién previsto legalmente es de un afio (art. 107.3 LOSSEC,
afadido por el art. 220 del RD-ley 5/2023, de 28 de junio, que no hace sino elevar a rango
legal el plazo fijado en su momento por el RD 2119/1993), sin perjuicio de las posibilidades
de ampliacién y suspensién de plazos que ofrece la LPAC, lo que implica que en la préctica
la efectiva duracién de los procedimientos puede ser mucho mayor. En particular, asi sucede
de los casos en los que se produce la suspensién del procedimiento sancionador durante la
tramitacién de un proceso penal por los mismos hechos, suspensién que frecuentemente se
prolonga durante varios afios.

(72) Enrelacién con la presentacién de denuncias ante el BAE por posibles incumplimien-
tos de la normativa bancaria, debe notarse que, en virtud de la modificacién de la LOSSEC
operada por el RD-ley 19/2018, de 23 noviembre, se introdujeron unos nuevos preceptos en
la misma (arts. 119-122, sobre «comunicacién de infracciones») con una regulacién especifica
que prefende potenciar su presentacién. Regulacién que incorpora diversas garantias para el
denunciante en cumplimiento de lo exigido por la Directiva 2013/36/UE. No obstante, en la
préctica parece que la utilizacién efectiva de este canal de denuncias en el dmbito bancario
estd siendo muy escasa, lo cual no parece preocupante dado el escrutinio directo, permanente
y minucioso al que estén sometidos las entidades de crédito por parte de los supervisores.
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ilicito administrativo sancionable por la autoridad supervisora y la creciente
expansién de las figuras delictivas en el campo del Derecho Penal econémico

Ante esta amplitud del terreno en el que se pueden producir los solapa-
mientos entre Derecho Penal y Derecho Administrativo sancionador es necesario
tener presentes las coordenadas generales consolidadas en la materia: a) hay
incompatibilidad entre sanciones administrativas y penales siempre que tengan
el mismo fundamento —no en ofro caso— (art. 31.1 LRJSP); b) se impone la
preferencia de la via penal en caso de conductas que puedan constituir a la
vez ilicito administrativo y penal, de modo que el procedimiento administrativo
sancionador debe paralizarse si se sigue la via penal; y c) existe vinculacién
de las autoridades administrativas competentes para sancionar a los hechos
que se declaren probados por resoluciones judiciales firmes (art. 77.4 LPAC).

Asi las cosas, resulta anémala e incomprensible la declaracién de inde-
pendencia entre sanciones administrativas y penales que contiene el art. 117
LOSSEC: «el ejercicio de la potestad sancionadora a que se refiere este Titulo»
—leemos en dicho precepto— «serd independiente de la eventual concurrencia
de delitos o faltas de naturaleza penal» (73). Si que resulta acertada en cambio
la afirmacién que afiade a continuacién el precepto aludido sobre el modus
operandi en caso de solapamiento: «cuando se esté tramitando un proceso
penal por los mismos hechos o por otros cuya separacién de los hechos sancio-
nables con arreglo a este Titulo no sea racionalmente posible, el procedimiento
administrativo quedard suspendido respecto de los mismos hasta que recaiga
pronunciamiento firme de la autoridad judicial. Reanudado, en su caso, el
procedimiento, la resolucién que se dicte deberd respetar la apreciacién de
los hechos que contenga dicho pronunciamiento» (74).

9. El control judicial de la potestad sancionadora

El control judicial de la potestad sancionadora que ejerce el BAE sobre
las EC es pleno o completo en el sentido de que abarca todas las cuestiones
de legalidad que puedan plantearse, ya sean de cardcter procedimental o
sustantivo, y estd pertrechado de todo el nutrido cuerpo de reglas y principios
garantistas que presiden el Derecho Administrativo sancionador en Espafia.
Lo cual explica que no resulte infrecuente que las sanciones impuestas sean
impugnadas ante la Jurisdiccién Contencioso-administrativa (75).

(73) Véase sobre este punto el andlisis de J. Estean Rios (2020: 588 y ss.).

(74) Si hay condena penal, no cabe ya imponer sancién administrativa; tan solo si el
fundamento fuera diferente, lo cual se antoja dificil que suceda en el dmbito bancario que
nos ocupa.

(75) La competencia judicial se atribuye a la Sala de lo Contencioso-administrativo de
la Audiencia Nacional (art. 2.3 de la Ley 13/1994, de 1 de junio, de Autonomia del Banco
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No obstante, es preciso dejar constancia de que en la praxis judicial de
los Gltimos afios el balance éxito/fracaso de los recursos presentados arroja
un desequilibrio absoluto a favor de la segunda opcién, esto es, predomina la
confirmacién judicial de las sanciones impuestas, hasta el punto incluso de que
pueden surgir dudas sobre la efectividad de la tutela judicial en esta materia. En
efecto, la ténica «deferente» que es apreciable con cardcter general por parte
de la justicia administrativa respecto las decisiones que adoptan las autorida-
des econdémicas de cardcter especializado (entre ellas, la CNMC y la CNMV)
se torna en una actitud mds bien «complaciente» en el caso de las sanciones
impuestas por el BAE, pues se observa que los Tribunales contencioso-admi-
nistrativos han venido desestimando sistemdticamente los recursos presentados
contra sanciones impuestas por dicho organismo sin apenas excepcién (76).

10. La praxis aplicativa de los Gltimos afios

Una consideracién de las sanciones impuestas por el BdE tras la entrada
en vigor de la LOSSEC, sobre la base de la informacién de las mismas que
se publica en su sitio web, permite observar el reducido nimero de las san-
ciones que se imponen a EC y la cuantia «moderada» de las multas que se
fijan —en la medida en que se sitdan lejos de los topes mdximos previstos
legalmente—, asi como el dato de que no suelen afectar a aspectos nucleares
de la regulacién bancaria prudencial (solvencia, liquidez, gestién de riesgos,
etc.) y predominan las sanciones impuestas por infracciones de la copiosa
normativa sobre proteccién de la clientela (77).

de Espaiia y Disp. Ad. 4°, apartado 1, de la Ley de la Jurisdiccién Contencioso-administrativa).
Dicha Sala es también competente para enjuiciar las decisiones adoptadas por las demés auto-
ridades supervisoras especializadas del dmbito econémico (entre ellas, la CNMV o la CNMC).

(76) Asi se desprende del estudio jurisprudencial que incluyo en el libro ya citado
sobre la materia (2022: 217 y ss). Del cual se deduce que, una vez superadas las ostensibles
carencias que presentaba la normativa sancionadora aplicable a las EC con anterioridad a
la Ley de Disciplina e Intervencién de 1988 desde el punto de vista de los principios constitu-
cionales de tipicidad y reserva de Ley, la distancia entre desestimaciones y estimaciones que
se detecta en la jurisprudencia no puede ser mds abultada: del medio centenar de sentencias
estudiadas en las que la justicia administrativa enjuicié sanciones impuestas por el supervisor
bancario por infracciones cometidas tras la vigencia de la Ley aludida no se encuentra en
realidad ni una sola estimatoria, pues la Gnica que contenia un fallo anulatorio fue revocada
posteriormente por el TS al resolver el correspondiente recurso de casacién. Tan sélo cabe
mencionar una sentencia parcialmente estimatoria dictada por el TS en 1999, en virtud de la
cual el Alto Tribunal redujo el importe de la multa impuesta a un administrador de un banco
como consecuencia de que se habia aplicado indebidamente la circunstancia agravante de
reincidencia. Sobre la explicacién de esta actitud «complaciente» de la justicia administrativa
con las sanciones impuestas por el BAE, apunto algunas ideas en PemAN Gavin (2022: 219-221).

(77) En la misma linea, cabe sefalar el reducido nimero de sanciones impuestas por
el BCE a EC significativas por infraccién de la normativa prudencial desde la entrada en
funcionamiento del MUS.
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Ante la situacién apuntada, cabria pensar que ello refleja una preocupante
actitud contemporizadora o tolerante en exceso por parte del BAE frente a las
situaciones de «indisciplina», esto es, frente a incumplimientos de la legislacién
bancaria prudencial. Pero hay indicadores sélidos que conducen a pensar
que el nivel de cumplimiento de dicha legislacién es elevado, de modo que,
justamente por ello, no resulta necesaria la imposicién de sanciones en este
dmbito, al haberse asentado en las entidades supervisadas una sélida «cul-
tura» de cumplimiento normativo que hace que las eventuales irregularidades
o desviaciones de la norma se corrijan por ofras vias.

En este sentido cabe aludir al importante papel que desempefian en la
actualidad los mecanismos internos de vigilancia del cumplimiento normativo
y de autocorreccién —Departamentos de auditoria interna y cumplimento nor-
mativo, Comisiones del Consejo de Administracién especializadas en auditoria
y en gestién de riesgos, designacién de un Responsable de Cumplimiento
(Compliance Officer) (78), exigencia de formacién adecuada de los empleados
sobre aspectos regulatorios, efc.—. Mecanismos internos cuyo funcionamiento
efectivo en condiciones de independencia es vigilado muy estrechamente por
el supervisor. Y también es preciso tener en cuenta las multiples herramientas
de que disponen los supervisores bancarios para corregir situaciones anéma-
las o irregulares sin emplear la potestad sancionadora; asi, mediante la mera
focalizacién de las labores inspectoras en determinados aspectos, o mediante
la formulacién de recomendaciones o requerimientos dirigidos a las entidades,
ya sea con un cardcter informal o de manera formalizada (79).

Asi las cosas, la excepcionalidad de los expedientes sancionadores sobre
cuestiones centrales de la normativa prudencial de las EC se explica, ademads
de por el efecto disuasorio vinculado a la propia dureza de las sanciones
previstas —tanfo para entidades como para administradores—, por el funcio-
namiento de unos potentes mecanismos infernos de autocorreccién y por una
praxis supervisora de remediacién de las situaciones problemdticas que puedan
defectarse a través de instrumentos no sancionadores.

V. REFLEXIONES FINALES

Finalizada la consideracién de los principales elementos configuradores
del régimen sancionador bancario, me parece oportuno completar la exposicién

(78) La identificacién de una persona concreta a la que se atribuye la funcién de Res-
ponsable de Cumplimiento se ha afiadido recientemente a otros mecanismos mds tradicionales,
como los departamentos de auditoria interna o las Comisiones de Auditoria y Cumplimiento,
que se han reforzado. Véase sobre esta figura E. MORENO DE 14 SANTA GARCiA ( 2020: 243 y ss.)

(79) En realidad, la potestad sancionadora no es el instrumento adecuado para corregir
situaciones muy problemdticas, para cuyo remedio llegard normalmente tarde, como muestra
la experiencia histérica en torno a las situaciones criticas vividas por las entidades financieras.
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realizada con algunos apuntes de alcance general y valorativo en torno al
sistema supervisor bancario, tal como ha quedado configurado tras la reforma
bancaria subsiguiente a la gran crisis.

1. Sobre el caracter dinamico de la supervision bancaria y las
incesantes novedades legislativas de signo ampliatorio

Ha quedado acreditado que la supervisién bancaria es una funcién piblica
madura y con larga evolucién a sus espaldas, pero a ello es preciso afadir que
presenta un acusado dinamismo —como dindmica es la actividad bancaria y
financiera en general—, lo que se traduce en que se encuentre inmersa en un
proceso de adaptacién continua a las nuevas realidades y retos que surgen.

Entre los retos que han aflorado en la dltima década (2014-2023), no
cabe duda de que se encuentran en primer plano los relacionados con los
cambios tecnolégicos en el mundo de las finanzas. Entre ellos, ya tienen un
cierto recorrido los relativos a los riesgos generados por la banca on line —que
se traducen en una atencién reforzada a las cuestiones de ciberseguridad —,
los relativos a la supervisién de nuevos operadores en el sector vinculados
con la innovacién tecnolégica —las denominadas fintech y las bigtech—, y el
tratamiento de la actividad innovadora en materia de finanzas digitales, que ha
tenido lugar a través de la Ley 7/2020, de 13 de noviembre, para la transfor-
macién digital del sistema financiero, que ha regulado lo que cabe denominar
«pruebas piloto», esto es, la experimentacién controlada en la materia. Otros
refos se encuentran en plena ebullicién como sucede con los relacionados con
los criptoactivos (80), la utilizacién de la tecnologia blockchain o el tratamiento
de datos (big data) y la inteligencia artificial en el mundo de las finanzas (81).

(80) Recientemente se ha publicado el Reglamento (UE) 2023/1114 del Parlamento
Europeo y del Consejo de 31 de mayo de 2023, relativo a los mercados de criptoactivos.
Extensa disposicién que atribuye facultades supervisoras en la materia a la ABE y a la AEVM
y que prevé la aprobacién por la Comisién Europea de numerosas normas delegadas. Su
Oltimo articulo (149) establece un marco temporal escalonado de aplicacién de sus preceptos
que culminard el 30 diciembre de 2024.

(81) La bibliografia y documentacién relativa a las finanzas digitales resulta ya muy
abundante, debiendo subrayarse que la Comisién Europea aprobé en 2020 una Comunicacién
sobre «Estrategia de Finanzas Digitales para la UE», COM (2020) 591 final, 25 de septiembre
de 2020. Un amplio conjunto de estudios sobre las cuestiones enunciadas puede encontrarse
en el vol. col. dirigido por B. BEtaNDO GARIN y R. MARIMON DurA (2020), en el que se recogen
las ponencias y comunicaciones presentadas a un Congreso Internacional sobre la materia
celebrado en Valencia en noviembre de 2020. De la utilizacién de la tecnologia blockchain
en las finanzas digitales se ocupan los estudios incluidos en la parte IV del vol. col. Regula-
cién bancaria y actividad financiera, dirigido por Gonzdlez Vazquez y Colino Mediavilla, ya
citado. Una completa exposicién en torno a las iniciativas regulatorias europeas sobre estas
materias puede verse en J. C. LAGUNA DE PAz (2023; 271 y ss.).
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La expresién mds ostensible del dinamismo aludido viene dada por las
continuas novedades legislativas que afectan a la supervisién bancaria, siempre
en un sentido ampliatorio de la misma.

Entre las ya aprobadas, cabe mencionar la citada Ley 7/2020, para la
transformacién digital del sistema financiero, que ha creado un espacio contro-
lado de pruebas cuya vigilancia se encomienda a los supervisores financieros
competentes por razén de la materia (BdE, CNMV y Direccién General de
Seguros y Fondos de Pensiones). Y también cabe citar la introduccién de una
nueva Disp. Adicional en la LOSSEC (la 239) durante este mismo afio 2023 (82)
para reconocer legalmente competencias supervisoras al BAE en materia de
criptoactivos; Disposicién que se dicta en el marco de lo establecido por el
Reglamento europeo sobre la materia y contiene un régimen sancionador apli-
cable a las entidades que operen en este dmbito y a quienes ejerzan cargos
de administracién o direccién en las mismas (83).

Entre las novedades en ciernes —esto es, todavia no incorporadas al
Derecho vigente— se encuentra la habilitacién al BAE para desarrollar acti-
vidades de inspeccién sin notificacién ni identificacién previa por parte del
personal inspector: el denominado «cliente misterioso» o mystery shopping.
En este sentido, cabe indicar que la Disp. Final 10° del Proyecto de Ley de
creacién de la Autoridad de Defensa del Cliente Financiero aprobado por el
Pleno del Congreso de los Diputados el pasado mayo —que finalmente no
llegé a debatirse en el Senado y decayé por la terminacién anticipada de la
XIV Legislatura— contemplaba afiadir un nuevo pérrafo al art. 50.2 LOSSEC
para habilitar esta forma de inspeccién en relacién con las précticas que llevan
a cabo las EC en la comercializacién de servicios bancarios (84).

(82) Mediante la Disp. Final 7¢ de la Ley 6/2023, de 17 de marzo, de los Mercados
de Valores y de los Servicios de Inversién.

(83) En dicha nueva Disp. Adicional de la LOSSEC se atribuyen al BdE funciones de
supervisién, inspeccién y sancién en relacién con las obligaciones que respecto a los emi-
sores de fichas de dinero electrénico y de fichas referenciadas a activos se imponen en el
citado Reglamento (UE) 2023/1114, estableciéndose que tales actividades de emisién quedan
reservadas a las entidades autorizadas para ello. Asimismo, se incluye la calificacién del
Reglamento europeo mencionado como «norma de ordenacién y disciplina» y se incorpora
un severo régimen sancionador en la materia (las multas por infracciones muy graves pueden
alcanzar el 20% del volumen de negocio de la entidad sancionada).

(84) Véase BOCG, Congreso, Serie A, 138-8, 25 de mayo de 2023. En dicho nuevo
pérrafo del art. 50.2 LOSSEC se habilitaba al BdE para ejercer su funcién inspectora sin
previa notificacién y sin necesidad de que sus empleados revelen su condicién de personal al
servicio de la enfidad supervisora para verificar el «cumplimiento de la normativa bancaria y
de las précticas de mercado llevadas a cabo por las entidades supervisadas en la comercia-
lizacién y contratacién de productos o servicios bancarios». El mismo régimen de anonimato
se contemplaba para los colaboradores externos o consultores que actuaran por cuenta del
BdE en el ejercicio de las funciones indicadas.
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El mencionado Proyecto de Ley hubiera tenido un impacto de no escasa
relevancia en el modelo de supervisién bancaria existente en nuestro pais, en
la medida en que sustraia de la érbita competencial del BAE —asi como de
la CNMV y de la Direccién General de Seguros y Fondos de Pensiones— el
conocimiento de las reclamaciones presentadas por los clientes de los servi-
cios financieros para que se reparen sus derechos presuntamente vulnerados.
Opcién muy cuestionable a mi modo de ver, habida cuenta de que el sistema
de reclamaciones existente en la actualidad viene funcionando razonablemente
bien, en términos de eficacia y coste, y constituye una fuente de informacién
muy completa y valiosa para los supervisores mencionados en todo lo relativo
al cumplimiento de la normativa de proteccién de la clientela por las entidades
supervisadas. La creacién de la aludida Autoridad hubiera complicado todavia
més el ya de por si complejo esquema supervisor en vigor, pues hubiera dejado
en manos de los tres supervisores especializados las funciones relacionadas
con la supervisién de conductas diferentes de la resolucién de reclamaciones;
entre ellas, la evacuacién de consultas relativas a la normativa de proteccién
de la clientela o la imposicién de sanciones frente a eventuales incumplimientos
de la misma por parte de las entidades supervisadas (85).

Por lo demds, debe subrayarse que las cargas adicionales que se intro-
ducen continuamente por el legislador respecto al sector bancario conllevan
nuevos campos de supervisién que se afaden a los existentes o amplian su
radio de accién, expandiendo también el espacio para el ejercicio de la
potestad sancionadora. Es el caso, por ejemplo, del RD-ley 19/2022, de 22
de noviembre, por el que se establece un Cédigo de Buenas Précticas para
aliviar la subida de tipos de interés en préstamos hipotecarios sobre vivienda
habitual (86) —que se mueve dentro de esquemas de intervencién generaliza-

El decaimiento de este Proyecto de Ley ha impedido que se lleve a cabo por el momento
la adicién a la LOSSEC de la previsién aludida, pero no es improbable que en un futuro
préximo dicha previsidn se incorpore a alguna iniciativa legislativa relativa a la materia.

(85) No podemos entrar aqui obviamente en la exposicién y andlisis del mencionado
Proyecto de Ley, que suscité un vivo e interesante debate en torno al mismo. Un debate que se
plasmé inicialmente en la elaboracién de numerosos informes institucionales sobre el correspon-
diente Anteproyecto de Ley (entre ellos, los del BAE y la CNMV) y que se tradujo luego en la
presentacién de numerosas enmiendas en el Congreso por parte de los Grupos Parlamentarios
(véanse en particular los fundados argumentos que sustentaron la enmienda a la totalidad
presentada por el Grupo Parlamentario Vox en BOCG, Congreso de los Diputados, serie A,
n° 134-3, 1 de marzo de 2023, pp. 2 a 7). Como aproximaciones doctrinales sobre el tema,
remito al lector interesado a los trabajos de J. Estesan Rios (2022) y de B. Betanpo Garin (2023).

(86) Véase el art. 6 de este RD-Ley, sobre seguimiento del cumplimiento del Cédigo de
Buenas Préctica, y el art. 8, sobre régimen sancionador. En este Gltimo precepto se dispone
que determinadas disposiciones del RD-ley tienen la condicién de «normas de ordenacién y
disciplina» y que su incumplimiento constituye infraccién grave que se sancionard de acuerdo
con lo establecido en la LOSSEC.
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dos en los Gltimos afios en relacién con el sector (87)—, o de la Ley 38/2022,
de 27 de diciembre, sobre la imposicién de un «gravamen temporal» a las
Entidades de Crédito y los Establecimientos Financieros de Crédito (88).

2. Sobre el reto de realizar un «balance» cabal del nuevo marco
regulatorio y supervisor

Transcurrida una década desde la entrada en escena de la nueva legis-
lacién bancaria —cuya parte mds sustancial se promulgé en los afios 2013 y
2014 —, disponemos ya de una perspectiva suficiente para llevar a cabo una
evaluacién global de la «vuelta de tuerca» que conllevé esta nueva legislacién
y, en particular, de la supervisién Gnica implantada en la Eurozona

Aungque esta evaluacién excede por completo de los objetivos del presente
texto, me permito expresar algin apunte al respecto que resulta facilmente
compartible por presentar cierta obviedad.

A. Concurren sin duda aspectos positivos, que no es posible desconocer.
Asi, es obvio que se ha reforzado la independencia de los supervisores, miti-
gando las posibilidades de «captura» de los mismos por los supervisados y
alejéndolos de su posible «contaminacién» por los intereses politicos a corto
plazo que tienden a predominar en la accién de los Gobiernos; se ha profundi-
zado en la realizacién del mercado interior en el dmbito bancario, generando
una situacién mds comparable y homogénea entre entidades financieras en
la que se ha alcanzado una nivelacién —hacia arriba— de los estdndares

(87) Véase en la misma linea el RD-ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgen-
tes de proteccién de deudores hipotecarios sin recursos, modificado en sentido ampliatorio
hasta en siete ocasiones (la Gltima de ellas mediante el citado RD-ley 19/2022) o el RD-Ley
19/2017, de 24 de noviembre, de cuentas de pago bdsicos, traslado de cuentas de pago
y comparabilidad de comisiones (especialmente, arts. 21 y 22). También se situaban en la
misma linea las previsiones sobre «prestacién personalizada de servicios bancarios» que el
citado Proyecto de Ley de creacién de la Autoridad de Defensa del Cliente Financiero pretendia
introducir en la LOSSEC (Disp. Final 10° del Proyecto); tales disposiciones venian a imponer
la atencién presencial a los clientes bancarios en una amplia serie de situaciones y exigian
de remisién de datos relativos a la inclusién financiera por las EC al BdE.

(88) El gravamen tiene la naturaleza de «prestacién patrimonial de cardcter piblico no
tributario», pero su régimen sancionador es el propio de los tributos, esto es, el establecido en
la Ley General Tributaria (art. 2.2 de la ley 38/2022). Adicionalmente, la mencionada Ley
dispone (art. 2.7) que el importe del gravamen no puede ser objefo de «repercusién econé-
mica, directa o indirecta», y califica como infraccién muy grave el incumplimiento de dicha
prohibicién; infraccién que no tiene cardcter tributario y estd «sometida al régimen adminis-
trativo sancionador generals. Las funciones de vigilancia del cumplimiento de tal prohibicién
de repercusién, asi como el ejercicio de la potestad sancionadora al respecto se atribuyen
a la CNMC, pero ello es «sin perjuicio de las competencias del Banco de Espafia y de la
obligacién de éste de colaborar con la misma» (art. 2.7, 4° pérrafo).
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regulatorios y supervisoras exigidos en el conjunto de la Unién. Lo cual debe
traducirse en un reforzamiento de la confianza y credibilidad que suscitan
los sistemas financieros existentes en todos los paises de la UE, al margen de
experiencias pasadas y de la fortaleza que presenten las finanzas publicas de
los respectivos Estados (89).

Asi las cosas, parece claro que el sector de las EC en Europa es mds
seguro o «resiliente» que con anterioridad para afrontar escenarios adversos y
situaciones criticas, tanto de impacto general como individual: lo es sin duda
para los depositantes que confian sus ahorros a la banca y para el conjunto
de sus acreedores, e incluso para el contribuyente, en la medida en que resulta
remota la posibilidad de que las EC en dificultades tengan que ser rescatadas
con dinero pdblico.

B. Pero no menos evidente es que el nuevo escenario resulta mds gravoso
en términos de cargas y costes para las entidades, e indirectamente, para los
clientes que los soportamos en dltima instancia. Tiene un coste enorme que no
terminamos de percibir, pero que pagamos entre todos, con manifestaciones
muy diversas; entre ellas la gran carga de trabajo que implican las exigencias
regulatorias y la atencién de los multiples requerimientos de los supervisores
(cuyo nimero y capacidad de presién se ha expandido considerablemente), el
pago de las tasas que financian esta supervisién reforzada y de las elevadas
aportaciones a los Fondos de Garantia de Depésitos y Fondos de Resolucién,
los mayores costes que implica la remuneracién del capital y de otros instru-
mentos capaces de absorber pérdidas (instrumentos hibridos, deuda subordi-
nada) como consecuencia del significativo aumento de los requerimientos de
solvencia que se imponen, etc. (90). En definitiva, fenemos un sistema financiero
presuntamente mds seguro, pero sin duda mds caro.

C. Al margen de ello, no puede desconocerse que a lo largo de la
dltima década hemos vivido experiencias concretas que evidencian que, pese
a todo, persiste la posibilidad de que determinadas situaciones escapen al

(89) En un tono no precisamente autocritico, la Comisién Europea subrayé en un
Informe elaborado en 2017 (Informe de la Comisién al Parlamento Europeo y al Consejo
sobre la aplicacién del mecanismo dnico de supervisién establecido conforme al Reglamento
(UE) n° 1024/2013, 11 de octubre de 2017, COM (2017) 591 final) que el MUS estaba ya
plenamente operativo en aquel momento y se habia implantado con éxito alcanzando «ven-
tajas afiadidas claras en términos de estabilidad financiera e integracién del mercado» (p. 2)
y logrando mejoras en la eficacia y calidad de la supervisién de los bancos en la Eurozona
(p- 21). Sin perjuicio de esta valoracién general positiva, se apuntaban algunos aspectos de
necesaria mejora en el funcionamiento de los engranajes del MUS.

(90) Me remito en este punto al andlisis que realicé en PemAN GaviN (2020: 61 y ss.,
en especial, 66-78), donde subrayo las dimensiones que tienen las cargas introducidas por
la nueva regulacién bancaria y la necesidad de una evaluacién global de las mismas en el
marco del principio de proporcionalidad.
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control preventivo de las autoridades supervisoras y terminen en un colapso
con efectos muy lamentables. Es el caso en concreto de la crisis del Banco de
Madrid (2015), desencadenada por una intervencién acordada por el BdE, y
de la resolucién del Banco Popular (2017), producidos ambos en momentos en
los que habia quedado atrés la gran crisis financiera y se transitaba por una
senda de recuperacién econémica y de reforzamiento del sistema financiero.
En el primero de ellos, fue la propia intervencién de la entidad adoptada con-
forme a lo previsto en el art. 70 LOSSEC —muy cuestionable en su necesidad
o justificacién— la que desaté una situacién de pdnico entre sus clientes 'y,
a la postre, el desenlace de la liquidacién, en el marco de un concurso de
acreedores, de un banco que disfrutaba de un excelente nivel de solvencia (91).
En el segundo de ellos —el Banco Popular— el desastre sin paliativos que
supuso su resolucién acordada por la JUR dejé muy malas sensaciones sobre
los nuevos instrumentos supervisores y de gestién de crisis implementados a
través del MUR, asi como muchos espacios para la critica y las dudas (92).

3. Sobre las Entidades de Crédito en Espaiia: un sector en declive
desde varios puntos de vista

Por lo que se refiere al sector de las EC en nuestro pafs, es notoria la
dréstica transformacién que ha sufrido en los Gltimos afios dentro de una ten-
dencia claramente reduccionista que afecta tanto al nimero y diversidad de

(21) Un breve apunte al respecto aporto en PEMAN GaviN (2022: 178-179). Véase
también R. ARIKO SANCHEZ, «El concurso de Banco de Madrid: la interpretacién del articulo
142 de la Ley Concursal y las entidades financieras», Revista de Derecho Concursal y Para-
concursal, 25, 2016, pp. 245 y ss. Trabajo que concluye calificando como «precipitada»
la actuacién del BAE consistente en el nombramiento de administradores provisionales que
solicitaron inmediatamente el concurso y la liquidacién de la entidad. Asimismo, R. AriRo deja
abierta la pregunta por la posible responsabilidad del supervisor espafiol en los perjuicios
irrogados a los acreedores que no debieron soportar la liquidacién de la entidad antes de
haberse probado su inviabilidad econémica.

(92) Tales espacios para la critica conciernen a diversos aspectos evidenciando que las
costuras del nuevo marco regulatorio para abordar las situaciones de crisis no son tan sélidas
como cabia pensar. Entre los aspectos cuestionables aludidos se encuentran la validez de las
pruebas de resistencia de las entidades frente a escenarios adversos que se vienen realizando,
la no aplicacién de medidas de actuacién temprana que hubieran podido evitar el fatal des-
enlace de la resolucién, el insuficiente apoyo a una situacién critica manifestada en dltima
instancia en problemas de liquidez de la entidad més que de solvencia, la gestién misma de
la resolucién por las autoridades competentes y la perplejidad que produce su comparacién
con las opciones adoptadas en otras situaciones criticas muy préximas en el tiempo (caso de
las italianas Veneto Banca y Banca Popolare di Vicenza, rescatadas a través de medidas de
apoyo publico adoptadas por las autoridades nacionales), o también las dificultades para
llegar a una valoracién justa y objetiva de las entidades que se resuelven. Dentro de una ya
muy amplia bibliografia sobre el caso, véanse, ademds de los trabajos citados en nota 53,
M. C. Marorca Totepano (2020: 1241 y ss.), asi como A. Ruiz Ojepa (2021: 84-86).
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las entidades existentes —con multiples fusiones mds o menos forzadas, esto
es, nunca plenamente voluntarias— como a su capacidad operativa, mediante
la reduccién de las redes de oficinas y del nimero de empleados. Una trans-
formacién que ha conducido al sistema financiero espafiol a una situacién que
tiene poco que ver con la que hemos conocido durante la Gltima década del
pasado siglo y la primera del presente, respecto de la cual se ha producido
a un paulatino proceso de «desmantelamiento» o liquidacién parcial (93).

Este proceso es consecuencia de circunstancias de diversa indole, entre las
que se encuentran algunas de proyeccién general como son el endurecimiento del
marco regulatorio y supervisor al que nos hemos referido, la necesaria reconver-
sién del sector bancario vinculada a la digitalizacién de la economia y del sistema
financiero, asi como la situacién persistente de bajisimos tipos de interés que se ha
vivido durante una prolongada etapa lastrando la rentabilidad del sector. Pero en
el caso concreto de Espafia, se afiaden otros factores o circunstancias de alcance
nacional, como son las cargas especificas impuestas por el legislador espariol a la
banca en los Gltimos afios —especialmente en el terreno de la fiscalidad (94)—,
y el punto de partida intensamente bancarizado del que veniamos.

(93) Los datos estadisticos que publica el sitio web el BAE muestran que la profunda
reconversién del sector financiero espafiol ha sido un proceso continuado desde el afio 2009
hasta la actualidad y que no hay todavia sefiales de que se haya defenido. Las EC han des-
truido mds de 8.000 empleos al afio como promedio en los 14 afos que median entre 2009
y 2022, al pasar de 270.855 a 158.317 empleados a finales de 2022; lo cual implica una
reduccién de 112.538 puestos de trabajo (el 41,5% del empleo que tenia a finales de 2008).

En cuanto al nimero de oficinas, en los 6 afios transcurridos entre 2017 y 2022 se ha pasado
de 28.643 oficinas abiertas en el conjunto de las EC a 17. 648, es decir, se han cerrado mds de
1.800 oficinas cada afio como promedio, en una etapa en la ya habia quedado atrds el periodo
dlgido de la reestructuracién del sector financiero espafiol que habia tenido lugar entre 2010 y
2014. Por lo que se refiere especificamente al sector de las antiguas Cajas, la pdgina web de la
CECA ofrece una serie temporal mayor que da cuenta de la magnitud de la reduccién en dicho
sector: de las 25.035 oficinas que tenian las antiguas Cajas en 2008 se ha pasado a fan sélo
7.630 a finales de 2022, lo que implica una reduccién de casi el 70% de las oficinas existentes.

(94) Estas cargas comportan una mayor presién fiscal soportada por el sector de las
EC en Espafia en relacién con la existente en otros paises de nuestro entorno, o en relacién
con ofros sectores de la economia nacional. En este sentido, cabe mencionar el tipo adicional
que se exige a la banca en el Impuesto de Sociedades, el Impuesto que grava especificamente
los depésitos bancarios, el pago del Impuesto de Actos Juridicos Documentados en la forma-
lizacién de hipotecas en garantia de préstamos, las tasas municipales que gravan los cajeros
automdticos, o el nuevo «gravamen temporal» introducido por la Ley 38/2022, que son muestra
de una voracidad fiscal reforzada que se soporta en el sector con efectos sobre su actividad
y sobre su atractivo que no son en modo alguno neutros. En relacién con la proclividad de
los poderes publicos espafioles a imponer a la banca cargas de diversa indole —tendencia
que se viene observando desde hace algunos afios—, véanse algunas indicaciones en PEMAN
GaviN (2020: 125 y ss).

Por lo que se refiere especificamente al gravamen temporal introducido por la Ley
38/2022, son notorias las deficiencias técnicas y los problemas de constitucionalidad que viene
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Asi las cosas, debe advertirse que las mejoras que hemos subrayado
desde el punto de vista de la solidez individual de las entidades, y de la esta-
bilidad financiera general, no deben ocultar algunas derivaciones negativas
de la drdstica transformacién a la que hemos aludido, de la cual no podemos
afirmar en modo alguno que haya terminado.

Entre tales derivaciones negativas estd el hecho de que no resulte infundada
una cierta sensacién de pérdida o deterioro del servicio que podemos tener
como clientes del sector en relacién con la situacién precedente. De hecho, la
pregunta de si los servicios prestados por las EC han mejorado o empeorado
en términos de relacién calidad/precio respecto a la situacién anterior a la gran
crisis financiera no tendria una respuesta facil ni Gnica: variaria segin el punto
de vista adoptado. Ciertamente resulta ostensible la mejora en los aspectos
que tienen que ver con el desarrollo tecnolégico, del mismo modo que hay que
valorar la mejora producida en las redes de seguridad financiera existentes (en
aspectos tales como la liquidez y garantia de los depésitos o la solvencia de las
entidades). Pero no menos evidente es que los precios de los servicios financieros
(incluyendo comisiones e intereses de los préstamos) tienden a ser mayores y
que ciertos aspectos vinculados con los elementos cualitativos de los servicios,
como son los relativos a la atencién personal y cercana que se proporcionaba
no hace muchos afios, resultan totalmente insostenibles en las circunstancias
actuales, dominadas por una sustancial y progresiva reduccién de la «capacidad
instalada» que estd asociada obviamente al necesario ahorro de costes.

Por otro lado, la transformacién a la que hemos aludido conlleva una ten-
dencia global declinante del sector de las EC desde diversos puntos de vista,

a plantear (inconsistencia de la negacién de su cardcter impositivo, arbitrariedad y discrimina-
cién en la fijacién de los sujetos pasivos, doble imposicién que implica su no deducibilidad en
el Impuesto de Sociedades, etc.), lo que no es improbable que acabe conllevando la declaracién
de su incompatibilidad con la Constitucién. Particularmente llamativa es la prohibicién de su
«repercusién econémicax, algo que se mueve en una linea contraria a la profesionalidad y
prudencia de las entidades, que necesariamente han de tener en cuenta la globalidad de los
costes en que incurren, incluidos obviamente los de naturaleza fiscal, a la hora de determinar
los precios de los servicios que prestan [y los intereses que se abonan a los depositantes).
Y resulta ademds de imposible verificacién, en la medida en que en la préctica el modus
operandi que siguen las entidades en la fijacién de los precios es un elemento central de la
politica comercial de cada una de ellas que atiende a variadisimas circunstancias en continua
variacién y que operan de manera conjunta: ademds de la imprescindible consideracién de
todos los costes asumidos, se tiene en cuenta la necesaria adaptacién a un mercado muy
competitivo y cambiante, la disponibilidad de mayor o menor liquidez (determinante en los
precios de los préstamos y en la remuneracién de los depésitos), el objetivo de «fidelizar» a
deferminados segmentos de clientela, etc. Y ello, al margen por supuesto de consideraciones
de cardcter individual (solvencia y capacidad de pago de los acreditados). Todo lo cual se
sitia, obviamente dentro del marco que impone la necesidad de mantener la rentabilidad y
la solvencia global de la respectiva entidad a efectos de garantizar su viabilidad econémica.
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con independencia de bonanzas coyunturales en sus cuentas de resultados. Tal
declive se detecta, por supuesto, en los aspectos mds visibles que hemos apuntado
relativos al tamafio de la red comercial y a los recursos humanos disponibles, pero
también en su capacidad para atraer inversores y para captar talento o «capital
humano», y en su aportacién a la economia nacional a través de participacién
en la generacién de PIB. En este escenario es obvio que, si el sector mengua o
«encoge» y reduce su presencia y su capacidad de actuacién, resulta inevitable
que se creen espacios vacios o «huecos» que tienden a ocuparse por ofros
actores que operan en ferrenos menos roturados por la regulacién y la supervi-
sién financiera que los propios de la banca. Actores que suscitan una amplia
problemdtica cuya consideracién debe quedar para ofra ocasién. En algunos
casos, se trata de entidades autorizadas y plenamente legales que aprovechan
con éxito las oportunidades que ofrecen la innovacién tecnolégica y la economia
digital: bancos exclusivamente on line, intermediarios financieros no bancarios,
entidades financieras tecnolégicas (fintech y bigtech), plataformas digitales, efc.
Pero en ofros casos, se trata lamentablemente de organizaciones claramente
delictivas que operan de manera cada vez més sofisticada en la captacién de
las victimas de sus estafas al amparo de la gran capacidad de penetracién que
tienen en la actualidad los canales digitales y al amparo también del «escondite»
que les brinda una existencia puramente virtual o deslocalizada (95).
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RESUMEN: El presente trabajo analiza las dificultades, los riesgos y las posibi-
lidades para el uso de la metodologia de la huella de carbono en los procesos de
preparacién de contratos piblicos, cuya ejecucién genera emisiones de gases de efecto
invernadero. Se realizan recomendaciones para utilizar esta metodologia para medir,
reducir o compensar las emisiones derivadas de la ejecucién de contratos publicos.

Palabras clave: contratacién piblica; contratacién piblica verde; huella de carbono;
cambio climdtico; tribunales administrativos.

ABSTRACT: This paper analyses the difficulties, risks and possibilities for the use
of the carbon footprint methodology in public procurement processes, the execution of
which generates greenhouse gas emissions. Recommendations are made for using this
methodology to measure, reduce or offset emissions from the execution of public procu-
rement contracts.

Key words: public procurement; green public procurement; carbon footprint; climate
change, administrative tribunals.

I. INTRODUCCION

La integracién de consideraciones ambientales, como un objetivo primario
e interno de la regulacién de contratos publicos, estd avanzando hacia un
estadio de madurez regulatoria, marcado por el cambio de paso comunitario
hacia un enfoque obligatorio, y por la toma de conciencia sobre la relevancia
de la dimensién técnica de la compra piblica verde.

Para pasar de una integracién formal de los criterios ambientales, con
escasos resultados ambientales efectivos y verificables, a una gestién estraté-

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
60 ISSN 2341-2135, ném. 61, Zaragoza, 2024, pp. 59-106



LA UTILZACION DE LA HUELLA DE CARBONO EN LA PREPARACION DE CONTRATOS PUBLICOS:...

gica (2) y profesionalizada que permita reducir o eliminar, de modo efectivo,
el impacto ambiental de las prestaciones contratadas, es fundamental incor-
porar conocimiento técnico de calidad y, especialmente, utilizar metodologias
que permitan identificar las inversiones sostenibles, mediante el cdlculo de las
externalidades ambientales, como, por ejemplo, el coste de ciclo de vida o
la huella de carbono o ambiental. Ademds, este marco de profesionalizacién
técnica de la compra verde es condicién indispensable para alcanzar cotas
adecuadas de seguridad juridica en la determinacién de las cldusulas o criterios
ambientales, que podran aplicarse de forma objetiva y mesurable.

La huella de carbono, como metodologia de célculo, sirve para estimar o
evaluar las emisiones de gases de efecto invernadero de una prestacién, por lo
que permite garantizar la sostenibilidad de las inversiones pdblicas, evitando el
greenwashing en el sector piblico, conseguir objetivos tangibles y concretos de
reduccién del impacto climdtico de la ejecucién contractual y ofrecer, con las
matizaciones que realizaremos en el trabajo, herramientas para la definicién
de clausulas y criterios climdticos objetivos y verificables.

Por tanto, el presente trabajo de investigacién valora las posibilidades de
utilizar la huella de carbono para definir clédusulas ambientales en el marco
del proceso de preparacién de los contratos publicos, dejando a un lado (o
haciendo meras referencias genéricas) a otras implicaciones de la relacién
entre politicas climdticas y contratacién piblica (3). Ademds, sobre la base
de las opciones juridicas y las limitaciones técnicas existentes, realizamos
recomendaciones para su uso en los pliegos contractuales, con la finalidad de
calcular, reducir y, en su caso, compensar las emisiones de efecto invernadero
derivadas de la ejecucién de los contratos piblicos. En todo caso, hay que

(2) Sobre el uso estratégico de la contratacién piblica, véase, por todos, J. M. GiMeno
Feuu (2024).

(3) Destacamos, en este sentido, la existencia de trabajos publicados sobre la posibi-
lidad de utilizar la contratacién piblica para apoyar los obijetivos de las politicas climdticas:
GalAN Vioaue (2021), «La contratacién piblica local ante el cambio climdtico», Anuario del
Gobierno local, nim. 1; HernANDEZ GoNZALEz, F. (2022), «La compra puUblica verde en la
legislacién autonémica sobre cambio climdtico», en Lazo Vitoria, X., Compra publica verde
y cambio climdtico, Atelier; Lazo, Ximena (2021), «Cambio climdtico y contratacién piblica.
Estado de la cuestidn y perspectivas de futuro», De Guerrero Manso, C., (coord.); GiMeNO Felu,
J.M (dir.). Observatorio de Contratos Piblicos 2020, Aranzadi; (2022) «Compra pdblica verde:
una herramienta estratégica de lucha contra el cambio climético», Lazo Vitoria, X. (Dir.) Compra
publica verde y cambio climdtico, Atelier; SARAsIBAR IRIARTE, M. (2023), «La contratacién pdblica
como herramienta eficaz en la lucha contra el cambio climético», en Galin Vioaue (Dir.), La
contratacién piblica sostenible en la ley de contratos del sector piblico, Tirant Lo Blanch.
Desde una perspectiva mds amplia sobre la contratacién piblica verde puede consultarse:
GalAN Vioaue (Dir.) (2023), La contratacién piblica sostenible en la Ley de contratos del sector
publico, Tirant Lo Blanch, 2023; Lazo Vitoria, X. (Dir.) (2022). Compra publica verde y cam-
bio climdtico, Atelier, 2022; Pernas Garcia, J. J. (2011), Contratacién piblica verde, La Ley.
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advertir que las indicaciones genéricas del presente articulo deben de ser
adaptadas en cada proceso de preparacién contractual a los condicionantes
técnicos y a las particularidades de cada prestacién.

La disponibilidad de metodologias y de datos armonizados para el célculo
de la huella de carbono es un presupuesto indispensable para una utilizacién
segura y acorde con los principios de la contratacién piblica. Hay que tener
en cuenta a este respecto que la disponibilidad de dicho conocimiento técnico,
particularmente con relacién a los datos ambientales, se encuentra en proceso
de construccién y desarrollo. Por ello, las recomendaciones, en este contexto
imperfecto, deben entenderse como una aportacién provisional, susceptible de
mejora, a la luz de las experiencias, de las buenas précticas y, especialmente,
de las mejoras en la disponibilidad de conocimiento y datos técnicos.

Il. NOTAS BASICAS SOBRE LOS PRESUPUESTOS TECNICOS PARA EL
CALCULO DE LA HUELLA DE CARBONO Y LA NECESIDAD DE SU
CONSIDERACION A LA HORA DE DEFINIR CRITERIOS O CLAU-
SULAS CONTRACTUALES

La huella de carbono (HC) mide la totalidad de gases de efecto inverna-
dero (GEI) (4) emitidos por efecto directo o indirecto de una prestacién (obra,
servicio, producto) (5).

La huella de carbono puede tener, al menos, una doble naturaleza: huella
de organizacién; y huella de producto. La primera mide las emisiones de GEl
generadas por la organizacién en el desarrollo de sus actividades, mientras, que
la segunda, permite valorar las emisiones derivadas de todo o parte del ciclo de
vida de un producto, servicio u obra. Esta diferenciacién es un elemento a tener
en cuenta, de especial relevancia, si tomamos en consideracién que los criterios
o cléusulas contractuales que utilizamos en la definicién de pliegos de prescrip-
ciones técnicas particulares (PPTP) y de los pliegos de cldusulas administrativas
particulares (PCAP) deben, necesariamente, estar vinculados al objeto del contrato.

(4) De acuerdo con los datos de la Agencia Europea de Medio Ambiente, Las emisiones
de gases de efecto invernadero (GEl) se derivan de los siguientes sectores en la UE: energia
(77,01%); procesos industriales y uso de productos (9,10%); agricultura (10,55%); y gestién
de residuos (3,32%) (Parlamento Europeo, Emisiones de gases de efecto invernadero por pais
y sector, visto a 1 de diciembre de 2023: https://acortar.link/NSY1P1). Esto nos puede dar
una idea de qué tipo de prestaciones adquiridas por el sector piblico generan mayor impacto
en la generacién de estos gases, y producen en definitiva una mayor huella de carbono.

(5) Seguimos, con relacién a las consideraciones técnicas manejadas en el presente
trabajo, la Guia Técnica, Evaluacién ambiental de productos de la madera, Xunta, 2022. Véase
igualmente la Guia de calcul démissions de gasos amb efecte d’hivernacle (GEH) de la Oficina
Catalana del Canvi Climatic, 29 de mayo de 2023, y la Guia para el cdlculo de la huella de
carbono y para la elaboracién de un plan de mejora de una organizacién del MITERD, 2023.
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Por ello, la huella de carbono de prestacién (producto, servicio u obra)
puede ser utilizada para definir especificaciones técnicas, criterios de valora-
cién o condiciones especiales de ejecucién del contrato.

La huella de carbono de organizacién, particularmente las certificacio-
nes vinculadas, tienen un potencial de utilizacién limitado en la contratacién
pUblica; concretamente podrian servir, a nuestro juicio, como medio de prueba
de la solvencia técnica sobre la capacidad de gestién de las emisiones de
GEl, eventualmente exigidas a los licitadores en el marco de un determinado
contrato. La huella de carbono de organizacién presenta mayores problemas
para su utilizacién como especificacién técnica o, especialmente, como criterio
de valoracién de las ofertas. En todo caso, lo afirmado en este parrafo tiene
algunos matices que realizaremos mds adelante.

El recurso a la huella de carbono requiere tener en cuenta una serie de
consideraciones técnicas, esenciales para entender las posibilidades y limites
para su utilizacién en la preparacién de los contratos piblicos:

— En primer término, los resultados del cdlculo de la huella de carbono de pro-
ductos sélo son comparables si se calculan con la misma metodologia (6).

— En segundo lugar, para realizar dicho cdlculo es preciso garantizar
la disponibilidad de datos de referencia para hacer un cdlculo com-
parable. En este sentido, en la preparacién contractual habrd que
determinar si hay datos o pardmetros de referencia armonizados (7)
para poder realizar el cdlculo; que permitan, por ejemplo, realizar
una comparacién objetiva de las ofertas de los licitadores, en el caso
de que se quiera establecer un criterio de adjudicacién basado en la
huella de carbono. Con relacién a determinados sectores, como en el
dmbito de la edificacién, hay bases de datos ambientales disponibles
para realizar dicho célculo (8), aunque faltan bases de datos publicas
y oficiales. Esta es una labor de especial relevancia que deberdn abor-
dar las instituciones pUblica comunitarias y/o estatales. Puede optarse

(6) Destacamos por el ejemplo en este sentido la Recomendacién 2021/2279 (UE)
sobre el uso de los métodos de la huella ambiental; la norma EN 15978 (BS EN 15978:2011.
Sostenibilidad en la construccién. Evaluacién del comportamiento ambiental de los edificios.
Métodos de célculo); etc. Una explicacién somera sobre las diferentes metodologias de célculo
véase en Guia Técnica, Evaluacién ambiental de productos de la madera, Xunta, 2022.

(7) Para visibilizar la importancia de la disponibilidad de datos ambientales que permi-
tan realizar un célculo simplificado y objetivo de la huella de carbono, véase «The construction
material pyramid» del Centre for Industrialised Architecture (CINARK) de la Royal Danish
Academy: https://www.materialepyramiden.dk/, visto a 1 de diciembre de 2023.

(8) Véase la relacién de bases de datos y software disponibles, con diferente alcance
y naturaleza, para realizar dichos célculos de huella de carbono, Guia Técnica, Evaluacién
ambiental de productos de la madera, Xunta, 2022
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por definir un sofware especifico (9) para la realizacién del célculo de
la huella de carbono, que integran habitualmente datos ambientales
para realizar el cdlculo. En este caso, si se exige un determinado
software, todos los licitadores deben tener acceso a él en condiciones
de igualdad, para no generar riesgos de discriminacién o restricciones
injustificadas al acceso a la licitacién.

Ejemplo: HC = Dato de Actividad X Factor de emisién

Consumo de 60l de diésel para vehiculos
601 x 2,52 CO2 eq/l = 151,2,40 kg CO:2 eq

Factor de emisién del diésel: 2,52 kg COz2eq / |

Factor de Emision para el consumo de gasdleo B7, extraido del Ministerio
para la Transicién Ecoldégica y el Reto Demogrdafico (MITECO) en el 2021.

Cuadro 1: ejemplo de célculo de huella de carbono referido al consumo
de combustibles de los medios de transporte de los productos objeto de
un contrato de suministro o utilizados en el marco de un contrato de
obra o servicios (el calculo podra realizarse igualmente con relacién a
la distancia de transporte en vez de a los litros de combustible) (10).

— Enfercer término, es preciso determinar el alcance que va a tener la apli-
cacién del céleulo de la huella de carbono, con relacién a los elementos
a ftener en cuenta (estructura del edificio, p.e., en los contratos de obra)
y a las diferentes etapas del ciclo de vida de la prestacién (etapa de
produccién, etapa de uso, etc.) (11). Si queremos utilizar la huella de

(9) La ciudad de Helsinki ha integrado criterios climédticos de reduccién de la huella
carbono en la contratacién de edificaciones, usando el andlisis de ciclo de vida. Utilizé crite-
rios de adjudicacién (con valor de 14 puntos sobre 100) referido al cdlculo de la huella de
carbono. La evaluacién de la huella de carbono fue llevada a cabo de acuerdo con el esténdar
EN 15978 y el método de evaluacién de huella de carbono para edificaciones del Ministerio
de Medio Ambiente de Finlandia. Este método estd basado en el marco comunitario LEVEL(S)
y en el estdndar europeo EN 15978. Se exigi6 a los licitadores que realizaran el célculo de
la huella del carbono del proyecto usando la aplicacién Bionova One Click LCA tool. Con
esta finalidad, la aplicacién fue compartida con todos los licitadores, se puso a disposicién
un manual de utilizacién de la aplicacién y se llevaron a cabo sesiones formativas. Se trata
de una buena prdctica seleccionada por la Comisién Europea vy reflejada en la publicacién
GPP in practice, nim. 104, mayo 2021.

(10) Ejemplo extraido de la Guia Técnica, Evaluacién ambiental de productos de la
madera, Xunta, 2022. Véase también, como documento de especial interés, para la determi-
nacién de cldusulas de este tenor, la Guia per a la quantificacié d’emissions de gasos amb
efecte d’hivernacle en els contractes piblics (2020).

(11) Véase, por ejemplo, el apartado 3.3.2.1. del Pliego de prescripciones técnicas
del servicio de asistencia técnica a la redaccién del proyecto bésico y de ejecucién de la

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
64 ISSN 2341-2135, nim. 61, Zaragoza, 2024, pp. 59-106



LA UTILZACION DE LA HUELLA DE CARBONO EN LA PREPARACION DE CONTRATOS PUBLICOS:...

carbono como criterio de adjudicacién de las ofertas, debemos tener
en cuenta que pueden existir dificultades para realizar el célculo de la
huella de carbono con relacién a determinadas fases del ciclo de vida
de una prestacién, por la carencia de datos ambientales representativos
con relacién, por ejemplo, la fase de extraccién en origen de materias
primas. Por ello, el célculo de la huella de carbono podrd cefiirse a
las fases del ciclo de vida que ofrezcan mayores garantias en dicho
plano, como puede ser el transporte de productos al lugar de ejecucién
de la obra; ya que, disponiendo datos objetivables, como el nivel de
consumo o los kilémetros recogidos, y de parédmetros armonizados,
como los factores de emisién por tipologia de combustible y vehiculo
disponibles a nivel comunitario y estatal (12), es posible realizar un
cdlculo objetivo y facil de las emisiones de gases de efecto invernadero
de la fase de transporte de un producto en la ejecucién de una obra.

El anterior grdfico es un ejemplo de célculo simplificado con relacién a
uno de las etapas del ciclo de vida de una prestacién, referido a la fase de
transporte de un producto, que podria ser facilmente trasladable, dado su
cardcter automdtico y objetivo, a la determinacién como criterio de valoracién
de las ofertas en un hipotético contrato de obra, de servicios o de suministro.
Para integrar el cdlculo de la huella de carbono en la preparacién contractual,
con una aproximacién mds ambiciosa, habrd que determinar con precisién en
los pliegos técnicos y/o administrativos, el alcance del célculo, la metodologia
y los datos de referencia a utilizar.

Para introducir criterios de adjudicacién, basados en la huella de carbono,
serd preciso garantizar que es posible realizar un célculo comparable de la
huella de carbono de las ofertas, de modo que todos los licitadores usen la
misma metodologia y los mismos datos de referencia para su célculo. Esto
no es siempre posible. Habra que clarificarlo, caso por caso, en atencién a
la naturaleza de la prestacién y la disponibilidad de datos ambientales de
referencia en ese concreto sector o prestacién. Estos presupuestos técnicos
que condicionan la determinacién de criterios o cldusulas contractuales en la
preparacién de un contrato piblico, nos remiten a la siguiente conclusién: es
preciso tener en cuenta que es recomendable, sino imprescindible en algunos
casos, disponer de conocimiento técnico especializado, propio o externo, en

Comisaria local de la Policia Nacional en Mahén (Baleares) (Expt.: 23.071.NPN2011.PY.04),
en el que se definen las etapas y los elementos de la obra sobre las que se va a proyectar
el célculo de la huella de carbono.

(12) El Ministerio de Transicién Ecolégica y Reto Demogrdfico dispone de factores de
emisién actualizados para el cdlculo necesario para realizar la inscripcién en el Registro de
Huella de Carbono. Véase, https://www.miteco.gob.es/content/dam/miteco/es/cambio-clima-
tico/temas/mitigacion-politicas-y-medidas/factoresemision_tcm30-479095..pdf.
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los procesos de preparacién, adjudicacién y ejecucién contractual para conocer
las posibilidades y limites del uso de la huella de carbono en las diferentes
fases de la contratacion.

Es consciente de esta necesidad la Ley 11/2023, de 30 de marzo, de
uso estratégico de la contratacién piblica de la Comunidad Auténoma de Ara-
gé6n. Esta norma pone el acento en la profesionalizacién (13) de los procesos
de preparacién contractual, lo cual nos remite a la necesidad de reforzar el
conocimiento técnico en el seno de las entidades contratantes; indispensable
no solo para la utilizacién adecuada de la metodologia de célculo de la
huella de carbono, sino en general para la integracién, con seguridad juri-
dica y rendimiento ambiental efectivo, de consideraciones ambientales en la
contratacién. La Ley 11/2023 dispone, particularmente, que se reforzaré la
formacién en materia de «la contratacién pdblica circular, el coste del ciclo
de vida de un bien o servicio, el cdlculo de la huella de carbono, la huella
hidrica, el ecodisefio y cualquier otro mecanismo que permita retener el valor
de los materiales en la economia durante el mayor tiempo posible, tanto por
la reduccién del uso de materias primas no renovables y la produccién de
residuos como por el uso de energias renovables» (art. 10).

Otra variable para tomar en consideracién es el coste de la realizacién
del célculo de la huella de carbono por parte de los licitadores, especialmente
para evitar un impacto negativo en el acceso de las PYME a la contratacién
pUblica (14). Podrd hacerse uso de los mecanismos como la consulta preliminar
al mercado para conocer el alcance econédmico de las obligaciones ligadas a
la huella de carbono que queramos integrar en los pliegos.

lll. LA TENDENCIA REGULATORIA HACIA UNA PRESENCIA CRECIENTE
DE LA HUELLA DE CARBONO COMO HERRAMIENTA PARA LA
IDENTIFICACION DE INVERSIONES SOSTENIBLES

Aunque en el marco de la preparacién de los contratos piblicos no es
una exigencia, con cardcter general, la utilizacién de la huella de carbono, se

(13) Sobre la cuestién de la profesionalizacién, véanse Diaz Bravo, E. (2023), GiMeNO
Feuu, J. M. (2023); RopriGUEZ-ARANA MuRioz (2023).

(14) En este sentido, los tribunales administrativos se han pronunciado sobre la necesi-
dad de tomar en consideracién el coste en la determinacién de las condiciones especiales de
ejecucién. El Tribunal Administrativo de Contratos Piblicos de la CA de Canarias considera
que «es requisito indispensable de toda condicién especial de ejecucién que el valor estimado
del contrato incluya el coste que de la misa se deriva, ya que lo contrario supondria introducir
un elemento claramente discriminatorio que impediria que las licitadoras pudieran elaborar sus
ofertas en posicién de igualdad» (Resolucién 63/2023, de 22 de mayo). Véase en esta misma
linea sus resoluciones 50/2017, de 20 de abril, 0 88/2023, de 28 de marzo.
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aprecia una tendencia juridica a la consideracién de la huella de carbono como
una herramienta necesaria para la identificacién de las inversiones sostenibles.

Muestra de ello es que la Propuesta de Directiva sobre eficiencia energé-
tica de edificaciones prevé que la huella de carbono deberd calcularse para
edificios nuevos a partir de 2030 de conformidad con el marco Level(s) (15);
fecha que se adelanta a 2027 para los edificios grandes. Esta propuesta de
Directiva recoge las metodologias para el cdlculo de la huella de carbono,
asi como indicaciones sobre el origen de los datos de referencia para su
céleulo (16). Por ofra parte, el Reglamento delegado 2021/2139, de 4 de

(15) «Level(s) es un marco de indicadores bdsicos de sostenibilidad para edificios.
Puede usarse para informar sobre el comportamiento de proyectos de nueva construccién
o de reformas importantes y mejorarlo». «level(s) estd disefiado para que los profesionales
que intervienen en la planificacién, el disefo, la financiacién y la ejecucién de proyectos de
construccién contribuyan claramente a ampliar las mejoras medioambientales a nivel europeo.
Pretende establecer una terminologia comin de la sostenibilidad para edificios definiendo
indicadores bésicos de sostenibilidad aplicables a edificios residenciales y de oficinas» (JRC,
Technical Reports, Level(s): el marco comin de la UE de indicadores bésicos de sostenibilidad
para edificios residenciales y de oficinas, 2021). Sobre la utilizacién del marco Level's, que
tendrd una presencia creciente en contratacién piblica de edificaciones sostenibles, citamos el
Contrato de servicios «asistencia técnica para redaccién de proyecto basico y de ejecucién:
Valencia/Quart de Poblet/Edificos y urbanizacién expansién UNICTF». En el apartado 7 del
PPT se integran «Criterios bioclimdticos y de sostenibilidad» que debe cumplir la redaccién
del proyecto; en estos se incluyen los indicadores de Level(s), uno de los cuales es el Poten-
cial de calentamiento global del ciclo de vida. Véase el apartado 7.3 del PPT para conocer
el desarrollo completo de la cldusula. Véase, en este sentido, apartado 3.3.2 del Pliego de
prescripciones técnicas del servicio de asistencia técnica a la redaccién del proyecto bdsico
y de ejecucién de la Comisaria local de la Policia Nacional en Mahén (Baleares) (Expt.:
23.071.NPN2011.PY.04).

(16) COM 2021 (802) final. La Propuesta de Directiva sobre eficiencia energética de
edificaciones prevé las exigencias técnicas para cumplir las obligaciones de célculo de la
huella de carbono: «Para el cdlculo del potencial de calentamiento global (PCG) a lo largo
del ciclo de vida de los edificios nuevos de conformidad con el articulo 7, apartado 2, el
PCG se comunica como un indicador numérico de cada etapa del ciclo de vida expresado
en kg de CO,e/m? (de superficie 0til) promediado para un afio de un periodo de estudio de
referencia de 50 afios. La seleccién de datos, la definicién de escenarios y los cdlculos se
llevarén a cabo de conformidad con la norma EN 15978 (EN 15978: 2011. Sostenibilidad
en la construccién. Evaluacién del comportamiento ambiental de los edificios. Métodos de
célculo). La definicién de lo que incluyen los elementos y los equipos técnicos de un edificio
se establece en el indicador 1.2 del marco comin Level(s) de la UE. Cuando exista una
herramienta de cdlculo nacional, o se requiera tal herramienta para divulgar informacién o
para obtener permisos de construccién, se podrd utilizar esa herramienta para proporcionar la
informacién requerida. Pueden utilizarse otras herramientas de célculo si cumplen los criterios
minimos establecidos en el marco comin Level(s) de la UE. Los datos relativos a productos de
construccién especificos calculados de conformidad con el [Reglamento sobre productos de
construccién revisado] se utilizardn cuando estén disponibles» (anexo ).
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junio, Taxonomia-Clima (17), que define las inversiones sostenibles, para evitar
el greenwashing en el sector financiero, establece que en el caso de los edificios
de mds de 5.000 m?, se calculard el potencial de calentamiento global (PCG).

V. ANALISIS DE LAS POSIBILIDADES DE LA LEY DE CONTRATOS DEL
SECTOR PUBLICO PARA USAR LA HUELLA DE CARBONO EN LA
PREPARACION DE LOS CONTRATOS

La LCSP establece claramente que «en toda contratacién piblica se incor-
porardn de manera transversal y preceptiva criterios sociales y medioambienta-
les siempre que guarde relacién con el objeto del contrato, en la conviccién de
que su inclusién proporciona una mejor relacién calidad-precio en la prestacién
contractual, asi como una mayor y mejor eficiencia en la utilizacién de los

fondos publicos» (art. 1.3, LCSP).

No existe una obligacién de integracién de criterios referidos a la reduc-
cién de GEl en la preparacién de los contratos publicos. Se impone Gnicamente
la obligacién de integracién ambiental, sin precisar o exigir determinados
objetivos ambientales, como el de mitigacién del cambio climdtico.

Con todo, la Estrategia Nacional de Contratacién Piblica (2023-2026)
indica que «las Administraciones Piblicas, a través de la contratacién, deben
contribuir de forma decisiva a la lucha contra el cambio climdtico y la sos-
tenibilidad ambiental». Es una previsién que refuerza el objetivo estratégico
climdtico en la actividad contractual de las «administraciones pdblicas», pero
del que cabe esperar pocos efectos, ante la ausencia de una planificacién
real de este objetivo (18), que integre previsiones organizativas, determinacién
de prioridades, metodologia de desarrollo de criterios técnicos, plazos de
cumplimiento, etc.

Pese a que no se establece una obligacién juridica de integracién de
criterios climdticos, La LCSP abre la posibilidad de su utilizacién en diferentes
momentos:

(17) Reglamento Delegado (UE) 2021/2139 de la Comisién, de 4 de junio de 2021,
por el que se completa el Reglamento (UE) 2020/852 del Parlamento Europeo y del Consejo
y por el que se establecen los criterios técnicos de seleccién para determinar las condiciones
en las que se considera que una actividad econdmica contribuye de forma sustancial a la
mitigacién del cambio climdtico o a la adaptacién al mismo, y para determinar si esa actividad
econdmica no causa un perjuicio significativo a ninguno de los demds objetivos ambientales.

(18) La Estrategia hace una lacénica referencia a la necesidad de «promover la ela-
boracién de guias, recomendaciones, instrucciones, catdlogos de prestaciones que faciliten
buenas practicas y favorezcan la inclusién de cldusulas —requisitos, criterios y condiciones—
de contratacién estratégica». Sobre la relevancia de la Estrategia Nacional, véase Gimeno
Feuu (2022).
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— La definicién de especificaciones técnicas referidas al «impacto climé-
tico» de obras, suministros, servicios (art. 125.1).

— La concrecién de criterios de adjudicacién sobre «la reduccién del nivel
de emisién de gases de efecto invernadero» (art. 145.2).

— La determinacién de criterios de adjudicacién referidos al coste del
ciclo de vida, que pueden integrar el «coste de las emisiones de gases
de efecto invernadero y de ofras emisiones contaminantes, asi como
ofros costes de mitigacién del cambio climético» (art. 148.2, letra a).

— Laintegracién de condiciones especiales de ejecucién que persigan «la
reduccién de las emisiones de gases de efecto invernadero» (art. 202).

Como conclusién sintética, podriamos decir que la LCSP obliga a integrar
criterios ambientales en todas las licitaciones puiblicas, y permite utilizar la
huella de carbono como herramienta para integrar los objetivos climdticos.
Por ello, no existe, l6gicamente, obligacién de utilizacién de la huella de
carbono, pero si que puede ser un mecanismo vdlido para dar cumplimiento
a la obligacién de incorporacién de criterios ambientales, en el marco de las
posibilidades que ofrece la LCSP, que pasan necesariamente por el respeto de
los principios de la contratacién piblica.

Se aprecia una voluntad politica mds intensa en la Ley 11/2023, de
30 de marzo, de uso estratégico de la contratacién publica de la Comu-
nidad Auténoma de Aragén, que se presenta especialmente innovadora.
Con el objetivo de fomentar la alimentacién sostenible, la Ley aragonesa
dispone que los érganos de contratacién deberdn incorporar «criterios de
adjudicacién que valoren la huella ambiental del contrato, tomando como
referencia las circunstancias relativas a la produccién y el transporte de los
alimentos, tales como el empleo de circuitos cortos de distribucién o exis-
tencia de medidas de cardcter compensatorio que neutralicen el impacto
ecolégico negativo ligado a la produccién y el transporte a través de inver-
siones medioambientales» (art. 33). Asimismo, se fomentard la innovacién
en la contratacién con la finalidad de disminuir la «huella ambiental» de
las prestaciones [art. 54.3 (19)].

Por otra parte, y de acuerdo con lo comentado, la obligacién de con-
tratacién sostenible prevista en la LSCP es compatible con la relativa libertad
del érgano de contratacién para realizar dicha integracién, de modo flexible,

(19) Concretamente se indica que «la innovacién de procesos tendré por objeto la
adquisicién de bienes, obras o servicios en los que la produccién o la distribucién hayan
experimentado cambios significativos en lo relativo a técnicas, materiales o programas informé-
ticos empleados, con el fin de disminuir los costes unitarios y la huella ambiental, incrementar
la calidad o eficiencia, o presentar productos nuevos o sensiblemente mejorados» (art. 54.3,
Lley 11/2023).
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mediante la determinacién de prescripciones técnicas, criterios de seleccién,
criterios de adjudicacién y/0 condiciones especiales de ejecucién (20).

Por ello, la huella de carbono podrd utilizarse, en atencién al objeto y
la naturaleza de la prestacién, como especificacién técnica, como criterio de
solvencia técnica, como condicién especial de ejecucién del contrato o como
criterio de adjudicacién. La legislacién autonémica recoge expresamente la
posibilidad de utilizar el célculo de la huella de carbono de la forma que mejor
convenga a los objetivos climdticos de la licitacién (21).

Con todo, tendrd que prestarse particular atencién a su utilizacién como
criterio de adjudicacién, dada la dificultad, con relacién a determinadas pres-
taciones, para obtener resultados comparables por limitaciones referidas a la
disponibilidad de datos armonizados. En caso de que su utilizacién no permita,
por razones de base técnica, realizar un andlisis objetivo del rendimiento com-
parativo de las ofertas de los licitadores, seré& preferible su utilizacién como
especificacién técnica o como condicién especial de ejecucién.

V. LAS PREVISIONES DE LA LEGISLACION SECTORIAL CLIMATICA
SOBRE EL USO DE LA HUELLA DE CARBONO EN LA PREPARACION
DE CONTRATOS PUBLICOS. REFERENCIA PARTICULAR AL REAL
DECRETO 163/2014, DE 14 DE MARZO, POR EL QUE SE CREA
EL REGISTRO DE HUELLA DE CARBONO

La normativa ambiental en materia de cambio climdtico ha establecido
previsiones sobre la reduccién de emisiones de gases de efecto invernadero y
particularmente sobre el uso del cdlculo de la huella de carbono. En este sen-
tido, debemos destacar la Ley 7/2021, de 20 de mayo, de cambio climdtico y
transicién energética, particularmente su articulo 31, y las leyes autonémicas en
esta misma materia (22), que han incorporado previsiones normativas, de den-

(20) Lla LCSP dispone que «el érgano de contratacién aprobard |...) los pliegos o
documentos que contengan las prescripciones técnicas particulares que hayan de regir la
realizacién de la prestacién y definan sus calidades, sus condiciones sociales y ambientales,
(...)» (art. 124, LCSP). En los pliegos de cléusulas administrativas particulares se incluirdn
«(...) las consideraciones sociales, laborales y ambientales que, como criterios de solvencia,
de adjudicacién o como condiciones especiales de ejecucién se establezcan» (122.2, LCSP).

(21)  «En las licitaciones que lleven a cabo la Administracién de la Junta de Andalucia
y sus entes instrumentales, los pliegos de cldusulas administrativas particulares podrén incluir
en cualquier fase del procedimiento la necesidad de disponer del cdlculo de una huella de
carbono, en el sentido indicado en la normativa de contratacién piblica |(...) (art. 53.1, Ley
8/2018, Andalucia). Véase, un “clon” de la misma disposicién, en el articulo 60 de la Ley
Foral 4/2022, de 22 de marzo, de Cambio Climdtico y Transicién Energética».

(22) Lley 16/2017, de 1 de agosto, del cambio climédtico Catalunya; Ley 8/2018, de 8
de octubre, de medidas frente al cambio climatico y para la transicién hacia un nuevo modelo
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sidad creciente, sobre compra pdblica climdtica. Analizaremos sus previsiones
especificas en los apartados correspondientes de este trabajo de investigacion.

Si realizaremos, en este apartado, una referencia introductoria al Real
Decreto 163/2014, de 14 de marzo, por el que se crea el registro de huella
de carbono (23). Esta norma dispone que «los bienes, servicios y productos
que adquiere la administracién piblica suponen un impacto sobre el calen-
tamiento global, es decir, tienen asociada una huella de carbono», asi como
que «la administracién debe esforzarse en reducir su huella de carbono, y
consecuentemente, en adquirir bienes, servicios y productos con la menor huella
de carbono posible calculada de forma comparable» (24).

Dicho Real Decreto establece que «el érgano de contratacién podrd incluir
entre las consideraciones de tipo medioambiental que se establezcan en el
procedimiento de contratacién, las relativas a la huella de carbono, que podrén
acreditarse mediante certificados equivalentes u otros medios de prueba de
medidas equivalentes de gestién medioambiental (art. 10)». Podemos encontrar
referencias similares en la legislacién autonémica (25).

El concreto certificado o sello del citado registro permite acreditar el
cdlculo de la huella de carbono, asi como su reduccién y compensacién. Con
todo, el uso de dicho registro presenta notables limitaciones para su utilizacién
en la preparacién de los contratos piblicos, derivadas del hecho de que la
huella que mide es la de las organizaciones inscritas, no la de concretos pro-
ductos o prestaciones. Analizaremos detenidamente esta cuestién en epigrafes
posteriores.

El Registro tiene cardcter pdblico. Esta cuestién puede tener relevancia en
materia de contratacién. Se han planteado asuntos ante los tribunales admi-

energético en Andalucia (art. 30); Ley 10/2019, de 22 de febrero, de cambio climdtico y
transicién energética de llles Balears (art. 68); Ley Foral 4/2022, de 22 de marzo, de Cam-
bio Climdtico y Transicién Energética de Navarra (art. 23); Ley 6/2022, de 5 de diciembre,
del Cambio Climdtico y la Transicién Ecolégica de la Comunitat Valenciana; Lley 6/2022,
de 27 de diciembre, de cambio climdtico y transicién energética de Canarias (art. 28.2).
Véase, para un estudio en profundidad de la legislacién autonémica, el completo trabajo de
HernANDEZ GoNZAEz, F. (2022).

(23) Bajo el amparo de dicha norma, el Ministerio de Transicién Ecolégica y Reto
Demogréfico ha definido metodologias de referencia y potenciales entidades verificadoras de
dichos célculos. Tiene especial interés, en este sentido, la Guia para el cdlculo de la huella de
carbono y para la elaboracién de un plan de mejora de una organizacién del MITERD, 2023.

(24) Esta previsién se repite de modo literal en el apartado 6 del Plan de Contratacién
Piblica Ecolégica de la Administracién General del Estado (2018-2025).

(25) Véase, el articulo art. 53, Ley 8/2018, de 8 de octubre, de medidas frente al
cambio climdtico y para la transicién hacia un nuevo modelo energético en Andalucia. Véase
un articulo «clon» en el articulo 60 de la Ley Foral 4/2022, de 22 de marzo, de Cambio
Climético y Transicién Energética.
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nistrativos referidos a la existencia de «contaminacién de sobres», cuando en
el sobre referido a los criterios de adjudicacién sometidos a juicio de valor
se infegra la informacién referida a la inscripcion en el Registro de Huella
de Carbono por parte de la organizacién, y a la vez se establece un criterio
automdtico referido a este aspecto (26).

VI. EL RECURSO A LA HUELLA DE CARBONO PARA LA DEFINICION
DE PRESCRIPCIONES TECNICAS

1. Consideraciones generales

Los érganos de contratacién gozan de un amplio margen para la deter-
minacién del objeto del contrato y, en consecuencia, para la definicién de
sus propias necesidades. Asi, las consideraciones ambientales pueden ser
tomadas en cuenta al definir el objeto del contrato (art. 99 LCSP). Cuando
se infegren objetivos climdticos en la definicién de cldusulas o criterios de los
pliegos contractuales, se recomienda la definicién de un titulo del contrato que
haga referencia a la «baja huella de carbono» o a los «criterios climaticos»
infegrados en el contrato.

La LCSP establece ademds que «las prescripciones técnicas se definirdn
aplicando criterios de sostenibilidad y proteccién ambiental». Con todo, esta
exigencia de definicién de prescripciones técnicas sélo se manifiesta cuando
«el objeto del contrato afecte o pueda afectar al medio ambiente» (articulo
126.4, LCSP). Asi, para la integracién de especificaciones técnicas climdticas,
como las basadas en la huella de carbono, serd preciso que la ejecucién de
la prestacién tenga efectos en la generacién de emisiones de gases de efecto
invernadero; sino no seria proporcionado integrar una cldusula referida al
célculo de la huella de carbono.

2. Posibles especificaciones técnicas que hagan referencia al
cdlculo de la huella de carbono

La definicién de las prescripciones técnicas puede hacerse por referen-
cia a especificaciones técnicas contenidas en normas o documentos técni-

(26) Podemos ver ejemplos de resoluciones que no consideran que se ha producido
una «contaminacién», como la Resolucién TARC 665/2022 o la Resolucién TACP Madrid
877/2020. También tenemos ejemplos de resoluciones, en sentido contrario: TARC Andalu-
cia 241/2016; TARC Cyl, 81/2021, 50/2019, TCCSP Cat. 129/2023, etc. Asimismo, la
Resolucién TARC 1794/2021 alude a ese cardcter piblico como un elemento que facilita
la verificacién de cumplimiento de cldusulas climdticas en la fase de ejecucién contractual.
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cos oficiales, o en términos de rendimiento o exigencias funcionales (art.
126.5, LCSP). A la hora de definir una especificacién técnica referida al
célculo de la huella de carbono serd oportuno identificar la norma técnica
de referencia, que contenga la metodologia para realizar el célculo de la
huella de carbono, con independencia de que el licitador pueda acreditar
su cumplimiento a través de medios equivalente de prueba al certificado
vinculado a dicha norma.

Como especificacién técnica, podrd establecerse la obligacién del cdlculo
y/o andlisis de la huella de carbono, por ejemplo, en la fase de disefio de
las obras o servicios (27). Esta exigencia podré establecerse en los contratos
de servicio para la elaboracién de proyectos de obra (28); ello permitird
identificar los puntos susceptibles de mejora ambiental y garantizar el cardc-
ter de bajo impacto climdtico de las edificaciones u obras que se pretende
contratar. La huella de carbono es una herramienta vdlida para la adopcién
de decisiones sostenibles de inversién publica, sobre la base de informacién
referida al impacto climdtico de las diferentes alternativas de disefio de las
prestaciones (29).

(27) ElPlan de Contratacién Publica Ecolégica de la Administracién General del Estado,
sus organismos auténomos y las entidades gestoras de la Seguridad Social (2018-2025)
prevé que en la preparacién de contratos de servicios de organizacién de un evento, podré
tenerse en cuenta, a la hora de definir prescripciones técnicas o criterios de valoracién: «la
solicitud de la realizacién del célculo de las emisiones de gases de efecto invernadero o
huella de carbono que supone el evento, valorando positivamente la compensacién de dicha
huella de carbono». En este orden de cosas, la Ley de la Comunitat Valenciana sobre cambio
climdtico dispone que «la licitacién de contratos para la organizacién de acontecimientos y
actos publicos (...) incorporard en los correspondientes pliegos criterios de sostenibilidad, el
célculo de huella de carbono, su publicacién y la reduccién de emisiones asociadas» (art.
96, ley 6/2022, Comunitat Valenciana).

(28) Véase, en este sentido, el Pliego de prescripciones técnicas del servicio de asis-
tencia técnica a la redaccién del proyecto bésico y de ejecucién de la Comisaria local de
la Policia Nacional en Mahén (Baleares) (Expte.: 23.071.NPN2011.PY.04). Se establece en
él la exigencia de que el contratista realice un «andlisis y el coste del ciclo de vida del pro-
yecto». El proyecto debe «ser planteado y realizado con materiales sostenibles, considerando
la huella de carbono durante todo el proceso de fabricacién de los materiales, construccion,
separacién de las distintas fracciones de residuos generados en la construccién, asi como
la gestién, reutilizacién o reciclaje posterior del residuo generado tanto en obra como en el
futuro proceso de demolicién del edificio una vez transcurrida su vida dtil» (ap. 3.3.1.4). El
punto 3.3.2.1 establece las exigencias metodolégicas que tendrén que cumplirse para realizar
el andlisis de ciclo de vida.

(29) EIJRC ha desarrollado una especificacién técnica basada en la huella de carbono
en su Technical report, EU Green Public Procurement (GPP) criterio for the design, construc-
tion, renovation, demolition and management of buildings, Draft technical report, 2022. Asi,
sobre la base de dicha previsién, una especificacién técnica referida al célculo de la huella
de carbono, en un contrato de servicio para la elaboracién de un proyecto de obra, podria
tener el siguiente tenor:
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Ademds, en los contratos o concesiones de obras podrd exigirse al contra-
tista que realice el célculo de la huella de carbono en fase de obra o, incluso,
durante la vida de la infraestructura o edificacién (rendimiento al finalizar la
obra y/o tiempo después de su puesta en funcionamiento), con la finalidad de
verificar el cumplimiento de los datos estimados en la fase de disefio y poder
obtener datos de impacto climdtico efectivo de la prestacién, que podrén ser
objeto de comunicacién a la sociedad y servir para una evaluacién de resul-
tados climéticos de la ejecucién contractual.

Otra alternativa simplificada para la reduccién de la huella de carbono
es la exigencia de productos o materiales con bajo impacto (o impacto
negativo incluso) en términos de generacién de emisiones de gases de efecto
invernadero, como la madera (30). Este efecto puede conseguirse, igualmente,
con el uso de productos u obras que cumplan los estdndares de determi-
nados sistemas de ecoetiquetado (31), basados en el andlisis de ciclo de

«En la fase de disefio, las emisiones de carbono del edificio a lo largo de su vida dtil
se calcularén basdndose en los médulos A a D del ciclo de vida del edificio de conformidad
con la norma EN 15978.

Verificacién: El licitador presentard un informe escrito que resuma y desglose todas las
emisiones de carbono de carbono asociadas al ciclo de vida del edificio al menos en los
siguientes médulos:

— AI-A3 (productos).

— A4-A5 (construccidn).

— BI-B5 (fase de uso — materiales).

— B6-B7 (etapa de uso — energia y agual).

— C1-C4 (etapa de fin de vida dtil).

— D (Beneficios y cargas mds allé de los limites del sistema).

Para los médulos A1-A3 y BI-B5, las emisiones de carbono de todos los materiales
de construccién y productos de construccién entrantes estardn basadas en las pertinentes
declaraciones medioambientales de producto o en datos genéricos de inventarios del ciclo
de vida identificados.

Para los médulos A4-A5, serd establecidos claramente los datos de partida sobre los
indices de residuos para la evaluacién en la fase de disefio.

Para el médulo Bé, se establecerd claramente el alcance de los servicios del edificio
del edificio cubiertos (por ejemplo, calefaccién, refrigeracién, ventilacién, agua caliente, ilu-
minacidn, efc.), asi como las estimaciones sobre las tendencias previstas en los factores de
carbono de la electricidad de la red.»

(30) Véase Xera, Guia para el fomento de la madera en contratacién publica de
edificaciones sostenibles, 2023. Hay que destacar que este enfoque es coherente con la Ley
7/2021, de 20 de mayo, de cambio climdtico y transicién energética, que dispone que «los
materiales de construccién utilizados tanto en la construccién como en la rehabilitacién de
edificios deberdn tener la menor huella de carbono posible a fin de disminuir las emisiones
totales en el conjunto de la actuacién o del edificio» (art. 8.2).

(31) Entre los sistemas de certificacién de la sostenibilidad de las edificaciones pode-
mos citar los siguientes: BREEAM® (Building Research Establishment Environmental Assessment
Methodology); LEED (Leadership in Energy and Environmental Design); Certificacién VERDE;
WELL; Passivhaus; Certificacién FSC de proyectos. Citamos un ejemplo real de utilizacién de
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vida (32). En este sentido, hay que indicar que los certificados de la huella
de carbono no son ecoetiquetas en el sentido del articulo 127, LCSP, por lo
que no pueden ser utilizados como referencia para la definicién de espe-
cificaciones técnicas, criterios de adjudicacién o condiciones especiales de
ejecucién en el sentido del articulo indicado. Los certificados de huella de
carbono indican el comportamiento ambiental de un producto (en términos de
generacién de emisiones de gases de efecto invernadero), sea un producto
ecoldgico o no. No sirven para caracterizar un productos o prestacién como
ecolégico, sino que simplemente ofrecen informacién sobre sus efectos. No
pueden ser medio de prueba del carécter ecolégico de un producto servicio
u obra (33). Con todo, el dato certificado de la huella de carbono puede
servir para tomar decisiones sobre la alternativa de mejor impacto o para
comparar el rendimiento climdtico de las ofertas, si que necesariamente los
productos, servicios u obras tengan cardcter ecolégico, por responder a un
estdndar de ecoetiquetado.

Asimismo, la reduccién de las emisiones de gases de efecto invernadero
podrd conseguirse con la exigencia de especificaciones técnicas ligadas al
ahorro o la eficiencia energética, o con la adquisicién de alternativas de bajo
impacto climdtico, frente a las opciones basadas en los combustibles fésiles.

los certificados de sostenibilidad de edificaciones que podemos ver en el PPT del Contrato de
servicios «asistencia técnica para redaccién de proyecto bdsico y de ejecucién: Valencia/Quart
de Poblet/Edlificos y urbanizacién expansién UNICTF». Tanto el proyecto basico (ap. 5.2), como
el proyecto de ejecucién (ap. 5.3), deben integrar la documentacién relativa a la evaluacién
y certificacién de sostenibilidad. Se exige una precertificacién del proyecto de ejecucién y
una posterior certificacién en la ejecucién de la obra. Debe alcanzarse una calificacién cuatro
sobre cinco en los sistemas de certificacién «VERDE de GBCe, o una calificacién equivalente de
otra Entidad de Certificacién de Sostenibilidad». Véase el apartado 7.3 del PPT para conocer
el desarrollo completo de la clausula.

(32) En este sentido, interesa destacar la siguiente previsién de la Ley valenciana de
cambio climdtico: «Las administraciones piblicas de la Comunitat Valenciana incluirdn en los
pliegos de las licitaciones destinadas a contratos de obra o de concesiones de obra piblica
las siguientes prescripciones: |(....) La inclusién en los proyectos de construccién o reforma de
edificaciones de una certificacién de construccién sostenible que garantice, para su construc-
cién, uso y desmantelamiento, la reduccién de emisiones de gases de efecto invernadero, la
eficiencia energética, el ahorro de agua y la reduccién de los residuos.» (art. 93, Ley 6/2022,
Comunitat Valenciana).

(33) Esta cuestidn se plantea en la Resolucién TACP Madrid 145/2021. En este caso,
el PPT establecia como requisitos comunes para todos los lotes disponer de efiquetas ambien-
tales. Un licitador presenté para acreditar el cumplimiento de dicha exigencia técnica el
sello de la huella de carbono. El Tribunal consideré que ello no podia dar cumplimiento a
los requerimientos del PPT, en la medida en que los certificados de huella de carbono no
tienen el cardcter de etiquetas ambientales. El Tribunal define los sistemas de ecoetiquetado
como «sistemas de reconocimiento “Best in Class” (ecoetiquetas). Indican que el producto ha
superado una serie de exigencias que implican menor impacto ambiental que otros productos
comercializados del mismo tipo».
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Con el enfoque simplificado indicado (introduccién de especificaciones
técnicas para prestaciones de bajo impacto o referidas a sistemas de ecoe-
tiquetado de edificaciones sostenibles, p.e.), se garantiza la consecucién de
objetivos climdticos sin acudir a la aplicacién de la técnica del célculo de la
huella de carbono, aunque una exigencia complementaria de cdlculo de la
huella nos permitiria disponer de datos efectivos sobre la reduccién del impacto
climético derivado de la utilizacién, por ejemplo, de productos derivados de
la madera o de productos de bajo consumo energético.

3. El impacto de la legislacion sectorial en la determinacién de
especificaciones técnicas climéticas por parte del sector publico
estatal y autonémico

La Lley 7/2021, de 20 de mayo, de cambio climdtico y transicién energé-
tica dispone que la contratacién de la Administracién General del Estado y del
conjunto de organismos y entidades del sector publico estatal, «de conformidad
con el articulo 126.4 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, incorporaré como
prescripciones técnicas particulares criterios de reduccién de emisiones y de
huella de carbono dirigidos especificamente a la lucha contra el cambio cli-
mdtico». Las Leyes autonédmicas de cambio climdtico han integrado previsiones
iguales o similares, es el caso de la CA de Catalufia (34) o de Navarra (35).

La ley 7/2021 afiade al régimen de la LCSP la exigencia de incorpora-
cién de prescripciones técnicas destinadas a reducir la huella de carbono de
la prestacién. Por tanto, a la exigencia genérica de incorporacién de pres-
cripciones ambientales, se introduce, a través de la legislacién sectorial, la
obligacién concreta de introducir especificaciones climdticas. De todas formas,
esta exigencia de la ley 7/2021, en la medida en que debe aplicarse «de
conformidad con el articulo 126.4», solo deberia ser de aplicacién cuando el
objeto del contrato afecte o pueda afectar a la generacién de emisiones de
gases de efecto invernadero.

Con la finalidad de facilitar la aplicacién de dicha exigencia, la Ley 7/2021
indica que deberd elaborarse, en el plazo de un afio —que ya ha transcurrido—,
«un catdlogo de prestaciones» en cuya confratacién se tendrdn en cuenta los
criterios de lucha contra el cambio climético y de reduccién de emisiones y de

(34) «los departamentos de la Generalidad y sus organismos dependientes deben:
(-..) Incluir en todos los procedimientos de contratacién piblica en que resulte adecuado a su
objeto especificaciones técnicas y criterios de adjudicacién especificos relativos al uso eficiente
de recursos y a la minimizacién de las emisiones de gases de efecto invernadero» (art. 29.1,
letra d, Ley 16/2017, de 1 de agosto, del cambio climdtico).

(35) Véase la DA11¢, de la Ley Foral 4/2022, de 22 de marzo, de Cambio Climdtico
y Transicién Energética.
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huella de carbono (art. 31.1, Ley 7/2021) (36). Seria oportuno que dicho catdlogo
incluyera, para prestaciones prioritarias y en la medida de lo técnicamente posible,
las metodologias y datos de cdlculo de la huella de carbono para la definicién de
cldusulas contractuales e identificar inversiones sostenibles en el plano climético.

Este catdlogo, que sigue pendiente de desarrollo (37), no puede ser una mera
relacién genérica de objetivos o de cldusulas de escasa precisién técnica, sino
que debe ser el resultado de un trabajo técnico y una metodologia equiparable
al que lleva a cabo la Comisién Europea, con el apoyo del Centro Comin de
Investigacién (JRC), para la definicién de criterios comunes de compra publica
verde. La AGE sigue sin ser consciente de las necesidades de desarrollar conoci-
miento técnico preciso, contrastado con el mercado, para la definicién de clausulas
especificas. Esta es la dnica via para el avance real, y serio, de la contratacién
pUblica verde. No parece que haya voluntad politica para avanzar en dicho
plano. El impulso posiblemente llegue de la mano del cambio politico impulsado
por la Comisién Europea hacia la contratacién piblica verde obligatoria (38).

Ademds de la obligacién genérica comentada del articulo 31.1 de la Ley
7/2021, la norma dispone que en «las licitaciones de redaccién de proyectos,
de contratos de obra o concesién de obra» se «podran incluirs prescripcio-
nes técnicas climdticas. Se indica, particularmente, que se podrén introducir
«alguna de las siguientes»:

«a) Que la madera que se utilice en las construcciones proceda de bosques
gestionados de forma sostenible y atendiendo a su huella ecolégica.

b) Actuaciones de repoblacién forestal con especies autéctonas, como medida
compensatoria para paliar la huella de carbono resultante de la ejecucién de la
obra o servicio objefo de licitacién» (art. 31.3).

No son prescripciones que aludan al célculo de la huella de carbono, pero
que si permiten su reduccién o compensacién. En el caso de las actuaciones

(36) Esta exigencia de desarrollo de un catdlogo de prestaciones se recoge en los
mismos términos en la DA11°, de la Ley Foral 4/2022, de 22 de marzo, de Cambio Climdtico
y Transicién Energética.

(37) La Estrategia Nacional de Contratacién Piblica (2023-2026) prevé, en este sen-
tido, la necesidad de «promover la elaboracién de guias, recomendaciones, instrucciones,
catdlogos de prestaciones que faciliten buenas practicas y favorezcan la inclusién de cldusulas
—requisitos, criterios y condiciones— de contratacién estratégica». De todas formas, no se
concrefan obijetivos especificos a este respecto, ni metodologias, ni competencias, ni plazos,
lo cual plantea serias dudas sobre el resultado esperable de una previsién de esta naturaleza.

(38) Véase, en este sentido, nuestros trabajos, El «Tsunami» regulatorio derivado de las
politicas econdmicas de transicién ecolégica: hacia un derecho sustantivo de la contratacién publica
para la «sostenibilidad» y la «resiliencia» en la UE, https://www.obcp.es/opiniones/eltsunami-re-
gulatorio-derivado-de-las-politicas-economicas-de-ransicion-ecologica-hacia, visto a 12 de enero de
2024; (2023): «Hacia un Derecho sustantivo de la contratacién piblica desde la politica de eco-
nomia circular», Anuario de Derecho Ambiental Observatorio de Politicas Ambientales 2023, BOE.

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 2341-2135, ném. 61, Zaragoza, 2024, pp. 59-106 77



JUAN JOSE PERNAS GARCIA

forestales compensatorias de la huella de carbono derivada de la ejecucién
contractual, serd preciso que la introduccién de una condicién especial de
ejecucién que establezcan la obligacién de medir la huella de carbono de
la ejecucién contractual, que defina metodologia a aplicar, de modo que la
deferminacién de los proyectos de compensacién se corresponda con las emi-
siones calculadas y verificadas.

VILI. I.A’UTILIZACIéN DE LA HUELLA DE CARBONO PARA LA DEFINI-
CION DE UN CRITERIO DE ADJUDICACION OBJETIVO Y MESU-
RABLE

1. Consideraciones generales

Como hemos indicado, la LCSP identifica qué contratos se adjudicardn
valorando mds de un criterio (art. 145 LCSP). Las caracteristicas ambientales
podrdn tomarse en consideracién en esfe tipo de contratos. Particularmente, la
ley dispone que se valorard mds de un criterio en los «contratos cuya ejecucién
pueda tener un impacto significativo en el medio ambiente, en cuya adjudicacién
se valorardn condiciones ambientales mensurables, tales como el menor impacto
ambiental, el ahorro y el uso eficiente del agua y la energia y de los materiales,
el coste ambiental del ciclo de vida, los procedimientos y métodos de produccién
ecolégicos, la generacién y gestién de residuos o el uso de materiales reciclados
o rettilizados o de materiales ecoldgicos» (art. 145.3, letra h, LCSP) (39).

En los contratos «con impacto significativo» en el medio ambiente, deberdn
incorporarse, por tanto, criterios destinados a primar las ofertas que generen
un menor impacto ambiental. No se establece una exigencia especifica de
incorporacién de criterios climdticos, aunque en aquellas prestaciones en las
que ese impacto significativo se derive de sus emisiones de gases de efecto
invernadero, parece razonable, y proporcionado, pensar que los criterios
ambientales a incorporar serdn de cardcter climdtico.

Como ya hemos indicado, la Ley 11/2023, de 30 de marzo, de uso
estratégico de la contratacién poblica de la Comunidad Auténoma de Aragén
es mds ambiciosa. Dispone que los érganos de contratacién deberdn incorporar
«criterios de adjudicacién que valoren la huella ambiental del contrato». Para
cumplir dicha exigencia, deberdn tomar como referencia «las circunstancias
relativas a la produccién y el transporte de los alimentos, tales como el empleo

(39) Sobre la integracién de consideraciones ambientales a la hora de definir criterios
de adjudicacién, véase, FErnANDEZ Acevepo, R., «Los criterios de adjudicacién al servicio de la
calidad ambiental y de la lucha contra el cambio climdtico: el precio en jaque», en Lazo Vitoria
(dir.), Compra pdblica verde y cambio climdtico, Atelier, 2022. Véase también MiranzO Diaz,
Javier, «Hacia una administracién pdblica sostenible: novedades en la legislacién europea de
contratacién poblica», Actualidad Juridica Ambiental, nim. 64 (enero), 2017, pp. 20 y ss.
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de circuitos cortos de distribucién o existencia de medidas de cardcter compen-
satorio que neutralicen el impacto ecolégico negativo ligado a la produccién
y el transporte a través de inversiones medioambientales» (art. 33).

Las previsiones de la LCSP son completadas por la Ley 7/2021, de 20
de mayo, de cambio climdtico y transicién energética. En ella se establece
que las entidades del sector piblico estatal «incluirdn», en las licitaciones de
redaccién de proyectos, contratos de obras o concesiones de obras, «algunos»
de los siguientes criterios de adjudicacién (40):

Requisitos de mdxima calificacién energética de las edificaciones que
se liciten.

a) Ahorro y eficiencia energética que propicien un alto nivel de aisla-
miento térmico en las construcciones, energias renovables (41) y bajas
emisiones de las instalaciones.

b) Uso de materiales de construccién sostenibles, teniendo en cuenta su
vida dtil.

c) Medidas de reduccién de las emisiones de gases de efecto invernadero
y ofros contaminantes atmosféricos en las distintas fases del proceso
de construccién de obras puiblicas.

d) Medidas de adaptacién al cambio climdtico.
e) Minimizacién de generacién de residuos.» (art. 31.2, Ley 7/2021).

Mdés que de criterios de adjudicacién, como indica la Ley, estariamos
hablando de una relacién de objetivos, en cuyo marco se deberdn definir cri-
terios de adjudicacién claros, precisos y mesurables. Se establece por tanto la
obligacién de integrar «algunos» criterios de adjudicacién climdticos, vinculados
a los objetivos relacionados en las letras del articulo 31.2 de la Ley 7/2021. Esta
obligacién no estd condicionada a la generacién de un «impacto significativo»,
como ocurre con cardcter general en el articulo 145.3, letra h, LCSP.

Esta exigencia de la ley 7/2021 deberd realizarse «con sujecién a lo
dispuesto en el articulo 145.2 (42) de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de
Contratos del Sector Pdblico» (art. 31.2, Ley 7/2021). Esto quiere decir que

(40) Esta disposicién es copiada en la DA11° de la Ley Foral 4/2022, de 22 de
marzo, de Cambio Climdtico y Transicién Energética, demostrando una pobre técnica juridica.

(41) Sobre la cuestién del fomento de las energias renovables mediante la contratacién
plblica, véanse, Galeco Corcoles, |. (2019); HernAez SatGuero (2022).

(42) El propio articulo 145.2 establece la posibilidad de utilizar criterios ambientales de
adjudicacién. En este sentido dispone expresamente que «las caracteristicas medioambientales
podrén referirse, entre otras, a la reduccién del nivel de emisién de gases de efecto inverna-
dero; al empleo de medidas de ahorro y eficiencia energética y a la utilizacién de energia
procedentes de fuentes renovables durante la ejecucién del contrato; y al mantenimiento o
mejora de los recursos naturales que puedan verse afectados por la ejecucién del contratos.
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los criterios de adjudicacién deberdn estar vinculados al objeto del contrato.
Ademds, estos criterios climdticos «deberdn ir acompafados de un criterio
relacionado con los costes el cual, a eleccién del érgano de contratacién,
podrd ser el precio o un planteamiento basado en la rentabilidad, como el
coste del ciclo de vida calculado de conformidad con lo dispuesto en el articulo
148» (art. 145.2, LCSP). En este sentido, la LCSP establece la posibilidad de
determinar criterios de adjudicacién referidos al coste del ciclo de vida, que
pueden integrar el «coste de las emisiones de gases de efecto invernadero
y de ofras emisiones contaminantes, asi como otros costes de mitigacién del
cambio climdtico» (art. 148.2, letra a). Esta posibilidad es una exigencia en
la regulacién catalana (43).

El cdlculo de la huella de carbono permite la obtencién del dato de la
totalidad de las emisiones de gases de efecto invernadero vinculadas, total
o parcialmente, a una prestacién. Esto permite realizar el cdlculo del coste
ambiental si predefinimos el precio asignado a cada kg equivalente de CO,,
que puede estar vinculado al coste real en el mercado de emisiones comu-
nitario. En todo caso, si, necesidad de determinar dicho coste, es evidente
que la prestacién con un mayor potencial emisor genera, sin necesidad de
su cuantificacién econdmica, un mayor coste derivado de sus emisiones. La
huella de carbono puede es una via indirecta para la determinacién del coste
de ciclo de vida del producto, con relacién a las externalidades climdticas.

En consecuencia, el articulo 31.2 de la ley 7/2021 refuerza las previ-
siones de la LCSP, que se limita a posibilitar la determinacién de criterios de
valoracién ambientales, con cardcter general, o a exigirlos cuando se trate de
una prestacién «con impacto significativo en el medio ambiente».

Con todo, la Ley 7/2021 introduce una obligacién de compra climdtica
limitada en el plano objetivo y subjetivo. En primer lugar, solo afecta a «las
licitaciones de redaccién de proyectos, contratos de obras o concesiones de
obras». En segundo lugar, limita su alcance en el plano subjetivo, al extender
dicha obligacién exclusivamente, y de forma inexplicable para una norma
bdsica, a la «Administracién General del Estado y el conjunto de organismos
y entidades del sector piblico estatal».

En todo caso, la obligacién de la Ley 7/2021 de incluir criterios climdti-
cos en las licitaciones de servicios para la elaboracién de proyectos o en los
contratos o concesiones de obras es especialmente relevante. Supone poner el
foco en una de las prestaciones con mayor impacto climdtico. Las edificacio-
nes representan el 36% de las emisiones de gases de efecto invernadero y el

(43) «La cuantificacién del uso de recursos y de emisiones de gases debe incluirse en
el cdlculo del coste de inversidn, de explotacién y de mantenimiento del objeto del contrato»
(art. 29.1, letra d, Ley 16/2017 Catalunya).
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40% del consumo energético. Actuar sobre dichos contratos tiene un elevado
potencial en términos de reduccién de la huella de carbono.

Ademds, el cdlculo de la huella de carbono es una herramienta de apoyo
especialmente relevante para la definicién e identificacién de inversiones soste-
nibles, reduciendo el riesgo de greenwashing en el sector pdblico. Por ello, la
realizacién del célculo de la huella ambiental o de carbono, como exigencia,
en los pliegos de los contratos de elaboracién de proyectos de obra, facilita la
adopcidn de decisiones de inversién con criterios ambientales en la preparacién
contractual, y otorga seguridad a la hora de conseguir rendimientos climdticos y
efectivos en las obras o edificaciones construidas por el sector piblico. Permite,
igualmente, realizar una comunicacién fiable, precisa y ejemplarizante de las
compras sostenibles del sector poblico.

2. La posibilidad de utilizar los certificados de Registro de Huella
de Carbono del Estado como criterio de valoracion de las ofertas

A) Consideraciones generales

El Real Decreto 163/2014, de 14 de marzo, por el que se crea el
registro de huella de carbono dispone que «el érgano de contratacién podré
incluir entre las consideraciones de tipo medioambiental que se establezcan
en el procedimiento de contratacién, las relativas a la huella de carbono,
que podrén acreditarse mediante certificados equivalentes u otros medios de
prueba de medidas equivalentes de gestién medioambiental» (art. 10). Esta
norma recoge la posibilidad, admitida por la propia LCSP, como ya hemos
analizado, para establecer cldusulas contractuales, de la naturaleza que sean,
relativas al rendimiento climético de la prestacién.

Estas cldusulas podrdn tener por tanto el cardcter de criterios de valoracién
referidos a la huella de carbono de la prestacién, y para acreditar los niveles
de rendimiento efectivo podrdn utilizarse certificados acreditativos o medios
equivalentes de prueba. En este apartado, analizaremos si los certificados
del registro estatal y de los registros autonémicos de huella de carbono, son
vdlidos para acreditar el nivel de rendimiento climdtico de las ofertas de los
licitadores. Adelanto que mi juicio es negativo a este respecto, aunque la
doctrina del TARC se abre a esta posibilidad, con determinadas condiciones.

Para analizar esta cuestién es preciso partir del Plan de Contratacién
Péblica Ecolégica de la Administracién General del Estado (2018-2025) (44).

(44) Me remito al andlisis pormenorizado del Plan realizado «Compra piblica verde y
circular: el largo [y lento) camino hacia una amplia aplicacién préactica de la contratacién estra-
tégica», en Observatorio de Politicas Ambientales 2020, coord. por Gerardo Garcia-Alvarez
Garcia, Jests Jordano Fraga, Blanca Lozano Cutanda, Alba Nogueira Lépez, Aranzadi, 2020.

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 2341-2135, nim. 61, Zaragoza, 2024, pp. 59-106 81



JUAN JOSE PERNAS GARCIA

Ahi se encuentra el «pecado original» de las malas prdcticas legales y de
gestion que analizaremos a continuacién con relacién al uso como criterio
de adjudicacion del certificado del registro de la huella de carbono estatal.

El Plan prevé que «se entiende necesaria (...) la inclusién en el proceso
de contratacién de los 20 grupos de bienes, obras y servicios prioritarios
que trata el Plan de un criterio de adjudicacién que valore la inscripcién en
el Registro de huella de carbono, compensacién y proyectos de absorcién de
diéxido de carbono (Real Decreto 163/2014, de 14 de marzo) o esquema
similar, en el marco de lo previsto en las Directivas sobre contratacién y en la
legislacién de desarrollo». Indica igualmente que «este registro garantiza que
la organizacién no solo calcula las emisiones derivadas de su actividad, sino
que también tiene en marcha un plan de reduccién» (ap. 6°).

Esta previsién del Plan estatal ha abierto la puerta a una mala prac-
tica (45), a nuestro juicio, que se ha generado efectos en cascada. Primero,
se ha producido el contagio a la normativa sectorial autonémica en materia
de cambio climdtico. Esto queda en evidencia en la Ley 10/2019, de 22 de
febrero, de cambio climdtico y transicién energética de las Islas Baleares. Esta
norma establece que «las administraciones pdblicas introducirdn como criterios
de valoracién la inscripcién de los licitadores en los registros pdblicos de huella
de carbono y la reduccién o la compensacién de sus emisiones» (art. 68, Ley
10/2019, Baleares). Esta disposicién ha sido copiada por la regulacién cana-
ria (2022) (46) y valenciana (2022) (47). El segundo efecto en cascada es la
utilizacién de este criterio de valoracién por parte de las entidades del sector
pUblico estatal en aplicacién del Plan estatal. Esto ha motivado no solo la intro-
duccién de cldusulas sin efecto positivo en el rendimiento climético del concreto
contrato, sino también el surgimiento de conflictos juridicos, justificados a mi
criterio, vinculados a la compatibilidad de dicha previsién con los principios
de la contratacién, y la exigencia de vinculacién con el objeto del contrato. En
tercer lugar, los tribunales administrativos han acabado pronunciéndose sobre
la validez del criterio de valoracién propuesto en el Plan estatal de compra
pUblica verde. Como resultado de las resoluciones emitidas, que analizaremos
a continuacién, el TARC ha admitido, con determinadas condiciones, el uso de
un criterio de valoracién referido a la disponibilidad del certificado relativo a
la inscripcién del licitador en el registro estatal de huella de carbono.

(45) En una linea similar a este trabajo de investigacién, véase SERRANO PareDES (2020).

(46) Articulo 24, Lley 6/2022, de 27 de diciembre, de cambio climético y transicién
energética de Canarias.

(47)  Articulo 90.3, Ley 6/2022, de 5 de diciembre, del Cambio Climdtico y la Tran-
sicién Ecolégica de la Comunitat Valenciana. Este articulo de la regulacién valenciana afiade
la referencia a que este criterio de valoracién deberd guardar «relacién con el objeto del
contratox, «en los términos establecidos en la legislacién bdsica estatals.
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B) La doctrina de los tribunales administrativos sobre el uso de
los certificados de Registro de Huella de Carbono del Estado
como criterio de valoracién de las ofertas

Los tribunales administrativos de recursos administrativos se han pronun-
ciado sobre la posibilidad de utilizar los certificados del Registro de Huella de
Carbono del Estado como criterio de valoracién de las ofertas.

Entre 2016 y 15 de enero de 2024 se han localizado treinta y nueve
asuntos que analizan criterios o cldusulas ligadas directamente a la metodolo-
gia de la huella de carbono y a su certificacién. No se integran, como regla
general, las que aluden a cldusulas ambientales con impacto en la huella de
carbono de la prestacién (origen renovable de la energia, efc.), que prdctica-
mente nos remitiria a un estudio general cobre compra pdblica verde. 13 de
esos asuntos han sido resueltos por el TARC. Se aprecia un incremento de la
litigiosidad en el Gltimo afio y medio, lo cual coincide temporalmente con la
aprobacién de la ley estatal de cambio climdtico (2021) y el impulso de la
legislacién autonémica en este dmbito —en 2022 se ha aprobado leyes en
Navarra (48), la Comunitat Valenciana (49) y Canarias (50)—.

Numero de asuntos resueltos por los tribunales administrativos

6

: .
: B B
= 0

2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023

@ Numero de asuntos
Cuadro 2. NUmero de asuntos resueltos por los tribunales
administrativos de recursos contractuales con relacién a clausulas
referidas a la huella de carbono

Los asuntos resueltos por los tribunales administrativos se han planteado
mayoritariamente con relacién a contratos de servicios; ninguno con relacién a
los contratos de obras. Casi el 100% se refieren a conflictos ligados a criterios

(48) Ley Foral 4/2022, de 22 de marzo, de Cambio Climdtico y Transicién Energética
de Navarra.

(49) Lley 6/2022, de 5 de diciembre, del Cambio Climdtico y la Transicién Ecolégica
de la Comunitat Valenciana.

(50) Lley 6/2022, de 27 de diciembre, de cambio climdtico y transicién energética
de Canarias.
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de adjudicacién. La mayoria se refieren a la consideracién como criterio de
adjudicacién automdtico de la inscripcién en el Registro de Huella de Carbono
del MITERD (51).

El criterio tipo habitualmente analizado, con pequefios matices, es similar
al siguiente:

«Por aportar certificado de registro de huella de carbono y reduccién de
emisiones de gases de efecto invernadero (GEl) del Ministerio de Agricultura,
alimentacién y Medio Ambiente, se otorgard 1 punto» (52).

La mayor parte de los pronunciamientos han sido contrarios, debido a la
ausencia de vinculacién con el objeto del contrato (53), derivada del cardcter
de huella de organizacién, no de producto, que maneja el Registro estatal (54).

(51) En algunos casos puntuales, las resoluciones de los tribunales se han centrado
mds bien en la admisibilidad de medios equivalentes de prueba a los propios certificados de
inscripcién en el registro de huella de carbono, sin entrar a valorar la validez propia de tal
criterio. Véanse, en este sentido, las Resoluciones del TARC 318/2023 y 231/2023 y del
TARC Madrid 1002/2019.

(52) De hecho, se trata de un criterio real declarado invélido por la Resolucién del
Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales 1048/2021.

(53) Dejando a un lado otros elementos de legalidad a valorar con relacién a las cldusulas
referidas a la inscripcién en el registro de huella de carbono, cabe considerar que la determi-
nacién de una cldusula de este tipo puede plantear problemas de acceso a la contratacion,
cuando hablamos de operadores que no disponen de ella. Esto se plantea concretamente cuando
en el marco del plazo de presentacién de ofertas, el operador no tiene tiempo para obtener el
indicado certificado de inscripcién. Este es el caso que se plantea en la Resolucién 9/2024, de
15 de enero. La solicitud de inscripcién en el citado Registro por parte del recurrente se efectué
el 30 de junio de 2023, y la finalizacién del plazo de presentacién de ofertas acababa el 31
de julio de 2023. El licitador no pudo obtener el certificado de inscripcién antes de la fecha
de finalizacién de presentacién de ofertas. El licitador solo pudo adjuntar copia de solicitud de
inscripcién. El 6 de septiembre fue requerido por la Mesa para que aclarara si ya disponia del
correspondiente certificado de inscripcidn. El silencio administrativo habia operador a juicio del
recurrente en el mes de agosto. El Tribunal se pronuncia en el siguiente sentido:

«(...) la inscripcién en el citado Registro a la fecha de finalizacién del plazo de presenta-
cién de ofertas debe haberse producido, pues su acreditacién debe ser incorporada a la misma.
No contempla la citada cléusula que la presentacién de la solicitud de inscripcién en el citado
registro sea documento suficiente para acreditar cumplir con dicho requisito, ni permite aportar
otros documentos para acreditar el mismo. Y si bien cabria admitir, adn no contempldndose
expresamente, que la solicitud de inscripcién pudiera ser admisible siempre que se acreditara
ademds haber operado el silencio administrativo, como admite la recurrente tanto al atender el
requerimiento practicado por el érgano de contratacién como en la reclamacién interpuesta, a
la fecha de finalizacién del plazo de presentacion de ofertas el silencio administrativo adn no
habia operado y en consecuencia, la inscripcién en el citado registro no se habia producido.
Inscripcién que, sin lugar a dudas, a tenor de los dispuesto en la cldusula 5.3 del PCAP, debia
concurrir a la fecha de finalizacién del plazo de presentacién de proposiciones»

(54) Aunque la mayoria de los pronunciamientos se proyectan sobre la vinculacién con
el objeto del contrato, la Resolucién 407/2017 del TACP de Madrid considera que un criterio
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Podemos citar, por ejemplo, la resolucién 175/2022 del TACP de Castilla y
Ledn, que sintetiza los argumentos juridicos que podemos observar en la mayor
parte de los pronunciamientos (55):

«Por ello, los referidos certificados, asi como la inscripcién en el referido
Registro de huella de carbono, son caracteristicas estructurales que afectan a
la empresa en su conjunto, y no al concreto contrato al que se concurre, por lo
que no puede considerarse vinculado al objeto del contrato, sin perjuicio de que
pudieran exigirse, en su caso, como un requisito de solvencia técnica de cardcter
medioambiental» (56).

También es de interés la Resolucién 1048/2021 del TARC en la que
se analiza la validez de un criterio de adjudicacién automdtico referido a
la disponibilidad por los licitadores de un certificado del registro estatal de
huella de carbono y de reduccién de emisiones de gases de efecto inverna-
dero (GEI) (57). En este caso el Tribunal parte de su doctrina previa sobre
la posibilidad de utilizar certificados de gestién ambiental como criterio de
adjudicacién, recogida en la resolucién 786/2019 (58). Veamos lo exiractos
principales de la resolucién:

de esta naturaleza vulnera el principio de no discriminacién por razén de la nacionalidad:
«Por ofra parte, el establecimiento de ese criterio para la valoracién de las ofertas, al valorar
la inscripcién en el Registro de la huella de carbono, esta inscripcién resultard dificilmente que
concurra en empresas no residentes en Espafia y si en ofros paises de la Unién Europea con
actividad en los mismos, por lo que el citado criterio favoreceria a las empresas residentes en
Espaiia, de lo que resulta su cardcter discriminatorio y contrario a los principios generales de
contratacién piblica. Se aprecia la vulneracién de los principios de igualdad de trato y no
discriminacién entre los potenciales licitadores.»

(55) Véanse las siguientes resoluciones: Tribunal Administrativo Central de Recursos Con-
tractuales: Resoluciones 25/2021; 407/2017; 345/2022; 665/2022; 833/2022. Tribunal
Administrativo de Contratacién Piblica de la Comunidad de Madrid: 25/2021; 579/2017;
407/2017; Orgqno Administrativo de Recursos Contractuales de la Comunidad Auténoma
de Euskadi: 103/2022; 34/2022; Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de la
Junta de Andalucia: 267/2022; Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla
y ledn: 74/2022; 175/2022; Tribunal Administrativo de Contratos Piblicos de la CA de
Canarias, 239/2021.

(56) Resolucién 175/2022, TACP Castilla y Ledn.

(57) La redaccién del concreto criterio analizado era la siguiente: «15.2.2. — Certifica-
dos sobre gestidn social responsable (hasta 2 puntos) Se valorard (...) el control y reduccién de
emisiones de GEl aplicados a la mercantil en su globalidad y para los servicios previstos en
el contrato y en concreto, la acreditacién de los siguientes sellos otorgados por entidad oficial
y/o independiente debidamente acreditada: (...) Por aportar certificado de registro de huella
de carbono y reduccién de emisiones de gases de efecto invernadero (GEI) del Ministerio de
Agricultura, alimentacién y Medio Ambiente, se otorgard 1punto»

(58) La doctrina de dicha resolucién puede resumirse en los siguientes extractos: «[...]
la evolucién del ordenamiento de la Unién Europea y, en especial, la de la nueva Ley 9/2017
en materia de contratacién piblica, ha determinado la necesidad de matizar la doctrina de
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«La vigente LCSP ha venido a alterar los presupuestos legales sobre los que
se asentaba nuestra anterior doctrina sobre el particular, pues la redaccién del
articulo 145.2 de la LCSP, reforzada por la del 148.1 de la LCSP, ampara la deci-
sién de configurar como un criterio cualitativo la disponibilidad de determinados
certificados de cardcter medioambiental y social.»

«[citando la resolucién 456/2019] Ahora bien, para que pueda admitirse
la exigencia de estos certificados como criterio de adjudicacién, es necesario
que claramente vinculados con el objeto del contrato, en el sentido [... de que se
interpreta ...] la concurrencia de esta vinculacién: cuando se refiera o integre en
la prestacién contratada, en cualquiera de sus aspectos y en cualquier etapa de
su ciclo de vida.

«En cuanto al control y reduccién de emisiones de GEl, acreditado mediante
certificado de registro de huella de carbono y reduccién de emisiones de gases
de efecto invernadero, en razén del objeto del contrato y de las prestaciones que
incorpora solo es aceptable como criterio de valoracién si se limita exclusivamente
a las prestaciones objeto del contrato y no si son “aplicados a la mercantil en su
globalidad”. Por tanto, este motivo debe ser atendido, por lo que procede declarar
nula la cldusula 15.2.2 del PCAP en los términos que se sefala» (59).

Esta linea interpretativa se mantiene en la Resolucién 833/2022 del TARC:

«No se acierta a ver la relacién que la huella de carbono de organizacién,
definida por el citado Real Decreto como “la totalidad de gases de efecto inver-
nadero (GEI) provenientes por efecto directo o indirecto de la actividad de dicha
organizacién” pueda tener con las prestaciones objeto del contrato, los servicios
de seguridad en las dependencias del ente contratante, y menos la incidencia
que sobre la produccién de gases de efecto invernadero de la entera actividad
de la empresa pueda tener la actividad de sus trabajadores en el desarrollo de la

prestacién del contrato» (TARC 833/2022).

Con todo, en la Resolucién 1577/2022 (60) el Tribunal Administrativo
Central de Recursos Contractuales ha matizado su doctrina abriendo la posibi-
lidad, aunque con imitaciones, de utilizar los certificados de huella de carbono

este Tribunal sobre la cuestién controvertida, en concreto sobre la posibilidad de configurar
la disponibilidad de un certificado ISO no solamente como criterio de solvencia empresarial
sino también como criterio de adjudicacién. (...) para que pueda admitirse la exigencia de
estos certificados como criterio de adjudicacién, es necesario que (estén) claramente vinculados
con el objeto del contrato {...)». Estaria vinculado al objeto «cuando se refiera o integre las
prestaciones que deban realizarse en virtud de dicho contrato |...) los certificados requeridos
en el pliego recurrido hacen referencia genéricamente a todos los procesos productivos de la
empresa, es decir a una caracteristica de la propia empresa pero no a una caracteristica de
la prestacién en si misma que permita, (...) efectuar una evaluacién comparativa del nivel de
rendimiento de cada oferta respecto del objeto del contrato» [...]».
(59) Resolucién 1048/2021, TARC.

(60) La doctrina de esta resolucién del TARC ha tenido continuidad en la resolucién
1028/2023, de 28 de julio de 2023.
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del Registro estatal, ligado recordemos a la organizacién, no a la prestacién,
como criterio de valoracién de ofertas (61):

«En lo relativo a la inscripcién en el registro de huella de carbono vy, en
particular a su utilizacién como criterio de adjudicacién, hay que partir de la
base que articulo 145.2 LCSP, establece expresamente como uno de los posibles
criterios de adjudicacién los aspectos medioambientales y en concreto, dentro de
ellos, “(...) a la reduccién del nivel de emisién de gases de efecto invernadero”».

«En esa lineq, el articulo 202, prevé la posibilidad, siempre que esté vincu-
lado al objeto del contrato, entre otros requisitos, el establecimiento de condiciones
especiales de ejecucién (ligados a posibles penalidades o incluso a la resolucién del
contrato) de tipo medioambiental, concretando como una de ellas, en su apartado
2: “(...) la reduccién de las emisiones de gases de efecto invernadero, contribu-
yéndose asi a dar cumplimiento al objetivo que establece el articulo 88 de la Ley
2/2011, de 4 de marzo, de Economia Sostenible”».

«No seria admisible la inclusién de esta posibilidad como un requisito en
abstracto, que afectaria sélo a las circunstancias generales de la empresa, a modo
de solvencia técnica general, desvinculado por completo del objeto del contrato,
pero si es admisible valorarlo a efectos de la adjudicacién cuando se establece
una vinculacién clara con el objeto del contrato y por tanto se utiliza como una
forma de medir una mejora en la prestacién del servicio, en este caso desde el
punto de vista medioambiental».

«En las resoluciones que se ha denegado la inscripcién en registro de huella
de carbono como criterio de adjudicacién ha sido debido a que la inscripcién en
dicho Registro se configuraba en la cldusula relativa al criterio de adjudicacién
como una caracteristica que afecta a la empresa en su conjunto, y no se le atribuia
relacién con el concreto contrato al que se concurria, por lo que no lo consideraba
vinculado al objeto del contrato, sin perjuicio de que pudiera exigirse, en su caso,
como un requisito de solvencia técnica de cardcter medioambientals.

«La cldusula controvertida comienza sefialando que “se valorard la gestién
activa del impacto sobre el clima asociado a la actividad de la empresa licitadora”,
lo cual, a tenor de nuestra doctrina, pudiera dar lugar a pensar que lo que se estd

(61) La redaccién del criterio de valoracién, considerado legal por el TARC, es la
siguiente: «Se valorard la gestién activa del impacto sobre el clima asociado a la actividad
de la empresa licitadora. {...)

Empresa no inscrita en el registro de huella de carbono del MITECO: 0.

Inscripcién de la empresa en el registro de huella de carbono del MITECO con sello
“caleulo”: 1.

Inscripcién de la empresa en el registro de huella de carbono del MITECO con alcance
1+2 y sello “calculo y reduzco” 1,5.

Inscripcién de la empresa en el registro de huella de carbono del MITECO con alcance
1+2 y sello “calculo y reduzco y compenso” 2.

Para acceder a las puntuaciones indicadas en la tabla anterior la empresa deberd estar
inscrita en el Registro del MITECO especificdndose que dicha inscripcién incluye, en el alcance
del cdlculo de emisiones, la actividad que es el objeto principal del contrato».
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valorando es Gnicamente la actividad de la empresa en su conjunto y, por tanto,
no seria vdlido como criterio de adjudicacién».

No obstante, en la misma cldusula se afiade que:

«Para acceder a las puntuaciones indicadas en la tabla anterior la empresa
deberd estar inscrita en el Registro del MITECO especificdndose que dicha inscrip-
cién incluye, en el alcance del célculo de emisiones, la actividad que es el objeto
principal del contrato» (62).

Se aprecia el &nimo del TARC de realizar una aproximacién més flexible
al uso de criterios estratégicos en la contratacién piblica, lo cual merece, en
principio, una valoracién positiva. En este sentido, el TARC indica que si es
posible introducir criterios ambientales de adjudicacién «cuando se establece
una vinculacién clara con el objeto del contrato y por tanto se utiliza como una
forma de medir una mejora en la prestacién del servicio, en este caso desde
el punto de vista medioambiental». Esta sutil referencia introduce un elemento
interpretativo de interés, mds flexible y abierto al uso estratégico de la compra
publica en la doctrina del TARC. Admite claramente la posibilidad de utilizar
criterios de valoracién que midan exclusivamente el rendimiento ambiental
de las ofertas, lo cual no es evidente, o al menos claro, sobre la base de su
doctrina previa en este dmbito (63).

Con todo, en la Resolucidn 1577/2022, el TARC considera que es posible
utilizar un criterio de adjudicacién referido a la disponibilidad de un certificado
o sello de inscripcién en el Registro de Huella de Carbono del Estado, siempre
que dicha inscripcién incluya el célculo de las emisiones de la organizacién
en «la actividad que es objeto principal del contrato».

Esto quiere decir que en un contrato de servicios de recogida de residuos
locales, licitado en 2023, podriamos valorar como criterio de adjudicacién un
certificado de Registro de Huella de Carbono de una empresa, que se refiera a
todas las emisiones en el epigrafe de «actividad» del registro vinculado a este
contrato. Reflejaria las emisiones de una empresa de gestién de servicios locales

(62) Resolucién 1577/2022, TARC. En una linea similar, véanse las resoluciones del
TARC 984/2022 y 1048/2021 y del TARC Cyl 3/2021.

(63) Recordemos que en su Resolucién 235/2019, analizada en otra sede, y que
expresa la doctring, con vocacién de generalidad, del TARC con relacién al uso de criterios
de valoracién estratégicos, se limitaba su utilizacién a aquellos criterios que pudieran servir
para valorar el rendimiento comparativo de las ofertas en términos de calidad funcional o
econdémicos, excluyen aquellos que solo generaran rendimiento social o ambiental, sin impacto
cualitativo en la mejora de la prestacién (como ocurre en buena parte de los criterios ambienta-
les). Véase, el comentario realizado sobre esta resolucién en «El Tribunal Administrativo Central
de Recursos Contractuales: sfuente de seguridad juridica o de confusién en la utilizacién de
criterios o cldusulas ambientales? Andlisis de la doctrina del TARC y su perjuicio injustificado
al uso estratégico de la compra piblica, Contratacién administrativa prdctica: revista de la
contratacién administrativa y de los contratistas, 168, 2020, pp. 23-35.
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en la actividad CNAE «38. Recogida, tratamiento y eliminacién de residuos:
valorizacién» de la seccién del registro «E. Suministro de agua, actividades de
saneamiento, gestién de residuos y descontaminacién». Podria reflejar las emisio-
nes del licitador en toda su actividad para el sector piblico y privado, referida
a los servicios de recogida y transporte, pero también a los de tratamiento de
residuos (valorizacién y eliminacién). Se referiria a todas las emisiones de una
organizacién en un dmbito de actividad que va més allé que el del propio
contrato, y que se extiende a servicios de naturaleza bien diferente, como es
el caso de la gestién de una instalacién de tratamiento de residuos, como una
planta de incineracién. Ademds, hay que indicar que los certificados se refieren
a emisiones ya realizadas. Serian emisiones realizadas, por ejemplo, en 2022,
previas a la propia licitacién y ejecucién del contrato; lo cual imposibilita la
justificacién efectiva de la vinculacién con el objeto del contrato.

El TARC refuerza la justificacién de esta doctrina que admite un criterio
de adjudicacién referido a la disponibilidad de un certificado del Registro
del MITECO, cuando dicha inscripcidn incluye, en el alcance del cdlculo de
emisiones, «la actividad que es el objeto principal del contrato». Para ello,
utiliza los siguientes argumentos suplementarios:

«Resulta evidente, sin que sea preciso un especial grado de conocimiento téc-
nico, que, con respecto a algunas de las actividades y méquinas antes mencionadas
(sefialadas, con cardcter orientativo y sin perjuicio de la utilizacién de otras que
estime el contratista describe el pliego), pueden ocasionar un impacto negativo en
la huella de carbono, por lo que, al igual que dijimos en la resolucién 984,/2022,
de 2 de septiembre de 2022, si se vincula suficientemente este criterio con el
objeto del contrato, al exigir que la inscripcién haya tenido en cuenta el cdlculo
de emisiones en la actividad que es objeto principal del contrato, por lo que se
satisface la exigencia del articulo 145.5 LCSP y el motivo ha de ser desestimado».

La maquinaria ligada a un proceso de ejecucién contractual puede genera,
mediante por ejemplo el consumo de combustible, un impacto negativo en la
huella de carbono. De todas formas, la utilizacién de un criterio de valoracién
sobre los certificados del registro estatal de huella de carbono hace referencia
genérica a los procesos productivos pasados (previos a la licitacién) del licita-
dor, aunque sean en el dmbito de actividad del contrato. No se refiere a las
caracteristicas ambientales de las concretas actividades y méquinas manejadas
en la ejecucién del contrato. No permite evaluar de forma comparativa el nivel
de rendimiento de la maquinaria ofertada respecto del objeto del contrato.
La inscripcién en dicho registro nada dice, en definitiva, sobre el rendimiento
ambiental de las actividades y mdaquinas que se vayan a desplegar en el
concreto contrato.

Por ello, para valorar el rendimiento ambiental de las ofertas de los licita-
dores, podria acudirse a criterios de valoracién sometidos a juicio de valor o
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automdticos, que permita valoran el rendimiento ambiental de los procesos y/o
productos (maquinaria, p.e.) propuestos por los licitadores para la ejecucién
contractual. Se trataria de criterios vinculados claramente al objeto del con-
trato, en la medida en que se refieren o integran las prestaciones que deban
realizarse en virtud de dicho contrato. Serian criterios Gtiles y, en consecuencia,
proporcionados para la consecucién de los objetivos climéticos del érgano de
contratacién en la ejecucién del contrato.

La Resolucién 1577/2022 ha tenido continuidad en la reciente Resolucion
1028/2023, con relacién a un criterio de adjudicacién, en cuya definicién
en el PCAP no se hace referencia especifica a que la inscripcién en el registro
incluya, en el alcance del cdlculo de emisiones, la actividad objeto principal
del contrato. En ella, aunque se reitera la doctrina indicada, se incide par-
ticularmente en la importancia de la motivacién del criterio de adjudicacion
para acreditar el vinculo de la inscripcién con la «actividad objeto principal
del contrato»:

«En ofro casos (Resoluciones 984/2022 y la citada 1577/2022) atendiendo
a la redaccién de la cldusula del PCAP configuradora del criterio, que especificaba
que dicha inscripcién incluia, en el alcance del célculo de emisiones, la actividad
objeto principal del contrato, a la vista también de las actividades y medios mate-
riales que se establecian en el PPT —que recogia la maquinaria necesaria para
la ejecucién del contrato, que podia ocasionar un impacto negativo en la huella
de carbono—, se admitié la utilizacién de la huella de carbono en un criterio de
adjudicacién en un contrato de servicio de limpieza.

Volviendo al contrato en cuestién, nada hay en los pliegos que rigen la
licitacién que vincule el criterio de adjudicacién consistente en que los licitadores
estén inscritos en el Registro de Huella de Carbono, con las concretas actividades
que constituyen la prestacién objeto del contrato.

En efecto, el apartado A11 del Cuadro de caracteristicas del PCAP —transcrito
en el Antecedentes primero—, al configurar el criterio de adjudicacién de estar
inscrito en el Registro de Huella de Carbono, se limita a fijar la puntuacién y la
forma de asignacién de aquella del criterio, y los efectos de aquellas sobre la huella
de carbono, y la prescripcién 5.2 del PPT —igualmente transcrita en el Antecedente
primero—, al describir las funciones del servicio, no hace relacién de actividad o
maquinaria susceptible de producir impacto en la huella de carbono, limitdndose
a sefialar, genéricamente, que “en la medida de lo posible, los materiales que se
utilicen no producirdn contaminacién en el ambiente”, de lo que no cabe deducir
un concreto impacto negativo sobre tal huella de las prestaciones contratadas.

En fin, por mds que afirme el ente contratante en su informe al recurso lo
contrario, la memoria justificativa no cumple con la exigencia de que en el expe-
diente de contratacién se justifique los criterios que se tendrdn en consideracién
para adjudicar el contrato, de acuerdo con el articulo 116.4.c) de la LCSP, pues
la mera referencia a que la entidad contratante esté comprometida con el medio
ambiente nada tiene que ver con la eleccién de la inscripeién de los licitadores en
el Registro de Huella de Carbono, como concreto criterio de adjudicacién, pues lo
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que ha de motivarse —y no se hace— es la concurrencia de los requisitos exigidos
a tales criterios por el articulo 145.5 y 6 de la LCSP, es decir, que estén vinculados
al objeto del contrato, asi como que garanticen la posibilidad de que las ofertas
sean evaluadas en condiciones de competencia efectiva, y mds concretamente, en
lo que a la vinculacién al objeto del contrato se atiene, que el criterio se refiera o
infegre las prestaciones que han de realizarse en virtud del contrato, en cualquiera
de sus aspectos y en cualquier etapa de su ciclo de vida, incluidos los factores que
infervienen en el proceso especifico de produccién, prestacién o comercializacién o
en el proceso especifico de otra etapa de su ciclo de vida, incluso cuando dichos
factores no formen parte de su sustancia material.

En fin, el cumplimiento de una determinada politica sectorial o el “compro-
miso” con ella, no es justificacién suficiente, por si sélo, de la vinculacién del
criterio de valoracién con el objeto del contrato, siendo una mera declaracién
programdtica, no una motivacién adecuada y suficiente.

En suma, tanto de la redaccién de los pliegos y la memoria justificativa,
como del informe del ente contratante al recurso, no resulta que exista vinculacién
alguna del criterio de adjudicacién impugnado con el objeto del contrato, pues no
se refiere a las concretas prestaciones que constituyen tal objeto, ni a las personas
y medios adscritos a su cumplimiento, sino a un requisito en abstracto, que afecta
a las circunstancias generales de la empresa, desligado por completo del objeto
del contrato; y, por ello, su establecimiento es contrario a lo preceptuado por el
articulo 145.5 y 6 de la LCSP y, en consecuencia, nulo».

|u

De acuerdo con el TARC, para utilizar un criterio de adjudicacién refe-
rido a la inscripcion en el registro de huella habria que «vincular» el citado
criterio, «con las concretas actividades que constituyen la prestacién objeto del
contrato». En este caso, se reprocha que el pliego técnico «no hace relacién
de actividad o maquinaria susceptible de producir impacto en la huella de
carbono (...) de lo que no cabe deducir un concreto impacto negativo sobre
tal huella de las prestaciones contratadass.

Aunque no llegamos a entender bien el planteamiento del Tribunal, parece
apreciarse confusién entre el concepto de huella de carbono de organizacién
y huella de carbono de prestacién. No entendemos cémo puede justificarse
el vinculo de un criterio referido a las emisiones del licitador, referidas al
afio o afios previos a la licitacién en su dmbito de actividad en el mercado,
con las eventuales emisiones futuras derivadas de la concreta actividad en la
ejecucién contractual. Tener o no un certificado de huella de carbono de esta
naturaleza, no impacta en las emisiones efectivas de la prestacién; esto solo
puede derivarse de la oferta técnica presentada por el licitador —concretamente
de los procesos productivos, organizativos o de comercializacién y/o de los
productos propuestos por el licitador—.

En la Resolucién 1028/2023, el Tribunal parece admitir la utilizacién de
un criterio de esta naturaleza cuando se motive suficientemente en el expediente
la vinculacién con el objeto del contrato, para lo que parece ser suficiente

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 2341-2135, nim. 61, Zaragoza, 2024, pp. 59-106 91



JUAN JOSE PERNAS GARCIA

acreditar «el impacto climético de la actividad o de la maquinaria vinculadas
a la prestacién». Este planteamiento del Tribunal no supera, a mi juicio, las
exigencias del test de utilidad del principio de proporcionalidad; imposible
acreditar la idoneidad de un certificado de emisiones previas a la licitacién
para reducir el impacto climdtico de una concreta prestacién. No es una medida
eficaz para conseguir el fin que se pretende: reducir las emisiones de GEl deri-
vadas del contrato. Para no incurrir en excesivas reiteraciones nos remitimos a
las valoraciones previas realizadas con relacién a la Resolucién 1577/2022.

Por todo lo indicado, y cuando se pretenda considerar de modo efectivo
la huella de carbono de una determinada prestacién, no se recomienda utilizar
un criterio de adjudicacién referido a la disponibilidad de certificado o sello
del Registro de Huella de Carbono del Estado (o de las CCAA) pese a que
se refiera al dmbito de actividad del propio contrato. Se trata de un criterio
vinculado al comportamiento ambiental previo de los licitadores, no al objeto
del contrato (64); recordemos que son emisiones ya realizadas con cardcter
previo, no ya a la ejecucién, sino a la propia licitacién del contrato (65). Por
ello, la huella de carbono de organizacién no es, peso a lo indicado expresa-
mente por el TARC en esta resolucién, «una forma de medir una mejora en la
prestacién del servicio, en este caso desde el punto de vista medioambiental»,
sino un mecanismo que muestra el impacto climdtico de una organizacién
previo a la concurrencia a la licitacién.

Ademds, esta posibilidad que abre la resolucién 1577/2022 da lugar,
Unicamente, a una integracién puramente formal. No permite realizar una
valoracién comparativa del rendimiento ambiental de las ofertas ni, en conse-
cuencia, generar reducciones efectivas en el marco de la ejecucién contractual.

Si pretendemos utilizar los certificados de inscripcién en los registros ofi-
ciales de huellas de carbono de organizacién, podemos otorgarle el valor de
medios de prueba, no exclusivo, de la solvencia técnica referida a la capacidad

(64) Para entender dicha valoracién es preciso comprender el funcionamiento y el
objeto de las diferentes secciones del registro. Véase a este respecto SerraNO PareDEs, Olga,
«Cambio climdtico y contratacién piblica: zes posible establecer como criterio de adjudicacién
la inscripcién en el Registro de Huella de Carbono?», Observatorio de Contratacién Piblica
(obcp.es, visto a 3 de febrero de 2020).

(65)  SerraNO Parepes (2020) incide en el mismo sentido: «El hecho de que una empresa
caleule su HC y la inscriba en la seccién a) del Registro no parece integrar la prestacién
objeto del futuro contrato, més ain cuando el suministro, servicio y obra de que se trate ni
siquiera se considerd para el célculo de la HC inscrita. El licitador no sabia, al tiempo de
calcular e inscribir su HC, que iba a ser adjudicatario de un potencial contrato piblico. Y
siendo esto asi tampoco pudo incluir en su plan de reduccién concretas medidas vinculadas
con el objeto del contrato y, cuanto menos, compensar las emisiones de GEl vinculadas a la
ejecucién de la prestacion».
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de gestién de las emisiones de gases de efecto invernadero derivadas de la
ejecucién contractual. Ese seria su acomodo juridico mds adecuado.

Mas alld de las valoraciones realizadas por el Tribunal, en este caso
concreto, el érgano de contratacién otorgaba puntos en atencién al contenido
del certificado del Registro de Huella de Carbono:

«Empresa no inscrita en el registro de huella de carbono del MITECO: 0.

Inscripcién de la empresa en el registro de huella de carbono del MITECO
con sello “calculo»” 1.

Inscripcién de la empresa en el registro de huella de carbono del MITECO
con alcance 1+2 y sello “calculo y reduzeco” 1,5.

Inscripcién de la empresa en el registro de huella de carbono del MITECO
con alcance 1+2 y sello “calculo y reduzco y compenso” 2».

La inscripcién de la empresa en el registro de huella de carbono del
Estado con el sello «célculo» requiere la inscripcién previa a la licitacién con
los datos referidos al afio o afios (completos) previos a aquella, cuestién que
ya hemos valorado con relacién al cumplimiento del criterio de vinculacién
con el objeto del contrato. Ademds, los operadores econdémicos que no hayan
realizado el cdlculo de la huella de carbono del afio previo a la licitacién,
no podrian obtener la puntuacién adicional indicada, incluso mediante los
admisibles certificados o medios equivalentes de prueba, ya que posiblemente
no tendrdn opcién de disponer de dicha informacién. Ademds, una empresa
que no existiera en el afio previo completo a la licitacién tampoco podria
recibir la puntuacién indicada. Estas apreciaciones se hacen mds evidentes
en el caso de valorarse el sello «Reduzco», que requiere que las empresas
existan més de cuatro afios antes de la licitacién, para poder realizar el cdlculo
correspondiente (66).

El operador econdmico no tiene ninguna capacidad para definir la oferta
de acuerdo con estos criterios, en la medida en que se trata de una carac-
teristica subjetiva de cumplimiento previo el afo (o afios) anterior al propio
de la licitacién, sobre la cudl no tienen ningin control. Si tendria sentido, en
garantia de los principios de la contratacién poblica, exigir a las empresas que
acrediten su capacidad de gestién de gases de efecto invernadero actual, en
el momento de presentacién se las ofertas, como criterio de solvencia técnica,
pero no valorar el comportamiento de las empresas el afio o afios previos a
la licitacién, sin impacto efectivo en el rendimiento de la oferta.

Debemos concluir, por tanto, que no se considera recomendable la utilizo-
cién de criterios de valoracién de las ofertas que otorguen puntos adicionales

(66) Para obtener el sello «calculo+reduzco», hay que tener inscritas cuatro huellas
de carbono de afios consecutivos. Para reconocer la inscripcién de reduccién en 2023, para
una licitacién en 2024, se tendrdn que disponer del cdlculo de los afios 2020, 2021 y 2022.
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a las organizaciones que dispongan de certificado o sello de inscripcién en
los registros estatal o autonémicos de huella de carbono, que se basen en un
céleulo de huella de las organizaciones. Esta conclusién se fundamental tanto
en la falta de vinculacién con el objeto del contrato, como en la vulneracién
del principio de proporcionalidad, en la medida que el recurso a la huella de
carbono de organizacién no es 0til ni efectiva para mejorar el rendimiento
climdtico del contrato.

Ello no quiere decir que no seamos partidarios de utilizar la huella de
carbono como criterio de adjudicacién. Mds bien al contrario. Incluso, como
puede comprobarse a lo largo de este articulo, propongo que seamos mds
ambiciosos utilizando la huella de carbono como una herramienta efectiva de
cambio hacia la generalizacién de prestaciones de baja impacto ambiental.
Con todo, cuando utilizamos la metodologia de la huella de carbono en la
preparacién de un contrato publico debemos hacerlo sobre la base del mejor
conocimiento técnico, respetando los principios de la contratacién piblica y
definiendo criterios que incentiven mejoras efectivas y reales del rendimiento
climdtico de los contratos.

La metodologia de cdlculo de la huella de carbono (mds bien ambiental) se
convertird indefectiblemente, a medio plazo, en una herramienta indispensable
en la toma de decisiones piblicas sobre inversiones; pero debemos hacerlo
bien, reduciendo el riesgo juridico y maximizando el rendimiento climético
de las prestaciones. De nada vale legitimar juridicamente malas précticas o
caminos que nos llevan a una compra piblica climética formal; en definitiva,
al greenwashing en el sector piblico.

La interpretacién de la vinculacién con el objeto del contrato debe admitir,
como asi lo ha reconocido el TJUE desde el afio 2002, con el asunto Concor-
dia Bus, los criterios de adjudicacién que permiten comparar el rendimiento
ambiental de las ofertas, aunque no tenga impacto econémico o en la calidad
operativa de la prestacién. Por ello, sobre la base de esta premisa, la vincula-
cién del objeto del contrato no debe verse como una limitacién a la utilizacién
de criterios ambientales. Més bien al contrario. Es lo que permite, no solo el
cumplimiento del principio de igualdad de trato y no discriminacién, sino tam-
bién lo que garantiza rendimientos ambientales efectivos en la propia ejecucién
contractual y, en consecuencia, el respeto al principio de proporcionalidad.

3. La definicién de criterios de valoracién referidos a la huella de
carbono de la concreta prestacién que es objeto del contrato

Si bien no se considera recomendable utilizar la huella de carbono de
organizacién, si podriamos plantearnos la posibilidad de utilizar la huella de
carbono de producto, servicio u obra, esto es, la referida al impacto climético
del propio objeto del contrato.
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Veamos las posibilidades de uso del célculo de la huella de la prestacién
(obra, servicio o producto, que configuran la prestacién contratada). Para
la adecuada determinacién juridica de un criterio de valoracién, basado en
la huella de carbono, debemos recordar los aspectos técnicos que debemos
tener en cuenta:

— Determinar el alcance de la huella de carbono; si afecta a toda o
parte de la prestacién (si se va a referir a toda la edificacién o solo
a los elementos estructurales, p.e.) o a todo o parte de su ciclo de
vida (p.e., si se va a proyectar sobre el ciclo de vida completo de una
edificacién o solo sobre la fase de transporte de productos a la obra).

— Definir la metodologia armonizada que deberdn utilizar todos los
licitadores para realizar el célculo.

— Identificar los datos de referencia [y, en su caso, el software) que debe-
rdn ser utilizados por los licitadores a la hora de realizar un cdlculo
comparable de la huella de carbono.

Sin previa valoracién de estos aspectos, no se considera posible, a nivel
técnico, definir un criterio de valoracién que permita valorar de forma obijetiva
el rendimiento comparativo de las ofertas, ni dar cumplimiento, en consecuen-
cia, a los principios de la contratacién. Serd preferible optar por la definicién
de especificaciones técnicas o de condiciones especiales de ejecucién, como
vias, siempre, mds seguras juridicamente y mds efectivas para la mejora del
rendimiento climdtico efectivo de la prestacién.

La posibilidad de utilizar la huella de carbono en la definicién de criterios
de adjudicacién podrd articularse, entre otras, de alguna de las siguientes
formas:

— Podrdn otorgarse puntos adicionales a los licitadores que asuman el
compromiso de cdlculo de la huella de carbono en la ejecucién con-
tractual (67), vinculado por ejemplo al consumo de combustible o de

(67) Con relacién a los contratos que tengan como objefo el «disefio, construccién y
gestién de edificios de oficinas», el Plan de Contratacién Piblica Ecolégica de la Administra-
cién General del Estado, sus organismos auténomos y las entidades gestoras de la Seguridad
Social (2018-2025) prevé la posibilidad de articular un criterio de adjudicacién con relacién
«a la realizacién de un estudio sobre la huella de carbono del edificio, tanto en su fase de
construccién como de uso, utilizando herramientas propias o las disponibles pdblicamente,
facilitando informacién sobre las distintas opciones barajadas y proponiendo de manera moti-
vada una opcién final». Asimismo, con relacién a los contratos de «servicios de jardineria» se
prevé también la opcién de otorgar «puntos adicionales o se establecerd como condicién de
ejecucién la elaboracién de un estudio sobre las emisiones de gases de efecto invernadero
que supongan las labores de fertilizacién y mantenimiento de los jardines. Para ello podrdn
utilizarse las herramientas pdblicas del Registro de huella de carbono, compensacién y pro-
yectos de absorcién del Ministerio para la Transicién Ecolégica». Finalmente, con relacién
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electricidad. A ese cdlculo, podré sumarse el compromiso de reduccién
de emisiones durante la ejecucién del contrato, en el caso por ejemplo
de los contratos o concesiones de servicio. Finalmente, al célculo y
reduccién de emisiones, podrd afiadirseles la compensacién de emi-
siones, mediante, por ejemplo, la realizacién de los correspondientes
proyectos de absorcién.

— En este caso, se trata de un criterio automdtico, en el que se otorgan
puntos adicionales por la asuncién del compromiso por parte del lici-
tador. Con todo, es fundamental definir las metodologias y criterios
técnicos de aplicacién para su ejecucién, y garantizar la obtencién de
datos representativos y resultados efectivos. Deberd definirse el método
de verificacién de cumplimiento en la fase de ejecucién contractual (pre-
sentacién de certificados emitidos por terceros independientes, p.e.).

— Podré definirse un criterio automdtico de huella de carbono, que se
refiera a las estimaciones de emisiones derivadas del transporte de
productos en los contratos de suministro, de servicios o de obras (68)

a la construccién de carreteras, el Plan indica que puede ser tenido en cuenta un criterio de
valoracién que asigne «puntos adicionales a la realizacién de un estudio sobre la huella de
carbono de la carretera en su fase de uso, utilizando herramientas CO,TA del CEDEX o similar,
facilitando informacién sobre las distintas opciones barajadas y la opcién final seleccionada».

(68) Se podré definir por tanto un criterio de adjudicacién referido a la huella de
carbono del transporte de productos o materiales identificados por el érgano de contratacién.
Un ejemplo podria ser el siguiente:

«Se valorard el impacto climdtico de los productos en los médulos A2 y A4 del ciclo
de vida (EN 15978) de la edificacién; esto se corresponde con las fases de transporte de
los materiales, incluyendo la etapa de producto y la etapa de proceso de construccidn. Se
valorardn las emisiones del transporte asociadas en kg CO; eq.

Los licitadores realizardn el célculo de la huella de carbono de acuerdo con la siguiente
férmula:

Ei =Xj [Em (FCj,m x Efi,j,m]]

Siendo:

Ei: masa emitida del contaminante i (en gramos).

FCj,m: masa consumida de combustible tipo m por un vehiculo de categoria j (en kilogra-
mos). El combustible consumido se obtiene a través de la multiplicacién del factor de consumo
por los kilémetros de distancia de transporte estimados.

EFi,j,m: factor de emisién especifico para el contaminante i, vehiculo de categoria | y
combustible tipo m (en gramos de contaminante por kilogramos de combustible).

Los datos objetivos para el cdlculo de FCj,m y la determinacién del EFi,j,m deberdn estar
respaldados por la guia de inventario de emisiones de contaminantes atmosféricos EMEP/EEA
air pollutant emission inventory guidebook (2019).

Para la valoracién comparativa de las ofertas, los licitadores aportardn un informe escrito
[podrd exigirse que esté verificado por un tercero independiente del licitador en el caso de
contratos sometidos a regulacién armonizada u ofros contratos de cuantia elevada, cuando
se considere proporcionado], que indicard las emisiones previstas asociadas al transporte en
kg CO; eq, y justificard su determinacién de acuerdo con el método de cdlculo sedalado,
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en la fase de ejecucién contractual. Esta posibilidad permitiria integrar
en la preparacién del contrato el objetivo estratégico de la proximi-
dad (69) de productos, no de arraigo territorial de los operadores
econdémicos, y hacerlo de modo proporcionado y respetuoso con los
principios de la contratacién piblica.

— En el caso de establecer en el PCAP un criterio de valoracién de la
huella de carbono como el propuesto, deberd exigirse como condicién
especial de ejecucién del contrato que el contratista presente un informe
escrito que indique las emisiones efectivas en la ejecucién contractual.
En atencién a las circunstancias del caso, podrd exigirse que el informe
sea realizado por un verificador independiente. Este informe justificara
las emisiones efectivas de acuerdo con el método de cdlculo definido en
el criterio de adjudicacién. Las emisiones totales en fase de ejecucién
deberdn ser iguales o menores que las emisiones propuestas por el
licitador en la oferta (70).

Podré definirse un criterio de valoracién referido, con un enfoque més
amplio, a las emisiones de GEl asociadas al ciclo de vida completo de un

correspondiente a la guia EMEP/EEA air pollutant emission inventory guidebook (2019). En
ausencia de justificacién técnica o cuando esta fuera insuficiente e inadecuada, se otorgard
cero puntos por este criterio. Se trata de un criterio evaluable mediante la aplicacién de fér-
mula. La puntuacién se realiza aplicando criterios de proporcionalidad y asignando la méxima
puntuacién a los mejores valores de emisiones de CO, asociadas al transporte. Teniendo en
cuenta que las politicas de cambio climdtico y eficiencia energética son prioritarias, se reco-
mienda asignar una puntuacién significativa a este criterio de adjudicacién, para transmitir
un mensaje consistente al mercado».

Este ejemplo estd basado en la Guia para fomentar a madeira na contratacién publica
de edificaciéns sustentables, aprobada por el Consello de la Xunta en noviembre de 2023.
Véase, para la mejor comprensién de esta metodologia, el anexo Ill de la Guia, que recoge
una «Breve explicacién sobre los métodos de cdlculo para huella de carbono del transporte
por carretera». Véase, sobre el cdlculo de la huella de carbono ligada al transporte, la Guia
per a la quantificacié d’emissions de gasos amb efecte d’hivernacle en els contractes piblics
(2020) de la GENCAT.

(69) Interesa destacar a este respecto la Resolucién 378/2023, de 19 de octubre,
del TACP de Madrid en la que se admite la validez de un criterio de proximidad, justificado
sobre la base de la reduccién de la huella de carbono. Sobre la relacién entre las politicas
de proximidad y la contratacién publica, véase el nimero monogréfico sobre «Producto local
y contratacién poblica», en la Revista General de Derecho Administrativo (nim. 64, 2023),
coordinado por la profesora Ximena Lazo, y el propia articulo de esta autora en el citado
monogrdfico.

(70)  Para garantizar que en la fase de ejecucién no se superan los niveles de emisiones
de GEl ofertados, deberd preverse en el PCAP una penalidad suficientemente disuasoria, en
el marco de las posibilidades que ofrece el articulo 191 de la LCSP. En el caso de haberse
aceptado y puntuado unos valores finalmente no alcanzados en la fase de ejecucién deberdn
imponerse las penalidades correspondientes, que deberdn ser proporcionadas al peso del
criterio en la valoracién de las ofertas.
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producto (7 1), servicio u obra. En todo caso, hay que tener en cuenta que
este Ultimo criterio requiere una previa valoracién de los datos de referencia
disponibles y de las incertidumbres técnicas, con la finalidad de asegurar que
se puede definir un criterio que permita valorar el rendimiento comparativo
de las ofertas de modo objetivo (72). Si es posible definir una base de datos

(71) Indicamos a continuacién un posible ejemplo de criterio de valoracién sobre la
huella de carbono de los productos de la construccién en el marco de un contrato o concesién
de obra:

«Se valorard el impacto climdtico de los productos en los médulos A1 a A3 del ciclo de
vida (EN 15978) de la edificacién. Se valorardn las emisiones asociadas en kg CO, eq/m?
construido. Para la concrecién del criterio de adjudicacién deberd fijarse el tipo o tipos de
productos, y las concretas finalidades y usos en el marco de la ejecucién del proyecto de obra.

Los licitadores realizardn el célculo del Potencial de Calentamiento Global (PCG, global
warming potential, GWP) de acuerdo con la norma EN 15978. Aportardn un informe escrito
[podrd exigirse que sea verificado por un tercero independiente del licitador, en contratos
sometidos a regulacién armonizado o aquellos en los que se estime que se a proporcionado],
que indicard las emisiones asociadas al transporte en kgCO,eq/m?, correspondientes a los
médulos A1 a A3, y justificard su determinacién de acuerdo con la norma EN 15978. Debe
reservarse la posibilidad de pedir aclaraciones sobre los datos aportados por los licitadores.

Las emisiones de carbono de todos los materiales de construccién y productos y productos
de construccién se justificardn mediante de bases de datos de ciclo de vida que cumplan con
las previsiones de la norma UNE-EN-15978:2012. Las bases de datos deben de cubrir, como
minimo, los médulos A1, A2 y A3.»

[Se recomienda la determinacién de una base de referencia por parte del érgano de
contratacién, para garantizar la comparabilidad objefiva de las ofertas. En caso de no existir
bases de datos adecuadas para los productos o materiales considerados, el licitador se acudira
a declaraciones medioambientales de producto vdlidas (elaboradas de acuerdo con la norma
UNE EN 15804:2012 +A2 «Sostenibilidad en la construccién. Declaraciones ambientales de
producto. Reglas de categoria de producto bésicas para productos de construccién» y, en su caso,
de acuerdo con las reglas de categorias de productos aplicables). En atencién a la informacién
y al conocimiento técnico disponible, habré que valorar en qué medida una DAP puede servir
de referencia para la comparacién objetivo de datos sobre huella de carbono. En caso de que
se aprecie riesgo serd preferible optar por ofras alternativas de utilizacién de la huella de car-
bono, como la definicién de especificaciones técnicas o de condiciones especiales de ejecucién.]

Serd necesario adjuntar por los licitadores el documento o certificado que justifique los
valores de emisiones de CO; equivalentes. Deberd justificarse igualmente que se han seguido
las normas técnicas indicadas o las bases de datos de referencia. En ausencia de justificacién
técnica o cuando esta fuera insuficiente y adecuada, se otorgard cero puntos por este criterio.

[Se trataria de un criterio aplicable mediante férmula. La puntuacién se realiza aplicando
criterios de proporcionalidad y asignando la médxima puntuacién a los mejores valores de
Potencial de Calentamiento Global (PCG, global warming potential, GWP). Teniendo en cuenta
que las politicas de cambio climdtico y eficiencia energética son prioritarias, se recomienda
asignar una puntuacién significativa a este criterio de adjudicacién, para transmitir un mensaje
consistente al mercado]».

Este ejemplo estd basado en la Guia para fomentar a madeira na contratacién piblica
de edificaciéns sustentables, aprobada por el Consello de la Xunta en noviembre de 2023.

(72) Para garantizar el cumplimiento del nivel de emisiones ofertado, deberd preverse
en el PCAP una penalidad suficientemente disuasoria, en el marco de las posibilidades que
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de referencia y una metodologia de cdlculo comin, que sean accesibles a
todos los operadores, podrd articularse un criterio de valoracién acorde con
los principios de la contratacién.

— Finalmente podré establecerse un criterio de adjudicacién sometido
a juicio de valor, como puede ser la valoracién de la calidad de las
propuestas contenidas en la memoria técnica presentada por los licita-
dores, que haga referencia a las medidas de reduccién de emisiones de
GEl ligadas a la prestacién objeto de licitacién (73). En este caso, hay
que tener en cuenta la necesidad de realizar una definicién concreta
y precisa del contenido de la memoria técnica que debe presentar el
licitador, para que se pueda realizar una comparacién adecuada del
rendimiento climdtico de las ofertas. Con todo, la inclusién de un criterio
de esta naturaleza, sometido a juicio de valor, requiere valorar si se
dispone del conocimiento técnico adecuado para realizar la valoracién
discrecional de las ofertas de los licitadores. Ello puede requerir el apoyo
de 6rganos ambientales o de terceros con competencia en la materia.

VIIl. LAS CONDICIONES ESPECIALES DE EJECUCION COMO ViA PARA
EL CALCULO, LA REDUCCION Y/O LA COMPENSACION DE EMI-
SIONES DE GASES DE EFECTO INVERNADERO

Los poderes adjudicadores pueden fijar requisitos aplicables a la ejecucién
de las prestaciones (art. 202, LCSP), lo que ofrece diversas posibilidades de

ofrece el articulo 191 de la LCSP. Si no dispone del conocimiento especializado para verificar
la validez técnica de los célculos ofertados por los licitadores, el érgano de contratacién podra
contratar el asesoramiento de un evaluador técnico especializado en andlisis de ciclo de vida
de acuerdo con la metodologia de aplicacién. Para utilizar un criterio de esta naturaleza, es
fundamental disponer de conocimiento técnico de calidad, para valorar los datos facilitados
por los licitadores y las metodologias utilizadas. Ademds, a la hora de establecer un criterio
de este tipo, hay que tener en cuenta, caso por caso, la proporcionalidad del coste de la
obtencién y célculo de los datos sobre la huella de carbono, y su potencial impacto en las
PYME. Véase, en este orden de ideas, Guia para fomentar a madeira na contratacién piblica
de edificaciéns sustentables, aprobada por el Consello de la Xunta en noviembre de 2023.

(73) Véase un ejemplo prdctico en el Pliego de condiciones particulares del servicio de
la asistencia técnica a la redaccién del proyecto bdsico y de ejecucién del acuartelamiento
de la Guardia Civil de Majadahonda (Madrid). Se prevé que en la oferta técnica incluird
propuestas en favor de la lucha contra el cambio climético y la transicién energética, como:
«adaptacién al cambio climdtico; medidas pasivas en la construccién y envolvente (materiales
sostenibles, alto nivel de aislamiento térmico...); instalaciones eficientes con bajas o cero emi-
siones; uso de energias renovables; reduccién de emisiones de gases de efecto invernadero y
otros contaminantes atmosféricos; minimizacién de generacién de residuos y su valorizacién».
Se establece un criterio de adjudicacién referido la valoracién de estas propuestas técnicas a
las que se otorga una valoracién de 15 puntos.

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 2341-2135, nim. 61, Zaragoza, 2024, pp. 59-106 99



JUAN JOSE PERNAS GARCIA

integrar los aspectos climdticos. La LCSP dispone que serd obligatorio el esta-
blecimiento de al menos una condicién estratégica, pero no necesariamente
debe ser ambiental o climdtica (art. 202, LCSP) (74).

De todas formas, como ya hemos indicado, es posible integrar una con-
dicién especial de ejecucién en el PCAP que haga referencia a objetivos cli-
mdticos y, particularmente, al uso de la huella de carbono. De hecho, la LCSP
permite incorporar consideraciones medioambientales en los contratos mediante
estas condiciones, con la finalidad de perseguir «la reduccién de las emisiones
de gases de efecto invernadero, contribuyéndose asi a dar cumplimiento al
objetivo que establece el articulo 88 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de
Economia Sostenible».

Completando dicha previsién la Ley 7/2021, dispone que con el objeto
de reducir «la huella de carbono», los PCAP de «contratos piblicos que tengan
por objeto prestaciones que exijan la adquisicién de alimentos», se podrdn
establecer condiciones especiales de ejecucién que primen los alimentos frescos
o de temporada, y con un ciclo corto de distribucién (75)» (art. 22).

La doctrina de los Tribunales administrativos ofrece una mayor flexibilidad
a la hora de definir condiciones especiales de ejecucién que para determinar
criterios de adjudicacién (76), por lo que en determinados supuestos puede

(74) Sobre las posibilidades que ofrece la LCSP para establecer condiciones especiales
de ejecucién en materia ambiental, véase, De Guerrero Manso (2018).

(75) Sobre esta cuestién del producto de proximidad y las cadenas cortas de distri-
bucién, véase «Producto local y contratacién piblica», en la Revista General de Derecho
Administrativo (nGm. 64, 2023), coordinado por la profesora Ximena Lazo.

(76) Veamos en este sentido la Resolucién 489/2019, de 9 de mayo de 2019, del
Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales:

«Pues bien, una cosa son estas condiciones especiales de ejecucién y otras muy distintas,
los criterios de adjudicacién que, en efecto, han de guardar una relacién o vinculacién con
el objeto del contrato en los términos que fueron expresados en la Resolucién de este Tribunal
n° 235/2019, de 8 de marzo.

()

Pero en el caso de las condiciones especiales de ejecucién la vinculacién al objeto del
contrato se cumple por el hecho de que la condicién se efectie durante el cumplimiento y en
la ejecucién de la prestacién contratada, no en ofra.

()

En este sentido se pronuncia la Directiva 2014/24 en sus Considerandos y la “Guia
para considerar los aspectos sociales en las contrataciones Piblicas” elaborada la Comisién
Europea en 2010. En ella se especifica que el requisito de la vinculacién al objeto del contrato
se cumple en las condiciones especiales de ejecucién cuando éstas se efectian o realizan en
el cumplimiento de la prestacién objeto del contrato, no en ofra. Y en el caso analizado el
compromiso de que la adjudicataria, en caso de nuevas contrataciones, bajas u sustituciones
que se produzcan durante la ejecucién de las prestaciones objeto de los contratos basados
en este acuerdo marco, respecto al personal que la empresa dedique a la ejecucién de tales
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ser una mejor opcién, aunque hay que tener en cuenta que también pueden
suponer una barrera de acceso a licitaciones, cosa que tiene menos riesgo de
ocurrir en el caso de los criterios de adjudicacién.

Las condiciones de ejecucién deberdn de estar vinculadas con el cumpli-
miento del contrato, es decir, ligadas a las tareas necesarias para producir los
bienes, prestar los servicios o ejecutar las obras que son objeto de la licita-
cién (77). En este sentido, la incorporacién de una obligacién de la contratista
centrada en el cdlculo, la reduccién progresiva y/o, en su caso, la compen-
sacién de las emisiones de gases de efecto invernadero «generadas durante
la ejecucién del contratox», seria plenamente compatible con los principios y
el derecho de la contratacién pdblica (78).

prestaciones, son conformes con las exigencias del articulo 70 de la Directiva 2014/24/UE
y con el articulo 202 LCSP».

En este caso, se analiza la validez de una condicién especial de ejecucién, que esta-
blece la obligacién de contratacién de un porcentaje igual o superior al 5% de personas
con especial dificultad de acceder al mercado laboral, en el caso de nuevas contrataciones,
bajas o sustituciones.

(77) ComisioN Europea, Buying Social. A Guide to Taking Account of Social Considera-
tions in Public Procurement, 2011, p. 43.

(78) Veamos un ejemplo posible de cémo definir una condicién especial de ejecucién
referido al cdleulo de la huella de carbono de la celebracién de eventos.

En el caso de la contratacién de servicios para la organizacién de eventos, se podré
exigir a la empresa contratista que realice el cdlculo de la huella de carbono vinculada a la
celebracién del evento. El célculo cuantificard las emisiones de gases de efecto invernadero
(GEl) entoneladas de CO,eq, derivadas del desarrollo del evento. La metodologia usada para
hacer los célculos se ajustard a las directrices de la norma ISO 14064 parte 1 e incluirg,
como minimo, las emisiones vinculadas:

— Al consumo energético de las instalaciones donde tiene lugar el evento.

— Al consumo de agua de las instalaciones donde tiene lugar el evento.

— Al desplazamiento asociado a los organizadores y ponentes.

— A los desplazamientos realizados por los asistentes a esos actos.

— A la generacién y separacién correcta de los residuos por materiales.

[Con la finalidad de hacer un planteamiento realista se podré limitar el alcance del célculo]

Podra utilizarse como referencia la calculadora de la huella de carbono de la Gencat:

https://canviclimatic.gencat.cat/es/actua/calculadora_demissions/index.html.

En atencién al célculo de la huella, podrd exigirse la compensacién de emisiones de
CO, mediante la financiacién o ejecucién de un proyecto de absorcién o compensacién, que
deberd ejecutarse en el término municipal de ejecucién del contrato. El érgano de contratacién
deberd determinarse el coste econémico del célculo de la huella de carbono y del potencial
proyecto de compensacién para su integracién en el presupuesto base de licitacién del contrato.

Podré establecerse igualmente un porcentaje del presupuesto base de licitacién que
el contratista deberd dedicar a la ejecucién de proyectos de absorcién o compensacién de
emisiones. La absorcién de emisiones deberd realizarse con la metodologia determinada por
el 6rgano de contratacién.

Podrd exigirse, en atencién a los costes y la proporcionalidad, la verificacién y certi-
ficacién de la huella de carbono y de los proyectos de absorcién o compensacién por un
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En el caso de establecer un criterio de adjudicacién referido a las esti-
maciones de huella de carbono de todo o parte del ciclo de vida de una
prestacién, deberdn establecerse como condicién especial de ejecucién la
obligacién del contratista de realizar el céleulo efectivo de las emisiones y su
acreditacién a través de un medio de verificacién (que podrd ser validado por
un tercero independiente), acorde con la metodologia y los datos de referencia
predefinidos para el criterio de adjudicacién (79).

En el caso de las prestaciones continuas, la realizacién del célculo de
la huella de carbono durante la fase de ejecucién contractual puede tener
implicaciones en los futuros contratos. La disponibilidad de informacién fiable
sobre la evolucién de las emisiones permite marcar objetivos de mejora conti-
nua en las préximas licitaciones. Asi, la Ley 11/2023 de Aragén dispone que
«en aquellos contratos que tengan por objeto la satisfaccién de necesidades
recurrentes y hayan sido objeto de licitacién con anterioridad, podréd incenti-
varse, mediante un sistema de primas, la reduccién de las emisiones de gases
de efecto invernadero ligadas a la ejecucién respecto a la huella de carbono
que hubiera generado la anterior empresa adjudicataria, cuando este dato
sea conocido por el érgano de contratacién para su verificacién» (art. 27.3,
Ley 11/2023). La aplicacién de una cldusula de esta naturaleza requiere la
continuidad de mediciones con metodologias y datos comparables, de modo
que se puede contrastar de forma objetiva la informacién del contratista
previo con el actual. Sobre esa base, los PCAP podrén establecer un modelo
de pagos vinculados al rendimiento climdtico en la ejecucién contractual;
primando asi los esfuerzos del contratista en la reduccién de emisiones de
gases de efecto invernadero.

tercero independiente, con la finalidad de asegurar la calidad de los datos reales y de que
la compensacién sea real y efectiva. Podré obligarse al contratista que dé publicidad a los
resultados del cdlculo y de la absorcién o compensacién de emisiones de modo que pue-
dan ser conocidos por la sociedad, indicando la metodologia de célculo, el alcance de las
emisiones incluidas, las medidas implementadas para reducir las emisiones y el proyecto de
absorcién y compensacién.

Las indicaciones y recomendaciones de esta nota sobre la posible configuracién de una
condicién especial de ejecucién se basan en la Guia para organizar eventos sostenibles, del
Departamento de Accién Climdtica, Alimentacién y Agenda Rural de la GENCAT.

(79) Para garantizar el cumplimiento de las condiciones ambientales de ejecucidn,
se podrén prever penalidades en caso de incumplimiento (art. 202.3, LCSP). También se le
puede atribuir a estas condiciones el cardcter de obligaciones contractuales esenciales, asi
su incumplimiento adquiriria el cardcter de causa de resolucién del contrato (art. 211, letra
f, LCSP). El érgano podria considerar este incumplimiento como infraccién grave, de acuerdo
con las previsiones del art. 71.2, letra ¢, LCSP. En ese caso el incumplimiento generaria una
prohibicién de contratacién con las Administraciones piblicas (art. 73.2 LCSP).
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IX. CONCLUSIONES

1. La utilizacién de la huella de carbono es un instrumento vdlido para
dar cumplimiento a la obligacién de incorporacién de criterios ambientales del
articulo 1.3, LCSP o a la posibilidad o exigencia de integracién de cldusulas
climdticas prevista en la legislacién sectorial en materia de cambio climdtico.

2. la «huella de carbono de organizacién», particularmente las certi-
ficaciones vinculadas a los registros oficiales, tiene un potencial utilizacién
limitado; concretamente podrian servir como medio no exclusivo de prueba
de la solvencia técnica y profesional para la gestién de las emisiones de GEl
en la ejecucién contractual. Con cardcter general, y en la linea de la mayoria
de los tribunales administrativos, no se considera recomendable su utilizacién
para la definicién de criterios de valoracién, por la ausencia de vinculacién
con el objeto del contrato y las exigencias del principio de proporcionalidad,
en la medida en que no es un medio itil o idéneo para conseguir la finali-
dad pretendida: la reduccién de las emisiones de GEl en la ejecucién de la
concreta prestacion.

Esa apreciacién se refuerza, especialmente, cuando es posible, con ciertas
cuatelas, utilizar la «huella de carbono de prestacién» para definir cldusulas
proporcionadas y no discriminatorias y obtener rendimientos climdticos efectivos
y tangibles, dejando a un lado el greenwashing en el sector piblico.

3. La «huella de carbono de prestacién» (producto, obra o servicio) puede
ser utilizada para definir especificaciones técnicas, criterios de valoracién o
condiciones especiales de ejecucién del contrato.

Esta herramienta facilita la adopcién de decisiones de inversién con crite-
rios ambientales en la preparacién contractual, la identificacién de las ofertas
de mejor rendimiento climdtico, la disponibilidad de datos objetivos sobre el
nivel de emisiones en la ejecucién contractual y la posibilidad de acreditar las
reduccién y compensacién de los gases de efecto invernadero derivados de la
prestacién. Asimismo, puede ser una via indirecta para mejorar la eficiencia
y reducir el coste de ciclo de vida de las prestaciones, en la medida en que
la reduccién de las emisiones de GEl suele ir de la mano de la reduccién del
consumo energético o del uso de recursos.

Para una definicién de las cldusulas o criterios ambientales referidas a la
huella de carbono de prestacién, que otorguen seguridad juridica, es preciso
determinar en los pliegos la metodologia de aplicacién y los datos de referencia
para su aplicacién uniforme por todos los licitadores. Con esta finalidad, es
importante disponer en la preparacién contractual de conocimiento técnico de
base para aprovechar las posibilidades de uso de la huella de carbono, como
una herramienta para obtener el méximo rendimiento climdtico de la prestacién,
sin poner en riesgo los principios de la contratacién pdblica.
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4. Para introducir criterios de adjudicacién, basados en el cdlculo de la
huella de carbono de prestacién (producto, servicio u obra), habré& que garan-
tizar que es posible realizar un cdlculo comparable de la huella de carbono
de las ofertas, de modo que todos los licitadores usen la misma metodologia
y los mismos datos de referencia para su cdlculo. La ausencia o insuficiencia
de datos ambientales es el freno fundamental para un uso generalizado, obje-
tivo y automdtico, de la huella de carbono como criterio de adjudicacién. Es
preciso un impulso de las autoridades publicas para el desarrollo de bases
de datos sobre el potencial de calentamiento global de productos, en sectores
prioritarios como la construccién. En caso de que la utilizacién de criterios de
adjudicacién no permita, por razén del conocimiento y de los datos técnicos
disponibles, realizar un andlisis objetivo del rendimiento comparativo de las
ofertas de los licitadores, serd preferible acudir a la determinacién de espe-
cificaciones técnicas o de condiciones especial de ejecucién, que, ademds,
dada su obligatoriedad, son las cldusulas que permiten asegurar el resultado
ambiental deseado.

De hecho, la definicién de especificaciones técnicas y/o de condiciones
especiales de ejecucién es, por el momento, la via juridicamente mds segura
para utilizar la huella de carbono en la contratacién publica y garantizar,
asi, la contratacién de prestaciones con bajo impacto climdtico y reducir o
compensar las emisiones durante su ejecucién.
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RESUMEN: A propésito de la aprobacién de la Ley 12/2023, de 24 de mayo,
sobre el derecho a la vivienda, este estudio trata proporcionar una aproximacién, desde
una perspectiva competencial, sobre la creacién de un estdndar minimo nacional para su
acceso y disfrute, con la intencién de establecer condiciones bésicas y de igualdad que
aseguren un trato uniforme en todo el territorio nacional. Ademds, se analiza hasta qué
punto la mencionada Ley sobre el derecho a la vivienda ha establecido las condiciones
bdsicas para garantizar la igualdad en el ejercicio de este derecho.

Palabras clave: derecho a la vivienda; reparto competencial; igualdad bdsica de
los ciudadanos.

ABSTRACT: On the occasion of the approval of lLaw 12/2023, of 24 May, on the
right to housing, this paper attempts to offer an approach, from a jurisdictional perspec-
tive, to the establishment of a national minimum standard in its access and enjoyment,
with the aim of establishing those basic and equal conditions that guarantee uniform

(*) Trabajo recibido en esta Revista con fecha 10/10/2023 y evaluado favorablemente
para su publicacién el 21/02/2024.

(**) Este estudio constituye una reformulacién y adaptacién de parte del trabajo que
bajo el titulo «La transformacién del derecho a la vivienda a la luz del anteproyecto de ley
estatal» fue merecedor del XVIIl Premio Gascén y Marin de Derecho Piblico (2022), otorgado
por la Academia Aragonesa de Jurisprudencia y Legislacién. El trabajo forma parte de las
actuaciones del Grupo de Investigacién reconocido por el Gobierno de Aragén ADESTER
(Derecho Administrativo de la Economia, la Sociedad y el Territorio), proyecto $22_23 R
(BOA nim.80 de 28/04/2023).
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treatment throughout the State. It also reflects on the extent to which the recent Law on the
right to housing, has managed fo establish the basic conditions that guarantee equality
in the exercise of this right.

Key words: right to housing; distribution of powers; basic equality of citizens.

I. INTRODUCCION

El presente estudio persigue ofrecer una aproximacién al derecho a la
vivienda en Espafia. En concreto, se centra en la posibilidad de un nuevo
enfoque para intervenir en la materia, consistente en el establecimiento de un
estandar minimo nacional en el acceso y disfrute a una vivienda para garantizar
la igualdad bésica de los espafioles.

El trabajo comienza repasando la configuracién del derecho a la vivienda

en la esfera internacional (ll), para pasar a continuacién a un estudio sobre la
naturaleza y contenido del derecho en la Constitucién, cuyos contornos distan
de estar claramente perfilados (lll). Posteriormente, se examina el legislador

competente para regular su contenido y el desarrollo de este derecho hasta el
momento presente (IV). Todo ello permite contar con un marco conceptual para
adentrarnos en el estudio parcial del desarrollo de este derecho desde la con-
creta perspectiva del establecimiento de un minimo nacional (V). Realizamos esta
aclaracién porque lo que se analiza es la posibilidad de establecer un estdndar
minimo nacional en el acceso y disfrute a la vivienda para garantizar la igualdad
bdsica de los espafioles. En consecuencia, no es objeto del presente trabajo el
andlisis del alcance de todos y cada uno de los titulos competenciales que, en
su caso, habilitan al legislador estatal para incidir sobre la materia. Tampoco
se examina el extenso y controvertido contenido de la Ley 12/2023, de 24 de
mayo, por el derecho a la vivienda. Todo ello sin perjuicio de que puntualmente
se haga alusién al modo en el que la referida Ley ha tratado de garantizar este
derecho y su encaje competencial. Finalmente, el trabajo concluye con unas
consideraciones de cardcter general en torno a la materia objeto de andlisis (VI).

Il. EL DERECHO A LA VIVIENDA EN LA ESFERA INTERNACIONAL

En la medida que nuestro sistema juridico se rige por la interconexién de
los diferentes ordenamientos, no sobra una breve referencia a la configuracién,
alcance y efectividad del derecho a la vivienda en el contexto internacional (1).

(1) Sobre la concurrencia de normas de diverso origen véase el libro de L. Marrin-
RerormiLo Baquer (2004), La interconexidn de los ordenamientos juridicos y el sistema de fuen-
tes del derecho, Madrid, Civitas. En relacién con la configuracién del derecho a la vivienda
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1. Naciones Unidas

En el dmbito de Naciones Unidas el derecho a la vivienda aparece
contemplado en los articulos 25.1 de la Declaracién Universal de Derechos
Humanos (DUDH) (2) y 11.1 del Pacto Internacional de Derechos Econdmicos,
Sociales y Culturales (PIDESC) (3). Como es conocido, se trata de fextos de
distinta naturaleza, mientras que la DUDH constituye una declaracién de enorme
valor politico y fundamento de diversas normas internacionales sobre derechos
humanos, el PIDESC goza del valor de los tratados ratificados por Espafia.

En la DUDH el derecho a la vivienda se configura como un bien primor-
dial, ineludible para garantizar a toda persona un nivel de vida apropiado y
acorde con las exigencias derivadas de la dignidad humana. Su reconocimiento
se incluye en una lista que enumera, de manera algo lacénica, un conjunto
de derechos humanos proyectados sobre el dmbito de los derechos sociales.

En el PIDESC se reconoce a toda persona el derecho a una vivienda
adecuada. Se prevé la adopcién de medidas por parte de los Estados a fin
de asegurar su efectividad (4). Asi, se viene a instaurar un sistema de Informes
y Comunicaciones de los afectados, que se garantiza a través del Protocolo
Facultativo (5). No obstante, tanto el PIDESC, como los informes generales y

desde la perspectiva de la interaccién entre los distintos niveles de proteccién véase el libro
de A. BAlAGUER PErez (2018), El Derecho a la Vivienda en el Derecho Constitucional Europeo,
Pamplona, Aranzadi.

(2) Articulo 25.1 DUDH: «Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado
que le asegure, asi como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentacién,
el vestido, la vivienda {...)».

(3) Articulo 11.1 PIDESC: «Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el dere-
cho de toda persona a un nivel de vida adecuado para si y su familia, incluso alimentacién,
vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los
Estados Partes tomardn medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho,
reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperacién internacional fundada
en el libre consentimiento». La Observacién General 4 del Comité de Derechos Econémicos,
Sociales y Culturales de la Organizacién de Naciones Unidas (ONU) precisa a los Estados que
el citado derecho incluye la seguridad juridica de la tenencia, la disponibilidad de servicios,
materiales, instalaciones e infraestructura, la asequibilidad de la vivienda y costes relacionados
con la misma, la habitabilidad, la accesibilidad y la adecuacién cultural.

(4) Las obligaciones de los Estados Parte se recogen en el articulo 2 del PIDESC y se
desarrollan en la Observacién General N° 3 del Comité PIDESC, sobre la naturaleza de las
obligaciones de los Estados parte, de 1990.

(5) Para un andlisis detallado sobre dicho sistema de proteccién véase el estudio de
L. Saamero Teixipd (2012: p. 136), La proteccién de los Derechos Sociales en el émbito de
Naciones Unidas, el nuevo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Econé-
micos, Sociales y Culturales, Madrid, Civitas. La autora explica cémo el Protocolo Facultativo
otorga al Comité competencias similares a las de un érgano judicial en lo que respecta a la
declaracién de la vulneracién de un derecho y su reparacién
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dictdmenes elaborados por el Comité de Derechos Econdmicos, Sociales y Cul-
turales, son meramente informadores de la actividad legislativa y judicial (6), lo
que en modo alguno es equiparable a la ausencia de compromiso para tender
a hacer efectivos los derechos comprendidos en el PIDESC (7).

Respecto a estos instrumentos el Tribunal Constitucional sostiene que «no
reconocen un derecho subjetivo exigible, sino que configuran un mandato para
los Estados parte de adoptar medidas apropiadas para promover politicas
pUblicas encaminadas a facilitar el acceso de todos los ciudadanos a una
vivienda digna» (STC 32/2019, de 28 de febrero de 2019, FJ 6).

Por otra parte, el acceso universal a una vivienda digna y su disfrute
estable, asequible y sostenible es asumido internacionalmente en el Objetivo
de Desarrollo Sostenible nimero 11 como un pilar fundamental de la Agenda
2030 de Naciones Unidas. Asi, la meta 11.1 demanda el establecimiento de
unos obijetivos precisos para el afio 2030 con el fin de garantizar el acceso
a una vivienda y servicios bdsicos adecuados (8).

2. Consejo de Europa

En el dmbito del Consejo de Europa el derecho a la vivienda no se
encuentra explicitamente reconocido en el Convenio Europeo de Derechos
Humanos (CEDH). Sin embargo, en no pocas ocasiones el Tribunal Europeo
de Derechos Humanos (TEDH) ha hecho alusién de forma tangencial al dere-
cho a la vivienda en conexién con los derechos de propiedad (articulo 1 del
Protocolo Adicional al CEDH) (9) y sobre todo con el derecho a intimidad
familiar (articulo 8 CEDH) (10), entendido como un derecho a disfrutar de un

(6) En esta linea véase V. Pérez Dauni (2021: p.41) y S. NAsArre Aznar (2017: p.48).

(7) En este sentido, el articulo 2 PIDESC sefiala que «cada uno de los Estados Partes
en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado como mediante
la asistencia y la cooperacién internacionales, especialmente econémicas y técnicas, hasta el
méximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios
apropiados, inclusive, en particular, la adopcién de medidas legislativas, la plena efectividad
de los derechos aqui reconocidos».

(8) Como es conocido, la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible contempla 17
Objetivos de Desarrollo Sostenible y 169 metas que, aunque no son juridicamente vinculantes,
los Estados asumen un compromiso de seguimiento y examen de los mismos.

(9) A pesar de que el CEDH de 1950 no contemplaba en el texto originario el reco-
nocimiento del derecho a la propiedad, se incluye el articulo 1 del Protocolo Adicional del
mismo. Dicho articulo dispone que «Toda persona fisica o moral tiene derecho al respeto de sus
bienes. Nadie podrd ser privado de su propiedad més que por causa de utilidad péblica y en
las condiciones previstas por la ley y los principios generales del derecho internacional {...)».

(10) Entre ofras, véase la Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos del
2 de octubre de 2001.
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espacio vital adecuado en el que desarrollar la vida intima y familiar. La linea
jurisprudencial del TEDH, lejos de configurarse como algo meramente orna-
mental, nos vincula; puesto que, como en su dia puso de manifiesto Lorenzo
MartiN-RETORTILLO (11), el CEDH es en realidad el Convenio propiamente dicho y
la interpretacién que del mismo va realizando el TEDH atendiendo al contexto
socioeconémico de cada momento (12).

Por su parte, la Carta Social Europea (CSE) contempla el derecho a la
vivienda en su articulo 31 (13), y lo hace requiriendo a los Estados la adopcién
de medidas a fin de que, gradualmente, se favorezca la asequibilidad de la
vivienda y se ponga fin a la problemdtica del sinhogarismo.

En sintesis, podemos afirmar que, en el contexto del Consejo de Europa,
aunque la CEDH protege indirectamente el derecho a la vivienda, el mismo
carece de una posicién normativa que posibilite una construccién jurispruden-
cial sistemdtica. Por su parte, la CSE es por si misma un instrumento insuficiente,
dada su exigua posibilidad de incidir con alcance general en la efectividad
de este derecho (14), puesto que no se halla dentro de la érbita del TEDH.

3. Union Europea

En el dmbito de la Unién Europeaq, el articulo 34.3 de la CDFUE (15)

hace alusién a la vivienda. A pesar de que no podemos afirmar que del tenor

(11)  Véase L. MarTiN-RETORTILO BAQUER (2004: 74).

(12) En este sentido, no le falta razén a J. PemAN GaviN (2009: p. 44) cuando, refirién-
dose a la jurisprudencia del TEDH, sostiene que se caracteriza por su cardcter innovador, pues
se trafa, segln sus propias palabras, de «una jurisprudencia muchas veces creativa y abierta
a las nuevas problemdticas sociales que ha hecho del sistema de proteccién de derechos
humanos instaurado por la Convencién una realidad viva y dindmica que ha ido calando de
manera progresiva ente los paises miembros del Consejo de Europa».

(13) Articulo 31 CSE: «Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho a la vivienda,
las partes se comprometen a adoptar medidas destinadas: 1. A favorecer el acceso a la
vivienda de una calidad suficiente; 2. A prevenir y paliar la situacién de carencia de hogar
con vistas a eliminar progresivamente dicha situacién; 3. A hacer asequible el precio de las
viviendas a las personas que no dispongan de recursos suficientes».

(14) Véase A. BALAGUER PErez (2018: 246 y 247).

(15) Al respecto, conviene apuntar que dicho instrumento goza, desde la entrada en
vigor del Tratado de Lisboa, del mismo valor juridico que los Tratados. El arficulo 6.1 del
Tratado de la Unién Europea dispone que «La Unién reconoce los derechos, libertades y prin-
cipios enunciados en la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unién Europea de 7 de
diciembre de 2000, tal como fue adaptada el 12 de diciembre de 2007 en Estrasburgo, la
cual tendré el mismo valor juridico que los Tratados». Siguiendo a S. MARTIN-RETORTILO BAQUER
(2007: p. 140), cabe recordar que «los Tratados tienen un valor superior a cualquier norma
de derecho interno, incluida la ley: superioridad que no deriva del principio de jerarquia sino
del de competencia |...). Es la Constitucién la Unica que naturalmente se exceptia de la pri-
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literal del articulo 34.3 CDFUE se derive la existencia de un derecho a la
vivienda, sino de «una ayuda a la vivienda» (16), lo cierto es que parece que
no podemos negarlo dado su intima conexién con el articulo 7 CDFUE (17). En
este sentido, la célebre Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unién Europea
(STIUE) de 10 de septiembre de 2014 (Asunto C-34/13), aseveré con total
contundencia que «en el Derecho de la Unién, el derecho a la vivienda es un
derecho fundamental garantizado por el articulo 7 de la Carta que el tribunal
remitente debe tomar en consideracién al aplicar la Directiva 93/13», y ello
a pesar de que el articulo 7 de la CDFUE no recoja formalmente el derecho
a una vivienda en sentido amplio, sino el derecho fundamental al respeto de
la vida privada y familiar, si bien es cierto que hace referencia expresamente
al derecho al respeto del domicilio. De modo que el derecho a disponer de
un hogar es susceptible de configurarse como un presupuesto de tal derecho.

En cualquier caso, y con independencia de lo que se deriva del estricto
tenor literal del articulo 34.1 CDFUE, no es menos cierto que, si se analiza
desde una concepcién finalista, es posible vincular el derecho a la vivienda
con ofros derechos fundamentales. En esta linea, la Resolucién del Parlamento
Europeo, de 21 de enero de 2021, sobre el acceso a una vivienda digna y
asequible para todos, solicita a la Comisién y a los Estados Miembros que
«se aseguren de que el derecho a una vivienda adecuada sea reconocido y
ejecutable como un derecho humano fundamental» (18).

macia de los Tratados sobre el derecho interno: hasta el extremo, que conforme al art. 95 de
la misma “la celebracién de un Tratado internacional que constituya estipulaciones contrarias
a la Constitucién exigird previa revisién constitucional”».

Recuérdese que la aplicacién del derecho europeo por los érganos de los Estados
Miembros se rige, entre ofros principios, por el de primacia frente al derecho nacional, lo
que comporta que las normas europeas ocupan en el ordenamiento interno de los Estados un
lugar prioritario en relacién con otra norma nacional (Sentencia del Tribunal de Justicia de
15 de julio de 1964, Flamino Costa c. ENEL).

Articulo 34.3 CDFUE: «Con el fin de combatir la exclusién social y la pobreza, la Unién
reconoce y respeta el derecho a una ayuda social y a una ayuda de vivienda para garantizar
una existencia digna a todos aquellos que no dispongan de recursos suficientes, segin las moda-
lidades establecidas por el Derecho comunitario y las legislaciones y practicas nacionales».

(16) En todo caso no cabe desconocer el potencial de la Carta Europea de Derechos
fundamentales para la proteccién del derecho a la vivienda.

(17) Articulo 7 CDFUE: «Toda persona tiene derecho al respeto de su vida privada y
familiar, de su domicilio y de sus comunicaciones».

(18) El punto 1 de la Resolucién del Parlamento Europeo, de 21 de enero de 2021,
sobre el acceso a una vivienda digna y asequible para todos sefiala que « Pide a la Comisién
y a los Estados miembros que se aseguren de que el derecho a una vivienda adecuada sea
reconocido y ejecutable como un derecho humano fundamental mediante disposiciones legis-
lativas europeas y nacionales aplicables; pide a la Comisién y a los Estados miembros que
garanticen la igualdad de acceso para todos a una vivienda digna, incluidos el agua potable
limpia y de calidad, un saneamiento e higiene adecuados y equitativos, la conexién a las
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No obstante, un sector de la doctrina iusprivatista relativiza de alguna
manera el reconocimiento otorgado a este derecho en la STJUE de 10 de
septiembre, basdndose en la existencia del Auto del Tribunal de Justicia de la
Unién Europea de 16 julio de 2015 (asunto C-539/2014, apartado 49) que,
parece enmarcarse en una linea jurisprudencial aparentemente contraria y en
un intento de purificar el efectivo alcance del derecho a la vivienda en la Unién
Europea, por cuanto indicé que «esa disposicién de la Carta no garantiza el
derecho a la vivienda, sino el “derecho a una ayuda social y a una ayuda de
vivienda” en el marco de las politicas sociales basadas en el articulo 153 TFUE
(...)» (19). Al respecto, debe tenerse presente que, aunque la configuracién
de este derecho sea en la CDFUE sea mds bien débil, el mismo se construye
sobre la base y en conexién con otros derechos, con mayor reconocimiento,
que lo van dotando de contenido.

Ademds de lo anterior, es preciso hacer alusién a la vivienda social
como servicio de interés general en el dmbito de la Unién Europea. Como
es conocido, la consideracién de qué materias son susceptibles de afectar al
interés general constituye una competencia compartida entre la Unién y los
Estados Miembros (20). La vivienda social se enmarca en dichos servicios tal y
como se desprende de la Resolucién de 13 de enero de 2004 del Parlamento
Europeo relativa al Libro Verde, sobre los servicios de interés general (21). No
obstante, la Unién Europea carece de competencias en materia de vivienda,

redes de alcantarillado y traida de aguas, un entorno interior de alta calidad y una energia
asequible, fiable y sostenible para todos, contribuyendo asi a erradicar la pobreza en todas
sus formas, protegiendo los derechos humanos de los hogares desfavorecidos y apoyando a
los grupos més vulnerables, a fin de proteger su salud y bienestar».

(19) Auto del que el Tribunal Constitucional se ha hecho eco en la STC 32/2019,
de 28 de febrero (FJ 6) cuando recuerda que «El Tribunal de Justicia de la Unién Europea
ha corroborado en su auto de 16 de julio de 2015, asunto C-539/14, que esta disposicién
de la Carta no garantiza el derecho a la vivienda, sino el “derecho a una ayuda social
y a una ayuda de vivienda”, en el marco de las politicas sociales basadas en el art. 153
del Tratado de funcionamiento de la Unién Europea». Al respecto, V. Pérez Daupi (2021:
p. 23) apunta que es transcendental que el TJUE se ratifique en la existencia de un derecho
fundamental a la vivienda en el dmbito de la Unién Europea, aunque siendo conscientes
del efecto restrictivo que pudiera derivarse de la eventual invocacién por parte de los Esta-
dos Miembros en base a lo previsto en el articulo 52.4 CDFUE, relativo a las tradiciones
constitucionales de los Estados.

(20) Comunicacién de la Comisién al Parlamento europeo, al Consejo, al Comité
Econémico y Social Europeo y al Comité de las regiones, Libro Blanco sobre los servicios de
interés general, Bruselas, 12 de mayo de 2004, p. 6.

(21) Resolucién del Parlamento Europeo sobre el Libro Verde sobre los servicios de
interés general, COM (2003) 270 final, apartado 22: «son servicios de interés general que
forman parte de las funciones esenciales de las autoridades piblicas, la educacién, la salud
poblica, la vivienda piblica y social y los servicios sociales de interés general que asumen
funciones de seguridad social y de insercién social».
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de manera que son los Estados Miembros los que ostentan la competencia en
la materia conforme a su modelo de reparto competencial y con una liberad
relativamente amplia para configurar el grado de intervencién piblica en la
materia. Ahora bien, la Unién Europea desempefia un importante papel en el
sentido de que alienta, impulsa y estimula a los Estados Miembros a adoptar
medidas tendentes a favorecer el acceso a una vivienda digna y asequible.

lll. EL DERECHO A LA VIVIENDA EN LA CONSTITUCION ESPANOLA:
NATURALEZA Y CONTENIDO

1. Acerca de su naturaleza: ¢principio programatico o derecho
subjetivo?

En Espafia, el derecho a la vivienda se reconoce en el articulo 47 de la
Constitucién. El citado precepto, que reconoce el derecho al disfrute de una
vivienda digna y adecuada, al tiempo que exige que los poderes piblicos
promuevan las condiciones necesarias y establezcan las normas pertinentes
para hacerlo efectivo, se ubica en el Capitulo IIl del Titulo |, referido a los
principios rectores de la politica social y econémica.

Como es bien sabido, la formulacién de este precepto constitucional ha
dado lugar a debates doctrinales sobre la misma existencia de un derecho
subjetivo a la vivienda. Existen dos grandes posturas en torno a la existencia
de un derecho constitucional a la vivienda: la que entiende que, por su ubica-
cién sistemdtica, opera como un principio programdtico llamado a informar
la actuacién de los poderes piblicos, y la que sostiene que el articulo 53.3
in fine de la Constitucién tan solo excluye el reconocimiento de los principios
establecidos en el Capitulo lll Titulo |, pero no los derechos recogidos en él.

La primera de ellas sostiene que, por razén de su ubicacién sistemdtica,
el articulo 47 de la Constitucién no contempla un auténtico derecho subijetivo,
sino un principio programdtico o un mandato al legislador, en tanto que los
poderes publicos no estén obligados a realizar las prestaciones derivadas del
mismo (22). De este modo, estariamos ante una materia objeto de decisiones
predominantemente politicas y, en la medida que la norma no impone una
conducta concreta, sino que se limita a establecer un fin, corresponderéd a
los poderes publicos concretar las condiciones y grado de reconocimiento
del mismo (23). En definitiva, sus defensores consideran que, en todo caso,
los destinatarios del capitulo Il del titulo | de la Constitucién son los poderes
pUblicos, y que tales preceptos no son propiamente derechos, sino directrices

(22) Véase A. GAta MarToRELL (1982: p. 91 ) y M. BEtabiez Rojo (2010: p. 89).
(23) Véase F. lciesias GonzAtez (2000: p. 57).

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
114 ISSN 2341-2135, ném. 61, Zaragoza, 2024, pp. 107-136



EL ESTANDAR MINIMO NACIONAL COMO PRELUDIO DEL DERECHO A LA VIVIENDA

programdticas (24), pues el articulo 53.3 in fine de la Constitucién sefiala
claramente que no son derechos subjetivos (25) , consideracién que en modo
alguno excluye su valor juridico. Asi, GArcia DE ENTERRIA matizé que si bien
todos los articulos del texto constitucional tienen cardcter normativo no todos
tienen el mismo alcance y significado (26). Esta es, asimismo, la postura sos-
tenida hasta el momento por el Tribunal Constitucional y el Consejo General
del Poder Judicial en su Informe sobre el Anteproyecto de Ley por el Derecho

a la Vivienda (27).

Por su parte, la otra postura aludida mantiene que el articulo 53.3 in
fine de la Constitucién tan solo excluye el reconocimiento de los principios
establecidos en el Capitulo Il Titulo |, pero no los derechos recogidos en él,
como es el derecho a la vivienda (articulo 47 Constitucién), pero también el
derecho a la salud (articulo 43 Constitucién) o el derecho al medioambiente
(articulo 45 Constitucién) (28).

2. Incégnitas sobre el contenido del derecho a disfrutar de una
vivienda

La afirmacién de un derecho subjetivo a la vivienda plantea no pocos
problemas conceptuales habida cuenta de la amplitud e indeterminacién con
la que se proclama su contenido en el articulo 47 de la Constitucién (29). A
ello ha de afiadirse el escueto desarrollo del mismo en algunos Estatutos de
Autonomia y, esencialmente, en la legislacién ordinaria.

(24) Véase G. Peces-Barsa (1995: pp. 182 y 183).

(25) Véase F. Iciesias Gonzalez (2000: 49). En este mismo sentido, la STC 93/2015,
de 14 de mayo, precisé que el derecho a la vivienda mds que un derecho subjetivo es un
mandato a los poderes publicos autonémicos (FJ 14).

(26) Véase E. Garcia pE EnTerria (2006), La Constitucién como norma y el Tribunal
Constitucional, 4° edicién, Madrid, Civitas. En esa misma linea, Maria Luisa Balaguer en su
voto particular a la STC 32/2019, de 28 de febrero, apunté que «la naturaleza de principio
rector no resta un dpice de cardcter normativo al art. 47, como se deduce del art. 9.1 del
propio texto constitucional. No estamos ante un deseo de buena voluntad constitucional, ni
ante un mero ejercicio de retérica, sino ante una disposicién normativa que no queda excluida
como pardmetro de constitucionalidad de las normas con rango de ley |...)».

(27) Acuerdo adoptado por el Pleno del Consejo General del Poder Judicial en su
reunién del dia 27 de enero de 2022.

(28) Véase F. Lorez RaMON (2010: p. 13), E. Moreu CareonELL (2014: p. 372) y J.
Ponce Sott (2017: p. 62).

(29) Como apunta Lorenzo MArTIN-RETORTILLO (2000: p. 17) en el Prélogo a la obra de
M. Beltrén de Felipe, La infervencién administrativa en la vivienda, aspectos competenciales,
de policia y de financiacién de las viviendas de proteccién oficial, Madrid: Lex Nova, «la
vivienda se especifica con férmula escueta, elegante y de amplios significados, habrd de ser
“digna y adecuada»”».
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En este sentido, se abren algunos interrogantes de no facil respuesta:
2qué se entiende por vivienda digna?, sconlleva el derecho a acceder a una
vivienda en propiedad?, sincluye el derecho a permanecer en una determi-
nada vivienda?, ses suficiente con promover las condiciones para garantizar
el acceso a una vivienda «asequible» o ha de comprender el acceso mismo?,
sotorga proteccién a todas las personas por igual?, sconstituye una obligacién
de medios o de resultados y, en su caso, frente a qué Administracién se puede
invocar?, stiene la Administracién competente una obligacién «de hacers o es
suficiente con que se establezca un marco regulador y gestor adecuado? Sirva
el mero enunciado de estas cuestiones y la dificultad de responder cabalmente
a las mismas para poner de manifiesto que estamos ante un asunto todavia
abierto y en el que nos encontramos con no pocas incertidumbres sobre el
preciso contenido de este derecho.

Como punto de partida, parece evidente que por razén de su objeto las
politicas de vivienda tienen como finalidad la satisfaccién de las necesidades
de alojamiento de la poblacién (30), sin perjuicio de que en cierfos momentos
pueda recurrirse a la misma como un instrumento de politica econémica enca-
minado a contrarrestar los efectos desfavorables en épocas recesivas. Ahora
bien, no puede desconocerse que, aunque su destino es servir de hogar a las
personas, la vivienda no deja de ser un bien de mercado; un bien de inversién
susceptible de generar una licita ganancia, bien distinta a la especulacién,
que en modo alguno queda amparada (31).

En relacién con la calidad de la vivienda, resulta ciertamente arduo encon-
trar una definicién dotada de validez general sobre lo qué se entiende por
vivienda digna y adecuada, puesto que los estdndares de lo que se considera
digno varian considerablemente en funcién del contexto histérico, social, cultural
y grado de desarrollo econémico de cada pais (32). A nadie se le escapa
que la adecuacién de la vivienda es un concepto muy amplio y que incluso

(30) Lla Real Academia Espafola sefiala que una vivienda es un «lugar cerrado y
cubierto construido para ser habitado por personas». Por su parte, M. Bassots Coma (1982:
p. 785) apunta que el concepto vivienda alcanza aquel «obijeto circunscrito a un bien inmueble
o espacio construido destinado a morada humana, que comprende una construccién o una
edificacién, adherida al suelo, caracterizada por su destino primordial: servir de habitacién
para uso personal o de la unidad familiar |...)».

(31) En esta linea la STC 37/2022, de 10 de marzo de 2022, sefiala que la vivienda
ademds de constituir «soporte y marco imprescindible para el ejercicio de varios derechos
fundamentales estrechamente vinculados con la dignidad de la persona y el libre desarrollo de
la personalidad» también se configura como «un importante activo patrimonial y, por ende, el
objeto de un sector del mercado —el mercado inmobiliario—, lo cual le otorga una innegable
relevancia desde la perspectiva de la actividad econémica, el mercado Unico y la regulacién
del tréfico patrimonial privado».

(32) Véase G. Pisarero Prabos (2003: p. 23).
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dentro de una misma regién variard en funcién de las caracteristicas del
potencial beneficiario. Resulta indiscutible que lo que es adecuado para uno
no lo es para otro y ello sin perjuicio de la existencia de criterios objetivos
para determinar si una vivienda cumple con los estédndares bdsicos exigibles,
tales como los criterios seguridad, salubridad y habitabilidad. En todo caso,
parece incuestionable que, para una persona con movilidad reducida, las
viviendas sin ascensor y con barreras arquitecténicas no serdn susceptibles de
considerarse en modo alguno apropiadas.

Por lo que se refiere al destinatario de la accién publica en la materia,
del tenor literal del articulo 47 de la Constitucién se deriva que «todos los
espafoles» (33) tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada.
No obstante, resulta evidente que no es posible predicar la existencia de un
derecho universal a acceder a una vivienda de modo incondicionado. El Tri-
bunal Constitucional considera que los destinatarios preferentes de las politicas
de vivienda son aquellos que, por su especial vulnerabilidad, tengan especial
dificultad acceder a una vivienda (34), lo que resulta completamente razonable
y no desde luego exclusivo del derecho a la vivienda, sino que se proyecta
sobre distintos dmbitos enmarcados en la asistencia social (35). A partir de
aqui surgen considerables incégnitas en relacidén con el nivel de ingresos,
patrimonio, condiciones familiares, el grado de integracién en la sociedad o
su aplicacién a las personas inmigrantes (36).

(33) Parece que en relacién con la vivienda el constituyente quiso limitar la titularidad
del derecho a los ciudadanos espafioles, lo que contrasta con ofros derechos del Capitulo
Il del Titulo I, como son el derecho a la proteccién de salud (articulo 41 Constitucién) o al
medioambiente (articulo 45 Constitucién), en los que se hace referencia a una pluralidad
indeterminada de beneficiarios. No obstante, téngase en cuenta que los extranjeros residentes
tienen reconocidos derechos en materia de vivienda en los términos del articulo 13 de la Ley
Orgdnica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en Espafia
y su integracién social.

(34) La STC 154/2015, de 9 de julio de 2015, sefiala que « las politicas de vivienda
tratan de facilitar el acceso a una vivienda digna a personas necesitadas, que es un obje-
tivo constitucional primordial (articulos 9.2 y 47 Constitucién) que guarda relacién con la
proteccién social y econémica de la familia (articulo 39.1 Constitucién), la juventud (articulo
48 Constitucién), la tercera edad (articulo 50 Constitucién), las personas con discapacidad
(articulo 49 Constitucién) y los emigrantes retornados (articulo 42 Constitucién) asi como con
la construccién como factor de desarrollo econémico y generador de empleo (articulo 40,
aparatado 1, de la Constitucién)».

(35) La asistencia social opera sobre la base de la insuficiencia de recursos del asistido,
de modo semejante a lo que ocurria con la beneficencia. No asi con algunas prestaciones
de la Seguridad Social que, como es bien conocido, se han venido otorgando con indepen-
dencia de la concreta situacién econédmica del beneficiario. Sobre esto véase J. PEMAN GaviN
(2003: p. 245).

(36) En este sentido F. Lopez RaMON (2008: pp. 399 y 400).

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 2341-2135, ném. 61, Zaragoza, 2024, pp. 107-136 117



LUCIA COFRADES AQUILUE

No obstante, no cabe desconocer que existe cierta tendencia por parte
de los poderes piblicos a dirigir las politicas sociales, incluidas las de
cardcter més asistencial, a la generalidad de la poblacién, aun cuando en
ocasiones no estén cubiertas las necesidades mds perentorias de algunos
colectivos (37). En general los avances, sobre todo en el plano social, no
se han producido por el transcurso natural de los acontecimientos, sino por
campaias de denuncia (38).

En relacién con el sujeto obligado a desarrollar las actuaciones necesarias
para hacer efectivo este derecho parece claro que son los poderes publicos.
El propio articulo 47 de la Constitucién ordena a los poderes publicos que
promuevan las condiciones necesarias y establezcan las normas pertinentes.
En esta linea, la STC 3/2015, de 14 de mayo de 2015, recuerda que «el
cumplimiento efectivo del uso habitacional de la vivienda no es un deber del
propietario sino un objetivo que persigue el poder piblico mediante su politica
de vivienda». La cuestién estd en determinar si estamos ante una obligacién
de medios o de resultados.

A priori, el derecho a la vivienda en términos conceptuales es fcilmente
concebible en términos de prestacién, al menos ese parece que seria su conte-
nido en su vertiente mds radical (39). También es posible entender que estamos
ante un derecho de medios, en el que corresponde a los poderes piblicos
promover medidas para que las personas puedan acceder a una vivienda,
pero no de proporcionar residencia a todo aquel que carezca de la misma. La
promocién y el establecimiento de medidas puede ser de muy diverso alcance,
desde la actuacién a través de los parques piblicos de vivienda de alquiler
social a la intervencién en el mercado de la vivienda o el alquiler, pasando
por medidas de fomento o construccién de viviendas de proteccién oficial.

En todo caso, parece evidente que lo que se reconoce es el derecho
a disfrutar de una vivienda, no a una vivienda en propiedad. El derecho a

(37) Al respecto J.L. Bermeio Latre (2010: pp. 165-196), apunta que a las politicas de
vivienda esencialmente se han limitado al fomento piblico de la produccién privada de vivienda
de obra nueva y en propiedad para las clases medias. En una linea similar, E. Moreu CARBONELL
(2020: pp. 183-210), sefiala que las medidas normativas y la intervencién administrativa
ensayada hasta el momento suelen dirigirse principalmente a los ciudadanos de clase media,
pero excluyen a aquellos que ni siquiera tienen un lugar donde vivir.

(38) La situacién se ilustra con la Ley sobre Casas Baratas de 1911, surgida como
respuesta a la precaria situacién de la vivienda popular. Sobre ello véase L. Arias GonzAlez
(2008: 25-41).

(39) En este caso, estamos con J. JariA | MaNzano (2011: pp. 53-88), cuando sostiene
que, al adoptar este enfoque, resulta evidente que, mas alld de cumplir con los principios
constitucionales que definen este derecho, es esencial tener en cuenta cémo interactian el
derecho y la economia para evaluar la efectividad de ciertas medidas dirigidas a garantizarlo,
ya que su realizacién solo es posible con una cierta disponibilidad de recursos materiales.
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disfrutar de una vivienda no implica, desde luego, el derecho a ser titular
en régimen de propiedad absoluta de un inmueble, sino el de acceder a un
inmueble cuya finalidad sea servir de vivienda, ya sea en régimen de usufructo,
arrendamiento, cooperativa o de propiedad absoluta. En definitiva, el nicleo
esencial del derecho consiste en poder residir en un entorno adecuado, que
permita el acceso a servicios bdsicos.

No existe precepto alguno que impida una intervencién con alcance
general sobre el mercado de la vivienda, aunque no parece razonable un
mercado de la vivienda intervenido. En este sentido, resulta sugestiva la idea
apuntada por LopEz RAMON en relacién con la existencia de una vertiente de
este derecho consistente en una especie de «derecho al mercado de la vivien-
da» (40), entendido como la promocién del derecho de acceso incidiendo
sobre el mercado libre de vivienda, orientdndolo hacia fines sociales. Pese
a que no existe un precepto constitucional que imponga la realizacién de
este derecho a través del libre mercado, esta via consistente en promover
las condiciones para que el grueso de la poblacién pueda ver satisfecho su
derecho a una vivienda a través del mercado libre resulta plenamente cohe-
rente desde la perspectiva de los principios rectores de la economia y otros
derechos constitucionalmente protegidos, como es la libertad de empresa
(articulo 38 Constitucién).

Més alla del derecho de acceso a una vivienda, cabe preguntarse si
también comprende la conservacién del domicilio, y especificamente de una
concreta vivienda. En este punto, queda claro que en Espafia habria que
excluir los supuestos de ocupacién ilegal de viviendas puesto que como ha
sefialado el Tribunal Constitucional «la ocupacién no consentida ni tolerada
no es titulo de acceso a la posesién de una vivienda, ni tampoco encuentra
amparo en el derecho de los espafoles a disfrutar de una vivienda digna
y adecuada» (STC 32/2019, de 28 de febrero de 2019). El derecho a la
eleccién de residencia no es absoluto, pues no habilita para ocupar cualquier
vivienda, sino que parece que mds que a mantenerse en una determinada
vivienda sin titulo a lo que se tendria derecho es a una alternativa habita-
cional adecuada.

En todo caso, es preciso apuntar que nada impide que coexistan ambas
facetas, una de cardcter més prestacional, para casos de extrema necesidad,
y ofra mds orientada a la promocién, para impulsar desde la accién pdblica
la asequibilidad de cierto tipo de inmuebles destinados a vivienda principal.

(40) Véase F. Lopez RamON (2010: pp. 22 vy ss).
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IV. EL DESARROLLO DEL DERECHO A LA VIVIENDA EN ESPANA

1. Un apunte sobre el legislador competente para regular su
contenido

Como se ha visto, el derecho a la vivienda esté reconocido en la Constitu-
cién en unos términos ciertamente abiertos, de modo que para hacerlo efectivo
resulta necesario su desarrollo por parte del legislador competente. Pues bien,
en términos generales podemos afirmar que la competencia corresponde a las
comunidades auténomas, por cuanto las mismas asumieron, a través de sus
respectivos Estatutos de Autonomia y al amparo de lo previsto en los articulos
149.1. 3%y 149.3 de la Constitucién, competencia exclusiva en la materia.

No obstante, la mencionada exclusividad autonémica, no puede llevarnos
a entender sin més que el Estado ha perdido toda atribucién para intervenir en
este dmbito (41). La exclusividad competencial autonédmica debe entenderse en
unos términos matizados, porque se encuentra condicionada por diversos titulos
competenciales del Estado susceptibles de incidir legitimamente sobre la misma.

Si consideramos el sistema competencial tomado en su conjunto, pronto
se advierte la existencia de diversos limites a la competencia exclusiva autoné-
mica en la materia, a los que el legislador queda inexorablemente sometido.
Algunos de estos condicionamientos se declaran expresamente, como es el
caso de la prohibicién de diferencias de trato discriminatorias entre espafioles
(articulos 14y 139.1.1 Constitucién), pero otros derivan de los titulos estatales
de carécter transversal. En el caso que nos ocupa, derivan esencialmente de
los articulos 149.1.1 y 149.1.13 de la Constitucién, relativos a la igualdad
de condiciones bdasicas de los derechos constitucionales y a la competen-
cia sobre la planificacién general de la actividad econémica. Ademés de
los mencionados titulos estatales de cardcter transversal, existen ofros titulos
estatales que inciden claramente sobre la materia, tales como la legislacién
procesal (articulo 149.1.6 Constitucién), la legislacién civil y, especialmente, la
ordenacién de los registros y bases de las obligaciones contractuales (articulo
149.1.8 Constitucién), la ordenacién del crédito (articulo 149.1.11 Constitu-
cién) y procedimiento administrativo comin (articulo 149.1.18 Constitucién).
Pero también encontramos ofros titulos competenciales estatales con un cardcter
més incidental como la legislacién bdsica sobre proteccién del medio ambiente
(articulo 149.1.23 Constitucién) o las bases del régimen minero y energético
(art.149.1.25 Constitucién).

Asimismo, a la hora de interpretar el alcance de los preceptos sobre
distribucién de competencias debe tenerse en cuenta la primacia normativa de

(41) De ello nos advirtié hace ya algo mds de un par de décadas F. Iiesias GonzAlez
(2000: p. 87).
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a Constitucion , en especial el articulo e la Constitucidn, precepto
la Constit 42 | el articulo 149 de la Constit t
que constituye el eje sobre el que pivota el sistema de reparto competencial,
por cuanto resulta el dnico dmbito establecido imperativamente. Por otra
parte, mds allé de los titulos competencias referidos en el articulo 149.1 de la
Constitucién, existen preceptos que tienen relevancia competencial reforzando
las atribuciones competenciales del Estado. Asi, los principios constitucionales
P P P
de cardcter general cumplen una relevante misién para una adecuada exé-
gesis del orden competencial (43). En esta linea, aunque el articulo 47 de la
Constitucidn no constituya un criterio de atribuciéon competencial auténomo,
Y p
el legislador estatal podria apoyarse en que es un objetivo comin para las
Administraciones Piblicas en su conjunto e incluso en el criterio del interés
|
general que cuenta con un importante potencial como principio configurador
del reparto competencial en orden a garantizar una minima vertebracién del

Estado (44).

2. Breve referencia a la situacién hasta la aprobacién de una Ley
estatal reguladora del derecho a la vivienda

El derecho a la vivienda goza de una clara consagracién a nivel estatal
en Espaiia desde el afio 2007 (45), dado su reconocimiento en la entonces
Ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo, y su plasmacién en la actualidad en
el articulo 5, letra a, del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre,
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitacién
Urbana (46). Aunque lo cierto es que se formula en términos tan genéricos que
resulta complicado concretar su contenido y, en la medida que poco afiade a

(42) Lla STC 18/1982, de 4 de mayo (FJ 1), sefiald que la asuncién de competencias
en los Estatutos de Autonomia han de ser dilucidadas conforme al texto constitucional, cuyos
preceptos contindan siendo operativos.

(43) En este sentido J. Bermeio Vera (2005: p. 138) argumenta que, aunque las reglas
de distribucién competencial se fundamentan en principios como unidad, igualdad y libre
circulacién, estos principios no generan competencias por si mismos, aunque si influyen en
las normativas que las establecen.

(44) Sobre esto véase J. TEEDOR BiEtsa (2000: pp. 26 y ss.).

(45) Téngase en cuenta que fen el momento presente también se ha cumplido el deci-
moquinto aniversario de la Ley 18/2007, de 28 de diciembre, del derecho a la vivienda de
Catalufia, que fue una ley claramente pionera en Espafia por ser la primera en introducir la
accién publica en materia de vivienda, pero también por delimitar los supuestos en los que
hay que considerar incompleta la funcién social de la propiedad.

(46) En este sentido F. Lorez RAMON (2020: pp. 299) apunta que la inferpretacién literal
es inequivoca, y cualquier cuestionamiento al respecto requiere que quien lo plantee demuestre
por qué la ley, que garantiza un derecho, en realidad no lo contempla. Por su parte, J. PoNCE
Solt (2017: 61) afirma que el derecho a la vivienda «se configura como autentico derecho
subjetivo, exigible judicialmente».
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lo previsto por el texto constitucional (47), cabe pensar que su efectividad es
mds simbdlica que real. Aun asi, la inclusién de este derecho, con un contenido
exiguo, es acreedora de una valoracién positiva, en la medida que puede
cumplir un papel de estimulo para que las comunidades auténomas impulsen,
en el ejercicio de sus competencias en materia de vivienda, politicas mds
ambiciosas para atajar los problemas existentes en relacién con la vivienda.

El derecho a la vivienda cuenta también con cobertura normativa a nivel
autondémico. Los distintos parlamentos y gobiernos autonémicos han tratado
de dotarlo de un concreto contenido susceptible de tutela judicial (48), aunque
cierto es que lo han hecho con distinto alcance, ya que comunidades auténomas
como Catalufia (49), Valencia (50) o Baleares (51) han tratado de configurar
en sus respectivos Estatutos de Autonomia el derecho a la vivienda como un
derecho subjetivo sin las limitaciones que observamos en otros Estatutos de
Autonomia (52) o en el mismo texto constitucional (53). No obstante, aten-

(47) Asi, el articulo 5, apartado 1, letra a, sefiala que todos los ciudadanos tienen
derecho a «disfrutar de una vivienda digna, adecuada y accesible, concebida con arreglo al
principio de disefio para todas las personas, que constituya su domicilio libre de ruido u otras
inmisiones contaminantes de cualquier tipo que superen los limites mdximos admitidos por la
legislacién aplicable y en un medio ambiente y un paisaje adecuados».

(48) Al respecto se ha sefialado que existe un cierto paralelismo con lo ocurrido con
el derecho al medioambiente. Sobre ello véase J. TelEDoR Bietsa (2012: p. 41).

(49) Articulo 26 de la Ley Orgdnica 6/2006, de 19 de julio, de reforma del Estatuto
de Autonomia de Catalufia (EAC): «Las personas que no disponen de los recursos suficientes
tienen derecho a acceder a una vivienda digna, para lo cual los poderes piblicos deben
establecer por ley un sistema de medidas que garantice este derecho, con las condiciones
que la ley determine».

(50) Articulo 16 de la Ley Orgédnica 5/1982, de 1 de julio, de Estatuto de Autonomia
de la Comunidad Valenciana: «La Generalitat garantizard el derecho de acceso a una vivienda
digna de los ciudadanos valencianos. Por ley se regulardn las ayudas para promover este
derecho, especialmente en favor de los jévenes, personas sin medios, mujeres maltratadas,
personas afectadas por discapacidad y aquellas otras en las que estén justificadas las ayudas».

(51) Articulo 22 de la Ley Orgdnica 1/2007, de 28 de febrero, de reforma del Estatuto
de Autonomia de las llles Balears: «Las Administraciones piblicas de las llles Balears garanti-
zardn el derecho de acceso a una vivienda digna de los ciudadanos de las llles Balears. Por
ley se regulardn las ayudas para promover este derecho, especialmente a favor de los jévenes,
de las personas sin medios, de las mujeres maltratadas, de las personas dependientes y de
aquellas ofras en cuyo caso estén justificadas las ayudas».

(52) Este seria el caso, entre otros, del articulo 27 de la Ley Orgdnica 5/2007, de
20 de abril, de reforma del Estatuto de Autonomia de Aragén: «los poderes piblicos de la
Comunidad Auténoma promoverdn, de forma efectiva, el ejercicio del derecho a una vivienda
digna, facilitando el acceso a ésta en régimen de propiedad o alquiler, mediante la utilizacién
racional del suelo y la promocién de vivienda piblica y protegida, prestando especial atencién
a los j6venes y colectivos mds necesitados».

(53) Sobre ello véase F. Lorez RamON (2014: pp. 49-91), «El derecho subjetivo a la
vivienda», Revista Espafola de Derecho Constitucional, nim. 102.
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diendo a la doctrina del Tribunal Constitucional sobre el reconocimiento de
derechos estatutarios (54) se trataria de mandatos programdticos, realizados a
los poderes piblicos de la Comunidad Auténoma, de modo que sélo mediante
su desarrollo legislativo logrardn la condicién de genuinos derechos subjeti-
vos (55) . Sin embargo, pudiera pensarse que, en el caso de comunidades
auténomas como Catalufia, segin se desprende del tenor literal del articulo
38.2 de su Estatuto de Autonomia, el derecho a la vivienda seria susceptible

de tutela judicial (56).

Con todo, la jurisprudencia constitucional sobre el reconocimiento de los
derechos estatutarios no supone un obstéculo para la existencia de un derecho
a la vivienda, dado que las comunidades auténomas han venido elaborando
leyes autonémicas de la materia, siendo Catalufia pionera en el desarrollo
legislativo autonémico en materia de vivienda mediante la aprobacién de la
ley 24/1991, de 29 noviembre, de viviendas de Catalufia; Ley que sirvié
de referente para al resto de leyes autondmicas (57). Si bien, es en la Ley

(54) En este sentido véanse las SSTC 247/2007, de 12 de diciembre, y 31/2010,
de 28 de junio.

La STC 247/2007, admitié la posibilidad de reconocer determinados derechos subjetivos
reconocidos en los Estatutos de Autonomia cuando afirma que «es claro que esta capacidad
que la Constitucién reconoce a los Estatutos de Autonomia para ordenar la organizacién y
funcionamiento de sus Camaras legislativas dentro del marco constitucional, tiene efectos en
los ciudadanos, determinando con ello la posible existencia de verdaderos derechos subje-
tivos» (FJ 15). Ahora bien, la STC 31/2010, de 28 de junio, precisa que «bajo la misma
categoria “derecho” pueden comprenderse realidades normativas muy distintas, y serd a éstas
a las que haya de atenderse, mds alld del puro nomen, para concluir si su inclusién en un
Estatuto es o no constitucionalmente posible. En efecto, ya en la propia Constitucién bajo el
término “derecho” se comprenden tanto verdaderos derechos subjetivos como cldusulas de
legitimacién para el desarrollo de determinadas opciones legislativas, si bien en ambos casos
se trata siempre, al cabo, de mandatos dirigidos al legislador, bien imponiéndole un hacer o
una omisién que se erigen en objeto de una pretensién subjetiva exigible ante los Tribunales
de justicia; bien obligandole a la persecucién de un resultado sin prescribirle especificamente
los medios para alcanzarlo y sin hacer de esa obligacién el contenido de ningdn derecho
subjetivo, que sélo nacerd, en su caso, de las normas dictadas para cumplir con ella. Normas,
en definitiva, que prescriben fines sin imponer medios o, mds precisamente, que proveen a
la legitimacién de la ordenacién politica de los medios piblicos al servicio de un fin determi-
nado» (STC 31/2010, FJ 16).

(55) Véase L.M. DiezPicazo (2016: pp. 63-75), y J.M. SouviRoN MoreNilLa (2018:
pp. 181-224).

(56) El articulo 38.2 EAC sefiala que «Los actos que vulneren los derechos reconocidos
por los capitulos |, Il 'y Il del presente Titulo y por la Carta de los derechos y deberes de
los ciudadanos de Catalufia serdn objeto de recurso ante el Tribunal Superior de Justicia de
Cataluia, de acuerdo con los procedimientos establecidos en las leyes».

(57) Las siguientes leyes autonémicas de vivienda siguieron el esquema de la ley
catalana. Sobre esto véase F. IGlesias Gonzatez (2013: pp. 16-62), «Una visién panordmica
de las leyes autonémicas de vivienda y la necesidad de una ley estatal» en Garcia Moreno
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vasca 3/2015 de vivienda donde se ha configurado més claramente como
un derecho subijetivo (58). No obstante, en relacién con la configuracién de
un derecho subjetivo a la vivienda por parte del legislador vasco, el Tribunal
Constitucional establecié que la configuracién de una accién piblica en esta
materia por parte del legislador autonémico contraviene lo dispuesto en el
articulo 149.1.6 de la Constitucién (STC 97/2018, de 19 de septiembre de
2018).

En cualquier caso, si la intencién del legislador es garantizar efectivamente
el derecho a la vivienda o al menos tender a ello, como minimo deberd realizar
un esfuerzo por delimitar su alcance, identificando a sus destinatarios y frente
a quién y en qué situaciones es posible exigir ese derecho subjetivo. De esta
manera, mientras no se produzca el desarrollo legal de estas previsiones no
existe titulo suficiente para exigir una prestacién concreta (59), ya que para
afirmar su existencia en cuanto derecho es necesario que se den las notas de
aplicabilidad y justiciabilidad inmediata (STC 247/2007, de 12 de diciembre,
F) 13) (60).

V. SOBRE EL ESTANDAR MIiNIMO NACIONAL DE VIVIENDA

A lo largo de la andadura del Estado Autondmico, la distribucién y deli-
mitacién competencial en materia de vivienda ha suscitado cierta polémica. La
controversia se ha visto reactivada en el momento presente como consecuencia
del conflicto suscitado a raiz de la aprobacién de la Ley 12/2023, de 24
de mayo, por el derecho a la vivienda (LPDV) (61); Ley que hace alusién a

Rodriguez y Gonzdlez Garcia (directores), Reflexiones sobre la vivienda en Espafia, Thomson
Reuters Aranzadi. Para una visién de conjunto sobre las reformas autonémicas promulgadas
a partir de 2013 para favorecer el desarrollo del derecho a la vivienda véase A. QuINTIA Pas-
TRANA (2017 pp. 225-267), «El derecho a la vivienda y la dialéctica entre descentralizacién
y recentralizacién», Revista Vasca de Administracién Piblica, nim. 109.

(58) Laley 3/2015, de 18 de junio, de vivienda, reconoce en su articulo 6 el derecho
subjetivo a la vivienda, a la vez que en su articulo 9, relativo a los modos de satisfaccién y
requisitos de exigencia del derecho subjetivo, concreta el contenido exigible.

(59) Véase J. Tornos Mas (2017: p. 149).

(60) Véase J. Tornos Mas (2014: p. 2855).

(61) Hasta la fecha (18 de septiembre de 2023) son tres las Comunidades Auténomas
—Madrid, Andalucia y Pais Vasco— que han presentado recurso de inconstitucionalidad por
entender que la citada ley invade competencias autonémicas. A estas comunidades auténomas,
se sumaria Baleares, que ya ha iniciado los tramites para interponer un recurso de incons-
titucionalidad contra varios articulos y disposiciones de la Ley. En su momento, el Consejo
General del Poder Judicial, en su Informe sobre el Anteproyecto de Ley por el Derecho a la
vivienda, cuestioné encaje competencial del proyecto por entender que restringia en exceso
la competencia autonémica para desarrollar una politica propia en la materia.
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una amalgama de fitulos competenciales que, a juicio del legislador estatal,
posibilitarian la aprobacién de una Lley de Vivienda de &dmbito nacional.

En concreto, la Ley se dicta al amparo de los articulos 149.1. 1.9y 13.©
de la Constitucién que atribuyen al Estado las competencias para regular las
condiciones bdsicas que garanticen la igualdad de todos los espafioles en el
ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales
y las bases y coordinacién de la planificacién general de la actividad econé-
mica (62). Ademds, los articulos 10, 11, 32, 33, 34, 35, 36 y disposicidn
final primera se amparan en la competencia que el articulo 149.1. 8. de la
Constitucién Espafiola atribuye al Estado en materia de legislacién civil. El
articulo 5 y la disposicién final quinta se amparan en la competencia que el
articulo 149.1. 6. de la Constitucién espafiola atribuye al Estado en materia
de legislacién procesal. Por Gltimo, las disposiciones finales segunda y tercera
se incardinan en el articulo 149.1. 14.° de la Constitucién, que atribuye al
Estado competencia exclusiva en materia de hacienda general.

Parece claro que no es posible zanjar este debate con la mera alusién a
la existencia de una competencia autonémica exclusiva ni invocando aquellos
titulos que permitirian la intervencién del legislador estatal. El problema no es
tanto la distribucién competencial como la compleja delimitacién del alcance de
una concreta competencia (63), cuestién nada sencilla, dado el solapamiento
que en no pocas ocasiones existe entre las materias sobre las que inciden
titulos competenciales estatales y autonémicos.

En todo caso, el objeto de este apartado no es el andlisis del alcance
de todos y cada uno de los titulos competenciales que, en su caso, habilitan
al Estado para regular la vivienda. Mds modestamente, lo que se pretende es
reflexionar, desde un punto de vista competencial, sobre la articulacién de un
esténdar minimo por parte del legislador estatal y examinar en qué medida se
ha avanzado en este sentido con la aprobacién de una Ley estatal reguladora
del derecho a la vivienda (64).

(62) La planificacién general de la actividad econdmica constituye un titulo competencial
transversal que, junto con la igualdad de condiciones bdsica ha servido al legislador por el
legislador estatal para incidir en competencias autonémicas. Ahora bien, teniendo en cuenta
la extraordinaria vis expansiva de este titulo competencial el Tribunal Constitucional sefala
la conveniencia de evitar una lectura extensa del mismo (STC 29/1986, de 20 de febrero).
Asi, en relacién con la vivienda, las SSTC 93/2015, de 14 de mayo, y 16/2018, de 22
de febrero, sostienen que la competencia estatal del articulo 149.1.13 de la Constitucién no
puede agotar los titulos més especificos de las comunidades auténomas.

(63) Sobre este asunto véase A. Arrovo GiL (2019: pp.32 vy ss.), Distribucidn y delimi-
tacién de competencias, Madrid, Marcial Pons. El autor establece una clara distincién entre
los conceptos de distribucién y delimitacién de competencias en el Estado autonémico espafiol.

(64) En la Exposicién de Motivos de la Ley, el legislador se hace eco de su propésito
al invocar la ausencia de una norma que «fije aquellas condiciones bdsicas y de igualdad que

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 2341-2135, ném. 61, Zaragoza, 2024, pp. 107-136 125



LUCIA COFRADES AQUILUE

Pues bien, segin hemos visto la predicada exclusividad autonémica en
materia de vivienda no blinda una eventual intervencién estatal, si bien, debe
partirse de la premisa de que el legislador estatal carece de competencias
suficientes para adoptar una accién piblica global en esta materia.

Como es sabido, el Estado puede legislar en materias que, aunque no
sean propiamente la de vivienda, condicionen las politicas autonédmicas en
este dmbito. Sirva como muestra de ello la capacidad estatal para aprobar
planes nacionales de vivienda sobre la base de su competencia exclusiva en
materia de bases y coordinacién de la planificacién general de la actividad
econémica (65). De algin modo, las denominadas competencias exclusivas no
son tal, porque dos competencias exclusivas de distintos niveles de gobierno
estdn llamadas a ser concurrentes (66).

En el caso que nos ocupa, el articulo 149.1. 1° de la Constitucién, compe-
tencia exclusiva estatal, puede inferferir en la competencia exclusiva en materia
de vivienda para incidir desde la perspectiva de garantizar la igualdad en la
posicién juridica de los espafioles con respecto al derecho a la vivienda, sin
que sea viable su desarrollo como si de legislacién bdsica se tratara (67). Asi,
no resulta admisible equiparar condiciones bdsicas con normativa bdsica en
esta materia. La situacién seria claramente diferente si, como apunta TelEDOR

garanticen un tratamiento uniforme del derecho a la vivienda que reconoce la Constitucién» al
tiempo que afirma que la ley « busca el establecimiento de una regulacién homogénea de los
aspectos mds esenciales de las politicas de vivienda que tanto afectan, como se ha sefialado,
no sélo a la satisfaccién del propio derecho de acceso a la vivienda, sino también a la de
otros derechos constitucionales y a la actividad econédmica del pais».

(65) En este sentido véase la STC 152/1988, de 20 de julio. Sobre la vinculacién entre
la politica econémica y la vivienda, sostiene G. Garcia Awarez Garcia (2010: p. 327) que clara-
mente, mediante las politicas que protegen viviendas a precios limitados, se busca proporcionar
un acceso privilegiado a la vivienda para ciertos grupos de ciudadanos excluidos del mercado
libre debido a su capacidad econémica. Ademds, afirma que se intenta establecer un mecanismo
de intervencién publica en el mercado de la vivienda en general. Explica el autor que, en teoria,
al aumentar la oferta de viviendas protegidas disponibles a precios limitados, se espera una
disminucién en la demanda de viviendas libres y, posiblemente, una reduccién en los precios de
estas Ultimas. Sin embargo, defiende en la prdctica, las politicas de vivienda protegida tienden
a ser utilizadas mds como medidas anticiclicas, estimulando la actividad en el sector de la cons-
truccién durante épocas de crisis econémica, cuando la demanda de viviendas libres disminuye.

(66) En este sentido, el propio Tribunal Constitucional ha admitido el cardcter mani-
fiestamente equivoco del calificativo exclusivo. Al efecto véase la STC 37/1981, de 16 de
noviembre, FJ 1.

Como bien indica J. Teiepor Bietsa (2001), la exclusividad solo se puede aplicar a compe-
tencias cuyo ejercicio esté asignado a un Gnico ente, siempre y cuando no haya otra competen-
cia otorgada a ofro ente que pueda afectar su ejercicio. Sin embargo, si existe una segunda
competencia que interfiera con la primera, no se puede considerar que la primera sea exclusiva.
En estos casos, estamos frente a competencias concurrentes desde una perspectiva material.

(67) STC 61/1997, de 20 de marzo, FJ 7.
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BilesA, en su momento se hubieran atendido las propuestas del senador Chueca
Goita en las Cortes Constituyentes, quien defendié la conveniencia de atribuir
al Estado la competencia para dictar legislacién bésica en las materias del
articulo 148.1.3 de la Constitucién (68).

Lo STC 141/2014, de 11 de septiembre de 2014, en un asunto sobre
urbanismo, sefialé que la competencia exclusiva autonémica del articulo
148.1.3 de la Constitucién ha de coexistir con la competencia estatal del
articulo 149.1. 1° de la Constitucién, que podrd condicionar la competencia
autondémica. En cualquier caso, el Estado no puede desapoderar por completo
a las comunidades auténomas en base a este titulo competencial, puesto que no
ampara al Estado a regular una igualdad formal. En un Estado descentralizado
como Espafia el alcance del principio de igualdad no puede ser el mismo que en
el Estado unitario, sino que las exigencias de uniformidad han de atemperarse
con el respeto al pluralismo en el ejercicio de las competencias autonémicas
(69). Asi, no parece posible equiparar la necesaria garantia de una homo-
geneidad juridica bdsica con la uniformidad de condiciones de vida en un
sistema caracterizado por la descentralizacién politica (70). Las competencias
transversales no pueden impedir que las comunidades auténomas desplieguen
politicas propias en materias en las que ostentan competencia exclusiva. En este
sentido, convendria aceptar la existencia de ciertas diferencias entre regiones
como una consecuencia natural de la autonomia.

El concepto de condiciones bésicas del articulo 149.1.1° de la Constitucién
es, como indica PemAN GaviN, un concepto considerablemente eldstico, con una
impronta finalista y un radio de accién potencialmente extenso (71). Lo cierto es
que encontramos no pocas leyes estatales que se fundan esencialmente en este
titulo competencial, y es que este titulo competencial habilita al Estado para el esta-
blecimiento por completo de aquellas condiciones bdsicas que sean precisas para
garantizar la igualdad de los esparioles desde una determinada perspectiva, la
de los derechos y deberes constitucionales (72). Como botdn de muestra piénsese
en la Ley 39/2006, de 14 diciembre, de promocién de la autonomia personal y

(68) Véase J. Teepor Bietsa (2001: pp. 30 y ss.).

(69) Véase J. J. SolozAeal EcHavarria (2009: pp. 165-178).

(70) Véase el estudio de J. PEmAN GaviN (1989: pp. 173-198), «Acerca de la uniformidad
de las condiciones de vida como principio constitucional en el Estado de las Autonomias»,
Revista de Administracién Publica, nom. 119.

(71) Véase J. Pemin Gavin (2018: pp. 1212-1224).

(72) La STC 143/2017, de 14 de diciembre de 2017, recordando la doctrina jurispru-
dencial sentada en la STC 61/1997, de 20 de marzo de 1997, insiste en que las condiciones
bésicas que el Estado puede establecer en base a este titulo competencial no se refieren «a los
sectores materiales en los que éstos se insertan», dado que el mismo «sélo presta cobertura a
aquellas condiciones que guarden una estrecha relacién, directa e inmediata, con los derechos
que la Constitucién reconoce».
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atencién a las personas en situacién de dependencia y en la Ley 27/2007, de
23 octubre, que reconoce las lenguas de signos espafiolas y regula los medios de
apoyo a la comunicacién oral de las personas sordas, con discapacidad auditiva
y sordociegas. También, el Texto Refundido de la Ley de Suelo, aprobado por Real
Decreto Legislativo 7/2015, de 30 octubre, funda buena parte de su articulado
en este titulo competencial. En cualquier caso, es preciso recordar que la doctrina
constitucional ha seguido una linea tendente a limitar la potencialidad expansiva
de los titulos genéricos en favor de titulos especificos (73).

En el caso que nos ocupa, aunque la vivienda es una competencia auto-
némica, la regulacién de las condiciones bdsicas sobre los derechos y deberes
constitucionales corresponde en exclusiva al Estado. Asi, aunque el legislador
estatal carezca de competencia en materia de vivienda nada impide que estan-
darice el contenido minimo del derecho de acceso y disfrute a una vivienda
en base al articulo 149.1.1 de la Constituciédn.

Por lo que se refiere a la LPDV, en ella se proclama el derecho a disfrutar
de una vivienda digna y adecuada, en los términos dispuestos por la Ley (articulo
8.1), aunque su concreta configuracién es manifiestamente insuficiente para
hacerlo efectivo, pues ni siquiera se recoge la obligacién de desplegar deter-
minados medios por parte de las Administraciones competentes, menos todavia
obligaciones especificas o de resultado. Aunque el articulo 1.1 de la Ley sefiala
que su objeto es «el derecho a acceder a una vivienda digna y adecuada y al
disfrute de la misma», no encontramos a lo largo del articulado en qué consiste
el contenido de este derecho, tampoco los sujetos activos y pasivos del mismo.

En contra de lo que cabria esperar, el legislador estatal se ha servido
de su competencia exclusiva para establecer las condiciones bdsicas sobre
los derechos y deberes constitucionales para regular del contenido bdsico
del derecho a la propiedad privada de las viviendas (74), sin desarrollar en
cambio el contenido bdsico del derecho a la vivienda previsto en el articulo
47 de la Constitucién, y lo hace ademés al amparo del articulo 149.1.8° de
la Constitucién Espafiola, que atribuye competencia al Estado en materia de
legislacién civil. Estos preceptos «civiles» han sido cuestionados por parte de la
doctrina civilista desde un punto de vista material por entender que el legislador
ha pretendido una transformacién de la propiedad inmobiliaria (articulo 348
Cédigo Civil) en una suerte de «tenencia monitorizada por el Estado» (75).

(73) Asi se desprende, entre ofras, de la STC 106/1996, de 13 de junio, FJ 4.

(74)  Asi, en relacién con el contenido del derecho de propiedad de la vivienda los
articulos 10 y 11 de la LPDV recogen las facultades, deberes y cargas.

(75) Sobre ello véase S. Nasarre Aznar (2022: pp. 1-25). En una linea similar el Consejo
General del Poder Judicial, en su informe sobre el Anteproyecto de Ley por el Derecho a la
Vivienda, sostuvo que la clara vocacién juridico-piblica del entonces Anteproyecto, le llevé a
soslayar, cuando no a contradecir, la normativa civil.

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
128 ISSN 2341-2135, nom. 61, Zaragoza, 2024, pp. 107-136



EL ESTANDAR MINIMO NACIONAL COMO PRELUDIO DEL DERECHO A LA VIVIENDA

Ciertamente, llama la atencién que, para garantizar el derecho a la
vivienda, el legislador haya regulado exclusivamente el contenido bésico de la
propiedad de la vivienda en relacién con su funcién social, prescindiendo del
establecimiento de las condiciones bdsicas de un derecho expresamente pre-
visto en el texto constitucional, que es precisamente el que persigue resguardar.

De este modo, el enfoque seguido por el legislador estatal ha consistido en
regular la funcién social de la propiedad sobre la vivienda. La funcién social
de la propiedad privada se contempla en el articulo 33 de la Constitucién, pre-
cepto que afirma que su contenido se determinaré «de acuerdo con las leyes».
Aunque el articulo 33 del texto constitucional no hace referencia expresamente
a la funcién social de la vivienda, ello no implica que no se pueda modular por
ley atendiendo la naturaleza de los bienes sobre los que recae en cada caso
concreto el derecho de propiedad (76). Asi, el Tribunal Constitucional mantiene
que «la funcién social de la propiedad, con arreglo a la cual las leyes han de
delimitar el contenido propio de ésta, opera, en efecto, no sélo en abstracto,
por asi decir, para establecer el contenido de la institucién constitucionalmente
garantizada, sino también en concreto, en relacién con las distintas clases de
bienes sobre los que el dominio recae» (STC 149/1991, de 4 de julio, FJ 8).
De esta manera, resulta perfectamente posible que el legislador competente
en la materia de acuerdo con el reparto fijado en la Constitucién regular la
funcién social de la propiedad sobre la vivienda (77).

Aunque tradicionalmente la funcién social de la vivienda se ha regulado
en las normas autondémicas, el enfoque adoptado por el legislador estatal no
resulta, a mi juicio, problemdtico desde un punto de vista competencial. Y ello
porque la materia sobre la que recae el titulo del articulo 149.1.1 de la Cons-
titucién se proyecta precisamente sobre los derechos constitucionales en sentido

(76) Como sostiene S. NAsARRE AZNAR (2022: 7), la Constitucién tan solo contempla «la
“vaporosa” funcién social de la propiedad» pero no recoge propiamente una funcién social
de la vivienda», si bien entendemos que una interpretacién conforme al espiritu del texto
constitucional nos conduciria a la interpretacién sostenida por J. LEGUINA Viua (1994: p. 14)
cuando argumenta que la Constitucién ha establecido que la propiedad privada, tanto como
institucién juridica y como derecho subjetivo, debe satisfacer al mismo tiempo los intereses de
quienes son sus propietarios y los intereses sociales o colectivos que se vean afectados por
el uso y disfrute de cada tipo de bien. Esto implica, segin el autor que « no es ni puede ser
igual la funcién social que haya de cumplir la propiedad de todo tipo de bienes».

(77) En su momento, E. Moreu CareoNEeLL (2014: 387 y 388) consideré que una ley
autonémica que regula el contenido esencial del derecho a la propiedad de la vivienda
no afecta a las condiciones bésicas de su ejercicio ni vulnera la competencia estatal para
fijar las condiciones bdsicas que garanticen la igualdad de los espafioles en el ejercicio de
sus derechos y deberes. Asi, expresa que «las competencias exclusivas de una Comunidad
Auténoma en materias como el urbanismo y la vivienda si permiten al legislador autonémico
imponer al propietario el deber de efectiva ocupacién, sin que ello suponga invasién de
competencias estatales».
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estricto, asi como sobre los deberes basicos (STC 61/1997, de 20 de marzo
de 1997). Aunque este titulo competencial se refiere a los derechos en sentido
estricto, la funcién social de la propiedad no deberia plantear problemas porque
la misma es inherente al contenido esencial del derecho (78). En relacién con
este punto, es obligado mencionar la reserva realizada por la STC 16/2018,
de 22 febrero, en la que se reconoce expresamente la habilitacién estatal
para fijar las condiciones bdsicas que aseguren la igualdad en el ejercicio de
los derechos y deberes constitucionales en relacién con la propiedad de las
viviendas y su funcién social (articulo 149.1.1° de la Constitucién). Aunque en
términos generales el Tribunal Constitucional avalé la mayoria de las medidas
adoptadas por los distintos legisladores autonémicos en la materia, tal y como
ha observado PemAN GaviN lo cierto es que si bien el Tribunal Constitucional
ha dado por buenas el grueso de las disposiciones legales autonémicas sobre
viviendas vacias «se trata de una posicién determinada por la inexistencia de
regulaciones estatales al respecto en el momento presente |(...) (79)». En con-
creto, la Senfencia sostiene que «no habiendo el legislador estatal ejercido la
habilitacién que el art.149.1.1 CE le otorga, resulta necesario afirmar que el
legislador autonémico en materia de vivienda, en el momento que realizamos
este enjuiciamiento, no encuentra limites desde esta perspectiva». Por tanto,
vemos cémo si bien se admite la competencia de las comunidades auténomas, el
Tribunal Constitucional no respaldo tal competencia de modo incondicionado y
absoluto, sino en tanto en cuanto el legislador estatal no incida sobre la materia.

También, resulta cuando menos cuestionable que, tratdndose de una Ley
que aspira a instituir una regulacién uniforme en los aspectos mds bésicos de
las politicas de vivienda, y que se edifica sobre la base del articulo 149.1.1°
de la Constitucién, se prevea expresamente que la totalidad del contenido
resulta de aplicacién sin perjuicio de la competencia exclusiva autonémica y
los regimenes civiles, forales o especiales (disposicién final séptima LPDV). Lo
esperable seria que los preceptos autondémicos incompatibles con una con una
ley estatal que aspira a establecer las condiciones bdsicas queden desplazados

(78) Véase ). TEEDOR BietsA (1998: p. 25). Conceptualmente, la doctrina se ha planteado
si la funcién social juega como un limite externo al derecho de propiedad o si, por el contra-
rio, se encuentra inferiorizada en el mismo derecho. El Tribunal Constitucional ha apuntado
que la fijacién del contenido esencial del derecho de propiedad no puede hacerse desde la
exclusiva consideracién de los intereses individuales, sino que ha de incluir irreparablemente
la funcién social como parte integrante del mismo derecho, y no por tanto como un elemento
ajeno al mismo (STC 37/1987, de 26 de marzo, FJ 2). No obstante, parte la doctrina sostiene
que no cabe integrar la funcién social en el contenido esencial de la propiedad, en tanto en
cuanto la garantia del contenido esencial es un limite al limite de modo que, en rigor, parece
inconcebible que el contenido esencial comprenda la funcién social. Entre ofros véase A.
GAULEGO ANABITARTE (2006: pp. 119-158) y H. SantaAELA QuINTERO (2019).

(79) Véase J. PEmAN GaviN (2020: pp. 132 vy ss.).
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por aquélla. Asi lo viene sosteniendo con toda légica la doctrina constitucional
cuando establece que si el Estado actia con base en el articulo 149.1. 1% de
la Constitucién con cardcter previo a la legislacién autonémica, la condiciona;
pero si lo hace a posteriori, la desplaza (80).

En esta linea, las definiciones recogidas en la LPDV (articulo 3) lo son tan
solo a los efectos de lo previsto en la propia Ley, siempre y cuando no contradi-
gan las previsiones de las comunidades auténomas, en cuyo caso, predominardn
aquéllas. Quizds hubiera sido conveniente establecer un lenguaje comin de
referencia a respetar por los legisladores autonémicos en orden a alcanzar una
necesaria garantia de cierta homogeneidad técnica, apostando por la unificacién
de conceptos clave, a fin de asegurar que informacién sea facilmente comparable.

Desde luego este objetivo no seria posible sobre la base del articulo
149.1. 1° de la Constitucién, por cuanto Gnicamente admite fijar las condi-
ciones bdsicas imprescindibles y necesarias para garantizar la igualdad en
el derecho a la vivienda. Para ello quizds hubiera sido necesario que mas
allé de los titulos estatales transversales, el legislador hubiera explorado otros
instrumentos de cuya existencia se ha hecho eco el propio Consejo General
del Poder Judicial (81). Nos estamos refiriendo a las leyes de armonizacién
(articulo 150.3 de la Constitucién) que habilitan al Estado a armonizar las
disposiciones vigentes sobre materias de competencia autonémica «cuando asi
lo exija el interés general» (82).

VI. CONCLUSIONES

Como resultado del estudio realizado se han alcanzado una serie de
conclusiones, y aunque algunas de ellas ya estdn presentes en cuanto queda
dicho, conviene ahora plasmarlas a modo de sintesis.

(80) En este sentido la STC 173/1998, de 23 de julio, recoge lo siguiente: «En suma,
si el Estado considerara necesario establecer en el futuro esas condiciones basicas y al dictarlas
éstas entraran en contradiccién con preceptos de leyes autonémicas en vigor, éstos Gltimos
quedarian automdticamente desplazados por aquéllas, ya que, como queda dicho, constituyen
un nicleo de regulacién uniforme |...)»

(81) Considerando 48 del Informe sobre el anteproyecto de Ley por el Derecho a la
Vivienda: «De ofro lado, fampoco se deben forzar el sentido y la finalidad de las previsiones consti-
tucionales a las que responden para atribuirles una suerte de funcién armonizadora de la legislacién
de las Comunidades Auténomas eludiendo los requisitos que contempla el arficulo 150.3 CE».

(82) Para apreciar la concurrencia de dicho interés general la CE exige que asi sea
apreciado por mayoria absoluta de cada una de las Camaras. Como es sabido, esta técnica
legislativa sigue inédita tras el intento fallido que supuso en su dia el Proyecto de Ley Orgénica
de Armonizacién del Proceso Autonémico, abortado por el TC antes de promulgarse (STC
76/1983, de 5 de agosto). Desde entonces no se ha vuelto a utilizar esta herramienta, si
bien no cabe descartar su uso por parte del legislador en algin momento.
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Del examen realizado, cabe concluir que la efectividad del derecho a
la vivienda en el dmbito internacional es, desde la perspectiva de las garan-
tias, de un alcance mds bien limitado, especialmente si se compara con la
efectividad de los derechos civiles y politicos, sin que ello impida afirmar el
potencial extraordinario de estos instrumentos para impulsar, por parte de
las autoridades competentes en la materia, politicas activas encaminadas a
desplegar una accién gubernativa mds incisiva tendente a garantizar y hacer
efectivo este derecho.

En el dmbito nacional, el derecho a la vivienda es, con independencia
de su consideracién como derecho subjetivo o principio programdtico, un
precepto incompleto, porque su razén de ser no es otra que la de plasmar el
proyecto de futuro de una concreta sociedad, de modo que la Constitucién
actéa como una norma de reenvios (83). Asi, debe admitirse con naturalidad
que estamos ante un derecho de configuracién legal, habida cuenta de su
formulacién genérica e indeterminada, lo que supone que los poderes piblicos
podrén desarrollar politicas diversas; esto es, con un grado de intervencién y
un alcance ciertamente heterogéneo en el marco de un Estado social. En defi-
nitiva, aunque admitamos que nos encontramos ante un derecho constitucional
serd, en todo caso, un derecho de configuracién legal, de ahi la importancia
de su correcto desarrollo.

Dada la complejidad y frondosidad del escenario en el que se mueve el
reparto competencial en la materia, caracterizado por el entrecruzamiento de
titulos competenciales, el correcto desarrollo del derecho a la vivienda en la
legislacién ordinaria plantea problemas de no fdcil solucién. La delimitacién
de competencias entre el Estado y las comunidades auténomas presenta en
esta materia una problemdtica confusa derivada de la interseccién y trans-
versalidad de principios y derechos en conflicto, en la que la verdadera
dificultad reside en la determinacién del alcance y limites admisibles de las
competencias estatales transversales para condicionar una politica tipicamente
autonémica.

Ahora bien, en términos juridicos, se considera factible establecer un
minimo normativo destinado a definir las condiciones bésicas indispensables y
necesarias para asegurar la igualdad en el ejercicio del derecho a la vivienda.

El esténdar minimo nacional no debe implicar en modo alguno una rigu-
rosa uniformidad formal. Las comunidades auténomas, que ostentan la com-
petencia exclusiva en el dmbito, deben tener la flexibilidad necesaria para
implementar politicas propias en la materia. Es decir, que el legislador nacional

(83) Véase sobre ello los apuntes que en su momento formulé el recientemente fallecido
A. Nieto Garcia (1983: pp. 314-416) en su valioso trabajo «Peculiaridades juridicas de la
norma constitucional», Revista de Administracién Piblica, nom. 100.
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no estd amparado para hacer un uso deliberadamente expansivo del titulo
competencial del articulo 149.1.1% de la Constitucién, pues éste tan solo le
habilita para homogeneizar el contenido minimo del derecho.

No obstante, como ha quedado apuntado con anterioridad, la reciente
Ley estatal no ha optado por esta via, pues, aunque proclama el derecho a
la vivienda, no armoniza el contenido minimo del mismo a escala estatal, al
menos entendido como un derecho directamente exigible en términos de pres-
tacién, aunque evidentemente contiene una serie de previsiones que, a juicio
del legislador, son adecuadas para favorecer el ejercicio de este derecho.
El enfoque seguido por el legislador estatal ha consistido en regular, junto a
una serie de instrumentos encaminados a garantizar el derecho de acceso y
disfrute a una vivienda, la funcién social de la propiedad sobre la vivienda.

Por lo demés, la Ley refleja una tendencia predominante en el dmbito de
la vivienda hacia medidas efectistas y de corto plazo en lugar de establecer
marcos legales sélidos. Su falta de consenso politico y apoyo por parte de
buena parte de las Comunidades Auténomas comprometen su efectividad. Seria
deseable un acuerdo entre las fuerzas politicas principales, evitando visiones
simplistas y dogmdticas, y trabajando hacia politicas piblicas estables y de
largo plazo en el &mbito del derecho a la vivienda.
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RESUMEN: Este trabajo nace con la vocacién de facilitar la comprensién de los
conceptos fundamentales sobre la regulacion de la inteligencia artificial a quienes se
aproximan por primera vez a la materia. A pesar de que las publicaciones sobre
inteligencia artificial en la esfera del derecho son numerosas, la mayoria, o bien estdn
dirigidas a una audiencia que cuenta con conocimientos previos del sector; o bien, si
se dirigen a un pdblico profano, no abordan la cuestién desde la perspectiva juridica.
El articulo, en consecuencia, tiene un cariz introductorio y pretende aportar al lector
una visién general de los conceptos y problemdticas elementales de esta tecnologia en
un lenguaje claro y didéctico.

Palabras clave: inteligencia artificial; derecho administrativo; derecho europeo;
aprendizaje automdtico; sistemas de inteligencia artificial.

ABSTRACT: The purpose of this paper is to facilitate the comprehension of basic
concepts of artificial intelligence regulation for those approaching the field for the first
time. Notwithstanding there are numerous publications on artificial intelligence in the field
of law, most of them are either addressed to a public that already has prior knowledge
of the sector or, if they are intended to a ignorant audience, they do not deal with the
subject from a legal perspective. Consequently, the paper is introductory in nature and
aims to provide the reader with an overview of the fundamental concepts and problems
of this technology in a straightforward and didactic language.

Key words: artificial intelligence; administrative law; european law,; machine lear-
ning; artificial intelligence systems

I. INTRODUCCION AL CONCEPTO DE SISTEMA DE INTELIGENCIA
ARTIFICIAL

1. Conceptos fundamentales y taxonomia de los sistemas de inte-
ligencia artificial

La delimitacién del concepto de sistema de inteligencia artificial (en ade-
lante, 1A) tiene una significacién juridica de primer orden. Como acertadamente
sefiala Gamero CAsAaDO, no toda actuacién administrativa automatizada (1)

(1) Siguiendo el tenor literal del art. 41.1 de la Ley 40/2015 de la Ley de Régimen
Juridico del Sector Piblico (LRJSP) se entiende por actuacién administrativa automatizada
«cualquier acto o actuacién realizada integramente a través de medios electrénicos por una
Administracién Piblica en el marco de un procedimiento administrativo y en la que no haya
intervenido de forma directa un empleado pdblico».
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implica el uso de un sistema de inteligencia artificial (2). En este sentido,
debe tenerse en cuenta que el dmbito de aplicacién del futuro Reglamento de
Inteligencia Artificial (3) se circunscribe a los sistemas de IA en stricto sensu.

Actualmente en la doctrina iuspublicista no existe un criterio undnime vy,
en ausencia de una norma europea que aporte una definicién comin para
todos los Estados miembro (4), nos encontramos con que cada autor califica un
sistema segun su leal saber y entender (5). Ante esta situacién de inseguridad
y con la finalidad de evitar lagunas, Cotino Hueso ha planteado un concepto
inclusivo de IA aplicable al sector piblico que comprenda también a los sis-
temas automatizados (6).

Por otra parte, me parece interesante destacar que con el objetivo de
simplificar y homogeneizar el lenguaie técnico relativo a la IA, la Asociacién
Espafiola de Normalizacién (UNE) ha ratificado en el mes de agosto la norma
técnica internacional «Tecnologia de la informacién. Inteligencia artificial.
Conceptos y terminologia de inteligencia artificial (ISO/IEC 22989:2022)»,
aprobada por el Comité Europeo de Normalizacién (CEN) el 26 de junio de
2023 (7). Esta norma (8), a pesar de no ser juridicamente vinculante, aporta
una serie de conceptos con la finalidad de que todas las partes interesadas en
la investigacién, el desarrollo, la comercializacién o la regulacién (stakeholders
para quien prefiera los anglicismos) de esta tecnologia utilicen un lenguaje
estandarizado (9).

(2) E. Gamero Casapo (2023: 4).

(3) Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y el Consejo por el que se esta-
blecen normas armonizadas en materia de inteligencia artificial (Ley de Inteligencia Artificial)
y se modifican determinados actos legislativos de la Unién [COM(2021) 206 final].

(4) El pasado 8 de diciembre la Comisién, el Consejo y el Parlamento Europeo alcan-
zaron un acuerdo sobre el contenido del texto definitivo del Reglamento. En la fecha en que
se escriben estas pdginas adn no se ha redactado el documento. Una aproximacién a las
novedades que aporta el acuerdo provisional al proyecto de Reglamento inicial la encontrarén
en el apartado 1 del epigrafe V del presente estudio.

(5) Esta situacién se da principalmente en algunos sistemas utilizados por la Adminis-
tracién piblica debido a la ausencia de informacién técnica.

(6) L. Comno Hueso (2023: 213).

(7) El cédigo espafiol de la norma (UNE-EN ISO/IEC 22989:2023) ha sido publicado
en el BOE a través de la Resolucién de 4 de septiembre de 2023, de la Direccién General de
Industria y de la Pequefia y Mediana Empresa, por la que se publica la relacién de normas
europeas que han sido ratificadas durante el mes de agosto de 2023 como normas espafiolas.

(8) El art. 8, apartado 3, de la Ley 21/1992 de Industria define una norma técnica
como «La especificacién técnica de aplicacién repetitiva o continuada cuya observancia no
es obligatoria, establecida con participacién de todas las partes interesadas, que aprueba un
Organismo reconocido, a nivel nacional o internacional, por su actividad normativa.

(9) Para profundizar en el fenémeno de la normalizacién industrial, véase V. Awarez
Garcia (2010): Industria, lustel, pp. 129-287.
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A) Concepto

A escala internacional, la Organizacién para la Cooperacién y el Desa-
rrollo Econémicos (OCDE) define un sistema de inteligencia artificial como «un
sistema basado en una mdquina que puede, para un conjunto determinado
de objetivos definidos por humanos, hacer predicciones, recomendaciones
o decisiones que influyan en entornos reales o virtuales. Los sistemas de IA
estdn disefiados para operar con diferentes niveles de autonomia» (10). Esta
definicién ha sido acogida (con matices) por las instituciones europeas, tanto
por la Comisién (en el proyecto de Reglamento de IA) como por el Parlamento
Europeo (11) y el Consejo (12). También por los organismos internacionales
y nacionales de normalizacién, quienes han concluido que un sistema de
IA es un «Sistema de ingenieria que genera resultados como contenidos,
previsiones, recomendaciones o decisiones para un conjunto determinado
de objetivos definidos por el ser humano» (13) (la traduccién al espafol es
propiay.

Otro concepto lo encontramos en la disposicién 2, letra a), de la Recomen-
dacién sobre la Etica de la Inteligencia Artificial adoptada por la UNESCO.
Para este organismo, los sistemas de IA «son tecnologias de procesamiento de
la informacién que integran modelos y algoritmos que producen una capacidad
para aprender y realizar tareas cognitivas, dando lugar a resultados como
la prediccién y la adopcién de decisiones en entornos materiales y virtuales.
Los sistemas de IA estdn disefiados para funcionar con diferentes grados de
autonomia, mediante la modelizacién y representacién del conocimiento y la
explotacién de datos y el cdlculo de correlaciones» (14).

Ya en el plano del derecho interno, el Real Decreto 817/2023, de 8 de
noviembre, que establece un entorno controlado de pruebas para el ensayo
del cumplimiento de la propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y
del Consejo por el que se establecen normas armonizadas en materia de

(10) Los Principios de la OCDE sobre Inteligencia Artificial pueden encontrarse en el
siguiente enlace https://legalinstruments.oecd.org/en/instruments/ OECD-LEGAL-0449.

(11) Enmiendas aprobadas por el Parlamento Europeo el 14 de junio de 2023 sobre
la propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el que se establecen
normas armonizadas en materia de inteligencia artificial (Ley de Inteligencia Artificial) y se
modifican determinados actos legislativos de la Unién (COM(2021)0206 — C9-0146/2021
~2021/0106(COD)).

(12) Puede accederse al documento que contiene la Orientacién General del Consejo
Europeo de 25 de noviembre de 2022 a través del siguiente enlace https://data.consilium.
europa.eu/doc/document/ST-14954-2022-INIT/es/pdf.

(13) Especificacién 3.1.4. de la norma UNE-EN ISO/IEC 22989:2023.

(14)  Acceso al texto completo en https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf000038
0455_spa.
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inteligencia artificial (15), define en su articulo 3, ap. 3 esta clase de software
como un «sistema disefiado para funcionar con un cierto nivel de autonomia
y que, basdndose en datos de entradas proporcionadas por méquinas o por
personas, infiere cémo lograr un conjunto de objetivos establecidos utilizando
estrategias de aprendizaje automdtico o basadas en la légica y el conocimiento,
y genera informacién de salida, como contenidos (sistemas de inteligencia arti-
ficial generativos), predicciones, recomendaciones o decisiones, que influyan
en los entornos con los que interactia» (16).

A nivel autonémico, el articulo 4, letra c) del Decreto-ley 2/2023, de 8
de marzo, de medidas urgentes de impulso a la inteligencia artificial en Extre-
madura establece que un sistema de IA es «aquel software, que, empleando
diferentes técnicas y estrategias para un conjunto determinado de objetivos
definidos por seres humanos, puede generar informacién, contenidos, predic-
ciones, recomendaciones o decisiones capaces de influir en los entornos con
los que interacttax (17).

En conclusién, de las diferentes definiciones expuestas pueden extraerse
tres requisitos o presupuestos para calificar un sistema informdtico como sis-
tema de |IA. El primero, que pueda operar de forma auténoma (requisito de la
autonomia). El segundo, el sistema tiene que ser capaz de generar informacién
de salida que influya en el entorno en el que va a ser utilizado (requisito de
la interactividad con el entorno). Por dltimo, debe operar mediante técnicas de
aprendizaje automdtico o estrategias basadas en la légica y el conocimiento

(15) El Real Decreto tiene por objeto, a tenor de su art. 1, «establecer un entorno con-
trolado de pruebas para ensayar el cumplimiento de ciertos requisitos por parte de algunos
sistemas de infeligencia artificial que puedan suponer riesgos para la seguridad, la salud y
los derechos fundamentales de las personas». Los entornos controlados de pruebas, también
conocidos como sandboxes o cajas de arena (llamados asi porque sus funciones se asimilan a
las de los espacios de recreo para infantes), permiten a los proveedores y usuarios de sistemas
de IA de alto riesgo comprobar en una zona segura la operatividad de los requisitos esta-
blecidos en el Reglamento de IA, antes de que este entre en vigor. Ello se realizard mediante
un proceso de autoevaluacién del cumplimiento de los requisitos y la evaluacién del plan de
seguimiento posterior a la comercializacién bajo la supervisién de la Secretaria de Estado
de Digitalizacién e Inteligencia Atrtificial. Los resultados obtenidos en el entorno controlado
se hardn publicos y podrdn ponerse a disposicién de los organismos de normalizacién y la
Comisién Europea. Ademds, de conformidad con la disposicién adicional segunda, el érgano
competente podrd desarrollar un software para una primera autoevaluacién no vinculante
partiendo de la informacién obtenida gracias al entorno controlado de pruebas.

(16) El concepto recogido en el Real Decreto 817/2023 es una fiel reproduccién de
la definicién prevista en el art. 3.1 de la Orientacién General del Consejo Europeo de 25
de noviembre de 2022.

(17) Al igual que el poder ejecutivo estatal, el legislador extremefio se ha limitado a
reproducir, con matices, el concepto de sistema de IA del art. 3.1. del proyecto de Regla-
mento de IA.
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que simulen o emulen la inteligencia humana (tecnologia basada en IA en sen-
tido estricto, ya opere con el paradigma simbélico o con el conexionista) (18).

B) Inteligencia artificial general o fuerte

La inteligencia artificial general (IAG) pretende alcanzar (e incluso superar)
el nivel de capacidad cognitiva de los seres humanos. La finalidad de este
modelo de IA es que las maquinas razonen, sientan y aprendan igual que
nosotros. La IAG no ha sido adn desarrollada y su invencién supondria igualar
a humanos y méquinas. Los sistemas basados en IAG podrian sentir emociones
y reflexionar sobre su propia existencia y el conocimiento que procesan. Hoy
por hoy este tipo de IA es una utopia y en el estadio actual de la tecnologia
ain no se ha llegado a vislumbrar nada semejante.

C) Inteligencia artificial débil o estrecha

En esta categoria se integran todos los sistemas de IA que han sido desa-
rrollados hasta la fecha. Utilizan légica matemdtica, estadistica o estrategias
basadas en el conocimiento, estdn hiper especializados en la realizacién de
tareas especificas y requieren grandes cantidades de datos para operar. A
diferencia de la IAG, la IA débil no tiene la capacidad de comprender el
conocimiento que procesa ni tiene consciencia sobre si misma.

D) Inteligencia artificial simbélica y subsimbélica o conexionista

En el campo de la IA podemos diferenciar dos grandes enfoques o para-
digmas: el simbdlico (19) y el subsimbdlico o conexionista (20).

(18) Una interpretacién amplia del concepto de sistema de IA, a juicio del que escribe,
seria contraproducente. El dmbito de aplicacién de las normas que regulen este tipo de modelos
debe constrefiirse a aquellos que utilicen IA en su funcionamiento. La diferenciacién juridica
entre sistemas automatizados en sentido estricto (que no emplean IA) y sistemas de IA es
necesaria y conveniente, pues nada tienen que ver los riesgos potenciales que puede generar
un sistema automatizado con los que puede llegar a provocar un modelo basado en IA. Son
programas informdticos diferentes y la normativa reguladora debe prever tales diferencias.
Sobre la cuestién, léase el apartado dos del presente capitulo.

(19) Siguiendo la definicién dada por la especificacién 3.1.34 de la norma UNE-EN
ISO/IEC 22989:2023, la IA simbdlica es una categoria de IA «basada en técnicas y mode-
los que manipulan simbolos y estructuras segin reglas definidas explicitamente para obtener
inferencias».

(20) La especificacién 3.1.34 de la norma UNE-EN ISO/IEC 22989:2023 define
el enfoque subsimbélico como un tipo de IA «basada en técnicas y modelos (3.1.23) que
utilizan una codificacién implicita de la informacién, que puede derivar de la experiencia o
de los datos brutos».
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En el enfoque cldsico (IA simbélica), las maquinas llegan a un resultado
concreto a través de la representacién del conocimiento mediante simbolos.
Para dar una informacién de salida (output), los sistemas basados en A simbé-
lica manipulan el conocimiento aplicando una serie de reglas l6gicas predeter-
minadas por el desarrollador. Los sistemas expertos son el modelo de referencia
de esta clase de IA (21). Técnicamente, el enfoque simbélico «consiste en
codificar el conocimiento con simbolos y estructuras, utilizando principalmente
la légica para modelar los procesos de razonamiento. En este paradigma, la
informacién es codificada explicitamente mediante una representacién formal,
cuya sinfaxis es procesada por un ordenador y su semdntica es comprendida
por los humanos» (22).

En cuanto a la 1A subsimbélica, también conocida como conexionista, parte
de un enfoque en el que la maquina adquiere y procesa la informacién simulando
el funcionamiento del cerebro humano a través de redes neuronales artificiales
organizadas en capas ocultas. Dentro de esta categoria se incluyen los sistemas
de IA que operan con técnicas de aprendizaje profundo (23) (deep learning).
La diferencia entre la IA simbdlica y subsimbélica reside, principalmente, en la
forma en que representan el conocimiento ambos modelos. Asi, en el enfoque
simbdlico las reglas han sido predeterminadas y la informacién se procesa
mediante sistemas basados en la légica y el conocimiento experto, mientras
que en el modelo subsimbélico la informacién se extrae del andlisis masivo de
los datos y la identificacién de patrones a través de correlaciones estadisticas.

E) Los modelos fundacionales

El concepto de modelo fundacional es reciente [aparecié por primera vez
en un informe de la Universidad de Stanford publicado en el afio 2021 (24)] y
estd intimamente relacionado con la IA generativa y la IA de uso o propésito
general (25). En el texto que recoge las enmiendas del Parlamento Europeo

(21) Un sistema experto, es un «sistema de IA que almacena los conocimientos apor-
tados por un experto humano en un dominio especifico para inferir soluciones a problemas»
(especificacion 8.5.2 UNE-EN ISO/IEC 22989:2023).

(22) Especificacién 5.9 de la norma UNE-EN ISO/IEC 22989:2023.

(23) Especificacién 3.4.4 de la norma UNE-EN ISO/IEC 22989:2023.

(24) R. Bowwasani et al. (2021: 3).

(25) El art. 3, apartado 1) ter de la Orientacién General del Consejo de 25 de
noviembre de 2022 define los sistemas de uso general como un «un sistema de IA que, con
independencia de la manera en la que se introduzca en el mercado o se ponga en servicio,
incluido el software de cédigo abierto, ha sido concebido por el proveedor para desempefar
funciones de aplicacién general, como el reconocimiento de imdgenes y de voz, la generacién
de audio y video, la deteccién de patrones, la respuesta a preguntas y la traduccién, entre
otras. Un sistema de |A de uso general puede utilizarse en una pluralidad de contextos e inte-
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a la propuesta de Reglamento de IA de la Comisién se define un modelo fun-
dacional como un «sistema de IA entrenado con un gran volumen de datos,
disefiado para producir informacién de salida de cardcter general y capaz de
adaptarse a una amplia variedad de tareas diferentes» (26). Por su parte, el
art. 3, apartado 6 del Real Decreto 817/2023, de 8 de noviembre lo define
como «un modelo de inteligencia artificial entrenado en una gran cantidad
de datos no etiquetados a escala (generalmente mediante aprendizaje autosu-
pervisado y/o con recopilacién automdtica de contenido y datos a través de
infernet mediante programas informdticos) que da como resultado un modelo
que se puede adaptar a una amplia gama de tareas posteriores.

Estos sistemas se caracterizan por su flexibilidad y adaptabilidad para
ser aplicados en diversos contextos. Un ejemplo paradigmético de esta nueva
categoria de sistemas lo encontramos el modelo GPT (Generative Pre-Trained
Transformer o transformador generativo preentrenado). Finalmente, conviene
sefalar que el acuerdo provisional alcanzado entre la Comisién, el Parlamento
y el Consejo Europeo el 8 de diciembre de 2023 prevé normas especificas
para este tipo de modelos, diferencidandose entre sistemas de IA de propésito
general (GPAI por sus siglas en inglés), modelos fundacionales «ordinarios» (27)
y modelos fundacionales de «alto impacto». Estos dltimos no aparecian en nin-
guno de los textos previos y se distinguen, ademds de por la gran cantidad de
datos empleados para su entrenamiento y su complejidad, por su capacidad
para generar riesgos sistémicos a lo largo de toda la cadena de valor de la
IA. De ahi que se haya decidido incluir en el futuro Reglamento un régimen
mds estricto para esta categoria de sistemas.

F) Ultrafalsificaciones o deepfakes

Define el Parlamento Europeo la ultrafalsificacién como «un contenido de
sonido, imagen o video manipulado o sintético que puede inducir errénea-
mente a pensar que es auténtico o veridico, y que muestra representaciones
de personas que parecen decir o hacer cosas que no han dicho ni hecho,

grarse en una pluralidad de ofros sistemas de |A». Por su parte, el apartado 5 del art. 3 del
Real Decreto 817/2023, de 8 de noviembre aporta una definicién de los sistemas de IA de
propésito general practicamente idéntica a la prevista en la Orientacién General del Consejo.

(26) Enmienda 168 del texto del Parlamento Europeo «Enmiendas aprobadas por el
Parlamento Europeo el 14 de junio de 2023 sobre la propuesta de Reglamento del Parlamento
Europeo y del Consejo por el que se establecen normas armonizadas en materia de inteligencia
artificial (Ley de Inteligencia Artificial) y se modifican determinados actos legislativos de la
Unién (COM (2021)0206 - C9-0146/2021 /0106(COD))».

(27) En relacién con los modelos fundacionales, la Comisién, el Parlamento y el Con-
sejo han acordado regular obligaciones especificas en materia de transparencia antes de ser
introducidos en el mercado.
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producido utilizando técnicas de IA, incluido el aprendizaje automdtico y el
aprendizaje profundo» (28).

De la mera lectura superficial del concepto ya se infiere que esta cate-
goria de sistemas pueden vulnerar gravemente los derechos fundamentales y
las libertades publicas de los ciudadanos (29). Por este motivo el proyecto de
Reglamento de IA contempla medidas especificas de transparencia dirigidas
a informar de la falsedad de los contenidos producidos (30). En particular, el
art. 52, apartado 3 del proyecto de Reglamento impone a los usuarios de
sistemas de |A que generen ultrafalsificaciones la obligacién de comunicar que
el contenido ha sido manipulado o generado de forma artificial (31).

2. La relacién género-especie entre sistemas avtomatizados y sis-
temas de inteligencia artificial (32)

Como ya se adelantaba ut supra, la distincién entre sistemas auténomos
o inteligentes (aquellos que emplean IA en su funcionamiento) y sistemas auto-
matizados no es baladi para el derecho, pues en funcién de la naturaleza del
programa informdtico serdn de aplicacién regimenes juridicos diversos (33).
En este sentido, debe partirse de una premisa: no todo sistema automatizado

(28) Enmienda 203 del texto del Parlamento Europeo «Enmiendas aprobadas por el
Parlamento Europeo el 14 de junio de 2023 sobre la propuesta de Reglamento del Parlamento
Europeo y del Consejo por el que se establecen normas armonizadas en materia de inteligencia
artificial (Ley de Inteligencia Artificial) y se modifican determinados actos legislativos de la
Unién (COM (2021)0206 — C9-0146,/2021 /0106(COD))».

(29) Un andlisis claro y conciso sobre el impacto de la inteligencia artificial en los
derechos fundamentales de los ciudadanos lo encontrard el lector en la monografia de M.A.
PresNO LINERA (2022): Derechos fundamentales e inteligencia artificial, Madrid, Marcial Pons.

(30) Recientemente un grupo de nifias menores de edad de Almendralejo (Badajoz) han
sido acosadas y extorsionadas con imdgenes generadas por una aplicacién de 1A cuya Gnica
finalidad es crear contenidos de «falsos desnudos». La noticia puede encontrarse en https://
www.xataka.com/privacidad/falsos-desnudos-menores-generados-ia-policia-investiga-almen-
dralejo-primer-caso-masivo-espana.

(31) Me parece interesante destacar que las grandes empresas tecnolégicas (como
Google, Meta y OpenAl, entre ofras) ya estdn trabajando en el desarrollo de tecnologias
cuya finalidad es etiquetar el contenido generado con IA mediante marcas de agua. Una
muestra de ello la encontramos en la aplicacién SynthID de Google. Esta herramienta permite
afadir marcas de agua digitales invisibles a los pixeles de las imdgenes generadas con IA.

(32) Para un andlisis del régimen juridico-administrativo de los sistemas automatizados
desde la perspectiva del derecho comparado, véase la seccién monogréfica coordinada por
O. MR PuicpeLaT (2023): «La automatizacién y el uso de algoritmos e inteligencia artificial en
Derecho administrativo comparado», Revista General de Derecho Administrativo, 63.

(33) Un estudio sobre la actuacién administrativa automatizada y sus diferentes ver-
tientes lo encontrardn en A. Cerritlo MArTINEZ (2023): «Lleccién 21. Actuacién automatizada,
robotizada e inteligente», Revista de Derecho Piblico: Teoria y método, pp. 525-541.
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es un sistema de IA. Ahora bien, todo sistema de IA si queda subsumido en
el concepto de sistema automatizado. La relacién entre ambos conceptos es,
pues, de género-especie (donde el sistema automatizado es el género y el
sistema de |A es la especie).

Para saber si nos encontramos ante un sistema de IA lo ideal es conocer
la informacién técnica del modelo. Las diferencias son fécilmente identificables
(si se conocen los conceptos técnicos bdsicos) y atienden a las caracteristicas
funcionales del programa. Asi, una aplicacién que genere documentos de forma
automdtica sin ningin nivel de autonomia (por ejemplo, cuando se expide la
vida laboral desde la sede electrénica de la Seguridad Social o se presenta
la declaracién de la renta utilizando la aplicacién de la Agencia Tributaria)
no estd empleando IA en su funcionamiento.

En la esfera de la Administracién poblica es importante que el personal a su
servicio fenga una formacién adecuada en inteligencia artificial que le permita
diferenciar entre las distintas categorias de sistemas automatizados. Si la apli-
cacién informdtica utilizada en la actuacién administrativa no emplea t#cnicas
de aprendizaje automdtico o estrategias basadas en la légica y el conocimiento
(IA en sentido estricto) no puede ser calificada como sistema de IA 'y, en conse-
cuencia, no le serd de aplicacién la normativa que regule esta tecnologia (34).

. APROXIN!ACI()N AL APRENDIZAJE AUTOMATICO Y A LAS DIFE-
RENTES TECNICAS EMPLEADAS EN EL DESARROLLO DE MODELOS
PREDICTIVOS

1. ¢Qué es el aprendizaje automatico o machine learning?

El aprendizaje automdtico es una rama de la IA cuyo objeto consiste en
desarrollar mdquinas con la capacidad de aprender por si mismas y mejorar
su eficacia de forma auténoma a través de la experiencia. En palabras de
Gonzalez CaBANES y Diaz Diaz, es el «drea de estudio que busca emular en las
mdquinas la capacidad de aprender que tenemos humanos y seres vivos» (35).

(34) Un supuesto interesante que retrata a la perfeccién la problemdtica derivada de la
confusién conceptual lo encontramos en los términos empleados por el legislador valenciano
para delimitar los sistemas automatizados. Asi, el art. 16.1.1) de la Ley 1/2022, de 13 de
abril, de Transparencia y Buen Gobierno de la Comunitat Valenciana habla de «sistemas algo-
ritmicos o de inteligencia artificial». La intencién es evidente: aportar un concepto amplio que
integre toda especie de sistema automatizado. No obstante, los sistemas de IA son también
sistemas algoritmicos, por lo que su distincién es redundante. En mi opinién, hubiera sido
més preciso desde el punto de vista técnico y lingUistico incluir expresamente a los sistemas
de IA dentro del concepto de sistema automatizado o algoritmico, diferenciando simplemente
entre si operan con |A o no.

(35) F. GonzAtez Casanes y N. Diaz Diaz (2023: 40).

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
146 ISSN 2341-2135, nom. 61, Zaragoza, 2024, pp. 137-168



UNA PANORAMICA DE LOS SISTEMAS DE INTELIGENCIA ARTIFICIAL DESDE LA PERSPECTIVA DEL DERECHO...

Para que un modelo que utiliza técnicas de aprendizaje automdtico pueda
operar de forma eficiente necesita grandes cantidades de datos, de ahi que
el procesamiento masivo de datos (big data) y la mineria de datos (36) (data
mining) sean imprescindibles en el desarrollo de este campo del conocimiento.
Recientemente la Asociacién Espafiola de Normalizacién ha ratificado la norma
técnica internacional «Marco para sistemas de inteligencia artificial (IA) que
utilizan Machine Learning (ML) (ISO/IEC 23053:2022)» (37). Esta norma de
naturaleza voluntaria aporta un conjunto de conceptos comunes y proporciona
una base para la explicacién estandarizada de esta categoria especifica de
sistemas de |A, aplicables tanto a la fase de desarrollo como a la fase de
comercializacién, uso o regulacién.

2, Las diferentes técnicas de aprendizaje automadtico
A) Aprendizaje supervisado (38)

Como su propio nombre indica, el funcionamiento de los sistemas que
emplean esta técnica de aprendizaje es siempre supervisado y dirigido por
un ser humano. En las fases de entrenamiento y de validacién al programa se
le proporciona un conjunto de datos etiquetados [datos de entrenamiento (39)
y de validacién (40)] similares a los que va a procesar una vez se introduzca
en el mercado o sea puesto en servicio.

A continuacién, a los datos de entrada etiquetados se les predetermina
una variable de respuesta (un resultado concreto). De este modo, el modelo va

(36) La mineria de datos comprende «la aplicacién de algoritmos para el descubrimiento
de informacién vélida, novedosa y 0til a partir de los datos» (especificacién 9.3 de la norma
UNE-EN ISO/IEC 22989:2023).

(37) El cédigo espariol (UNE-EN ISO/IEC 23053:2023) ha sido publicado en el BOE
a través de la Resolucién de 4 de septiembre de 2023, de la Direccién General de Industria
y de la Pequeiia y Mediana Empresa, por la que se publica la relacién de normas europeas
que han sido ratificadas durante el mes de agosto de 2023 como normas espafiolas.

(38) La especificacién 5.11.1 de la norma UNE-EN ISO/IEC 22989:2023 define
el aprendizaje supervisado como «el aprendizaje automdtico que utiliza datos etiquetados
durante el entrenamiento».

(39) El art. 3, apartado 29 del Proyecto de Reglamento define los datos de entre-
namiento como «los datos usados para entrenar un sistema de IA mediante el ajuste de sus
pardmetros entrenables, entre los que se incluyen los pesos de una red neuronal».

(40) El art. 3, apartado 30 del Proyecto de Reglamento define los datos de validacién
como «los datos usados para proporcionar una evaluacién del sistema de IA entrenado y
adaptar sus pardmetros no entrenables y su proceso de aprendizaije, entre otras cosas, para
evitar el sobreajuste. El conjunto de datos de validacién puede ser un conjunto de datos inde-
pendiente o formar parte del conjunto de datos de entrenamiento, ya sea como una divisién
fija o variable».
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ajustando sus pardmetros y una vez que ha sido entrenado y validado podré
funcionar de forma auténoma sin necesidad de contar con datos etiquetados.
Un supuesto de aplicaciones que emplean aprendizaje automdtico supervisado
lo encontramos en el filtro de deteccién de spam de nuestro correo electrénico.

B) Aprendizaje no supervisado (41)

En los modelos de IA que utilizan algoritmos de aprendizaje no supervi-
sado los datos de entrada no estdn etiquetados (en otras palabras, el desarro-
llador no realiza una labor de clasificacién previa y los datos son procesados
en bruto). Dado que la variable de respuesta no ha sido predeterminada, no
podemos conocer el motivo exacto por el que la méaquina llega a un resultado
concreto.

La falta de transparencia y explicabilidad de estos modelos hace que
su uso deba restringirse en las Administraciones publicas (42). Ademds, es
muy probable que el sistema llegue a un resultado de forma arbitraria y dis-
criminatoria, pues la informacién de salida se genera mediante correlaciones
estadisticas e identificacién de patrones comunes desconocidos por el desa-
rrollador o el usuario.

Un ejemplo de la aplicacién de técnicas de aprendizaje no supervisado lo
encontramos en los sistemas de recomendacién que utilizan plataformas como
Instagram o Spotify, entre ofras.

C) Aprendizaje por refuerzo (43)

La diferencia de esta técnica respecto a las dos anteriores radica en que
con este método el modelo aprende a través de la férmula ensayo-error. Asi,
en funcién de cudl sea la variable de respuesta (la informacién de salida u
outpuf] se recompensa o penaliza al sistema de IA para que ajuste su fun-

(41) En contraposicién al aprendizaje supervisado, el aprendizaje no supervisado
se define en la especificacién 5.11.2 de la norma UNE-EN ISO/IEC 22989:2023 como el
«aprendizaje automdtico que utiliza datos no etiquetados durante el entrenamiento.

(42) Para profundizar en los problemas juridicos derivados del uso de sistemas de
aprendizaje automdtico no supervisado en la Administracién Piblica, véase J. A. TAHIRi MORENO,
(2023): «El principio de presuncién de falibilidad de las decisiones algoritmicas desfavora-
bles: Una nueva garantia juridica frente a las decisiones automatizadas y el uso de sistemas
de inteligencia artificial en la administracién poblica», Revista Aragonesa de Administracién
Piblica, 60, pp. 188-214.

(43) El aprendizaje por refuerzo es el proceso de entrenamiento de un agente o agentes
que interactban con su entorno para alcanzar un objetivo predefinido. En el aprendizaje por

refuerzo, los agentes aprenden mediante un proceso iterativo de ensayo y error (especificacién
5.11.4 de la norma UNE-EN ISO/IEC 22989:2023).
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cionamiento al objetivo deseado. En ofras palabras, el sistema incrementa su
eficacia planificando la estrategia mds éptima para obtener recompensas o
estimulos positivos. Este tipo de aprendizaje no es precisamente innovador, ya
que se fundamenta en las teorias del condicionamiento operante o instrumental
de E. L. THorNDIKE y B. F. SKINNER, aplicadas en el campo de la pedagogia y
la psicologia.

3. La inteligencia artificial generativa (44)

El boom de la IA generativa (subcampo del aprendizaje automdtico)
tuvo lugar con la puesta en servicio de la aplicacién ChatGPT desarrollada
por la empresa OpenAl. Sin embargo, no es la Gnica, pues también existen
programas informéticos como Midjourney o Deep Voice que crean imdgenes
y audios con esta técnica.

Lo novedoso de estos modelos es que no se limitan a categorizar, clasificar
o recomendar, sino que son capaces de crear contenido nuevo y original (45)
(desde arte pictérico hasta guiones de peliculas (46) o trabajos académicos).
Para su funcionamiento utilizan técnicas de aprendizaje automdtico basadas
en el aprendizaje profundo que intentan simular el proceso de aprendizaje
del cerebro humano a través de redes neuronales artificiales organizadas en
moltiples capas ocultas (47).

Tal es su potencial que en marzo de 2023 el Future Life Institute publicé
una carta abierta en la que se pedia parar durante 6 meses el entrenamiento
de sistemas de inteligencia artificial generativa. La carta, denominada «Pause

(44) Al lector que quiera profundizar en el sector de la inteligencia artificial generativa
le resultard de interés la lectura del informe de la OCDE Lorenz, P., K. Perser and J. BErRrYHILL
(2023): «Initial policy considerations for generative artificial intelligence», OECD Atrtificial
Intelligence Papers, 1, OECD Publishing, Paris, https://doi.org/10.1787 /fae2d1eb-en.

(45) Aunque la naturaleza original del contenido parece cuestionable desde la perspec-
tiva del derecho de propiedad intelectual. De hecho, son varias las compaiias tecnolégicas que
ya han sido demandadas en Estados Unidos por un posible uso no autorizado de materiales
protegidos por derechos de autor para entrenar a sus sistemas de IA. Respecto al Reglamento
de IA, parece que finalmente se introducirdn obligaciones dirigidas a garantizar el respeto
de la normativa europea en materia de derechos de autor.

(46) Precisamente el uso de esta tecnologia en la industria cinematogréfica estadouni-
dense ha sido una de las causas de la huelga declarada por el Sindicato de Guionistas de
Estados Unidos (WGA) y el Sindicato de Actores de Cine-Federacién Estadounidense de Arfistas
de Radio y Televisién (SAG-AFTRA) en mayo y julio de 2023, respectivamente.

(47) Un artficulo de acceso libre sobre el funcionamiento del aprendizaje profundo lo
encontrardn en Google Learn pinchando en el siguiente enlace https://learn.microsoft.com/
es-es/azure/machine-learning/concept-deep-learning-vs-machine-learning@view=azureml-api-2.
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Giant Al Experiments: An Open Letter» (48), advierte de los peligros de un
desarrollo descontrolado y piden una regulacién que garantice la confianza,
la robustez y la transparencia de estos sistemas.

Sin duda, la IA generativa abre una ventana de oportunidades y, con
toda probabilidad, transformaré a medio plazo la forma en que aprendemos,
trabajamos y generamos conocimiento. Sin embargo, es necesario que su uso
sea regulado y sometido a determinados requisitos. Para garantizar la pro-
teccién de la ciudadania, el texto que recoge las enmiendas del Parlamento
Europeo al Proyecto de Reglamento de Inteligencia Artificial incluye deberes
especificos de publicidad aplicables a los sistemas de IA generativa, con la
finalidad de que los usuarios sean conscientes de que el contenido ha sido
generado a través de esta categoria de sistemas (49).

lll. LOS RIESGOS Y OPORTUNIDADES DERIVADOS DEL USO DE SIS-
TEMAS DE INTELIGENCIA ARTIFICIAL EN LA ADMINISTRACION
PUBLICA

1. Una exposicion de los principales riesgos derivados del uso de
sistemas de inteligencia artificial en la actuacién administrativa

A) La discriminacién algoritmica

El sesgo algoritmico es uno de los principales retos a superar si se quiere
implementar de forma generalizada la IA en los procedimientos de actuacién
de la Administracién pdblica. Evitar situaciones de discriminacién provocadas
por los sistemas de IA es un objetivo europeo que quedd reflejado en la
Declaracién Europea sobre los Derechos y Principios Digitales para la Década
Digital (2023/C 23/01), de 23 de enero de 2023. En concreto, en virtud de
la declaracién 9, letra ), el Parlamento, el Consejo y la Comisién adquieren el
compromiso de «velar por que los sistemas algoritmicos se basen en conjuntos
de datos adecuados para evitar la discriminacién y permitir la supervisién

(48) El documento, firmado por miles de expertos del sector tecnoldgico, puede leerse
en https://futureoflife.org/open-letter/pause-giant-ai-experiments/.

(49) Establece la enmienda 486 que «los usuarios de un sistema de IA que genere o
manipule contenido de texto, sonido o visual que pueda inducir erréneamente a pensar que
tal contenido es auténtico o veridico y que presente representaciones de personas que parecen
decir o hacer cosas que no han dicho ni hecho, sin su consentimiento (ultrafalsificacién), haran
pUblico de manera adecuada, oportuna, clara y visible que el contenido ha sido generado de
forma artificial o manipulado, asi como, cuando sea posible, el nombre de la persona fisica o
juridica que lo generé o manipulé. Por hacer piblico se entenderd etiquetar el contenido de
un modo que informe que el confenido no es auténtico y que resulte claramente visible para
su destinatario. Para etiquetar el contenido, los usuarios tendrén en cuenta el estado de la
técnica generalmente reconocido y las normas y especificaciones armonizadas pertinentes.
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humana de todos los resultados que afecten a la seguridad y los derechos
fundamentales de las personas».

La discriminacién puede tener su origen tanto en la deficiente calidad de
los datos de entrada como en las técnicas empleadas por el sistema de IA
para hallar correlaciones (50). Si los datos utilizados no son representativos,
no estdn anonimizados o contienen sesgos el modelo puede llegar a resulta-
dos discriminatorios. En cuanto a las técnicas de aprendizaje, puede ocurrir
(y ocurre con frecuencia) que en el aprendizaje no supervisado se utilicen
algoritmos de clustering o aproximacién [los cuales realizan segmentaciones
de datos en funcién de sus caracteristicas comunes (51)].

Como botén de muestra, un sistema de |IA puede llegar a la conclusién
de que las personas que viven en un barrio determinado o forman parte de
una minoria ética son mds propensas a cometer fraudes. Aunque fuera cierto
desde un punto de vista estadistico, tomar decisiones basadas exclusivamente en
datos étnicos o de ubicacién geogrdfica es ilegal e inconstitucional, salvo que se
cumplan los requisitos previstos por el apartado 2 del art. 2 de la Ley 15/2022,
de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminacién (52),
aplicado en conexién con el apartado 2 del art. 4 de la misma ley (53).

Un supuesto paradigmdtico de discriminacion algoritmica y falta de transpa-
rencia en la Administracién piblica en Europa lo encontramos en el sistema «SyRl»,
un programa informdtico utilizado por la Inspeccién de Trabajo y Seguridad
Social holandesa para prevenir y detectar el fraude en la obtencién de ayudas
sociales. El asunto tuvo repercusién a nivel internacional por la gravedad de los
hechos, pues se demostré que la mayoria de los investigados y sancionados eran
personas pertenecientes a minorfas inmigrantes en riesgo de exclusién social.

La imposibilidad de conocer cémo llega a un resultado el algoritmo unido
a la desproporcionalidad de los datos personales utilizados para elaborar los
informes que servian para decidir si se iniciaba una investigacién llevaron

(50) A. SoriaNO ArNANZ (2021: 91).

(51) F. Gonzalez Caeanes y N. Diaz Diaz (2023: 54).

(52) Prevé el precepto citado que «... de acuerdo con lo establecido en el apartado 2
del articulo 4 de esta ley, podrén establecerse diferencias de trato cuando los criterios para
tal diferenciacién sean razonables y objetivos y lo que se persiga es lograr un propésito legi-
timo o asi venga autorizado por norma con rango de ley, o cuando resulten de disposiciones
normativas o decisiones generales de las administraciones publicas destinadas a proteger a
las personas, o a grupos de poblacién necesitados de acciones especificas para mejorar sus
condiciones de vida o favorecer su incorporacién al trabajo o a distintos bienes y servicios
esenciales y garantizar el ejercicio de sus derechos y libertades en condiciones de igualdad».

(53) Este apartado establece que «No se considera discriminacién la diferencia de trato
basada en alguna de las causas previstas en el apartado 1 del articulo 2 de esta ley derivada
de una disposicién, conducta, acto, criterio o préctica que pueda justificarse objetivamente por
una finalidad legitima y como medio adecuado, necesario y proporcionado para alcanzarla.
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al érgano judicial a declarar contraria al art. 8 del Convenio Europeo de
Derechos Humanos la normativa que regulaba el uso de este programa (54).

B) El sesgo de automatizacién

Otro riesgo en el que no solemos reparar es el de la confianza excesiva
que los ciudadanos depositamos en los resultados generados por las aplica-
ciones de IA. Un ejemplo claro de este sesgo lo encontramos en los sistemas
de vigilancia predictiva empleados por determinados cuerpos de policia en
los Estados Unidos. La aplicacién «PredPol» analiza en tiempo real el tipo de
delito, su ubicacién y la fecha/hora (55). De este modo, los agentes cuentan
con un mapa de calor que utilizan para distribuir las patrullas de forma mas
eficiente. A pesar de su eficacia, la utilizacién acritica del programa puede
tener como consecuencia la estigmatizacién de nicleos urbanos y la discrimi-
nacién de determinados colectivos, ademds de generar lagunas de impunidad
en ofras ubicaciones donde también se cometen delitos (56).

Junto a las aplicaciones de vigilancia predictiva, un supuesto de sesgo de
automatizacién que quizds le resulte mas familiar al lector (por haberlo sufrido
en su propia piel alguna vez) es el de los errores humanos provocados por los
sistemas de navegacién (GPS). En ocasiones es probable que la no actualiza-
cién de los datos nos haga recorrer mds kilémetros o realizar rutas obsoletas.
Las muertes por GPS son numerosas y demuestran la fe ciega con la que los
seres humanos usamos a veces la tecnologia (57). Para evitar situaciones como
las descritas es necesario que seamos conscientes de este sesgo y analicemos
la informacién dada por el sistema de IA de forma critica.

C) La falta de transparencia de los algoritmos

La falta de transparencia de los algoritmos (también conocida como efecto
caja negra o blackbox effect] es un defecto en el que incurren los modelos de

(54) Un andlisis de la sentencia lo encontraréis en L. Cotino Hueso (2020): «SyRl, 3a
quién sanciono? Garantias frente al uso de inteligencia artificial y decisiones automatizadas
en el sector piblico y la sentencia holandesa de febrero de 2020, La Ley Privacidad, 4.

(55) Puede accederse a un resumen del funcionamiento de la aplicacién a través del
siguiente enlace https://leb.fbi.gov/articles/featured-articles/predictive-policing-using-techno
logy-to-reduce-crime.

(56) Para una mejor comprensién de los riesgos relativos a la policia predictiva y el
Estado vigilante, véase R. Rivero Orteca (2023): «Algoritmos, inteligencia artificial y policia
predictiva del Estado vigilante», Revista General de Derecho Administrativo, 62.

(57) Recientemente Google ha sido demandada como responsable de la muerte de un
hombre que, guiado por la aplicacién Google Maps, se dispuso a cruzar un puente que llevaba
tiempo derrumbado. La noticia, de septiembre de 2023, puede consultarse en https://com-
puterhoy.com/google/google-demandada-muerte-hombre-seguia-instrucciones-maps-1308510.
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aprendizaje automdtico no supervisado o de aprendizaje profundo. En virtud
del derecho a una buena administracién previsto en el art. 41 de la Carta
Europea de Derechos Fundamentales (58) y a la exigencia de motivacién de
los actos administrativos establecida en el art. 35 de la Ley 39/2015 de Proce-
dimiento Administrativo Comin (59), las decisiones administrativas deben estar
motivadas cuando afecten a los derechos e intereses legitimos del administrado.

Asimismo, que el ciudadano desconozca las razones fécticas y juridicas de
un acto administrativo vulnera el principio de interdiccién de la arbitrariedad de
los poderes pUblicos reconocido por el art. 9.3 de nuestra Norma Fundamental.
De ahi que, a mi juicio, tenga dificil encaje constitucional y legal la toma de
decisiones apoyadas Gnicamente en el resultado dado por un sistema de 1A (60).

En consecuencia, para que la Administracién pueda usar un modelo de
IA este debe ser transparente y explicable. La transparencia es un principio
de actuacién de las Administraciones Piblicas [art. 3.1.c) LRISP]. También
el art. 11.1.i) del Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se
aprueba el Reglamento de actuacién y funcionamiento del sector piblico por
medios electrénicos prevé obligaciones de transparencia en relacién con las
actuaciones administrativas automatizadas (61).

El estado actual de la técnica nos impide conocer el proceso interno
que realiza un sistema de IA que emplea técnicas de aprendizaje automdtico
no supervisado para llegar a un resultado. Esta naturaleza opaca se traduce
en una merma de las garantias del ciudadano frente a las actuaciones de la
Administracién (62). Por otra parte, es probable que aunque conociéramos
los motivos de la decisién la actuacién administrativa incurriria en vicios de
nulidad, pues las técnicas empleadas por esta clase de modelos son por regla
general discriminatorias (63).

(58) J. PoNncE Soté (2022: 4).

(59) E. Gamero Casapo (2023b: 17y 18).

(60) Aqui entraria en juego el principio de «reserva de humanidad» propuesto por
PoNce Solt, en virtud del cual el uso de sistemas de IA deberia excluirse en determinados
dmbitos de actuacién de la Administracién. Una explicacién mds detallada del concepto se
encuentra en J. PoNCE Sol (2022): «Reserva de humanidad y supervisién humana de la inte-
ligencia artificial», El Cronista del Estado Social y Democrdtico de Derecho, 100, pp. 58-67;

(61) Sefiala el precepto que toda sede electrénica pondrd a disposicién de los ciudada-
nos una «Relacién actualizada de las actuaciones administrativas automatizadas vinculadas a
los servicios, procedimientos y tramites descritos en la letra anterior (la letra h) se refiere a los
servicios, procedimientos y tramites disponibles). Cada una se acompaiiaré de la descripcién
de su disefio y funcionamiento, los mecanismos de rendicién de cuentas y transparencia, asi
como los datos utilizados en su configuracién y aprendizaije».

(62) A. Boix Patop y A. SoriaNo ArNANZ (2023: 262).

(63) Por ejemplo, el comportamiento de los algoritmos de clustering o agrupamiento
se ajusta como un guante a la definicién de discriminacién por asociacién prevista en la Ley
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2. Las oportunidades y ventajas de su implementacién en la Admi-
nistracién Publica

A) Incremento de la eficacia y de la eficiencia en la prestacién de
los servicios publicos

La lentitud en la tramitacién de los procedimientos administrativos y en la
prestacién de servicios pUblicos en muchas ocasiones viene motivada por la
escasez de recursos humanos. Gracias a los sistemas de |A serd posible des-
congestionar la carga de trabajo de los empleados publicos y dirigir los medios
personales de la Administracién hacia la realizacién de tareas que aporten
un mayor valor afiadido. En este sentido, las Administraciones Pdblicas deben
avanzar hacia un modelo en virtud del cual el grado de automatizacién de la
actividad administrativa sea maximo en las tareas rutinarias de gestién y mera-
mente auxiliar cuando se ejerzan, entre otras, tareas de inspeccién o control (64).

Pero, no solo se mejora la gestién publica en términos de eficiencia, sino
también de eficacia. Un ejemplo cristalino lo encontramos en los asistentes vir-
tuales del Instituto Nacional de la Seguridad Social y de la Agencia Tributaria.
Ambos robots conversacionales resuelven consultas a diario, ayudando a los
ciudadanos a realizar trédmites en la sede electrénica. Todo ello sin tiempos
de espera telefénica y sin citas previas.

B) La personalizaciéon de los servicios publicos (65)

El andlisis masivo de datos y la |A permitird a la Administracién transitar
hacia un modelo de gestién administrativa proactivo y personalizado. Asi, las

15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminacién. Asi, el
art. 6, apartado 2, letra a) dispone que se produce discriminacién por asociacién «cuando
una persona o grupo en que se infegra, debido a su relacién con otra sobre la que concurra
alguna de las causas previstas en el apartado primero del articulo 2 de esta ley, es objeto de
un trato discriminatorio». El apartado primero del art. 2, que regula el dmbito subjetivo de
aplicacién de la norma, establece que «Nadie podrd ser discriminado por razén de nacimiento,
origen racial o étnico, sexo, religién, conviccién u opinién, edad, discapacidad, orientacién o
identidad sexual, expresién de género, enfermedad o condicién de salud, estado serolégico
y/o predisposicién genética a sufrir patologias y trastornos, lengua, situacién socioeconémica,
o cualquier otra condicién o circunstancia personal o social». Ergo, un algoritmo cuya finalidad
es llegar a una conclusién mediante la agrupacién de individuos en grupos que compartan
caracteristicas comunes estaria aportando un resultado discriminatorio por asociacién.

(64) Una exposicién resumida sobre la teoria de los grados de automatizacién de la
actuacién administrativa propuesta por Roehl puede encontrarse en L. Comno Hueso (2023):
«Los usos de la inteligencia artificial en el sector piblico, su variable impacto y categorizacién
juridica», Revista Canaria de Administracién Pdblica, 1, pp. 225.

(65)  Un desarrollo del principio de personalizacién y proactividad en la Administracién
Piblica puede encontrarse en C. Velasco Rico (2020): «Personalizacién, proactividad e inteli-
gencia artificial. 3Un nuevo paradigma para la prestacién electrénica de servicios piblicos».
Revista de Internet, Derecho y Politica, 30.
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tecnologias emergentes podrian ser utilizadas en un futuro por las Administra-
ciones publicas para anticiparse a las necesidades del ciudadano.

En virtud del principio de proactividad, ya no es el administrado quien
formula una solicitud, sino que es la propia Administracién quien reconoce de
oficio el derecho o la situacién juridica individualizada del ciudadano. No
obstante, debemos ser cautos, pues este modelo de gestién no estd exento de
riesgos y las probabilidades de discriminacién son muy altas.

IV. EJEMPLOS DE PROGRAMAS INFORMATICOS QUE EMPLEAN INTE-
LIGENCIA ARTIFICIAL EN LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA

A) La aplicacién informatica del Cuerpo Nacional de Policia «Veri-
pol». (66)

Esta aplicacién informdtica utilizada por el Cuerpo Nacional de Policia
fue desarrollada para detectar denuncias falsas relacionadas con hechos que
podrian constituir delitos de robo con fuerza e intimidacién. El modelo de 1A
utiliza técnicas basadas en el aprendizaje automdtico y su eficacia es del 91%,
15 puntos superior a la de un agente experto (67).

B) El sistema «KENDOJ» del Centro de Documentacién Judicial (68)

Creada por el Centro de Documentacién Judicial (CENDO)), esta herra-
mienta permite la pseudonimizacién automdtica de sentencias y, ademds, faci-
lita la lectura de las mismas al enriquecer el texto con enlaces automatizados
a la jurisprudencia y legislacién citadas en las resoluciones judiciales. No
hace muchos afios, la mera recopilacién de sentencias o la bisqueda de
jurisprudencia eran tareas arduas y pesadas. En la actualidad, los motores de
bisqueda que operan con IA nos permiten tener en segundos todo el historial
de un asunto concreto.

Ademds, resulta interesante resaltar lo que ya es un hecho notorio: que las
editoriales juridicas llevan tiempo invirtiendo ingentes recursos en aplicaciones
de analitica de datos legales (legal analytics). Estos programas aportan infor-
macién estadistica sobre cualquier clase de pleito segmentada por jurisdiccién,
érgano judicial e incluso por jueces y magistrados (69).

(66)  https://www.lamoncloa.gob.es/serviciosdeprensa/notasprensa/interior/Pagi
nas/2018/271018veripol.aspx.

(67) L. QuuaNo SANcHEz (2018: 1).

(68) https://confilegal.com/20211218-la-carrera-judicial-contara-desde-el-lunes-con-
una-aplicacion-basada-en-la-inteligencia-artificial-y-machine-learning /.

(69) Entre ofras, Tirant lo Blanch cuenta con la herramienta de analitica juridica «Tirant
Analytics» y LA LEY con la aplicacién «Jurimetria».
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C) El asistente virtual «ISSA» del Instituto Nacional de la Segu-
ridad Social

Este robot conversacional (chatbof) utilizado por el Instituto Nacional de
la Seguridad Social emplea técnicas de |A basadas en el procesamiento de
lenguaje natural (70) y sirve de soporte al ciudadano, que puede formular
consultas sin necesidad de solicitar una cita previa. El asistente virtual incor-
pora los 36 servicios més demandados por el ciudadano y las respuestas a
las preguntas mds frecuentes.

D) La herramienta de valoracién del riesgo de la administraciéon
penitenciaria catalana «RisCanvi» (71)

Utilizada en el dmbito de la Administracién penitenciaria, RisCanvi es una
herramienta de valoracién del riesgo que lleva operando en Catalufia desde
el afio 2010. Una de sus finalidades es predecir el grado de probabilidad de
reincidencia de los internos (aunque también puede medir la probabilidad de
violencia intrainstitucional y autodirigida). La aplicacién cuenta con 43 varia-
bles o factores de riesgo y recoge el comportamiento individual de cada sujeto.

V. LA REGULACION DE LA INTELIGENCIA ARTIFICIAL A NIVEL
EUROPEO Y AUTONOMICO

1. Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo
por el que se establecen normas armonizadas en materia de
inteligencia artificial (Ley de Inteligencia Artificial) y se modi-
fican determinados actos legislativos de la Unién (72)

La propuesta fue presentada el 21 de abril de 2021 y la tramitacién del
futuro acto legislativo se encuentra en su fase final. La aprobacién definitiva
del Reglamento estd prevista para el primer trimestre del 2024 y su entrada
en vigor es probable que no tenga lugar hasta el afio 2026, a fin de que

(70) El procesamiento de lenguaje natural puede definirse como «la disciplina que se
ocupa del modo en que los sistemas adquieren, procesan e interpretan el lenguaje natural»
(especificacién 3.6.10 de la norma UNE-EN ISO/IEC 22989:2023). Por lenguaje natural se
entiende cualquier lenguaje humano que pueda ser representado en textos, discursos, lenguaje
de signos, etc. Por ejemplo, el idioma espafiol seria un lenguaje natural, en contraposicién de
Python, que es un lenguaje de programacién.

(71) Un resumen sobre el funcionamiento del protocolo Riscanvi lo encontraréis en
https://justicia.gencat.cat/web/.content/home/ambits/reinsercio_i_serveis_peni/resum-ris
canvi.pdf (el texto estd redactado en cataldn).

(72) Puede accederse a la propuesta a través del siguiente enlace https://eur-lex.
europa.eu/legal-content/ES/TXT/2uri=celex%3A52021PC0206.
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los operadores afectados por la norma puedan adaptarse a ella con plenas
garantias (73). El pasado 8 de diciembre, tras una intensa negociacién (74),
se alcanzé un acuerdo provisional sobre el contenido del acto legislativo,
finalizando asi el periodo de didlogo interinstitucional favorablemente (75).
El texto definitivo [que alin no ha sido redactado (76)] deberd ser aprobado
por el Parlamento y el Consejo antes de su publicacién definitiva en el Diario

Oficial de la Unién Europea (77).

El objetivo principal del proyectado Reglamento es garantizar la protec-
cién de la salud, la seguridad, los derechos fundamentales reconocidos en
cada Estado miembro y los valores de la Unién Europea. Asimismo, el futuro
acto legislativo pretende crear las condiciones necesarias para desarrollar
un mercado Unico que evite una situacién de fragmentacién normativa que
genere obstdculos técnicos y dificulte la libre circulacién de los sistemas de IA.
Para conseguirlo se establecen una serie de requisitos esenciales que deberdn

(73) En relacién con el grado de cumplimiento actual del futuro Reglamento por parte
de las empresas desarrolladoras, son interesantes los resultados del estudio realizado por el
Center for Research on Foundation Models de la Universidad de Stanford «Do Foundation
Model Providers Comply with the Draft EU Al Acf». En él se concluye que la aprobacién
definitiva del Reglamento de IA contribuird a materializar cambios positivos en el ecosistema
de los modelos fundacionales, principalmente en materia de transparencia.

(74) Alemania, Francia e ltalia presentaron una propuesta que apostaba por imple-
mentar un modelo basado en la autorregulacién a través de cédigos de conducta, en linea
con las reglas acordadas por el Grupo de los 7 (G7) en la «Declaracién de los dirigentes del
G-7 sobre el proceso de la IA de Hiroshima» publicada el 30 de octubre.

(75) Aunque en el presente epigrafe se comentan algunas novedades relativas al uso de
sistemas de IA, es recomendable que las personas interesadas lean los resimenes del acuerdo
publicados en las paginas oficiales del Parlamento y el Consejo Europeo. La nota de prensa del
Parlamento podrdn encontrarla en el siguiente enlace https://www.europarl.europa.eu/news/
es/press-room/20231206IPR15699/artificial-intelligence-act-deal-on-comprehensive-rules-
fortrustworthy-ai. Respecto a la informacién facilitada por el Consejo, véase https://www.
consilium.europa.eu/es/press/press-releases/2023/12/09/artificial-intelligence-act-council-
and-parliament-strike-a-deal-on-the-first-worldwide-rules-for-ai/. Ambos textos estén redactados
en inglés.

(76) Una vez alcanzado el acuerdo provisional en la fase de trilogos, corresponde a
los equipos técnicos de las instituciones implicadas elaborar el texto definitivo. Posteriormente,
el documento serd revisado por el cuerpo de juristas lingiistas de la Unién Europea antes de
su aprobacién por el Parlamento y el Consejo Europeo. Por este motivo es muy probable que
el Reglamento no esté listo para su adopcién definitiva hasta inicios del afio 2024.

(77) Entre las novedades principales respecto a la propuesta de Reglamento inicial
destacan la obligacién de realizar una evaluacién del impacto sobre los derechos fundamen-
tales de los sistemas de IA de alto riesgo de forma previa a su comercializacién o puesta en
servicio; la inclusién de reglas especificas aplicables a los modelos fundacionales (diferencién-
dose entre modelos fundacionales normales y de «alto impacto»), asi como el reconocimiento
de situaciones en las que se utilicen sistemas de IA de propésito general, ya sea de forma
aislada o integrada en un sistema de |A de alto riesgo.
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cumplir obligatoriamente todos los sistemas de IA calificados como de alto
riesgo que quieran ser comercializados o puestos en servicio en el mercado
interior europeo (78).

En aras de no frenar la innovacién y el progreso tecnolégico, el proyecto
de Reglamento establece un enfoque regulatorio basado en los potenciales
riesgos que puedan generar los sistemas de |A (79). Se diferencian, pues, tres
categorias: sistemas de riesgo inaceptable, de alto riesgo y de riesgo limitado.
Los sistemas de riesgo inaceptable estardn prohibidos y no podran operar en la
Unién Europea; los sistemas de alto riesgo deberdn someterse a una evaluacién
previa de la conformidad en la que se demuestre que el software cumple los
requisitos esenciales previstos en el Capitulo Il del Titulo Il del acto legislativo
nuevo enfoque; vy, finalmente, los sistemas de riesgo limitado, que no estardn
sometidos a las obligaciones previstas para los sistemas de alto riesgo (aunque
si deberdn cumplir requisitos especificos de transparencia).

A continuacién se expondrd de forma esquemdtica la tipologia de sistemas
de |A previstos en la proyectada normativa europea en funcién de los riesgos
que representan.

A) Sistemas prohibidos (de riesgo inaceptable) (80)

a.1. Sistemas de IA que utilicen técnicas subliminales que puedan alterar
el comportamiento de un modo que provoque o sea probable que pueda
provocar perjuicios fisicos o psicolégicos en las personas.

a.2. Sistemas de IA que aprovechen las vulnerabilidades de un grupo
especifico de personas para alterar de manera sustancial el comportamiento
de una persona que pertenezca a dicho grupo y provoque o pueda provocar
perijuicios fisicos o psicolégicos a esa o a otra persona.

(78)  Un estudio muy interesante sobre los actos legislativos europeos «nuevo enfoque»,
asi como de las normas técnicas armonizadas que los desarrollan lo encontrardn en el libro de
V. Awarez Garcia (2020): Las normas técnicas armonizadas (Una peculiar fuente del Derecho
europeo), lustel, pp. 55-78.

(79) Para un estudio pormenorizado del proyecto de Reglamento de Inteligencia Arti-
ficial desde la perspectiva normalizadora y de los controles técnicos, véase V. Awarez Garcia
y J. TAHRI Moreno (2023): «La regulacién de la inteligencia artificial en Europa a través de
la técnica armonizadora del nuevo enfoque», Revista General de Derecho Administrativo, 63.

(80) Articulo 5 del proyecto de Reglamento de Inteligencia Artificial. No obstante, debe
tenerse en cuenta que el texto definitivo en el que se plasme el acuerdo provisional interins-
titucional incluird nuevas prohibiciones. Asi, el futuro Reglamento prohibird, ademds, el uso
de sistemas de IA de categorizacién biométrica que utilicen datos sensibles; los sistemas de
reconocimiento de emociones en el lugar de trabajo y en las instituciones educativas; los que
impliquen la extraccién no dirigida de imégenes faciales de internet o circuitos de felevisién
cerrados (CCTV) para la creacién de bases de datos de reconocimiento facial y los sistemas
de IA cuya finalidad sea la manipulacién conductual cognitiva.
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a.2. Sistemas de crédito o puntuacién social (social scoring systems) (81).

a.3. Sistemas de identificacién biométrica remota en espacios de acceso
publico con la finalidad de aplicar la ley (salvo en supuestos expresamente
tasados y condicionado a determinados requisitos para fines policiales) (82).

B) Sistemas de alto riesgo (83)

El proyecto de Reglamento de IA dedica parte de su articulado a regular
los requisitos esenciales que deben de cumplir los sistemas de A calificados
como de alto riesgo (84). En este sentido, el texto diferencia entre dos tipos
de sistemas: los softwares que se integran en productos que ya estén sujetos
a regulacién armonizada o que formen parte de estos como componentes de
seguridad y, por otro lado, los sistemas independientes.

b.1. Sistemas que se infegren como componentes de seguridad en productos
sujetos a legislacién armonizada y sistemas independientes que ya estuvieran
sometidos a controles ex ante por tercera parte en virtud de dicha legislacién (85).

b.2. Sistemas independientes que pertenezcan a uno de los sectores previs-
tos en el anexo lll del proyecto de Reglamento. En el dmbito de la Administracién
pUblica se incluyen expresamente los sistemas que se utilicen para el acceso
y el disfrute de servicios publicos y privados esenciales y sus beneficios; los
asuntos relacionados con la aplicacién de la ley y la gestién de la migracién,
el asilo y el control fronterizo, entre otros.

Como novedad respecto del proyecto inicial de la Comisién, el texto
definitivo impondré a los usuarios que sean Administraciones piblicas la obli-

(81) Esta categoria de sistema basado en la hipervigilancia (muy similar al Gran Her-
mano orwelliano de la novela 1984) lleva unos afios utilizdndose en la Republica Popular de
China. En funcién de la puntuacién obtenida, los ciudadanos pueden acceder a determinados
establecimientos y servicios de transporte piblico u obtener visados para viajar al extranjero.

(82) Fruto de las negociaciones interinstitucionales los sistemas de identificacién biomé-
trica quedardn sujetos a previa autorizacién judicial y solo podrdn ser utilizados en supuestos
estrictamente tasados. Como botén de muestra, el acuerdo provisional prevé que el uso de
sistemas de identificacién biométrica en tiempo real quede restringido a supuestos que requie-
ran la bisqueda de victimas de determinados tipos de delitos; la prevencién de amenazas
terroristas y la localizacién o identificacién de personas sospechosas de haber cometido uno
de los delitos que se especifiquen en el futuro Reglamento.

(83) Articulo 6 del proyecto de Reglamento de Inteligencia Artificial.

(84) El Capitulo Il del Titulo Ill del proyecto de Reglamento prevé obligaciones en
materia de gestién de riesgos; gobernanza de datos; registros; transparencia y comunicacién
de informacién a los usuarios; precisién, solidez y ciberseguridad de los sistemas y vigilancia
humana, entre otras.

(85) Aqui se incluyen los productos regulados por la legislacién armonizada enumerada
en el Anexo Il del proyecto de Reglamento.
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gacién de registrar los sistemas de IA de alto riesgo en la base de datos de
la Unién Europea que se creard una vez entre en vigor el Reglamento. Esta
base de datos tiene por finalidad incrementar la transparencia facilitando al
ciudadano un acceso sencillo y gratuito a las caracteristicas principales de los
sistemas calificados como de alto riesgo.

C) Sistemas de riesgo limitado

Constituyen una categoria residual en la que se integran todos aque-
llos softwares que no estén incluidos en las dos categorias anteriores. En el
dmbito de los controles técnicos de esta clase de sistemas tendrdn un papel
determinante los cédigos de conducta previstos en el art. 69 del proyecto de
Reglamento de Inteligencia Artificial.

Estos documentos tienen naturaleza voluntaria. Sin embargo, su cumpli-
miento tendrd importantes efectos en el mercado europeo de la IA. Asi, las
empresas que se sometan a controles voluntarios y obtengan una certificacién
de conformidad estarén mejor posicionadas que aquellas que no hayan reci-
bido tal certificacién.

El art. 69 del proyecto de Reglamento contiene dos tipos de cédigos de
conducta. Sin dnimo de ser exhaustivo, podemos diferenciar entre los cédigos
de conducta destinados a promover la aplicacién voluntaria de los requisitos
esenciales previstos para los sistemas de alto riesgo (art. 69.1); y, por otra
parte, los cédigos de conducta destinados a promover, entre ofros criterios, la
aplicacién voluntaria de los requisitos relativos a la sostenibilidad ambiental
o a la diversidad de los equipos de desarrollo (art. 69.2).

2. Decreto-ley 2/2023, de 8 de marzo, de medidas urgentes de
impulso a la inteligencia artificial en Extremadura (86)

La Comunidad Auténoma de Extremadura adopté el 8 de marzo de 2023
una norma juridica pionera en Espafia que, a tenor de su predmbulo, tiene
por objeto «el establecimiento del marco esencial de las medidas destinadas
al apoyo, promocién, impulso y desarrollo de los sistemas de inteligencia
artificial en la Comunidad Auténoma de Extremadura, regulando los édmbitos
principales de aplicacién de éstax.

Més alld de la obligada critica a la inexistencia del presupuesto habilitante
de extraordinaria y urgente necesidad, el Decreto-ley introduce una serie de
obligaciones y garantias en el uso de sistemas de A por parte de la Administra-
cién pdblica autondmica que debemos conocer. Asi, el Capitulo IV, denominado

(86) hitps://www.boe.es/buscar/act.php2id=BOE-A-2023-8795.
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«Utilizacién de la inteligencia artificial por parte de la Administracién piblica
autonémica», contiene 3 preceptos (articulos 10 a 12).

El articulo 10 (87) incluye objetivos y prioridades cuyo cumplimiento, en
gran medida, no depende de la voluntad del empleado piblico ni del Poder
Ejecutivo, sino de la disponibilidad presupuestaria y del estado de la técnica.
El apartado 1 establece un mandato genérico de incorporacién de sistemas
de IA a las entidades del sector pdblico autondémico extremefo. Por su parte,
el apartado 2 prevé el establecimiento de mecanismos para que la utilizacién
de la IA redunde en beneficio de la funcién de los empleados publicos.

Este apartado llama la atencién y ha de ponerse en conexién con el
articulo 1, el cual contiene en su apartado 2, letra c) como objetivo del
Decreto-ley «Establecer mecanismos para que la utilizacién por parte de la
Administracién piblica autonémica de Extremadura de sistemas de Inteligencia
artificial redunde en beneficio de los empleados piblicos». Los poderes publicos
deben ser conscientes de que el foco no ha de estar en el empleado publico,
sino en el ciudadano (88).

La implementacién de tecnologias emergentes en las actuaciones admi-
nistrativas no tiene (o no deberia tener) por finalidad beneficiar al empleado
pUblico, sino mejorar la prestacién del servicio y la eficiencia en la gestién de
los recursos puUblicos. Es decir, con la IA tratamos de satisfacer de la manera
mds eficaz los intereses generales, en cumplimiento del mandato recogido en
el articulo 103.1 de nuestra Norma Fundamental (89).

(87) Dispone el art. 10 lo siguiente: «1. Las entidades a las que se refiere el articulo
2 incorporarén sistemas de inteligencia artificial que favorezcan la eficacia y eficiencia en la
gestién de los servicios poblicos.

2. Asimismo, establecerdn los mecanismos para que la utilizacién de sistemas de inteli-
gencia artificial redunde en beneficio de la funcién de los empleados piblicos.

3. En todo caso, conforme al apartado 1 del articulo 23 de la Ley 15/2022, de 12 de
julio, favorecerdn la puesta en marcha de mecanismos para que los algoritmos involucrados
en la toma de decisiones que utilice tengan en cuenta criterios de minimizacién de sesgos,
transparencia y rendicién de cuentas siempre que sea factible técnicamente. En estos meca-
nismos se incluirdn su disefio y datos de entrenamiento, y abordardn su potencial impacto
discriminatorio. Para lograr este fin, se promoverd la realizacién de evaluaciones de impacto
que determinen el posible sesgo discriminatorio.

(88) Asi se manifiesta en el punto 8 de la Declaracién Europea sobre los Derechos
y Principios Digitales para la Década Digital (2023/C 23/01) del Parlamento Europeo, el
Consejo y la Comisién adoptada el 23 de enero de 2023, el cual establece que «La inteli-
gencia artificial debe ser un instrumento al servicio de las personas y su fin Gltimo debe ser
aumentar el bienestar humano».

(89) «La Administracién Piblica sirve con obijetividad los intereses generales y actia
de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquia, descentralizacién, desconcentracién y
coordinacién, con sometimiento pleno a la ley y al Derechos.
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Finalmente, el apartado 3, con fundamento en el apartado 1 del articulo
23 de la ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y
la no discriminacién (90), dispone el favorecimiento de «la puesta en marcha
de mecanismos para que los algoritmos involucrados en la toma de decisiones
que utilice tengan en cuenta criterios de minimizacién de sesgos, transparencia
y rendicién de cuentas siempre que sea factible técnicamente». A continuacién,
el mismo apartado sefiala que «se promoverd la realizacién de evaluaciones
de impacto que determinen el posible sesgo discriminatorio».

Como puede observarse a simple vista, el articulo 10 carece de naturaleza
imperativa. Se trata de un precepto redactado en clave propositiva o aspira-
cional. Ello se deduce tanto de la rbrica del precepto (objetivos y prioridades)
como de los verbos empleados en la construccién sintdctica de los enunciados
(favorecer, promover...). Nos encontramos, pues, ante un articulo lleno de
buenas intenciones cuya exigibilidad es inexistente a menos que se desarrolle
reglamentariamente y se concreten las obligaciones de forma expresa.

Mayor relevancia tiene, a mi juicio, el articulo 11, rubricado «Sistemas de
inteligencia artificial en la toma de decisiones» (91). El apartado 1 del precepto
citado reconoce la posibilidad de que el sector pdblico autonémico extremerio
adopte actos administrativos a través de sistemas de IA conforme a la Carta
de Derechos Digitales del Gobierno de Espafia y la Declaracién Europea sobre
los Derechos y Principios Digitales para la Década Digital (2023/C 23/01).
El apartado 2, por su parte, incluye la obligacién de publicar el «mecanismo
de decisién, de las prioridades asignadas en el procedimiento de evaluacién
y de la toma de decisiones, asi como de todos los datos que puedan impactar
en su contenido».

(90) Sefiala el art. 23.1 que « 1. En el marco de la Estrategia Nacional de Inteli-
gencia Artificial, de la Carta de Derechos Digitales y de las iniciativas europeas en torno a
la Inteligencia Artificial, las administraciones piblicas favorecerén la puesta en marcha de
mecanismos para que los algoritmos involucrados en la toma de decisiones que se utilicen en
las administraciones publicas tengan en cuenta criterios de minimizacién de sesgos, transpa-
rencia y rendicién de cuentas, siempre que sea factible técnicamente. En estos mecanismos se
incluirdn su disefio y datos de enfrenamiento, y abordardn su potencial impacto discriminatorio.
Para lograr este fin, se promoverd la realizacién de evaluaciones de impacto que determinen
el posible sesgo discriminatorio».

(91) «1. La Administracién poblica autonémica podré adoptar actos administrativos
mediante sistemas de inteligencia artificial en el marco de un procedimiento administrativo, de
acuerdo con los Derechos digitales de la ciudadania en sus relaciones con las Administraciones
Publicas, descritos en la Carta de Derechos Digitales del Gobierno de Espafia y la Declaracién
Europea sobre los Derechos y Principios Digitales para la Década Digital (2023/C 23/01).

2. Para ello, ademés de los requisitos previstos en el articulo 41 de la Ley 40/2015,
de 1 de octubre, de Régimen Juridico del Sector Publico, se dard la debida publicidad del
mecanismo de decisién, de las prioridades asignadas en el procedimiento de evaluacién y de
la toma de decisiones, asi como de todos los datos que puedan impactar en su contenidos.
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A diferencia del art. 10, este precepto tiene un gran valor juridico. Por
una parte, el apartado 1 autoriza a las entidades que forman parte del sector
pUblico autonémico extremefio a utilizar sistemas de |A para adoptar actos
administrativos. Es decir, se otorga a la Administracién una habilitacién legal
previa para operar con modelos de A (92). Ademds, el apartado 2 se erige
como garantia en favor del administrado, pues establece una obligacién de
publicidad reforzada de los mecanismos de decisién y los elementos prioritarios
tenidos en cuenta en la toma de decisiones que puedan haber influido en el
contenido del acto administrativo.

Por Gltimo, el articulo 12, denominado «Garantias para la utilizacién de
la inteligencia artificial en los procedimientos administrativos», establece dos
obligaciones en materia de transparencia (93). El apartado 1 dispone que las
normas que regulen los procedimientos administrativos deberdn hacer refe-
rencia expresa «al impacto del uso de sistemas de inteligencia artificial en la
prestacién de los servicios publicos que, en su caso, soporten la asistencia en
la presentacién de solicitudes, declaraciones responsables o comunicaciones,
la comprobacién o verificacién de los requisitos de los interesados, asi como
la toma de decisiones.

A continuacién, el apartado 2 incluye la obligacién de dejar constancia en
el Inventario de Informacién Administrativa de las validaciones realizadas por el
érgano responsable del procedimiento respecto del proceso disefiado para la
adopcién de los actos, los riesgos existentes, asi como cualquier circunstancia

(92) Esta cuestién tiene plena conexién con el principio de vinculacién positiva de
las Administraciones piblicas a la ley. Asi, debemos preguntarnos, spuede la Administracién
emplear sistemas de |A sin habilitacién legal previa2 Si la respuesta es negativa, zes suficiente
cobertura legal la dispuesta por los arts. 22 del Reglamento General de Proteccién de Datos
(RGPD); 41 de la LRJSP y 23 de la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad
de trato y la no discriminaciéng Algunos juristas quizds dan por hecho que la Administracién
puede hacer todo aquello que no estd prohibido y consideran que un precepto como este
carece de relevancia juridica. En mi opinién, para que la Administracién pueda utilizar la 1A
en sus procedimientos de actuacién, tanto ad intra, como ad extra, es necesario que exista una
cobertura normativa previa. Como ya comenté al principio de este estudio, los modelos de 1A
son una especie de sistema automatizado y requieren una regulacién especifica que prevea tales
diferencias y autorice a la Administracién su uso. Solo asi se podrdn minimizar los supuestos
de vulneracién de derechos y evitar abusos en el ejercicio de actuaciones administrativas.

(93) «I. Las normas que regulen los procedimientos administrativos harén referencia
expresa al impacto del uso de sistemas de inteligencia artificial en la prestacién de los servicios
publicos que, en su caso, soporten la asistencia en la presentacién de solicitudes, declaracio-
nes responsables o comunicaciones, la comprobacién o verificacién de los requisitos de los
interesados, asi como la toma de decisiones.

2. En el Inventario de Informacién Administrativa, se dejard constancia sobre las valida-
ciones realizadas por el érgano responsable de los procedimientos administrativos respecto del
proceso légico disefiado para la realizacién de los actos, los riesgos que implica y cualesquiera
ofros aspectos que garanticen los derechos de los interesados».
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que garantice los derechos de los interesados. Ambos apartados constituyen
un paso importante (aunque insuficiente) en materia de transparencia.

Finalmente, la materializacién de los objetivos plasmados en el Decreto-ley
se realizard a través de la Estrategia Extremefia de Inteligencia Artificial [ex
Disposicién adicional Gnica (94)], documento que tendrd naturaleza de instru-
mento de planificacién y valor reglamentario. Su aprobacién corresponde al
Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura y la elaboracién se delegaré
a un Grupo de trabajo en el que estardn representados tanto los érganos de
las Administracién piblica autonémica como el sector productivo y empresarial
vinculado a la inteligencia artificial.

(94) «1. La Junta de Extremadura elaborard y aprobaré una Estrategia Extremefia de
Inteligencia Artificial (EEIA) para atender los objetivos, fines y prioridades establecidos en el
presente Decreto-ley. Tendrd naturaleza de instrumento de planificacién, con valor de norma
reglamentaria, y serd aprobada por el Consejo de Gobierno.

La Estrategia Extremefia de Inteligencia Artificial tendrd, al menos, los siguientes contenidos:

— Anglisis de la situacién de partida de la inteligencia artificial en Extremadura. Deter-
minacién de las actuaciones a desarrollar con el objetivo de alcanzar las finalidades esta-
blecidas en esta norma.

— Identificacién de sectores de servicio piblico y de produccién especialmente estraté-
gicos en materia de inteligencia artificial. La Estrategia Extremefia de Inteligencia Artificial,
ademds de los fines, objetivos y prioridades establecidos en el presente Decreto-ley, prestard
especial atencién al apoyo, desarrollo, impulso y promocién de la inteligencia artificial en
los dmbitos educativo y universitario, asi como en el dmbito sanitario y servicios sociales.

— Determinacién y disefio de experiencias piloto para el desarrollo de sistemas de
inteligencia artificial para lo cual se promoverd la colaboracién piblico-privada mediante
mecanismos de colaboracién entre los centros publicos de investigacién y la Universidad
con las empresas de sectores especialmente estratégicos en materia de inteligencia artificial.

— Nombramiento de una comisién encargada de su seguimiento y valoracién. Su compo-
sicién serd piblico-privada, estando representados en la misma los diferentes sectores, piblicos
y privados, que hubieren formado parte del grupo de trabajo encargado de la formulacién
de la mencionada Estrategia.

2. Para la elaboracién de la misma se conformard un Grupo de trabajo del que formardn
parte representantes de los érganos de la Administracién publica autonémica con competen-
cias en materia de ciencia, tecnologia, agenda digital y administracién digital, TIC e 1+D+l,
sin perjuicio de la participacién de los érganos con competencias en materia de Sanidad,
Educacién, Empresa, Empleo, Turismo y Agricultura.

También formardn parte del citado grupo de trabajo representantes del sector productivo
y empresarial de la Comunidad Auténoma de Extremadura pertenecientes a sectores o dreas
de actividad vinculadas con la inteligencia artificial, como son las empresas del dmbito espe-
cificamente tecnolégico, del sector agroalimentario, logistico, energético, turistico y cualquier
otro dmbito susceptible de implementar sistemas de Inteligencia Artificial.

3. En el plazo de tres meses a la entrada en vigor del presente Decreto-Ley se determinard,
mediante Acuerdo de Consejo de Gobierno, la organizacién y funcionamiento del Grupo de
Trabajo previsto en los parrafos anteriores.

4. La Estrategia Extremefia de Inteligencia Artificial serd aprobada en el plazo de nueve
meses desde la entrada en vigor del presente Decreto-ley mediante Decreto del Consejo de
Gobierno, y tendré la naturaleza de instrumento de planificacién».

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
164 ISSN 2341-2135, nom. 61, Zaragoza, 2024, pp. 137-168



UNA PANORAMICA DE LOS SISTEMAS DE INTELIGENCIA ARTIFICIAL DESDE LA PERSPECTIVA DEL DERECHO...

VI. CONSIDERACIONES FINALES

Como el lector habrd podido comprobar a lo largo de estas pdginas, la
Cuarta Revolucién Industrial estd difuminando, lenta pero inexorablemente, las
fronteras entre disciplinas cientificas que a priori parecian inconciliables. La
capacitacién y alfabetizacién en materia de A es una necesidad, no sélo para
los empleados publicos y los operadores juridicos, sino para la ciudadania en
general. La democratizacién en el acceso a las tecnologias emergentes implica
que los poderes piblicos deban intervenir y regular la materia. Pero, no de
cualquier modo, pues por primera vez en la Unién Europea la regulacién va
a desbordar el modelo cldsico de intervencién, el cual tiene, o mejor dicho,
tenia por finalidad principal garantizar la seguridad fisica de las personas y
la unidad del mercado.

Asi, los Estados son plenamente conscientes de que la IA no solo compro-
mete la seguridad fisica del individuo, sino también los valores de la Unién
Europea y los derechos fundamentales. En este estudio hemos tenido la opor-
tunidad de conocer qué son las ultrafalsificaciones y cémo las aplicaciones
que generan este tipo de contenidos permiten que cualquier individuo sin
conocimientos informdticos pueda sustraer atributos de la personalidad como
la voz y el rostro. Suplantar nuestra identidad, pues, jamds habia sido tan
sencillo. También hemos podido comprobar cudn fécil es que un modelo de
IA actée de forma discriminatoria, ya sea por la calidad o la naturaleza de
los datos; por la forma de operar de los algoritmos o debido a la existencia
de posibles defectos en el ajuste de los pardmetros del sistema.

Esta preocupacién por la proteccién de los derechos fundamentales ha
quedado reflejada en el acuerdo provisional alcanzado entre el Parlamento, la
Comisién y el Consejo Europeo el 8 de diciembre de 2023. Tal es la magnitud
del peligro al que se enfrenta la sociedad europea que el futuro Reglamento
someterd a los sistemas de IA de alto riesgo a una evaluacién sobre su impacto
en los derechos fundamentales de forma previa a su comercializacién o puesta
en servicio.

Asimismo, la necesidad de capacitacién en materia de |A que inspiran
estas pdginas deviene en deber cuando de la Administracién pdblica se trata.
Los empleados publicos necesitan una formacién transversal que comprenda
desde el plano interno y organizativo hasta el externo en sus relaciones con
la ciudadania. La presente [y futura) transformacién de los procedimientos de
actuacién administrativa exige, en consecuencia, que el personol a su servicio
cuente con una formacién avanzada en competencias digitales. Y ello para
minimizar las vulneraciones de derechos a los administrados. Ya hemos tenido la
ocasién de conocer en este estudio cémo funcionan los sistemas de IA y cudles
pueden ser las consecuencias de su mal uso en el ejercicio de potestades publi-
cas. No son hipétesis futuristas o relatos de ciencia ficcién. La IA es presente.
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Desde el &mbito académico creo que aquellos que trabajamos el tema
tenemos una especial obligacién de participar activamente en la divulgacién y
transferencia de conocimiento a la sociedad. Este articulo surge de una expe-
riencia personal negativa a la hora de profundizar en el sector de la IA desde
la dimensién juridica. Cuando me sumergi por primera vez en la materia [no
hace mucho, a principios del afio 2021 con un articulo de Huerco Lora (95)]
me resulté complicado encontrar bibliografia que explicara la cuestién de forma
didéctica desde el plano legal y tecnolégico. En la fecha actual, por suerte,
ya existen obras colectivas «hibridas» excelentes elaboradas por juristas e
ingenieros de reconocida competencia.

Aun asi, me parecia adecuado elaborar un articulo que permita a los
lectores no iniciados en la materia contar con una sintesis de los problemas
y conceptos fundamentales de la IA aplicada a la Administracién en unas
pocas pdginas.

Espero sinceramente haber cumplido con el objetivo propuesto.
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RESUMEN: La economia azul o maritima es uno de los ejes de la llamada «nueva
economia» a los que atiende la Unién Europea como prioritaria en diversos informes,
estrategias, lineas de fondos, y Comunicaciones comunitarias. Al impulso y disefio de
una estrategia para la economia azul autonémica —algo ya adoptado por diversas
Comunidades—, proponemos aqui adicionar un elemento de ordenacién y regulacién
que ancle al territorio concreto a esta rama de la economia e implique ademds a la
Administracién local, es lo que llamamos «Municipios Azules». Hemos tomado el ejemplo
de la legislacién de los municipios turisticos e industriales, con sus funcionalidades, pro-

(*) Trabajo recibido en esta Revista con fecha 13/02/2024 y evaluado favorablemente
para su publicacién el 21/02/2024.

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
170 ISSN 2341-2135, ném. 61, Zaragoza, 2024, pp. 170-195



UNA PROPUESTA PARA LA ORDENACION Y REGULACION DE MUNICIPIOS AZULES EN LA COMUNITAT VALENCIANA

curando que la nueva figura sirva para favorecer en la economia azul valenciana a las
probables necesidades de un mercado cambiante, a los sectores emergentes azules y a
las transformaciones que puede sufrir el modelo econémico de la Comunitat Valenciana
al procurarse un mayor valor afadido, sostenible y de perfil ambiental. Analizamos,
ademds, cémo construir esta nueva figura y hacerla operativa.

Palabras clave: economia azul; politicas publicas; competitividad territorial; gestion
del territorio; desarrollo econémico local; municipios azules; sectores emergentes.

ABSTRACT: The blue or maritime economy is one of the pillars of the so-called
‘new economy’ prioritized by the European Union in various reports, strategies, funding
streams, and EU Communications. In addition to promoting and designing a strategy
for the autonomous blue economy — already adopted by various regions — we propose
incorporating an element of planning and regulation that connects this branch of the
economy to specific territories and involves local administration. This concept is what we
refer to as «Blue Municipalities». Drawing inspiration from legislation governing tourist
and industrial municipalities, along with their functionalities, we aim to ensure that this
new framework contributes to fostering the needs of a dynamic market, emerging blue
sectors, and potential transformations in the economic model of the Valencian Community.
The goal is to achieve greater added value, sustainability, and environmental profile in
the Valencian blue economy. We also analyze how to construct and operationalize this
novel framework.

Key words: blue economy; public policies; territorial competitiveness; territory mana-
gement; local economic development; blue municipalities; emerging sectors;

I. LA IDEA DE LOS MUNICIPIOS AZULES DE LA C. VALENCIANA

Cuando abordamos la idea de la economia azul en la Comunitat Valen-
ciana, sin duda, la afrontamos desde distintos dmbitos de actuacién: por un lado
en cuanto al concepto de «nueva economia» (1) y recambio o actualizacién del
tejido productivo de nuestro pais, a fin de sintonizar con los retos y las corrientes
actuales que van a marcar el perfil de tecnificacién y de incorporacién de los
sectores de vanguardia y de futuro en la esfera global, asi como las nuevas
demandas y las nuevas posiciones productivas en el dmbito internacional. En
ese sentido nuestras estrategias tanto nacionales o estatales como regionales o
autonémicas deben ir alinedndose con las directrices y las politicas de nuestro
marco inmediato, el de la Unién Europea (2).

Ademds, debemos hacer, necesariamente, una aproximacién sectorial, ya
que a la revisién de sectores tradicionales, como la pesca o la mineria —que

(1) Comité Econdmico y Social Europeo (2020), K. Kelly (1999) y R. Pampillén (2001).
(2) Comisién Europea (2022).
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no pueden dejar de analizarse criticamente para conectar con las nuevas
necesidades y los mandatos ambientales y de optimizacién en el aprovecha-
miento integral de los recursos naturales para evitar toda insostenibilidad o
riesgo sistémico—, debemos adicionar, promover y fomentar otros nuevos, que
hay que activar con rapidez y de forma bien calculada a fin de completar
un crecimiento azul (3) que sea efectivo y con proyeccién, como deberemos
hacer con las nuevas técnicas de proteccién del medio, las biotecnologias o
los nuevos aprovechamientos energéticos.

Queda, sin embargo, una tercera rama en ese andlisis y disefio de la
economia azul que nos inferesa: el de trasladar a las politicas territoriales
y sobre nuestra realidad fisica o espacial y humana todos estos conceptos,
concretdndolos en planes, proyectos y acciones que activen de manera locali-
zada y expresa a las fuerzas productivas y emprendedoras que hay en nuestro
propio mapa litoral (4).

En ese sentido, en primera instancia, resulta imprescindible el disefio de
politicas poblicas a nivel federal, o en nuestro caso de la Comunidades Auté-
nomas. Las estrategias, las politicas, los objetivos y las acciones de gobierno
son patrimonio fanto competencial como estratégico de las Comunidades. En
la Comunitat Valenciana proponemos exactamente eso, el disefio y la puesta
en marcha efectiva de una politica azul autonémica, propia; un proceso que se
inicia con la elaboracién de una Estratégia Blava de la Comunitat Valenciana
que impulse y ahorme todos nuestros sectores y ambiciones azules como una
unidad coherente y con proyeccién conjunta (5), pero también valoramos el
interés en hacer participes activos y elementos de estructuracién y concrecién
de estos esfuerzos a los municipios concretos que demuestren esa apuesta y
el peso especifico de su economia azul local.

Es para este Gltimo propdsito estratégico y estructural que planteamos la
planificacién, ordenacién y regulacién de nuestros municipios costeros en los
que pese y se muestren las potencialidades de la economia azul. Los muni-
cipios azules serdn, por lo tanto, piezas del engranaje de la economia azul
valenciana, actores concretos y especificos de esa nueva economia, elementos

(3) P. Ehlers (2016), European Commission (2012), European Commission (2017),
R.A. Kraemer & alii (2017).

(4) Recientemente he acabado un capitulo para una monografia, espero que de inmi-
nente publicacién, donde precisamente abordo —exactamente desde el dmbito costero y
maritimo-terrestre—, las estrategias estatal y autonémicas sobre transformacién del modelo
energético y afeccién del cambio climdtico, un aspecto muy directamente relacionado si se
toma desde esa esfera maritima y costera con las estrategias de crecimiento azul territoriales.
Mi conclusién es que solamente de manera territorializada puede conseguirse una aplicabilidad
de las grandes medidas y principios estratégicos que disefien nuestras autoridades piblicas.

(5) F. de Rojas Martinez-Parets (2023).
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mediante los que facilitar la estructuracién de nuestras politicas publicas mari-
timas y azules y dinamizadores cercanos y localizados con los que acercar
esta politica piblica a la prdctica.

Desgranar —que no disgregar—, segmentar —que no compartimentar— y
finalmente tener unidades coherentes reconocidas (nuestros municipios costeros)
con los que, por una parte, medir los efectos y la viabilidad de las medidas
autonémicas adoptadas y sus resultados, con una serie de componentes ciertos
—los municipios—, que nos permitirdn comprobar los equilibrios y dinamismos
que se producen y dénde se producen, nos parece que es, en primera instan-
cia, una idea acertada para coadyuvar a la politica y estrategias azules de
la Comunitat Valenciana y ademds, por ofro lado, nos va a permitir regular
y poner sobre la mesa un novedoso recurso para poner en marcha, a la vez,
paralelamente, otra herramienta mds —plural, participativa y multiplicadora—,
que empuje y potencie las posibilidades de la economia azul valenciana,
incorporando a la instancia autonémica y con normativa propia, a la Admi-
nistracién municipal, que pasa a tener consideracién por si misma y a sumar
sus esfuerzos, recursos, atencién y dinamismo locales para erigirse en instancia
con voz e iniciativa a favor de la economia azul del pas.

Es compatible, por consiguiente, el doblar la accién ordenadora y regula-
dora, teniendo una estrategia autonémica y sus normativas correspondientes y
por otro lado, complementariamente, dar carta de naturaleza a una figura que
sirva de unidad para testar los resultados e incorporar a la instancia municipal
como un actor propio en esa politica publica azul, juntando los esfuerzos de
unos y ofros, exactamente como se hace en otros dmbitos fundamentales de
nuestra economia (6), como son el turismo y la industria.

Asi, igual que se entiende y funciona que para los dmbitos industriales
y turisticos, para su impulso, innovacién y promocién ordenada, tengamos a
ambas Administraciones y esferas puiblicas trabajando conjuntamente, agre-
gando esfuerzos —municipios y gobierno autonémico—, también servird el
mismo esquema legal y de gestién para la economia azul, si se aspira a que
funcione con potencia y como un ingrediente con aspiraciones respecto del
conjunto del tejido productivo valenciano.

(6) La idea no tiene nada de novedosa, ya bajo un esquema organizativo bastante
centralizado estaba reconocida esa capacidad a los municipios, como puede verse en el articulo
de J. Mahillo Santos (1961: 29-36). Si bien ahi calculaba cémo debian planificar su economia
los ayuntamientos, incluia la capacidad de inversién en diversos factores de desarrollo local.
La Federacién Espafiola de Municipios y Provincias (FEMP) ha elaborado recientemente incluso
una «Estrategia local de economia circular» y como veremos a continuacién, existen dmbitos
como el industrial para los que algunas leyes autonémicas reservan un decisivo protagonismo
a los municipios como hace la Ley 14/2018, de 5 de junio, de gestién, modernizacién y
promocién de las dreas industriales de la Comunitat Valenciana.

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 2341-2135, ném. 61, Zaragoza, 2024, pp. 170-195 173



FERNANDO DE ROJAS MARTINEZ-PARETS

Para eso, ademds de las regulaciones que embastan y ordenan la politica
pUblica maritima y azul de la Comunitat Valenciana (7), haremos, también en
este caso, una regulacién propia y confluyente con la anterior de los munici-
pios azules.

il. LA RELAC!ON DE LOS PATE CON EL INTERES MUNICIPAL POR LA
ECONOMIA AZUL

La incidencia del empleo en el tejido social de un municipio no deja de
ser uno de los factores mds relevantes a tomar en consideracién y a valorar
por parte de las autoridades municipales. Al final, reforzar e innovar el tejido
productivo local sirve, sobre todo, para ampliar y garantizar la empleabilidad
de una poblacién determinada y debe producirse evitando los efectos perni-
ciosos que hemos visto tiene a menudo la deslocalizacion.

En este sentido las estrategias regionales, pero muy en particular la idea
de los municipios azules, ha de entenderse y evaluarse, principalmente, desde
una concepcién que habilite a nuestros municipios costeros para generar una
economia fija que repercuta en la localidad y en el empleo que se genere
en la misma, arraigando a la poblacién y alimentando sus expectativas de
crecimiento.

En ese sentido tenemos la experiencia que nos aporta el informe «Inno-
vacién en la Economia Azul de la Comunitat Valenciana» (8) que se cita en
otra parte de este mismo documento con mds detalle y que se realizé desde la
Universitat d’Alacant junto con la Universitat de Valéncia y Jaume | de Castell6
para el Servei Valencia d'Ocupacié i Formacié-labora a fin de analizar terri-
torialmente las expectativas y el interés por la economia maritima en nuestras
poblaciones desde el punto de vista de la ocupacién y el empleo.

Utiliza este estudio el concepto de los Planes-Acuerdos Territoriales de
Empleo (PATE) en nuestros municipios. Estos instrumentos son unas herramien-
tas lanzadas desde la Comisidn Europea desde la década del 2000 para la
lucha contra el desempleo, que en la Comunitat Valenciana se ha reforzado
dltimamente en el marco de la estrategia AVALEM-Territori en base a un diag-
néstico territorial y sectorial, dentro del cual se enmarca, como vemos, el azul.

(7) No tenemos en la Comunitat Valenciana un documento estratégico aprobado como
tal que ordene en tanto politica publica asumida por nuestra Administracién la economia azul
valenciana. Existen sin embargo estudios que estdn muy cerca de ello, como el de la Conselleria
d’Hisenda i Model Econdmic (2017) y la antes citada obra Estratégia Blava de la Comunitat
Valenciana. Propuesta de ordenacién que impulsé la Catedra Interuniversitaria d’Economia
Blava-UA-UMH-Generalitat Valenciana que dirijo y que pretende impulsar y concrefarse en
una estrategia similar a la de otras Comunidades.

(8) J.M. Giner, M. J. Santa Maria, J. Hermosilla, F. Ghaleb, V. Budi, L. Alama (2022).
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La idea de los PATE es suficientemente eldstica como para engranarse
con la de la Estratégia Blava de la Comunitat Valenciana y con la propuesta
de crear una red de Municipios Azules, pues reposa como piedra angular en
la cooperacién, habiendo resultado una férmula muy eficaz en el dmbito de
la reduccién del desempleo y en la mejora de los territorios a través de la
participacién de diferentes instituciones publicas, agentes sociales, empresas
y sectores, politicas piblicas e iniciativas.

El interés manifestado por los PATE en la Economia Azul, que se refleja
en el estudio, nos debe hacer pensar en las propiedades transversales que,
desde el punto de vista de la ocupacién y de la planificacién o acuerdos
para el empleo puede tener positivamente la idea de singularizar una serie
de Municipios Azules, sumdndose ambos (Municipios Azules y PATE) en una
estrategia de cooperacién entre instrumentos.

lll. UTILIZANDO EL CONCEPTO DE LOS MUNICIPIOS TURISTICOS DE
LA C. VALENCIANA

1. La definicién de los municipios turisticos y por qué nos interesa

Los municipios turisticos responden a la Ley 15/2018, de 7 de junio,
de la Generalitat Valenciana, de Turismo, Ocio y Hospitalidad (LTOH), cuyo
articulo 29 dice que se considerardn tales aquellos que cumplan los criterios
que reglamentariamente se determinen. Para ello se aprobé el Decreto 5/2020,
de 10 de enero, del Consell, por el que se aprueba el estatuto de los mismos.
La finalidad de este estatuto es, segin el articulo 1 del Decreto, regular los
criterios que deben cumplir y las obligaciones que deben asumir los municipios
turisticos al objeto de promover la calidad en la prestacién de los servicios
municipales a la poblacién turistica, contribuyendo a un turismo sostenible
fundamentado en unos cédigos y principios (9).

La cuestién clave es que, los mismos, acceden a una consideracién o eti-
queta que los avala para ciertas estrategias y regulaciones legales y también
a vias de financiacién especificas con ese mismo objeto.

(9) Sin embargo podemos dudar de la eficiencia de esta norma para haber dotado
de una herramienta realmente interesante a todo el potencial turistico de los municipios valen-
cianos, bien por haber sido demasiado estricto a la hora de dar un reconocimiento, bien a la
hora de renovar los acuerdos, bien por quedarse en una reproduccién de lo que ya contenia
la legislacién turistica autonémica, es decir, por falta de inventiva y de innovacién a la hora
de concebir la norma como un auténtico incentivo. En ese sentido recomiendo el articulo de
M. A. De La Encarnacién Valcércel (2020). Es por esto por lo que nuestras referencias son
sélo a efectos de las figuras y como veremos pretendemos proponer acciones que doten de
un contenido alentador a la actividad maritima o azul.
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Entre los compromisos que se establecen por el decreto vamos a encon-
trar los de colaborar con la Generalitat para que el turismo sea un motor de
desarrollo sostenible, promover la formacién y comunicacién para que se
adquieran las competencias necesarias para la atencién turistica, procurar que
las politicas piblicas del ramo se dirijan al desarrollo econémico con mayor
eficacia, luchar contra la estacionalidad y la precariedad en el empleo, erra-
dicar malas prdcticas, colaborar con la proteccién del medio ambiente que
pueda ser afectada por las actividades turisticas y un largo etcétera.

Especial relevancia tiene, segin entendemos, la obligacién de cooperacién
que se define en el articulo 4 entre los municipios con este reconocimiento y
la Generalitat Valenciana y su sector piblico instrumental, por que refuerza,
sin duda, el interés de la Administracién local por coordinarse y contribuir a
los planes y a las politicas poblicas de nuestro gobierno autonémico y sus
estrategias (10), dotando al conjunto de mayor efectividad y unidad.

Dicho esto, hay que responder a la cuestién de en qué y por qué nos
interesa esta figura para la comparacién con los Municipios Azules.

La simple idea de catalogar y singularizar a aquellos municipios que
rednen unas condiciones productivas y sectoriales determinadas, a fin de iden-
tificar su dependencia, relacién y peso especifico con actividades de ese sector
econémico, es perfectamente extrapolable a nuestra propuesta de los municipios
azules en ese sentido, al menos en los términos aqui expuestos.

Pero es que, ademds, la identificacién de objetivos de inversién y dianas
econdmicas, va a permitir a la Generalitat Valenciana tanto valorar la distri-

(10) La planificacién y el establecimiento de politicas poblicas se basa tanto en la
comprensién analitica de la situacién de un territorio, como en el pronéstico de cémo ésta
va a evolucionar, asi como en encargarse de su ordenamiento normativo para procurar un
determinado efecto al respecto, segin explica y detalla W. Hoppe (1993: 164). Exactamente
en ese sentido el articulo 131 de la Constitucién espafiola va a permitir planificar la activi-
dad econémica general para atender a las necesidades colectivas, equilibrar y armonizar el
desarrollo regional y sectorial y estimular el crecimiento de la renta y de la riqueza y su més
justa distribucién. Sin embargo la situacién es compleja, por el propio reparto competencial,
hay que tener en cuenta nuestra competencia exclusiva en virtud del articulo 49.1 del Estatut
d’Autonomia de la Comunitat Valenciana en materias como la ordenacién territorial y del
litoral, el turismo o la pesca, o en materia de medio ambiente (art. 50.6) pero asi mismo en el
articulo 52 se dice que de acuerdo con las bases y la ordenacién de la actividad econémica
general corresponde a la Generalitat Valenciana, en los términos que disponen los articulos 38,
131 y los nimeros 11 y 13 del apartado 1) del articulo 149 de la Constitucién Espafiola, la
competencia exclusiva en planificacién de la actividad econdmica, industria o de desarrollo y
ejecucidn en nuestro territorio de los planes establecidos por el Estado para la reestructuracién
de sectores industriales y econémicos, como sefiala P. Garcia Capdepon (2013: 1920). A la
luz de la jurisprudencia (SSTC/35/1982 y 247/2007) lo que tenemos es un fitulo habilitador
para intervenir activamente en esta materia de la planificacién econémica y en los supuestos
que correspondan pues serd conforme nos habilite nuestra competencia sectorial.
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bucién del peso de su economia de manera sectorializada con un detalle y
pormenorizacién localizable muy importante como también dirigir con la mayor
eficacia y acierto sus inversiones y politicas de fomento.

Interesa también, en este caso —como veremos también en lo relativo a
los municipios industriales—, que el disefio de las politicas pdblicas y de los
planes sectoriales puede asi también dirigirse y recabar la colaboracién activa
y participacién de los municipios que realmente tienen un perfil comprometido
con la promocién y determinacién de esas politicas y planes, ayudando tanto
a perfilarlos correctamente, conforme a las necesidades reales como, poste-
riormente, a evaluarlos y requerir su implicacién.

Es por esto que, pese a que el articulo del Decreto 5/2020 donde se esta-
blece la premisa de la colaboracién interinstitucional es muy sucinto, estimo que
constituye una herramienta extraordinariamente 0til entre la accién de gobierno
ly su potestad de planificacién) y aquellos municipios que estdn exactamente
muy implicados en esta materia, que son los que mds interesan, evitando una
dispersién y una valoracién del peso especifico de cada municipio respecto de
la importancia de su economia azul sin discriminacién alguna, lo que restaria
utilidad y eficacia al proceso. Esta utilidad, como se entenderd, es también
un objetivo que se amolda bien a la utilidad que pueden tener los municipios
azules en la colaboracién con la Generalitat.

Siguiendo con la respuesta a la utilidad que puede tener ahora fijarnos en el
ejemplo de los municipios turisticos, encontramos finalmente que, en los articulos
9 a 12 del Decreto referido aqui, se establecen como contrapartida a recibir la
catalogacién de municipio turistico, unas obligaciones que resultan de inferés: asi
deben contar con un plan turistico, profeger y promocionar sus recursos, procurar
la consolidacién de una infraestructura tecnolégica, poner en marcha estrategias
de calidad, colaborar en los planes de inspeccién o facilitar la participacién.

El articulo 10 recoge la obligacién de suministro de informacién turis-
tica, con unos medios determinados, el articulo 11 determina los items de los
planes turisticos, que son obligatorios y el 12 de las medidas de proteccién e
identificacién de los recursos turisticos.

Es, por consiguiente, una herramienta para ahormar la economia del sector
en aquellos municipios que reposan especialmente en ésta, lo que convierte el
concepto de municipios turisticos en una forma de sujetar a los mismos a unos
pardmetros racionales y determinados por la ley.

2. Los instrumentos de financiacién, gobernanza y planificacién
de los municipios turisticos

El Decreto 203/2021, de 17 de diciembre del Consell modificé al Decreto

5/2020 ddéndole colaboracién a la Federacié Valenciana de Municipis i Pro-
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vincies (FVMP) a fin de flexibilizar los criterios necesarios para entrar en las
distintas categorias de municipios turisticos, que quedan en los siguientes tipos:
municipios turisticos de excelencia, de relevancia y de singularidad.

Con este nuevo decreto se establecieron pues unos nuevos criterios nece-
sarios para ser considerado municipio turistico: poblacién turistica, plazas y
acreditar que esa actividad representa la base de su economia o bien que
cuenta con algin recurso relevante a efectos del turismo.

Una vez establecida la conveniente categorizacién, como hemos men-
cionado, corresponde aplicarles herramientas de gobernanza, planificacién
y financiacién.

Por lo que respecta a los instrumentos de planificacién, la normativa
(art. 11) establece que los municipios deben elaborar, aprobar y ejecutar un
plan turistico en el que incluird la sostenibilidad, mejora de la calidad de los
servicios, la competitividad y el empleo, asi como lo que denomina gestidn
inteligente del destino turistico, medidas que pueden estar integradas, por
cierto, en el Plan de Ordenacién de los Recursos Turisticos (PORT), en lo relativo
a lo que se llama gestién inteligente del destino y calidad puede cumplirse
mediante la participacién en la Red de Destinos Turisticos Inteligentes de la
Comunitat Valenciana.

Por lo que respecta a la gobernanza colaborativa consiste en tener un
érgano integrado por el consistorio y los actores turisticos y sociales de interés
que participe en la accién puoblica turistica y proponga mejoras e informes,
combatiendo dice textual y singularmente el decreto «el intrusismo profesional»,
asi como realice las medidas de participacién ciudadana pertinentes.

Por lo que respecta a la financiacién, se estipula que la consideracién
como municipio turistico otorga el derecho a acceder a vias de financiacién
especificas que compensen las mejoras y obligaciones que supone acceder a
cualquiera de las categorias o tipos de municipios turisticos, incluyendo subven-
ciones nominativas por via de convenio con la Generalitat Valenciana y a través
también del Fondo de Cooperacién Municipal Incondicionado de la misma.

3. La traslacién de las herramientas del Municipio Turistico a la
propuesta azul

Nos resulta de interés, por lo tanto y como ya se ha dicho en un apartado
anterior, el hecho de que podamos clasificar a los municipios por su subscrip-
cién a un rango de actividad econédmica y con un peso especifico en ciertos
sectores econdmicos, sean los turisticos, sean como en nuestro caso los azules y
también las posibilidades que esto permite para que la Generalitat Valenciana
implemente mds acertadamente las politicas piblicas que destina al mismo y
se concite la colaboracién entre la esfera local y la esfera autonémica.
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Ademds y en base a las herramientas de las que se dota por los decretos
correspondientes a los municipios turisticos, podemos ver que estos mismos
instrumentos, que con variaciones se van a repetir en parte para el siguiente
ejemplo que vamos a adoptar, que son los municipios industriales, son referen-
cias que también nos pueden servir para los Municipios Azules.

Asi tendriamos lo que se establece para la planificacién, en que nos
remiten a unos planes municipales sectoriales para introducir mejoras en cuanto
a sostenibilidad, empleo, calidad y servicios en la localidad, pero que son
subsumibles en los planes de ordenacién que tiene el sector turistico, segura-
mente mediante aportaciones y concreciones que se adicionan e incorporan al
mismo y evitan hacer y tramitar un plan propio, seria también una referencia
predicable para la planificacién municipal de los Municipios Azules.

Nos resulta también de interés lo que refiere a la gobernanza en la escala
municipal, que pide algdn érgano en el que se encuentren tanto los actores socia-
les y empresariales turisticos de la localidad como el mismo ayuntamiento, o al
menos de los departamentos del consistorio implicados en este ramo, concepto
que podria resultar necesario para la interlocucién y consulta entre el Govern de
la Generalitat y los municipios en lo tocante a la gestién de las politicas azules y
que podria solucionarse mediante estructuras como comités locales sectoriales de
economia azul que son menos complicados de crear que otro tipo de érganos.

Y queda, por fin, la cuestién esencial e imprescindible que da razén de
ser al interés en todo este conjunto de medidas e implicaciones por parte de
las autoridades municipales y los actores privados locales, que es la de la
financiacién pues, efectivamente, se dota de sentido y de repercusién préctica
a todo ello con fondos de cooperacién y subvenciones que ayuden a la moder-
nizacién y emprendimiento en este sector, en nuestro caso, obviamente, el azul.

4. LA IDEA DE LOS MUNICIPIOS INDUSTRIALES VALENCIANOS

1. Las razones que han sustentado la iniciativa de los municipios
industriales y su extrapolacion a la economia azul

Ya revisando el que fue el proyecto de Decreto del Consell sobre las Areas
Industriales Prioritarias de la Comunitat Valenciana y por el que se crearian
los Municipios Industriales Estratégicos podemos ver que se formul, segin
explicaba su predmbulo, bajo unas premisas y motivaciones que parecen
bien arraigadas y razonadas, como eran impulsar medidas que dinamizaran
la actividad econémica y contribuir a que la inversién industrial aportara més
efectivamente sus fuerzas a la salida de la crisis de entonces.

Partia para ello de una idea que era la de sintonizar a las organizaciones
empresariales con las universidades e instituciones econémicas y sociales de
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todo tipo a fin de consensuar la Estrategia de Politica Industrial Visién 2020
que desarrollaba nuestro Consell. Esta estrategia se definié con cinco ejes de
actuacién: calidad del capital humano, 1+D+i empresarial, modernizacién de
la estructura productiva, fomento del crecimiento e internacionalizacién de
nuestra economia; ejes todos ellos que aparejaban unos objetivos entre los
que destacaba que la industria significara un 20% del PIB valenciano en la
exportacién y aumentar ésta hasta un 25%, con una inversién no menor al 2%
del producto en innovacién.

Entre las acciones que iban a permitir este vuelco estaba la creacién de
unas areas industriales prioritarias, afiadiéndose al pack de medidas las que
aportaba las Especializacién Inteligente RIS3-CV que permitiria buscar una
mayor especialidad y particularidad de la produccién, como instaba la politica
regional europea.

Se razonaba que la Comunitat Valenciana estaba situada en un drea privi-
legiada en lo estratégico, con unas buenas infraestructuras portuarias, de entre
las que ha ido destacando y consoliddndose el puerto de Valéncia (ValénciaPort)
—y en un dmbito mds especializado el de Castell6—, pero también unas bue-
nas comunicaciones viarias (aunque adn aguardan el indispensable Corredor
Mediterréneo), aeropuertos, costas, obras hidréulicas, instalaciones de tele-
comunicaciones y unas buenas dotaciones logisticas y de flota de transporte.

A la Estratégia Territorial de la Comunitat Valenciana habia que sumarle
el Plan de Infraestructuras Estratégicas, las actuaciones ATEs de la Ley 1/2012
o la Ley de Ordenacién del Territorio 5/2014, en las cuales la previsién era
ampliar la oferta de suelo industrial.

Pero el principio de actuacién que entendemos mds acertado era que el
esfuerzo debia venir fundamentado en la colaboracién piblico-privada.

2. Definiciones y regulacién

La regulacién de estas dreas arrancé con la Ley 14/2018, de 5 de junio,
de modernizacién y promocién de las dreas industriales de la Comunitat Valen-
ciana, donde ya refiere una clasificacién y un mapa de las mismas, pero seré
el Decreto del Consell 258/2019, de 13 de diciembre el que establecerd el
procedimiento para clasificarlas y quienes tienen competencia para ello, que
es la Conselleria d’Economia Sostenible, mediante resolucién del Conseller a
propuesta del IVACE (Institut Valencia de la Competitivitat Empresarial).

Las dreas industriales prioritarias se concibieron en principio como una
zonas preferentes de nuestro territorio al objeto de promover y desarrollar orde-
nadamente la actividad industrial y ademés donde como obijetivo se pretendia
agilizar las tramitaciones para proyectos piblicos y privados industriales y el
acceso a incentivos publicos, asi como beneficiar la inversién.
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Por lo que respecta al mapa, estd planteado como un censo de todo el
suelo industrial valenciano y sus caracteristicas segin actividades, informacién
que se recaba a través de los ayuntamientos a los que se dirige notificacién
al efecto y que se sistematizan en fichas que se cumplimentan y tramitan
telemdticamente.

Efectivamente, mediante resolucién del Conseller d’Economia Sostenible,
Sectors Productius, Comerc i Treball de fecha 11 de febrero de 2020 se inicié
el procedimiento para la clasificacién de todas las dreas industriales situadas
dentro de nuestro territorio, clasificando finalmente las Areas Industriales en Areas
Bdsicas, Areas Consolidadas y Areas Avanzadas, en funcién de los servicios
ofrecidos a las empresas, con el objeto de establecer distintos niveles de impulso
a la inversién piblica y privada, asi como promover las actuaciones de gestién
y modernizacién en cada espacio, y en Gltimo término oforgar las marcas de
calidad de Municipio Industrial Estratégico o de Municipio Logistico Estratégico.

3. Efectos previstos por la normativa reguladora de los municipios
industriales y clasificacién o tipologia

La mencionada clasificacién del apartado anterior en tipos de dreas corres-
ponde segin la Ley 14/2018 (articulos 30 a 33) con las siguientes definiciones:
las dreas industriales bdsicas son simplemente aquellas que lo sean por pla-
neamiento y las consolidadas las que hayan constituido una entidad de gestién
y modernizacién o de conservacién urbanistica que dispongan de una serie
de dotaciones, mientras que las avanzadas son las que, ademds de disponer
de entidad de gestién o de conservacién urbanistica, dispongan de un rango
més elaborado y selecto de dotaciones que vienen relacionadas en la norma.

Amén de las dotaciones y planeamiento, lo que tiene mayor carga gestora
y con capacidad de introducir elementos competitivos son, por lo tanto, las
entidades de gestién y modernizacién que estén reguladas en la misma ley,
titulo |, capitulo I. Interesa su naturaleza juridica pues se trata de asociaciones
in animo de lucro de base privada pero con finalidades poblicas (por las fina-
lidades que se les pueden encomendar). Se integran de los titulares privados
implicados y los titulares piblicos de dominios o patrimonios inmobiliarios del
drea, de manera automdtica y obligatoria, participando en su sostenimiento
conforme a sus coeficientes.

Sus funciones son las de colaborar con el ayuntamiento en el manteni-
miento y conservacién del drea y en sus servicios, pudiendo incluir servicios
municipales, impulsando la puesta en marcha de infraestructuras, dotaciones y
servicios, (adicionalmente a aquellos que son preceptivos para el ayuntamiento,
claro), trasladando propuestas, informacién, colaborando en la planificacién y
en las funciones publicas que correspondan a esa zona y actividad.
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Otra de los cometidos relevantes que esta normativa prevé es la promo-
cién exterior de las dreas industriales avanzadas (art. 41), ya que, ademds
de obtener beneficios fiscales e impositivos, tendrén presencia individual y
estratégica en eventos comerciales y de promocién de la Generalitat Valen-
ciana a nivel nacional e internacional; se considerardn prioritarias en la
venta de suelo industrial que gestione la Conselleria competente en industria
y ocuparan un espacio destacado en el mapa industrial haciendo hincapié
en las ventajas econdmicas del drea a efectos de atraer inversiones o nuevas
instalaciones.

4. Qué se deduce de la dindmica de clasificaciéon de los municipios
industriales

En cuanto a lo recogido hasta el momento por la regulacién de los muni-
cipios industriales y sus distintos tipos hay que decir que nos encontramos con
una compleja valoracién. Por un lado, la referencia a establecer con estas
herramientas normativas no una simple catalogacién, sino un medio para
vehicular una politica piblica industrial, lo que inspiré las primeras propuestas
de decreto en las que, como hemos ya dicho se pretendia «sintonizar a las
organizaciones empresariales con las universidades e instituciones econdémicas
y sociales» y contribuir a la viabilidad de la estrategia territorial e industrial (11).

Sin embargo, los tipos de dreas industriales tiene una naturaleza esen-
cialmente prdctica, relativa a la clasificacién del suelo y a las dotaciones o
servicios del parque industrial y su zona, algo que para la economia azul no
tiene una importancia ni singularidad diferente a la que pueda fener, si se da
el caso, con cualquier otra industria que se asiente en estos poligonos.

Incluso las entidades de gestidn tienen esta misma vocacién, sélo que nos
ha parecido de interés su personalidad juridica, por aquello de crear entidades
de composicién bastante pareja entre los actores pdblicos y privados y tener
funciones publicas, pero no mucho mds nos parece relevante para nuestro
andlisis.

(11) Algo que también se viene fomentando desde la via puramente sectorial, como
puede verse en el trabajo de J.L. Hervas-Oliver, coord. (2018), realizado a instancia de la
Direccién General de Industria y Energia de la Generalitat Valenciana. Sin embargo parece
en este campo, de nuevo, como por lo demds resulta obvio, que lo sectorial no funciona bien
sin la ayuda de los planes ferritoriales o los instrumentos y herramientas que lo llevan a lo
concreto, a lo fisicamente ubicable, al menos como fomento de su realizacién, de igual manera
que los planes espaciales y sobre el terreno no funcionan en este dmbito si no hay, desde
luego, una politica piblica sectorial y las condiciones propicias para ello, exactamente igual
que ocurrird en el dmbito que nos ocupa de la economia azul, en que a la estrategia maritima
autondmica le conviene la dimensién territorial que le pueden aportar los municipios azules.
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Si es sumamente extrapolable a la propuesta que pretendemos impulsar
la idea de promocién exterior de aquellas dreas que, ademds, tanto como
ventaja intrinseca como en cuanto motivo de atraccién han establecido una
fiscalidad y unas condiciones mds competitivas y favorables a la inversién.
La promocién en ferias, eventos, escaparates al exterior y para la venta son,
pues, al menos dignas de consideracién para procurar que se fije la atencién
y el interés que estos sectores pueden tener.

No podemos dejar de tener en consideracién que del fomento de las
medidas que favorezcan el redimensionamiento de nuestra industria y tejido
productivo y que a la vez procuren su proyeccién exterior, va a depender —en
este momento de creciente competencia internacional y de backshoring— el
poder disefiar espacios inteligentes y adecuados a las necesidades de las
empresas y del mercado, a este escenario la economia valenciana ha debido
ir amolddndose en las Gltimas décadas, como nos recuerda el balance sobre
la economia valenciana que realizan diversos autores (12) y la equivalente
adecuacién, competitividad y actualizacién del dmbito productivo azul, de los
sectores maritimos (sea la ndutica recreativa y su industria, sea la acuicultura,
la biotecnologia marina o la logistica maritima, por citar algunos sectores de
los que nos interesan), requiere de sus propias estrategias y planes que favo-
rezcan espacios adecuados y propicios para ello, lo que nos remite al encaje
de los municipios azules en ese propésito, puesto que lo maritimo «necesita»
de su propia ubicacién y condiciones y podria incentivarse también con sus
propias medidas fiscales o de fomento ad hoc.

(12) F. Pérez, M. Més, J. Quesada, E. Reig, J. S. Pérez, C. Albert, S. Molla y J.C.
Robledo (2022: 12), donde se indica que: «El repaso de la trayectoria de la economia
valenciana durante los cuarenta afios transcurridos desde que se aprobé el Estatut muestra
que, aunque existen similitudes entre los problemas actuales y algunos de los existentes en los
ochenta, las diferencias son abismales: el mundo es muy distinto, nuestros recursos de todo
tipo mucho mds abundantes y nuestro nivel de desarrollo también. Los desafios no son por ello
menores, pero son distintos y también los instrumentos con los que contamos para enfrentarnos
a ellos. Las fortalezas valencianas en este momento son mayores pero la competencia es muy
dura. Nuestra poblacién y nuestra economia son mucho més grandes, se genera mds empleo
y mds cualificado, nuestro nivel de capitalizacién es muy superior y la composicién de nuestros
activos mds productiva. Para llegar hasta aqui hemos vivido una profunda transformacién del
tejido productivo: se ha reducido el peso de la agricultura y las manufacturas, la construccién
ha tenido altibajos y ha aumentado el de los servicios, tanto privados como pdblicos. Esa
recomposicién de los sectores ha llegado al interior de la industria —con pérdida de empleo
en las manufacturas tradicionales y refuerzo de actividades de intensidad tecnolégica media-
alta—, y de los servicios, con refuerzo de las actividades profesionales y tecnolégicas mas
intensivas en capital humano.»
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V. LA MARCA DE CALIDAD Y LOS INSTRUMENTOS DE GOBERNANZA
ESTRATEGICA DE LOS MUNICIPIOS INDUSTRIALES

1. La idea de la marca de calidad del municipio industrial y en
qué nos puede servir para los municipios azules

Mencionaremos, finalmente, las marcas de calidad de «Municipio Indus-
trial Estratégico» y « Municipio Logistico Estratégico» (arts. 42 y 45, respectiva-
mente), aunque fuera de la referencia a una cualificacién especial su contenido
no es sino, de nuevo, el de distinguir dotaciones y beneficios fiscales en una
dmbito espacial, por lo que es aplicable a la idea de los Municipios Azules
pero Unicamente en tanfo en cuanto defiende la idea de remarcar o distinguir
un territorio con unas caracteristicas especiales y hacer valer las ventajas
impositivas y fiscales que pueden ser atractivas. Los Municipios Logisticos sim-
plemente se diferencian por tener infraestructuras logisticas al servicio del drea
industrial, pero con el mismo sentido.

2. Observatorios e Institutos Valencianos de la Estrategia Industrial
Valenciana; una apreciacién interesante para la economia azul

El Instituto Valenciano de las Investigaciones Econémicas (IVIE) (13) fue
creado en 1990 por la Generalitat Valenciana, actualmente estd adscrito a la
Universitat de Valéncia y es una institucién que cuenta con el apoyo de distintas
entidades bancarias y de ahorro, fundaciones privadas y empresariales. Para
el desarrollo de sus investigaciones, el IVIE trabaja en estrecha colaboracién
con las universidades valencianas; de hecho, un grupo de profesores de la
Universitat de Valéncia, la Universitat d’Alacant-Universidad de Alicante, la
Universitat Jaume | y otras universidades dirigen los estudios e investigaciones
de esta institucién.

Este instituto realiza Otiles estudios y publicaciones sobre la economia
valenciana, como por ejemplo la revista GVANext, sobre la utilidad de los
fondos Next Generation en nuestra comunidad. Entre los apartados de inves-
tigacién del instituto encontramos una linea de estudios sectoriales con asis-
tencia técnica a cétedras, universidades y sectores productivos, aunque no
hay ninguno sobre economia azul, algo que deberiamos instar y dinamizar.

En el afio 2013 se cred el Observatorio de la Industria y los Sectores

Econémicos Valencianos (14), como organismo consultivo, de participacién,
asistencia técnica y evaluacién de la Estrategia de Politica Industrial de la

(13) https://www.ivie.es/es_ES/
(14) https://www.ivie.es/es_ES/ptproyecto/the-observatory-of-the-valencian-industry-
and-economic-sectors/
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Comunitat Valenciana (EPI Visién 2020) (15). No hemos encontrado ningdn
estudio en la linea de politicas pdblicas relativos a sectores maritimos o azules,
con lo que no tenemos un érgano correlativo al industrial en la esfera azul ni
tampoco en el apartado de estudios sobre politicas piblicas y la economia
valenciana.

Como ya hemos estudiado, las dreas industriales o municipios industriales
con sus distintas marcas estdn ligados como herramientas que contribuyen a
la EPI Visién 2020, esto es a la Estrategia Industrial Valenciana.

Por lo tanto, en lo analizado hasta el momento —en apartados anteriores
y en este apartado—, podemos observar que la gestién de los municipios
turisticos y de los municipios industriales requiere, por una parte —ya vimos—,
de 6rganos de nivel local que se encarguen de su gobierno, con muy distintas
funciones, en general muy prdcticos y ejecutivos, pero también —como aca-
bamos de relatar— de observatorios de estudio, participacién y colaboracién
en la escala general, autonémica, como el Observatorio Industrial o el Instituto
Valenciano de Tecnologias Turisticas (Invat.tur).

Las dos escalas, la ejecutiva local en un plano y la consultiva y de asis-
tencia técnica autondédmica, en el siguiente plano, son los instrumentos que
deberiamos extrapolar si queremos atenernos en nuestra propuesta a las fér-
mulas de funcionamiento que hemos tomado de referencia, pero el interés por
estos instrumentos y en concreto por el de estudio, participacién y disefio de su
planificacién es especialmente necesario también respecto del funcionamiento
y desarrollo de la Estratégia Blava de la Comunitat Valenciana, méxime ante
las carencias generalizadas que hemos encontrado en este plano en el IVIE,
ausente de lo tocante a la economia azul.

VI. QUE HAY QUE CONSIDERAR PARA DEFINIR A LOS «MUNICIPIOS
AZULES»

1. Unas apreciaciones y razones previas

Considerando, como ya sabemos, lo que se define como economia azul
y también lo que sectorialmente queda englobado en la misma —clasificacién
por sectores de actividad y grupos profesionales o de ocupacién que hallamos
detallada en el documento «Proceso metodolégico para la elaboracién de una
estrategia de la economia azul» de esta misma cdtedra y autores—, no nos
deberia resultar dificil determinar nuestro objeto y por consiguiente qué debe-
mos identificar para calificar a un municipio como azul, o de economia azul.

(15) El observatorio industrial valenciano dio a luz el plan estratégico https://www.
ivie.es/es_ES/ptproyecto/strategic-plan-for-the-valencian-economy/
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Sin embargo, una determinacién Gtil y cualitativa de aquellos municipios
en los cuales la economia azul tiene un peso especifico que los singularice
respecto de los demds no es tan sencilla. Por nuestras caracteristicas econémi-
co-ferritoriales, por ejemplo, una gran parte de nuestras localidades costeras
(si no, casi todas), sea por la ocupacién turistica de la costa (en tanto es un
sector cada vez més unido a un uso activo del mar y su disfrute, que también
es economia azul, aunque sea en esos aspectos concretos), sea por actividades
nduticas o pesqueras (siquiera lo tengan en distinto grado), tendrian una vincu-
lacién, mds o menos relevante, con algunos aspectos de la economia azul, de
manera que podriamos colegir que todos los municipios costeros valencianos,
o prdcticamente casi todos si queremos, serian automdticamente «Municipios
Azules», lo que equivaldria a quitarle sentido y utilidad a esta figura.

Parecida situacién —que precisamente se da también en nuestra costa—
tendrian los municipios turisticos, por lo que en su regulacién se ha optado
por singularizar aquellos que adopten una serie de estrategias de calidad y
gestién, que nos parece una buena forma para determinar que la herramienta
de los municipios turisticos y su marca sirvan a los objetivos de unas politicas
pUblicas autonémicas y a la mejora del producto o servicio turistico.

Sin embargo, tengamos en cuenta que, al menos en la Comunitat Valen-
ciana, promover la iniciativa y consolidacién de una gran oferta turistica y
de una amplia red de alojamientos y restauracién no es el verdadero reto
(porque llevamos décadas engordando y extendiendo con ocio, hoteles y
segundas residencias, las playas y paisajes litorales valencianos, de forma que
hasta a veces nos hemos planteado si era ambientalmente y cualitativamente
sostenible seguir alentando su crecimiento cuantitativo). Esto, es evidente, no
nos ocurre con la economia azul, de la cual es verdad que podemos tener
algunos segmentos méds sélidos en ciertas localidades, como podria ser con
la pesca tradicional, con los grandes puertos y hasta cierto punto con la ndu-
tica recreativa, pero son casos que estdn necesitados ain de inversiones, de
modernizacién y de reacondicionamiento, pero es que fuera de estos puntos,
nos hallamos considerablemente lejos de tener una economia azul realmente
desarrollada, por ejemplo respecto de otros de sus componentes como son la
construccién, reparacién y reciclaje de embarcaciones, la acuicultura sobre
cuyo horizonte seria conveniente centrar un gran refuerzo, la biotecnologia
marina, que de momento sabemos de su enorme potencial pero a la que le
falta subir al escalén del crecimiento y la comercializacién en nuestro mismo
territorio, por no hablar de las energias marinas, ingenieria civil, efc.

Por lo tanto, es légico que la regulacién que tenemos de los municipios
turisticos tenga como objetivo mejorar la calidad y no la cantidad y que la
de los Municipios Azules tenga como objetivo tanto mejoras cualitativas o de
competitividad como cuantitativas y de volumen.
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Consecuentemente, nuestra estrategia en ese sentido —en el de buscar
hacer crecer y alimentar las aspiraciones de crecimiento azul (ordenado, sos-
tenible, inteligente y ambientalmente de excelencia, pero crecimiento)— se
halla més cerca de las motivaciones que empujan a las politicas publicas
industriales al crecimiento en volumen (partiendo la azul de una posicién
considerablemente por detrds de la industrial), por lo que, de la regulacién
de los municipios industriales nos valen ideas o referencias muy concretas,
aunque tampoco es un ejemplo extrapolable con las regulaciones y decretos
que hemos visto, porque las dreas industriales tal y como estdn concebidas en
la reglamentacién se consagran a producir espacios de instalacién y gestién
industrial, cosa que no es exactamente la preocupacién de la economia azul
valenciana como sector emergente en este momento.

Y es que, en realidad, ni el turismo, ni la industria, son sectores emergentes
y la economia azul si, pese a que la idea misma y muchos aspectos de los que
hemos analizado de la regulacién y ordenacién de los municipios turisticos y
de las dreas industriales si nos parecen estupendas analogias desde las que
poner en marcha a los Municipios Azules, porque es cierto que uno es un
sector como decimos emergente y los otros no, pero todos ellos necesitan y
buscan de la promocién, la calidad y modernizacién.

La catalogacién de los municipios turisticos utiliza unos pardmetros cuan-
titativos y cualitativos que, obviamente, no sirven en si mismo para los Muni-
cipios Azules porque son sectores y actividades distintas, refiriendo conforme
al articulo 5.1 del Decreto 5/2020 las siguientes condiciones:

a) Criterio relativo a la poblacién turistica.

b) Criterio relativo al nimero de plazas de alojamiento turistico y de
segunda residencia.

c) Ademds, con cardcter alternativo, se deberd cumplir con, al menos,
uno de los siguientes criterios:

— Contar en su término municipal con algin recurso turistico de primer
orden.

— Acreditar que la actividad turistica representa la base de su economia
o, como minimo, una parte importante de esta.

Estos criterios o condiciones se detallan numéricamente en una relacién
entre nimero de habitantes y porcentaje de turistas, tomando la ocupacién
media anual y estancia media, asi como ofros vectores y proporciones con-
cretas (art. 5.2 y 5.3.

sPor qué referimos esta férmula Porque es una solucién relativamente
sencilla por la cual la ley determina unos pardmetros cuantificables que nos
permiten comprobar el peso especifico de un sector en una localidad. Este
debe ser el sistema o recurso que una futura regulacién de los Municipios
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Azules deberia adoptar, aunque obviamente contabilizando otros pardmetros
de interés para el sector azul.

Hemos seleccionado tres grupos, o mds bien reunido bajo tres epigrafes,
las diversas actividades que caben dentro del dmbito de la economia azul. De
esta manera, podemos tener al menos tres perfiles, por el momento, que carac-
tericen el tipo de economia azul que se encuentra presente en un municipio.
Sin embargo, esto no significa que se propongan como las etiquetas, marcas
o categorizaciones a utilizar o adoptar por la futura norma; no pretendemos
ahora que estos tres epigrafes que usamos para agrupar y analizar los tipos de
actividades presentes sean finalmente categorias de Municipios Azules, entre
otras cosas porque hay algunos ramos de actividad que puede ser que no
estén ubicados en ninguno de estos tres epigrafes, pero sobre todo por que hay
municipios que tendrdn una presencia significativa de dos o més de los grupos
de clasificacién. Hay que encontrar, pues, unas denominaciones expresivas
que sinfeticen més debidamente de qué tipos de Municipios Azules se trata.

Pero para elegir aquellos municipios que entrarian realmente en el con-
cepto cualificado de Municipios Azules hay que seleccionar no solamente por
perfiles de actividad presentes en la localidad, sino también considerando
aquellos municipios que —como ocurre en las dreas industriales y turisticas—
adopten una serie de estrategias de calidad y gestién, pero también de cola-
boracién e implicacién en las politicas publicas sectoriales autonémicas.

Por fin, digamos que, de alguna manera, habria que utilizar los parédmetros
de cantidad y volumen, como hemos visto que utiliza también el decreto turistico,
en su caso con pernoctas, nimero de alojamientos, cantidad de turistas y otros
similares, pero que en los Municipios Azules deberia reflejar el porcentaje de
peso que tiene en esa localidad la economia azul en cualquiera de sus sectores
y el volumen total que tiene respecto del total autonémico.

2. Criterios para catalogar como «Municipio Azul»
A) Municipios con un alto grado de actividad primaria

Nuestra clasificacién, como he dicho, sélo pretende ordenar unos dmbitos
de actividad que, entre otras cosas, pueden dibujar un perfil del tipo de Muni-
cipio Azul y sus caracteristicas respecto de la economia maritima. Desde luego
esta divisidén, puede servir para desarrollar posteriormente una catalogacién
mds adecuada y elaborada que realice la normativa reguladora de los Muni-
cipios Azules, aunque tendremos que tener en cuenta en primer lugar —como
ya razoné en el punto anterior— que raramente se dard la circunstancia de
que Unicamente encontremos un alto grado de actividad primaria y no haya
también de otros tipos de actividad, pero nos referimos a que sea la predo-
minante o de mayor peso y generacién de empleo y producto inferior bruto
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en la escala local y en segundo lugar, tendremos que tener en cuenta unos
pardmetros minimos que signifiquen que en ese municipio dicha actividad sea
realmente significativa, bien por ser superior a la media de otras localidades,
bien porque suponga un porcentaje de su economia local realmente esencial
para dicha poblacién, como también expusimos en el punto anterior y nos
recuerda nuestro propio enunciado al requerir «un alto grado de actividad...».
Valga recordar e insistir en esta consideracién también para el resto de los
otros dos tipos mds de dmbitos econdmicos de los puntos B y C.

Dicho esto, seria propio de la caracterizacién de la actividad primaria la
pesca, la mineria o extraccién de dridos y materiales inertes del fondo, asi como
las actividades de las lonjas y aquellas propias de las cofradias de pescado-
res, pero también a la proteccién del medio natural, que no seria ciertamente
lo que tradicionalmente se ha tomado como sector primario, aunque podria
incluir la extraccién de restos vegetales y su cultivo, como rizomas y hojas
o elementos de las algas, en parte regulados (tengdmoslo en cuenta) por el
reciente Decreto 64/2022 del Consell, de 20 de mayo, que viene a proteger
la posidonia oceanica, cymodocea nodosa y ofras fanerégamas marinas de
nuestras aguas, que en este aspecto asimilariamos a la silvicultura, que es,
como sabemos, también sector primario.

Extendemos la consideracién de este apartado a las labores de proteccién,
conservacién y mejora del medio natural, que sin duda puede cuantificarse
econémicamente y que genera unos ingresos directos (por los trabajos, inves-
tigaciones e inversiones de preservacién y valorizacién del medio), pero sobre
todo indirectos, ya que la proteccién del medio marino valoriza y permite unos
usos que acompaian a ofras actividades intrinsecamente, como el turismo,
buceo, uso del paisaje y su fauna, conservacién de pesquerias, etc.

Incluimos también en este apartado a la acuicultura marina, a las pis-
cifactorias, que segin la CNAE son sector primario, como lo es en tierra la
ganaderia. En este sentido, es un sector en estado de crecimiento, que tiene
una definicién muy evidente pues depende de bateas, granjas de cultivo (animal
o vegetal) y piscifactorias, perfectamente ubicables y concretas.

B) Municipios con un alto grado de actividad nautica-turistica

Debemos comprender que la actividad turistica costera, de la que la Comu-
nitat Valenciana es un verdadero referente internacional, es dependiente de su
entorno en multitud de aspectos, algunos de ellos esenciales y substanciales con
el motivo turistico, como es el disfrute del mar y la playa. Esta circunstancia
ademés ha venido variando con el paso del tiempo, de manera que el disfrute
del mar y la costa ha cobrado nuevas perspectivas con el llamado turismo
activo, hoy por hoy mayoritario, requiriendo servicios que son importantes en
nuestra economia y que justifican incluso la pervivencia del hecho turistico
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en si, como es la ndutica recreativa y las escuelas o empresas de deportes
marinos o de playa, con prdcticas generalizadas actualmente y presentes en
nuestro litoral, como el buceo, snorkeling, paddle-surf, surf, windsurf, kayak,
vela, motos de agua, educacién ambiental, efc.

Como hemos analizado profusamente desde la Catedra d’Economia Blava,
la Comunitat Valenciana se encuentra en un lugar destacado no solamente a
nivel nacional sino incluso dentro del conjunto del Mediterréneo y de Europa,
con un parque de amarres que es el tercero de Espafia, con un nimero muy
destacado de puertos deportivos de calidad, destacando también a nivel estatal
en cuanto a nimero de matriculaciones junto con Catalunya o llles Balears
de embarcaciones de diversas caracteristicas y tamafios y con una gran pro-
visién de pequefias empresas de ocio y deporte, clubs, profesionales, centros
o escuelas (sobre todo de jévenes emprendedores), amén de profesionales y
talleres o negocios de reparacién y mantenimiento de equipos y embarcacio-
nes, fabricacién de componentes, varaderos, comercializacién, brokerage y
arreglo de motores, electrénica naval, trabajos en fibra de vidrio, empresas
de instalacién, velerias y un largo etcétera.

Este conjunto permite un disfrute, en general respetuoso con el medio, que
tiene un margen de crecimiento y resiliencia valioso y una notable repercusién
econdémica directa e indirecta, siendo ademds, uno de los ejes reconocidos
de la politica azul europea. Este dmbito nos requiere de una modernizacién
y promocién, cada vez mds respetuosa con el medio y con una concepcién
mds popular del mar, acceso a rampas publicas, reciclaje de embarcaciones
y nuevos retos como la electrificacién de la ndutica recreativa.

C) Municipios con un alto grado de actividad logistica e industrial
azul

El campo mds destacado de la economia azul es el del transporte de
mercancias y en menor medida de pasajeros, esto es, el dmbito logistico. Por lo
comin dependiente de grandes infraestructuras portuarias y tendente, conforme
indicaba el Libro Azul de los Puertos de Europa a concentrar la actividad en
puertos comerciales bien muy especializados, bien con una gran capacidad
de transformacién del producto, almacenamiento y transporte intermodal. La
Comunitat Valenciana cuenta con uno de los puertos mds competitivos del
Mediterrdneo: el Port de Valéncia es puerta de entrada y salida de mercaderias
y exportaciones o importaciones con una ubicacién estratégica indudable para
recibir o enviar a través del canal de Suez los productos con destino o salida
a Oriente y Oriente Medio, asi como norte de Africa.

Contamos ademds con el Port de Castelld, con un grado de especia-
lizacién y con trdfico creciente y el de Alicante, puerto de naturaleza més
urbana pero en trance de una transformacién digital y aventajado por su facil

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
190 ISSN 2341-2135, nom. 61, Zaragoza, 2024, pp. 170-195



UNA PROPUESTA PARA LA ORDENACION Y REGULACION DE MUNICIPIOS AZULES EN LA COMUNITAT VALENCIANA

conexién con el sureste peninsular. Todos nuestros puertos comerciales, ademds
de otros destacados como el de Dénia por su tréfico con las Baleares y el de
Gandia o Sagunt, dependientes de la Autoridad Portuaria de Valéncia deben
resultar, ademds de puntales imprescindibles de nuestra economia productiva y
comercial, puntales del Corredor Mediterrdneo, red de transporte que aunque
alarga inexplicablemente su ejecucién por parte del Estado, debe ser un gran
canal de desarrollo econémico y logistico vital para nuestro pais, pero también
para el conjunto nacional.

En este dmbito comprendemos también la industria productora de bienes
y elementos maritimos, lo que incluye astilleros, desguace y reciclaje de bar-
cos, motorizaciones, fabricacién de equipos eléctricos, electrénicos, metdlica
naval, componentes y materiales de uso ndutico, confeccién de redes, pero
también las empresas de ingenieria civil, presentes también en la Comunitat
Valenciana y que fabrican elementos de obra maritima, infraestructura, creacién
de arrecifes, obras defensivas y dotacién portuaria.

Hay que destacar como sector o subsector del dmbito productivo emer-
gente y con amplia perspectiva de futuro y valor afiadido las empresas de
biotecnologias azules, estrechamente ligadas a la investigacién y desarrollo
y con un alto componente creativo y tecnolégico, ya que las mismas —como
hemos explicado— tratan de la fabricacién y generacién de componentes ali-
mentarios, farmacéuticos, fitosanitarios, cosméticos, de generacién de nuevos
materiales y utilidades y de aprovechamiento en campos tan dispares como
tejidos, pinturas y Gtiles de naturaleza bioldgica. La misma naturaleza a veces
de vanguardia, investigadora y pionera de las biotecnologias azules requiere
de un importante apoyo de los poderes piblicos y de organismos inversores
o de financiacién, ya que, como hemos explicado en el documento estraté-
gico realizado por la Catedra d’Economia Blava, llega un punto en el que
un extraordinario producto requiere para el salto comercializador del apoyo
externo a las pequefias empresas que lo han generado y de unas facilidades
que permitan que arraigue y genere su produccién en nuestro mismo ferritorio.

Restan, finalmente por incluir aqui, quizd un poco forzadamente, a las
empresas y proyectos de generacién energética marina que, si bien en el
Mediterréneo no tienen el campo més propicio, no dejan de ser un factor de
interés en el actual panorama energético que requiere de un pool en el que se
combinen y sirvan distintas fuentes de produccién eléctrica, para lo cual hemos
de disponer siquiera puntualmente de ingresos energéticos provenientes de la
edlica offshore y de la implementacién de las Gltimas técnicas undimotrices,
que han demostrado aprovechamientos en mares con las caracteristicas del
nuestro y que vienen a servir demandas energéticas concretas en puntos con-
cretos, como se ha demostrado en determinadas instalaciones, en el servicio
a puertos y en pequefios nicleos de poblacién o de turismo.
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VII. QUE EFECTOS DEBERIAN APAREJAR LOS MUNICIPIOS AZULES

192

a)

b)

d)

f)

gl

Implicar a los ayuntamientos en la promocién de la economia azul.

Dar una dimensién local a las politicas publicas azules, poniendo perié-
dicamente en marcha desde la instancia municipal planes o propuestas
localizadas a fin de mantener la etiqueta de Municipio Azul o para
acceder a las ventajas econdémicas o administrativas que se articulen
desde la Generadlitat. La idea es que el Municipio Azul tenga que generar
un plan de mejora azul municipal que se vaya renovando o bien que se
acoja a los planes especificos (sectoriales y/o periédicos) que se generen
a escala autondmica, pero aportando sus propios datos a la misma y
contribuyendo con sus particularidades locales para que se integren

Vincular la Estratégia Blava de la Comunitat Valenciana con la reali-
dad de cada localidad y reforzar la colaboracién con la misma, lo
cual contribuiria a darle una solidez extraordinaria y la identificaria
como propia en la esfera mds préxima a las empresas concretas y
ciudadanos: su propia poblacién.

Establecer responsabilidades y un control efectivo desde la Adminis-
tracién local sobre los sectores azules, de manera que se convierte en
un agente muy Gtil para la realizacién de las directrices, objetivos y
mecanismos de la Estratégia Blava. Con esto conseguimos una doble
via de accién, sea para la inspeccién, sea para la participacién: por
la via autonémica y por la municipal.

Conocer con detalle y de manera real, directa y actualizada el «<Mapa de
I'Economia Blava de la Comunitat Valenciana», municipio por municipio.
Esta es, sin duda la forma mds directa y efectiva de fener al corriente
y fidedignamente esta informacién y este mapa, que es un instrumento
con miltiples posibilidades para las politicas estratégicas azules.

Poner en marcha los Municipios Azules nos va a permitir categorizar
y ordenar los distintos perfiles y fortalezas o debilidades de la econo-
mia azul valenciana en sus distintos puntos espaciales y sectoriales,
es decir, tanto por localizacién como por actividad. Esto ademds de
recoger lo que ocurre en cada municipio nos da una informacién
sumamente Util para identificar los puntos neurdlgicos y con mayor
peso especifico de la economia azul por sectores y tipos de actividad,
aunque también sus carencias, lo que puede orientar la accién poblica
de la Generalitat en este dmbito y reflejard cudl es el comportamiento
del sector sobre nuestro territorio.

Favorecer la modernizacién y una transmisién muy directa de las
herramientas de la Estratégia Blava de la Comunitat Valenciana a sus
protagonistas.
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h)

k)

Dar ventajas fiscales y subvenciones dirigidas expresamente a la
modernizacién y competitividad allé donde haga falta y con la mayor
proximidad e informacién.

La condicién de Municipio Azul deberd aparejar ventajas econdmicas
que incentiven el esfuerzo, la mejora y el reconocimiento a las précticas
empresariales, profesionales y de emprendimiento mds adecuadas.

El tener una red de Municipios Azules nos va ayudar a transmitir la
informacién de manera mds cercana y directa entre los pequefios
actores del sector azul y la Administracién, ya que la Estratégia Blava
debe ser dindmica y genera informacién cada cierto tiempo, pero
también la requiere y la ha de transmitir de manera fécil y accesible
y el escalén municipal sirve para esto.

Promocionar y premiar a los municipios con sectores azules dgiles,
innovadores y responsables, lo que ayudard a que puedan estar mas
facilmente en linea con lo que se hace en el resto de Europa y del
mundo.

Dar a conocer a los inversores los lugares mds interesantes de accién
y poner en valor cada uno de los nicleos con mejores potenciales
y sus caracteristicas. La regulacién deberd prever el acceso de los
Municipios Azules a ferias, eventos, escaparates nacionales e interna-
cionales y hasta si fuera posible campafias de captacién e inversion,
como hacen ya algunos ferritorios.

Evaluar mejor los empleos directos e indirectos, asi como las necesi-
dades de mano de obra o profesional y sus requerimientos de cuali-
ficacién en cada sitio. Ademds, también, facilitaria establecer nuevos
PATE en el sector azul u otras politicas de ocupacién.
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I. INTRODUCCION: CONTEXTO CONSTITUCIONAL.— II. EL MARCO NORMATIVO
DE LA ACCION EXTERIOR AUTONOMICA Y LA PROGRESIVA DESCENTRALIZACION
COMPETENCIAL DE LAS RELACIONES INTERNACIONALES: 1. Los primeros Estatutos de
Autonomia. 2. El avance de la descentralizacién en los Estatutos de segunda generacién:
A) Expansién de las competencias autonémicas en materia de tratados internacionales
recogidas en los nuevos Estatutos de Autonomia. B) Una novedad: la dimensién eurou-
nitaria en los nuevos Estatutos. C) Competencias de proyeccién exterior en los Estatutos
de Autonomia. D) La cooperacién transfronteriza e interregional en los Estatutos de
Autonomia. 3. Dibujando el limite de la reserva estatal para las relaciones internacio-
nales: un andlisis de la jurisprudencia. 4. Ao 2014: la Ley de la Accién y del Servicio
Exterior del Estado y la Ley de Tratados y ofros Acuerdos Internacionales. 5. Entonces,
scudles son las principales dimensiones de la Accién Exterior autonémicaé- lll. ;COMO
SE HA LLEGADO HASTA AQUI2 EL PORQUE DE LA DESCENTRALIZACION EN MATERIA
DE ACCION EXTERIOR EN ESPANA. 1. Adaptacién a las exigencias de una realidad
cada vez més global. 2. Atencién a las demandas de los movimientos nacionalistas.
3. Lla adhesién a una Unién Europea de las regiones. 4. Algunas reflexiones en torno
a la lealtad constitucional.~ IV. LA ACCION EXTERIOR DE ARAGON. 1. La conforma-
cién del actual Servicio de Accidn Exterior: evolucién de las competencias en materia
de accién exterior en la estructura orgdnica del Gobierno de Aragén. 2. El SAEAR
como puente entre Aragén y la Unién Europea. 3. Coordinacién interna de la Accién
Exterior del Gobierno de Aragén: la Comisién Interdepartamental de Accién Exterior
(CIAE). 4. Contribuciones del Gobierno de Aragdn a la Estrategia de Accidn Exterior
del Estado y participacién en el Informe Anual de Accién Exterior. 5. La participacién
del Gobierno de Aragén en las relaciones con la Unién Europea. A) Nivel interno: la
participacién de Aragdn en las fases ascendente y descendente. B) Nivel externo: la
participacién directa de Aragén en las instituciones de la Unién Europea. é. Proyec-
cién exterior de la Comunidad Auténoma de Aragén. 7. Cooperacién transfronteriza
e interregional. A) Cooperacién transfronteriza multilateral a través de la participacién
del Gobierno de Aragén en el Consorcio de la Comunidad de Trabajo de los Pirineos.
B) Convenios Marco de cooperacién transfronteriza bilateral entre el Gobierno de Ara-

(*) Trabajo recibido en esta Revista con fecha 23/10/2023 y evaluado favorablemente
para su publicacién el 31/01/2024.
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gén y las regiones francesas de Nueva Aquitania y Occitania. 8. Breve mencién a la
cooperacién al desarrollo del Gobierno de Aragén.— V. ALGUNAS IDEAS A MODO DE
CONCLUSION.- VI. REFERENCIAS BIBLIOGRAFICAS

RESUMEN: Este articulo describe el proceso de descentralizacién que ha atrave-
sado Espafia en relacién con sus competencias en materia de relaciones internacionales,
prestando especial atencién a la Accién Exterior de la Comunidad Auténoma de Aragén.
La investigacién se ha realizado a partir de un contacto directo con la Administracién
pUblica del Gobierno de Aragén, sumado a una revisién sistemdtica del marco juridico.
La realidad de un mundo globalizado, la propia politica de la Unién Europea y las
presiones de los partidos independentistas son tres factores claves para entender la
descentralizacién competencial que presenta la accién exterior en Espafia. Una descen-
tralizacién consolidada, principalmente, por el contenido de los Estatutos de Autonomia
y por una jurisprudencia cada vez més favorable a la participacién autonémica en los
asuntos exteriores. Se plantea la hipétesis de que este proceso descentralizador se acelere
a lo largo de la préxima legislatura como consecuencia del poder de negociacién que
actualmente ostenta el independentismo cataldn. Una mirada a la Comunidad Auténoma
de Aragén demuestra que una descentralizacién en materia de accién exterior compatible
con un contexto de lealtad institucional es posible.

Palabras clave: Accién Exterior; relaciones internacionales; descentralizacién; leal-
tad institucional; cooperacién transfronteriza; Unién Europea; Aragén (Espaiia).

THE EXTERNAL ACTION OF ARAGON: A LOOK INTO THE «INTERNATIO-
NAL RELATIONS» OF THE AUTONOMOUS COMMUNITIES

ABSTRACT: This article describes the decentralisation process that Spain has under-
gone regarding compefences related to international relations, paying particular attention
to the External Action of the autonomous community of Aragon. The research has been
conducted through direct contact with the public administration of the Government of
Aragon, along with a systematic review of the legal framework involved. The reality of
a globalised world, the European Union’s own policies, and the pressures from inde-
pendence-seeking parties are three key factors to understand the decentralization of
competences that the external action in Spain exhibits. This decentralisation is primarily
consolidated through the content of the Statutes of Autonomy and an increasingly favo-
rable jurisprudence towards autonomous participation in foreign affairs. The possibility
is raised that this decentralising process may accelerate over the next legislative term
due to the negotiation power currently held by the Catalan independence movement.
A look into the Autonomous Community of Aragon reveals that it is possible to have a
decentralised external action that is also compatible with a context of institutional loyalty.

Key words: External Action; international relations; decentralisation; institutional
loyalty; cross-border cooperation; European Union; Aragon (Spain).
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I. INTRODUCCION: CONTEXTO CONSTITUCIONAL

El desarrollo de la accién exterior de las comunidades auténomas surge
en un contexto en el que estas han ido demandando una proyeccién inter-
nacional cada vez mayor (Y. GamarrA CHoro, 2010: 887), tanto por motivos
financieros como histéricos y politicos {J. Tubeta ARANDA, citado en Y. GAMARRA
CHoro, 2010: 887). Esto se ha traducido en una progresiva descentralizacién
de la competencia exclusiva del Estado para las relaciones internacionales.

De hecho, en el Decreto 56/2012, de 7 de marzo, del Gobierno de
Aragén, por el que se crea y regula la Comisién Interdepartamental de Accién
Exterior del Gobierno de Aragén, se afirma que «la presencia en el exterior
de la Comunidad Auténoma de Aragén constituye un avance en la mejora
del autogobierno aragonés» y en «la defensa de los intereses generales de
los ciudadanos aragoneses».

En los debates previos a la configuracién de la Norma Fundamental, parla-
mentarios vascos y catalanes de ideologia independentista reclamaban mayores
competencias para las comunidades auténomas en materia de tratados. Como
se comentard mds adelante, estas aspiraciones internacionales han demostrado
ser una constante en aquellos partidos de corte nacionalista periférico, quienes
han jugado —y, seguramente, lo seguirdn haciendo— un papel esencial en
el proceso de descentralizacién en materia de relaciones internacionales que
Espafia ha experimentado a lo largo de las dltimas décadas.

Es necesario subrayar que desde el principio existié un rechazo general
por parte del parlamento constituyente hacia las tendencias descentralizado-
ras por las que abogaban estos grupos. Desde luego, el texto constitucional
no recoge previsién alguna de una posible dimensién exterior de las compe-
tencias autonémicas. Todo lo contrario, la Constitucién Espafola (CE) reserva
al Estado la competencia exclusiva en materia de relaciones internacionales,
asi como la direccién de la politica exterior y la potestad para concluir
tratados internacionales, ademds de reservar al Rey la representacién de la
Nacién en el extranjero. Sin embargo, los Estatutos de Autonomia originales
que se aprobaron poco tiempo después si que atribuyeron a sus respecti-
vas comunidades auténomas ciertas competencias en materia de relaciones
internacionales.

Este articulo busca aprovechar la informacién recopilada tras un contacto
directo con la Administracién publica del Gobierno de Aragén y su personal
funcionario (1) para arrojar luz sobre el desarrollo de las politicas pudblicas

(1) La autora desea mostrar su agradecimiento al Servicio de Accién Exterior del
Gobierno de Aragén y al resto del personal funcionario que ha colaborado con esta investi-
gacién por sus valiosas aportaciones.
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relacionadas con la accién exterior aragonesa (2). Por cuestiones de extensidn,
la mencién de este articulo a la cooperacién para el desarrollo queda reducida
a una breve pincelada. Se trata, sin duda, de una dimensién sustancial de la
accién exterior para la que ademds las comunidades auténomas gozan de
particular autonomia. Esto hace que la contribucién de Aragén a esta materia
sea abundante y que merezca, por si misma, una investigacién aparte.

Il. EL MARCO NORMATIVO DE LA ACCI()N EXTERIOR AUTONOMICA
Y LA PROGRESIVA DESCENTRALIZACION COMPETENCIAL DE LAS
RELACIONES INTERNACIONALES

1. Los primeros Estatutos de Autonomia

Como ya se ha puntualizado en la doctrina (por ejemplo, J. DE MiGuUEL
ZARAGOZA, 1985: 367; A. ManGas MarTiN, 2020: 80), los intentos de incluir en
el texto constitucional el derecho de las comunidades auténomas a consultar
al Gobierno durante la elaboracién de un tratado internacional recibieron un
claro rechazo en el parlamento constituyente. Asi, el diputado cataldn Barrera
Costa defendié en dos ocasiones la necesidad de que una comunidad auté-
noma fuese escuchada cuando un tratado pudiese «afectar» a sus «condiciones
particulares», argumentando que la Gnica obligacién para el Estado seria la
de consulta. En ambos casos la propuesta fue ampliamente descartada, como
también lo fue el voto particular n.° 424 del Grupo Parlamentario Vasco que
sugeria lo mismo en términos de «las condiciones particulares» de los habitantes
de una comunidad auténoma.

Efectivamente, estas pretensiones no se vieron reflejadas en el texto cons-
titucional. La Constitucién otorga al Estado competencia exclusiva sobre las
relaciones internacionales (3) (art. 149.1.3 CE), establece que el Gobierno es
el director de la politica exterior de la Nacién y no se contempla la participa-
cién autondmica en el proceso de elaboracién de tratados (arts. 93 y 94 CE).
Con cardcter general, no se recoge ninguna referencia a una posible accién
exterior de las comunidades auténomas.

A la vista de la resistencia exhibida durante el proceso constituyente por
parte de la mayoria de los grupos parlamentarios, el silencio de la Constitucién

(2) En este sentido, el presente articulo busca sumarse al extenso trabajo llevado a
cabo por Sergio Salinas Alcega, catedrdtico de Derecho Internacional Piblico y Relaciones
Internacionales de la Universidad de Zaragoza (S. Saunas, 2009; 2010; 2014).

(3) El Tribunal Constitucional (en adelante, TC) ha confirmado en repetidas ocasiones
que la celebracién de tratados o ius contrahendi entra dentro de las competencias consideradas
de «relaciones internacionales» que la Norma Fundamental reserva en exclusiva al Estado.
Sobre este punto se profundizard més adelante.
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con respecto a la actividad exterior de las comunidades auténomas responde
claramente a «un rechazo consciente» que, en el caso concreto del art. 93
CE, demuestra una oposicién inicial ante la idea de que las nacionalidades y
regiones pudiesen participar en el desarrollo normativo del Derecho derivado
(J. DE MiGuUEL ZARAGOZA, 1985: 372). Esto contrasta con las competencias que
las diferentes comunidades auténomas han logrado incluir en sus respectivos
Estatutos de Autonomia, tanto en los textos originales como en las reformas
estatutarias llevadas a cabo en la década de los afios 2000.

Para ilustrar este punto, se plantea una revisién sistemdtica de las diferentes
competencias en materia de accién exterior recogidas en los Estatutos de Auto-
nomia, empezando por las primeras versiones y terminando por los Estatutos
reformados. Como se verd, las primeras competencias de accién exterior que
se les reconocen a las comunidades auténomas en los Estatutos de Autonomia
originales son en materia de tratados. Posteriormente, a medida que avanzaba
el proceso descentralizador de las relaciones internacionales del Estado y se
aprobaban las reformas estatutarias, se ampliaron los mecanismos de proyec-
cién exterior autonémica y se reconocieron formalmente las diversas vias de
participacién de las comunidades auténomas en la esfera eurounitaria (4).

No todas las autonomias se adjudicaron inicialmente las mismas competen-
cias en materia de tratados, y en la doctrina podemos encontrar clasificaciones
diferentes de los Estatutos en funcién de qué dimensiones del ius contrahendi
fueron incluidas en cada uno. De esta manera, se encuentra el derecho a instar
al Gobierno a que celebre un tratado (derecho de instancia), el derecho de una
comunidad auténoma a ser informada de la celebracién de un tratado (derecho
de informacién) y el derecho autonémico a implementar medidas en ejecucién
de un tratado (derecho de ejecucién). Por un lado, Remiro Brotons (citado en S.
SAUNAS ALCEGA, 2010) realiza una distincién entre aquellos Estatutos que habian
incluido el derecho de instancia, los que habian incluido el de informacién,
los que habian incluido los dos y los que no habian incluido ninguno. Sin
embargo, no parece fener en cuenta el derecho de ejecucién. Por ofro, J. De
MicueL Zaracoza (1985: 372) clasifica los Estatutos en aquellos que habrian
incorporado el derecho de ejecucién, aquellos que habrian incorporado tanto

(4) Tras la aprobacién del Tratado de Lisboa, el término «comunitario» para referirse
a todo lo relativo a la —hasta aquel entonces— Comunidad Econémica Europea quedaba
obsoleto. A lo largo del propio Tratado, se sustituye dicho adjetivo por «de la Unién», deci-
sién linglistica que algunos Estados miembros como Francia y Espaiia han decidido imitar,
siendo esta la opcién que prevalece en la doctrina de estos paises, asi como en todas las
traducciones del Derecho derivado en espafiol y francés. En ltalia, sin embargo, algunos
autores han acufiado (junto a «unionale») el término «eurounitario». Es el caso de Antonio
Ruggeri, profesor emérito de Derecho Constitucional de la Universidad de Messina, quien se
ha pronunciado al respecto en varias ocasiones defendiendo el uso del neologismo. En este
articulo se ha optado por emplear indistintamente «eurounitario», «europeo» y «de la Unién».
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el de ejecucién como el de informacién, y los que no habrian incorporado
ninguno de estos, dejando fuera el derecho de instancia. Por este motivo, en
este articulo se ha decidido aunar ambas clasificaciones —profundizando mas
en las diferentes redacciones— para ofrecer un panorama completo de las
competencias en materia de tratados que recogian los Estatutos originales. De
esta manera, se pueden sistematizar en:

— Derecho de ejecucidn, instancia e informacién: Andalucia (ejecucién,
art. 23.2; instancia, arts. 23.3 y 72.5; informacién, art. 23.1), Astu-
rias (ejecucién, art. 12.b; instancia, art. 8; informacién, art. 34.3),
Pais Vasco (ejecucién, art. 20.3; instancia, art. 6.5; informacién, art.
20.5), Catalufia (ejecucién, art. 27.3; instancia, art. 27.4; informa-
cién, art. 27.5) y Aragén (ejecucién, art. 40.2; instancia, art. 40.1;
informacién, art. 16.k).

— Derecho de ejecucién e instancia: Castilla-la Mancha (ejecucién, art.
34; instancia, arts. 7 y 40), Extremadura (ejecucién, art. 9; instancia,
art. 3), Castilla y Ledn (ejecucién, art. 28.7; instancia, art. 6) y Baleares
(ejecucidn, art. 12.1; instancia, art. 8.2).

— Derecho de ejecucién e informacién: Murcia (art. 12.2), Canarias
(ejecucién, art. 37.2; informacién, art. 37.1), Madrid (ejecucién, art.
33.2; informacién, art. 33.1), Navarra (ejecucién, art. 58.2; informa-
cién, art. 68).

— Derecho de instancia: Galicia (arts. 35.3 y 7.2) y Cantabria (art. 4).

— Ninguna competencia: La Rioja y Comunidad Valenciana.

Como ya sefalé en su momento J. De MicueL ZaraGozA (1985: 379), la
redaccién de los Estatutos revela una diferencia cualitativa entre las materias
que son competencia de una comunidad auténoma y las que son objeto de su
especifico interés, siendo esta Ultima nocién mucho mds subjetiva y permitiendo
que las comunidades auténomas puedan esgrimir un interés para una amplia
variedad de materias fuera de su orden competencial.

Asi, todos los Estatutos originales que recogieron el derecho de ejecucién
especificaron que se referian a aquellos tratados que afectaran a materias de su
competencia, y todos los que reservaron el derecho de informacién hacian alu-
sién al interés especifico de la comunidad auténoma. Por su parte, el derecho de
instancia presentaba ya en ese momento diferentes matices. La mayoria de las
comunidades auténomas se reservaron la posibilidad de solicitar al Gobierno
la celebracién de tratados con aquellos paises donde existieran comunidades
de personas originarias de la comunidad auténoma (Asturias, Galicia, Canta-
bria, Castilla-Lla Mancha, Extremadura, Catalufia, Baleares), aunque también
se tuvieron en cuenta la presencia de lazos culturales o lingiisticos entre la
autonomia y el Estado extranjero en cuestién (Andalucia, Catalufa, Pais Vasco
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y Galicia). Por ofro lado, Andalucia y Castilla-Lla Mancha fueron las dnicas
en hacer referencia a los paises receptores de emigrantes de sus respectivas
comunidades auténomas. Tal y como indica S. Saunas Alceca (2010: 936),
destaca particularmente el caso de Aragén, ya que fue la primera comunidad
auténoma en hacer referencia a su situacién fronteriza como motivo para
solicitar al Estado la celebracién de tratados con paises vecinos. De hecho, el
Gobierno de Aragén ha defendido en numerosas ocasiones la necesidad de
mejorar las conexiones ferroviarias por el Pirineo central aludiendo al carécter
fronterizo de la regién (N. FernAnpEz Sola, 2007: 5). También llama la aten-
cién el caso de Canarias, que a la hora de ser informada por el Estado de
la celebracién de un tratado que pueda afectar a «materias de su interés»,
fue la nica comunidad auténoma que se reservé la potestad de comunicar
su «parecer» al Estado.

Por lo tanto, puede apreciarse una clara diferencia entre el debate consti-
tuyente en materia de relaciones internacionales y las consideraciones tenidas
en cuenta a la hora de aprobar los Estatutos de Autonomia, apenas unos
afios después. Es decir, las demandas del diputado Barrera que, como se ha
visto, fueron rechazadas por el constituyente, pronto fueron satisfechas por
el legislador estatuyente. En este sentido, A. MaNnGAs MartiN (2020: 81) ha
criticado la «flexibilidad» de una Constitucién que, mas que ampliada por los
Estatutos de Autonomia, habria sido reformada. Pero esta descentralizacién
que ya se aprecia en los textos originales se iria consolidando, como se verd
a continuacidn, con las sucesivas reformas estatutarias llevadas a cabo.

2. El avance de la descentralizaciéon en los Estatutos de segunda
generacion

Ya en aquel entonces la doctrina pronosticaba que este proceso des-
centralizador iria a mds (). DE MiGUEL ZARAGOZA, 1985: 367; J. M. PelAez
MarON, 1985: 383). Esta perspectiva generé ciertos impulsos centralizadores
por parte del Estado a raiz del proceso de integracién europea (entre 1986
y 1992, aproximadamente), bajo el argumento de que el Gnico responsable
de garantizar el correcto cumplimiento del Derecho de la Unién Europea era
el Gobierno central de cada Estado miembro (D. OrboREz Sotis, 2007: 70).
Efectivamente, asi se establece en el art. 258 del Tratado de Funcionamiento de
la Unién Europea y asi lo confirman sentencias como la Sentencia del Tribunal
de Justicia de las Comunidades Europeas de 25 de mayo de 1982 y, en el
caso de Espafa, asi lo recoge el art. 93 CE.

Sin embargo, dotar a la actividad autonémica de una dimensién eurounita-
ria fue también una manera de compensar el «vaciado» competencial producido
por la cesién en beneficio de la UE de competencias originalmente atribuidas a

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
202 ISSN 2341-2135, nom. 61, Zaragoza, 2024, pp. 196243



LA ACCION EXTERIOR DE ARAGON: UNA MIRADA A LAS «RELACIONES INTERNACIONALES>. ..

las comunidades auténomas en sus Estatutos de Autonomia (N. FERNANDEZ SoOLA,
2007: 8; A. Mancas MarTiN y D. J. LIRAN NoGueras, 2017: 515). Es natural, por
lo tanto, que el factor comin a todos los Estatutos reformados sea la «pretensién
de autoafirmacién europea» que en varias ocasiones ha sefialado la doctrina
(D. OroorEz Sotis, 2007: 75; Y. Gamarra CHoro, 2010: 890). Por ofra parte,
también se ampliaron las competencias en materia de tratados, proyeccién
exterior y cooperacién. Los principales factores que contribuyeron al desarrollo
de esta progresiva descentralizacién de la accién exterior pese a la resistencia
inicial del poder central se comentardn con detenimiento mds adelante.

A) Expansién de las competencias autonémicas en materia de
tratados internacionales recogidas en los nuevos Estatutos de
Autonomia

Con el tiempo, algunas comunidades auténomas que inicialmente no lo
habian hecho se atribuyeron derechos de informacién, como Extremadura
(art. 69.2), Castilla y Leén (art. 240.1), Baleares (art. 102.1), Comunidad
Valenciana (art. 62.1.d), Cantabria (art. 9.13) y La Rioja (14.7). También se
ampliaron los derechos de ejecucién, como en el caso de La Rioja (art. 14.6)
y Comunidad Valenciana (art. 62.1.¢), siendo Galicia y Cantabria las dnicas
comunidades auténomas que no han recogido esta facultad en sus Estatutos.
Esto podria deberse a que, como indica S. SauNAs Alceca (2010: 940), el
derecho de ejecucién se da por supuesto en el caso de aquellas materias que
pertenecen al orden competencial de las autonomias, independientemente de
que estas decidan incorporarlo a sus respectivos Estatutos.

Para el caso aragonés, tras la reforma de la norma fundante autonémica
del afio 2007, los derechos de instancia, informacién y ejecucién del Estatuto
de Autonomia de Aragén (en adelante, EAAr) quedan recogidos en el art.
97, ademds de incorporar el derecho de instancia con respecto a aquellos
paises en los que existen comunidades de aragoneses (art. 8.2). También lo
incluyen Catalufa (art. 13), Andalucia (art. 6.2), La Rioja (art. 6.4), Comunidad
Valenciana (art. 3.3) y Canarias (198.3) con sus respectivas comunidades en
el exterior. Ademds, como puntualiza S. Saunas Alceca (2010: 937), Canarias
(art. 198.3) y Castilla y Ledn (art. 68.1) introducen una alusién a su situacién
geogrdfica en relacién con el derecho de instancia por efecto mimesis con el
primer Estatuto de Autonomia de Aragén. Por otra parte, Andalucia (art. 243)
y Baleares (art. 5) incorporan una referencia a los vinculos histéricos, cultura-
les o lingUisticos compartidos con el Estado extranjero en cuestién. Andalucia
(art. 240.3) también reclama el derecho a solicitar al Estado la celebracién
de tratados en cuestiones relacionadas con materias de su competencia, junto
con Catalufia (art. 196.3). De manera similar, pero con materias que tienen
interés para la comunidad auténoma, lo recogen Madrid (art. 32.1), La Rioja
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(art. 14.7), Navarra (art. 68bis.3), Baleares (art. 102.3) y Extremadura (art.
69.1.¢).

Ademds, Aragén (art. 97.2) recoge la posibilidad de solicitar la inclusién
de representantes autonémicos en la delegacién negociadora del Estado para
la celebracién de tratados internacionales, como también lo hacen Cataluiia
(art. 196.2), Andalucia (art. 240), Castilla y Leén (art. 68.3), Baleares (art.
102.2) y Extremadura (art. 69.2).

B) Una novedad: la dimensién eurounitaria en los nuevos Estatutos

Con cardcter previo a las reformas estatutarias que se llevaron a cabo a
partir del afio 2005, la dimensién europea de las politicas de accién exterior
que las comunidades auténomas ya llevaban tiempo desarrollando en la préc-
tica no aparecia reflejada de manera directa en los Estatutos de Autonomia.
Dichas modificaciones se aseguraron de solucionar los vacios juridicos que
existian con respecto a la participacién autonémica en los asuntos eurounitarios,
reflejando la importancia que esta dimensién europea habia cobrado para las
comunidades auténomas (Y. Gamarra CHopo, 2010: 890).

La Comunidad Auténoma de Aragén dedica el Capitulo lll de su EAAr a
las relaciones con la Unién Europea (5). Se recoge la intencién futura de crear
una delegacién () ante las instituciones europeas para defender sus intereses
autonémicos (art. 92.2). Con respecto a la fase de colaboracién con el Estado
en la formacién del Derecho eurounitario, se prevé la participacién de la
Comunidad Auténoma de Aragédn en la formacién de la posicién estatal ante
la Unién (art. 93.1), asi como el control de los principios de subsidiariedad y
proporcionalidad de las iniciativas normativas eurounitarias por parte de las
Cortes de Aragén (art. 93.3). También se contempla la participacién directa
de la Comunidad Auténoma de Aragédn en las instituciones de la UE, lo que
se corresponde con la fase ascendente directa (art. 94). Por su parte, el EAAr
recoge la aplicacién y desarrollo del Derecho de la Unién dentro de su dmbito
competencial (art. 93.2). Por dltimo, la Comunidad Auténoma de Aragén se
reserva el derecho a solicitar al Estado que defienda los intereses autonédmicos
ante el Tribunal de Justicia de la Unién Europea (art. 95).

(5) En todo caso, debe tenerse presente como mero recordatorio, que el EAAr no solo
es la norma fundamente del ordenamiento juridico autonémico, sino que es una Ley Orgdnica
del Estado, aprobada por las Cortes Generales. Ello resulta relevante por cuanto el Estatuto no
solo manifiesta la voluntad de la Comunidad Auténoma de participar en la politica europea,
sino que cuenta con el voto mayoritario del parlamento espafiol en esa direccién.

(6) A pesar de esta previsién, la Comunidad Auténoma de Aragén adn no ha otorgado
a la Oficina del Gobierno de Aragén ante la Unién Europea que abrié en los afios 90 el
carécter de delegacién, como se comentard més adelante.
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C) Competencias de proyeccion exterior en los Estatutos de Auto-
nomia

Con el objetivo de proyectar la Comunidad Auténoma de Aragén al exte-
rior y de promover sus intereses autondmicos, el art. 96.1 prevé la apertura
de oficinas en el exterior. Otro mecanismo que se reserva Aragén para este
fin es la capacidad de suscribir acuerdos de colaboracién en el dmbito de
sus competencias (art. 96.2). El término acuerdos de colaboracién se utiliza
para separar esta previsién de la celebracién de tratados internacionales que
corresponde exclusivamente al Estado (S. SauNas Aiceca, 2010: 934). Esta
herramienta de proyeccién exterior aparece en todos los Estatutos de Autonomia
reformados, salvo en el de Castilla-la Mancha.

D) La cooperacion transfronteriza e interregional en los Estatutos
de Autonomia

Finalmente, el EAAr reformado incorpora una alusién directa a la coope-
racién transfronteriza e interregional que siempre ha constituido una dimensién
clave de la accién exterior del ferritorio, antes incluso de su incorporacién a
la Unién Europea (art. 98). En el marco de la cooperacién interregional que,
como se comentard mds adelante, lleva a cabo el Gobierno de Aragén (por
ejemplo, entre Aragén, Catalufia, Navarra y Pais Vasco a través de la Comuni-
dad de Trabajo de los Pirineos, donde cooperan con las regiones francesas de
Occitania y Nueva Aquitania), cobra también relevancia el capitulo segundo
del Titulo VII que versa sobre las relaciones entre comunidades auténomas. En
él se establece que la comunidad auténoma tiene la capacidad de colaborar
con ofros territorios autonémicos, especialmente si comparten algin vinculo
histérico o territorial, o si tienen intereses comunes (art. 91.1), pudiendo incluso
suscribir «convenios de colaboracién para la gestién y prestacién de servicios
propios de su competencia» (art. 91.2). La geografia al final manda.

3. Dibujando el limite de la reserva estatal para las relaciones
internacionales: un andlisis de la jurisprudencia

La jurisprudencia constitucional ha ido concretando el alcance de las
competencias en materia de accién exterior que las comunidades auténomas se
han ido reservando en sus correspondientes Estatutos de Autonomia. El Tribunal
Constitucional (TC) ya ha dictaminado en varias ocasiones (7) que no debe
confundirse toda competencia relativa a la accién exterior con las relaciones
internacionales que el art. 149.1.3 CE reserva en exclusiva al Estado.

(7) Por todas: STC 125/1984, de 20 de diciembre de 1984; STC 153/1989, fun-
damento juridico 8.%; STC 165/1994, de 26 de mayo de 1994, fundamento juridico 5.°.
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No obstante, se ha producido un cambio de parecer en lo relativo a
esa cuestion, o al menos un relajamiento progresivo con respecto a algunas
sentencias previas (N. FERNANDEZ Sota, 2007: 3; S. Saunas Alceca, 2010:
926). Por ejemplo, en la STC 44/1982, de 8 de julio, si bien es cierto que
el TC reconocia el derecho de las comunidades auténomas a ejecutar trata-
dos internacionales sin que esto supusiese una invasién del art. 149.1.3 CE,
también planteaba que «la dimensién internacional» de una materia bastaba
para que esta pasara a ser competencia del Estado (fundamento juridico 4.°).
Poco tiempo después, sin embargo, el TC sentenciaba que la aplicacién de
un tratado internacional no era motivo suficiente para adjudicar al Estado
la cuestién, y que habia que atender al orden competencial de la materia
involucrada (STC 153/1989, de 5 de octubre, fundamento juridico 8.°), y asi
lo han confirmado sentencias posteriores. Por ejemplo, en la STC 165/1994
(fundamento juridico 6.°) se concluye que «no toda “actividad de relacién exte-
rior” de una comunidad auténoma supondrd {...) una infraccién de la reserva
estatal del art. 149.1.3 CE», y también lo confirma la STC 31/2010, de 28
de junio, fundamento juridico 125.°. De no ser asi, el TC reconoce que «se
produciria una reordenacién del propio orden constitucional de distribucién

de competencias» (STC 80/1993, de 8 de marzo, fundamento juridico 3.°).

El TC ha ido definiendo qué competencias entran dentro de las «relaciones
internacionales» (STC 137/1989, fundamento juridico 4.°; 153/1989, funda-
mento juridico 8.%; 165/1994, fundamento juridico 6.°), insistiendo en todas
estas senfencias en que las relaciones exteriores de las comunidades auténomas
no pueden invadir la reserva estatal para las relaciones internacionales, ni
tampoco contradecir lo que establezca el Estado como director de la politica
exterior. Sin embargo, de acuerdo con A. MaNGAs MarTiN (2020: 84), el TC se
ha acostumbrado a «pulverizar» esos limites, abriendo la puerta a la descen-
tralizacién reflejada en los nuevos Estatutos, ciertas leyes estatales y «précticas
avanzadas de emulacién de un Estado por la administracién catalanas (8).

Ademds, dicha autora afirma que el TC ha demostrado al menos en
dos pronunciamientos jurisprudenciales una actitud tan complaciente como
incomprensible con las pretensiones separatistas: la STC 228/2016, de 22 de
diciembre, en la que se recurre la Ley del Parlamento de Catalufia 16/2014,
de accién exterior y relaciones con la Unién Europea, y la STC 135/2020,
de 23 de septiembre, en la que se recurre el Plan estratégico de accién exte-
rior y de relaciones con la UE 2019-2022 impulsado por la Generalidad. La
autora denuncia la pasividad del TC, que en ambos casos se limité a suprimir
y enmendar partes sueltas de los textos (p. 96), pero que no vio problema

(8) Se refiere, en concreto, a la descontrolada apertura de delegaciones exteriores con
pretensiones de embajada por parte de Catalufia.
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alguno con aspiraciones tales como el «posicionamiento de Catalufia en el
exterior como actor internacional activo» o la generacién «en el exterior [de]
una opinién piblica positiva hacia Catalufia y potenciar el prestigio e influencia
internacionales del pais» (Ley 16/2014, art. 1). Por otra parte, se declararon
inconstitucionales aspectos como «la instauracién de relaciones bilaterales con
cuerpos consulares extranjeros» o las referencias a una «diplomacia piblica»

(O. Moreno CorcHetg, 2018: 168).

Por ofra parte, ante el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el
Gobierno canario contra la Ley 2/2014 de la Accién y del Servicio Exterior
del Estado - ley que se comentard en profundidad a continuacién— el Tribunal
Constitucional establecié en su Sentencia 85/2016 que la coordinacién de
la accién exterior autonémica por parte del Estado no supone imponer una
misma accién exterior para todas las comunidades auténomas hasta el punto
de invadir la dimensién exterior de las competencias autondmicas, sino evitar
contradicciones en la accién exterior que se lleva a cabo en los diferentes
niveles de gobierno de Espaiia.

4. Ao 2014: la Ley de la Accién y del Servicio Exterior del Estado
y la Ley de Tratados y otros Acuerdos Internacionales

La Ley 2/2014, de 25 de marzo, de la Accién y del Servicio Exterior
del Estado (en adelante, LASEE) y la Ley 25/2014, de 27 de noviembre, de
Tratados y otros Acuerdos Internacionales (ley de Tratados) han permitido
delimitar mejor cudl es el nicleo esencial de la competencia exclusiva del
Estado en materia de relaciones internacionales, regulando su participacién
en la Accién Exterior y la Politica Exterior del Estado (9), solucionando algunas
lagunas y ambigiedades (S. HernANDEZ MarTiN, 2015: 12). No obstante, la
LASEE no estd exenta de fallos técnicos —como ha llegado a sefalar incluso
el propio Consejo de Estado— que podrian obstaculizar la correcta aplicacién
de una norma que sin duda resultaba necesaria (R. Garcia Pérez, 2014: 6-7).

(9) La Politica Exterior del Estado hace referencia a la planificacién y desarrollo de las
lineas de actuacién que definen la relacién del Gobierno con otros actores internacionales,
mientras que la Accién Exterior del Estado consiste en todas aquellas actuaciones llevadas a
cabo por «los érganos constitucionales, las Administraciones piblicas y los organismos, entfi-
dades e instituciones de ellas dependientes», siempre «en el ejercicio de sus respectivas com-
petencias» y respetando los principios recogidos en la Ley 2/2014, asi como «las directrices,
fines y objetivos» que el Gobierno haya establecido en la Politica Exterior del Estado (art. 1.2
LASEE). Es decir, la competencia exclusiva del Estado para las relaciones internacionales queda
patente en el rol directivo que desempefia el Gobierno con respecto a la Politica Exterior del
Estado, pero la definicién de la Accién Exterior que aporta la citada ley refleja y ampara la
descentralizacién que existe a la hora de ejecutar dicha Politica. Asi, el Gobierno establece
las lineas de actuacién, pero los niveles subestatales son los verdaderos protagonistas de la
Accién Exterior del Estado.
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A la LASEE también se le ha criticado —ademds de los errores de técnica
juridica— la falta de mecanismos politicos para resolver posibles desacuerdos
entre administraciones en materia de accién exterior (A. MANGAS MarTiN, 2013).

La LASEE reconoce a las autonomias como sujetos de la Accién Exterior
del Estado (art. 5.2), pero recuerda que la direccién de la politica exterior
le corresponde al Estado (art. 97 CE) y que, por lo tanto, la accién exterior
de las comunidades auténomas siempre deberd respetar lo que establezca
la Politica Exterior del Estado, adherirse a la Estrategia de Accién Exterior
que fije el Gobierno y no invadir la competencia exclusiva prevista en el art.
149.1.3 CE. A este fin, deberdn informar al Ministerio de Asuntos Exteriores,
Unién Europea y Cooperacién de toda actividad con proyeccién exterior que
realicen, aunque en el caso de actividades y visitas al entorno institucional de
la Unién no sea necesario (art. 5.2). Esta excepcién parece demostrar que
la adhesién a la UE ha favorecido la descentralizacién en materia de accién
exterior, ampliando las competencias en materia de accién exterior de las
comunidades auténomas.

En lo que se refiere a la participacién autonémica en los instrumentos
de planificacién de la Accién Exterior del Estado, la LASEE establece que el
Ministerio de Asuntos Exteriores hard llegar la Estrategia de Accién Exterior (10)
a las comunidades auténomas para que estas puedan dar su opinién, que serd
tenida en cuenta siempre que se adhiera a la Politica Exterior del Estado (art.
35.3). Ademds, se contempla la participacién autonémica en la elaboracién
de Informes Anuales de Accién Exterior, que se prevé reflejardn el desarrollo
de la Estrategia (art. 37.1). A pesar de las ventajas que ofrece la elaboracién
de estos instrumentos de cara a la coordinacién Estado-autonomias, cabe men-
cionar que la doctrina ha criticado también la excesiva burocratizacién de la
politica exterior que supone (R. GArcia Perez, 2014: 8), y que como se analizaré
mds adelante, no se ha realizado con la consistencia que prevé la LASEE.

También se establece que las autonomias no podrdn representar al Estado
en el exterior, ni celebrar tratados internacionales con otros Estados u orga-
nizaciones internacionales, ni generar directa o indirectamente «obligaciones
o responsabilidades internacionalmente exigibles al Estado» (art. 11.3), algo
que ya habia quedado delimitado en la STC 165/1994.

No obstante, la LASEE otorga competencias a las comunidades auténo-
mas para celebrar acuerdos internacionales administrativos «en ejecucién y

(10) La Estrategia de Accién Exterior incorpora las prioridades y objetivos a medio
plazo de la Accién Exterior del Estado a partir de las directrices, fines y objetivos de la Poli-
tica Exterior que establece el Gobierno. Su elaboracién depende del Ministerio de Asuntos
Exteriores, en colaboracién con todos los departamentos ministeriales, y deberd presentarte
ante las Cortes Generales antes de ser aprobado.
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concrecién de un tratado internacional» en el cual se prevea esto, asi como
acuerdos infernacionales no normativos que no sean vinculantes juridicamente,
siempre que estos acuerdos traten de materias dentro del dmbito competencial
de la comunidad auténoma en cuestién (11.4). Esto parece hacer referencia
a la posibilidad de celebrar acuerdos de colaboracién que —como ya se ha
comentado— recogen la mayoria de los Estatutos de Autonomia reformados.
Con respecto a esta previsién, la doctrina ha sefialado que podria llegar a ser
considerada como cierta asuncién por parte de las comunidades auténomas
de un ius contrahendi, si bien no en un sentido estricto (M. CoORrRAL SUAREZ y A.
A. Herrero DE 1A FuenTe, 2015: 147). No obstante, en este sentido la LASEE
simplemente viene a reconocer una prdctica juridica ya consolidada, ya que
ya en 1989 el Ministerio para las Administraciones Pdblicas comunicé a las
comunidades auténomas que, si bien podian celebrar acuerdos de colaboracién
con entidades extranjeras, estas debian seguir una serie de pautas para no
contravenir la actitud centralista que por aquel entonces ain demostraba el
Tribunal Constitucional: por ejemplo, que se limitaran a firmar declaraciones de
infenciones no vinculantes juridicamente, siempre con entidades de su mismo
rango y notificéndoselo al Ministerio de Asuntos Exteriores (M. CORrrRAL SuArez
y A. A. Herrero DE A Fuente, 2015: 152).

Como se comentard después, la LASEE regula la apertura de oficinas
autondmicas en el exterior. Asi, se establece la obligacién de notificar pre-
viamente esta intencién al Gobierno y la necesidad de obtener el visto bueno
tanto del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unién Europea y Cooperacién, como
del Ministerio de Hacienda y Administraciones Piblicas (arts. 12.1 y 12.2).
Ademds, se incide en la ausencia de cardcter diplomdtico de estas oficinas,
que bajo ningln concepto podrdn funcionar como embajadas (art. 12.4).

También se establece que la actividad de las entidades consorciadas
vinculadas o dependientes de las Administraciones pdblicas, como es el caso
de la Comunidad de Trabajo de los Pirineos de la que es parte el Gobierno de
Aragén, estard sujeta a lo que marca esta ley y a la Politica Exterior estatal,
asi como a lo dispuesto por los instrumentos de planificacién de la Accién
Exterior del Gobierno (art. 13.1).

Por Gltimo, se prevé la participacién de las comunidades auténomas en
la conformacién de la posicién nacional ante la UE a través de la Conferencia
para asuntos relacionados con la Unién Europea o CARUE (11), asi como a
través de las conferencias sectoriales (12) (art. 14.4). Dicha participacién auto-

(11) Denominada «Conferencia para Asuntos Relacionados con las Comunidades Euro-
peas» o «CARCE» hasta el afio 2010 (A. ManGas MArTiN y D. J. LINAN NoGueras, 2017: 517).
(12) Las conferencias sectoriales son reuniones temdticas en las que el Estado se coor-
dina con las comunidades auténomas para definir la posicién nacional que se defenderd en
los diferentes Comités y Consejos que integran el dmbito institucional eurounitario (SECRETARIA
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némica en las conferencias sectoriales se regulé por medio de un acuerdo (13)
que la CARUE adopté en 1994 (véase sobre ello A. MANGAS MarTiN y D. J.
LINAN Nocueras, 2017: 518).

Por su parte, la Ley de Tratados aporta claridad a las competencias que
en esta materia se atribuyeron las comunidades auténomas en sus respectivos
Estatutos, ampliando lo contemplado en la ya comentada LASEE. Con la apro-
bacién de esta ley se ha buscado unificar por completo las facultades que las
comunidades auténomas poseen en materia de tratados (independientemente
del contenido de sus Estatutos), reservandoles a todas amplios derechos de
instancia (art. 49) y de informacién (art. 50), y contemplando su participacién
en las delegaciones negociadoras tanto en materias de su inferés, como de su
competencia, como motivadas por su situacién geogréfica (art. 51).

En el derecho de informacién se incluye la posibilidad de que las comu-
nidades auténomas emitan un informe con las observaciones pertinentes al
Ministerio de Asuntos Exteriores, posibilidad que no muchas habian afiadido
a sus Estatutos. Ademds, esta Ley obliga al Estado a informar motivadamente
a las autonomias de todas las decisiones que se tomen a raiz de esas con-
tribuciones. Es decir, esta Ley confirma el proceso descentralizador que ya
se reflejaba en los Estatutos reservando amplias competencias en materia de
tratados a las comunidades auténomas, y que contrasta notablemente con el
sentir inicial del parlamento constituyente comentado al principio.

5. Entonces, ¢cudles son las principales dimensiones de la Accién
Exterior autonémica?

De la jurisprudencia mencionada y del contenido de la actual Ley 2/2014
de la Accién y el Servicio Exterior del Estado se extrae una distincién entre las
diferentes dimensiones de lo que se entiende como accién exterior. Asi, estdn
las que han sido definidas (A. MaNnGas MArTiN y D. J. LINKAN NocGueras, 2017:
515) como competencias de «proyeccién exterior», aquellas que constituyen
el nicleo duro del art. 149.1.3 CE, y que serian:

a) Dirigir la politica exterior, estableciendo las posiciones oficiales y las
prioridades del Estado en esta materia (art. 97).

DE ESTADO PARA LAS ADMINISTRACIONES TERRITORIALES, 1995), mientras que en la CARUE se tratan
aquellos asuntos que por temdtica no encajan en ninguna de las conferencias sectoriales (Ley
2/1997, de 13 de marzo).

(13) Se trata del Acuerdo de la Conferencia para Asuntos Relacionados con las Comu-
nidades Europeas sobre la participacién interna de las comunidades auténomas en los asuntos
comunitarios europeos a través de las conferencias sectoriales, publicado en el BOE el 22 de
marzo de 1995 y el 1 de abril de 1995 (correccién de errores).
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b) Ejercer la representacion del Estado en las relaciones internacionales
a través de la figura del Rey, asi como a través de los embajadores
y otros representantes diplomdticos acreditados por el Rey (arts. 56.1
y 63.1).

c) La celebracién y conclusién de tratados internacionales (arts. 93 y
94).
d) Ejercer la responsabilidad internacional del Estado.

Por otro lado, habria otras competencias denominadas de «proyeccién
interior» (A. MANGAS MarTIN y D. J. LINAN Nocueras, 2017: 516), y que tendrian
que ver con la conformacién de la voluntad exterior del Estado, asi como con
el desarrollo y ejecucién de los tratados. Esas competencias de proyeccidn
interior, que son las que forman parte de la Accién Exterior de las comunidades
auténomas serian:

a) La participacién autonédmica en la elaboracién o ejecucién de lo que
disponen la Politica Exterior y la Estrategia de Accién Exterior del
Estado.

b) Las competencias de informacién, ejecucién e instancia de los tratados
internacionales por parte de los niveles subestatales.

Ademds, con respecto a la dimensién europea de la accién exterior
autondmica (A. MaNGAS MarTiN y D. J. LINKAN Nocueras, 2017: 516-517), se
distingue una participacién interna tanto de fase ascendente (la participa-
cién autonédmica en la conformacién de la postura nacional), como de fase
descendente (la ejecucién del Derecho derivado en materias de competencia
autondmica), y una participacién externa que implica la presencia directa de
las comunidades auténomas en la esfera institucional eurounitaria.

A estas competencias también hay que sumarles las que la STC 165/1994
(fundamento juridico 5.°) encuadra dentro del término «relaciones con relevan-
cia internacional» (14), conformando asi todo el espectro en el que se produce
la accién exterior de las autonomias, y que serian:

a) Cooperacién trasfronteriza e interregional.

b) La apertura de oficinas o delegaciones autonémicas ante organizacio-
nes supranacionales, y su relacién con los Gobiernos autonémicos.

c) Actividades de promocién exterior, como la conclusién de acuerdos
de colaboracién.

La cooperacién al desarrollo se ha posicionado como ofro aspecto fun-
damental de la accién exterior de los Estados democréticos, como ya recogia

(14) Diferenciéndolas asi de las «relaciones internacionales» del Estado que, como es
sabido, son competencia exclusiva de este ex art. 149 CE.
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la antigua Ley 23/1998, de 7 de julio, de Cooperacién Internacional para el
Desarrollo en su exposicién de motivos, y como se reafirma en el predambulo
de la nueva Ley 1/2023, de 20 de febrero, de Cooperacién para el Desarrollo
Sostenible y la Solidaridad Global (en adelante, Ley de Cooperacién para el
Desarrollo). En aquella primera ley ya se reconocia el importante rol de las
comunidades auténomas en la puesta en marcha de las politicas de coopera-
cién para el desarrollo (art. 20.1), pero en la actual Ley 1/2023 esta parti-
cipacién autondmica adquiere un papel protagonista, ya que esta dimensién
de su accién exterior estd contemplada a lo largo de toda la norma. Dicha
dimensién estaba ausente en los primeros Estatutos de Autonomia, a pesar de
que las comunidades auténomas ya comenzaban a poner en marcha acciones
de cooperacién al desarrollo (M. C. Det Romero SANCHEzZ-Cutitas, 2014: 190)
que finalmente quedaron reflejadas con las reformas estatutarias.

ll. ;COMO SE HA LLEGADO HASTA AQUI? EL PORQUE DE LA
DESCENTRALIZACION EN MATERIA DE ACCION EXTERIOR EN
ESPANA

Hay tres fuerzas principales que han contribuido a esta descentralizacién,
sin las cuales no puede comprenderse la situacién actual de las relaciones
exteriores de las comunidades auténomas. Por un lado, es el resultado de una
realidad cada vez mds internacional como consecuencia de la globalizacién.
Por ofro, es también fruto de la presién ejercida de manera sistemdtica por
partidos politicos de corte nacionalista. Responde, ademds, a las politicas de
la propia Unién Europea en su apuesta por los niveles subestatales.

1. Adaptacién a las exigencias de una realidad cada vez mas
global

En un mundo cada vez mds globalizado en el que toda actividad econé-
mica, politica y social tiende a adquirir inevitablemente una dimensién exte-
rior, fue constaténdose que las comunidades auténomas no podian realizar
un adecuado ejercicio de sus competencias si se las vetaba de todo aquello
que presentara un minimo cardcter internacional (F. AbEcoa LuzARrAGA, 2003:
256; F. FernANDEZ SecapO, 2002: 338). Sobre todo, teniendo en cuenta la
percepcién autonémica de que el servicio exterior del Estado no conseguia
gestionar de manera efectiva los intereses de las economias regionales ante
las demandas de un comercio exterior cada vez mds dindmico (N. FERNAN-
pEz Sola, 2007: 4). Asi, se ha considerado que la autoafirmacién europea
reflejoda en los Estatutos de Autonomia supone una respuesta coherente con
«la propia realidad espafiola de las Gltimas dos décadas» (D. OrbOREz Sotis,
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2007: 76). De hecho, teniendo en cuenta que la accién exterior constituia una
prdctica consolidada en aquellas regiones transfronterizas —como es el caso
de Aragén— no hubiera sido l6gico excluir completamente a las comunidades
auténomas de toda actividad internacional (J. M. PeLAEz MARON, 1985: 384).

La evolucién antes analizada de una jurisprudencia «cerrada y muy esta-
talista» en la materia a una mds «autonomista» parece responder a un proceso
de adaptacién a «las nuevas realidades» (X. PoNs y E. Sacarra 2006: 9). De
hecho, tal y como apunta S. Saunas Aiceca (2010: 927) en el voto particular
de Diaz Eimil a la STC 137/1989 previamente analizada al que se sumaron
otros tres magistrados se abogaba por una interpretacién mds flexible del
asunto en coherencia con «la realidad actual».

Como sefiala N. FErnANDEZ Sola (2007: 2), esta progresiva «regionali-
zacién» como respuesta al desarrollo de la gobernanza global no sélo se ha
producido en Espafia, sino que se trata de un fenémeno apreciable también
en el resto de Europa, asi como en América del Norte o Australia. De hecho,
la soberania del Estado-Nacién lleva décadas sometida a un doble proceso de
fragmentacién, habiéndose producido en la gran mayoria de estados modernos
ceses competenciales a favor de entes tanto supra como subestatales. Esta crisis
del Estado-Nacién ha sido ofro factor determinante en la descentralizacién de
la accién exterior a favor de las autonomias, a medida que cada vez un mayor
nimero de «circunstancias globales» intervienen en la gestién de la politica
local y regional (O. Moreno CorcHeTe, 2018: 172). De la misma manera, O.
Moreno CorcHeTe (2018: 172) hace referencia a la tendencia por parte de
la mayoria de gobiernos autonémicos de aprovechar la creciente pertenencia
identitaria que sienten los ciudadanos hacia su respectiva comunidad auténoma
para fortalecer su presencia y representacién en el exterior alegando una
defensa de los intereses regionales y una mejor gobernanza a nivel subestatal.

2. Atencién a las demandas de los movimientos nacionalistas

Sin embargo, ademds de una necesidad innegable de adaptarse a una
sociedad global e interconectada, la descentralizacién de la accién exterior en
Espafia responde también a otras realidades. Los impulsos de «autoafirmacién
identitaria» presentes en algunas autonomias han acelerado el proceso de
descentralizacién de la accién exterior en Espafia (N. FERNANDEZ Sola, 2007:
3), y es que afirma J. De MicUEL ZaraGOzA (1985: 367) que «pertenece a la
l6gica del nacionalismo la bisqueda de vias (...) que conduzcan a la afir-
macién de una subjetividad infernacional, aunque sea limitada». La doctrina
advierte que en el caso de ciertas comunidades auténomas —como Catalufia
y Pais Vasco— el deseo regional de autoafirmacién europea puede entenderse
como una estrategia para ganar autonomia frente al Estado (D. OrpOREZ Solis,
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2007: 76), y que las actividades de proyeccién exterior resultan especialmente
atractivas para los intereses independentistas (J. M. TriLo Santamaria y R. C.
Lois GonzAlez, 2014: 5).

El planteamiento del orden juridico de la Unién como «interno» y diferen-
ciado del internacional que refleja la sentencia sobre la Oficina Vasca (STC
165/1994) —aunque coherente y necesario con el proceso de integracién
europea— ha creado un espacio para la reinterpretacion del 149.1.3 CE que
ha sido aprovechada por el nacionalismo. El establecimiento de vias para la
inclusién autonémica en la conformacién de la posicién estatal ante la UE que
llevé a crear la Conferencia para Asuntos Relacionados con las Comunidades
Europeas fue impulsado por las demandas de partidos nacionalistas catalanes
y vascos (D. OrboREz Souis, 2007: 71). Después de este éxito, en cuestién de
diez afos, las comunidades auténomas avanzaron répidamente hacia una par-
ticipacién més directa en las instituciones de la Unién gracias a las demandas
de estos partidos en «<momentos de debilidad parlamentaria» (ib., 90).

La consolidacién de las controvertidas oficinas autonémicas en Bruselas
constituyé un gran avance para aquellas autonomias con aspiraciones de
autodeterminacién frente al Estado. Estas oficinas comenzaron a abrirse a
mediados de los 80 como figuras de Derecho Privado que eventualmente
se fueron integrando en la estructura administrativa de su correspondiente
comunidad auténoma, lo que en un principio hizo saltar las alarmas tanto de
la Administracién General del Estado como de la Representacién Permanente
de Espafia ante la Unién Europea (S. SAUNAS AlcEGA, 2009: 95-96), probable-
mente por considerarlo una huida del Derecho Administrativo. Esto derivé en
la ya mencionada STC 165/1994 sobre la Oficina Vasca, que descartaba
la posibilidad de que un ente subestatal estableciera un érgano de repre-
sentacién permanente en el exterior, ya que se entendia que dotarlo de un
estatuto internacional, previo acuerdo con el Estado receptor u Organizacién
internacional receptora, invadia la reserva exclusiva del Estado para las rela-
ciones infernacionales. Sin embargo, y a pesar del rechazo inicial del Estado,
el Tribunal Constitucional dio su visto bueno en la citada sentencia. Después
de las negociaciones llevadas a cabo en 1996 entre el Partido Popular y el
partido nacionalista cataldan Convergencia i Unié (en la actualidad, Junts per
Catalunya) con el objetivo de obtener la mayoria necesaria para gobernar,
el fruto de las presiones nacionalistas no se hizo esperar: al afio siguiente se
aprobaba la Ley 6/1997 (15), donde se reconocia formalmente la presencia
de las oficinas autondmicas en el exterior y se establecia que el Estado debia

colaborar con ellas (A. MaNGAs MarTiN, 2020: 84).

(15) Lla ley 6/1997, de 14 de abril, de Organizacién y Funcionamiento de la Admi-
nistracién General del Estado fue derogada por la Ley 40/2015, Ley 40/2015, de 1 de
octubre, de Régimen Juridico del Sector Piblico.
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Tiempo después comenzaban las reformas de los Estatutos de Autonomia
en los que ya se incluian referencias a la posibilidad de abrir Delegaciones.
Por esa época, el Tribunal de Justicia de la Unién Europea declaré que un
Estado debe contar con un «sistema de representacién diplomdtica Gnico» y
que, por lo tanto, su representacién en el plano internacional depende exclu-
sivamente de la representacién permanente del Estado (A. MANGAS MARTIN,
2020: 87). Esto descarta toda posibilidad de que las oficinas o delegaciones
autonémicas —que, como reafirma la LASEE, no son embajadas— puedan
llevar a cabo dicha representacién de forma paralela al Estado. A pesar de
ello, Cataluiia ha salido bastante airosa en sus intentos de constituir una suerte
de diplomacia alternativa con Diplocat (Patronat Catalunya Mén-Consejo de
Diplomacia Piblica de Catalua) (16), algo que A. ManGas MARTIN achaca a
la falta de mecanismos de control ex post para la actividad de estas oficinas
autonémicas en la LASEE (2020: 9093).

Como puede verse, la influencia del nacionalismo periférico en la toma
de decisiones estatales favorables a la accién exterior autonédmica ha sido
una constante a lo largo de la democracia espariola que se extiende hasta la
actualidad. La LASEE supuso un intento de establecer mecanismos adecuados
de control desde el Gobierno central como respuesta a esa descentralizacién.
Por ejemplo, con ella se buscaba dar respuesta a los viajes del por aquel
entonces presidente de Catalufia Artur Mas, en los que promocionaba su pro-
yecto de Estado catalén en la esfera internacional {J. M. TRiLLO SANTAMARIA y R.
C. Lois GonzAlez, 2014: 7). Mds notablemente, cabe destacar que de manera
paralela a la LASEE se tramitaba en Catalufia la Ley catalana 16/2014, de
4 de diciembre, de Accién Exterior y de Relaciones con la Unién Europea
y que daria lugar a la ya comentada Sentencia del Tribunal Constitucional
228/2016, lo que probablemente en parte motivé la elaboracién de la norma
estatal (O. Moreno CorcHete, 2018: 166167). Como ya se ha mencionado,
la LASEE recoge la obligacién de notificar al Ministerio de Asuntos Exteriores
todas las visitas que los altos cargos autonédmicos hagan al extranjero, salvo
si son dentro de la Unién (art. 5.2). Esto, tal y como apunta A. MANGAS MARTIN
(2020: 88), es perfectamente coherente con el proceso de integracién europeo.
Sin embargo, esa excepcién a la obligacién de informar al Estado también

(16) El 27 de octubre 2017, el mismo dia que se pone en marcha la aplicacién del
art. 155 CE como respuesta a la Declaracién de Independencia de Catalufia a través del Real
Decreto 943/2017, se aprueba el Real Decreto 945/2017 por el que se ordena el cierre de
todas las Delegaciones con pretensiones de embajada que conformaban Diplocat (repartidas
por mds de una decena de paises, algunas ante Organizaciones internacionales). Sin embargo,
como apunta A. ManGas MartiN (2020: 93), el cierre real fue un proceso muy lento y poco
eficaz al que pronto se puso fin con la aprobacién del Decreto 126/2018 de la Generalitat de
Catalufia, por el que se restablecen de manera irregular muchas de las delegaciones cerradas
y que fue recurrido por el Ministerio de Asuntos Exteriores.
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es un reflejo del papel fundamental que juegan los partidos nacionalistas a
la hora de consolidar la descentralizacién en materia de relaciones interna-
cionales, ya que como recuerdan J. M. TriLo SANTAMARIA y R. C. Lols GoNzALEz
(2014: 7), se introduce después de que Izquierda Unida, PSOE y los partidos
nacionalistas rechazaran la propuesta inicial de tener que notificar todos los
desplazamientos al extranjero.

Teniendo en cuenta las numerosas ocasiones en las que las presiones de
partidos de ideologia nacionalista han hecho avanzar la descentralizacién
en materia de accién exterior y dado que, a todas luces, el Gobierno actual
se enfrenta a un nuevo momento de debilidad parlamentaria —habiéndose
convertido Junts per Catalunya en una pieza clave para la gobernabilidad del
Estado tras los resultados electorales del 23 de julio de 2023 — hay motivos
para pensar que podrian producirse nuevos ceses competenciales en materia
de accién exterior —en este caso, especialmente a favor de la Generalidad.

Por el momento, tras admitir el uso de las lenguas cooficiales en el Con-
greso y como parte de las negociaciones llevadas a cabo entre el PSOE y Junts,
Espafia ha realizado una solicitud formal ante el Consejo de la Unién Europea
para incluir el cataldn, el euskera y el gallego en el régimen lingiistico de la
Unién. Una propuesta que, si bien por el momento carece del apoyo necesario
para salir adelante debido a las reticencias de algunos Estados miembros, es
una clara muestra de cémo la reivindicacién de las particularidades autoné-
micas en el dmbito institucional de la Unién Europea se estd consolidando
como una prdctica cada vez mds habitual que puede alimentar —como se
comentard a continuacién— las fantasias de autodeterminacién presentes en
algunas comunidades auténomas.

3. La adhesién a una Unién Europea de las regiones

Y. Gamarra CHopro (2010: 897) sefala que el creciente interés de las
comunidades auténomas por la Unién Europea responde, sobre todo, a las
posibilidades que ofrecen los fondos europeos, y no tanto al «color politico»
de los gobiernos autonémicos. No obstante, aunque esto pueda ser asi en la
mayor parte de las autonomias, ya se ha comentado antes que ciertas auto-
nomias han demostrado tener un interés politico detrds de sus aspiraciones
europeas que va mds allé de la simple captacién de fondos. No es casualidad
que, tal y como apunta D. OrooREz Sotis (2007: 70-71), Pais Vasco y Catalufia
hayan sido desde el principio las comunidades auténomas que mds autonomia
han reclamado, y las que primero demostraron tener un elevado interés por
participar activamente en la esfera eurounitaria.

No obstante, como ya se ha mencionado, ampliar el papel de las auto-
nomias dentro de la politica exterior del Estado era un paso necesario para
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compensar la pérdida de soberania que a raiz de la adhesién a la Unidn
Europea habian experimentado en materias de su competencia las comuni-
dades auténomas (N. FernANDEZ Sota, 2007: 8; A. MaNGAs MartiN ¥ D. J.
LINAN Nocueras, 2017: 515). De esta manera, por ejemplo, no consultar a
las comunidades auténomas sobre aquellas iniciativas europeas que pudiesen
afectar a su dmbito competencial haria suponer que la adhesién a la Unién
trajo consigo una centralizacién en favor del Estado, quitando capacidad de
decisién a las autonomias.

Por otra parte, es cierto que de manera general la posibilidad de absor-
ber fondos europeos ha potenciado la accién exterior de las autonomias, en
especial la cooperacién transfronteriza (J. M. TriLo SANTAMARIA y R. C. Lois Gon-
zAlEz, 2014: 3). Por ejemplo, ha sido la propia UE la que més ha impulsado
la cooperacién transfronteriza en Aragén gracias a su compromiso politico de
subvencionar la cohesién territorial, social y econémica de las zonas fronteri-
zas de la Unién. Asi, como se analizard después, el acceso a la gestién de
los fondos INTERREG VI-A Espafa-Francia-Andorra (POCTEFA 20212027) (17)
para el desarrollo de la zona pirenaica ha favorecido que algunas regiones
francesas y cuatro comunidades auténomas espafiolas crearan un Consorcio de
cooperacién transfronteriza en la zona pirenaica al que no tardé en unirse el
Principado de Andorra. De hecho, también el Consejo de Europa actué como
impulsor de la cooperacién trasfronteriza entre regiones al crear en 1975
la Conferencia Permanente de Poderes Locales y Regionales, cuyo trabajo
terminaria dando lugar al Convenio-marco Europeo de cooperacién transfron-
teriza firmado en Madrid en 1980 y que se comentard mdés adelante (M.
CorraL SUAREZ y A. A. Herrero DE LA FUENTE, 2015: 151). Incluso se ha llegado
a sefalar que este impulso de la cooperacién transfronteriza por parte de la
Unién ha ayudado a legitimar la idea de un Estado con fronteras liquidas y
menor control del poder central, y ha ofrecido a los gobiernos regionales la
oportunidad de disefiar su propia politica exterior (J. M. TRILO SANTAMARIA y R.
C. Lois Gonzalez, 2014: 3-4).

Sin embargo —al menos en el caso de Espafia— esa dltima afirmacién
podria resultar excesiva si tenemos en cuenta la obligacién que tienen las
comunidades auténomas de respetar las directrices de la Politica Exterior del
Estado, asi como de actuar sobre la base del contenido de los tratados inter-
nacionales concluidos por el poder central (la LASEE y la Ley de Tratados son

(17) Los programas de financiacién Interreg buscan impulsar la politica de cooperacién
territorial europea, que consiste en equilibrar y promover el desarrollo econdémico, social y
territorial de la Unién. Estos programas pueden ser de tres tipos: transfronterizos, transnacio-
nales e interregionales. Los fondos POCTEFA pertenecen al primer tipo de programas Interreg
y a través de ellos se publican convocatorias para financiar proyectos destinados al desarrollo
sostenible de la zona fronteriza entre Espafia, Francia y Andorra (Interreg POCTEFA).
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contundentes al respecto). Es decir, por ejemplo y como se comentard después,
la actividad de cooperacién transfronteriza que realiza la Comunidad Auté-
noma de Aragén con las regiones francesas de Occitania y Nueva Aquitania
(ya sea de manera bilateral o a través de la Comunidad de Trabajo de los
Pirineos) estd condicionada por el contenido de los tratados de cooperacién
hispanofranceses firmados por el poder central (1995 y 2023).

Del mismo modo que la cooperacién trasfronteriza de las comunidades
auténomas estd delimitada por las relaciones internacionales del Estado, la
Politica Exterior estatal tampoco se puede poner en marcha sin tomar en
consideracién los intereses y preocupaciones de los entes subestatales. Para
mantener este equilibrio de fuerzas es prioritario establecer mecanismos efica-
ces de cooperacién entre los diferentes niveles administrativos (N. FERNANDEZ
Sola, 2007: 6).

Por su parte, la Unién Europea ha ido mostrando con el tiempo un empefio
cada vez mayor por acercar el funcionamiento de las instituciones europeas
a los ciudadanos. Asi lo reflejan innovaciones introducidas por el Tratado de
Maastricht de 1992, como la creacién del Comité de las Regiones (1994) o
la integracién de la representacién regional en el Consejo (Gutiérrez Espada,
en S. SauNas Alceca, 2009: 96). Por tanto, la propia UE legitima la creciente
participacién de los niveles subestatales en la esfera eurounitaria al ser dicha
participacién perfectamente coherente con los principios vertebradoras del
proceso integrador (A. ManGas MARTIN y D. J. LINAN Nocueras, 2017: 527).
Esta apertura de la Unién a las regiones continta con la reforma del Tratado
de Lisboa de 2009, que trajo consigo una participacién mds activa de los
Parlamentos nacionales para un mejor control del principio de subsidiarie-

dad (18) (art. 12 TUE).

Tal y como establece el art. 5.3 TUE, los Parlamentos nacionales llevan
a cabo dicho control de acuerdo con lo establecido en el Protocolo sobre la
aplicacién de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad (Protocolo
n.° 2). El Protocolo recoge lo que se conoce como el mecanismo de alerta
temprana, que consiste en que la Comisién, el Parlamento Europeo y el Con-
sejo remiten los proyectos de actos legislativos a los Parlamentos nacionales
para que estos puedan producir un dictamen motivado en caso de considerar
que el proyecto no cumple el principio de subsidiariedad. Asi, el Protocolo
n.° 2 fomenta la inclusién de los Parlamentos regionales en el sistema de

(18) Segun el articulo 5.3 TUE, la aplicacién del principio de subsidiariedad consiste en
asegurar que alli donde la Unién tiene competencias compartidas, esta interviene sélo cuando
«los obijetivos de la accién pretendida no puedan ser alcanzados de manera suficiente por
los Estados miembros, ni a nivel central ni a nivel regional y local». Asi, este principio busca
garantizar que las decisiones sobre materias en las que la UE no tiene competencia exclusiva
se toman lo mds préximo al ciudadano posible.
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alerta temprana, tanto al promover consultas previas a la propuesta de un
acto legislativo que tengan en consideracién «la dimensién local y regional
de las acciones previstas» (art. 2 Protocolo n.° 2) como al disponer que los
Parlamentos nacionales pueden «consultar, cuando proceda, a los Parlamentos
regionales que posean competencias legislativas» (art. 6 Protocolo n.° 2). Con
esta previsién de la participacién de los Parlamentos regionales, la Unién
Europea toma la decisién politica de incluir a los entes subestatales en el
desarrollo del Derecho derivado.

El interés de la Unién Europea en acercarse a los entes ferritoriales mds
préximos a la ciudadania no es arbitrario. En las regiones reside un gran
potencial para construir el ansiado demos europeo, la identidad territorial
sofiada por la UE (O. Moreno CorcHete, 2018: 178). Esta cercania al ciuda-
dano puede facilitar la creacién de un mayor sentimiento de pertenencia a
la Unién a través de la puesta en marcha de politicas europeas a través de
los niveles subestatales. Un sentimiento que puede contribuir a la subsanacién
del déficit democrdtico que frecuentemente se le critica a la UE favoreciendo,
por ejemplo, una mayor participacién de los ciudadanos en las elecciones al
Parlamento Europeo, algo que resulta cada vez mds necesario a medida que
se avanza hacia una mayor soberania por parte de la Unién.

4. Algunas reflexiones en torno a la lealtad constitucional

Ciertamente, la adhesién a la Unién ha impulsado la accién exterior de
las comunidades auténomas. Por un lado, ha dotado a la cooperacién trans-
fronteriza regional de una dimensién que probablemente no habria adquirido
si no fuera por el interés de la propia UE. Por otro, la inclusién de los niveles
regionales en la elaboracién del derecho eurounitario y su acercamiento a
las instituciones de la UE ha favorecido que la accién exterior se descentra-
lice, sobre todo en aquellos paises con una organizacién interna bastante
descentralizada de base. Ademds, los fondos europeos han permitido que los
niveles regionales y locales adquieran protagonismo a la hora de ejecutar la
politica de la Unién sobre la base del principio de proximidad al ciudadano,
pero afirmar que esto ha permitido a las comunidades auténomas organizar
su propia politica exterior parece poco acertado.

No obstante, debe reconocerse que en Espaiia el interés de una comunidad
auténoma en fomentar las relaciones autonémicas con la UE puede responder a
una estrategia de autodeterminacién frente al Estado en algunos casos. Como
se ha visto, las presiones independentistas han tenido bastante éxito a la hora
de negociar en este dmbito, lo que sumado a la propia politica de la UE que
apuesta por una mayor relevancia de los niveles subestatales ha dado como
resultado una mayor descentralizacién a raiz de la pertenencia a la Unién.

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 2341-2135, nim. 61, Zaragoza, 2024, pp. 196243 219



ELENA GONZALEZ VAZQUEZ

De todos modos —en un contexto de lealtad constitucional— la participa-
cién de las comunidades auténomas en la esfera eurounitaria y en la gestidn
de fondos europeos no es incompatible con la puesta en marcha de mecanis-
mos de control por parte del Estado. Ademds, a medida que la globalizacién
ha favorecido una mayor interdependencia entre los niveles de gobernanza
supra y subestatales, se ha incrementado la dificultad de disefar férmulas
de cooperacién capaces de asegurar el respeto al principio de unidad de la
accién exterior y a la competencia exclusiva del Estado sobre las relaciones
internacionales que impera en Espafia sin invadir el dmbito competencial de
las comunidades auténomas (F. FERNANDEZ SeEGapO, 2002: 338). Asi, un nivel
de cooperacién adecuado entre el poder central y los niveles subestatales hace
posible contrarrestar los excesos originados por los impulsos de autodetermi-
nacién que puedan aparecer en las autonomias a la vez que se mantienen
los beneficios que la accién exterior autonémica ofrece tanto de cara a los
intereses regionales como para el enriquecimiento de la politica exterior del
Estado (N. FernANDEZ Sola, 2007: 2).

IV. LA ACCION EXTERIOR DE ARAGON

Como se ha visto, en un mundo globalizado es natural que aquellas mate-
rias que son competencia de las comunidades auténomas adquieran fécilmente
una dimensién internacional. Es por ello por lo que todos los Departamentos
del Gobierno de Aragén pueden desempefiar —en mayor o menor medida,
y con méds o menos frecuencia— actividades que formen parte de la Accién
Exterior autonémica. El Servicio de Accién Exterior del Gobierno de Aragén
(en adelante, SAEAr) coordina las actividades con proyeccién exterior de
los diferentes Departamentos, ejerciendo también como érgano consultor. El
SAEAr —que actualmente se incardina dentro de la Direccién General de
Relaciones Institucionales, Accién Exterior y Transparencia del Departamento
de Presidencia, Interior y Cultura— juega un papel esencial en el desarrollo
de las competencias de accién exterior que el EAAr asigna a la comunidad
auténoma en su capitulo IV, asi como aquellas relativas a las relaciones con la
Unién Europea que describe el capitulo lll. Es por eso por lo que este Servicio es
uno de los principales agentes de la Accién Exterior autonémica, aunque como
se verd a continuacién, son muchos los érganos y autoridades involucrados.

1. La conformacién del actual Servicio de Accién Exterior: evolu-
cion de las competencias en materia de accién exterior en la
estructura organica del Gobierno de Aragén

En la Comunidad Auténoma de Aragén, con carécter general, las compe-

tencias en materia de accién exterior y Unién Europea se han repartido entre el
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correspondiente Departamento de Economia y Hacienda y/o el Departamento
de Presidencia. Estas competencias no siempre se gestionan a la vez por el
mismo érgano, aunque como se verd, la tendencia ha sido a centralizarlas para
ganar efectividad. En algunas legislaturas, la cooperacién para el desarrollo se
mantiene unida a la accién exterior y a los asuntos eurounitarios, mientras que
en ofras se asigna a érganos destinados a la gestién de materias como bienestar
social o servicios sociales. La gestién de las Comunidades Aragonesas en el
Exterior también, por su parte, ha tendido a oscilar entre la Vicepresidencia y
el Departamento de Presidencia.

Dentro de esa tendencia a centralizar las competencias en materia de
accién exterior se produjo un salto cualitativo durante la octava legislatura
(2011-2015). A través del Decreto de 22 de julio de 2011 se mantuvieron
ciertas competencias relativas a la accién exterior dentro del por aquel enton-
ces denominado Departamento de Presidencia y Justicia, y a estas se suma-
ron las relaciones con las Comunidades Aragonesas del Exterior de las que
anferiormente se ocupaba Vicepresidencia. Ademds, también se asignaron a
dicho Departamento las competencias de cooperacién al desarrollo que en la
legislatura anterior se encontraban dentro del Departamento de Servicios Socia-
les y Familias. El resto de las competencias para la accién exterior —junto a
muchas de las competencias relacionadas con la UE— se sacaron del anterior
Departamento de Economia, Hacienda y Empleo para ser también asignadas
al Departamento de Presidencia y Justicia, credndose la Direccién General de
Participacién Ciudadana, Accién Exterior y Cooperacién (Decreto 156/2011,
de 25 de julio). Asi, en esta Direccién General se centralizaron muchas com-
petencias relativas a la Accién Exterior del Gobierno de Aragén, preparando
el terreno para la configuracién del Servicio de Accién Exterior tal y como es
en la actualidad. De hecho, dentro de dicha Direccién General se constituyd
un Servicio de Accién Exterior al que ain no se le habian asignado todas las
funciones que desempefia actualmente, y que se encargaba principalmente
de las competencias recogidas en el Capitulo IV del EAAr sobre la Accién
Exterior de la comunidad auténoma. Junta a este SAEAr se creé el Servicio de
Informacién y Documentacién Europea (SIDE), mds centrado en las competen-
cias relacionadas con la UE que contempla el Capitulo Ill del EAAr. El SIDE se
encargaba de gestionar un centro de informacién europea que fue el precursor
del actual Europe Direct Aragén (Decreto 315/2011, de 27 de septiembre).

La Comisién Interdepartamental de Accién Exterior del Gobierno de Ara-
gén se cred un afo después con el objetivo de desarrollar una estrategia de
accién exterior mds coordinada y consolidada que permitiera establecer «una
posicién comin en la defensa de los intereses de la comunidad auténoma en
el exterior», ya fuese «a través de cauces bilaterales con el Estado, o bien, a
través de la representacién autonédmica en la Unién Europea y demds foros
internacionales» (Decreto 56/2012, de 7 de marzo).
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En la novena legislatura (2015-2019), todas estas competencias rela-
cionadas con la Accién Exterior de la Comunidad Auténoma de Aragén se
sacaron del Departamento de Presidencia para trasladarlas a uno nuevo
denominado Departamento de Ciudadania y Derechos Sociales (Decreto de
5 de julio de 2015). En este punto, el Servicio de Accién Exterior absorbid
finalmente las funciones asignadas al SIDE, configurdndose tal y como es en
la actualidad (Decreto 316/2015). Tras un afio de legislatura, el Servicio de
Accién Exterior regresé al Departamento de Presidencia, mds concretamente
a la Direccién General de Relaciones Institucionales y Desarrollo Estatutario
(Decreto 141/2016). Esta modificacién buscaba «conseguir una mayor eficacia
y coordinacién» en la accién exterior del Gobierno de Aragén «al unificar en el
mismo centro directivo la [sic] competencias (...) en materia de accién exterior,
y (...) la representacién, defensa y promocién de los intereses de la Comunidad
Auténoma de Aragén ante las instituciones y érganos de la Unién Europea»
que le corresponden a la Presidencia (Decreto de 1 de junio de 2016).

Durante la décima legislatura (2019-2023) que ha finalizado reciente-
mente, el SAEAr estuvo ubicado dentro de la Secretaria General Técnica del
anterior Departamento de Presidencia y Relaciones Institucionales (Decreto
6/2020). Las competencias relativas a la cooperacién para el desarrollo se
mantuvieron en el Departamento de Ciudadania y Derechos Sociales, y las
Comunidades Aragonesas en el Exterior se adscribieron a Vicepresidencia
(Decretos 24/2020 y 17/2020).

En la actual legislatura, el SAEAr se mantiene en el renombrado Depar-
tamento de Presidencia, Interior y Cultura, pero se traslada de la Secretaria
General Técnica a la Direccién General de Relaciones Institucionales, Accién
Exterior y Transparencia (Decreto 102/2023), conservando todas sus compe-
tencias. Cooperacién para el desarrollo continda en el mismo Departamento
(ahora Departamento de Bienestar Social y Familia), y la gestién de las Comu-
nidades Aragonesas en el Exterior vuelve a estar en el nuevo Departamento
de Presidencia (Decreto de 11 de agosto de 2023) (19).

Asi, la evolucién de la estructura orgdnica del Gobierno de Aragén en
materia de accién exterior revela una tendencia a centralizar competencias
que parece responder a la bisqueda de una mayor coordinacién, eficiencia
y eficacia. La fina [y, como se analiza en este articulo, muchas veces difusa)
linea que separa las relaciones exteriores de las comunidades auténomas de
la competencia exclusiva del Estado para las relaciones internacionales y de
su papel como director de la politica exterior conlleva extensas labores de

(19) El Decreto de estructura del Departamento de Presidencia, Inferior y Cultura donde
se defallan las competencias de esta nueva Direccién General de Relaciones Institucionales,
Accién Exterior y Transparencia atn estd pendiente de aprobacion.
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coordinacién entre ambas partes. En este contexto, que el Gobierno de Ara-
gén procure mantener una coordinacién interna efectiva en el desarrollo de
aquellas competencias relativas a su Accién Exterior (principalmente, aquellas
relacionadas con la UE y la cooperacién transfronteriza) se presenta como
una respuesta coherente a toda posible exigencia de rendicién de cuentas
por parte del Estado.

2. El SAEAR como puente entre Aragén y la Unién Europea

El Servicio de Accién Exterior realiza una funcién de puente que conecta
tanto al Gobierno de Aragén como a todos los aragoneses con la Unién Euro-
pea. Un ejemplo de esto es la difusién interna que lleva a cabo el SAEAr de
aquellas iniciativas normativas sometidas a consulta piblica que la Comisién
Europea publica en su pdgina web para incentivar la participacién ciudadana
en la elaboracién de politicas publicas europeas (20). Esto permite ofrecer la
perspectiva de las Administraciones tanto regionales como locales a la Comisién
durante el proceso de elaboracién de la normativa eurounitaria. Asi, el SAEAr
se encarga de realizar un seguimiento de todas las iniciativas que se publican
para remitirles a los distintos Departamentos del Gobierno de Aragén aque-
llas que puedan resultar de su interés en funcién de su dmbito competencial.
Ademds, con cardcter general, el Servicio se encarga de difundir informacién
relativa a los asuntos exteriores [y, especialmente, a todo lo relacionado con
la UE) tanto a nivel interno como a otras entidades e instituciones.

No obstante, la funcién del SAEAr como puente entre Aragén y la Unién
Europea queda reflejada con especial claridad en la labor que desempefa
Europe Direct Aragén. Este centro de informacién europea es un cauce directo
entre los aragoneses y las instituciones europeas, y ejerce funciones de con-
sulta y difusién de informacién sobre la UE a la ciudadania de la comunidad
auténoma.

El Gobierno de Aragén comenzé a colaborar con la Comisién Europea
para realizar esa labor de difusién ya en 1990. Europe Direct Aragén, como
tal, inicié su andadura como el Info Point Europa Aragén en el afio 2000, y
el cambio de nombre llegaria cinco afios més tarde, en 2005. Desde entonces
ha desempefiado su funcién a través de los convenios Marco 2008-2012,

2013-2017, 2018-2020 y 2021-2025 firmados entre el Gobierno de Aragén

(20) El papel de las consultas piblicas en el proceso de elaboracién de las propuestas
normativas que lleva a cabo la Comisién se contempla en el Acuerdo Interinstitucional entre el
Parlamento Europeo, el Consejo y la Comisién (Ac. 2016/512/UE del Parlamento, el Consejo
y la Comisién, de 13 de abril de 2016) sobre la mejora de la legislacién. En él se establece
que «la Comisién, antes de la adopcién de su propuesta, efectuard consultas poblicas de
forma abierta y transparente.
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y la Comisién, asi como a través de los Convenios Especificos anuales. Este
centro recopila y selecciona informacién relativa a la actualidad de la UE para
mantener al dia su pdgina web (https://www.aragon.es/-/europe-direct-ara-
gon) y sus redes sociales, ademds de ofrecer una atencién personalizada a los
ciudadanos que realicen consultas. Aunque la dimensién digital cobra mucho
peso en lo relativo a sus tareas de difusién, también colabora activamente
con otros centros Europe Direct y busca socios para organizar eventos. Por
ejemplo, el centro organiza anualmente charlas dirigidas a todos los centros
educativos de la Comunidad Auténoma de Aragén.

3. Coordinacién interna de la Accién Exterior del Gobierno de
Aragén: la Comisién Interdepartamental de Accién Exterior
(CIAE)

Esta Comisidn se crea en el afo 2012 a través del Decreto 56/2012 con
el objetivo de hacer un seguimiento y coordinar todas las actuaciones que el
Gobierno de Aragén desarrolla en materia de accién exterior. El mencionado
Decreto recoge que la Comisién se retne minimo dos veces al afio, aunque
suele hacerlo solamente una. La CIAE se encarga de gestionar la relacién
de los diferentes departamentos con las instituciones europeas, de evaluar la
cooperacién transfronteriza e interregional de la Comunidad Auténoma de
Aragén y de difundir aquella informacién relativa a la UE que sea de interés
para el desarrollo econémico de la regién. En el marco de la CIAE, el SAEAr
expone sus lineas de trabajo y ejerce como érgano consultivo. La Gltima reunidn
se celebré el 28 de enero de 2019, y en ella se discutié la participacién de
Aragén en el Comité de las Regiones, el impacto del Brexit y la estrategia de
fondos europeos.

4, Contribuciones del Gobierno de Aragén a la Estrategia de
Accién Exterior del Estado y participacién en el Informe Anual
de Accion Exterior

De acuerdo con la LASEE, el Gobierno tiene la obligacién de aprobar
una Estrategia cada cuatro afios (art. 35), sobre la cual se elaborardn unos
informes anuales a modo de rendicién de cuentas (art. 37). En 2014, siete
meses después de la entrada en vigor de la LASEE, el Ministerio de Asuntos
Exteriores remitié al Gobierno de Aragén una versién inicial de la primera
Estrategia de Accién Exterior. La Estrategia 2015-2018 contenia las directrices,
fines y objetivos de la Politica Exterior del Estado, asi como una matriz donde
se recogia el conjunto de actuaciones en el exterior previstas por los diferentes
érganos. Se solicitaba al Gobierno de Aragén que aportase cualquier modi-
ficacién que considerase pertinente y que incluyese en dicha matriz las previ-
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siones de actuacién exterior que tuviese ese afo la comunidad auténoma. En
aquella ocasién, la Comunidad Auténoma de Aragén (a través del SAEAr) hizo
algunas aportaciones al texto en materia de energias y seguridad alimentaria.
Sin embargo, no llegé a publicarse una segunda Estrategia para el periodo
2019-2022 como correspondia, lo que A. MaNGAs MArTIN ha denunciado
como una «clara infraccién de la Ley por el Gobierno de Espafia» (2020: 90).

Esta misma autora ha criticado la falta de constancia demostrada a la
hora de elaborar anualmente los informes (2019: 90), comentando que sélo
se realizaron en 2015 y 2016, y que ni siquiera fueron publicados en el BOE.
El Gobierno de Aragén, por su parte, elaboré un Informe sobre la Accién
Exterior llevada a cabo por la comunidad auténoma en 2017, pero no llegd
a incluirse en ningin Informe Anual de Accién Exterior del Estado para ese
afo. De hecho, ain no se ha vuelto a elaborar otro informe anual.

Dicho parén quizds fue debido a que la situacién del poder central con
el independentismo alcanzé cotas de tensién inesperadas aquel afo tras la
declaracién unilateral de independencia de Catalufia el 1 de octubre de 2017.
Parece légico afirmar que, tras este episodio, sumado a la inestabilidad politica
que culminé en la mocién de censura de 2018 contra el Gobierno de Mariano
Rajoy, no reinaba un ambiente de cooperacién institucional que favoreciese
la elaboracién de los correspondientes informes anuales con la colaboracién
de las comunidades auténomas. De hecho, A. MaNGAs MARrTIN ha criticado de
la «etapa MargalloRajoy» la irresponsabilidad de haber creado ese silencio
administrativo con respecto a la accién exterior autonémica en un momento
clave para el separatismo cataldn (2020: 91). Por otra parte, cabe sefalar
que la inestabilidad y los bloqueos han estado presentes en cada uno de los
intentos por regular la accién exterior del Estado llevados a cabo en diferentes
legislaturas, y que la inusitada velocidad con la que se procuré sacar adelante
tanto la LASEE como la Ley de Tratados puede interpretarse precisamente como
una respuesta del Gobierno a los avances del movimiento secesionista catalén
en aquella época (R. Garcia Pérez, 2014: 2-4), como los ya mencionados
viajes al extranjero de Artur Mas y la tramitacién de Ley catalana 16/2014
de Accién Exterior. En este sentido, R. GArcia Perez (2014: 10) —llevando la
LASEE poco tiempo aprobada— ya expresaba su escepticismo con respecto a
la perdurabilidad de las previsiones recogidas en ella teniendo en cuenta la
falta total de apoyo que la ley habia tenido por parte de la oposicién, sobre
todo por parte de los partidos nacionalistas.

No obstante, en diciembre de 2020, el Ministerio de Asuntos Exteriores
hizo llegar al Gobierno de Aragén una sintesis de la segunda Estrategia de
Accién Exterior para el periodo 2021-2024 requiriéndole cualquier comentario
o propuesta de accién que considerara pertinente. Esta Estrategia ya ha sido
publicada, aunque a la Comunidad Auténoma de Aragén adn no se le ha
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requerido participar en la elaboracién de ninguno de los informes anuales que
deberian estar acompafiando su implementacién.

Esta Estrategia 2021-2024 contrasta con la primera en la relevancia que
han dado a la participacién autonédmica en la Accién Exterior del Estado. En
la nueva Estrategia se reserva a las comunidades auténomas un papel mdés
protagonista, dedicdndoles un apartado entero y expresando la importancia
de la cooperacién entre el poder central y los niveles subestatales para disefiar
una Accién Exterior «potente» (2021: 93-94). De hecho, se habla de fomentar
que el Ministerio de Asuntos Exteriores consulte a las autonomias en materia
de accién exterior (2021: 95), y se hace una alusién directa la coordinacién
con las comunidades auténomas en materia de cooperacién transfronteriza. La
primera Estrategia, sin embargo, se limita a hacer alguna mencién muy breve
a la cooperacién autonédmica para el desarrollo, a su proyeccién exterior y a
la capacidad de las comunidades auténomas para celebrar ciertos acuerdos.
De la relacién de las autonomias con la Unién Europea no se dice nada.

Esta segunda Estrategia también confirma la necesidad de «reactivar y
potenciar los instrumentos de formulacién y de coordinacién interna previstos
en la ley 2/2014» (2021: 94). Tal y como se menciona en el apartado 3.6.2
del presente articulo, los mecanismos de coordinacién que recoge la LASEE
permiten al Estado monitorizar mejor la accién exterior de las comunidades
auténomas. Por lo tanto, la Estrategia 2021-2024 parece reflejar un deseo
estatal de recuperar cierto control ante una situacién de creciente descentraliza-
cién. Situacién que, por cierto, se reconoce de manera explicita en esta Gltima
Estrategia, donde incluso se afirma que las autonomias «cada vez desarrollan
una labor mds extensa e intensa fuera de nuestras fronteras» (2021: 95).

5. La participacién del Gobierno de Aragoén en las relaciones con
la Unién Europea

La participacién de la Comunidad Auténoma de Aragén en el dmbito de
la UE est&d contemplada por el Capitulo Ill del EAAr. Como ya se ha comen-
tado, la participacién autonémica en las relaciones con la Unién se desarrolla
en dos fases a nivel interno. Por un lado, en la «fase ascendente» a través
de la colaboracién con el Estado para determinar la postura del Gobierno
central frente a la UE, asi como para llevar a cabo el control parlamentario
del principio de subsidiariedad. Por ofro, en la «fase descendente» a partir
de la ejecucién del Derecho derivado para aquellas materias que son compe-
tencia de la Comunidad Auténoma de Aragén. Esta participacién autonédmica
también se pone en marcha a nivel externo, con la participacién directa de
Aragén en la esfera eurounitaria (tanto en las instituciones europeas, como en
la Representacién Permanente de Espafia ante la UE) a través de representantes
de la autonomia.
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A) Nivel interno: la participacion de Aragén en las fases ascen-
dente y descendente

La planificacién (fase interna ascendente) de dicha participacién directa se
produce a través de la coordinacién con el Estado en las conferencias sectoria-
les y en las conferencias para los asuntos relacionados con la Unién Europea
(CARUE). El empleo de este tipo de vias para llevar a cabo la coordinacién
Estado-autonomias cobra sentido teniendo en cuenta que el principal érgano
de representacién territorial —el Senado— cumple mds bien una funcién de
cardcter partidista (S. HERNANDEZ MARTIN, 2015: 14). Por otra parte, las Cortes
de Aragén colaboran con las Cortes Generales en el control del principio
de subsidiariedad de las iniciativas legislativas europeas. El SAEAr participa
en dicho control actuando como érgano de coordinacién entre las Cortes de
Aragén y los diferentes departamentos del Gobierno autonémico.

El funcionamiento de la CARUE esté regulado por la Ley 2/1997, de 13
de marzo, por la que se regula la Conferencia para Asuntos Relacionados con
las Comunidades Europeas, en cuyo art. 1.2 se recoge que «la Conferencia
debe garantizar la participacién efectiva de las comunidades auténomas en
la (...) formacién de la voluntad del Estado» ante la UE. Tal y como ya se ha
comentado, de acuerdo con la LASEE (art. 14.4), las comunidades auténomas
pueden colaborar en el elaboracién y ejecucién de aquellos aspectos de la
Accién Exterior del Estado relacionados con la UE a través de su participacién
en esta Conferencia.

En el seno de la CARUE se tratan los asuntos relacionados con la UE
para los que no existe una Conferencia Sectorial especifica. Por lo general, se
tratan aquellos problemas juridico-institucionales que puedan surgir a la hora
de ejecutar el Derecho de la Unién. El Estado coordina la Accién Exterior
que llevan a cabo las autonomias a través de la CARUE, de manera que esta
actia como un mecanismo de control. Por ofro lado, el hecho de que exista
este 6rgano de cooperacién Estado-autonomias especificamente destinado a
coordinar la politica de Accién Exterior de las comunidades auténomas con
respecto a la Unién Europea refleja la prevalencia que la dimensién eurounitaria
tiene en la Accién Exterior de los Gobiernos autonédmicos. De esta manera,
el Estado realiza un seguimiento de la participacién de las autonomias y la
Administracién General del Estado en el Consejo de la Unién Europea, en los
comités de la Comisién Europea, en el Comité de las Regiones y en los érganos
de cooperacién transfronteriza (como la CTP). También se discuten los temas
tratados en cada una de las reuniones de los Consejos Europeos y se comenta
el desarrollo de las presidencias de la UE en cada periodo.

Dentro de la CARUE se encuentra la Comisién de Coordinadores de
Asuntos Comunitarios Europeos, en la cual el representante del Gobierno de
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Aragén es el director general (21) del departamento competente en la materia
(durante la actual XI Legislatura aragonesa, el de Presidencia, Interior y Cul-
tura). Por otra parte, la representacién del Gobierno de Aragén en la CARUE
le corresponde al Consejero.

De la actividad de la CARUE desde 2017 destaca la evaluacién de los
Acuerdos de 9 de diciembre de 2004 en lo referido a la participacién de las
autonomias en el Consejo de ministros de la UE, asi como el reforzamiento del
tratamiento de la dimensién europea en las conferencias sectoriales. Esto Gltimo
refleja, una vez mds, de qué manera la Unién Europea ocupa un espacio cada
vez mayor en la agenda de las comunidades auténomas. También destacan la
coordinacién del Estado con las autonomias para gestionar el impacto de la salida
de Reino Unido de la Unién y la llegada de refugiados ucranianos a Espafia a
raiz de la invasién Rusia a Ucrania en 2022. La representacién del Gobierno de
Aragén en el Pleno de la CARUE corresponde a la Consejeria del departamento
competente en la materia (como se ha mencionado antes, en esta legislatura
corresponde a la Consejera del Departamento de Presidencia, Interior y Cultura).

Por otro lado, el SAEAr colabora desde octubre de 2012 con las Cortes
de Aragén en el control del principio de subsidiariedad. El SAEAr actia como
un puente entre las Cortes y el resto del Gobierno de Aragén, de manera que
ademds de evaluar personalmente las iniciativas legislativas que recibe, la
Asesora Técnica del Servicio envia a las Direcciones Generales competentes
aquellas que puedan resultar de su interés o afectar a su dmbito de compe-
tencias. El objetivo es informar al Parlamento autonémico del criterio técnico
de los diferentes Departamentos del Gobierno de Aragén.

En Espaiia, el procedimiento de control de subsidiariedad estd regulado
a nivel estatal por la Ley 24/2009, de 22 de diciembre, de modificacién de
la Ley 8/1994, de 19 de mayo, por la que se regula la Comisién Mixta para
la Unién Europea (CMUE) para su adaptacién al Tratado de Lisboa. Esta Ley
24/2009, que fue modificada posteriormente por la Ley 38/2010, de 20
de diciembre, establece los plazos, forma y efectos de la participacién de
los Parlamentos autonémicos en el sistema de alerta temprana. En cuanto a
la Comunidad Auténoma de Aragén, tal y como se ha comentado arriba, la
participacién de las Cortes de Aragén en el control del principio de subsidia-
riedad estd recogida en el art. 93.3 EAAr.

Las Cortes de Aragédn cuentan con un érgano dedicado a esta cuestién
con cardcter permanente en el seno de la Comisién Institucional y de Desarrollo
Estatutario: la Ponencia sobre Asuntos Europeos. Asi queda instituido en el capi-

(21) Durante la décima legislatura (2019-2023), el representante del Gobierno de
Aragén ante esta Comisién de la CARUE no era un director general, sino el Secretario Gene-
ral Técnico del por aquel entonces Departamento de Presidencia y Relaciones Institucionales.
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tulo I del Titulo XXII del Reglamento de las Cortes a partir de la modificacién
llevada a cabo en 2017, donde se establece que la Ponencia sobre Asuntos
Europeos realiza el seguimiento de las propuestas legislativas eurounitarias que
llegan a las Cortes de Aragén desde las Cortes Generales (art. 334). Ademds,
este articulo dispone que las Cortes de Aragén también deben hacer llegar
esas iniciativas al Gobierno de Aragén con el fin de conocer su criterio sobre
la adecuacién de una propuesta legislativa concreta al principio de subsidia-
riedad. Desde octubre de 2012, esta colaboracién con el Gobierno de Aragén
para el control del principio de subsidiariedad se ha llevado a cabo a través
del Servicio de Accién Exterior del Gobierno de Aragén. A partir del parecer
de los grupos parlamentarios, de los miembros de la Ponencia sobre Asuntos
Europeos y del Gobierno de Aragén se elabora un dictamen que, una vez
aprobado, se remite a las Cortes Generales (art. 335).

Con relacién a la ejecucién del Derecho derivado por parte de la Comu-
nidad Auténoma de Aragén, el SAEAr realiza una revisién de la normativa
eurounitaria que se publica diariamente en el Diario Oficial de la Unién Euro-
pea (DOUE) y remite a donde corresponda todo aquello que pueda resultar
de interés para alguno de los érganos que componen el Gobierno de Aragén.
De esta manera, el SAEAr les mantiene actualizados para que apliquen la
normativa de la Unién durante el desarrollo habitual de sus competencias.

B) Nivel externo: la participaciéon directa de Aragén en las insti-
tuciones de la Unién Europea

Como se ha mencionado, la propia Unién ha apostado por acercar sus
instituciones a los entes subestatales, de manera que Aragén participa directo-
mente en la esfera institucional de la Unién a través de la labor que realizan sus
representantes autonémicos en los distintos comités de la Comisidn, en el Consejo
de la Unién y en el Comité de las Regiones, ademés de la colaboracién que el
Gobierno de Aragén mantiene con la Oficina del Gobierno de Aragén en Bruselas.

La Comisién Europea desarrolla sus competencias de ejecucién a través
de los distintos comités y grupos de trabajo de cardcter intergubernamental
que conforman la llamada comitologia. Estos comités son presididos por fun-
cionarios de la Comisién y en ellos se establecen debates entre los diversos
representantes de los Estados miembros. De esta manera, la Comisién puede
tener en cuenta las perspectivas de los diferentes paises de la UE antes de
emitir un dictamen con el objetivo de garantizar que las medidas impulsadas
se adoptan teniendo en cuenta la realidad de cada pais.

La participacién de las comunidades auténomas en estos comités, como
puntualiza S. SAUNAs Alceca (2014: 875), responde al hecho de que a las
autonomias les corresponde ejecutar muchas de las materias que se tratan en
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ellos ya que entran dentro de su dmbito competencial. Los gobiernos autoné-
micos participan en la comitologia como representantes del Estado, de manera
que la posicién que adoptan frente a estos comités es la posicién oficial del
Estado en su conjunto, y no la particular de cada comunidad auténoma. No
obstante, dicha posicién oficial queda establecida en las diferentes conferencias
sectoriales que el Estado realiza para coordinarse con las comunidades auté-
nomas. Adicionalmente, el representante autonémico encargado de defender
la posicién de Espafia frente a un determinado comité se asegura también de
coordinarse con el resto de autonomias reuniéndose (tanto al principio como
al final de cada periodo) con varios responsables autonémicos. La comuni-
dad auténoma se encargard de elaborar un informe final una vez terminado
su periodo de representacién en el comité o comités asignados. Durante el
actual periodo 20222025, Aragédn participa en ocho comités, recogidos en la
siguiente tabla. En el periodo 2003-2006, la comunidad auténoma participd
en comités relacionados con la agricultura, la salud y la educacién superior, de
manera similar al periodo actual. Temdticas, como apunta M. KéiwiNnG (2005:
63) de notable «relevancia para los intereses propios del Gobierno regional.

Periodo 2022-2023

Comité para la aplicacién del Reglamento relativo al marco juridico eurounitario
aplicable a los Consorcios de Infraestructuras de Investigacién Europeas (ERIC)

Comité para los datos abiertos y la reutilizacién de la informacién del sector
pUblico

Comité sobre células y tejidos humanos

Comité del Programa del Cuerpo Europeo de Solidaridad

Comité para el reconocimiento de cualificaciones profesionales
Periodo 2024-2025

Comité permanente de investigacién agraria (CPIA)

Comité permanente de medicamentos de uso humano

Comité permanente de medicamentos veterinarios

Por su parte, el Consejo de la Unién Europea estd compuesto por un
miembro del Gobierno de cada Estado miembro, respetando asi el principio
eurounitario de representacién de los Estados. Tal y como establece el art.
16.2 TUE, «el representante de cada Estado miembro debe ostentar rango
ministerial y tener la potestad de comprometer al Gobierno del Estado miem-
bro al que representa». Como ya se ha comentado, en Espafia la capaci-
dad de comprometer al Estado internacionalmente compete exclusivamente
al poder central. Por este motivo, aunque el Gobierno de Espafia permite a
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las comunidades auténomas tener cierto grado de representacién en el marco
del Consejo y faculta a varios representantes autonémicos para defender los
intereses nacionales dentro de las diferentes formaciones, estos actian siempre
en representacién de la Nacién. Por lo tanto, cuando Aragén participa en el
Consejo de la Unién Europea a través de un representante autonémico, lo
hace como representante de todas las autonomias, y no solo de los intereses
particulares de Aragén. De esta manera, del mismo modo que en el Consejo se
llevan a cabo negociaciones para armonizar los intereses particulares de cada
Estado miembro y establecer una postura comdn europea, la descentralizacién
que existe en Espafa se traduce en una puesta en comin de los intereses y
opiniones de cada comunidad auténoma para conformar una posicién comin,
diferente de las posiciones particulares de cada autonomia. A modo ilustrativo,
durante el primer semestre de 2023, Aragén ha asumido la representacién de
las autonomias en el Consejo de Medio Ambiente.

Para ello, el representante autondémico al que se le ha asignado una
determinada formacién asiste a las reuniones del Consejo, facilita al resto de
comunidades auténomas (tanto en sus delegaciones en Bruselas, como en sus
Consejerias) toda la documentacién relativa a los contenidos y conclusiones
de dichas reuniones, acuerda una posicién comin con el resto de autonomias
con respecto a los temas tratados en esa determinada formacién vy, finalmente,
redacta un documento de balance de la coordinacién y traspaso a la siguiente
comunidad auténoma encargada de esa formacién.

Por otro lado, el Comité de las Regiones (en adelante, CdR) es un 6rgano
consultivo que representa a los entes regionales y locales de la UE. La posibili-
dad de participar a nivel regional en las decisiones que, més tarde, se adoptan
en Bruselas constituye uno de los principales cauces de participacién de las
comunidades auténomas en la formacién de la voluntad de las instituciones
europeas. Estd actualmente integrado por 329 miembros, representantes de los
entes regionales y locales de los 27 Estados miembros de la UE. Su principal
funcién es exponer los puntos de vista regionales y locales en la redaccién
de la legislacién de la UE a las tres instituciones europeas encargadas de su
elaboracién y adopcién (Comisién, Consejo y Parlamento). A través del CdR,
los representantes pueden dar a conocer su opinién sobre la legislacién de
la UE que repercute directamente en las regiones y ciudades. En el caso de
Espafa, se realizé el reparto de los 21 miembros asignados al pais a través
del acuerdo del Senado de 20 de octubre de 1993, no sin algunos desencuen-
tros. De esta manera, se decidié establecer un representante por comunidad
auténoma y los cuatro puestos restantes quedaron asignados a representantes

de municipios (M. CorraL SUAREZ y A. A. HERRerO DE LA FueNTE, 2015: 145).

Aragén participa directamente en el Comité de las Regiones mediante la
presentacién y/o apoyo de enmiendas a proyectos de dictamen sobre iniciati-
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vas europeas de relevancia, siendo el Presidente de la Comunidad Auténoma
de Aragén el miembro fitular en el Comité de las Regiones. La representacién
de Aragén en el CdR a través de sus miembros se materializa en la posibilidad
de ejercer como ponentes para la elaboracién de un proyecto de dictamen
o de informe del CdR en caso de un gran interés en un tema, lo cual debe
ser aprobado en comisién a propuesta del presidente de la propia comisién.
Estos representantes de Aragén en el CdR también pueden presentar o apoyar
enmiendas a los dictdmenes. Ademds, asisten a las comisiones de las que
es miembro Aragén: Comisién de Politica de Cohesién Territorial (COTER) y
Politica econémica (ECON). También asisten a las sesiones plenarias, en las
que se adoptan los dictémenes del CdR y que se celebran 5 o 6 veces al afo,
asi como a las reuniones del grupo politico y de la Delegacién espafiola en el
marco de los plenos del CdR, ademds de a las reuniones técnicas y politicas de
los grupos interregionales (Aragén es miembro de los grupos de «Cooperacién
Transfronteriza» y «Futuro del Sector del Automévil»). Adicionalmente, estos
representantes autonémicos acuden a foros y a otras reuniones informativas
organizadas por el CdR, y pueden participar en los eventos de interés en el
marco de la semana europea de las regiones y ciudades «Open Days» para
dar apoyo a las organizaciones aragonesas presentes en estas jornadas, asi
como cooperar con las comunicaciones que lleva a cabo el CdR, por y para
los entes regionales y locales, a través de pdginas web territoriales de los Esta-
dos miembros y un boletin digital. A pesar de que la presencia del Gobierno
de Aragén en esta institucién eurounitaria es apreciada por la posibilidad de
defender la posicién autonémica ante la Unién, la limitacién de sus funciones
al dmbito consultivo ha sido objeto de critica (M. KowiNng, 2005: 64).

Adscrita al actual Departamento de Presidencia, Interior y Cultura, la
Oficina del Gobierno de Aragén en Bruselas se establecié en el afio 1993, a
pesar de que sélo dos afios antes el Consejero para Asuntos de la Comunidad
Europea habia declarado que la puesta en marcha de una oficina autoné-
mica permanente en Bruselas era un gasto innecesario por aquel entonces (M.
KotwnG, 2005: 62). Estd previsto —como se menciond mds arriba— que esta
Oficina adquiera la categoria de delegacién. Como se ha visto, en el EAAr de
2007 se hace una referencia directa a la creacién de una delegacién para la
defensa de los intereses autonémicos ante la Unién (art. 92.2). Posteriormente,
el art. 27 de la Ley 2/2009, de 11 de mayo, del Presidente y del Gobierno de
Aragén (22) reitera dicha intencién, y asi lo han recogido los sucesivos Decretos

(22) Esta Ley ha sido recientemente derogada por el Decreto Legislativo 1/2022, de
6 de abril, del Gobierno de Aragén, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del
Presidente o Presidenta y del Gobierno de Aragén. No obstante, dicho Decreto Legislativo
mantiene la intencién de la Comunidad Auténoma de Aragén de establecer una delegacién ante
la Unién Europea para representar, defender y promover los intereses autonémicos (art. 29).
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de estructura del Departamento de Presidencia del Gobierno de Aragén desde
2011 (Decretos 315/2011, 307/2015, 6/2020).

Sin embargo, dado que adn no han quedado establecidas mediante
Decreto las competencias y la organizacién de la futura Delegacién, esta inten-
cién sigue sin haberse materializado. Se mantiene asi la Oficina del Gobierno
de Aragén en Bruselas, la cual juega un papel clave para el desarrollo de la
fase descendente de la participacién aragonesa en la Unién, conectando a las
autoridades autonémicas con la esfera institucional eurounitaria. Para ello, lleva
a cabo un seguimiento del proceso de toma de decisiones en las instituciones
europeas, recaba informacién sobre iniciativas legislativas, y contribuye a la
representacién, gestién y defensa de los intereses de la comunidad auténoma
ante la UE.

Desde 2008, la Oficina también desempefia funciones de oficina comer-
cial y econdmica a través de la empresa pdblica Aragén Exterior (AREX, 20 de
mayo de 2008), ofreciendo asesoramiento a diversos agentes socioeconémicos
aragoneses y favoreciendo la creacién de sinergias entre ellos y la Unién.

La Oficina ha estado histéricamente adscrita al correspondiente Departa-
mento de Presidencia (actualmente, al Departamento de Presidencia, Interior y
Cultura) y la coordinacién entre ella y el Gobierno de Aragén se produce a
través del Secretaria General Técnica de dicho Departamento. Por lo general, el
director de la Oficina se nombra directamente desde la Consejeria del Depar-
tamento de Presidencia y suele tener un carécter eventual e independiente.
No obstante, en alguna ocasién se ha nombrado director de dicha Oficina al
director general competente en materia de accién exterior.

Tanto el SAEAr como la Oficina de Aragén en Bruselas realizan labores
de tipo institucional y logistico, ejerciendo como lazo comunicativo para el
Gobierno de Aragén con la UE. Asi, el SAEAr informa a la Oficina sobre la
labor de coordinacién interna que se realiza con los diferentes Departamentos,
de manera que estos puedan ofrecer su criterio técnico sobre las materias tra-
tadas a los representantes de la Comunidad Auténoma de Aragédn ante la UE.

6. Proyeccion exterior de la Comunidad Auténoma de Aragén

Como ya se ha comentado, tanto la LASEE como la ley de Tratados
reconocen la potestad autonémica para celebrar acuerdos de colaboracién,
tales como los acuerdos internacionales administrativos o los acuerdos no nor-
mativos, y el art. 96.2 EAAr también recoge la posibilidad de emplear este
mecanismo de proyeccién exterior.

En el caso de Aragén, un ejemplo de acuerdo internacional administra-
tivo seria el Convenio interadministrativo de cooperacién transfronteriza entre
las entidades miembros de la Comunidad de Trabajo de los Pirineos (CTP)
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que desarrolla lo pactado en el Tratado hispanofrancés sobre cooperacién
transfronteriza entre entidades territoriales de 1995. Por ofro lado, un ejemplo
de acuerdo no normativo seria el Memorando de acuerdo entre la Agencia
Rumana para la Garantia de la Calidad de la Ensefianza Superior (ARACIS)
y la Agencia de Calidad y Prospectiva Universitaria de Aragdn (ACPUA). El
Ministerio de Asuntos Exteriores, Unién Europea y Cooperacién elevard un
informe previo a la celebracién de todos esos acuerdos que las comunidades
auténomas quieran celebrar «con autoridades u érganos administrativos de un
sujeto de Derecho Internacional».

Como ya se ha comentado, el art. 96.1 EAAr contempla la posibilidad
de abrir oficinas en el exterior para promocionar los intereses de la Comu-
nidad Auténoma de Aragén. Ya en 2005, M. KéuiNnG (76) sefalaba que el
Gobierno autonémico demostraba un interés creciente por internacionalizar la
economia regional. A través de la empresa piblica Aragén Exterior (AREX), la
comunidad auténoma cuenta con dos oficinas comerciales [una en Bruselas,
y ofra en Shangai (23)] que a partir de 2012 quedaron integradas en la red
del Estado (24). La integracién ha permitido a AREX expandirse y mejorar la
calidad de sus servicios, contando actualmente con una red internacional de
oficinas que se extiende a mds de 100 paises. Esta integracién (en la que no
han participado todas las comunidades auténomas) ha permitido al Estado
centralizar en cierta medida —o, al menos, ser capaz de ejercer una mejor
coordinacién— de la labor de internacionalizacién e inversién empresarial que
venian haciendo desde hace mucho tiempo las autonomias.

Otra de las dimensiones que componen la proyeccién exterior del Gobierno
de Aragén son las Comunidades Aragonesas en el Exterior, para con las que
(como se ha mencionado antes) el EAAr reserva al Gobierno la posibilidad
de firmar acuerdos de cooperacién (art. 8.2). Actualmente, este 6rgano de
cooperacién se encuentra en el Servicio de Desarrollo Estatutario y Aragoneses
en el Exterior, dentro de la Direccién General de Desarrollo Estatutario del
Departamento de Presidencia, Interior y Cultura.

7. Cooperacion transfronteriza e interregional

La situacién fronteriza de la Comunidad Auténoma de Aragén ha hecho
que esta tenga una larga tradicién de cooperacién transfronteriza e interregio-

(23) A pesar de que ambas oficinas pertenezcan a AREX y constan como oficinas
comerciales, son esencialmente diferentes. Como se ha comentado, la Oficina del Gobierno
de Aragén en Bruselas desempefia ofras funciones que van mds alléd de lo comercial.

(24) Esta integracién a la red estatal se produce a través del Protocolo de colaboracién
del 26 de julio de 2012 entre el Ministerio de Economia y Competitividad y el Gobierno de
Aragén.
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nal con los territorios vecinos. Al principio, esta actividad se regia solamente por
la normativa bésica del Derecho Internacional, hasta la firma el 21 de mayo
de 1980 en Madrid del Convenio Marco del Consejo de Europa sobre coo-
peracién transfronteriza entre comunidades o autoridades ferritoriales. Dicho
Convenio no permitia dotar de personalidad juridica a los organismos de
cooperacién transfronteriza, pero esto se solucionaria con la firma del Tratado
de Bayona entre el Reino de Espaiia y la Repiblica Francesa en 1995, dado
que permite a los territorios firmar convenios para la creacién de organismos
de cooperacién (art. 3).

En este punto, cabe destacar la participacién de la Comunidad Auténoma
de Aragén —junto al resto de las autonomias que se encuentran en situacién
fronteriza con Francia— en las negociaciones llevadas a cabo entre los dos
Estados para la conclusién de dicho tratado y que supuso una ampliacién
de las competencias sobre esta materia recogidas en la primera versién del
Estatuto de Autonomia de Aragén (FERNANDEZ Sota, 2007: 6). Aragédn también
ha estado presente en la cumbre hispano-francesa que tuvo lugar en Zaragoza
en el afio 2004, asi como en la de 2005 celebrada en Barcelona donde se
trataron temas relativos a la cooperacién transfronteriza, sin que haya esto
contravenido el ius representationis estatal (N. FErRNANDEZ Sola, 2007: 8-9).

Quince afios después, el Principado de Andorra se adhirié al Tratado de
Bayona a través del Protocolo de enmienda y adhesién firmado en Andorra
la Vella el 16 de febrero de 2010. Es en ejecucién de este tratado que la
Comunidad Auténoma de Aragén goza de un marco juridico adecuado para
el desempefio de su actividad transfronteriza, tanto a nivel multilateral en la
Comunidad de Trabajo de los Pirineos como a nivel bilateral con las regiones
francesas de Occitania y Nueva Aquitania. EI 19 de enero de 2023 se firmé
en Barcelona un nuevo Tratado de amistad y cooperacién entre el Reino de
Espafia y la Repiblica Francesa (25) que refuerza y complementa lo establecido
por el Tratado de Bayona, sin sustituirlo (arts. 31 y 32).

A) Cooperaciéon transfronteriza multilateral a través de la parti-
cipaciéon del Gobierno de Aragén en el Consorcio de la Comu-
nidad de Trabajo de los Pirineos

La Comunidad de Trabajo de los Pirineos (CTP) estd formada por las
comunidades auténomas espafiolas de Aragén, Cataluiia, Navarra y Pais
Vasco, por las regiones francesas de Nueva Aquitania y Occitania, y por el

(25) Este tratado alin no ha sido publicado en el BOE, pero estd disponible aqui: https://
www.lamoncloa.gob.es/presidente/actividades/Documents/2023/190123-Tratado%20
de%20Amistad%20y%20Cooperaci%C3%B3n_ES.pdf.
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Principado de Andorra. Dado que la sede estd en Jaca (Huesca, Aragén), su
actividad estd sujeta al Derecho piblico espafiol. Actualmente, es la autoridad
juridica encargada de gestionar los fondos europeos POCTEFA de cooperacién
transfronteriza, un programa de fondos especialmente dedicado a la zona
de Espafa-Francia-Andorra. Desde la CTP se gestiona el programa de finan-
ciacién europeo Interreg VI-A-Espaiia-Francia-Andorra (POCTEFA 2021-2027).
La actividad de la CTP comienza en un contexto en el que Espafia deseaba
obtener un mayor reconocimiento internacional, por lo que su constitucién
puede verse como una muestra de su deseo de formar parte del proceso de
integracién europeo.

La cooperacién entre estos territorios es anterior a la fundacién de la
CTP, ya que su situacién fronteriza generaba la necesidad de reunirse para
discutir asuntos de inferés comin. Este organismo de cooperacién transfron-
teriza nacié poco después de que se firmara en Madrid el Convenio Marco
europeo, con la adopcién el 15 de abril de 1983 del Protocolo de acuerdo
constitutivo en Burdeos y su firma en Pau por todos los miembros de la CTP
unos meses mds tarde.

Como se ha comentado, el Tratado de Bayona abre la posibilidad de otor-
gar personalidad juridica propia a la CTP, requisito necesario para comenzar
a captar los fondos que la UE estaba destinando a impulsar la cooperacién
transfronteriza. Asi, diez afios después de la firma del tratado, la CTP se cons-
tituye como Consorcio a través del Convenio interadministrativo de cooperacién
transfronteriza entre las Entidades Miembros de la CTP de 17 de marzo de
2005. El Consorcio suponia una figura juridica versatil que encajaba muy bien
con la diversidad de sus miembros: regiones francesas por un lado y comuni-
dades auténomas espafiolas por ofro. Las dreas fronterizas y de montafia que
caracterizan gran parte del territorio aragonés presentan mayores limitaciones
para su desarrollo (J. A. MaraL Lacoma, 1993: 86), por lo que el acceso a
estas ayudas eurounitarias presentaba un gran atractivo para Aragén.

Poco tiempo después, tras haberse incorporado al Tratado de Bayona
el Principado de Andorra se une a la CTP a través del Convenio de adhe-
sién del organismo andorrano de cooperacién transfronteriza al Consorcio
de la Comunidad de Trabajo de los Pirineos, suscrito en Pamplona el 15 de
noviembre de 2012. A pesar de no poder gestionar directamente los fondos
POCTEFA por no formar parte de la UE, resultan de interés para Andorra las
dindmicas sociales y comerciales que se crean en la zona fronteriza gracias
a la financiacién de proyectos.

En 2015, se renueva el Convenio interadministrativo por el que la CTP
queda constituida como Consorcio, y tres afios después se revisa para incor-
porar dos actualizaciones importantes. Por un lado, para dejar reflejado que
con la aprobacién de la Ley francesa 2015-29, de 16 de enero de 2015,
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Aquitania, Languedoc-Roussillon y MidiPyrénées (las tres regiones francesas que
formaban parte de la CTP) se convertian en Nueva Aquitania y Occitania. Por
ofro, para establecer que el Consorcio quedaba adscrito a la Administracién
pUblica de la Comunidad Auténoma de Aragén tras la publicacién de la Ley
40/2015 del Régimen Juridico del Sector Publico, en aplicacién del art. 120.
Este Gltimo cambio ha supuesto que la responsabilidad juridica de gestionar
correctamente la actividad de la CTP recaiga plenamente en Aragén, aumen-
tando la importancia de la labor de control que realiza el SAEA.

Una vez recibidos los fondos, los miembros del Consorcio se retnen para
decidir cémo llevar a cabo el reparto. En estas negociaciones estd presente
un representante del Estado espafiol para preservar el papel del Estado como
director de la politica exterior, asi como un homénimo de la Repuiblica francesa.
Cuando Aragén ha recibido su parte, la Direccién General competente en
materia de fondos europeos (actualmente, la Direccién General de Financiacién
y Fondos Europeos del Departamento de Hacienda y Administracién Piblical)
se encarga de gestionarlos.

La CTP busca ir mds allé de gestionar los fondos POCTEFA 'y, por ello,
desarrolla y participa en ofros proyectos. Por ejemplo, la CTP lanzé en 2010
el Observatorio Pirenaico del Cambio Climdtico (OPCC), el cual funciona como
un departamento dentro del Consorcio. Recientemente, la CTP ha recibido finan-
ciacién de la Unién Europea para impulsar la Estrategia Pirenaica del Cambio
Climdtico (EPiCC) a través del programa LIFE. Esta EPiCC, disefiada por el
OPCC y aprobada por la CTP en 2021, se define como un plan de accién de
cardcter transfronterizo centrado en afrontar y prevenir los efectos del cambio
climédtico en la zona pirenaica. De hecho, en el nuevo tratado hispanofrancés
de 2023, se recoge la intencién futura de crear un Comité consultivo de Coo-
peracién Fronteriza para realizar un seguimiento de la puesta en marcha de la
EPIiCC. La EPiCC forma parte de la denominada Estrategia Pirenaica, un plan
transversal que plantea una estrategia consensuada por todos los miembros de
la CTP para favorecer la cohesién social, econédmica y territorial del Macizo.
Ademds de la cuestién climdtica, la Estrategia Pirenaica se centra en aspectos
tales como la movilidad y el atractivo turistico del territorio.

En el marco de la cooperacién transfronteriza multilateral de la Comuni-
dad Auténoma de Aragén, también destaca la colaboracién enfocada en el
dmbito sanitario entre las entidades territoriales que conforman la CTP. En el
nuevo tratado, Espafia y Francia expresan un compromiso mutuo de aumentar
su cooperacién en dicho dmbito. Concretamente, el tratado recoge la inten-
cién de eliminar las trabas administrativas en la zona fronteriza que puedan
dificultar el acceso a asistencia sanitaria (art. 28). Este era precisamente el
objetivo de un proyecto que la CTP habia presentado a la Comisién Europea
unos afos antes, el cual fue bautizado como When Emergencies Erase Borders
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(«cuando las emergencias borran fronteras») y que obtuvo financiacién de la
convocatoria de subvenciones B-Solutions. Dicho proyecto ha permitido a los
equipos sanitarios de las regiones fronterizas tener la misma capacidad de
actuacién a ambos lados de la frontera.

La CTP también participa en la Alianza de Suelo de los Pirineos (ASPir).
Esta Alianza se constituyd en 2021, y es un proyecto de Naciones Unidas
gestionado por la Organizacién de las Naciones Unidas para la Agricultura
y la Alimentacién (FAO, por sus siglas en inglés), inspirado por otros proyec-
tos similares tales como la Alianza Mundial de Suelos y la Alianza Europea
de Suelos. La ASPir realiza una labor de cooperacién transfronteriza que se
enfoca en preservar y mejorar los suelos de los Pirineos, aglutinando diferentes
entidades tanto poblicas como privadas interesadas en realizar una gestién
sostenible del territorio. Por su parte, la CTP actia como entidad impulsora
realizando funciones de acompafiamiento, soporte y difusién, y que fue elegida
por aglutinar a los gobiernos regionales de la zona Pirenaica y por su amplia
trayectoria gestionando proyectos en el territorio.

B) Convenios Marco de cooperacién transfronteriza bilateral entre
el Gobierno de Aragén y las regiones francesas de Nueva
Aquitania y Occitania

Ademés de la actividad de cooperacién transfronteriza multilateral que desa-
rrolla la CTP, la Comunidad Auténoma de Aragén ha mantenido una tradicién de
colaboracién bilateral con las actuales Nueva Aquitania, por un lado, y Occitania
por ofro (con las antiguas regiones de Aquitania y Midi-Pyrénées, respectiva-
mente). Como apunta M. KounG (2005: 66), la principal motivacién de Aragédn
para cooperar con la regién de Midi-Pyrénées era gestionar las dificultades para
el transporte entre ambas zonas, asi como para fomentar el turismo, la cultura y
el desarrollo sostenible en el marco de los fondos INTERREG. Con el tiempo, esto
condujo a la firma de convenios bilaterales de cooperacién transfronteriza sobre
la base de los cuales se han ido publicando cada afio convocatorias de subven-
ciones para proyectos. Los dos convenios vigentes actualmente estdn préximos
a vencer: se trata del convenio de Cooperacién Transfronteriza entre el Consejo
Regional de Aquitania (actualmente, Nueva Aquitania) y el Gobierno de Aragén,
suscrito el 26 de septiembre de 2013, y del Convenio Marco de Cooperacién
Transfronteriza entre el Consejo Regional de Midi-Pyrénées (actualmente, Occita-
nia) y el Gobierno de Aragén, suscrito el 1 de abril de 2015.

Durante 2021, 2022 y 2023 no se han sacado adelante convocatorias
de subvenciones entre la Comunidad Auténoma de Aragédn y Occitania, aun-
que se mantiene la relacién institucional entre regiones y cabe la posibilidad
de retomar la cooperacién en el futuro. Por su parte, la colaboracién con
Nueva Aquitania se ha mantenido y durante el afio 2023 se estdn financiando
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proyectos a partir de la convocatoria de subvenciones publicada en 2022 y
con bases reguladoras de 2021 (26). Ademds, este afio se han financiado
proyectos de diversa indole, como intercambios escolares y universitarios, y
otros centrados en la preservacién del patrimonio o de los bosques del Pirineo.

8. Breve mencion a la cooperacion al desarrollo del Gobierno de
Aragén

En ¢ltimo término, no puede prescindirse de una breve referencia al dmbito
de la cooperacién al desarrollo. El EAAr (art. 71.36) asigna a la Comunidad
Auténoma de Aragén competencias exclusivas en materia de cooperacién al
desarrollo, ilustrando el protagonismo que las comunidades auténomas tienen
en esta dimensién de su Accién Exterior tal y como se comenta mds arriba. Tras
la aprobacién de la Ley estatal 23/1998 de Cooperacién Internacional para
el Desarrollo antes mencionada, la Comunidad Auténoma de Aragédn publicd
su propia ley autonémica (la Ley 10/2000, de 27 de diciembre, relativa a la
Cooperacién para el Desarrollo de Aragén), siendo una de las CA pioneras
en hacerlo (Gosierno DE ARAGON, 2010: 11). En la Comunidad Auténoma de
Aragén, el Consejo Aragonés de Cooperacién para el Desarrollo se encarga
de evaluar los planes directores cuatrienales y los planes anuales previstos en
el art. 4 de la citada ley autonémica junto con la Comisién Autondmica de
Cooperacién para el Desarrollo. Las principales éreas geogrdficas sobre las que
Aragén despliega su cooperacién al desarrollo son Latinoamérica (en especial
la regién andina), Centroamérica y el Caribe. Por su parte, los principales
dmbitos de actuacién son el desarrollo del medio rural y de la agricultura, el
acceso a agua potable y saneamiento, educacién, salud, y atencién humanitaria
en situaciones de emergencia. La Comunidad Auténoma de Aragédn también
lleva a cabo una labor de sensibilizacién para concienciar a los aragoneses y
aragonesas de la importancia de invertir en la cooperacién para el desarrollo.

V. ALGUNAS IDEAS A MODO DE CONCLUSION

1. Desde el retorno a la democracia en el Reino de Espaiia, se ha podido
apreciar una clara descentralizacién de las competencias en materia

(26) Respectivamente: Orden PRI/1858/2022, de 14 de diciembre, por la que se
convocan subvenciones destinadas a financiar proyectos de cooperacién transfronteriza entre
la Comunidad Auténoma de Aragén y la regién francesa de Nueva Aquitania durante el afio
2023; y Orden PRI/1331/2021, de 18 de octubre, por la que se aprueban las bases regu-
ladoras para la concesién de subvenciones destinadas a financiar proyectos de cooperacién
transfronteriza entre la Comunidad Auténoma de Aragén vy las regiones francesas de Nueva
Aquitania y Occitania.
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de accién exterior a favor de las comunidades auténomas, favorecido
por una interpretacién extensiva de la vigente Constitucién espafiola
de 1978. Este proceso de descentralizacién ha estado impulsado por
tres fuerzas motoras principales: la adaptacién a una sociedad cre-
cientemente globalizada, las demandas de los partidos politicos con
aspiraciones independentistas y la propia actitud de la Unién Europea
al respecto.

En un mundo donde la realidad internacional permea los asuntos inter-
nos de cada pais —sobre todo en el caso de los Estados miembros de
la Unién Europea— seria poco realista alejar de toda actividad con
cardcter internacional a los entes subestatales de un Estado con una
estructura descentralizada como es el Estado espafiol. Esta dimensiédn
va a estar inevitablemente presente en el desarrollo de numerosas
actividades que son competencia de las comunidades auténomas, asi
que dicha descentralizacién era igualmente inevitable.

No obstante, la capacidad que las fuerzas nacionalistas periféricas
del Reino de Espafia han demostrado en el pasado para aumentar las
competencias en materia de accién exterior de las autonomias podria
sugerir un posible aumento de la descentralizacién en el futuro. Esta
tesis cobra mds fuerza considerando el poder negociador del que goza
actualmente el nacionalismo cataldn de cara a la préxima legislatura.

Si bien es cierto que la descentralizacién ha dado pie a algunos
conflictos con el nicleo esencial de las relaciones internacionales
—sobre todo por la Accién Exterior de la comunidad auténoma de
Cataluia—, un ambiente de lealdad y cooperacién institucional ofrece
numerosas ventajas a las autonomias, beneficiando en dltima instan-
cia a la ciudadania. La adhesién a la Unién Europea ha expandido
las competencias en materia de accién exterior de las comunidades
auténomas, dotdndolas de una dimensién eurounitaria que ha abierto
nuevas posibilidades para el desarrollo econédmico y social del territorio
autondmico. En este sentido, la descentralizacién ha permitido que
las oportunidades de cooperacién que surgen de los recursos de la
Unién y de los tratados internacionales se adapten mds eficazmente
a las realidades locales, acercando la Unién Europea al ciudadano,
y viceversa.

La Estrategia de Accién Exterior 2021-2024 parece apostar por reac-
tivar los mecanismos de control en lo relativo a la actividad exterior de
las comunidades auténomas establecidos por la LASEE, asi como refor-
zar la coordinacién Estadoautonomias en esta materia. Esto plantea la
posibilidad de proteger las ventajas que presenta la descentralizacién
en materia de accién exterior al mismo tiempo que se previenen exce-
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sos que amenacen el nicleo de la reserva estatal para las relaciones
internacionales.

6. Aragén es un claro ejemplo de esto. La Comunidad Auténoma de Ara-
gdn cuenta con una Accidén Exterior extensa cuya gran protagonista es
la cooperacién transfronteriza, y participa activamente en las distintas
fases de las relaciones autonémicas con la Unién Europea. No obs-
tante, nada de esto ha derivado nunca en actividades contrarias a la
lealtad institucional. De hecho, la tendencia del Gobierno de Aragén
a ganar eficacia y eficiencia en el desarrollo de su Accién Exterior es
coherente con el planteamiento de la mencionada Estrategia y favorece
notablemente la coordinacién de la comunidad auténoma con el Estado.
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RESUMEN: El presente trabajo pretende sistematizar, dar algunas respuestas y ser
punto de reflexién acerca del sector de la aviacién, un sector liberalizado y en el que
las politicas pdblicas y potestades de la Administracién asumen un valor esencial en el
trénsito hacia la neutralidad en carbono, un objetivo que ha adquirido el carécter de
politica trasversal en el conjunto de politicas de la UE a fin de alcanzar el desarrollo
sostenible como demuestra el «Pacto Verde Europeo» y los recientes cambios legislativos
con la aprobacién del Reglamento 2023/2405 relativo a la garantia de unas condiciones
de competencia equitativa para un transporte aéreo sostenible (ReFuelUE Aviation) y del
Reglamento 2023/1804, de 13 de septiembre de 2023 relativo a la implantacién de
una infraestructura para los combustibles alternativos, entre otras medidas.

Palabras clave: descarbonizacién; Pacto Verde Europeo; ReFuel UE Aviation; Cielo
Unico Europeo; eficiencia energética; digitalizacién; mercados de carbono; OACI; libe-
ralizacién; aeronaves; aeropuertos.

(*) Trabajo recibido en esta Revista con fecha 14/01/2024 y evaluado favorablemente
para su publicacién el 05/02/2024.

(**) Actualizacién y desarrollo de la Ponencia presentada en las Jornadas Luso-Espan-
hola Transicao Enérgetica y Digital Justa no dmbito dos transportes, Coimbra, junio 2023. Esta
publicacién es parte del proyecto de investigacién de Excelencia PID2021-12403 1NB-C42,
financiado por MCIN/AEI/10.13039/ 501100011033 /FEDER, UE y el Proyecto de Investi-
gacién UMA20-FEDERJA-014.
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ABSTRACT: The present article seeks to provide a systematic overview, give some
answers and be a point of reflection about a liberalized sector and in which public poli-
cies and powers of the Administration assume an essential value in the transition towards
carbon neutrality, a objective that has acquired the character of a transversal policy in
the set of EU policies in order to achieve sustainable development as demonstrated by the
«European Green Deal» and the recent legislative changes with the approval of Regulation
2023/2405 regarding the guarantee of fair conditions of competition for sustainable
air transport (ReFuelUE Aviation] and Regulation 2023/1804, of September 13, 2023
on the implementation of an infrastructure for alternative fuels, among other measures.

Key words: decarbonization; European Green Deal; ReFuel UE Aviation; Single
European Sky; energy efficiency; digitalization; carbon markets; ICAO; liberalization;
aircraft; airports.

I. LA NECESARIA TRANSFORMACION

El transporte aéreo es actualmente uno de los principales medios de trans-
porte a nivel mundial. Segin el Gltimo informe medioambiental de la Aviacién
Europea 2022, presentado por la Agencia de Seguridad Aérea de la Unidn
Europea (EASA) el crecimiento de las emisiones de CO, de la aviacién se estaba
acelerando antes del COVID-19; las emisiones de CO, de todos los vuelos que
salen de los aeropuertos de los 27 paises de la Unién Europea y la Asocia-
cién Europea de Libre Comercio alcanzaron los 147 millones de toneladas en
2019, lo que supuso un 34% mds que en 2005 (1). A nivel global se estima
que la huella de carbono del transporte aéreo supone actualmente un 13%
aproximadamente de las emisiones totales del sector (2) siendo responsable
de al menos el 3% del calentamiento global (3), un porcentaje que ha ido en
aumento en los Gltimos afios.

(1) EASA: Informe medioambiental de la aviacién europea 2022, resumen ejecutivo y
recomendaciones, 2022. [En linea: https://www.easa.europa.eu/es/light/topics/european-
aviation-environmental-report-2022 (consultado diciembre 2023)].

(2) El transporte representa aproximadamente el 28% de las emisiones de gases de
efecto invernadero de la UE. La emisiones proceden principalmente del transporte por carre-
tera (72%), seguidos del transporte maritimo (13%) y el transporte aéreo (13%), siendo el
ferrocarril el de menor huella de carbono (0,5%).Vid. Infografia 181-es de 22 de agosto de
2023 publicada por la agencia europea del medio ambiente. [ En lineas: hitps://www.eea.
europa.eu/es/pressroom/infografia (consultada en enero de 2024)].

(3) Datos conforme a los detallados en la exposicién de motivos de la Directiva (UE)
2023/958 del Parlamento Europeo y del Consejo de 10 de mayo de 2023 por la que se
modifica la Directiva 2003/87/CE en lo que respecta a la contribucién de la aviacién al

objetivo de la Unién de reducir las emisiones en el conjunto de la economia y a la adecuada
aplicacién de una medida de mercado mundial (DOUE 130, de 16 de mayo de 2023).
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La transformacién del modelo resulta necesaria, lo que lleva aparejado
consecuencias sociales (asegurar que el transito hacia la eficiencia energética
sin obviar las necesidades de movilidad y transporte de los usuarios y garan-
tizar la inclusién de toda la ciudadania) (4), medioambientales (garantizar la
reduccién de emisiones y proteccién del entorno), econédmicas (concrecién de
incentivos fiscales) y tecnolégicas (asegurar el despliegue de estrategias admi-
nistrativas en el desarrollo tecnolégico para evitar quiebras en la salvaguarda
del orden publico y vulneracién de derechos).

En este estudio tomaremos como eje para su andlisis las consecuencias
medioambientales a fin de delimitar claramente el objeto de la investigacién
apuntando indirectamente los diferentes dmbitos afectados que requieren de
un estudio especifico.

En los ltimos afios la concienciacién y el avance hacia el establecimiento
de medidas que aseguren la reduccién de las emisiones de CO, en el sector
del transporte aéreo han sido constantes. Sin embargo, no es una novedad
sino resultado de una evolucién en las politicas internacionales, comunitarias
y nacionales desde principios de siglo.

Debemos recordar que el punto de inflexién en la politica medioambiental
se llevé a cabo con la aprobacién del Protocolo de Kioto (1998), con el que
se desarrollé el marco de actuacién acordado en la Convencién Marco de las
Naciones Unidas sobre el Cambio Climdtico (5) (CMNUCC) y que supuso un
nuevo modelo de acuerdo multilateral ambiental cuya principal peculiaridad
radica en la implantacién de estructuras institucionales flexibles que sirven de
foro para el didlogo continuo entre los Estados partes y con el que se intenté
establecer un reparto equitativo en la reduccién de emisiones de gases de
efecto invernadero conforme a un mercado de derechos de emisién, del que,
sin embargo, quedé excluido inicialmente el transporte aéreo dada la falta
de acuerdo entre los paises desarrollados y en via de desarrollo. Aunque ello
no implicaba que la importancia del sector aerondutico para garantizar un
desarrollo sostenible fuera una cuestién baladi, sino que se requeria de un
modelo especifico. En este sentido, el art. 2.2. del Protocolo de Kioto recogié
la obligacién de las partes incluidas en el Anexo | de procurar reducir o limitar
las emisiones de efecto invernadero generadas por combustible del transporte
aéreo trabajando por conducto de la Organizacién de Aviacién Civil Interna-

(4) Recordamos aqui el punto de partida de la profesora Pilar Castro al analizar el
alcance de un posible derecho a la movilidad sostenible donde apunta que «la movilidad y el
transporte deben ser abordados no sélo desde criterios econédmicos, energéticos y medioam-
bientales, sino, sobre todo, centrdndose en las personas, pues una adecuada movilidad forma
parte del nicleo esencial sobre el que debiera asentarse unas condiciones minimas de disfrute
de la existencia humana». M.P. Castro Lorez (2023:133)

(5) Adoptada en New York el 9 de mayo de 1992.
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cional (AOCI) (6), con lo que se reconocia y trasladaba la labor de negociacién
en este sector a la OACI como foro mundial para la cooperacién entre sus
Estados miembros y la comunidad mundial de la aviacién.

Il. PARTICULARIDADES EN SU MODELO REGULATORIO

Las particularidades del régimen juridico del sector de la aviacién, tanto
de los servicios aéreos como de las infraestructuras aeroportuarias inciden
directamente en las potestades de las que goza la Administracién, asi como
en la responsabilidad de las diferentes entidades vinculadas.

Si la regulacién en cualquier sector puede suponer un entramado complejo
de entender y sistematizar, en el sector de la aviacién el modelo regulatorio lo
hace adn més confuso por estar sujeto a una reglamentacién exhaustiva a nivel
internacional (Convenio de Chicago) que los diferentes Estados y la UE asumen
voluntariamente asegurando su cumplimiento a través de distintas herramientas
de supervisién y control ante una actividad actualmente liberalizada y con una
amplia regulacién en la que intervienen diferentes agentes (Estado, organismos
pUblicos, entidades publicas empresariales...).

Realizar un andlisis de la transicién energética en el sector de la aviacién
requiere entender previamente su modelo regulatorio, las potestades de las
que goza la Administracién, los sujetos que participan, las infraestructuras
necesarias... De ahi la necesidad de realizar unas breves anotaciones con el
fin de facilitar la comprensién de las politicas poblicas y las medidas concretas
establecidas para la transicién energética.

1. Los servicios aéreos y las infraestructuras aeroportuarias en
Espaiia. Modelo de gestion

A) Servicios aéreos

El transporte aéreo se ha desarrollado histéricamente bajo el control de
las autoridades nacionales, concretamente en Europa a través de lineas aéreas
nacionales monopolistas y aeropuertos de propiedad o gestién pdblica, orde-
ndndose el fransporte aéreo internacional en base a acuerdos bilaterales entre
los Estados y una importante labor de intermediacién de la OACI, organismo
de las Naciones Unidas especializado en aviacién internacional y reconocido
actualmente por los 193 Estados signatarios del conocido como «Convenio de
Chicago» (1944), el Convenio sobre Aviacién Civil Internacional.

A finales del siglo XX la aviacién civil hasta entonces publificada pasé a
una economia de mercado. En 1978, el mercado estadounidense estaba com-

(6) I. FernANDEZ Torres (2013:517-521; 523-524).
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pletamente liberalizado. En Europa se siguié una evolucién similar con un pro-
ceso paulatino (7) que culminé con la aprobacién del Reglamento 1008,/2008
del Parlamento Europeo y del Consejo de 24 de septiembre de 2008, sobre
normas comunes para la explotacién de servicios aéreos en la Comunidad,
con el que se establecié el mercado Unico europeo de la aviacién.

De acuerdo con las reglas del mercado interior de la UE las empresas que
deseen transportar por via aérea pasajeros, correos o cargas requerirdn de una
licencia de explotacién concedida por la autoridad competente de cada Estado.
Entre las exigencias para obtener la licencia se encuentra el ser titular de un
certificado de operador aéreo vdlido conforme al Reglamento UE 2018/1139 del
Parlamento Europeo y del Consejo de 4 de julio de 2018, sobre normas comu-
nes para el dmbito de la aviacién civil, que se complementa para el transporte
aéreo comercial con el Reglamento 965/2012 de la Comisién, de 5 de octubre.

La normativa citada tiene entre sus objetivos establecer y mantener un nivel
elevado y uniforme de seguridad de la aviacién civil, al mismo tiempo que
se garantiza un nivel elevado y uniforme de proteccién del medio ambiente,
atendiendo a los criterios establecidos en el anexo 16 del Convenio de Chi-
cago e incorporando requisitos esenciales de aeronavegabilidad que deberdn
ser tenidos en cuenta en la medida en que las disposiciones del Convenio de
Chicago sobre Aviacién Civil Internacional no las incluya (8).

En Espafia la autoridad competente tanto para la emisién de la licencia
de explotacién como para la emisién del certificado de operador aéreo es la
Agencia Estatal de Seguridad Aérea (AESA) (9), organismo puUblico adscrito
al Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible, a través de la Secretaria
General de Transportes, que ejerce su actividad con atencién a las normativa
espafola y conforme con el ordenamiento aerondutico desarrollado por la
Agencia Europea de Seguridad Aérea (EASA) (10) que responde a la politica

(7) S. GoNzAlEz-VARAS IBANEZ (2022:13-96).

(8) Art.9 y anexo Il del Reglamento UE 2018/1139 del Parlamento Europeo y del Con-
sejo de 4 de julio de 2018. Asi también en relacién con la certificacién de aeronavegabilidad
y medioambiental de las aeronaves y los productos, componentes y equipos relacionados con
ellas vid. Reglamento (UE) n.° 748/2012 de la Comisién, de 3 de agosto de 2012.

(9) Sobre el procedimiento de obtencién de la licencia. Vid. AESA «Guia para la
obtencién y mantenimiento de licencias de explotacién para prestacién de servicios de trans-
porte aéreo» [Disponible en linea: https://www.seguridadaerea.gob.es/sites/default/files/
CAT-LIC-PO1-GUOT1%201.0.pdf (consultado en diciembre de 2023)].

(10) Creada por Reglamento (CE) n° 1592/2002 del Parlamento Europeo y del Con-
sejo, de 15 de julio de 2002, sobre normas comunes en el dmbito de la aviacién civil y por el
que se crea una Agencia Europea de Seguridad Aérea. Fue derogado en 2008 y actualmente
su actividad se lleva a cabo de acuerdo al Reglamento (UE) 2018/1139 del Parlamento Euro-
peo y del Consejo de 4 de julio de 2018 sobre normas comunes en el dmbito de la aviacién
civil y por el que se crea una Agencia de la Unién Europea para la Seguridad Aérea, DOUE
nim. 2012 de 22 de agosto de 2018.
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comunitaria en materia de transporte aéreo (11); ademds de atender a los
objetivos y propuestas de Eurocontrol (Organizacién Europea para la Seguri-
dad Aérea) (12) y las recomendaciones para la armonizacién internacional del
transporte aéreo que se recogen en los Anexos de la OACI (13).

AESA tiene entre sus funciones proteger y defender los intereses de la
sociedad, y en particular de los usuarios, velando por el desarrollo de un trans-
porte aéreo seguro, eficaz, eficiente, accesible, fluido, de calidad y respetuoso
con el medio ambiente, con potestad sancionadora ante las infracciones de la
aviacién civil —tal y como se recoge en su Estatuto— (14).

Conforme a lo expuesto, el transporte aéreo se configura como una activi-
dad «cuyo desarrollo espontdneo, por iniciativa particular, ampara la libertad
de empresaq, sin perjuicio de las limitaciones que exija el interés piblico (eco-
némico o de ofro tipo) y de la eventual concurrencia de la iniciativa pdblica,
que actuard en dicho sector del mercado como un agente mds, sin privilegios
de cualquier clase que puedan resultar nocivos o contrarios a las exigencias
del principio de libre competencia» (15).

En definitiva, y tal y como sintéticamente hemos podido apuntar en las
lineas anteriores, la liberalizacién de la actividad no aleja al sector de las
Administraciones, sino que los sitéa, con cardcter general, en un plano dife-
rente, asumiendo en primer lugar la Administracién una importante funcién de
tutela y vigilancia con el ejercicio de la accién de policia (reglamentaciones,
autorizaciones, inspecciones...) y ademds asegurando que no sea vulnerada
la misién de interés poblico que conlleva el transporte aéreo, pues un modelo
de mercado que atiende en exclusiva a la libre competencia podria supo-
ner que determinadas rutas quedasen desatendidas por falta de rentabilidad
econémica. De ahi, que el Derecho Comunitario admita la configuracién del
transporte aéreo como un servicio de interés econdmico general con la impo-
sicién de obligaciones de servicio publico, tal y como sucede en otros sectores
econdmicos estratégicos (16).

Las obligaciones de servicio piblico se concretan por cada Estado quien
podrd imponer, tras consultar a ofros Estados miembros interesados y después

(17) M. Gomez Puente (2007:154 y ss).

(12) Nace del Convenio Internacional para la Seguridad de la Navegacién Aérea
firmado el 13 de diciembre de 1960, actualmente comprometidos con las politicas de la UE
por el Cielo Unico Europeo al que nos referimos en diferentes puntos de este estudio.

(13) M. Gomez Puente (2007:219-222).

(14) Real Decreto 184/2008, de 8 de febrero, por el que se aprueba el Estatuto de
la Agencia Estatal de Seguridad Aérea (AESA) modificado por Real Decreto 160/2023, de
7 de marzo.

(15) M. Gomez Puente (2000:175).

(16) M.GonNzAlez SANFIEL y M. Anbprés (2010: 527-545).
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de haber informado a la Comisién europea, la obligacién de ofrecer una
determinada ruta a los servicios aéreos regulares entre un aeropuerto de la
UE y otro que sirva a una regién periférica o en desarrollo, o en una ruta
de baja densidad cuando dicha ruta se considere esencial para el desarrollo
econémico o social de la regién (17).

B) Infraestructuras aeroportuarias

En cuanto a la regulacién de las infraestructuras aeroportuarias se ha
seguido un proceso de transformacién marcado también por las politicas de
liberalizacién.

En Espafia, durante casi una década, la entidad piblica Aeropuertos Espa-
fioles y Navegacién Aérea (AENA) (18) se ha encargado tanto de la gestidn
de los sistemas de navegacién aérea como de los aeropuertos pertenecientes
al Estado, teniendo los aeropuertos naturaleza de bienes de dominio piblico y
los precios que se cobraban a los usuarios por los servicios que se prestaban
naturaleza de tasa, en tanto que eran prestado por una entidad piblica (19).

Mediante la Ley 9/2010, de 14 de abril, por la que se regula la pres-
tacién de servicios de trdnsito aéreo y el Real Decreto-ley 13/2010, de 3 de
diciembre, de actuaciones de dmbito fiscal, laboral y liberalizadoras, se separa
de forma definitiva la gestién aeroportuaria de los sistemas de navegacién
aérea con la creacién de una sociedad mercantil: AENA Aeropuertos S.A.

AENA Aeropuertos S.A. asume las funciones de AENA en materia de
gestidn y explotacién de servicios aeroportuarios y se subroga en los contratos
laborales del personal que presta los servicios encomendados, asi como en el
resto de contratos, acuerdos y convenios que tuviera suscrito AENA relaciona-
dos con la gestién aeroportuaria (20).

Conforme a las previsiones de la Ley 18/2014, de 15 de octubre, de
aprobacién de medidas urgentes para el crecimiento, la competitividad y la
eficiencia, la red de aeropuertos de interés general se define como servicio de
interés econémico general gestionada por AENA, S.A. que queda obligada al

(17) Art.16 y ss del Reglamento (CE) n° 1008/2008 del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 24 de septiembre de 2008, sobre normas comunes para la explotacién de ser-
vicios aéreos en la Comunidad. Vid. Comunicacién de la Comisién. Directrices interpretativas
sobre el Reglamento (CE) 1008/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo — Obligaciones
de servicio piblico (2017/C 194/01) DOUE C194/1 de 17 de junio de 2017.

(18) Creada por Ley 4/1990, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del Estado.

(19) 1. Calatavup Prats (2014: iustel.com); M. Nieto Menor (2011:181-193).

(20) Creada por Acuerdo del Consejo de Ministros de 25 de febrero de 2011. Orden
FOM/1525/2011, de 7 de junio, por la que se acuerda el inicio del ejercicio efectivo de
funciones y obligaciones en materia de gestién aeroportuaria por «Aena Aeropuertos, SA».
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mantenimiento de la red, la accesibilidad, suficiencia e idoneidad de las infraes-
tructuras aeroportuarias, la sostenibilidad econémica de la red, asi como la
continuidad en la prestacién de los servicios aeroportuarios bdsicos, de interés
general, en condiciones adecuadas de calidad, regularidad y seguridad que
quedarén definidas con cardcter quinquenal en el Documento de regulacién
Aeroportuaria (DORA) aprobado por el Consejo de Ministros.

Por su parte, la entidad piblica empresarial AENA, pasa a denominarse
ENAIRE (21), y ejerce competencias en materia de navegacién y estructuracidn
del espacio aéreo, ademds de la coordinacién operativa nacional e internacio-
nal de la red nacional de gestién de tréfico aéreo, siendo el mayor proveedor
de servicios de control de trafico aéreo (ATC) en Espafia pero no el Gnico,
pues la actividad puede ser llevada por cualquier proveedor de servicios de
trénsito aéreo, poblico o privado (22), certificado por la Agencia Estatal de
Seguridad Aérea (23), aunque ENAIRE es el Gnico responsable de la provisién
de los servicios de informacién aerondutica (24) como proveedor certificado.

Sin perjuicio de las modificaciones en la gestién de los aeropuertos de
interés general incluidas en la Ley 18/2014 el Estado continda reservdndose
la gestién directa (25) de los aeropuertos de interés general (art. 17) asu-

(21) Tras la modificacién realizada a la Ley 4/1990, de 29 de junio por el art.18.2 de
la Ley 18/2014, de 15 de octubre de acuerdo con la redaccién dada por la disposicién final
2 del Real Decreto-ley 26/2020, de 7 de julio. El Estatuto de la entidad piblica empresarial
ENAIRE fue aprobado por Real Decreto 160/2023, de 7 de marzo.

(22) Vid. Lley 9/2010, de 14 de abril, por la que se regula la prestacién de servicios
de trdnsito aéreo, se establecen las obligaciones de los proveedores civiles de dichos servicios
y se fijan determinadas condiciones laborales para los controladores civiles de transito aéreo; y
Reglamento 2096,/2005 de la Comisién de 20 de diciembre de 2005 por el que se establecen
requisitos comunes para la prestacién de servicios de navegacién aérea.

(23) Art. 4 Real Decreto 515/2020, de 12 de mayo, por el que se regula el pro-
cedimiento de certificacién de proveedores civiles de servicios y funciones de gestién del
trdnsito aéreo y de navegacién aérea y su control normativo. Vid. Reglamento de Ejecucién
(UE) 2017/373 de la Comisién de 1 de marzo de 2017 por el que se establecen requisitos
comunes para los proveedores de servicios de gestién del transito aéreo/navegacién aérea y
otras funciones de la red de gestién del transito aéreo y su supervisién, por el que se derogan
el Reglamento (CE) n. 482/2008 y los Reglamentos de Ejecucién (UE) n.1034/2011, (UE) n.
1035/2011 y (UE) 2016/1377, y por el que se modifica el Reglamento (UE) n. 677/2011.

(24) Actualmente este servicio se encuentra en un proceso de evolucién hacia una digi-
talizacién estandarizada de la informacién. El Anexo 15 del Convenio de Chicago establece
normas y métodos recomendados para los Servicios de informacién aerondutica.

(25) La redaccién del articulo fue objeto de diversas enmiendas al considerar que
realmente la facultad reservada al Estado atiende a un modelo de gestién indirecta, sin
embargo, las causas por las que las enmiendas se rechazaron se desconocen. Seguimos la
opinién de la Prof. Aviia RobriGUEz quien apuesta porque la redaccién de éste sin referencia a
la explotacién de las infraestructuras se debe a la voluntad del cambio de modelo de gestién
de los aeropuertos a manos privadas C.M?. Aviia RobriGuez (2014:130-132).
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miendo la funcién de ente regulador, planificador y supervisor conforme a las
siguientes facultades:

a) La regulacién y supervisién en relacién con los servicios aeroportuarios
esenciales para la ordenacién del trdnsito y el transporte aéreo, asi como los
servicios que, no siendo estrictamente aeronduticos, puedan tener incidencia
en ellos y que, por el volumen de trafico del aeropuerto de que se trate, se
declaren imprescindibles para su buen funcionamiento.

b) La fijacién de los servicios minimos en caso de huelga.
c) La elaboracién, aprobacién y seguimiento de los Planes directores.

d) La regulacién, aprobacién y supervisién del Documento de Regulacién
Aeroportuaria (DORA) o cualquier otro documento o plan en el que se esta-
blezcan los criterios de funcionamiento de los aeropuertos de interés general,
en particular, en relacién con la red de aeropuertos gestionados por Aena,
S.A., y los planes econémicos financieros, asi como, el establecimiento de las
tarifas aeroportuarias y de los precios exigibles a los operadores y usuarios.

e) El ejercicio de la potestad sancionadora.

f) La seguridad operacional de los aeropuertos, helipuertos y resto de los
aerédromos, asi como en materia de aduanas, control de fronteras y seguridad

Ademds de otras que le atribuya la legislacién vigente.

La divisién entre la actividad llevada a cabo por AENA AEROPUERTOS
S.A. y ENAIRE lleva aparejado un cambio en la naturaleza de los bienes, asi
todos los bienes afectos al servicio de navegacién aérea mantienen la consi-
deracién de bienes de dominio piblico adscritos a ENAIRE vy los restantes, es
decir los no afectos al servicio de navegacién aérea (actividades comerciales,
industriales, asimilables) tienen la consideracién de bienes patrimoniales (26) .

Hecha esta aproximacién al modelo regulatorio del sector comproba-
mos como el funcionamiento y calidad de los servicios econémicos de interés
general entre ellos los vinculados al transporte aéreo, quedan ampliamente
regulados en diferentes instrumentos que en definitiva y como veremos a lo
largo del trabajo serén reflejo de las politicas piblicas que se adopten en cada
momento y donde los compromisos asumidos en el seno de la UE serdn un
referente fundamental, con especial atencién a las medidas de sostenibilidad
energética que suponen hoy dia un elemento clave para definir la calidad de
los servicios y causa justificada junto a la seguridad para realizar un control
preventivo de las actividades (27).

) (26) Sobre la gestién aeroportuario resulta especialmente clarificador el articulo C.M°.
Avita Ropricuez: (2014:113-136).

(27) Sobre esta cuestion y con un inferesante estudio jurisprudencial se pronuncia
G. Garcia-Awvarez, (2018:239-269).
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2. Incidencia Internacional y mercado de Derechos de emisién en
el sector de la aviacién

La Organizacién de la Aviacién Civil Internacional (OACI) se creé en
Chicago el 7 de diciembre de 1944, con la firma del Convenio sobre Aviacién
Civil Internacional, con el fin de desarrollar los principios y las técnicas de la
navegacién aérea internacional y fomentar la planificacién y el desarrollo del
transporte aéreo internacional, adoptando normas y métodos internacionales
que se incorporan como anexo al Convenio (SARPS).

En diferentes resoluciones la OACI ha ido guiando la politica a seguir
por los Estados (28), con una atencién importante desde la aprobacién del
Protocolo de Kioto al establecimiento de estdndares para mejorar la eficiencia
en el consumo.

En 2016 alcanza un acuerdo histérico en el que junto a otras medidas
aprobé la adopcién de un Plan de reduccién y compensacién de carbono para
la aviacién internacional (CORSIA) (29).

En 2017 se incorpora el volumen Ill al Anexo 16 del Convenio de Chicago
(Proteccién del medio ambiente) que es la primera norma de disefio mundial
sobre las emisiones de CO, de cualquier sector (30), apoyada en su totalidad
por la UE conforme a la Decisién del Consejo de 10 de febrero de 2023 (31)
y en consonancia con la Decisién del Consejo de 30 de mayo de 2016 (32).
Todo ello en un contexto que se desarrolla en paralelo al proceso de ratifi-
cacién y entrada en vigor del Acuerdo de Paris del que quedaron excluidas

(28) Actualmente 193 Estados han ratificado el Convenio de Chicago [vid. https://
www.icao.int/ (consultado en diciembre de 2023)].

(29) OACI, Comunicado de prensa. Montreal, 6 de octubre de 2016: «Se alcanza acuerdo
histérico para mitigar las emisiones procedentes de la aviacién internacional» [Disponible en
linea: https://www.icao.int/Newsroom/Pages/ES/Historic-agreement-reached-fo-mitigate-inter
national-aviation-emissions.aspx (consultado en diciembre de 2023)].

(30) OACI, Comunicado de prensa, Montreal, 6 de marzo de 2017: «El Consejo de la
OACI adopta nueva norma sobre emisiones de CO, para aviones» [Disponible en linea: https://
www.icao.int/Newsroom/Pages/ES/ICAO-Council-adopts-new-CO2-emissions-standard-
for-aircraft.aspx (consultado en diciembre de 20223)] .

(31) Comisién Europea. Propuesta de Decisién del Consejo relativa a la posicién que
debe adoptarse, en nombre de la Unién Europea, en el Consejo de la Organizacién de Aviacién
Civil Internacional con respecto a las propuestas de enmienda del anexo 16, volimenes | a ll,
del Convenio de Chicago, sobre normas y métodos recomendados relativos a la proteccién
del medio ambiente, Bruselas, COM (2023) 67 final, 10 de febrero de 2023.

(32) Consejo de la Unién Europea Decisién (UE) 2016/915 del Consejo de 30 de mayo
de 2016 sobre la posicién que debe adoptarse, en nombre de la Unién Europea, respecto a un
instrumento internacional que han de elaborarse en el seno de los érganos de la OACI y que
pretende propiciar la aplicacién a partir de 2020 de una Unica medida de mercado mundial
para las emisiones de la aviacién internacional, DOUE L153/32, de 10 de junio de 2016.
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las emisiones de gases de efecto invernadero de los vuelos internacionales
precisamente en reconocimiento de la labor iniciada por OACI.

En 2018 se incorpora finalmente el vol. IV al Convenio de Chicago en el
que se contienen las normas y métodos recomendados (SARPS) para la imple-
mentacién del Plan de Compensacién y reduccién de carbono para la aviacién
civil internacional (CORSIA) que viene a afadir un elemento de mercado al
disefio y la puesta en marcha de un conjunto de medidas impulsadas desde
hace tiempo por OACI (33).

La Resolucién A41-21 «Declaracién consolidada de las politicas y practicas
permanentes de la OACI relativas a la proteccién del medio ambiente» refleja
estas medidas que apuestan por el uso de combustible de aviacién sostenible
(SAF) (34), mejoras tecnolégicas y operativas que garanticen la eficiencia (35) y
la implantacién de un modelo de mercado de compensacién de gases de efecto
invernados. Todos ellos, mecanismo que intentan mantener el ritmo de crecimiento
del sector conforme al principio de sostenibilidad ambiental y evitar cualquier
tipo de control externo gubernamental, correspondiendo la labor de supervisién
y vigilancia al Consejo de la OACI con el apoyo de un érgano asesor técnico.

Con independencia de las diferentes medidas a las que luego volvere-
mos para analizar su concrecién en el seno de la UE y especificamente en

(33) Ya en 1999 puso de manifiesto los efectos perjudiciales de los gases de efecto
invernadero producidos por los medios de transporte aéreo. Vid. Special Report on Aviation and
the Global Atmosphere, [en linea: https://www.ipcc.ch/report/aviation-and-the-global-atmos
phere-2/ (consultado el 14 de abril de 2023)] .

(34) CORSIA incide en la importancia del uso de los llamados ‘combustibles sostenibles’.
Sin embargo, cualquier combustible con un 10% mas de eficiencia que el combustible esténdar
(Jet A1) se acepta como sostenible. Vid. ICAO, CORSIA Sustainability Criteria for CORSIA
Eligible Fuels, noviembre 2022, p.2 [Disponible en linea: https://www.icao.int/environmen-
tal-protection/CORSIA/Pages/CORSIA-Eligible-Fuels.aspx (consultado en diciembre de 2023)].

(35) Se supervisa mediante la certificacién de los motores de las aeronaves conformes
a las normas de la OACI y los requisitos de proteccién medioambiental incluidos en el anexo
16 del Convenio de Chicago. Directamente aplicable en la UE a través de la aplicacién del
Reglamento UE 748/2012 de la Comisién , de 3 de agosto de 2012 por el que se establecen
las disposiciones de aplicacién sobre la certificacién de aeronavegabilidad y medioambiental
de las aeronaves y los productos, componentes y equipos relacionados con ellas, asi como
sobre la certificacién de las organizaciones de disefio y de produccién, modificado en diver-
sas ocasiones mediante reglamento delegado para incorporar los cambios del Convenio de
Chicago sobre Aviacién Civil Internacional. La aplicacién nacional de las Normas de la OACI
en el proceso de certificacién de motores de aeronave emplea un enfoque de «ensayo por
tipo». Esto significa que el fabricante del motor debe demostrar a la autoridad certificadora
mediante el uso de un ndmero limitado de motores que el tipo de motor que se quiere certi-
ficar cumple con la norma de la OACI. Entonces, se otorga a todos los motores de este tipo
una certificacién de emisiones segin el tipo de motor. Vid OACI. Doc. 9889. Manual sobre
la calidad del aire en los aeropuertos, 2020 [Disponible en linea: hitps://www.icao.int/
publications/Documents/9889_cons_es.pdf (consultado en diciembre 2023)].

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
254 ISSN 2341-2135, nom. 61, Zaragoza, 2024, pp. 244283



NEUTRALIDAD EN CARBONO EN EL SECTOR DE LA AVIACION

Espaiia; resulta preciso detenernos brevemente en las obligaciones y requisitos
de compensacién CORSIA por la incidencia que tiene al fijar un mercado de
derechos de emisién a nivel mundial, una cuestién que como antes referimos
quedé excluida del Protocolo de Kioto (1998) y también del Acuerdo de Paris
(2016), remitiéndose en todo momento a la decisiones que se fomaran coor-
dinadas por Organizacién de la Aviacién Civil Internacional, OACI.

El Plan de reduccién y compensacién de carbono para la aviacién (COR-
SIA) (36), se ha implantado en una fase voluntaria preliminar a finales de 2021
hasta 2023, para continuar con una primera fase, también voluntaria, desde
2024 a 2026, seguida de una tercera fase con implicacién de todos los Estados
de 2027 a 2035, aunque con la exencién de su aplicacién para paises menos
adelantados, pequefios Estados insulares en desarrollo, paises en desarrollo sin
litoral y Estados con niveles muy bajos de aviacién internacional (37).

De acuerdo con el Plan de reduccién y compensacién de carbono para
la aviacién internacional todos los estados miembros de la OACI —con inde-
pendencia de su participacién en CORSIA— cuyos explotadores de aviones
efectian vuelos internacionales deben vigilar, notificar y verificar (MRV) las
emisiones de CO, de esos vuelos todos los afos desde 2019, a su vez los
Estados miembros que participan en CORSIA deben asegurarse de que sus
explotadores de aviones cumplan los requisitos de compensacién del CORSIA
cada tres afios.

Para calcular los requisitos de compensacién se atenderd a las emisiones
anuales del explotador multiplicadas por el factor de crecimiento que se deter-
mina atendiendo al incremento porcentual de la cantidad de emisiones en un
afio dado en el futuro respecto del valor de referencia que calcula la OACI.

La compensacién de las emisiones de CO, se logrard mediante la compra
y cancelacién de unidades de emisién del mercado mundial del carbono por
los explotadores de aviones. Es decir, las compafias pagan por emitir, y esos
pagos se destinan a proyectos que reduzcan una concentracién equiparable

(36) Anexo 16 al Convenio sobre Aviacién Civil Internacional. Proteccién del medio
ambiente. Volumen IV, Plan de compensacién y reduccién de carbono para la aviacién inter-
nacional (CORSIA) [Disponible en linea: https://www.seguridadaerea.gob.es/es/ambitos/
sostenibilidad/comercio-de-emisiones/sostenibilidad-del-sector-aereo.-medidas-de-mitigacion-
frente-al-cambio-climatico-y-preservacion-de-la-calidad-del-aire-local /mecanismos-de-mercado/
corsia (consultado en diciembre 2023)].

(37) Vid. OACI (2018): Doc.9501, Material diddctico sobre una reglamentacién
modelo para asistir a los estados en la implementacién del CORSIA. [Disponible en linea, acceso
en: https://www.seguridadaerea.gob.es/es/ambitos/sostenibilidad/comercio-de-emisiones/
sostenibilidad-del-sector-aereo.-medidas-de-mitigacion-frente-al-cambio-climatico-y-preservacion-
de-la-calidad-del-aire-local /mecanismos-de-mercado/corsia (consultado en diciembre 2023)].
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de gases de efecto invernadero, haciendo que, en teoria, el crecimiento de la
industria sea neutral en emisiones (38).

Tras calcular los requisitos de compensacién que se atribuirdn a un explo-
tador de aviones se llevard a cabo un seguimiento de las emisiones que se
notificardn al Registro Central Corsia (CCR) (39)

En los paises miembros de la UE el seguimiento de las emisiones se realiza
en paralelo al deber derivado de las obligaciones del Régimen de Comercio
de Derechos de Emisién de la Unién Europea (RCDE) conforme a un procedi-
miento armonizado (40).

En julio de 2021 ya eran 104 los Estados que se habian sumado a la
participacién voluntaria en la ejecucién de la primera fase de CORSIA. Sin
embargo, y sin que podamos negar la relevancia del acuerdo y la posible
compensacién de emisiones de CO,, no podemos obviar que el mercado de
derechos de emisién no puede ser mds que una medida afadida a otras muchas
como se ha venido afirmando desde hace tiempo por parte de especialistas
del sector aerondutico y la propia OACI.

En los mercados de derechos de emisién no se consideran todos los
aspectos que afectan al calentamiento global, como la emisién de otros
gases diferentes al diéxido de carbono, que, aunque en principio no son de
efecto invernadero, a las altitudes a las que vuelan los aviones comerciales
pueden originar alteraciones climdticas (41). Por otra parte, los proyectos o

(38) e El explotador notifica el consumo de combustibles admisibles en el CORSIA del
periodo de cumplimiento.

e El Estado deduce los beneficios por el consumo de combustibles admisibles en el
CORSIA e informa los requisitos finales de compensacién del explotador para el periodo de
cumplimiento de tres afios.

e El explotador compra y cancela unidades de emisién admisibles equivalentes a sus
requisitos finales de compensacién para el periodo de cumplimiento.

e El explotador remite un informe de cancelacién de unidades de emisién validado al
Estado, que verifica el informe y notifica a la OACI.

(39) https://www.icao.int/environmental-protection/CORSIA/Pages/CCR.aspx (consul-
tado en diciembre de 2023).

(40)  La aviacién se incluyé en el Régimen de Comercio de Derechos de Emisién de la UE en
el afio 2012 tras la modificacién en 2008 de la Directiva 2003/87 /CE del Parlamento Europeo y
del Consejo, de 13 de octubre de 2003, por la que se establece un régimen para el comercio de
derechos de emisién de gases de efecto invernadero en la Comunidad, recientemente modificada
por la Directiva (UE) 2023/958 del Parlamento Europeo y del Consejo de 10 de mayo de 2023
en lo que respecta a la contribucién de la aviacién al objetivo de la Unién de reducir las emisiones
en el conjunto de la economia y a la adecuada aplicacién de una medida de mercado mundial.

(41) G. A. Robrico y A. B. Ruiz bE Via (2012:1-15). Vid. GRUPO INTERGUBERNAMENTAL DE
Expertos soBre EL CAmBIO CUMATICO: Informe especial del IPCC. La aviacién y la atmésfera glo-
bal. [Disponible en linea: https://www.ipcc.ch/report/aviation-and-the-global-atmosphere-2/
(consultado en diciembre de 2023)].
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programas utilizados como sistema de compensacién suelen estar directa-
mente relacionados con la reforestacién y —hechos los cdlculos— el nimero
de hectdreas que habria que repoblar es muy superior al espacio que es
posible repoblar (42), teniendo en cuenta ademés que el pago del derecho
de emisidn se hace antes de que los drboles alcancen su nivel éptimo de
absorcién de gases (43).

3. Explotacion de servicios aéreos y proteccion ambiental en el
marco de la politica comunitaria

La UE asumié los compromisos del Protocolo de Kioto fijando objetivos
concretos en las politicas medioambientales que adquirieron el carécter de
politica trasversal que ha de impregnar el conjunto de politicas de la UE en
bisqueda del desarrollo sostenible (44). De tal modo, que al definirse las
condiciones de la libre competencia en cualquier sector, y en lo que aqui se
refiere, en el sector aéreo, se toman en consideracién que las conductas de
los agentes han de ser respetuosas y coherentes con los obijetivos de protec-
cién ambiental (45), para lo que se utilizan diferentes instrumentos politicos:
medidas de fomento, impuestos y tasas ambientales, sistemas de comercio de
emisiones, la evaluacién ambiental estratégica con la que se integran los pro-
blemas ambientales en el desarrollo de los planes de ordenacién del territorio
para la creacién de aeropuertos, los instrumentos de gestiéon ambiental (sistema
EMAS o normas 1SO), asi como el establecimiento de requisitos para obtener
la concesién de licencias aeronduticas. A este respecto, resulta especialmente
relevante —en atencién al valor que se reconoce al cardcter transversal de
las politicas medioambientales— el que el propio Reglamento 1008/2008
sobre normas comunes para la explotacién de servicios aéreos en la Comu-
nidad establezca que el ejercicio de los derechos de tréfico estardn sujeto a
normas relativas a la proteccién del medio ambiente, siendo posible cuando
existan graves problemas de cardcter medioambiental que el Estado miembro
responsable limite o deniegue por tiempo limitado (no superior a tres afios)
el ejercicio de los derechos de tréfico, en particular, cuando otros modos de
transporte proporcionen niveles adecuados de servicio (46).

(42) Sobre las deficiencias de estos proyectos de compensacién vid.: T.A.P. Wesr:
(2023: 873-877)

(43) J. GascON Guritrrez (2012:902).

(44) Conforme con el art.6 del Tratado de la Comunidad Europea.

(45) E. Owmepo Perala (2016:626).

(46)  Articulos 19 y 20 del Reglamento (CE) n°.1008,/2008 del Parlamento Europeo y del
Consejo de 24 de septiembre de 2008, sobre normas comunes para la explotacién de servicios
aéreos en la Comunidad, modificado en varias ocasiones. Versién consolidada en BOE.es
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El primer instrumento que recogié de manera sistematizada la preocupa-
cién por cumplir con los compromisos medioambientales en el dmbito especifico
del transporte aéreo fue el Libro Blanco sobre Transporte 2001 (47), en el que
con vistas en 2010 se fij6 entre otros obijetivos (48) «reconciliar el crecimiento
del transporte aéreo con el medio ambiente» y en el que se incidia en la
importancia de que las medidas y normas se llevaran a cabo en colaboracién
con OACI. Sobre ello se volvié a incidir en diferentes Programas de Accién
Comunitario (49) que recalcaban la necesidad de potenciar la investigacién en
transportes sostenibles y otras fuentes de energia y la necesidad de aumentar
la eficacia en la gestidn del tréfico aéreo con el objetivo de reducir el consumo
de combustibles.

El deseo de que las medidas adoptadas se llevaran a cabo en colabora-
cién con OACI no impidié que la UE incorporard el transporte aéreo dentro
del mercado de derechos de emisién asumiendo individualmente la iniciativa
ante la inactividad que se mantenia por entonces en la OACI.

Con la incorporacién de transporte aéreo dentro del mercado de emisio-
nes europeo a través de la Directiva 2008/101/CE del Parlamento Europeo y
del Consejo (50), se establece un mercado auténomo de derechos de emisién
sometido a un régimen especifico (EU ETS) que no se integra en el mercado
global del comercio de derechos de emisién, aunque lo toma como modelo
y ello precisamente porque las emisiones procedentes de la aviacién inferna-
cional quedaban fuera del compromiso fijado en el protocolo de Kioto, como
ya hemos reiterado.

Tras la aprobacién del Plan de Compensacién y Reduccién de Carbono
para la Aviacién Internacional (CORSIA) la UE vuelve a mostrar su preocupa-
cién por la importancia de que las medidas adoptadas se hagan de manera
coordinada y adopta la decisién de participar desde el inicio en CORSIA
alcanzando un acuerdo con la OACI por el cual a los vuelos intraeuropeos
(incluidos los procedentes del Reino Unido y de Suiza) se aplicard el régimen
de derechos de emisién de la UE y el plan CORSIA lo hard a vuelos extraeuro-
peos procedentes de terceros paises participantes en dicho plan o con destino

(47) COM (2001) 370 final, Bruselas 12 de septiembre de 2001.

(48) Especificamente en relacién con el transporte aéreo: Controlar el crecimiento del
transporte aéreo, luchar contra la saturacién del espacio aéreo, reevaluar las capacidades
aeroportuarias y su utilizacién.

(49) E. Owepo Peratta (2016:631).

(50) Directiva 2008/101/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de noviem-
bre de 2008, por la que se modifica la Directiva 2003/87 /CE con el fin de incluir las activi-
dades de aviacién en el régimen comunitario de comercio de derechos de emisién de gases
de efecto invernadero. DOUE, num.8, de 13 de enero de 2009.
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a ellos (51) y concretan un procedimiento armonizado entre ambos modelos
de mercado de emisiones con el fin de facilitar su cumplimiento (52) .

Finalizado el periodo para alcanzar los objetivos conforme al Libro Blanco
del Transporte 2001 se fija una nueva «Hoja de ruta hacia un espacio Gnico
europeo de transporte» (Libro Blanco del Transporte 201 1) disefiando las lineas
generales de la politica de transporte con vistas a 2050 en las que la Comi-
sién volvié incidir en su Comunicacién «Estrategia de movilidad sostenible e
inteligente: encauzar el transporte europeo de cara al futuro» (53) (2020) con
tres objetivos claros como pilares de las acciones que se llevarén a cabo:
1) hacer que todos los modos de transporte sean mds sostenibles; 2) genera-
lizar la disponibilidad de alternativas sostenibles en un sistema de transporte
multimodal; 3) introducir los incentivos adecuados para impulsar la transicién.

La puesta en marcha de las propuestas legislativas concretas a fin de
lograr la neutralidad climética se lleva a cabo conforme al Pacto Verde Euro-
peo con el que se presenta una hoja inicial de las politicas y medidas claves
necesarias (Fit for 55) para alcanzar los objetivos de sostenibilidad ambiental
que se ird actualizando con la evolucién de las necesidades y formulacién de
distintas respuestas (2019) (54).

La primera de las propuestas resultantes del Pacto Verde Europeo es la
conocida como Ley Europea del Clima (55) que proporciona el marco de
actuacién que todos los Estados miembros deberdn concretar mediante estra-
tegias y planes de adaptacién de acuerdo con un mecanismo de seguimiento
y evaluacién del progreso por parte de la Comisién.

(51) Consejo de Europa, Comunicado de prensa de 7 de diciembre de 2022 «RCDE de
la aviacién: acuerdo provisional entre el Consejo y el Parlamento para reducir las emisiones de
los vuelos» [en linea: https://www.consilium.europa.eu/es/press/press-releases/ (consultado
el 14 de abril de 2023)].

(52) Reglamento delegado (UE) 2019/1603 de la Comisién, de 18 de julio de 2019,
por el que se completa la Directiva 2003/87/CE del Parlamento Europeo y del Consejo en
lo que respecta a las medidas adoptadas por la Organizacién de Aviacién Civil Internacio-
nal para el seguimiento, la notificacién y la verificacién de las emisiones de la aviacién a
los efectos de la aplicacién de una medida de mercado mundial. DOUE ném.250 de 30
de septiembre de 2019. Asi como los Reglamentos de ejecucién (UE) 2018/2066 y (UE)
2018/2067. Recientemente modificado por el Reglamento de ejecucién 2023/2122 de la
Comisién, de 17 de octubre que entre otras medidas establece reglas especificas sobre la
biomasa y el biogés, asi como sobre el seguimiento de las emisiones de proceso procedentes
de los materiales carbonatados y no carbonatados.

(53) COM (2020) 789 final, Bruselas 9 de diciembre de 2020.

(54) COM (2019) 640 final, Bruselas 11 de diciembre de 2019.

(55) Reglamento (UE) 2021/1119 del Parlamento Europeo y del Consejo por el que
se establece el marco para lograr la neutralidad climdtica y se modifican los Reglamentos
(CE) n.° 401/2009 y (UE) 2018/1999 («Legislacién europea sobre el clima») DOUE 243,
de 9 de julio de 2021.
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Conforme a los obijetivos fijados en la UE, el reto es romper la dependencia
de los sistemas de transportes respecto del petréleo sin sacrificar su eficiencia
ni comprometer la movilidad. En la préctica, el transporte ha de usar menos
energia, y mds limpia. En este punto resulta de especial interés referir de
acuerdo con lo previsto en el Pacto Verde Europeo las iniciativas legislativas
«ReFuelUE Aviation» y la propuesta de Reglamento relativo a la implantacién
de una infraestructura para los combustibles alternativos.

A) ReFUEL UE Aviation e infraestructuras para combustible alter-
nativo

El trdnsito en el uso de combustible de aviacién de combustible fésil a combus-
tibles de aviacién sostenibles (CAS) es una de las medidas claves para reducir las
emisiones del sector. Con este fin, el Parlamento Europeo y el Consejo ha aprobado
el Reglamento 2023/2405 relativo a la garantia de unas condiciones de com-
petencia equitativa para un transporte aéreo sostenible (56) (ReFuelUE Aviation),

El Reglamento que entré en vigor el 1 de enero de 2024, coherente con
la Directiva 2018/2001 sobre fuentes renovables (57), busca conseguir una
produccién y suministro a gran escala de CAS (entre los que no cabe conside-
rar a los biocombustibles de primera generacién (58)) a costes competitivos y
lograr la utilizacién gradual y continda por parte de las compaiias aéreas (59);

(56) Reglamento 2023/2405 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de octu-
bre de 2023, relativo a la garantia de unas condiciones de competencia equitativas para un
transporte aéreo sostenible, DOUE de 31 de octubre de 2023.

(57) Directiva (UE) 2018/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de
diciembre de 2018, relativa al fomento del uso de energia procedente de fuentes renovables.
DOUE num.328, de 21 de diciembre de 2018.

(58) Las medidas de fomento no deberdn subvencionar biocombustibles de primera
generacién, como los biocombustibles producidos a partir de cultivos alimentarios y forrajeros,
ya que presentan un potencial de aumento limitado y plantean problemas de sostenibilidad,
manteniéndose a este respecto en consonancia con la Directiva sobre fuentes de energia reno-
vables, que limita el uso de biocombustibles producidos a partir de cultivos por sus limitados
beneficios medioambientales, por su escaso potencial para reducir las emisiones de gases de
efecto invernadero y porque dichos biocombustibles compiten directamente con los sectores
de los alimentos y los piensos para acceder a las materias primas. (vid. Considerando 20 y
art.4.5 del Reglamento 2023/2405).

(59) A este respecto resulta especialmente interesante las conclusiones del estudio reali-
zado por D. Timmon y R. Terwelb, segin quienes «el hidrégeno producido a partir de electricidad
renovable probablemente proporcionard la solucién més sostenible y menos costosa para volar
sin emisiones de carbono», D. TiMmoN y R. Terwets (2022: 8-9), es que con independencia de
diferentes cuestiones aiin por resolver como puede ser los efectos en las estelas de condensacién,
aunque el coste actual de produccién quizés resulte excesivo la produccién a gran escale con-
tribuye a reducir los costes en el futuro, siendo imprescindible continuar con los estudios en este
ambito. Vid. LF. MONIco Murioz y S. G. Rios Esparza (2024:97); D. CHiaraMonT (2019:1204)
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concreta obligaciones para que los operadores de combustible de aviacién
garanticen que todo el combustible de aviacién puesto a disposicién de los
operadores de aeronaves en los aeropuertos de la Unién contenga un por-
centaje minimo de combustible de aviacién sostenible (60), con un porcentaje
minimo de combustible sintético; y establece igualmente la obligacién de que
los operadores de aeronaves garanticen que la cantidad anual de combusti-
ble de aviacién del que se abastezcan en un determinado aeropuerto de la
Unién represente, como minimo, el 90% del combustible de aviacién requerido
anualmente (art.5 del Reglamento).

La utilizacién de combustibles de aviacién sostenible lleva aparejados
cambios significativos en el sistema de transporte aéreo, que requieren de
una nueva generacién de aeronaves, y una transformacién importante de la
infraestructura en los aeropuertos, las redes energéticas.

La UE no ajena a esta necesidad y el mismo dia que presenté la propuesta
de Reglamento «ReFuelUE» presenté la propuesta de Reglamento relativo a la
implantacién de una infraestructura para los combustibles alternativos, final-
mente aprobada mediante Reglamento 2023/1804, de 13 de septiembre
de 2023 (61) en el que se insta a los Estados miembros a velar porque las
entidades gestoras de todos los aeropuertos de la red bésica y de la red
global garanticen el suministro de electricidad a las aeronaves estacionadas
(art.12), concretando entre otras medidas de actuacién la importancia de los
sistemas de medicién inteligente que en combinacién con los puntos de recarga
inteligente permitird la recarga en horas de baja demanda general de la
electricidad (62). A estas medidas se suma la obligacién de que cada Estado
miembro haya elaborado un marco de accién nacional, a mds tardar el 31
de diciembre de 2024, que incluird un plan de implantacién de infraestructura
para los combustibles alternativos en aeropuertos, distinta de la de suministro
de electricidad a las aeronaves estacionadas, en particular para la recarga
de hidrégeno, asi como puntos de recarga y repostaje de otros combustibles
alternativos (art.14.m).

El objetivo de alcanzar la descarbonizacién ha dado lugar a la aproba-
cién de politicas de empresas que funcionan en paralelo a los principios de
sostenibilidad ambiental, los cuales suponen hoy dia un elemento clave para
definir la calidad de los servicios (63).

(60) De un 2% minimo en 2025 a un 70% en 2050. Anexo | del Reglamento ReFuelUE
Aviation.

(61) DOUE nim.234, de 22 de septiembre de 2023.
(62) Considerando 29, art.5.8.

(63) En ocasiones estas medidas se han utilizado en campaiias publicitarias que han
inducido a engafio al consumidor. Un ejemplo reciente es la campafa «Fly Responsibly» y
CO,ZERO de KIM en la que se hace creer que la empresa alcanza la neutralidad en carbono
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En cualquier caso, las obligaciones impuestas en las normas comunitarias
no suponen una confrontacién con las empresas del sector que han venido
actuando con la concienciacién de alcanzar la neutralidad en carbono desde
hace tiempo utilizando los diferentes instrumentos de gobernanza a su alcance.
Muestra de ello es la Cumbre Europea de Aviacién celebrada en febrero de
2022 en Toulouse, en la que los 27 Estados Miembros de la UE y otros 10
Estados miembros de la Conferencia Europea de Aviacién Civil junto a las
cinco principales asociaciones europeas de aviacién, que representan a las
aerolineas, los aeropuertos, los fabricantes aeroespaciales y los proveedores
de servicios de navegacién aérea dieron su apoyo al objetivo de lograr la
neutralidad en materia de emisiones de carbono en el sector del transporte
aéreo para 2050 mediante la firma de la Declaracién de Toulouse.

Ademds y con el objeto de renovar la flota de la aviacién para la puesta
en servicio de aeronaves eléctricas y propulsadas por hidrégeno la Comisién
Europea pone en marcha, el 24 de junio de 2022 la Alianza para una Aviacién
Cero Emisiones; una iniciativa europea voluntaria de partes interesadas con
representantes de fabricantes de aeronaves, compafias aéreas, aeropuertos,
compaiias energéticas y proveedores de combustible, agencias de normaliza-
cién y certificacién, grupos de interés para pasajeros y para el medio ambiente
y reguladores (64), que trabajaré en plena complementariedad con la Alianza
Industrial de la Cadena de Valor de Combustibles Renovables e Hipocarbéni-
cos (65) y la Alianza Europea por un Hidrégeno Limpio (66).

A ello y como medida de coherencia con la politica comunitaria, actuando

a su vez de incentivo y fomento para el uso de combustibles sostenibles se estd
llevando a cabo una revisién de la Directiva sobre la fiscalidad de la energia

en determinados vuelos, lo que ha sido objeto de denuncia ante la Comisién Europea junto a
otras campafias de diferentes empresas. Por su parte la Agencia de Control Publicitario del Reino
Unido (ASA) ha sancionado a Air France-KLM obligando a retirar el anuncio [vid. https://www.
asa.org.uk/rulings/airfrance-klm-a23-1206006-qir-france-klm.html| (consultado enero 2023)].

Sin duda y con independencia de que las compaiias vayan asumiendo pequefios pasos hacia
la neutralidad en carbono, la medida adoptada por los representantes de los consumidores y la
Agencia de Control Publicitario es una buena muestra de la importancia que tiene ser conscientes
de que no es sélo una cuestién de marketing asociada al término «greenwashing» o «lavado
verde», el objetivo de alcanzar la neutralidad en carbono es un objetivo real y programdtico.

(64) [En linea: hitps://ec.europa.eu/commission/presscorner/detail /es/ip_22_3854
consultado en diciembre de 2023)]

(65) Se enfoca en impulsar la produccién y el suministro de combustibles renovables
y bajos en carbono en los sectores de la aviacién.

[vid: https://single-market-economy.ec.europa.eu/industry/strategy/industrial-alliances_
en (consultado en diciembre de 2023)].

(66) Que a través de proyectos y grupos de trabajo cubren toda la cadena de valor
del hidrégeno para contribuir a su desarrollo. [vid: https://single-market-economy.ec.europa.
eu/industry/strategy/industrial-alliances_ en (consultado en diciembre de 2023)]
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que suprimiria las subvenciones a los combustibles fésiles, concretamente la modi-
ficacién de la directiva propone gravar con un tipo mds elevado los combustibles
contaminantes (carbén, petréleo, gas), por su parte y especificamente para los
combustibles en aviacién se fija un tipo impositivo minimo que ird aumentando
gradualmente en un periodo de diez afios mientras que los combustibles sosteni-
bles se beneficiaran de un tipo minimo cero para fomentar su implantacién (67).

En este marco de actuaciones el sistema voluntario de etiquetado medioam-
biental que prevé el Reglamento ReFuelAviation (art.14) asume especial interés.
Estas etiquetas certificaran el nivel de comportamiento medioambiental en base
a la huella de carbono por pasajero prevista y la eficiencia en CO,. A fin de
garantizar la aplicacién uniforme la Comisién adoptard antes del 1 de enero
de 2025 actos de ejecucién que establezcan disposiciones detalladas relativas
a la metodologia normalizada, procedimiento para la expedicién de etiquetas,
periodo de validez...

B) El Cielo Digital Europeo y la gestion del trafico aéreo

Una mejora en la reduccién de emisiones en el sector requiere de un
cambio en el uso de combustible, una medida que se adopta y pone en
prdctica a través del paquete legislativo ReFuel Aviation. Pero su eficacia real
exige que ademds mejore la gestidn del trénsito aéreo que lleva aparejado
una reduccién de trayectos y vuelos.

En 1999 con el fin de mejorar el funcionamiento de la gestién del trdn-
sito aéreo y satisfacer las necesidades de capacidad, seguridad e impacto
medioambiental, se puso en marcha la iniciativa del Cielo Unico Europeo. Sin
embargo, no serd hasta 2004 cuando se adopte el primer bloque de medidas
por el que se fija el marco para la creacién del cielo Unico europeo (68). La
adopcién del primer bloque de medidas establecié una base juridica sélida
pero no supuso los resultados esperados por lo que serd modificado por el
Reglamento 1070/2009 con el fin de mejorar el rendimiento y la sostenibilidad
del sistema europeo de aviacién.

A fin de garantizar el despliegue oportuno, coordinado y sincronizado de
las funcionalidades del sistema de gestién de trafico aéreo se definieron proyec-

(67) https://www.consilium.europa.eu/es/infographics/fitfor-55-energy-taxation/ (con-
sultado en diciembre de 2023).

(68) Reglamento 594/2004 del Parlamento y del Consejo de 10 de marzo, por el
que se fija el marco para la creacién del Cielo Unico Europeo; el Reglamento 550/2004 del
Parlamento y del Consejo de 10 de marzo, relativo a la prestacién de servicios de navegacién
aérea en el Cielo Unico Europeo; el Reglamento 551/2004 del Parlamento y del Consejo
de 10 de marzo, relativo a la organizacién y utilizacién del espacio aéreo en el Cielo Unico
Europeo y el Reglamento 552/2004 del Parlamento y del Consejo de 10 de marzo relativo
a la interoperabilidad de la red europea de gestién del trénsito aéreo.
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tos comunes y se establecié en 2013 un mecanismo de gobernanza (69) que
ha tomado un nuevo impulso con la aprobacién del Reglamento de ejecucién
(UE) 2021/116 de la Comisién de 1 de febrero de 2021 (70).

Dentro del marco de trabajo del Cielo Unico Europeo, el Plan Maestro
Europeo para la gestién del tréfico aéreo (71) es la herramienta principal de
planificacién para definir las prioridades para la modernizacién del sistema
de gestion del tréfico aéreo (ATM) actualmente en consonancia con el impulso
hacia la digitalizacién (72) por la que se aposté en 2007 con la constitucidn,
conforme al art.187 del TFUE, de la empresa comin SESAR (SESAR Joint
Undertaking) (73), fundada por la UE y Eurocontrol y que supone un modelo
de asociacién piblico-privada en forma de empresa comin institucionalizada
combinando los medios técnicos y financieros esenciales para atender a la
complejidad de la innovacién tecnoldégica en este dmbito. La empresa comidn
SESAR JU se crea en el marco del programa SESAR (Single European Sky y
ATM Research) que se constituye como el pilar tecnolégico del Cielo Unico
Europeo y del que depende el funcionamiento de los demds componentes de
la iniciativa (74).

(69) Reglamento de ejecucién (UE) No 409/2013 de la Comisién de 3 de mayo de
2013 relativo a la definicién de proyectos comunes, el establecimiento de un mecanismo de
gobernanza y la identificacién de los incentivos de apoyo a la ejecucién del Plan Maestro de
Gestién del Trénsito Aéreo. DOUE nim.123, de 4 de mayo de 2013.

(70) Reglamento de ejecucién 2021/116 de la Comisién de 1 de febrero de 2021
relativo a la creacién del Proyecto Comin Uno de apoyo a la ejecucién del Plan Maestro
de Gestién del Transito Aéreo europeo, previsto en el Reglamento (CE) n°. 550/2004 del
Parlamento Europeo y del Consejo, y por el que se modifica el Reglamento de Ejecucién (UE)
n°. 409/2013 de la Comisién y se deroga el Reglamento de Ejecucién (UE) n°. 716/2014
de la Comisién DOUE L36/10 de 2 de febrero de 2021.

(71)  Transformacién digital de la infraestructura de la aviacién en Europa. Plan Maes-
tro de la Gestion del Tréfico Aéreo. Resumen ejecutivo, SESAR, 2020 [Disponible en linea:
https://www.sesarju.eu/sites/default/files/documents/reports/MP2020ES.pdf (consultado en
diciembre de 2023)].

(72) Mantiene relacién directa con todo el modelo de la Estrategia Digital de la UE
(Comunicacién de la Comisién, de 19 de febrero de 2020) y la llamada «informdtica de alto
rendimiento» definida como un recurso estratégico para la elaboracién de politicas clave como
el Pacto Verde Europeo con modelos y herramientas para transformar el creciente nimero de
complejos retos medioambientales en oportunidades para la innovacién social y el crecimiento
econdmico. Vid. Reglamento (UE) 2021/1173 del Consejo de 13 de julio de 2021 por el
que se crea la Empresa Comidn de Informdtica de Alto Rendimiento Europea y por el que se
deroga el Reglamento (UE) 2018/1488.

(73) Reglamento (CE) n° 219/2007 del Consejo, de 27 de febrero de 2007, relativo
a la constitucién de una empresa comin para la realizacién del sistema europeo de nueva
generacién para la gestién del trénsito aéreo (SESAR). DOUE nim.64, de 2 de marzo de 2007.

(74) Sobre el inicio y evolucién del programa SESAR e implantacién del Cielo Unico
Europea vid. A. Garcia Ferreiro (2016:239-315).
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SESAR JU es la encargada de desarrollar, tecnolégica y operacionalmente,
el futuro sistema de gestién de tréfico aéreo europeo, segin lo dictado dentro
de la iniciativa del Cielo Unico Europeo hacia la digitalizacién (cielo europeo
digital) en el que se adopta un enfoque gradual con cuatro fases progresivas
que se superponen:

Abordar las deficiencias criticas mejorando la colaboracién entre las
partes interesadas

— Gestién avanzada del rendimiento de los aeropuertos en la red mediante
la presentacién de datos de gestién del tréfico aéreo

— Desfragmentacién de los cielos mediante la virtualizacién y configura-
cién dindmica del espacio aéreo

— Un cielo digital europeo mediante un sistema totalmente escalable para
la aviacién tripulada y no tripulada, con el respaldo de un ecosistema
digital, la integracién plena del sistema en el espacio aéreo y en tie-
rra, servicios de datos distribuidos y altos niveles de automatizacién
y conectividad

Una iniciativa que, en lo que afecta al objeto de nuestro estudio, prevé
pueda disminuir un 10% el impacto de la aviacién en el medio ambiente, al
reducir los tiempos de vuelo y por tanto las emisiones de las aeronaves (75).

lil. LA RESPUESTA DE ESPANA

En el contexto de la necesaria transformacién del sector aerondutico, la
Agencia Estatal de Seguridad Aerea (AESA) aprobé en 2020 el Libro Blanco
del 14D+l para la sostenibilidad de la aviacién en Espafia (76) con el que se
trata de contribuir a los objetivos ambientales comunitarios y globales asumi-
dos por OACI identificando las prioridades ambientales, definiendo objetivos
genéricos y planteando dreas de actuacién en medio y largo plazo a fin de
alcanzar un desarrollo econémico sostenible en el sector que se agrupan en
base a tres retos: Cambio Climdtico y Transicién Energética, Economia Circular;
Medio Ambiente Local.

Conforme a ello, identificar, crear y desarrollar oportunidades para reducir
las emisiones de gases de efecto invernadero constituye una prioridad. La com-
prensién cientifica, la investigacién y el desarrollo es esencial, con una apuesta

(75) Iniciativa Cielo Unico Europeo.

[En linea: https://www.europarl.europa.eu/factsheets/es/sheet/133/transporte-ae-
reo-el-cielo-unico-europeo (consultado en diciembre de 2023)].

(76) AESA: Libro Blanco del 1+D+I para la sostenibilidad de la aviacién en Espafa, 2020.
[Disponible en linea: https://www.seguridadaerea.gob.es/sites/default/files/AVIACION _
LibroBlanco%20sostenibilidad%20_2020_FINAL_SEPT2020.pdf (consultado en enero 2024)].
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clara por los combustibles sostenibles de aviacién y aprovechamiento de las
materias primas nacionales junto a una reduccién de la dependencia energé-
tica del exterior que requiere de la coordinacién entre las Administraciones y
de alianzas industriales, asi como acuerdos de colaboracién piblico-privado.
Ademds, se promueve el reciclaje de los componentes aeroespaciales y una
adecuada gestién de los residuos para lo cual se propone minimizar el uso
de recursos naturales, limitar y controlar el uso de productos que requieran
posterior tratamiento (téxicos y peligrosos), promover la reutilizacién de agua
depurada para usos compatibles y promover la aplicacién de la politica de
las 3Rs: Reducir, Reciclar y Reutilizar (77). A ello se afiade mejorar la tecno-
logia aeroespacial a fin de dar apoyo a los objetivos de reduccién de ruido
y colaborar con las autoridades aeroportuarias para mejorar la gestién del
territorio (78).

Dicho esto, debemos concretar que, actualmente, el bloque normativo a
considerar en Espafa para la transicién energética del transporte queda enmar-
cado por la Ley 7/2021, de 20 de mayo, de Cambio Climdtico y transicién
energética que reconoce la Estrategia de descarbonizacién a Largo Plazo
como instrumento para alcanzar la neutralidad climdtica en 2050 (79) y el
Plan Nacional Integrado de Energia y Clima (PNIEC) (80) como la herramienta

(77) Para ello se parte como marco de referencia del: Reglamento (UE) n° 139/2014
de la Comisién, de 12 de febrero de 2014, por el que se establecen los requisitos y proce-
dimientos administrativos relativos a los aerédromos (DOUE num.44, de 14 de febrero de
2014); Manual de servicios de aeropuertos, OACI: DOC9137-AN898 [En linea: https://www.
icao.int/isbn/Lists/Publications/Allltems.aspx (consultado en enero de 2024)]; y el Anexo 14
al Convenio sobre Aviacién Civil Internacional [En linea: https://www.icao.int/isbn/Lists/
Publications/Allltems.aspx (consultado en enero de 2024)]

(78) Para ello se parte como marco de referencia de: Directiva 2002/49/CE de 25
de junio de 2002, sobre evaluacién y gestion de ruido ambiental (DOUE 189, de 18 de
julio de 2002): Reglamento (UE) no 598/2014 sobre el establecimiento de normas y proce-
dimientos para la introduccién de restricciones operativas relacionadas con el ruido en los
aeropuertos de la Unién dentro de un enfoque equilibrado y que deroga la Directiva 2002/30
/ CE (DOUE 173, de 12 de junio). Resolucién de la Asamblea de OACI A39-1: Declaracién
consolidada de las politicas y précticas permanentes de la OACI relativas a la proteccién del
medio ambiente — Disposiciones generales, ruido y calidad del aire local [En linea: hitps://
www.icao.int/isbn/Lists/Publications/Allltems.aspx (consultado en enero de 2024)]; la Ley
37/2003 de 17 de noviembre, del Ruido y la normativa de desarrollo: los RD 1513/2005
y 1367/2007 y Orden PCI/1319/2018.

(79) Lla «Estrategia a Largo Plazo para una Economia Espafiola Moderna, Competitiva
y Climdticamente Neutra en 2050» (ELP 2050) fue aprobada por el Consejo de Ministros el
3 de noviembre de 2020 a propuesta del Ministerio para la Transicién Ecolégica y el Reto
Demogrdfico.

(80) El PNIEC fue adoptado por Acuerdo del Consejo de Ministros de 16 de marzo
de 2021 y publicada en el Boletin Oficial del Estado mediante Resolucién de 25 de marzo
de 2021, conjunta de la Direccién General de Politica Energética y Minas y de la Oficina
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de planificacién en la que se concretan un conjunto de medidas especificas
que se agrupan en cinco dimensiones: Descarbonizacién, Eficiencia Energé-
tica, Seguridad Energética, Mercado Interior de la Energia e Investigacién,
Innovacién y Competitividad (81). A ello se afiade de modo complementario
para el dmbito que nos ocupa, la Estrategia de Movilidad Segura, Sostenible
y Conectada 2030 (82) que guiard las actuaciones del, actualmente denomi-
nado (83), Ministerio de Transporte y Movilidad Sostenible.

La Ley refleja la contribucién de Espafia a la consecucién de los obijetivos
establecidos en el seno de la Unién Europea y delimita los objetivos minimos
nacionales para el afio 2030:

a) Reducir las emisiones de gases de efecto invernadero del conjunto de
la economia espafiola en, al menos, un 23% respecto del afio 1990.

b) Alcanzar una penetracién de energias de origen renovable en el con-
sumo de energia final de, al menos, un 42%.

c) Alcanzar un sistema eléctrico con, al menos, un 74% de generacién a
partir de energias de origen renovables.

d) Mejorar la eficiencia energética disminuyendo el consumo de energia
primaria en, al menos, un 39,5%, con respecto a la linea de base conforme
a normativa comunitaria.

En cuanto a las medidas especificas para el sector aéreo el articulo 13
fija el procedimiento para la adopcién de los obijetivos anuales de integracién
de energia renovable.

Ademds de ello, la disposicién adicional 4 de la Ley de Cambio Climé-
tico y Transicién Energética precisa que por orden del ministro de Transporte

Espafola de Cambio Climdtico se aprobé como pilar fundamental del Marco Estratégico de
Energia y Clima de Espafia, elabordndose en paralelo al paquete de medidas de la UE para
impulsar la transicién hacia una energia limpia que incluia varios reglamentos y directivas
que abarcan: la gobernanza de la Unién de la Energia y la accién por el clima; la nueva
configuracién del mercado de la electricidad, la eficiencia energética, la eficiencia de los
edificios, las energias renovables y las normas de creacién de la Agencia de la Unién Europea
para la cooperacién de los reguladores de la energia.

(81) Pone el foco de atencién, entre otras, en el impulso de creacién de puntos de
recarga de combustible alternativos; medidas de eficiencia energética en equipos generadores
de frio y grandes instalaciones de climatizacién del sector terciario e infraestructuras publicas;
medidas de uso mds eficiente de los medios de transporte; medidas de impulso del vehiculo
eléctrico; integracién de las renovables. ..

(82) Estrategia de movilidad: segura, sostenible, conectada 2030, Ministerio de Trans-
porte, Movilidad y Agenda Urbana, 2021 [En linea: https://esmovilidad.mitma.es/ejes-estra-
tegicos (consultado en diciembre de 2023)].

(83) Conforme al Real Decreto 829/2023, de 20 de noviembre, por el que se rees-
tructuran los departamentos ministeriales (BOE nim.278, de 21 de noviembre).
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y Movilidad Sostenible (84), previo informe del Ministerio para la Transicién
Ecoldgica y el Reto Demogrdfico, se establecerdn los requisitos de las audito-
rias energéticas operacionales y de los Planes estratégicos de sostenibilidad
ambiental que las compafias aéreas, los entes gestores de los aeropuertos
de interés general y las empresas proveedoras de servicios de transito aéreo,
sujetos a la supervisién de la Agencia Estatal de Seguridad Aérea, deberdn
llevar a cabo como medida para identificar oportunidades de mejora orientadas
a la reduccién de emisiones e implementar su contribucién a los objetivos en
materia de energia y clima».

Por el momento no se han establecidos requisitos especificos para las audi-
torias energéticas operacionales del sector, quedando sujeto a las previsiones del
Real Decreto 56/2016, de 12 de febrero, que transpone la Directiva 2012/27/
UE en la que se establece la obligatoriedad de que las grandes empresas (enten-
diendo por tales tanto las que ocupen al menos a 250 personas como las que,
aun sin cumplir dicho requisito, tengan un volumen de negocio que exceda de
50 millones de euros y, a la par, un balance general que exceda de 43 millones
de euros) se sometan a una auditoria energética cada cuatro afios realizada por
auditores energéticos cualificados que quedardn reflejada en Registro Adminis-
trativo de Auditorias Energéticas, de cardcter piblico y gratuito (85).

Tampoco se han expresado con posterioridad a la aprobacién de la Ley
de Cambio Climético los requisitos especificos de los Planes estratégicos de
sostenibilidad ambiental para la aviacién, mds allé de lo especificamente
recogido en el Documento de Regulacién Aeroportuaria (DORA) para la red de
aeropuertos de interés general (86). Sin embargo, la elaboracién de este tipo
de planes no supone una novedad para el sector que viene desarrollédndolos
en el contexto de los obijetivos internacionales y comunitarios con el fin de
alcanzar la neutralidad climdtica.

A modo de ejemplo, cabe citar actualmente el Plan de sostenibilidad
«Green Sky» elaborado por ENAIRE que persigue la optimizacién de la red
de rutas aéreas como medida para contribuir a la descarbonizacién (87); y la

(84) De acuerdo con el cambio de denominacién del Ministerio de Transporte y Movi-
lidad Sostenible conforme al Real Decreto 829/2023, de 20 de noviembre, por el que se
reestructuran los departamentos ministeriales (BOE nim.278, de 21 de noviembre).

(85) Actualmente la mayoria de las instalaciones aeroportuaria llevan a cabo auditorias
energéticas en los aeropuertos, concretamente AENA llevo una licitacién de Asistencia técnica
para la realizacién de auditorias energéticas en 20 aeropuertos de la Red que finalizé en
febrero de 2022.

(86) En linea: https://www.mitma.gob.es/recursos_mfom/dora_2022-2026.pdf [con-
sultado en diciembre de 20223]].

(87) Comunicado de prensa, Enaire. 23 de diciembre de 2021 «ENAIRE lanza Green
SKY su nueva Estrategia Ambiental para una aviacién sostenibles. El Plan se basa en tres pilares:
la reduccién de las emisiones a la atmésfera, la atenuacién de los niveles sonoros y la mejora
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Estrategia de sostenibilidad de AENA (88), dividida en 5 programas estratégi-
cos: neutralidad en carbono, aviacién sostenible, uso responsable de recursos,
cadena de valor sostenible y compromiso social que se desarrollan en el Plan
de Accién Climdtica de AENA (89). Pero no solo ellos, los diferentes agentes
del sector llevan afios elaborando planes de sostenibilidad cumpliendo con los
criterios de autorregulacién de la Asociacién Internacional del Transporte Aéreo
(IATA). Muestra de este interés y participacién por alcanzar la sostenibilidad es
el reciente compromiso asumidos por més de 900 empresas o entidades del
sector (?0) con la creacién de la Alianza para la sostenibilidad del Transporte

Aéreo en Espaiia (AST) (91).

Referidas las apreciaciones especificas de la Ley de Cambio climdtico al
sector aéreo debemos considerar ademds, al atender a las medidas concretas
para la transicién energética, las normas sobre fuentes de energia renova-
ble, con especial atencién del Real Decreto 1085/2015, de 4 de diciembre
de fomento de los biocarburantes (92); la Ley 13/2010 que modifica la Ley
1/2005 por el que se regula el régimen del comercio de derechos de emisién
amplidndolo a la aviacién, asi como su normativa de desarrollo (23); y las
disposiciones en materia de regulacién aeroportuaria (DORA) que concreta el
marco juridico aplicable a la red de aeropuertos de interés general de AENA
S.A. Junto a ellas, otras normas de aplicacién transversal e incluso las normas
de certificacién voluntaria de sistemas de gestion de calidad ISO 9001 y gestion
ambiental ISO 14001 —que entre otros ha implantado AENA—.

Con la finalidad de abordar estas cuestiones de manera sistematizada
atenderé de manera individualizada a los diferentes ejes que se tienen en

en la gestién ambiental de sus instalaciones desplegadas en toda Espafia [Disponible en linea:
https://www.enaire.es/comunicacion/notas_de_prensa (consultado en diciembre de 2023)].

(88) [Disponible en linea:https://www.aena.es/es/corporativa/sostenibilidad-ambien
tal/sostenibilidad/estrategia-de-sostenibilidad.html| (consultado en diciembre de 2023)].

(89) Disponible en linea. https://www.aena.es/es/corporativa/sostenibilidad-ambien
tal/cambio-climatico/ plan-accion-climatica.html. (consultado en diciembre de 2023).

(90)  El Consejo Rector formado por ALA, Airbus, Aena, AESA, Air Europa, Air Nostrum,
AOP, Binter, Boeing, CEOE, ECODES Ecologia y Desarrollo, ENAIRE, Exolum, IATA, Iberia,
SENASA, TEDAE, Transport & Environment, la Universidad Politécnica de Madrid (UPM) y
Vueling.

(?1) Comunicado de prensa, AESA, 17 de abril 2023 «AESA se suma a la Alianza
para la Sostenibilidad del Transporte Aéreo» [en linea: https://www.seguridadaerea.gob.es/
es/quienes-somos/comunicacion (consultado el 17 de abril de 2023)].

(92) Modificado por Real Decreto 205/2021, de 30 de marzo, por el que se modi-
fica el Real Decreto 1085/2015, de 4 de diciembre, de fomento de los biocarburantes, y
se regulan los objetivos de venta o consumo de biocarburantes para los afios 2021 y 2022.

(93) Real Decreto 18/2019, de 25 de enero, por el que se desarrollan aspectos
relativos a la aplicacién del régimen de comercio de derechos de emisién de gases de efecto
invernadero en el periodo 2021-2030.
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cuenta en el trdnsito a un modelo de sostenibilidad energética en el sector del
transporte aéreo: descarbonizacién por el uso de aeronaves; reduccién de
emisiones en el aeropuerto; digitalizacién y movilidad inteligente.

1. Descarbonizaciéon por el uso de aeronaves

De acuerdo con las propuestas de transformacién del sector, en la Estrategia
de descarbonizacién a Largo Plazo se apuesta porque la descarbonizacién del
sector aéreo se produzca con el uso de combustibles renovables (tanto liquidos
como gaseosos) frente a la electrificacién que serd la clave del transporte por
carretera, aunque se considera que los motores eléctricos alimentados por hidré-
geno o por bateria podrian ser una alternativa para aeronaves pequefias (94).

Por su parte el Plan Nacional Integrado de Energia y Clima (PNIEC) precisa
enfre sus objetivos la penetracién de biocarburantes avanzados en el sector
del transporte concretando como mecanismo de actuacién el establecimiento
de objetivos especificos de consumo de biocarburantes en aviacién (95).

Respecto a la descarbonizacién por el uso de aeronaves, el art. 13 de la
Ley de Cambio Climdtico, en consonancia con los criterios de sostenibilidad
de la normativa comunitaria (26), precisa que la obligacién de uso de energia
procedente de fuentes renovables se establecerd a propuesta conjunta del
Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible y el Ministerio para la Tran-
sicién Ecolégica y el Reto Demogrdfico; y recoge la obligacién de desarrollo
reglamentario para lograr el cumplimento de los objetivos de integracién de
energias renovables y suministro de combustibles alternativos en el transporte,
con especial énfasis en los biocarburantes avanzados y otros combustibles
renovables de origen no biolégico en el transporte aéreo.

Por el momento el Real Decreto 376/2022, de 17 de mayo (97) regula los
criterios de sostenibilidad y de reduccién de las emisiones de gases de efecto

(94) Estrategia de descarbonizacién a Largo Plazo como instrumento para alcanzar
la neutralidad climdtica a 2050 ANEXO C, apartado C.2. Movilidad sostenible y transporte,
p.54. Vid. Informe del Colegio Oficial e Ingenieros Aeronduticos de Espaiia (2022) La soste-
nibilidad ambiental en el sector aerondutico [En linea: https://www.coiae.es/Coiae/Colegio/
Sostenibilidad (consultado en diciembre de 2023]].

(95) Medida 1.7, p.97 del PNIEC.

(96) Directiva (UE) 2018/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo relativa al
fomento del uso de energia procedente de fuentes renovables y su desarrollo normativo, DOUE
num.328 de 21 de diciembre de 2018.

(97) Real Decreto 376/2022, de 17 de mayo, por el que se regulan los criterios de
sostenibilidad y de reduccién de las emisiones de gases de efecto invernadero de los biocar-
burantes, bioliquidos y combustibles de biomasa, asi como el sistema de garantias de origen

de los gases renovables, que transpone la Directiva 2018/2001 del Parlamento Europeo y
del Consejo de 11 de diciembre de 2018.

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
270 ISSN 2341-2135, nom. 61, Zaragoza, 2024, pp. 244283



NEUTRALIDAD EN CARBONO EN EL SECTOR DE LA AVIACION

invernadero de los biocarburantes, bioliquidos y combustibles de biomasa. En
este reglamento se incluye con cardcter general los tipos de producto con que se
deberdn cumplir los obijetivos y los sujetos obligados, asi como el sistema de certifi-
cacién que permita la supervisidn y control de las obligaciones. El Ministerio para
la transicién Ecoldgica y Reto Demogrdfico es la entidad de certificacién responsa-
ble de la expedicién de certificados de consumo y venta de biocarburantes (98).

Sin duda la aprobacién de los actos de ejecucién en desarrollo de las
previsiones del Reglamento 2023/2405 (ReFuelAviation), a lo que nos referimos
en el apartado anterior, incidird en la regulacién que se ha llevado a cabo,
especialmente en cuanto a los requisitos de certificacién con el fin de atender
a criterios uniformes que otorguen seguridad juridica.

En todo caso estas medidas se implementardn a su vez en consonancia con
el compromiso asumido con OACI de suministro de combustibles sostenibles en
aviacién para el horizonte 2025 con un objetivo inicial de alcanzar un 2% del
suministro total al considerarse un objetivo razonable para ser implementado
a través del didlogo con los operadores del sector (99).

En el marco de actuacién referido a la actividad de AENA AEROPUER-
TOS, S.A, el Plan de Accién Climdtica de AENA (100) concreta un programa
estratégico especifico que, con independencia de las medidas referidas a la
infraestructura aeroportuaria, a las que luego me referiré, recoge una serie de
actuaciones con el fin de incentivar la aviacién sostenible: participar en proyectos
de produccién de combustible sostenible, facilitar la distribucién de combustible
sostenible en la red de aeropuertos, crear un sistema de incentivos para las
aerolineas que las impulse al consumo de combustible sostenible; implementar
el hidrégeno para abastecer nuevos vehiculos; y colaborar estrechamente con
ENAIRE, para reducir las emisiones generadas en las operaciones aeroportuarias.

Ademds de estas medidas estrechamente relacionadas con el uso de
combustible, la Estrategia de descarbonizacién a Largo Plazo incide en la
necesidad de llevar a cabo otras medidas que faciliten el traslado intermodal
aviénren (101), conforme a una concepcién integral del sistema de transporte.

(98) Sobre la implantacién del uso de biocarburantes avanzados hasta la fecha resulta
especialmente clarificador el estudio de I. GonzAtez Rios (2023b:519-534)

(99) Segin se recoge en el documento presentado por Espafia «compromiso equili-
brado» (2019) al Comité sobre la proteccién del medio ambiente y la aviacién (CAEP) de la
OACI del que Espafia es miembro [en linea:https://www.icao.int/Meetings/SAFStocktaking/
Documents/ICAO%20SAF%20Stocktaking%202019%20-%20A12-2%20Cesar%20Velarde.pdf
(consultado en diciembre de 2023)].

(100) Disponible en linea. https://www.aena.es/es/corporativa/sostenibilidad-ambien-
tal/cambio-climatico/ plan-accion-climatica.html. (consultado en diciembre de 2023).

(101) Estrategia de descarbonizacién a Largo Plazo como instrumento para alcanzar la
neutralidad climética a 2050 ANEXO C, apartado C.2. Movilidad sostenible y transporte, p.61.
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Una propuesta que se reitera a su vez en la Estrategia de Movilidad Segura,
Sostenible y Conectada 2030 (102) que guiard las actuaciones del actual
Ministerio de Transporte y Movilidad Sostenible. La primera de las medidas
llevadas a cabo fue la publicacién por parte del Ministerio: el Punto de Acceso
Nacional de Transporte Multimodal (nap.mitma.es), inicio de un proyecto de
largo recorrido que se deriva de una iniciativa de la Comisién Europea.

A modo de cierre en este punto es preciso recordar que con la incorpo-
racién de transporte aéreo dentro del mercado de emisiones a través de la
Directiva 2008/101/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, se establecié
un mercado auténomo de derechos de emisién sometido a un régimen espe-
cifico en la UE (EU ETS) quedando obligados todo operador aéreo, indepen-
dientemente de su nacionalidad, que opera vuelos entre aeropuertos de la
UE. La Directiva se traspuso al ordenamiento espafiol en 2010 modificando el
régimen del comercio de derechos de emisién existentes hasta entonces (103).
Ademés, la UE es actualmente participante a su vez del plan CORSIA del que
Espafia también es participe conforme a un modelo armonizado, tal y como
expusimos anteriormente.

2. Reduccién de emisiones en la actividad aeroportuaria

No tendria mucho sentido emprender la transicién energética en el sector
de la aviacién si esta tarea quedara limitada a una revolucién tecnolégica en
el desarrollo de las aeronaves del futuro y el uso de combustibles sostenibles.
Es indudable la necesidad de que estas propuestas se acompaiien de medidas
de eficiencia energética en la propia actividad aeroportuaria.

La UE es consciente de esta necesidad y no sélo en el sector de la
aviacién, de ahi que el bloque normativo comunitario en relacién con la tran-
sicién energética esté presidido por la Directiva relativa al fomento del uso
de energia procedente de fuentes renovables (104); la Directiva relativa a la
eficiencia energética (105); y la Directiva relativa a la eficiencia energética de

(102) Estrategia de movilidad: segura, sostenible, conectada 2030, Ministerio de Trans-
porte, Movilidad y Agenda Urbana, 2021 [En linea: https://esmovilidad.mitma.es/ejes-estra-
tegicos (consultado en diciembre de 2023)]. Vid. p.11, p.58 y ss.

(103) Ley 13/2010, de 5 de julio, por la que se modifica la Ley 1/2005, de 9 de
marzo, por la que se regula el régimen del comercio de derechos de emisién de gases de
efecto invernadero, para perfeccionar y ampliar el régimen general de comercio de derechos
de emisién e incluir la aviacién en el mismo.

(104) Directiva 2018/2001, de 11 de diciembre modificada por la Directiva 2023/246
del Parlamento Europeo y del Consejo de 18 de octubre de 2023.

(105) Directiva (UE) 2023/1791 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de
septiembre de 2023.
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los edificios (106), todas ellas modificadas en 2018 como parte del paquete
«Energia limpia» y en 2023.

A este respecto, en relacién con las emisiones en la actividad aeroportua-
ria es preciso atender de una parte a la normativa especifica sobre eficiencia
energética en la edificacién, que mds allé de la Directiva cuenta con un disperso
marco normativo interno (107):

Las exigencias bdsicas se imponen en la Ley de Ordenacién de la Edifico-
cién (108) y en su desarrollo en el Cédigo de Edificacién (CTE) (109) y el Regla-
mento de Instalaciones Térmicas de Edificios (RITE) (110), a lo que se suma la
exigencia del certificado de eficiencia energética de los edificios con una superficie
total superior a 500 m2 y que sean frecuentados habitualmente por el piblico,
como son las terminales aeroportuarias. La obtencién de este certificado es obli-
gatoria y ademds deberdn exhibir la etiqueta en lugar destacado y visible (111).

Las principales guias normativas a considerar para la transicién energé-
tica de los aeropuertos es el Documento Bdsico HE: Ahorro de energia, del
CTE(112).

En relacién con las instalaciones térmicas remite directamente al Regla-
mento de Instalaciones Térmicas en Edificios (RITE) (113).

En cuanto a la iluminacién del aeropuerto, ademds de las exigencias
que recoge el Documento Bdsico HE para la iluminacién interior del edificio

(106) Directiva (UE) 2010/31/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de
mayo de 2010, relativa a la eficiencia energética de los edificios, modificada en 2018 por
la Directiva 2018/844/UE num.156 de 19 de junio de 2018 que debe tenerse en conside-
racién junto con las previsiones especificas que a edificacién se realizan en la Directiva (UE)
2023/1791 (vid. Art.6, 13, 22, 28, 30, anexo IV y anexo V de la Directiva 2023/1791).

(107)  Vid. I. GoNzAlez Rios (2021: 82-121)

(108) Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenacién de la Edificacién, modificada
en diversas ocasiones.

(109) Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, modificado en 2022 en relacién con
el establecimiento de requisitos especificos para la implantacién de infraestructuras de recarga
de vehiculos eléctricos en los aparcamientos de los edificios.

(110) Real Decreto 1027/2007, de 20 de julio, por el que se aprueba el Reglamento
de Instalaciones Térmicas en los Edificios Real Decreto 1027/2007, de 20 de julio, por el
que se aprueba el Reglamento de Instalaciones Térmicas en los Edificios.

(111) Art.3.1. e) y 16 del Real Decreto 390/2021, de 1 de junio, por el que se
aprueba el procedimiento bésico para la certificacién de la eficiencia energética, mediante
el que se incorporan las exigencias derivadas de la reforma de la Directiva 2010/31/UE
por la Directiva (UE) 2018/844.

(112) [Disponible en linea: https://www.codigotecnico.org/pdf/Documentos/HE/
DcmHE.pdf (consultado en diciembre de 2023)].

(113) Real Decreto 1027/2007, de 20 de julio, por el que se aprueba el Reglamento
de Instalaciones Térmicas en los Edificios, modificado en diversas ocasiones.
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(sistemas de control y regulacién de la luz, sistemas de aprovechamiento de
luz natural, concrecién de la potencia méxima instalada) se debe atender
a la regulacién especifica de la iluminacién del aerédromo por razones de
seguridad y eficiencia en las operaciones de los aviones, motivo por el que las
instalaciones y equipos de uso exclusivo en los aeropuertos quedan excluidos
de la aplicacién del Reglamento de eficiencia energética en instalaciones de
alumbrado exterior (114).

La distribucién y colocacién de las luces en el aerédromo, asi como los
requisitos en cuanto a las propiedades de las luminarias, sistemas de abaste-
cimiento eléctrico, etc., vienen determinadas en el anexo14 del Convenio de
Chicago, siendo importante también las especificaciones de certificacién elabo-
radas por la Agencia Europea de Seguridad Aérea (EASA) para el disefio de
aerédromos (115). Espafia, con las correspondientes adaptaciones, incorpora
estas previsiones mediante el Real Decreto 862/2009, de 14 de mayo, por
el que se aprueban las normas técnicas de disefio y operacién de aerédromos
de uso publico y se regula la certificacién de los aeropuertos de competencia
del Estado (116), que desarrolla la Orden FOM/2086/2011, de 8 de julio
de 2011 (117).

En el proceso de certificacién es un requisito fundamental la aprobacién
del Manual del aeropuerto por parte de la Agencia Estatal de Seguridad Aérea
(AESA) (118). Sin embargo, en lo que afecta al objeto de nuestro estudio nin-
guna de estas normas contiene especificaciones relativas a los efectos en el

(114) Art.2.4 del Real Decreto 1890/2008, de 14 de noviembre, por el que se
aprueba el Reglamento de eficiencia energética en instalaciones de alumbrado exterior y sus
Instrucciones técnicas complementarias EA-O1 a EA-07.

(115) Reglamento 139/2014/UE de la Comisién, de 12 de febrero de 2014, por el
que se establecen los requisitos y procedimientos administrativos relativos a los aerédromos, en
virtud del Reglamento (CE) n® 216/2008 del Parlamento Europeo y el Consejo, y su material
de desarrollo (AMC y GM emitidos por EASA). Especificaciones de Certificacién relativas a
Disefio de Aerédromos. Issue 6, marzo 2022. (CS-ADRDSN) de EASA, actualmente [Disponi-
bles en linea: https://www.easa.europa.eu/en/certification-specifications/cs-adr-dsn-aerodro
mes-design (consultado en diciembre de 2023)].

(116) Modificado en varias ocasiones. Versién consolidada en BOE.es .

(117) Orden FOM/2086/2011, de 8 de julio, por la que se actualizan las normas
técnicas contenidas en el Anexo al Real Decreto 862/2009, de 14 de mayo, por el que se
aprueban las normas técnicas de disefio y operacién de aerédromos de uso piblico y se
regula la certificacién de los aeropuertos de competencia del Estado.

(118) Art.6 del Real Decreto 862/2009, de 14 de mayo, por el que se aprueban las
normas técnicas de disefio y operacién de aerédromos de uso piblico y se regula la certificacion
de los aeropuertos de competencia del Estado. El Manual del aeropuerto preparado de acuerdo
con las especificaciones del reglamento, contiene la informacién que permite comprobar que
un aeropuertfo, sus instalaciones, servicios, equipo, sistemas y procedimientos operacionales
se ajustan la normativa y que es adecuado para las operaciones de aeronave propuestas.

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
274 ISSN 2341-2135, nom. 61, Zaragoza, 2024, pp. 244283



NEUTRALIDAD EN CARBONO EN EL SECTOR DE LA AVIACION

medio ambiente remitiendo sobre este aspecto a la segunda parte del Manual
de Planificacién de Aeropuertos OACI (119).

En relacién con los aeropuertos de interés general de AENA, S.A., el
marco normativo de referencia se acompafia de un instrumento bésico para
garantizar una red de aeropuertos eficientes, el Documento de Regulacién
Aeroportuaria (DORA) adoptado por periodo quinquenales previa audiencia
de las organizaciones representativas de los aeropuertos de la red y cuya
aplicacién se lleva a cabo con la supervisidn directa del Estado a través de
AESA (120). El actual DORA fue aprobado por el Consejo de Ministros en
septiembre de 2021 para el periodo comprendido entre 2022-2026 (121) con-
cretando una serie estdndares medioambientales en relacién a unos indicadores
de sostenibilidad sobre: emisiones absolutas de CO,, eficiencia energética,
neutralidad de carbono, agua consumida, niveles de ruido y residuos. Todo
ello se complementa con las medidas y actuaciones de AENA recogidas en
su Estrategia de Sostenibilidad ambiental (122) y su Plan de Accién Climdtica
con un desarrollo que supone unas inversiones cercanas a los 550M para el
cumplimiento de una serie de objetivos estratégicos en diferentes programas,
entre otros (123), el Programa de neutralidad de carbono y el Programa Comu-
nidad y cadena de valor sostenible.

El primero de ello persigue alcanzar la neutralidad de carbono en 2026
a través de la compensacién progresiva de emisiones; asegurar el 100% de
electricidad verde auto consumida y un 90% de energia verde de climatizacién
consumida; reducir el consumo por pasajero mejorando la eficiencia en el
consumo eléctrico con una ampliacién al 100% LED en terminales en 2026,
al igual que su implantacién en plataforma y balizamiento; y tener una flota
propia sostenible mediante la electrificacién de turismos y furgonetas propiedad
de AENA, el uso de combustible sostenible en el resto de vehiculos existen-
tes (124), fomento del uso del vehiculo compartido en la flota aeroportuaria

(119) DOC 9184-AN/902. Manual de Planificacién de Aeropuertos, Parte Il - Utiliza-
cién del terreno y gestién del medio ambiente, cuarta edicién 2018 ISBN: 978-92-9258-739-0

(120) Ley 18/2014, de 15 de octubre, de aprobacién de medidas urgentes para el
crecimiento, la competitividad y la eficiencia. Art.17, 19, 20, 23-27, 29, 31.

(121) Resolucién de 29 de septiembre de 2021 de la Direccién General de Aviacién
Civil para 2022-2026. BOE de 30 de septiembre de 2021.

(122) Disponible en line. https://www.aena.es/es/corporativa/sostenibilidad-ambien-
tal/sostenibilidad/ estrategia-de-sostenibilidad.html (consultado en diciembre de 2023).

(123) Disponible en linea. https://www.aena.es/es/corporativa/sostenibilidad-ambien
tal/cambio-climatico/ plan-accion-climatica.html. (consultado en diciembre de 2023).

(124) Respecto de la maquinaria mévil no de carretera, estan regulados a nivel europeo
por Reglamento 2016/1628 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de septiembre de
2016 sobre los requisitos relativos a los limites de emisiones de gases y particulas contami-
nantes y a la homologacién de tipo para los motores de combustién interna que se instalen en
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Mediante el Programa Comunidad y cadena de valor sostenible se invertird
en punfos de recarga para promover el transporte sostenible desde/hacia el
aeropuerto; electrificacién de las lanzaderas de los aeropuertos de Madrid y
Barcelona; compensar el 100% de las emisiones por los viajes de los emplea-
dos de AENA mediante proyectos sostenibles verificables; cooperar con las
Universidades y Centros Tecnolégicos para acelerar la transformacién digital,
que se ha convertido en la tercera pata necesaria para garantizar la transicién
energética a lo que ahora me referiré.

3. Digitalizacién y movilidad inteligente

La Estrategia de descarbonizacién a Llargo Plazo para alcanzar la neu-
tralidad climdtica a 2050 (125) incide en la necesidad de avanzar hacia una
movilidad inteligente, avanzada y sin emisiones para lo que se fortalecerd el
desarrollo tecnolégico mediante la inversién de recursos en la bisqueda de
nuevas soluciones para la descarbonizacién, mejorando con ello la estructura
de Investigacién e Innovacién (126). Una propuesta que se constituye como eje
esencial en la Estrategia de Movilidad Segura, Sostenible y Conectada 2030
con un desarrollo especifico en el sector aéreo por parte de Enaire.

En el Plan Estratégico de Enaire: el Plan de vuelo 2025 se recoge como
objetivo «Mejorar la calidad, escalabilidad y resiliencia de los servicios pres-
tados a través de la digitalizacién, la modernizacién del espacio aéreo y los
conceptos operativos, y el refuerzo de la cultura de orientacién al cliente y
grupos de interés» (127).

Esto no es una novedad, Enaire lleva tiempo apostando por un modelo
de supervisién totalmente integrado y automatizado mediante el uso de una
plataforma que se ha denominado EYWA (128), un sistema basado en ‘big
data’ y ‘machine learning’, orientado a transformar datos en informacién y la
informacién en conocimiento, optimizando procesos de la organizacién vy la

las maquinas méviles no de carretera, por el que se modifican los Reglamentos 1024/2012/
UE y 167/2013/UE, y por el que se modifica y deroga la Directiva 97/68/CE. por lo que
suelen ser mds contaminantes.

(125) La «Estrategia a Largo Plazo para una Economia Espafiola Moderna, Competitiva
y Climéticamente Neutra en 2050» (ELP 2050) fue aprobada por el Consejo de Ministros el
3 de noviembre de 2020 a propuesta del Ministerio para la Transicién Ecolégica y el Reto
Demogréfico.

(126) Estrategia de descarbonizacién a Largo Plazo como instrumento para alcanzar
la neutralidad climdtica a 2050 p.39 y 51.

(127) Plan de Vuelo 2025. [En linea:https://www.enaire.es/sobre_enaire/conoce_
enaire/estrategia_empresarial (consultado en diciembre de 2023)].

(128) Proyecto Eywa. [En linea: https://www.enaire.es/es_ES/2019_08_21/ndp_
enaire_licita_sysred (consultado el 14 de abril de 2023)]. TorreiON Piaza, P. (2021: 70-72).
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toma de decisiones y mejorando los procesos de coordinacién con los agentes
externos, especialmente con el Gestor de Red Europeo (Eurocontrol), lo que
incide directamente en la reduccién de accidentes y en un una optimizacién
de la planificacién del vuelo que permite vuelos mds directos y una reduccién
de los tiempos de espera del avién durante el aterrizaje, ya que los flujos de
trafico son mds previsibles, con la consecuente reduccién en el consumo de
combustible.

Pero esto no es algo exclusivo de la iniciativa espafola, como vimos, la
UE ha optado por el impulso hacia la digitalizacién del sector aéreo en el
marco del Cielo Unico Europeo ofreciendo respuestas en el contexto del Plan
Maestro europeo para la gestién del tréfico a través del programa SESAR,
a lo que nos referimos anteriormente. Precisamente es a través de la partici-
pacién en este programa como se estd llevando a cabo el despliegue de la
digitalizacién en el sector, en particular mediante distintos mecanismos y pro-
cesos puestos en marcha por la Comisién Europea y en los también participa
ENAIRE: Actualizacién del Maestro ATM europeo; coordinacién del proceso
anual de elaboracién del Plan Local Espariol para la implantacién de Cielo
Unico; contribucién a la monitorizacién del Programa de Despliegue para la
implantacién del Proyecto Comin Piloto.

El desarrollo de la digitalizacién en el sector se recoge también en el
Documento de regulacién aeroportuaria para la red de aeropuertos de AENA,
que especificamente apuesta por la innovacién como fuente de competitivi-
dad y crecimiento sostenible. Para ello desplegard una estrategia especifica
que tendrd en cuenta (129) la incorporacién de tecnologias 5G en la red de
aeropuertos; la digitalizacién de procesos como los de seguridad, facturacién
o embarque potenciando la utilizacién de diversas técnicas y tecnologias,
en particular la robotizacién, la automatizacién de procesos, las tecnologias
contactless, asi como la implantacién de tecnologias big data y la inteligencia
artificial; la sensorizacién de instalaciones para potenciar la prestacién eficiente
de servicios como son los de limpieza de las infraestructuras, reposicién de
suministros, mantenimiento eficiente, etc.; al igual que la potenciacién del uso
de drones para mejorar la eficiencia en ciertos procesos aeroportuarios.

Con este objeto, el DORA 2022-2026 recoge diversas lineas de inversién
para potenciar la innovacién en los aeropuertos de la red de Aena que AENA
desarrolla en su un Plan Estratégico en este dmbito, con objeto de implementar
las iniciativas indicadas anteriormente.

La apuesta por la digitalizacién como medida necesaria para la tran-
sicién energética parece que no es discutible pero ello no puede en ningin
caso hacernos olvidar que la movilidad inteligente requiere de datos para su

(129) Documento de regulacién aeroportuaria (DORA) 2022-2026, pdg.29.
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funcionamiento (130) por lo que el desarrollo de todas estas medidas debe-
rén llevarse a cabo atendiendo a la regulacién en materia de proteccién de
datos asi como con la adecuada atencién y respeto al derecho de derechos
individuales tanto por la repercusién que puede conllevar en las garantias de
los mismo como de la seguridad nacional e internacional (131).

IV. REFLEXIONES FINALES

Primera.— El sector de la aviacién actualmente liberalizado estd sujeto a
una reglamentacién exhaustiva a nivel internacional que los diferentes Esta-
dos y la UE asumen voluntariamente asegurando su cumplimiento a través de
distintas herramientas de supervisién y control de la actividad con una amplia
regulacién, reflejo de las politicas publicas que se adoptan en cada momento
y donde los compromisos asumidos en el seno de la UE son un referente funda-
mental que no quedan en una mera declaracién de intenciones sino que dan
lugar a reglamentos de aplicacién directa y procedimientos de gobernanza que
garantizan su cumplimiento. En este sentido el llamado «Pacto Verde Europeo»
supone el punto de referencia al que se suman diferentes instrumentos politicos:
medidas de fomento, impuestos y tasas ambientales, sistemas de comercio de
emisiones, la evaluacién ambiental estratégica con la que se integran los pro-
blemas ambientales en el desarrollo de los planes de ordenacién del territorio
para la creacién de aeropuertos, los instrumentos de gestion ambiental (sistema
EMAS o normas ISO), asi como el establecimiento de requisitos para obtener
la concesidn de licencias aeronduticas.

Segunda.- Dada las particularidades del sector, la necesidad y el deseo
de que las medidas adoptadas se lleven a cabo en colaboracién con OACI,
hubo que esperar hasta 2021 y la aprobacién del Programa CORSIA para la
puesta en marcha de un acuerdo coordinado a nivel internacional. Aunque,
la UE inici6 el camino en 2008 con un mercado auténomo de derechos de
emisién sometido a un régimen especifico (EU ETS) cuyas medidas se aplican

(130) Sobre estas los conflictos que se plantean en relacién con el desarrollo de la
movilidad inteligente resulta de especial interés las conclusiones que al respecto plantea A.
EspaNia Perez (2022) Desafios regulatorios de la movilidad sostenible y su digitalizacién, Thomson
Reuters Aranzadi, 2022. Al igual que las reflexiones expuestas por I. Gonzatez RIOS: «La Carta
de Derechos Digitales y su reflejo normativo: hacia la humanizacién de la digitalizacién.
Estudios juridicos interdisciplinares sobre justicia relacional y servicios de interés general (vol
ll) Digitalizacién y proteccién ambiental, Thomson Reuters Aranzadi, 2023.

(131) La preocupacién por estas cuestiones y la apuesta por el establecimiento de
medidas y control responsable en el desarrollo tecnolégico y el proceso de digitalizacién en
el que nos encontramos ha quedado reflejada en la Declaracién europea sobre Derechos y
principios digitales para la Década Digital (2023/C 23/01).
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actualmente de manera coordinada con OACI participando desde el inicio
en CORSIA.

El mercado de derechos de emisién, en todo caso, supone una medida
mds, entre ofras, para alcanzar la sostenibilidad ambiental, que en modo
alguno resulta carente de criticas. De una parte, por el propio fundamento
que lo hace insostenible en el tiempo, «se puede contaminar a cambio de
reforestar», como si de ese modo no se produjera el dafio, obviando ademds
diferentes causas que inciden en el cambio climdtico como, por ejemplo, la
altitud a la que vuelan los aviones; y de otra por el cinismo que en ocasiones
conlleva su ejecucién, tachado de «greenwashing».

Tercera.— El punto de referencia en la bisqueda de una solucién de
corto a medio plazo se ha centrado en propuestas legislativas concretas a
fin de alcanzar los objetivos de la Comunicacién «Estrategia de movilidad
sostenible e inteligente: encauzar el transporte europeo de cara al futuro»
(2020); con una apuesta clara por el cambio de la matriz energética por
biocombustibles, como refleja la aprobacién del Reglamento 2023/1804, de
13 de septiembre de 2023 relativo a la implantacién de una infraestructura
para los combustibles alternativos y Reglamento 2023/2405 relativo a la
garantia de unas condiciones de competencia equitativa para un transporte
aéreo sostenible (ReFuelUE Aviation). El reto es romper la dependencia de
los sistemas de transportes respecto del petréleo sin sacrificar su eficiencia ni
comprometer la movilidad.

Cuarta.— La competencia para la adecuada implantacién de los biocarbu-
rantes avanzados es del Ministerio para la transicién Ecolégica y Reto Demo-
gréfico, conforme a la Ley de Cambio Climético, asumiendo una funcién de
supervisién y control esencial en tanto que entidad de certificacién responsable
de la expedicién de certificados de consumo y venta de biocarburantes, ademas
de ser responsable de establecer los requisitos de las auditorias energéticas
operacionales y de los Planes estratégicos de sostenibilidad ambiental que las
compahias aéreas, los entes gestores de los aeropuertos de interés general y
las empresas proveedoras de servicios de trdnsito aéreo, sujetos a su vez a la
supervisién de la Agencia Estatal de Seguridad Aérea (d.a.4).

Por el momento los requisitos de las auditorias energéticas operaciona-
les han de cumplir con el Real Decreto 56/2016 que transpone la Directiva
2012/27/UE en la que se establece la obligatoriedad de que las grandes

empresas se sometan a auditoria energética.

No se han expresado con posterioridad a la aprobacién de la Ley de Cam-
bio Climdtico requisitos especificos de los Planes estratégicos de sostenibilidad
ambiental para el sector aéreo, mds alld de lo especificamente recogido en el
Documento de Regulacién Aeroportuaria (DORA) para la red de aeropuertos
de interés general.
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Se espera que tras la aprobacién de los Gltimos reglamentos comunitarios
en la materia se lleven a cabo cambios especificos en cuanto a las exigencias
de certificacién.

Quinta.— Alcanzar una efectiva transicién energética en la aviacién
requiere de medidas especificas en el consumo de energia por las aeronaves,
pero también en las infraestructuras que requiere el sector, més alld de los
cambios necesarias para nuevos combustibles.

Espafia realiza una importante apuesta en este sentido a través de la Estra-
tegia de descarbonizacién a Largo Plazo como instrumento para alcanzar la
neutralidad climédtica 2050 y establece propuestas en diferentes dmbitos sobre
los que el sector de la aviacién puede y debe incidir: eficiencia energética
de las infraestructuras (climatizacién, iluminacién...), establecimiento de una
flota propia electrificada y desarrollo, ademds, de una movilidad inteligente.

Sexta.— La apuesta por la digitalizacién para garantizar una movilidad
sostenible se presenta no ya como una propuesta de futuro sino como una
necesidad, cuestién que aborda la UE en el contexto del Plan Maestro para
la Gestién del Transito Aéreo que ha tomado un nuevo impulso con la apro-
bacién del Reglamento de ejecucién (UE) 2021/116 de la Comisién de 1 de
febrero de 2021 siendo la herramienta principal de planificacién para definir
las prioridades para la modernizacién del sistema de gestion del trafico aéreo
(ATM) hacia la digitalizacién (cielo europeo digital).

Séptima.— Todo ello nos sitda ante un panorama complejo con miltiples
aspectos conectados que requieren de un tratamiento conjunto, sin obviar ofras
medidas que podrian establecer las propias empresas en atencién su propia
politica de responsabilidad social.

Todo ello conlleva a un modelo de gobernanza en la gestién para la con-
secucion de los objetivos de neutralidad en carbono sobre la que es importante
profundizar y concretar propuestas.

Resulta necesario fomentar la gestién responsable de las empresas,
teniendo en cuenta que este tipo de comportamiento empresarial no puede
confundirse con el cumplimiento normativo. El Estado debe conseguir que
tal forma de gestién (voluntaria) sea la mds comdn, una apuesta a la que
se han sumado ya diferentes asociaciones europeas de aviacién, fabricantes
aeroespaciales y proveedores de servicios de navegacién aérea, como se
ha demostrado en la Cumbre Europea de Aviacién celebrada en febrero de
2022 en Toulouse, y que podria ser el fundamento del sistema de etiquetado
medioambiental que se establece en el Reglamento 2023/2405, de 18 de
octubre de 2023 ReFuelAviation.
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SUMARIO: I. INTRODUCCION: AGUA Y AGRICULTURA HACIA EL DESARROLLO
SOSTENIBLE Y FRENTE AL DESAFIO DEL CAMBIO CLIMATICO.~ II. LA RELACION NOR-
MATIVA ENTRE LA POLITICA AGRICOLA COMUN Y LA DIRECTIVA MARCO DE AGUAS
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POLITICA AGRICOLA COMUN Y LA DIRECTIVA MARCO DE AGUAS EN RELACION
CON LOS ASPECTOS CUANTITATIVOS DEL AGUA: 1. las ayudas directas (pilar 1):
medidas neutrales en relacién con el agua. 2. La condicionalidad reforzada: su escasa
eficacia, su aplicacién indiscriminada y el desafio de las extracciones ilegales. 3. Las
medidas de desarrollo rural (pilar 1l): la paradoja de Jevons en la modernizacién del
regadio. 4. Nuevas oportunidades de coordinacién a través del New Delivery Model.
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RESUMEN: Este trabajo tiene como objetivo analizar cémo condiciona la normativa
europea las correspondencias entre agua y agricultura en el regadio. Se examinan las
debilidades que se producen en las interrelaciones normativas entre la Directiva Marco
del Agua y la Politica Agricola Comin. En este contexto, la investigacién se centra espe-
cialmente en evaluar la vinculacién entre los criterios de reparto de ayudas de la PAC
y sus condicionantes para el cobro y la incidencia que tienen en el agua. Se concluye,

(*) Trabajo recibido en esta Revista con fecha 09/01/2024 y evaluado favorablemente
para su publicacién el 27/02/2024.

(**) Trabajo realizado en el marco del Proyecto 1+D del Programa Estatal de Proyectos
de Generacién del Conocimiento: PID2021-1288160B-00 «El binomio agua y energia: régi-
men juridico de las concesiones hidroeléctricas y su necesaria revisién en un contexto de crisis
energética y cambio climdtico». (IPs. Arana Garcia, E. y Conde Antequera, J.).
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entre ofras ideas, que las reglas de adjudicacién de ayudas de la PAC deberian ser
coherentes con unos nuevos criterios de prioridad de los titulos de aprovechamientos del
agua para el regadio. Todo ello envuelto por la separacién artificiosa entre aspectos
cuantitativos y cualitativos del agua como criterio de distribucién competencial entre la
Unién Europea y los Estados Miembros.

Palabras clave: agua; agricultura; escasez hidrica; seguridad alimentaria; ayudas
directas; condicionalidad reforzada; seguridad hidrica.

INTERRELATIONSHIPS BETWEEN THE COMMON AGRICULTURAL POLICY
AND THE WATER FRAMEWORK DIRECTIVE

ABSTRACT: This paper aims to analyze how European regulations condition the
interrelationships between water usage and agriculture in irrigation. It examines the
weaknesses that arise in the interplay between the Common Agricultural Policy (CAP)
and the Water Framework Directive. In this context, the paper focuses particularly on
assessing the linkages between CAP subsidy allocation criteria, their prerequisites for
disbursement, and their impact on water usage. One of the conclusions of the study is that
the criteria for awarding CAP subsidies should align with new priority criteria for water
use entitlements in irrigation. All of this is involved in the artificial separation between
quantitative and qualitative aspects of water as a criterion for competence distribution
between the European Union and the Member States.

Key words: water; agriculture; water scarcity; food security; direct subsidies; con-
ditionality; water security.

I. INTRODUCCION: AGUA Y AGRICULTURA HACIA EL DESARROLLO
SOSTENIBLE Y FRENTE AL DESAFIO DEL CAMBIO CLIMATICO

La situacién agricola actual presenta un desafio sin precedentes y lo que
depara el futuro amenaza con ser ain mdas complicado. La agricultura se
enfrenta a la tarea de satisfacer las necesidades de un mundo en el que la
demanda de alimentos va a crecer exponencialmente debido al aumento demo-
gréfico previsto. El reto se intensifica si se toma en consideracién la situacién
hidrica pronosticada: una disminucién de los recursos hidricos disponibles,
indispensables para la produccién agricola, como resultado directo del cambio
climdtico, especialmente en la zona del Mediterrdneo (1). Asi, la paradoja
estd servida. Se plantea la inminente necesidad de aumentar la fabricacién
de alimentos con una cantidad cada vez menor de agua para la produccién
agricola. Todo ello ademds de forma sostenible, en una economia circular, y
en un futuro donde los desafios son cruciales a la vez que apremiantes.

(1) IPCC, (2022: 2827). Se observa en el gréfico que la variacién del nivel de pre-
cipitaciones en el drea mediterrdnea serd decreciente, al igual que en Inglaterra, de forma
contraria al resto de Europa, donde aumentarian las precipitaciones.
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La presente investigacién trata de descubrir cémo desde el dmbito europeo
se coordina la respuesta al problema de la falta de agua en las explotacio-
nes agricolas. Ya se ha puesto de manifiesto como la regulacién de aguas y
medioambiente discurren de forma paralela, y se encuentran en algunos puntos,
principalmente en los procedimientos de evaluacién de impacto ambiental (2).
Por tanto, la cuestién es averiguar cémo se interrelacionan agua, medioam-
biente y agricultura en el contexto actual de escasez hidrica.

Por la extensién propia de un trabajo de estas caracteristicas, el estudio
se centra en las principales politicas de la Unién Europea en materia de agua
y agricultura, es decir, la Directiva Marco del Agua (en adelante, DMA) y la
Politica Agricola Comin (en adelante, PAC). Al finalizar, igualmente se hace
una breve mencién del reciente Reglamento relativo a los requisitos minimos
para la reutilizacién del agua (3), por la relevancia de su incidencia sobre sus
aspectos cuantitativos en el dmbito de la agricultura.

Las relaciones entre la PAC y la DMA se desenvuelven en el contexto de
la politica ambiental de la Unién Europea. Merece una atencién especial en
este momento el desarrollo del contexto en el que se despliega.

La Unién Europea, en sus origenes, tenia una finalidad puramente eco-
némica, basada en sus cuatro libertades bdsicas: libertad de circulacién de
mercancias, de capitales, de trabajadores y la libertad de establecimiento y
libre prestacién de servicios.

Posteriormente las politicas y normas de la Unién Europea se fueron
impregnando de verde y el paso definitivo lo da el Tratado de Amsterdam,
al elevar de categoria el concepto de desarrollo sostenible, que pasa de ser
una referencia a un objetivo. Actualmente, el articulo 3.3 del Tratado de la
Unién Europea (en adelante TUE), indica que «obrard en pro del desarrollo
sostenible de Europa».

Ademds, el articulo 3.5 TUE exige que en sus relaciones con el resto del
mundo, contribuya al desarrollo sostenible del planeta. Esta obligacién es la
cara medioambiental de la moneda del agua y agricultura en las relaciones
con terceros paises. Al importar productos agricolas se estd importando agua
de forma virtual, y su cultivo debe haber sido sostenible para lograr este
objetivo en la Unién Europea y en el mundo. La ofra cara de esa moneda es
econdmica, y se vincula con el libre comercio a escala global, la Organizacién
Mundial del Comercio y el fenémeno del dumping, todo ello en relacién con
productos agricolas.

(2) Montoro | CHINER, M.J. (2009: 258).

(3) Reglamento (UE) 2020/741 del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de mayo
de 2020 relativo a los requisitos minimos para la reutilizacién del agua.
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El Tratado de Funcionamiento de la Unién Europea (en adelante TFUE)
concreta los objetivos de la politica medioambiental en su articulo 191: «con-
servacién, proteccién y mejora de la calidad del medioambiente; proteccién
de la salud de las personas; utilizacién prudente y racional de los recursos
naturales; y el fomento de medidas a escala internacional destinadas a hacer
frente a los problemas regionales o mundiales del medio ambiente, y en par-
ticular la lucha contra el cambio climdtico.

El articulo 11 TFUE indica que las «exigencias de proteccién del medio
ambiente deberdn integrarse en la definicién y en la realizacién de las politi-
cas y acciones de la Unién Europea, en particular con el objetivo de fomentar
el desarrollo sostenible». De ello se derivan el requerimiento de integracién
medioambiental en las politicas europeas, y un principio de la Unién (4).

Asi, esa integracién en el dmbito del agua y la agricultura se produce en
la «Estrategia de la Granja a la mesa» (5), que se desarrolla en el marco del
Pacto Verde Europeo, hoja de ruta de la Unién Europea hacia la sostenibilidad
medioambiental y tiene el fin de lograr la neutralidad climdtica en 2050. Dicha
estrategia, por su parte, pone el acento en lograr un sistema agroalimentario
sostenible, a través de la reduccién de plaguicidas y fertilizantes, el aumento
de la agricultura ecolégica, la mejora del bienestar animal y la reversién de

la pérdida de biodiversidad.

Uno de los aspectos que deben ser considerados en la consecucién del
objetivo de neutralidad climética es la importancia del sector agricola como
colaborador. Es cierto que es emisor de gases de efecto invernadero, pero es
importante hacer énfasis también en la idea de que es el Gnico productor en
la economia con capacidad de retirar CO, del medio ambiente a través de su
actividad, gracias al consumo que las plantas realizan del mismo.

Il. LA RFLACI()N NORMATIVA ENTRE LA POLITICA AGRICOLA
COMUN Y LA DIRECTIVA MARCO DE AGUAS EN EL CONTEXTO
DE LA POLITICA AMBIENTAL COMUNITARIA

Una vez expuesto el contexto en el que se desarrollan las politicas comu-
nitarias actualmente, es oportuno analizar cémo el objetivo de proteccién del
medio ambiente ha influido en la politica de aguas europea y la PAC.

(4) Morcera, E., Kutovesi, K., & Munoz, M. (2010: 4).

(5) Comisién Europea (2020) 381 final, Comunicacién de la Comisién al Parlamento
Europeo, al Consejo, al Comité Econémico y Social Europeo y al Comité de las Regiones,
Estrategia «de la granja a la mesa» para un sistema alimentario justo, saludable y respetuoso
con el medio ambiente.
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1. La normativa de aguas en la Unién Europea
A) Evolucién histérica

La evolucién de la politica de aguas en el dmbito comunitario se puede
resumir en la idea de fragmentariedad y como una regulacién centrada en
aspectos cualitativos (6).

La Unién Europea ha ido progresivamente regulando niveles de calidad
de agua para diferentes usos y los contaminantes que afectan al agua segin su
fuente. Asi, la primera norma sobre aguas es la Directiva 76,/160/CEE, sobre la
calidad de las aguas de bafio. Posteriormente, Directiva 78/659/CEE, relativa
a la calidad de las aguas continentales que requieren proteccién o mejora para
ser aptas para la vida de los peces, Directiva 79/923/CE, relativa a la calidad
exigida a las aguas para la cria de moluscos, Directiva 91/676/CEE, relativa
a la proteccién de las aguas contra la contaminacién producida por nitratos
procedentes de fuentes agrarias. Y mds adelante, la Directiva 91/271/CEE
de tratamiento de aguas residuales. Hasta la fecha de hoy se han dictado mas
normas relativas a la calidad de aguas y su contaminacién (7); todas ellas se
basan en un esquema comin: establecen estdndares de calidad o valores limite
de emisién, imponen la elaboracién través de planes o programas y su control.

La excepcién a esta tendencia fue la Directiva 2000/60/CE, por la que
se establece un marco comunitario de actuacién en el dmbito de la politica
de aguas, e impone a los Estados Miembros la elaboracién de planes hidro-
l6gicos de demarcaciones hidrogrdficas con la finalidad de alcanzar el buen
estado de las masas de agua. La planificacién se ha dividido por ciclos, el
primero de 2009 a 2015, el segundo de 2015 a 2021 y el tercero y actual,
de 2022 a 2027. Mdés adelante, al analizar la evolucién de la PAC se pone
de manifiesto cémo estos ciclos de planificacién no estén coordinados con los
ciclos propios de la PAC.

Finalmente, en 2020 se aprueba el Reglamento (UE) 2020/741 relativo
a los requisitos minimos para la reutilizacién del agua. A este Reglamento
también se haré referencia mdés adelante, debido a su preocupacién por la
presién sobre los recursos hidricos y su dmbito de aplicacién exclusivo al riego.

(6) Véase TirRaDO Rosles, C. (2007: 569). Sobre la «politica comunitaria de aguas»,
indica que no existe en puridad, sino que hay una politica europea de medioambiente donde
las aguas es un aspecto prioritario, aunque la UE ha adoptado multitud de documentos y
normativa (la DMA, nada menos) donde habla de «politica comunitaria de aguas».

(7) Asi, en 2006 nace la Directiva 2006/118/UE sobre proteccién de aguas subte-
rréneas frente a la contaminacién y deterioro; la Directiva 2007 /60/CE sobre inundaciones,
la Directiva 2008/105/CE sobre normas de calidad ambiental en las politicas de agua. Mds
recientemente encontramos la Directiva 2020/2184, sobre calidad de agua para consumo
humano.
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B) La cuestion de la base juridica de la Directiva Marco de Aguas

La justificacién del andlisis de la cuestion de la base juridica de la DMA es
la necesidad de comprender hasta qué punto la Unién Europea puede coordinar
aspectos cuantitativos del agua con la Politica Agraria Comdn. Obviamente no
se puede esperar una coordinacién mayor de lo que el titulo juridico en virtud
del cual se dictan las normas permite regular.

La DMA tiene fundamento en el articulo 192 TFUE (8), una base juridica
de competencia en medioambiente. Por ello, Navarro OrteGa, A. (2020: 496)
indica que: «la DMA no es una norma de gestién cuantitativa, aunque condi-
cione los usos de las aguas y los aspectos cuantitativos de su gestién cuando
se haga al objeto de proteger y mejorar la calidad de dichas aguas». Es mds,
si la Directiva Marco de Aguas regulara de forma directa aspectos cuantitativos
del agua, incurriria en una extralimitacién e invadiria las competencias de los

Estados Miembros (9).

Esta distincién entre aspectos cuantitativos y cualitativos del agua trae
causa de la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea de
30 de enero de 2001, donde se pronuncia acerca de la Decisién 97/285/CE

relativa a la celebracién del Convenio sobre cooperacién para la proteccién y
uso sostenible del Danubio (10). MARTIN-RETORTILLO BAQUER, S. (1995: 17), puso

(8) El articulo 192 TFUE afirma en su primer apartado que el Parlamento Europeo y
el Consejo, siguiendo el procedimiento legislativo ordinario, decidirdn las acciones que deba
emprender la Unién para la realizacién de los objetivos del articulo 191, entre los que figuran
la conservacién de la calidad del medio ambiente y la utilizacién prudente y racional de los
recursos naturales. Sin embargo, para las medidas relacionadas con la gestién cuantitativa
de los recursos hidricos o que afecten directa o indirectamente a la disponibilidad de dichos
recursos, el apartado segundo del articulo 192 prevé un procedimiento legislativo especial
con regla de unanimidad.

(9) Fanio Loras, A. (2003: 167-168).

(10)  Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unién Europea, de 30 de enero de 2001,
C-36/98, asunto Danubio. La Sentencia tiene lugar con ocasién de la aprobacién del Convenio
del Danubio, a causa de problemas de contaminacién industrial y agricola. Espaiia impugna
el convenio ya que el caso seria un precedente del contenido de la futura DMA y si afectaba
a la gestién cuantitativa era de su interés que el Tribunal sentara doctrina. En el ap. 17 se
menciona la opinién favorable del Consejo a diferenciar entre la «gestién del agua», que se
corresponderia con las medidas para mejorar la calidad del agua; y «la gestién de recursos
hidricos», que se identifica con las medidas cuantitativas de gestién del agua. En este mismo
sentido se manifiesta la Comisién, cuya opinién queda recogida en el ap. 37. El Tribunal de
Justicia adopta esta interpretacién en los apartados 48 y 55, y concluye en el ap. 57 que
cualquier medida que afecte a los aspectos cuantitativos del agua deben adoptarse sobre
diferente base juridica. Sin embargo, Espafia, en sus alegaciones se mostré partidario de
entender el articulo 175 TCE (antiguo 192 TFUE) como una norma de Derecho especial que
primaria sobre la norma general (apartado primero) y deberia haberse aplicado al convenio
del Danubio la regla de unanimidad. No da la razén a Espaiia, pero deja claro sobre cada
titulo qué normas pueden dictarse relacionadas con los recursos hidricos.
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de manifiesto la importancia e interrelacién entre los aspectos cualitativos y
de administracién y gestién de las aguas. Afirma que la regulacién de tales
aspectos es complemento y parte de la administracién de las aguas. En este
sentido se pronuncia igualmente Tirapo RoBLes (2004), que critica la argumenta-
cién del Consejo en la Sentencia comentada, que fue la que finalmente triunfd,
porque «parte del hecho erréneo de que los aspectos cuantitativos y cualitativos
de la gestién del agua pueden separarse», y por ello la DMA afectard a la
cantidad del agua igualmente (11).

En cualquier caso, este limite de actuacién de la Unién Europea derivado
de la base juridica sobre la que se sustenta la DMA, debe ser tenido en cuenta
a la hora de evaluar como la PAC puede conectar con la DMA.

2. Evolucion de la Politica Agricola Comin en la Unién Europea

La PAC, a pesar de que en la actualidad es una de las grandes politicas
de la Unién Europeq, fue incluida a causa de una votacién muy ajustada del
Tratado de Roma. Nace de una forma muy diferente a la DMA y evoluciona de
modo independiente, segin su propio proceso histérico e influenciada por instan-
cias econémicas internacionales como la Organizacién Mundial del Comercio.

Aunque los objetivos de la PAC han permanecido «formalmente» inva-
riables desde que se establecen por primera vez en el Tratado de Roma de
1957, su relevancia y significado material han ido variando.

Estos objetivos son (12): «a) Incrementar la productividad agricola, fomen-
tando el progreso técnico, asegurando el desarrollo racional de la produccién
agricola y el empleo 6ptimo de los factores de produccién, en particular de
la mano de obra; b) Garantizar un nivel de vida equitativo a la poblacién
agricola; c) Estabilizar los mercados; d) Garantizar la seguridad de los abas-
tecimientos; y e) Asegurar al consumidor suministros a precios razonables». El
TJUE reconoce de forma expresa una gran discrecionalidad a la Unién Europea
para determinar las prioridades entre objetivos en cada momento (13).

Igualmente se establecen unos principios generales para la PAC (art.
39 TFUE): inclusién de la agricultura en el mercado comdn, el principio de

(11) Tirapo Rosies, M. C. (2004: 69). Analiza la autora, como frente a la posicién de
Espafa, triunfé la tesis del Consejo y las Republicas Francesa, Portuguesa y Finlandesa, que
argumentaban que habia que distinguir entre «gestién del agua» (relacionado con la calidad
y el art. 175.1 TCE) y «gestién de los recursos hidricos» (relacionado con calidad-cantidad y
el art. 175.2 TCE - requiere unanimidad del Consejo). Al continuar estudiando el fenémeno,
indica como esta distincién pasé al Tratado de Niza, y se suma a la opinién de Emsip Iruio,
A. (2003:10) que tacha la distincién de «artificiosax.

(12) Enumerados en el articulo 39 TFUE, antiguo 33 TCE.

(13) FerNANDEZ Torges, J. R. (2000: 49).
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unidad de mercado, el principio de preferencia comunitaria, el principio de
no discriminacién y el principio de solidaridad financiera.

Actualmente, el principio de preferencia comunitaria (14) apenas tiene
aplicacién, aunque ciertamente, su eficacia siempre estuvo bastante limi-
tada (15). En relacién al principio de no discriminacién entre productores y
consumidores comunitarios, el TJUE formula su contenido del siguiente modo: «la
prohibicién de discriminacién, no es sino la expresién especifica del principio
general de igualdad que forma parte de los principios fundamentales del Dere-
cho comunitario y que exige que no se traten de manera diferente situaciones
comparables y que no se traten de manera idéntica situaciones diferentes, a
no ser que dicho trato esté uniformemente justificado» (16). Este se subsume
en el principio de igualdad que en la jurisprudencia del TJUE, implica «por
un lado, que no se traten de manera diferente situaciones comparables y, por
otro, que situaciones diferentes no sean tratadas de manera idéntica» (17).

Inspirada en estos objetivos, y en un contexto de hambruna después de la
segunda guerra mundial, comienza a funcionar la PAC, en una primera etapa que
podriamos sintetizar en dos palabras: intervencionismo y productivismo. La Unidn
Europea entiende el objetivo de «seguridad en el abastecimiento» en la acepcién
de food security (18), es decir, como disponibilidad suficiente de alimentos.

Asi, a semejanza del Reglamento 19/62/CEE se dictan hasta 30 reglamen-
tos que crean las correspondientes Organizaciones Comunes de Mercado (19)
(en adelante OCM) entre 1962 y 1970. Estas OCM tienen diferentes mecanis-
mos de intervencién, pero el més comin consiste en la compra de productos
agrarios por parte de las OCM cuando los precios del mercado caen por
debajo del precio de intervencién durante dos o tres semanas.

(14) El principio de preferencia comunitaria consiste en la prioridad de proteger los
infercambios de productos agricolas entre Estados miembros, lo que servia para justificar un
sistema de proteccién en frontera frente a productos importados de terceros estados.

(15) Como indica CARO-PATON CARMONA, |. (2013: 87-88).

(16) Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unién Europea, de 9 de septiembre de
2003, C-137/00, asunto Milk Marque y National Farmer’s Union. ap. 126. Esta enunciacién
del principio de no discriminacién en el dmbito concreto de la agricultura es doctrina reiterada
en las mltiples sentencias que el tribunal cita en ese mismo apartado.

(17)  MarTiNEZ SIERRA, J. M., & FERRER MARTIN DE ViDALES, C. (2017: 243).

(18) Por contraposicién a la ofra acepcién de seguridad alimentaria, food safety,
para interprefar el objetivo de seguridad en el abastecimiento, que significa la inocuidad o
salubridad de los alimentos. Esta segunda acepcién serd la que tomard protagonismo en la
tercera etapa de la PAC.

(19) Las organizaciones comunes de los mercados agricolas se encargaban de gestionar
la produccién y comercio de los productos agricolas que tenian asignadas. Al comienzo de
la PAC se organizaban por productos, por ejemplo: la OCM de aceite de oliva, de frutas y
hortalizas, leche y productos lécteos o tabaco, entre otras muchas.
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Durante las décadas de los 70 y 80, nacen las OCM de productos medite-
rréneos cuyos mecanismos e intensidad de intervencién y garantia eran mucho
menores, lo que permite que podamos calificarlas como otro tipo de OCM.
Las OCM de productos mediterrdneos, que van a convivir con las anteriores
durante estas décadas, usan la técnica de la compra piblica Gnicamente de
forma subsidiaria, es decir, a diferencia de las OCM «originales», la compra
pUblica no opera durante toda la campana, solo entre el 40-70% del precio
de intervencién y ademds operan unos requisitos de calidad.

Pero esta politica de apoyo ilimitado en dos niveles diferentes de OCM
comienza a dejar entrever el gran problema de fondo que generé: los exce-
dentes por sobreproduccién y la crisis presupuestaria (20).

De este modo, la PAC entra en una segunda fase de gestidén o contencién
de la oferta, que trata, a través de tres directivas socio estructurales (21), de
afrontar las dos cuestiones mediante la disminucién de la renta agricola, la
contencién de la produccién y la limitacién de la capacidad productiva.

En esta fase tiene lugar la conclusién del Acuerdo de Marrakech, a la
finalizacién de la Ronda de Uruguay, que incluye en el dmbito de actuacién de
la OMC la agricultura. Un acuerdo que fue posible alcanzar, en parte, gracias
al papel de la reforma McSharry (22) de 1992 que traté de desbloquear las
negociaciones entre EE. UU. y la entonces CEE. Esta reforma supone un punto
de inflexién en la vida de la PAC, al liquidar formalmente el sistema de fomento
de la produccién ilimitada de agricultores y abrir la etapa de un sistema de
ayudas frenado o reducido.

Unos afios mds tarde, entra en vigor el Tratado de Amsterdam, en 1997.
En este momento se desencadena la crisis de la Encefalopatia Espongiforme
Bovina en Reino Unido (EEB, popularmente conocida como la enfermedad de
las vacas locas), que hace nacer la preocupacién por la seguridad alimenta-
ria en su acepcién de food safety. En el nuevo marco comunitario se sientan
las bases para el nacimiento de la nueva PAC a través de la Agenda 2000,
que enmarcé los programas de adhesién a la UE de los paises orientales, la
reforma de las politicas comunes y la reforma de los fondos estructurales. Asi,

(20) En los afios ochenta los gastos agricolas representaban en el presupuesto de la
Unién Europea un sesenta y seis por cierto de todo el presupuesto. Ha ido progresivamente
disminuyendo hasta hoy, que representa un treinta y uno por cierto para el periodo 2021-2027.

(21) Son conocidas con este nombre la Directiva 159/72, 160/72 y 161/72, que
infroducen incentivos para la modernizacién de explotaciones, el cese de la actividad agraria
y la formacién de agricultores.

(22) Las reformas McSharry tuvieron como obijetivo reducir el presupuesto dedicado a la
PAC hasta el momento y abandonar el sistema de apoyo al mercado para adoptar un sistema
de ayuda directa a la renta de los agricultores con nuevas consideraciones medioambientales
y de calidad de los productos.
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queda abierta la tercera etapa de la PAC, que podriamos calificar como verde
y social. Se crea el pilar de desarrollo rural para la mejora de la competitividad
rural y el refuerzo de la cohesién social.

El siguiente momento clave en la historia es la revisién intermedia de la
PAC en 2003. La reforma consiste por un lado en la introduccién del régimen
de pago dnico (RPU) por explotacién. El RPU no tiene relacién con el volumen
de produccidn, estd basado en derechos histéricos de la PAC, condicionalidad
medioambiental y la modulacién. En Espafia entra completamente en funcio-
namiento en 2006. Ademds, se unifican las OCM a través del Reglamento
1782/2003. La intencién de desvincular las ayudas de la produccién viene
motivada por la apertura de la Ronda Global de Doha para desarrollo 2001
y el juego de las cajas dmbar, verde y azul (23) en las que se clasifican las
ayudas agricolas.

Més adelante se promulga el Reglamento 73/2009/CE, el cual introduce
3 novedades (24), pero lo mds destacable con relacién al tema que nos ocupa
es que vincula el cobro de la PAC a la Directiva de contaminacién de aguas
subterrdneas por sustancias peligrosas (RLG 2), por nitratos (RLG 4), y a la
creacién de franjas de proteccién en los rios y a ser titular de una autorizacién
para riego (BCAM).

El 1 de enero de 2023 entra en vigor la PAC para el periodo 2023-
2027. Las principales novedades son: la introduccién de ABRS como sustituto
del pago por explotacién, la condicionalidad reforzada (buenas précticas
medioambientales) y los ecorregimenes o ecoesquemas voluntarios (25). Todo

(23) En la terminologia de la OMC, es la clasificacién que se hace de las ayudas
infernas a la agricultura segin el Acuerdo sobre la Agricultura. Las ayudas clasificadas como
ambar son aquellas que distorsionan la produccién y el comercio, que son todas salvo las
ayudas en el compartimento verde y azul. Las ayudas clasificadas en la caja azul son aquellas
que serian dmbar pero acompaiiadas de un requerimiento de limitacién de la produccién. Por
Oltimo las ayudas de la caja verde son aquellas que no distorsionan el comercio o lo hacen
en un grado minimo.

(24) Integrar en RPU las ayudas acopladas parciales y las primas de produccién entre
2010 y 2012, aumentar la modulacién de las ayudas directas y nuevos retos en energia,
biodiversidad y gestién del agua.

(25) La normativa europea para la PAC 2023-2027 es abundante. Los mds importantes
son el Reglamento (UE) 2021/2116 del Parlamento Europeo y del Consejo de 2 de diciembre
de 2021 sobre la financiacién, gestién y el seguimiento de la politica agricola comin y el
Reglamento (UE) 2021/2117, que modifica la Organizacién Comidn de Mercado Gnica. Ade-
més, se citan el resto de las normas: Reglamento Delegado (UE) 2022/126, Reglamento de
Ejecucion (UE) 2022/129, Reglamento de Ejecucién (UE) 2022/1475, Reglamento Delegado
2022/127, Reglamento Delegado (UE) 2022/128, Reglamento Delegado (UE) 2022/1172
y Reglamento (UE) de Ejecucién 2022/1173. En Espafa, en aplicacién de la normativa de
la PAC 2023-2017 se han dictado igualmente numerosas normas. En relacién con el régimen
de ayudas de la PAC: la Ley 30/2022, por la que se regula el sistema de gestién de la Poli-
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ello a través de un nuevo modelo de implementacién (new delivery model) cuyo
principal instrumento son los Planes Estratégicos de Politica Agricola Comin
(PEPAC) que deben elaborar los Estados Miembros (26).

3. Las relaciones entre la Politica Agricola Comun y la Directiva
Marco de Aguas en torno a los aspectos cuantitativos del agua

Las relaciones normativas entre la PAC y la DMA se pueden sintetizar en la
expresién «sistema PAC-DMA». La existencia juridica de este sistema depende
de una realidad que une el agua y la agricultura, la agricultura de regadio.
Los cambios normativos en el llamado «sistema PAC-DMA» no se manifiestan

tica Agricola Comin y ofras materias conexas y el Real Decreto 1045/2022, 1046/2022,
1047/2022, 1048/2022, 1049/2022 t 147 /2023. Relacionado con las intervenciones secto-
riales se destaca la siguiente normativa: el Real Decreto 857/2022, 905/2022 y 906/2022,
sobre el sector de las frutas y hortalizas, el sector vitivinicola y el apicola respectivamente. Por
Gltimo, encontramos un Gltimo grupo de normas relacionadas con el Fondo Espafiol de Garantia
Agraria, relacionadas con su funcionamiento (Reales Decretos 1441/2001 y 1046/2022 y
la Orden PCM/399/2023) y medios auxiliares (Ordenes APA/99/2019, APA/1156/2020
y Resoluciones de 4 de marzo de 2010 y 23 de septiembre de 2019).

(26) El marco juridico de los planes estratégicos es igualmente profuso. Se han localizado
hasta 19 Reglamentos en el dmbito europeo. Cabe destacar el Reglamento (UE) 2021/2115,
del Parlamento Europeo y del Consejo de 2 de diciembre de 2021 por el que se establecen
normas en relacién con la ayuda a los planes estratégicos que deben elaborar los Estados miem-
bros en el marco de la politica agricola comin. A mero titulo indicativo, el resto de reglamentos
europeos son: Reglamento (UE) Reglamento (UE) 2021/2116, Reglamento (UE) 2021/2117,
Reglamento de Ejecucién (UE) 2021/2289, Reglamento de Ejecucién (UE) 2021/2290, Regla-
mento Delegado (UE) 2022/126, Reglamento (UE) 2022/127, Reglamento UE 2022/128,
Reglamento Delegado (UE) 2022/129, Reglamento de Ejecucién (UE) 2023/130, Reglamento
de Ejecucién (UE) 2023/2141, Reglamento de Ejecucién (UE) 2023/1619, Reglamento de
Ejecucion (UE) 2023/1620, Reglamento Delegado (UE) 2022/1172, Reglamento Delegado
(UE) 2022/1173, Reglamento de Ejecucién (UE) 2022/1475, Reglamento de Ejecucién (UE)
2023/2157, Reglamento Delegado (UE) 2023/57 y Reglamento Delegado (UE) 2023/370.

Por ofra parte, en el dmbito nacional, cabe destacar el Plan Estratégico de la PAC de
Espaiia (PEPAC), aprobado por la Comisién el treinta y uno de agosto de 2022. Cabe destacar
igualmente el Estudio Ambiental Estratégico del PEPAC, publicado el treinta de noviembre de
2021 y que evalta su impacto, entre otros aspectos, sobre la planificacién hidrolégica y otros
aspectos relacionados con el agua de forma positiva. Junto al PEPAC, se aprobé un paquete
normativo de acompafiamiento al Plan, compuesto por la Ley 30/2022, de 23 de diciembre,
por la que se regulan el sistema de gestién de la Politica Agricola Comin y otras materias
conexas; y 19 Reales Decretos. De nuevo, a titulo indicativo, son: normas dirigidas fundamen-
talmente a las administraciones (Reales Decretos 1046/2022, 1047/2022 y 1054/2022);
Normas que fijan las condiciones y requisitos de acceso a las ayudas de cardcter general
(Reales Decretos 1045/2022, 1048/2022, 1049/2022 y 147/2023) y de cardcter sectorial
(Reales Decretos 855/2022, 856/2022, 857/2022, 905/2022, 906/2022 y 32/2023);
y por Gltimo, normas que regulan diferentes aspectos del ejercicio de la actividad agraria
(Reales Decretos 47/2022, 992/2022, 990/2022, 1050/2022, 1051/2022 y 159/2023).
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solo en un plano teérico o abstracto, por ejemplo, se ha estudiado cémo los
efectos sobre el consumo del agua inducida por su tarificacién dependen
directamente de la manera en la que se definen las ayudas de la PAC (niveles
de ayuda a superficie) (27).

Esquemdticamente el sistema PAC-DMA se compone de las siguientes
interrelaciones:

‘ Directiva Marco del Agua ‘
[

Art.9 Art. 11 B B8
Recuperacion de Programa de Evaluaciony
costes medidas control

Figura 1. Esquema de relaciones entre la PAC y la DMA
(MoHaurT, V. et al. (2007: 165).

Esta investigacién se centra en la relacién entre los Requisitos Legales de
Gestidn (RLG), las Buenas Condiciones Agrarias y Medioambientales (BCAM)
y las Medidas de Desarrollo Rural con los Programas de Medidas y su inci-
dencia en el agua.

Desde el pronunciamiento del Tribunal de Justicia Europeo sobre el asunto
del Danubio, como se ha sefalado anteriormente, se distingue entre aspectos
cualitativos y cuantitativos del agua a efectos de delimitar la competencia sobre
aguas que tiene la Unién Europea.

Por su parte, la DMA indica en su considerando 16 que «es necesaria
una mayor infegracién de la proteccién y gestién sostenible del agua en otros
dmbitos politicos comunitarios», para sefalar posteriormente el dmbito de la
agricultura. Siguiendo con esta idea, en 2003, la condicionalidad de las
ayudas de la PAC pasa a ser obligatoria para los Estados Miembros. Antes

(27) Gomez-LmON Robricuez, J. A. (2002: 187).
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quedaba a la discrecionalidad éstos condicionar el pago de la ayuda a los
requisitos que componen la condicionalidad.

A favor de la idea de dar coherencia a estas dos politicas se menciona
también la Comunicacién de la Comisién «Afrontar el desafio de la escasez de
agua y la sequia en la Unién Europea». En ella, la Comisién identifica como
un problema el impacto de la agricultura y el desarrollo econémico sobre la
disponibilidad de recursos hidricos, y apunta como parte de la solucién a la
Politica Agricola Comin (ComisioN Eurorea, 2007:6). En este sentido, indica
DecADO Piaueras, F. (2009: 275) que para interiorizar el problema del agua
en la PAC, entre ofras politicas, es necesario priorizar el reparto de recursos
hidricos y ayudas teniendo en cuenta el cambio climdtico, para satisfacer
necesidades sociales y conseguir un desarrollo econémico sostenible.

La PAC actual abarca el periodo 2023-2027. Persigue nueve obijetivos:
renta justa, reforzar la competitividad, reequilibrar el poder en la cadena
alimentaria, actuar contra el cambio climdtico, proteger el medioambiente,
preservar paisajes y la biodiversidad, relevo generacional, zonas rurales ding-
micas y proteger la calidad alimentaria y sanitaria.

Como se menciona supra, una gran novedad es el cambio en la forma de
aplicacién y control de la PAC. Ahora se aplica el new delivery model: para
ello se establecen indicadores de resultados y la concrecién de la normativa
europea a través de los Planes Estratégicos de la Politica Agricola Comin, a
través del cual cada Estado adaptard la PAC a sus circunstancias. Este modelo
implica més responsabilidad para los Estados Miembros y un mayor protago-
nismo del principio de subsidiariedad europeo.

La PAC para el periodo 2023-2027 funciona sobre el tradicional esquema
de pilares: el primer pilar es el que se apoya sobre los pagos directos y las
ayudas de mercado, y el segundo pilar se identifica con las ayudas para el
desarrollo rural.

El primer pilar estd formado por miltiples pagos. De forma esquemdtica,
el primero es la ayuda bésica a la renta para la sostenibilidad (ABRS), que
se compone a su vez de la ayuda bdsica a la renta (ABR) y el pago com-
plementario redistributivo (PCR). La ABRS se encuentra condicionada por los
mecanismos de modulacién o capping (28).

Un segundo pago serian los eco regimenes (antiguos pagos verdes), que
consiste en précticas agricolas voluntarias con unos requisitos medioambien-
tales superiores a los exigidos por la normativa europea y contenidos en la
condicionalidad (siempre obligatoria para recibir las ayudas).

(28) Estos mecanismos consisten en una reduccién progresiva por tramos de cuantia de
la ABRS, que va a aumentando hasta 100.000€, a partir de los cuales la reduccién es un 100%.
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Encontramos otros pagos como la ayuda complementaria para jévenes
agricultores y las ayudas asociadas voluntarias, acopladas al volumen de
produccién de determinados alimentos.

El segundo pilar estd compuesto por las medidas de desarrollo rural,
voluntarias para los Estados Miembros. Las mds relevantes en relacién con el
regadio son:

e 6841.1. Ayudas a inversiones productivas en explotaciones agra-
rias para fomento de la competitividad: pueden ser explotaciones de
regadio.

e 6841.2. Ayudas a inversiones para la modernizacién y/o mejora de
las explotaciones agrarias: pueden ser modernizaciones de regadio.

e 6843.1. Ayudas a inversiones en infraestructuras de regadios con
objetivos medioambientales. Se excluyen las instalaciones privadas y
el aumento nefo de superficie.

e 6843.2. Ayudas a inversiones en infraestructuras agrarias para
fomento de la competitividad: pueden ser explotaciones de regadio.

Ahora bien, para poder recibir las ayudas directas, los beneficiarios deben
cumplir la conocida como «condicionalidad reforzada» sobre medioambiente
y clima, relacionada con los minimos exigibles por las politicas de la UE. Esta
condicionalidad estd conformada por los Requisitos Legales de Gestién (RLG)
y las Buenas Condiciones Agrarias y Medioambientales (BCAM). En relacién
con el agua cabe destacar:

e RLG 1: establece una conexién con el articulo 11.3.e DMA (control
captaciones de agua relevantes) y el articulo 11.3.h (control conta-
minacién difusa). Asi, para su cumplimiento, se requiere acreditar el
derecho de agua para riego y tener un sistema de control de riego,
entre otros requerimientos.

e RLG 2: enlaza la PAC con la Directiva 91/676/CEE, relativa a la pro-
teccién de las aguas contra la contaminacién por nitratos procedente
de fuentes agrarias.

e BCAM 2: sobre la proteccién de humedales y turberas.

e BCAM 4: impone la creacién de franjas de proteccién de los rios.

Ill. DISFUNCIONES ENTRE LA POLITICA AQRiCOLA COMUN Y LA
DIRECTIVA MARCO DE AGUAS EN RELACION CON LOS ASPECTOS
CUANTITATIVOS DEL AGUA

Una vez analizado el funcionamiento de la PAC y como se interconecta
con el agua en el marco del sistema PAC-DMA es momento de valorar la
coherencia entre ambas normas y su coordinacién.
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Se debe hacer notar una primera asimetria entre la PAC y la DMA. Los
periodos de la primera y los ciclos de planificacién de los Planes de Demarcacién
no estdn acompasados. Cada politica tiene su propio calendario, quizés fruto
de su diferente origen histérico y contexto politico y normativo. Con el primer
ciclo de planeamiento se puso de manifiesto que el retraso en la adopcién de
los planes y su mala calidad afecté a la integracién entre la PAC y la DMA (29).

La PAC plantea objetivos y medidas relacionadas con el agua en varios
puntos especificos a lo largo de toda su estructura. Este apartado se estructura
de forma que se analizan las disfunciones entre las ayudas de la PAC y la
politica de aguas a través del estudio de cada pilar y su relacién con el agua
de forma particular.

1. Las ayudas directas (pilar 1): medidas neutrales en relacién
con el agua

La ayuda directa de la PAC tiene una finalidad de apoyo a la renta de los
agricultores. Las ayudas directas se componen de los siguientes pagos: ABRS,
los eco regimenes, las ayudas asociadas y los pagos para jévenes agricultores.

La ABRS es la mds importante ya que abarca el 60% del presupuesto de
la PAC. Recordemos que representa para este periodo el 31% del presupuesto
global de la Unién Europea, por lo que la ABRS supone alrededor del 18% del
presupuesto global de la Unién Europea, es decir, casi un quinto del mismo.

La cuestién es qué criterio se usa para dividir esta gran parte de los
presupuestos europeos. La respuesta es que para su reparto se utiliza una
valoracién puramente dimensional: el tamafio de la explotacién, y es que,
para el cdlculo de la ayuda se tienen en cuenta el nimero de hectdreas de
esta. Es un pago completamente neutro en relacién con el agua o cualquier
otra consideracién, a pesar de su modulacién y el capping, que no alteran el
criterio de dimensién de la explotacién.

Esta regla es la que permite calificar los pagos del pilar | como desacopla-
dos. Por el contrario, en Espaia hasta 2006, las ayudas de la PAC se decian
que eran acopladas por ser su cuantia directamente proporcional al volumen
de produccién del agricultor. Este tipo de pago incentivaba un mayor uso de
recursos hidricos con el objetivo de lograr la mayor productividad posible y
obtener una mayor ayuda desde la unién y superiores beneficios en el mercado.

(29) TriBunaL DE CueNTAS EuroPEO (2014: 20-21). Explica que el retraso en la adopcién
de los primeros planes hidrolégicos creé una falta de criterios con los que alinear los obje-
tivos relacionados con el agua de los programas de desarrollo rural. Ademds, la ambicién
y concrecién de los objetivos en los planes de cada Estado miembro son muy diferentes,
algunos muy generales.
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La ABRS se compone de la Ayuda Bésica a la Renta y del Pago Comple-
mentario Redistributivo (PCR). El PCR es una prima a las primeras hectdreas de
explotacién, pero su existencia no impide calificar la ABRS como unos pagos
neutros con el agua (en caso de explotaciones de regadio no tiene en cuenta
consideraciones como el uso del agua, el estrés hidrico de la zona o funcién
que cumple la explotacién) y con el tipo de explotacién, que solo tienen en
cuenta su tamanio.

Las medidas de eco regimenes son el instrumento mediante el cual los
agricultores pueden comprometerse de forma voluntaria a adoptar unas medi-
das de proteccién del medio ambiente mds exigentes que las impuestas por
la condicionalidad reforzada. Sin embargo, no hay ninguno que contemple
medidas cuantitativas del agua, quizds por la limitacién de la Unién Europea
para regular aspectos vinculados a la materia. Su antecesor, el pago verde,
ha sido un mecanismo débil, por la laxitud en sus requisitos de elegibilidad, y
apenas ha tenido efecto prdctico sobre el medio ambiente (30).

Por ¢ltimo, encontramos las ayudas asociadas voluntarias, cuya cuantia
se calcula segin el volumen de produccién de determinados productos. Una
critica al modelo es que si el cultivo se encuentra en zonas de estrés hidrico
son ayudas que incitan al mayor consumo de agua para obtener una mayor
productividad y por tanto un beneficio mayor.

La Direccién General de Agricultura y Desarrollo Rural defiende una
reforma de los pagos directos, que apoyen a las granjas menos rentables que
implementen practicas beneficiosas para el medio ambiente (31).

2. La condicionalidad reforzada: su escasa eficacia, su aplicacién
indiscriminada y el desafio de las extracciones ilegales

La extraccién ilegal, es uno de los grandes desafios actuales que inciden
sobre la cantidad de agua disponible en el reparto del recurso (32). Para com-

(30) Diaz Postete, C. (2022: 301-302). Si bien es cierto que el estudio se realiza sobre
lo que anteriormente se llamaba pago verde, su actual sucesor, los eco-regimenes, descono-
cen esta experiencia del pago verde. En cualquier caso, el autor se muestra positivo por los
cambios que pueden producirse en la prdctica por la condicionalidad reforzada y algunas
de las modificaciones introducidas en los eco-regimenes.

(31) ComisioN Europea, DIRECCION GENERAL DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL Y ALIANZA
MepioamsientaL EEIG, (2020: 6). Defiende esta opcién ante los resultados de su evaluacién
que demuestran que gran parte del presupuesto de la PAC se otorga a las explotaciones de
forma independiente a la gestién del agua. Ademds, sefiala que en el contexto de cambio
climdtico, deberia prestarse més atencién a los aspectos cuantitativos del agua, especialmente
al ahorro de agua.

(32) Patente en la Sentencia de Dofiana, asunto C-559/19, que condena a Espaiia
por no computar el regadio ilegal en el plan hidrolédgico de cuenca. Ademds, es resefiable
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batir este fenédmeno, el principal instrumento en la PAC es el RLG 1 (antigua
BCAM 2), que exige un titulo de derecho de aprovechamiento del riego para
las explotaciones de regadio.

Sin embargo, la RLG 1 apenas tiene efectividad prdctica por varios moti-
vos. Primero, porque no exige a los Estados Miembros desarrollar exigencias
especificas, simplemente se remite a los procedimientos nacionales de autori-
zacién de riego. Podria, por ejemplo, imponer el uso de medidores de agua
o informes de uso. Segundo, porque la condicionalidad reforzada no resulta
de aplicacién para el cobro de ayudas sectoriales. Y por Gltimo, y mds impor-
tante, porque se estima que, en la prdctica, estd desactivada por los escasos
controles que se realizan de su implementacién y las bajas sanciones que se
imponen ante su incumplimiento.

En referencia a estos escasos controles, basta con apuntar que en el
periodo de la PAC 2014-2020 se controlé el RLG 1 Gnicamente al 1,2% de
los beneficiarios de ayudas de la PAC, entre los que se detecté un 1,5% de
infracciones. Con relacién a las bajas sanciones, a los infractores se les impuso
una media de disminucién de su ayuda de la PAC del 3% como sancién (33).
Estos datos traen causa de otra dificultad afiadida para la efectividad de los
aspectos de la condicionalidad reforzada que se refieren al agua: la dificultad
de comprobar cada punto de extraccién y el volumen de agua que se obtiene
a través de cada uno.

Incluso en algunos casos puede que ni siquiera sea de aplicacién el RLG
1. Los titulos de aprovechamiento en muchos paises estdn exentos por debajo
de ciertos limites cuantitativos. Por ejemplo, en Francia se pueden extraer hasta
200.000 m®/afio en zonas no sometidas a estrés hidrico o en Espafia hasta
7.000 m®/afio, cuando el consumo medio de un hogar de cuatro personas
es de 175 m¥/afio (34). De igual forma ocurrird en los paises que a pesar
de tener un procedimiento de autorizacién, éste tenga unos requisitos laxos o
genéricos. Son aspectos de gestién del recurso hidrico sobre los que la Unién
Europea no tiene competencia, consecuencia de nuevo de la artificiosa sepa-
racién entre aspectos cualitativos y cuantitativos del agua.

Actualmente, en referencia a la condicionalidad en general, la PAC 2023
la hace aplicable a todos los beneficiarios, es decir, la aplica de forma indis-
criminada. La reforma de la PAC ha suprimido para este periodo el régimen
de pequefios agricultores, que les eximia de su cumplimiento de la condicio-

la concrecién que se hace por el TJUE (que adopta la opinién de la abogada general) del
concepto de «deterioro del estado cuantitativo de las masas de agua subterrdneas» que sig-
nifica Unicamente empeoramiento.

(33) Tribunal de Cuentas Europeo. (2020: 14).

(34) Tribunal de Cuentas Europeo. (2020: 20).
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nalidad. En referencia a la ayuda asociada voluntaria, la Comisién se ha
pronunciado en contra de introducir salvaguardas adicionales en la PAC, ya
que argumenta que una adecuada aplicacién de la DMA garantiza el uso
sostenible del agua en la agricultura y la condicionalidad es suficiente vinculo
entre la PAC y la DMA (35).

3. Las medidas de desarrollo rural (pilar ll): la paradoja de Jevons
en la modernizacién del regadio

Desde un punto de vista general, el potencial de las medidas de desarrollo
rural no ha sido completamente explotado. Ademds, los programas de desa-
rrollo rural no estén coordinados con los Planes Hidrolégicos de Cuenca y no
tienen en cuenta los objetivos europeos en relacién con el agua (36). En esta
misma auditoria del Tribunal de Cuentas Europeo se ejemplifica el problema
con el caso de la Cuenca del Guadalquivir. Se relata cémo el programa de
medidas del Plan Hidrolégico de Cuenca incluye actuaciones que tratan de
completar el registro de aguas y luchar contra la extraccién ilegal pero el
plan de desarrollo rural simplemente menciona el problema sin proporcionar
medidas que sean coherentes con la planificacién hidrolégica y el problema
del regadio ilegal.

Una gran critica que se ha realizado a las intervenciones del desarrollo
rural es que financia inversiones en modernizacién de regadio (37). Las ayudas
para la modernizacién del regadio son en principio beneficiosas porque redu-
cen el consumo del agua, gracias al aumento de la eficiencia de riego, pero
existe el riesgo, por la falta de cuidado y control en la adopcién de medidas
de mejora en la eficiencia, de que se produzca la paradoja de Jevons o efecto
rebote (38). Esta paradoja consiste en que el aumento de la eficacia de una
tecnologia no implica la reduccién del consumo del recurso, sino de forma
contraria a lo que podria pensarse a priori, tiende a incrementarlo.

(35) Comision Eurorea (2021: 2).

(36) TriBuNAL DE CueNTAs Europeo (2014: 34). Las observaciones de la auditoria indican
que la forma en la que los programas de desarrollo rural estén implementados tienen un efecto
muy limitado sobre el agua y los efectos colaterales negativos no son evitados. Ademds, sefiala
que gran parte de la financiacién dedicada al agua no ha sido empleada, por ejemplo los
fondos del Plan de Recuperacién para Europa.

(37) Principalmente por asociaciones ecologistas como WWF (2015), en su informe
Modernizacién de Regadios, un mal negocio para la naturaleza y la sociedad.

(38) Esta popular paradoja en el dmbito de la economia ecolégica fue formulada
por el economista y filésofo William Stanley Jevons, al observar que el consumo del carbén
aumenté con la introduccién de la méquina de vapor de Watt, una méquina de vapor més
eficiente que su predecesora, la maquina de Newcomen.
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La materializacién de esta paradoja en relacién con la modernizacién del
regadio y el agua tendria consecuencias catastréficas en un entorno como el
Mediterrdneo donde se espera que los recursos hidricos convencionales sean
cada vez més escasos (39).

Més concretamente, en el plano juridico, existen algunas disfunciones en
este dmbito. Por ejemplo, la PAC condiciona la financiacién a la modernizacién
a que la masa de agua superficial no se encuentre en «mal estado por razones
cuantitativas» (40). Ciertamente no hay una definicién expresa, pero a nuestro
juicio, es cuestionable que la DMA pueda dar esa definicién. No debemos
olvidar que la DMA estd limitada por la base juridica conforme a la que se
dicté, que solamente le permite incluir aspectos cualitativos «gestion del agua»
y no de «gestién del recurso hidrico o cuantitativo». Por lo tanto, es aceptable
desde el punto de vista juridico que la DMA opte por no dar esta definicién. A
pesar de ello, seria conveniente definir el concepto, al menos a efectos Gnicos
de la financiacién de modernizacién del regadio para garantizar el cumpli-
miento del principio de seguridad juridica y lograr una completa coherencia en
el sisema PAC-DMA, y en definitiva en el derecho de la Unién Europeq, fruto
de esa distincién artificial entre aspectos cualitativos y cuantitativos del agua.

En cualquier caso, esa quiebra hoy en dia podria quedar salvada, por-
que como se ha concluido anteriormente, aunque la DMA no pueda incidir
directamente sobre aspectos cuantitativos de la gestién del agua, puede que lo
haga de forma colateral. Asi, la DMA fija el objetivo de lograr el buen estado
ecoldgico (BEE) de las masas de aguas superficiales, y para su cdlculo establece
una serie de pardmetros, entre ellos de tipo hidromorfolégicos, que establecen
el régimen del caudal del rio, su continuidad o las condiciones morfolégicas
como indicadores de la calidad de la masa de agua. De este modo, incide
en los aspectos cuantitativos de las masas de agua superficiales, lo que viene
derivado del objetivo de buen estado cualitativo.

A diferencia de las aguas superficiales, la DMA si hace mencién del
objetivo de «buen estado cuantitativo de las aguas subterrdneas». Sin embargo,
esta menciédn estd justificada igualmente en el objetivo de lograr la calidad de
las aguas, ya que como argumenta la DMA en su considerando 20, «el estado
cuantitativo de una masa de agua subterrdnea puede tener repercusiones en
la calidad ecolégica de las aguas superficiales y de los ecosistemas terrestres
asociados con dicha masa de agua subterrdnea». La incidencia sobre aspectos
cuantitativos vuelve a ser fruto de requerimientos cualitativos.

(39) IPCC, (2022: op. cit. p. 2827).

(40)  Auop SesastiAN, R., & FErnANDEZ LOP, A. (2023: 638). Los autores, a falta de una
definicién del «buen estado cuantitativo de las masas de aguas superficiales» proponen como
indicador de ese estado el indice WEI+.
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Es preciso sefialar en este extremo que en el ordenamiento juridico espa-
fiol existe el concepto de «caudal ecolégico», referido a las masas de aguas
superficiales. El caudal ecolégico es el mantenimiento en determinadas con-
diciones de los cursos y masas de agua para, fundamentalmente, facilitar
el desarrollo de funciones econémicas (como la pesca) o como minimo por
razones ambientales (41). Sin embargo, el caudal ecolégico se corresponde
con una competencia «propia, exclusiva e irrenunciable de la Administracién
hidrdulica relativa a la ordenacién de los recursos y aprovechamientos hidrdu-
licos» (42). Es, por tanto, un requerimiento derivado de nuestra Ley de Aguas y
no del ordenamiento comunitario. La DMA no menciona en ningdn momento el
término de caudales ecolégicos, aunque en diversos documentos, la Comisién
reconoce el inseparable vinculo entre cantidad y calidad del agua, y para
salvar esa diferenciacién, propuso dentro del grupo de trabajo del ECI (43), el
desarrollo de un documento orientativo sobre los caudales ecolégicos (44). La
implementacién de los caudales ecolégicos difiere segin el Estado Miembro y
depende en algunos del destino del agua (45). En resumen, el caudal ecolégico
en Espafia es un requerimiento del Reglamento de Planificacién Hidrolégica
y la Instruccién de Planificacién Hidrolégica, mientras que en la normativa
de la Unién Europea es solo una opcién, por lo que la quiebra en el sistema
PAC-DMA puede persistir en los Estados Miembros que no contemplen en su
ordenamiento juridico el concepto de caudal ecolégico o similar.

Por 0ltimo, al estar exento el cobro de las ayudas de desarrollo rural del
cumplimiento de la condicionalidad reforzada, se ha sefialado que se quiebra
el principio de «quien contamina paga» (46). No existe actualmente ningin
mecanismo que tenga en consideracién los costes de prevencién o limpieza
de la polucién causada por la actividad agricola que reduzca las ayudas de
desarrollo rural.

4. Nuevas oportunidades de coordinacién a través del New Deli-
very Model

Como se indica anteriormente, la DMA en sus considerandos hace énfa-
sis en la necesidad de integracién entre la PAC y los Planes Hidrolégicos de

(41) Emep lRuio, A. (1994: 137-138).

(42) Caro-PATON CARMONA, |. (2007A: 308).

(43) Los grupos de trabajo del ECI (Estrategia Comin de Implantacién) fueron creados
en 2001 para apoyar la implementacién de la DMA mediante la creacién de guias metodo-
légicas que ayudan a su interpretacién.

(44) ComisioN Europea (2015), Ecological flows in the implementation of the Water
Framework Directive, Guidance Document n°31.

(45) Ramos, V., Formico, N. y Maia, R. (2017: 428).

(46)  TriBunAL DE CuenTas Europeo (2014: 40).
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Cuenca. Para el periodo 2023-2027 cobran especial importancia los PEPAC
en esta tarea de integracién, ya que estén llamados a asegurar que los incen-
tivos europeos no entren en conflicto con los requerimientos de la normativa de
aguas. Ademds, el nuevo modelo de la PAC implica que el control se realizard
por indicadores de cumplimiento, que se evaluarén a través de informes anuales
para analizar los avances en la consecucién de los objetivos de la PAC (47).

Por tanto es oportuno analizar dos aspectos, primero, la vinculacién que
realiza el PEPAC con el agua, para lo que se estudia el caso espafiol; y
segundo, la implementacién de los aspectos relacionados con el agua en la
evaluacién de la PAC a través de los indicadores.

El PEPAC espafiol hace mencién en diversos puntos al agua. Es interesante
el andlisis DAFO sobre la gestién del agua (48), la justificacién de la compati-
bilidad de las ayudas asociadas con la DMA (49) y el estudio de las ayudas,
en concreto, para inversiones en infraestructuras de riego (50).

La vinculacién de la agricultura con el agua se produce también a través
del Estudio Ambiental Estratégico al que ha sido sometido el PEPAC. Esta
infegracién es patente en diversos puntos, el mas destacado el apartado 2.2,
donde se estudian los objetivos medioambientales derivados de la Planifica-
cién Hidrolégica, los Programas de Medidas de la Planificacién Hidrolégica
en materia agraria, la situacién de la contaminacién difusa y la extraccion
hidrica y el riesgo de inundacién y sequia.

En relacién con el RLG 1 (MAPA 2021: 714), el Ministerio reconoce su
elevado grado de incumplimiento y que el mismo va en aumento. Se indica que
se espera una disminucién de la presién sobre las masas de agua la exigencia
de sistemas de control por la Orden ARM/1312/2009, lo que facilitaria el
control del RLG 1. Es igualmente llamativo, en relacién con la problemética
mencionada mds arriba sobre la evaluaciéon del estado cuantitativo de las
masas superficiales de agua, que se identifican claramente las que estdn afec-
tadas desde el punto de vista cuantitativo por extracciones para uso agrario,
solventando la quiebra comentada. Finalmente, se contemplan unas medidas
de infegracién ambiental, en particular con la DMA y el RLG 1, que son: el
desarrollo de instrumentos informativos; de instrumentos complementarios a los

(47) Se establecen tres tipos de indicadores para evaluar la consecucién de los obje-
tivos de la PAC. Los indicadores de realizacién, para el seguimiento de su aplicacién; los
indicadores de resultado, para comprobar los avances hacia los objetivos; y los indicadores
de contexto e impacto, para evaluar el rendimiento global.

(48) MAPA (2022: 638).

(49) MAPA (2022: 827). En pocas palabras, se justifican en la agricultura de secano
porque garantiza la proteccién de las masas de agua y en la agricultura de regadio porque
estd sujeta a requisitos de la legislacién vigente en aguas, que es a su vez conforme a la DMA.

(50) MAPA (2022: 2205).
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establecidos en el marco de la planificacién hidrolégica para obtener una ima-
gen actualizada de las extracciones en cada demarcacién; y el requerimiento
a las Comisarias de aguas para que verifiquen el correcto funcionamiento de
los caudalimetros y verifiquen la continuidad en la toma de datos, tanto en
cada explotacién como en el dmbito de las comunidades de regantes.

Pasando al segundo aspecto objeto de estudio, nos referimos a los indica-
dores para la evaluacién de la PAC en el periodo 2023-2027. Los indicadores
de impacto se encuentran en el Anexo | del Reglamento (UE) 2021/2115 de
2 de diciembre de 2021, por el que se establecen normas en relacién con la
ayuda a los planes estratégicos que deben elaborar los Estados Miembros en el
marco de la PAC, desarrollado por los Reglamentos de ejecucién 2021/2290
y 2023/2141. Cabe destacar que para evaluar la implementacién de la PAC
en los Estados Miembros se establecen una serie de indicadores relacionados
con el agua, enumerados en el mencionado Anexo. Los indicadores de impacto
relacionados con el agua son: .15 sobre mejora de la calidad del agua, que
evalia el equilibrio bruto de nutrientes en tierras agricolas; |.16 sobre reduccién
de las fugas de nutrientes, que establece un vinculo con la Directiva 91/676/
CEE; 1.17 sobre reduccién de la presién sobre recursos hidricos, para lo que
se emplea el indice de explotacién del agua «plus» (IEA+); 1.18, sobre el uso
sostenible y reducido de plaguicidas.

Igualmente, se contemplan indicadores de resultado igualmente relacio-
nados con el agua. Entre ellos destacamos: el R.21% para la proteccién de la
calidad de las aguas, que mide el porcentaje de superficie agricola utilizada
(SAU) objeto de compromisos subvencionados relacionados con la calidad
de las masas de agua; R.23% sobre uso sostenible del agua, que mide el
porcentaje de SAU objeto de compromisos subvencionados para mejorar el
balance hidrico; y el R.24% sobre uso sostenible y reducido de plaguicidas.

Se deben valorar positivamente estos nuevos puntos de conexién entre las
politicas de agua y agricultura y la toma de conciencia por las instituciones
de las debilidades expuestas en las relaciones entre la PAC y la DMA. Sin
embargo, estos nuevos vinculos estén amenazados de correr la misma suerte
que las conexiones estudiadas hasta ahora debido a que los problemas de
control y compatibilidad persisten. Si hasta ahora la antigua BCAM 2 o actual
RLG 1 no ha tenido apenas eficacia en la préctica, por la falta de medios
para el control y los laxos procedimientos de autorizacién en algunos paises,
el hecho de que ahora los Estados miembros deban enviar un informe anual
evaluando los indicadores puede no solucionar estas deficiencias. También pone
en riesgo de quedar sin eficacia las medidas que se contemplan en aplicacién
del PEPAC espafiol de requerir a las Comisarias de Aguas mds controles sobre
los caudalimetros. Serd de gran interés la primera evaluacién de la PAC 2023-
2027 a través de los nuevos indicadores para comprobar si el New Delivery
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Model, o lo que es lo mismo, un cambio en la evaluacién de la implementacién
de la PAC, serd efectivo para solucionar los problemas en las relaciones entre
agua y agricultura que se han venido produciendo hasta ahora.

5. Una mirada prospectiva: la relacién entre la Politica Agricola
Comun y la Directiva Marco de Aguas en el futuro

La PAC ha estado siempre, desde su nacimiento, sometida a grandes cri-
ticas. Los productores agricolas, actualmente, demandan mdés ayudas y menos
obligaciones medioambientales y burocrdticas para recuperar competitividad
en la produccién en relacién con los productores de otros paises. Las reclama-
ciones para modificar la PAC y los requisitos medioambientales no son nuevas,
ni tampoco las que plantean una supresién completa de la PAC.

En estos reclamos para la redefinicién del modelo de ayudas se estén plan-
teando otros modelos de PAC, por ejemplo, un modelo de pagos por funcién,
es decir, reconocer una funcién productiva a la agricultura mds econémicamente
rentable y una funcién social que permita la creacién de empleo o fijacién de
la poblacién en entornos rurales (51). En este hipotético modelo, las ayudas y
los requerimientos ambientales para cada tipo de explotacién serian variables
dependiendo de la funcién que desarrollen. Otro modelo podria ser apoyar
Unicamente una la agricultura calificada de social, en tanto la productiva fuera
considerada apta para competir en el mercado globalizado actual sin apoyo
pUblico. Es cierto también que en la Unién Europea se han manifestado posturas
incluso a favor de la completa eliminacién de la PAC.

Se ha puesto de manifiesto que a Espafia le conviene apostar por un
modelo de PAC por funciones y que ademds apoye aquellas no comercia-
les (52). En el Libro Blanco del Desarrollo rural (53), fruto de un debate entre
actores del agro espafiol, se desarrolla un modelo de ayuda por funciones que
diferencia entre agricultura multifuncional y agricultura competitiva. Dentro de
la primera se deberian definir funciones unitarias cuyo pago iria por tramos,
por ejemplo, funcién territorial o de ocupacién del espacio, medioambiental,
de bienestar animal, de desarrollo rural, entre otros. En la funcién medioam-
biental es donde quedaria enmarcada el agua de reordenarse la PAC en este

(51) Ver Carretero Garcia, A. (2003: 20), que citando a MAssoT MarTi, A., indica que
la Unién Europea no se ha decantado por este modelo probablemente debido a la inexistencia
de un concepto de empresa agraria normativo o jurisprudencial en el dmbito comunitario.

(52) Compts Lorez, R. y Garcia Awarez-Coaue, J.M. (2009: 54).

(53) MiNISTERIO DE AGRICULTURA, PESCA Y AUMENTACION (2003: 730). Se pone de manifiesto,
sin embargo, la poca probabilidad de que la PAC avance en este sentido. Desde la Agenda
2000 se abandoné el término «multifuncionalidad agraria» y se adopté el de «multifuncio-
nalidad rural» el cual abarcaria Gnicamente el segundo pilar, por contraposicién al primero,
que abarcaria la totalidad de la PAC.
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sentido, con unos requisitos de proteccién y gestién de los recursos hidricos.
Este modelo permitiria remunerar a los agricultores por la labor que realizan
de conservacién del medio y compensaria la pérdida de competitividad que
deben soportar por la aplicacién de la normativa medioambiental.

El otro tipo de agricultura, la competitiva, que juega a gran escala en el
mercado internacional, que deberd modernizarse y tecnificarse para mantener
un precio competitivo.

Obviamente estos serian solo los trazos iniciales de una reforma hipotética
de la PAC, que en cualquier caso debe perseguir igualmente que los agricultores
puedan ser independientes del presupuesto de la Unién Europea y que puedan
obtener ingresos que les permitan mantener un nivel de vida adecuado (54).

IV. MAS ALLA DE LA POLITICA AGRICOLA COMUN Y LA DIRECTIVA
MARCO DE AGUAS: EL REGLAMENTO 2020/741 RELATIVO A
LOS REQUISITOS MiNIMOS PARA LA REUTILIZACION DEL AGUA

Recientemente la Unién Europea ha adoptado el Reglamento 2020/741,
de 25 de mayo de 2020, relativo a los requisitos minimos para la reutiliza-
cién del agua. En Espaiia, ya era mds bien conocida la importancia de este
recurso (55) y llevaba algunos afios siendo utilizado.

El dmbito de aplicacién del Reglamento se cifie a los usos agricolas del
agua regenerada urbana. Comienza en su primer y segundo considerando
haciendo hincapié en la presién cada vez mayor sobre los recursos hidricos,
los problemas de escasez de agua y el deterioro sobre su calidad que conlleva.

No obstante, su dmbito de aplicacién tiene un problema: no existe en
Derecho comunitario una definicién de agricultura, por lo que cada Estado
Miembro puede establecer la suya propia (56). Si bien es cierto que su Anexo
| delimita los tipos de riego sujetos.

Sin embargo, el articulo 1 aclara que su objetivo es «garantizar que las
aguas regeneradas sean seguras para el riego agricola», es decir, se trata de
un Reglamento sobre calidad de agua reutilizada para riego. Si bien es cierto

(54) Torees Lorez, M.A. y MartiN CaNsINO, M.P. (2012: 592). Las autoras defienden que
el contenido del desarrollo rural sostenible consiste en que los agricultores puedan obtener
los ingresos que les permiten vivir del mercado y no sean dependientes de los fondos de la
Unién Europea.

(55) Torres Lorez, M. A. (2018: 202). La autora pone de manifiesto que uno de los
principales problemas sin resolver por la regulacién de las aguas regeneradas era la falta de
incentivo para la misma. Este Reglamento Europeo y su aplicacién en Espafia debe dar esos
incentivos y no ser un obstdculo més.

(56) Mouna Gimenez, A. (2021: 151).
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que su contenido se centra en el objetivo medioambiental, puede contribuir a
paliar la escasez de agua al incidir sobre la cantidad de oferta de ésta. Se han
criticado los mayores requisitos de calidad que exige respecto a la fuente de
agua regenerada en comparacién con otras fuentes de agua para riego (57).

Este Reglamento se inserta en un contexto de necesaria liberalizacién
del acceso al agua y garantia en su suministro para las explotaciones (58).
Diferenciar titulos de aprovechamiento del agua segin su seguridad se erige
como el modelo al que debe apuntar el sistema de reparto de aguas bajo un
escenario de cambio climdtico, el cual desplegaria una eficacia econémica
potenciada si se combinara con ofros instrumentos como el mercado del agua
o los bancos del agua (59).

V. CONCLUSIONES

Desde el punto de vista de la PAC es conveniente para la agricultura
espafola defender una redefinicién del modelo de ayudas y exigencias para
su recepcién. En la Unién Europea no hay un dnico tipo de explotacién,
sino una diversidad, por su tamafio, titularidad, organizacién y funcién. Las
ayudas de la PAC, como se ha puesto de manifiesto con la exposicién de las
disfunciones del sisema PAC-DMA, se fijan Gnicamente segin la extensién de
la explotacién. No tienen, a grandes rasgos, otros criterios de adjudicacién ni
consideracién a la hora de adjudicar la mayor parte de las ayudas, la ABRS.
Esto, l6gicamente beneficia a los mds grandes. Correlativa o consecuentemente,
las pequefias explotaciones estén desapareciendo en Europa.

El principio de igualdad y no discriminacién, que exige que no se traten
de manera idéntica situaciones diferentes puede quedar en entredicho con
p q
la aplicacién de un Gnico criterio dimensional a todas las explotaciones tan
heterogéneas que existen en la Unién Europea. Seria conveniente plantear la
posibilidad de que fuera complementado por ofros criterios o consideraciones
para lograr una mayor conformidad de la PAC con este principio.

Ademds, bajo el principio de proporcionalidad, podria argumentarse
la conveniencia de que al igual que la ayuda de la PAC que se recibe va

(57) Mouna Gimenez, A. (2023: 117).

(58) Caro-PATON CARMONA, |. (2007B: 968).

(59) Gurierrez-MarTiN, C., GOMEZ-LIMON, J.A. & MonTiLa-Lorez, NLM. (2022: 3756). Los
autores hacen énfasis en la idea de que la asignacién de prioridades de forma aislada no
tendria un efecto econémico relevante. Para lograr una mayor eficiencia econémica es impres-
cindible su combinacién con ofros instrumentos econémicos como el mercado de aguas o el
banco del agua. La asignacién de prioridad a los derechos de aprovechamiento del agua es
en todo caso un complemento de estos ofros instrumentos.
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aumentando segin el tamafio de la explotacién, se modulen las obligaciones
asociadas al cobro de la ayuda segin el tamafio de la explotacién o su fun-
cién. Si es que la Unién Europea optara por mantener el criterio del tamafio
como el prioritario en la normativa.

Desde un enfoque combinado agua-agricultura, nos encontramos en ambos
dmbitos ante un escenario donde seria conveniente redefinir criterios para el
agua y las ayudas. Estos criterios de diferenciacién entre tipos de explotaciones
agricolas deben ir de la mano, y a ser posible, deben ser Gnicos, o al menos
coherentes. Es conveniente esta coordinacién, porque las ayudas y el agua,
reguladas en la PAC y DMA son dos instrumentos muy potentes, decisivos para
la determinacién de qué explotaciones saldrdn adelante en el futuro de esca-
sez hidrica que se avecina y comercio liberalizado global en el que vivimos.

En caso de que la PAC cambiara a un modelo de ayudas segin la funcién
de la explotacién, la Administracién Hidrdulica deberia valorar la adopcién
de los mismos criterios de diferenciacién para el suministro del agua. En este
momento nos topamos con la dificultad de que la Unién Europea solo tiene
competencias en aspectos cualitativos del agua, por lo que no podria estable-
cer unos criterios de diferenciacién entre explotaciones Unicos para repartir
en virtud de estos el agua y las ayudas.

Fuera del sistema PAC-DMA, pero en el dmbito de agua-agricultura, resal-
tamos dos aspectos del Reglamento 2020/741. El primero, la Unién Europea y
los Estados Miembros deben ser cuidadosos en la aplicacién de esta normativa,
pues unos criterios demasiado exigentes para la reutilizacién pueden acabar
provocando el efecto contrario al perseguido por el Reglamento, disuadir del uso
del agua regenerada para riego. El segundo, habria que plantear la justificacién
de regular Gnicamente la calidad de agua regenerada para el riego. Es comdn
en la normativa de la Unién Europea regular la calidad del agua dependiendo
del uso que va a recibir (60), por lo que no seria descabellado plantear una
Directiva de agua para el riego, que regule de forma general la calidad del agua
para el riego independientemente de la fuente de la que provenga el agua (61).

(60) Directiva 2006/7/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de febrero
de 2006, relativa a la gestién de la calidad de las aguas de bafio; Directiva 2006/44/ce
del parlamento europeo y del consejo de 6 de septiembre de 2006 relativa a la calidad de
las aguas continentales que requieren proteccién o mejora para ser aptas para la vida de
los peces (calidad de aguas piscicolas); Directiva 2006/113/CE del Parlamento Europeo y
del Consejo, de 12 de diciembre de 2006 , relativa a la calidad exigida a las aguas para
cria de moluscos o la Directiva (UE) 2020/2184 del Parlamento Europeo y del Consejo de
16 de diciembre de 2020 relativa a la calidad de las aguas destinadas al consumo humano.

(61)  Mouna Gimenez, A. (2023: 110). Se cuestiona la razén de la falta de ambicién del
Reglamento 2020/741 en su dmbito de regulacién, y por qué no abarcé «todos los sectores
de la actividad». Indica el autor que si hubiera sido asi, habria casado mejor con los objetivos
del Reglamento (garantizar calidad y seguridad del agua para riego).
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De forma general, el sisema PAC-DMA como el Reglamento 2020/741
son regulaciones que al final inciden de forma derivada en la presién cuantita-
tiva que ejerce la agricultura sobre el agua. Sin embargo, estas actuaciones no
estén enmarcadas en ninguna estrategia general. Es oportuno sugerir la consi-
deracién de la elaboracién de una estrategia que aborde de forma general y
sistemdtica la resiliencia agricola en un contexto de sequias y escasez de agua.

Como sistema juridico que es, las normas de la Unién deben ser coheren-
tes (62). Por tanto, si el art. 11 TFUE exige introducir consideraciones ambien-
tales en cada una de sus politicas, deberdn ser coherentes. Sin embargo,
como se ha puesto de manifiesto a lo largo de esta investigacién, existe una
evidente falta de coordinacién en diversos puntos de la regulacién del agua 'y
las ayudas agricolas, consecuencia de ser fruto cada una de un proceso politico
e histérico diferente y las limitaciones competenciales de la Unién Europea a
la hora de afrontar la regulacién del agua, con los perjuicios que conllevan
en la aplicacién y efectividad de esta normativa, del sistema PAC en general
y la situacién que deriva para los agricultores.
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SUMARIO: I. MEDIACION Y CAMBIO DE PARADIGMA ADMINISTRATIVO.— Il. DOC-
TRINA CONSTITUCIONAL SOBRE LA MEDIACION Y OTROS ADR.- lil. LA MEDIACION
INTRAJUDICIAL ADMINISTRATIVA.— IV. NATURALEZA DE LOS ACUERDOS ADMINISTRA-
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RESUMEN: La evolucién del Derecho Administrativo y el cambio de paradigma
para centrarse mdés en los derechos de los ciudadanos han facilitado la introduccién
de medios alternativos de resolucién de conflictos como la mediacién. La incipiente
actividad mediadora de nuestros tribunales contencioso-administrativos ha dado lugar a
diversas resoluciones que enmarcan la realidad de esta institucién en el Derecho Publico.
Procedemos a un somero estudio de las mds relevantes, partiendo del examen de las
resoluciones del Tribunal Constitucional en la materia, y terminando con las més recien-
tes resoluciones judiciales sobre mediacién en conflictos Administracién administrado.

Palabras clave: mediacién; alternative dispute resolution; Derecho administrativo;
transaccidn; ejecucién de sentencias.

ABSTRACT: The evolution of Administrative Law and the paradigm shift to focus
more on citizens’ rights have facilitated the introduction of alternative means of conflict
resolution such as mediation. The incipient mediating activity of our contentious-adminis-
trative courts has given rise to various resolutions that frame the reality of this institution
in Public Law. We proceed to a cursory study of the most relevant ones, starting from the

(*) Trabajo recibido en esta Revista con fecha 13/02/2024 y evaluado favorablemente
para su publicacién el 17/02/2024.

(**) Este trabajo ha sido se ha realizado en el marco del proyecto de 1+D+i «El nuevo
rol de la ciudadania ante la justicia administrativa: la regulacién y la implementacién de
la mediacién como sistema de prevencién y resolucién de conflictos» (referencia PID2020-
112688GB-100), financiado por MCIN/ AEI/10.13039/501100011033. Universitat Rovira
i Virgili.
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examination of the resolutions of the Constitutional Court on the matter, and ending with
the most recent judicial resolutions on mediation in administration-administered conflicts.

Key words: mediation; alternative dispute resolution; Administrative law; transaction;
execution of sentences.

I. MEDIACION Y CAMBIO DE PARADIGMA ADMINISTRATIVO

Como ha afirmado MartiN Diz (3), nos encontramos en un momento de
cambio de percepcién y de rumbo en la actividad de la Administracién Piblica,
en el que la actividad administrativa ha de tener como punto de centralidad,
los derechos de las personas, en el contexto del Estado social y democrdtico
de Derecho.

En palabras de Ropricuez-ARANA (4): «El lugar que antafio ocupé el con-
cepto de la potestad o del privilegio o la prerrogativa ahora lo ocupa por
derecho propio la persona, e ser humano, que asume un papel central en
todas las ciencias sociales, también obviamente en el Derecho Administrativo.
En efecto, la consideracién central del civdadano en las modernas construc-
ciones del Derecho Administrativo y la Administracién pdblica proporciona el
argumento medular para comprender en su cabal sentido este nuevo derecho
fundamental a la buena administracién».

Es en este contexto en el que cobran cada vez mayor vigencia en el
campo del Derecho Administrativo los modos alternativos de resolucién de
conflictos (ADR), y en particular la mediacién. Esta institucién permitird buscar
el equilibrio progresivo entre el tradicional principio de legalidad administrativa
y contemporéneo de buena administracién (5).

Segin ha afirmado la Magistrada Garcia-Vicario (6): «Ha llegado el
momento de modernizar nuestra Administracién de Justicia, igual que se viene
haciendo en otras ramas del Derecho, y potenciar la posible solucién de los
conflictos de los ciudadanos con la Administracién que sean susceptibles de
ser negociables, por no pertenecer a la esfera soberana de la Administracién,
mediante el cauce de la mediacidn».

Nos encontramos, por tanto, ante el desarrollo de un modelo poliédrico de
justicia (7), en la que los administrados tiene la opcién de acudir, no ya solo
a los tradicionales recursos administrativos o contencioso-administrativos, sino

(3) F. Martin Diz (2018:96-97).

(4) J. Rodriguez-Arana Mufioz (2012:251).
(5) Cfr. F. Martin Diz (2018:96-99).

(6) M.C. Garcia Vicario (2013:25).

(7) ' S. Barona Vilar (2018:27-28).
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a ofras instituciones que implican una mayor participacién de los interesados,
como es el caso de la mediacién.

Ello es consecuencia de la transformacién, producida en las primeras
décadas de este siglo, de la posicién juridica de la Administracién Pdblica,
dado que se ha pasado a una relacién horizontal, participativa como conse-
cuencia del Estado Derecho y Estado Social, en el que encajan figuras como
la mediacién (8).

En este contexto, la institucidn de la mediacién se ha ido introduciendo
de manera timida en el panorama del Derecho Administrativo espafiol, sobre
la base de la normativa vigente en materia de terminacién convencional del
procedimiento administrativo o de la posibilidad de establecer ADRs sustitutivos
en via de recurso administrativo —articulos 86y 112.2 de la Ley 39/2015, de
1 de octubre del Procedimiento Administrativo Comin de las Administraciones
Péblicas (?)— asi como de la transaccién judicial en via contencioso-administra-
tiva, regulada en el articulo 77 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora

de la Jurisdiccién Contencioso-administrativa.

Este marco normativo, unido al esfuerzo de determinados agentes en el
dmbito juridico, como es el caso del Consejo General del Poder Judicial (10),
ha permitido que se estén realizando diversas experiencias de mediacién
que ya estédn dando sus frutos en el contexto de la mediacién intrajudicial
contencioso-administrativa (11).

Asi, en este panorama normativo todavia no suficientemente definido, y
con una actividad mediadora incipiente en relacién con los conflictos entre la
Administracién y los administrados, han ido surgiendo determinados pronun-
ciamientos de los tribunales en la materia, qué si bien de momento no son
numerosos, si nos permiten empezar a configurar una doctrina y jurisprudencia
de relevancia.

(8) J. F. Etxeberria Guridi (2017:295).

(9) Que reproducen miméticamente los derogados articulos 88 y 107.2 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Juridico de las Administraciones Pdblicas y del
Procedimiento Administrativo Comun.

(10) Mediante la aprobacién de un Protocolo de mediacién contencioso-administrativa,
que forma parte de la Guia para la préctica de la mediacién intrajudicial aprobada por el
Consejo General del Poder Judicial. También ha de resaltarse la celebracién por el mismo
Consejo de un Seminario sobre la practica de la mediacién intrajudicial contencioso-adminis-
trativa que fue coordinado por Concepcién Garcia Vicario y por Gerardo Carballo Martinez.

(11) Es el caso de las Islas Canarias, mediante colaboracién con la Fundacién Valsain,
Murcia, Barcelona, Madrid, La Rioja, y en recientes convenios con las Cdmaras de Comercio
de Valladolid y Valencia para realizar experiencias piloto de mediacién intrajudicial contencio-
so-administrativa. Mencién aparte merece el caso del Magistrado Casiano Rojas Pozo, que en
su actividad en el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nimero 1 de Badajoz, ha dictado
cerca de dos centenares de autos homologando transacciones judiciales.
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Il. DOCTRINA CONSTITUCIONAL SOBRE LA MEDIACION Y OTROS
ADR

En primer término, debemos hacer referencia a los pronunciamientos en los
que el Tribunal Constitucional se ha pronunciado sobre este tipo de instituciones,
ya bien sea sobre su constitucionalidad, como respecto de la resolucién de
posibles conflictos de las mismas en relacién con la proteccién de los derechos
fundamentales de los administrados.

La Sentencia del Tribunal Constitucional 217/1991, de 14 de noviembre,
supuso un hito, por cuanto afirma la compatibilidad de la mediacién con la
reserva de jurisdiccion prevista para el juez estatal en el articulo 117 de la
Constitucién, al declarar la compatibilidad con el derecho a la tutela judicial
efectiva de la exigencia de trdmites previos al proceso, como son los de con-
ciliacién o de reclamacién administrativa previa. Asi afirma que:

«Este Tribunal ha declarado reiteradamente la compatibilidad con el derecho
a la tutela judicial efectiva de la exigencia de trédmites previos al proceso, como
son los de conciliacién o de reclamacién administrativa previa [por todas, STC
60/1989 (RTC 1989\60), las que en ella se cita y también por su proximidad al
presente supuesto la STC 162/1989 (RTC 1989\162)]. De un lado, porque en
ningdn caso excluyen el conocimiento jurisdiccional de la cuestién controvertida,
ya que Unicamente suponen un aplazamiento de la intervencién de los érganos
judiciales; y, de otro, porque son trémites proporcionados y justificados, ya que su
fin no es otro que procurar una solucién extraprocesal de la controversia, lo cual
resulta beneficioso tanto para las partes, que pueden resolver asi de forma mds
répida y acomodada a sus intereses el problema, como para el desenvolvimiento
del sistema judicial en su conjunto que ve aliviada su carga de trabajo».

En este sentido, RODRIGUEZ-ARANA (12) ha afirmado que la existencia de
la mediacién en el Derecho Administrativo se centra en la tesis de la com-
plementariedad, pues no se trata de sustituir al poder judicial, que siempre
tendrd la Gltima palabra como instancia de control juridico de la actividad
administrativa, refiriéndose a tales efectos a la citada sentencia 217/1992
del Tribunal Constitucional.

Por su parte, Gi-RoBes (13) ha mantenido que, la compatibilidad de la
mediacién con la reserva de jurisdiccion prevista para el juez estatal en el
articulo 117 de la Constitucién ha sido afirmada por la doctrina del Tribunal
Constitucional al declarar la compatibilidad con el derecho a la tutela judicial
efectiva de la exigencia de trdmites previos al proceso, como son los de con-
ciliacién o de reclamacién administrativa previa.

(12) J. Rodriguez-Arana Mufoz (2011:479).
(13) A. GilRobles Gil-Delgado (2012:43).
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Por ofra parte, la Sentencia del Tribunal Constitucional 176/1996, de 11
de noviembre, en su Fundamento de Derecho cuarto, establece que:

«[...] no cabe entender que, por el hecho de someter voluntariamente determi-
nada cuestién litigiosa al arbitraje de un tercero, quede menoscabado y padezca el
derecho a la tutela judicial efectiva que la CE reconoce a todos. Una vez elegida
dicha via ello supone tan sélo que en la misma ha de alcanzarse el arreglo de las
cuestiones litigiosas mediante la decisién del arbitro y que el acceso a la jurisdiccién
legalmente establecido serd sélo el recurso por nulidad del L.A. y no de cualquier
ofro proceso ordinario en el que sea posible volver a plantear el fondo del litigio
tal y como antes fue debatido en el proceso arbitral».

Si bien se trata de un pronunciamiento relativo a arbitraje, el mismo
puede resultar de aplicacién en el mismo sentido a la mediacién, por cuanto
establece que cuando una de las partes se somete voluntariamente a un ADR,
no puede entenderse existencia de vulneracién alguna en su derecho a la tutela
judicial efectiva, consagrado por el articulo 24 de la Constitucién Espafola.
Asi, formalizado un acuerdo de mediacién, ninguna de las partes podrd venirse
contra el mismo, aduciendo una presunta vulneracién del derecho fundamental,
de acuerdo con la doctrina del Tribunal Constitucional.

Por Gltimo, debemos hacer referencia al Auto del Tribunal Constitucional
206/2005, de 10 de mayo, relativo al asunto de la indemnizacién en materia
de responsabilidad patrimonial a los afectados por la rotura de la Presa de
Tous, que afirma que:

«Seguin se ha dejado anotado en los antecedentes, el Auto de planteamiento
considera que el controvertido convenio transaccional es, conforme a lo dispuesto
con cardcter general en el art. 88 LPC ( RCL 1992, 2512, 2775 y RCL 1993,
246), y, de modo particular, por el Reglamento de los procedimientos de las
Administraciones Piblicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado
por Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo ( RCL 1993, 1033, un supuesto de
terminacién convencional del procedimiento administrativo de declaracién de res-
ponsabilidad patrimonial. Es, por tanto, en el criterio del Juzgado proponente, una
forma alternativa y sustitutiva del ejercicio de potestades administrativas mediante
el dictado de actos unilaterales y al mismo tiempo tiene una naturaleza mixta de
convenio transaccional conforme al art. 1809 CC (LEG 1889, 27).

Con arreglo a este punto de partida, como también antes se ha recordado,
el Auto de planteamiento concluye que la renuncia al ejercicio de acciones a que
fuerzan los preceptos legales cuestionados como requisito imprescindible para
poder convenir es “un obstdculo injustificado en el acceso a la jurisdiccién”, que
excluye del control jurisdiccional el convenio transaccional, vulnerando asi los arts.
24.1y 106.1 CE (RCL 1978, 2836). En definitiva, el Auto considera que no resulta
constitucionalmente admisible que dicho acuerdo indemnizatorio quede excluido del
control jurisdiccional, cuando es incuestionable que el acto administrativo que pone
fin al correspondiente procedimiento en materia de responsabilidad patrimonial
queda sujeto a dicha revisién.
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A poco que se observe, hay ciertamente en esta forma de razonar muy
significadas quiebras que impiden a limine compartir las mencionadas dudas de
constitucionalidad.

En primer lugar porque, como acertadamente pone de manifiesto el Fiscal
General del Estado, el Juzgado proponente parte del entendimiento erréneo de
que los convenios transaccionales previstos en los preceptos legales cuestionados
tuvieron cardcter imperativo para los afectados por la rotura de la presa de Tous.
Nada mds lejos de la realidad, pues los convenios no tuvieron cardcter obligato-
rio para los damnificados, sino que se traté de una opcién ofrecida por la Ley a
la que aquéllos libre y voluntariamente podian acogerse, como de hecho asi lo
hicieron muchos de ellos, entre ellos el demandante en el proceso a quo, en tanto
que otros afectados prefirieron no acogerse al convenio indemnizatorio con importe
mdximo resarcible y aguardar al resultado final del proceso penal. En definitiva, el
convenio fransaccional era una opcién a la que voluntariamente podian acogerse
los afectados por la catdstrofe, a cambio de renunciar a ulteriores reclamaciones
judiciales, con el riesgo de incertidumbre que supone su resultado tanto para la
Administracién como para los damnificados.

Por otra parte —importa insistir en ello, porque asi se desprende incontroverti-
blemente del tenor literal de los preceptos legales cuestionados—, hay que subrayar
que con la firma del convenio transaccional el interesado a lo Gnico que renuncia
es a inferponer “toda reclamacién indemnizatoria” contra la Administracién, “sea
por via judicial o extrajudicial”; esto es, por via penal, si la responsabilidad civil es
la subsidiaria prevista en el Cédigo Penal ( RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777),
o por via administrativa, si la responsabilidad civil es la ordinaria y directa de la
Administracién Piblica que regula la LPC (RCL 1992, 2512, 2775 y RCL 1993, 246).

Tal renuncia cabalmente nada tiene que ver con renunciar al control juris-
diccional de la actividad administrativa (art. 106.1 CE [ RCL 1978, 2836] ) o,
dicho subjetivamente, con renunciar al derecho a la tutela judicial efectiva del
art. 24.1 CE y, en su consecuencia, con renunciar a impugnar judicialmente el
convenio transaccional, y que es, sin embargo, lo que equivocadamente subyace
en el razonamiento del Auto de planteamiento de la cuestién, que confunde y
equipara la renuncia a la accién indemnizatoria, sea por via administrativa o
judicial, con la renuncia a la accién impugnatoria contra la decisién dictada en
el correspondiente procedimiento».

Por tanto, el Tribunal Constitucional afirma en primer lugar la validez de

los acuerdos adoptados con la Administracién, en tanto que fueron los mismos
voluntarios, y por otro lado reconoce la posibilidad de revisién judicial de los
mismos, que en ningun caso quedan excluidos de la revisién jurisdiccional que
corresponde a cualquier actuacién administrativa.

lll. LA MEDIACION INTRAJUDICIAL ADMINISTRATIVA

Resulta paradigmdtico en este campo el reciente y ya sonado Auto de la

Sala de lo Contencioso-Administrativo de Galicia de 8 de febrero de 2019,
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que homologando un acuerdo de mediacién sobre la ejecucién definitiva de
una sentencia que condenaba al derribo parcial de un edificio, afirma que:

«la mediacién administrativa como sistema alternativo de resolucién de con-
flictos encuentra encaje en nuestra Constitucién como expresién de la libertad
personal y de la justicia como valores superiores de nuestro ordenamiento juridico
(art. 9.1 y 10.1 CEJ. En este sentido no existe precepto que se oponga a la
mediacién, porque el principio de libertad en el que se apoya esta figura supera
las fundamentaciones a través de las cuales opera el poder judicial en virtud
de lo dispuesto en los articulos 24 y 117 CE, y como ha sefalado el Tribunal
Constitucional respecto al principio de tutela judicial efectiva, no es un derecho
de libertad ejercitable sin mds directamente a partir de la Constitucién, sino un
derecho prestacional, solo ejercitable por las causas procesales existentes y con
sujecién a su concreta ordenacién legal (SAN 2394/2009, Sentencia STSJ ICAN
2929/1988. STS 5193/2011 y SAN 2394/2009).

SEGUNDO.- La mediacién intrajudicial estd recogida implicitamente en el
articulo 77 de la ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdiccién
Contencioso-Administrativa (LICA), y la mediacién administrativa estd prevista los
articulos 86 y 112 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Admi-
nistrativo Comdn de las Administraciones Publicas.

La coexistencia de la mediacién con la reserva de jurisdiccién prevista para el
juez estatal en el articulo 117 de la CE ha sido afirmada por la doctrina del Tribunal
Constitucional al declarar la compatibilidad del derecho a la tutela judicial efectiva
con la exigencia de trémites previos al proceso, como son los de conciliacién o
de reclamacién administrativa previa (STC 217/1991, de 14 de noviembre, que
cita en su texto por todas, la STC 60/1989 y 162/1989 ).

Y, asi las cosas, ante todo, conviene deslindar el instituto de la mediacién
intrajudicial y su utilizacién en trance de ejecucidn de sentencia pues, a diferencia
de ofras instituciones del Derecho, como acuerdos, convenios, acciones de renuncia
y otras semejantes, la mediacién intrajudicial, como su propio nombre indica, es
un procedimiento que se desarrolla en el seno del proceso y que controla desde
su inicio el juez o fribunal, al punto de que solamente mediante la resolucién
de uno u ofro se abre dicho procedimiento mediante previa resolucién y ulterior
comparecencia, bien de oficio o a instancia de todas o una de las partes, como
acontece en el presente caso».

Y afirma el citado Auto asimismo que:

«se hace necesario subrayar que la utilizacién del instituto de la mediacién
no es original en este proceso ni una novedosa técnica que la seccién segunda,
primero, y ahora la Sala, utilizan. Es de destacar como antecedentes que pueden
mencionarse supuestos en los cuales la ejecucién sustitutoria de la sentencia y no
“in natura” recupera las exigencias del interés general y de la justicia. Y debemos
de comenzar la resefia de tales alternativas —no exhaustiva— por un supuesto
similar al que nos ocupa, tanto en relacién con el signo final de la ejecucién como
en la ratio temporal de lo resuelto por el Tribunal Supremo, supuesto que es el
asunto de la Biblioteca Piblica de Las Palmas, cuya demolicién sin remedio resulté
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tanto de lo resuvelto por la sala territorial, como por el Tribunal Supremo, incluso
agotando todas las vias merced a la intervencidn del Tribunal Constitucional. Y
es asi que la Disposicién adicional sexagésimo novena de la ley 48/2015, de
29 de octubre, de Presupuestos Generales del Estado para el afio 2016, bajo la
rébrica “Declaracién de utilidad piblica e interés social en relacién con la Biblio-
teca Piblica de Las Palmas” declaré lo siguiente: “Se declara la utilidad piblica e
interés social de la expropiacién de los derechos de ejecucidn de las resoluciones
jurisdiccionales relacionadas con la demolicién de la Biblioteca Piblica del Estado
en Las Palmas de Gran Canaria, atendiendo a la titularidad publica del solar y de
la construccién, a su calificacién legal como bien de interés cultural y a su afecta-
cién a la preservacién de la igualdad de todos los ciudadanos en las condiciones
de acceso a la cultura y al derecho a la educacién, a los efectos previstos en la
ley de 16 de diciembre de 1954, de expropiacién forzosa”. Debemos pensar,
de este modo, si el legislador ha optado por incumplir abiertamente la sentencia
recurriendo al instituto expropiatorio y proponiendo como inejecucién de la misma
una indemnizacién a favor de los expropiados por los cauces de la legislacién
especifica de la expropiacién. Y la respuesta, evidentemente, ha de ser negativa:
la dnica conclusién es que el legislador ha contemplado la satisfaccién del interés
general de la justicia y de la ejecucién de sus resoluciones en funcién de los inte-
reses generales concurrentes de suerte que la situacién juridica objeto del recurso
contencioso-administrativo queda reparada igualmente. Y para ello ha acudido
igualmente a las posibilidades que ofrece el articulo 18.2 LOPJ.

Pueden citarse, igualmente, el proceso de mediacién que resuelve el con-
tencioso denominado “asunto Decathlon” entre el Ayuntamiento de Telde y parti-
culares, por ocupacién de terrenos de estos, también en ejecucién de sentencia,
que se resuelve en una indemnizacién a favor de estos, homologado por auto de
31/7/2015, del Juzgado de lo contencioso Administrativo nimero 3 de las Palmas
de Gran Canaria. O el conocido como asunto “Club Lanzarote” que, igualmente
con el instituto de la mediacién intrajudicial resuelve el contencioso con el Con-
sejo Insular Aguas de Lanzarote, acuerdo de mediacién homologado por auto del
mismo Juzgado nimero 3 de Las Palmas de Gran Canaria de fecha 7/11/17. Y,
mds aun, el auto de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Canarias —sede Las Palmas— de fecha 21/4/2016 (recurso de
apelacién 104/15, procedente del procedimiento ordinario ante el Juzgado de lo
Contencioso-Administrativo nimero 4».

Por ofra parte, resulta pertinente referirnos a la sentencia de la Sala Tercera

del Tribunal Supremo de fecha 20 de diciembre de 2017 (rec. 1715/15),
que realiza una interpretacién restrictiva del principio dispositivo en materia
de medios alternativos de resolucién de conflictos en materia administrativa.
La referida sentencia expone que:

«con cardcter general, el desenvolvimiento del arbitraje en la relacién juridica
de Derecho Piblico tropieza con un obstdculo dificilmente salvable cuando se
enfrenta a los principios de legalidad e indisponibilidad de las potestades admi-
nistrativas. La Administracién Piblica, vinculada constitucionalmente a una regla
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de sometimiento pleno a la Ley y al Derecho (arts. 9, apartados 1°y 3° y 103
CE) no puede disponer ni transigir sobre la aplicacién de las normas que rigen su
actuacién salvo en la medida que esas mismas normas lo permitan.»

«(...] Esto es asi porque el principio dispositivo (inherente a la transaccién y el
arbitraje) termina donde comienza la vinculacién indisponible al Derecho imperativo
al que la Administracién no puede dejar de sustraerse (expresién grdfica de esta
regla es, v.gr., el articulo 86 de la ley 39/2015, de Procedimiento Administrativo
Comun de las Administraciones Piblicas, que establece gréficamente que las Admi-
nistraciones Péblicas podrdn celebrar acuerdos, pactos, convenios o contratos con
personas tanto de Derecho piblico como privado, “siempre que no sean contrarios
al ordenamiento juridico ni versen sobre materias no susceptibles de transaccién”)»

« (...] Y esto que se acaba de decir también no es sélo predicable de la rela-
cién juridica de Derecho Publico, sino que también se proyecta sobre las relaciones
de Derecho Privado de la Administracién, porque también en dichas relaciones la
presencia e intervencién de la Administracién impone la toma en consideracién
de principios y reglas especificos, no extensibles al régimen comin, como los de
interdiccién de la arbitrariedad y consiguiente control de la actuacién discrecional (
art. 9.3 CE ), servicio a los intereses generales, objetividad y legalidad ( art. 103.1
CE ). Toda actividad administrativa —también la que se desenvuelve en régimen de
Derecho privado— se encuentra siempre y por principio tedida por la finalidad del
interés general, y eso determina que la definicién y la dinémica de esa relacién
no puede ser nunca idéntica a la que se aplica en las relaciones estrictamente
particulares. Al contrario, la intervencién de la Administracién Piblica en el tréfico
juridico, tanto piblico como privado, precisard siempre de un substrato juridico
que salvaguarde eficazmente la subsistencia de esos principios generales consti-
tucionalmente garantizados, que, en ofro caso, podrian no verse suficientemente
protegidos, con perjuicio dltimo para la sociedad a la que la Administracién sirve.»

No parece que la citada sentencia del Alto Tribunal sea acorde con las
actuales tendencias jurisprudenciales y doctrinales de dar mayor alcance a
los ADR en general y a la mediacién en particular, ya que el razonamiento
de la referida sentencia chocaria con las propias conclusiones y alcance de
las recomendaciones del Consejo General del Poder Judicial al respecto (14).
En este sentido, consideramos que la interpretacién del principio de legalidad
administrativa de un modo tan formalista, hace de dificil encaje cualquier
instrumento de participacién de los ciudadanos en la adopcién de decisiones
por parte de la Administracién Piblica.

En tal caso, como ha puesto de manifiesto Garcia De 1A Rosa (15), la
prevalencia de una interpretacién del principio de legalidad de acuerdo con

(14) Véase el Protocolo de mediacién contencioso-administrativa, que forma parte de
la Guia para la practica de la mediacién intrajudicial aprobada por el Consejo General del
Poder Judicial.

(15) C. Garcia de la Rosa (2018:18).
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la sentencia citada vendria a confirmar el cardcter residual de los métodos
paccionados de solucién de controversias en el dmbito de la jurisdiccién
contencioso-administrativa.

IV. NATURALEZA DE LOS ACUERDOS ADMINISTRACION-ADMINIS-
TRADO

Al respecto de la naturaleza del acuerdo entre la Administracién y el
administrado, la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del

Tribunal Supremo 6097/2003, de 7 de octubre, afirma que:

«la terminacién convencional no configuraria un acto administrativo, de
cardcter esencialmente unilateral, sino que nos hallariamos ante un contrato o
convenio por ser fruto de varias voluntades, como entiende la Ley de Contratos de
las Administraciones Piblicas».

Por su parte, la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de las Islas Canarias 2929/1998, de 7 de septiem-
bre, resolviendo la impugnacién de una terminacién convencional, conforme
articulo 88 de la Ley 30/1992, suscrita entre el Alcalde del Ayuntamiento de
Agiimes y un particular para resolver las diferencias entre ambas partes en
relacién con los invernaderos propiedad de este dltimo en la Playa de Vargas.
Expone en su Fundamento Juridico segundo:

«El Convenio impugnado no es una mera declaracién de intenciones, sino
un auténtico contrato o convenio, una declaracién de voluntades con la finalidad
de poner fin a un conflicto entre Administracién y un particular. En él las partes
se comprometen a realizar determinadas actuaciones, algunas muy concretas y
ciertas, lo que no es ninguna declaracién de intenciones sino un compromiso
firme y definitivo. Estas estipulaciones no son mera exposicién de intenciones, sino
auténticas declaraciones de voluntad vinculantes. No se puede entender como acto
de tramite excluido de impugnacidn, sin perjuicio de la eventual repercusién que
tendria su anulacién sobre el acto de la Comisién de Gobierno, pues de ser el
impugnado nulo, el de esta quedaria vacio de contenidos.

Garcia DE ENTERRIA y FERNANDEZ RODRIGUEZ (16) encajan esta figura en los
llamados convenios de la Administracién y mds concretamente entre los «con-
venios Administracién—administrados». La razén de albergar la figura de los
convenios en los procedimientos administrativos y, en general, la terminacién
convencional, entre estos convenios administrativos es porque «tal calificacién
genérica viene a limitarse a poco mds que ofrecer una etiqueta comin a un

(16) E. Garcia De Enterria y T.R. Ferndndez Rodriguez (2017:671 vy ss.).
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conjunto de figuras institucionales que inmediatamente parece preciso dife-
renciar por su régimen; esa feoria abstracta de la actividad multilateral de la
Administracién, entendida como teoria de los convenios de la Administracién,
se reduce de hecho a una delgadisima capa de teoria general, que en realidad
viene a ser predominantemente descriptiva, puesto que la sustancia institucional
verdadera hay que ir necesariamente a buscarla en cada uno de los tipos
diferentes aglutinados en el seno de esa etiqueta abstractax.

A este respecto, se ha pronunciado DeL Oimo Alonso (17), en el sentido
de que en «relacién con la naturaleza del acuerdo alcanzado por las partes
tras un procedimiento de mediacién, conciliacién o transaccién, nos encontra-
mos ante un pacto o convenio, es decir, un negocio juridico bilateral que, al
haber sido firmado voluntariamente por las partes, deberd cumplirse en todos
sus términos, siempre que sea conforme al interés piblico y al ordenamiento
juridico vigente, pudiendo las partes instar su ejecucién como vamos a ver
a continuacién. En todo caso, estos arreglos deben constar por escrito en
documento administrativo, a efectos de facilitar su prueba ante eventuales
conflictos que puedan surgir. Lo mismo sucede con los acuerdos por los que
las partes voluntariamente deciden someter la solucién del problema a un
procedimiento de transaccién, conciliacién o mediacién, ya que en ellos se
determinan las condiciones y reglas de las negociaciones que pueden llevar
a ese compromiso final».

V. REQUISITOS DEL ACUERDO DE MEDIACION

En relacién con los requisitos que viene exigiendo la jurisprudencia para
la homologacién de los acuerdos entre la Administracién y los administrados
en via contencioso-administrativa, podemos apreciar la evolucién en las reso-
luciones de los tribunales, partiendo de una posicién tradicional o restrictiva
con respecto al dmbito objeto de la mediacién intrajudicial, y acercandose
a perspectivas mas amplias y proclives a la admisién de la mediacién segin
se ha descrito.

Asi, la Sentencia nim. 853/1998 de 7 septiembre, de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Islas Canarias, en
su Fundamento Juridico Tercero afirma que,

«Estima la Administracién demandada que la posibilidad de poner fin a un
procedimiento administrativo mediante la terminacién convencional es una posi-
bilidad recogida en el articulo 88 de la [RI-PAC (RCL 1992\2512, 2775 y RCL
1993\246) y que el acverdo recurrido cumple los requisitos de no ser contrario
al ordenamiento juridico ni versa sobre materias no susceptibles de transaccidn.

(17) ). Del Olmo Alonso, J. (2004:322).
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Nos resulta dificil compartir esta opinién cuando en el acuerdo se compro-
mete el Ayuntamiento a otorgar una licencia de obras o éste renuncia a ejercer la
potestad sancionadora en materia urbanistica respecto de determinados inmuebles;
sin necesidad de estudiar cémo se pueden dar por ciertos determinados extremos
sin que en autos existan elementos suficientes para su constatacién. la realidad
sélo puede ser una.

Hemos de recordar la STS 30 abril 1979 (R) 1979\1592), donde se afirma
con rotundidad que estdn fuera del tréfico juridico las potestades administrativas de
ejercicio rigurosamente reglado, como las dos enunciadas, por lo que no pueden
ser objeto de convenio. Sélo en casos de habilitaciones legales especificas, cuando
el interés publico y las circunstancias concurrentes determinen que la atribucién a
la Administracién de la correspondiente potestad sea con el suficiente grado de
discrecionalidad, resultard posible la terminacién convencional que se refiere el
articulo 88 Ley de Procedimiento Comuin».

Y en ese sentido la Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo

3509/2007, de 18 de abril, que en su Fundamento Juridico primero establece

que:

«El articulo 88 de la Lley 30/1992 solamente permite la terminacién conven-
cional del procedimiento administrativo cuando el respectivo pacto o acuerdo no
sea contrario al ordenamiento juridico ni recaiga sobre materias no susceptibles
de transaccidn y tengan por objeto satisfacer el interés publico encomendado a la
Administracién actuante, con el alcance, efectos y régimen juridico especifico que
en cada caso prevea la disposicién que lo regules.

Sin embargo, en resoluciones mds recientes, podemos ver como se estd

evolucionando hacia posiciones mucho mds proclives a la admisién de los ADR
en los acuerdos Administracién-administrado, y en concreto para la mediacién,
como es el caso del Auto de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de las Islas Canarias de 21 de abril de 2.016,
que afirma que:

326

«la cobertura de la mediacién en nuestro sistema procesal en el orden conten-
cioso-administrativo, como medio de solucién de conflictos judiciales, se encuentra
en el articulo 77 de la ley jurisdiccional, en el que encuentran encaje diversas
férmulas con el denominador comin del acuerdo o pacto con la finalidad de dar
por terminado el conflicto judicial, cuyo tenor literal es el siguiente: “1. En los pro-
cedimientos en primera o Unica instancia, el Juez o Tribunal, de oficio o a solicitud
de parte, una vez formuladas la demanda y la contestacién, podrd someter a la
consideracién de las partes el reconocimiento de hechos o documentos, asi como
la posibilidad de alcanzar un acverdo que ponga fin a la controversia, cuando
el juicio se promueva sobre materias susceptibles de transaccién y, en particular,
cuando verse sobre estimacién de cantidad. Los representantes de las Administra-
ciones publicas demandadas necesitardn la autorizacién oportuna para llevar a
efecto la transaccidn, con arreglo a las normas que regulan la disposicién de la
accién por parte de los mismos.
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2. El intento de conciliacién no suspenderd el curso de las actuaciones salvo
que todas las partes personadas lo solicitasen y podrd producirse en cualquier
momento anterior al dia en que el pleito haya sido declarado concluso para
sentencia.

3. Si las partes llegaran a un acuerdo que implique la desaparicién de la
controversia, el Juez o Tribunal dictard auto declarando terminado el procedimiento,
siempre que lo acordado no fuera manifiestamente contrario al ordenamiento juri-
dico ni lesivo del interés publico o de terceros”. Lo cierto es que la cobertura intrin-
seca de la utilizacién de la mediacién se encuentra en esa posibilidad de acuerdo
derivada de la intervencién de un mediador que da una respuesta, aceptada por las
partes, en un conflicto que supone la desaparicién de la controversia, sin importar
la instancia, siempre que lo acordado “no fuera manifiestamente contrario al orde-
namiento juridico ni lesivo al interés publico o de terceros”, y, en el caso, se trata
de un acuerdo que entra de lleno en aquellas materias susceptibles de fransaccidn,
en cuanto referido a las consecuencias de la resolucién de un contrato de concesidn
de obra piblica unido a la construccién y explotacién de un parking, respecto al
cual el propio Ayuntamiento en las consideraciones juridicas que preceden a la
aceptacién del acuerdo de mediacién intrajudicial, ademds de poner de relieve
la “inequivoca” voluntad de las partes de llegar a un acuerdo, explica que “En
cuanto al interés general de la resolucién contractual y recuperacién de las insta-
laciones objeto de la concesidn, indicar que el mismo es evidente por cuanto que
la concreta pieza de suelo municipal ha sido ordenada de forma pormenorizada
por el Decreto90/2012, de 22 de noviembre, por el que se aprueba el Plan de
Modernizacién, Mejora el incremento de la Competitividad del Sector Turistico de
San Bartolomé de Tirajana-Maspalomas-Costa Canaria (PMM.SBT en adelante),
de manera que el desarrollo de tal actuacién pudieran quedar incluso fuera del
propio desarrollo de las estipulaciones estrictas dela concesién administrativa {..)".

En ofro apartado se afade que “(..] Ya la resolucién de mutuo acuerdo fue
propuesta por el propio servicio de patrimonio, bajo premisas muy semejantes
a las acordadas, y en el presente caso, las mismas han surgido a través de un
mediador imparcial designado bajo la tutela judicial que garantizan ain mds el
acierto y oportunidad del acuerdo |(..)".

Se explicita, por tanto, un interés piblico, como razén de la actuacién admi-
nistrativa que frasciende, incluso, de los términos en los que se desarrolla el con-
flicto judicial pero que, en cualquier caso, y esto es lo decisivo, permite dar por
terminado dicho conflicto latente en cuanto no existia sentencia firme y estaba
en fase de recurso de apelacién cuando se sometié a mediacién, sin que, como
antes dijimos, nada impida que dicho instrumento de solucién del conflicto sea
utilizada en segunda instancia o, incluso en ejecucién de sentencia, cuando la
materia objeto del acuerdo lo permita conforme a una interpretacién integradora
de la normativa procesal.

Esta esta la conclusién a la que ya llegé el Tribunal Supremo en Auto de 7 de
abril de 2.003 ( recurso 1197/2000), en relacién a la terminacién convencional
de un proceso en fase de recurso de casacién, y cuyo Fundamento Juridico Unico
advierte que “la cuestidén planteada, en torno a la admisibilidad o inadmisibili-
dad, ya en el trdmite del recurso de casacién, de lo que las partes denominan
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‘terminacién transaccional’, puede resolverse en sentido afirmativo partiendo de
la base de que el art. 77 de la Ley de esta Jurisdiccién —aunque referido a los
procedimientos en primera o Unica instancia entre ofros modos de terminacién
del procedimiento— puede entenderse aplicable cuando, como aqui, se halla en
trémite de recurso de casacién, si se tiene en cuenta que, en definitiva, significa
la transaccién un ‘acverdo que implique la desaparicién de la controversia’”.

Dicha conclusién es plenamente aplicable a un supuesto de terminacién del
proceso por mediacién, en cuanto férmula, con perfiles propios, de terminacién
convencional y, por tanto, idénea para la desaparicién de la controversia judicial
en aquellas materias en las que la legislacién procesal lo permite».

O el todavia mds reciente Auto del Juzgado de lo Contencioso-Adminis-
trativo N° 3 de Las Palmas de Gran Canaria de 7 de noviembre de 2017,
en el que en un recurso contencioso-administrativo dirigido contra el Decreto
17/16, dictado por el Consejo Insular de Aguas de Lanzarote interpuesto por
la mercantil Club Lanzarote, S.A, por el que se desestiman las alegaciones
de su representada y se declara la extincién y revocacién de la autorizacién
otorgada mediante Decreto 66/04, se homologa en acuerdo a tres bandas
entre una sociedad mercantil promotora de un Plan Parcial, el Consejo Insular
de Aguas de Lanzarote y el Consorcio de Aguas de la misma Isla, mediante el
que se hacen reciprocos reconocimientos, incluso obligdndose la Administracién
actuante a elevar al Gobierno de Canarias y a su Consejeria de Agricultura,
Ganaderia, Pesca y Aguas, el presente acuerdo transaccional, a los efectos de
la resolucién de los recursos de reposicién interpuestos por CLUB LANZAROTE,
S.A., contra las resoluciones recaidas en el expediente sancionador 1146-AG.
Asimismo, quedard sin objeto el expediente iniciado mediante resolucién de 31
de octubre de 2016, del Presidente del Consejo Insular, relativo a la revoca-
cién de la autorizacién para la produccién de agua de la planta depuradora
y denegacién de la solicitud de prérroga, expediente 1169-AG, y a cambio
de que la entidad mercantil recurrente desista de diversos procedimientos
judiciales ya abiertos (18).

(18) Transcribimos la totalidad de Acuerdo de Mediacién por su indudable interés:
«Dejar sin efecto y por tanto anular el Decreto 17/2016 del Sr. Presidente del Consejo Insular
de Aguas de Lanzarote, Presidente a su vez del Cabildo Insular de dicha isla, decayendo pues
por satisfaccién extraprocesal el recurso contencioso-administrativo 190/2016, que se sigue
ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nimero 3 de Las Palmas de Gran Canaria,
con la particularidad de que serd el Consorcio de Aguas de Lanzarote el ente que lleve a
cabo el abastecimiento domiciliario y depuracién de aguas en la urbanizacién Montafia Roja,
con la asuncién por Club Lanzarote, S.A. de las obligaciones que se detallan a continuacién.

La entidad CLUB LANZAROTE S.A. como urbanizadora del Plan Parcial Montafia Roja, serd
la responsable, a todos los efectos, de producir y transportar el agua en la Urbanizacién Mon-
tafia Roja hasta los contadores generales de cada complejo, hotel o urbanizacién de la misma.

La entidad CLUB LANZAROTE S.A. serd la responsable de la gestién de la red de sanea-
miento y de depuracién del agua residual.
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La entidad CLUB LANZAROTE S.A. serd la responsable del mantenimiento y gestién de
la desaladora, la red y la depuradora de la urbanizacién de Montafia Roja.

La entidad CLUB LANZAROTE S.A. serd la responsable de realizar los enganches y
acometidas a la red correspondiendo el 50% de lo facturado al Consorcio Insular de

Aguas de Lanzarote.

La entidad CLUB LANZAROTE S.A. se obliga a asegurar una produccién minima en m3
de agua equivalente al consumo del Plan Parcial Montafia Roja, debiendo realizar, en su caso,
las inversiones y ampliaciones necesarias para ello, para lo que el CIAL se compromete a
autorizar cuantas ampliaciones sean pertinentes a tal fin.

La entidad CLUB LANZAROTE S.A. se obliga al riego de las zonas verdes y del futuro
campo de golf con la produccién de agua regenerada, por lo que el CIAL acuerda conceder
la renovacién de las autorizaciones concedidas en las resoluciones 02/01 y 74/01.

TERCERO.~ Por su parte, el Consejo Insular de Aguas de Lanzarote reconoce el derecho
de “CLUB LANZAROTE, S.A.” a la prérroga de la autorizacién otorgada mediante el Decreto
66/04, que fue solicitada por dicha mercantil en escrito con registro de entrada de 4 de
octubre de 2012. Dicha prérroga estard vigente hasta la completa recepcién de las obras de
urbanizacién por el Ayuntamiento de Yaiza.

CUARTO.- CLUB LANZAROTE, S.A. suministrard el agua al Consorcio de Aguas de Lanza-
rote en los contadores generales, siendo el Consorcio quien venderd el agua a los particulares,
encargando la gestién de la facturacion a CLUB LANZAROTE S.A. Por dicho servicio (produccién,
transporte, depuracién, facturacién y atencién al usuario) CLUB LANZAROTE S.A. ingresard la
facturacién integra, abonando en concepto de canon el 15% de lo facturado por el total de servi-
cios, excepto las conexiones que ya se ha establecido un reparto del 50% entre ambas entidades.
Este canon se abonaré de forma bimestral, a 30 dias una vez vencido el periodo de facturacién.

El canon se ha establecido tomando como base un precio en alta del Agua Potable a
2,03 &#8364;/m3, y 0,34 &#8364;/m3 de Saneamiento.

El canon deberd mantener su equilibrio econémico en los términos que fueron conside-
rados (costes para la produccién y tantos por ciento de precio industrial y precio residencial),
teniendo en cuenta el interés general y el interés de CLUB LANZAROTE S.A., por lo que se
liquidard de forma anual para adecuarlo al precio pactado.

QUINTO.- La entidad CLUB LANZAROTE S.A. podrd utilizar la desaladora para el
autoconsumo del hotel Natura Palace, propiedad de la misma asi como, cualquier otro con-
sumo propio de CLUB LANZAROTE S.A. (oficinas, hoteles, villas...). Del mismo modo, el riego
del futuro campo de golf y jardines del Plan Parcial procederd de la EDAR Montafia Roja,
igualmente como autoconsumo.

SEXTO.~ El Consorcio del Agua de Lanzarote facturard a través de CLUB LANZAROTE
S.A. a los usuarios y vecinos de la urbanizacién Montafia Roja a los mismo precios y en las
mismas condiciones que el resto de ciudadanos de la isla de Lanzarote.

SEPTIMO.- Que ambas partes consideran que han realizado una interpretacién razonable
de las normas, por lo que, tras la homologacién de este acuerdo de mediacién, presentardn
el mismo en los recursos que a continuacién se enumeran, poniendo de manifiesto que los
mismos han perdido su objeto por satisfaccién extraprocesal.

— Recurso de apelacién 280/2017 interpuesto por el Consejo Insular contra la Sentencia
de 26 de mayo de 2017, del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n°6 de Las Palmas
de Gran Canaria (PO 335/14)

— Recurso de apelacién 86/2017 interpuesto contra el Auto de 14 de noviembre de
2016, del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n® 6 de Las Palmas de Gran Canaria
(PO 335/14) que estima parcialmente el incidente de ejecucién de la STS) de Canarias que
acordé la cautelar.

— Recurso de apelacién 274/2016 que se sigue ante la Seccién Segunda del TS) de
Canarias, interpuesto contra la Sentencia del Juzgado de lo Contencioso— Administrativo
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Resulta evidente que la homologacién judicial de este acuerdo de media-
cién corresponde a una nueva sensibilidad en lo que respecta a la mediacién
en el orden jurisdiccional contencioso-administrativo. Resulta dificil pensar que
esta amplitud de miras, con varios intereses encontrados en juego, diversas
entidades, intereses y potestades administrativas en juego, hubiesen conducido

n° 4 de Las Palmas de Gran Canaria (PO 362/2014), que estimé parcialmente el recurso
interpuesto contra la resolucién 78/2014.

— Recurso de apelacién 254/2016 que se sigue ante la Seccién Segunda del Tribunal
Superior de Justicia de Canarias, interpuesto contra la Sentencia de 14 de junio de 2016,
recaida en el procedimiento ordinario 396/2014 que se sigui6 ante el Juzgado de lo Con-
tencioso-Administrativo n® 6 de Las Palmas de Gran Canaria.

— Recurso contencioso que se sigue ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n° 6
de Las Palmas de Gran Canaria (PO 536/15), contra el Decreto 64/15 de 14 de septiembre.

— Recurso contencioso que se sigue ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n®
1 de Las Palmas de Gran Canaria (PO 541/2015) contra el Decreto 79/2015.

— Recurso contencioso que se sigue ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n®
3 de Las Palmas de Gran Canaria (PO 190/2016) contra el Decreto 17/2016.

Por su parte CLUB LANZAROTE S.A., desistird del recurso de apelacién interpuesto contra
la Sentencia de 26 de octubre de 2016, dictada en el procedimiento ordinario 20/2015,
seguido ante el Juzgado de lo Contencioso Administrativo n® 3 de Las Palmas de Gran Canaria.

Asi mismo, también desistiré del recurso interpuesto contra el Decreto 149/2017, por
el que se desestima la reclamacién de Responsabilidad Patrimonial promovida por CLUB
LANZAROTE S.A., por los posibles dafios ocasionados por la incautacién de los elementos
del ciclo integral del agua de CLUB LANZAROTE S.A.

En coherencia con lo anterior, el CIAL también dejard sin efecto, los expedientes inicia-
dos, pendientes de resolucién administrativa, basados en la falta de autorizacién y/o titulo
habilitante para la produccién, venta y transporte de agua.

Las costas que se devenguen en los referidos procedimientos serdn soportadas por cada
parte.

OCTAVO.- De acuerdo con el exponendo segundo, las partes consideran que no existe
beneficio ilicito, ni dafio o perjuicio que puedan reclamarse mutuamente o respecto de terceros,
por ningdn concepto.

NOVENO.- El Consejo Insular de Aguas de Lanzarote elevard al Gobierno de Canarias
y a su Consejeria de Agricultura, Ganaderia, Pesca y Aguas, el presente acuerdo transac-
cional, a los efectos de la resolucién de los recursos de reposicién interpuestos por CLUB
LANZAROTE, S.A., contra las resoluciones recaidas en el expediente sancionador 1146-AG.
Asimismo, quedard sin objeto el expediente iniciado mediante resolucién de 31 de octubre
de 2016, del Presidente del Consejo Insular, relativo a la revocacién de la autorizacién para
la produccién de agua de la planta depuradora y denegacién de la solicitud de prérroga,
expediente 1169-AG.

DECIMO .- El presente convenio tendré validez hasta la complete recepcién de las obras
de urbanizacién del Plan Parcial Montafia Roja por el Ayuntamiento de Yaiza, conforme al
convenio firmado el 31 de julio de 2014, entre el Gobierno de Canarias, el Cabildo de
Lanzarote, el Ayuntamiento de Yaiza y Club Lanzarote S.A., en relacién a la aprobacién del
Plan General de Ordenacién Urbana de Yaiza.

Una vez realizada la completa recepcién de las obras de urbanizacién por el Ayunta-
miento de Yaiza, la gestién global y completa del servicio se realizard por el Consorcio del
Agua de Lanzarote».
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a la satisfaccién de las partes, si no fuera desde una nueva perspectiva mds
participativa de la jurisdiccién administrativa, mds de acuerdo a la posicién
central de la persona, y no de las instituciones, en la resolucién de los conflictos
de Derecho Piblico.

En lo relativo, al alcance del control judicial de los acuerdos de mediacién
por parte de los 6rganos judiciales, debemos referirnos de nuevo al citado
Auto de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de Galicia de 8 de febrero
de 2019, que afirma que:

«Desde el punto de vista procesal, y en el ejercicio del control del contenido
de los acuerdos, tampoco se pueden olvidar cudles son los limites de la fiscalizacién
por parte del érgano jurisdiccional competente para la ejecucién respecto a las
actuaciones que las partes desarrollen en esta fase con la finalidad declarada de
dar cumplimiento a la sentencia, en funcién de los acuerdos alcanzados.

No se trata de que el Tribunal haya de realizar de oficio, y prescindiendo de
las alegaciones y posicién procesal de las partes, un examen completo y exhaustivo
de la legalidad de las actuaciones inmediatas y futuras acordadas entre ellas con
el fin de ejecutar la sentencia, desde todas las perspectivas de andlisis posibles y
mediante su contraste con la totalidad del sistema de fuentes, sobre todo teniendo
en cuenta que se contempla una modificacién de planeamiento, que tendrd su
propia tramitacién y dard lugar a la aprobacién de la correspondiente disposicién
general, y que hasta ese momento final no concurririan las condiciones de ese
examen completo de legalidad de esa actuacién, y ain asi solo a instancia de
parte y en funcién de los concretos motivos que en su caso alguna parte legitimada
pudiera alegar en la via procesal procedente.

El objeto de control de la legalidad a realizar en este momento se debe pro-
yectar sobre el contenido los acuerdos —entendidos como derechos y obligaciones
reconocidos y asumidos por las partes— desde la perspectiva del articulo 77.3 en
relacién con los articulos 103 y 108 de la LRICA. Es decir, se trata de determinar si
la asuncién por las partes de esas obligaciones, y el reconocimiento por las mismas
de los derechos enunciados en los acuerdos, representa o no la quiebra manifiesta
del ordenamiento juridico o la lesién de intereses publicos y de terceros, y no de
realizar un control abstracto de la legalidad de la actuacién futura a la que se
obliga la Administracién en los acverdos alcanzados. Si se realizara de oficio en
este momento ese control abstracto y prescindiendo de las alegaciones, pretensiones
e infereses de las partes, explicitados en los acuerdos, ademds de poner en riesgo
el principio de congruencia, nos encontrariamos con el obstdculo que representan
los limites establecidos en el articulo 103.5 y 108.2 de la LRICA, y excederia del
cometido propio de la funcién jurisdiccional a desarrollar en fase de ejecucién de
sentencia, en el que el examen de los acuerdos alcanzados se debe realizar desde
la perspectiva de los citados articulos 103 y 108 y concordantes, es decir, desde la
consideracién, valorable a instancia de parte, de si se pretende o no eludir el cum-
plimiento de la sentencia, mediante la adopcién de acuerdos contrarios a la mismas.

En relacién al momento procesal para la adopcién del acuerdo entre las
partes, el articulo 77.2 de la LRJCA dispone que «El intento de conciliacién no
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suspenderd el curso de las actuaciones salvo que todas las partes personadas
lo solicitasen y podrd producirse en cualquier momento anterior al dia en que
el pleito haya sido declarado concluso para sentencia.

A este respecto, la sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de
fecha 23 de febrero de 2011 (rec. 4129/2006), que admite la posibilidad
de una transaccién intraprocedimental superado el limite que marca el art.

77.2 de LUCA, al dfirmar que:

«No parece dudoso conforme a lo dispuesto en el apartado 3° (del art. 77
LJCA), que las partes por si mismas puedan llegar a un acuerdo transaccional, qué
presentado ante el juez, ha de dar lugar a que éste dé por terminado el litigio».
De esta forma puede entenderse que lo que se somete al limite temporal prevenido
en el apartado segundo del art. 77 LJCA es la iniciativa judicial para incitar un
acuerdo entre las partes, sin perjuicio de la capacidad de éstas de alcanzar un
acuerdo por sus medios que permanece incélume hasta el mismo momento del
dictado de la sentencia o de la deliberacién y fallo».

VI. MEDIACION Y EJECUCION DE SENTENCIAS

Por 0ltimo, debemos referirnos a las resoluciones judiciales existentes en
materia de mediacién intrajudicial en la ejecucién de sentencias contencio-
so-administrativas. No es esta una cuestién pacifica, si bien la mayoria de
la doctrina entiende que es materia susceptible de mediacién, como sugiere
asimismo la Guia para la préctica de la mediacién intrajudicial del Consejo

General del Poder Judicial (19).

No han faltado tampoco voces criticas con respecto a la virtud de la
mediacién en este dmbito, como el caso de CHamorro OTTER (20), que ha
sefialado que «cabe preguntarse si en estos casos, en los que es evidente que
resulta necesario dar un impulso al proceso, el recurso a la mediacién es el
Unico medio de que se dispone para terminar con la situacién de inejecucidn.
Nuestro ordenamiento juridico cuenta ya con mecanismos legales como el
incidente de ejecucidn, aunque es cierfo que en muchas ocasiones se convierte
en un mero intercambio de alegaciones escritas sin descender a la realidad del
asunto; es posible también la celebracién de una vista en sede ejecutiva para
que las partes expresen la situacién en que se encuentra la ejecucién y que el
juez pueda orientar la ejecucidn de la sentencia; y, por dltimo, siempre estd

(19) Protocolo de Mediacién Contencioso-Administrativa, en la Guia para la préctica
de la Mediacién intrajudicial del Consejo General del Poder Judicial, que ha sido obra de
Gerardo Carballo Martinez: Asesor del Defensor del Pueblo que ha actuado como coordina-
dor. Esperanza Ramirez Eugenio: Magistrada. Juan Manuel Escanilla Pallas: Magistrado. Yeray
Alvarado-Garcia Garcia: Abogado.

(20) M. Chamorro Oter (2019:27).
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abierta la via de una negociacién extrajudicial entre las partes, sin precisar
la intervencién de un tercero para alcanzar el acuerdo.

Entendemos que se precisa voluntad administrativa para solucionar este
tipo de supuestos, lo que no se consigue simplemente por la intervencién de un
mediador, sino que se trata de una cuestidn interna de impulso administrativo,
que ha de solucionarse en el seno de cada Administracién Piblica, con el fin
de evitar los bloqueos e inejecuciones de los procesos».

Y que «Esta solucién se encuentra ya prevista en nuestro ordenamiento
juridico, contemplando el articulo 105 LJCA precisamente esta posibilidad, sin
que, por tanto, lamediacién suponga ninguna novedad al respecto».

Por su parte, MArTiN Diz (21) entiende que la mediacién intrajudicial puede
ser un complemento que integre el fallo judicial, en la ejecucién. A su vez,
Gamero CAsADO opina que la mediacién reduce la conflictividad judicial, ya
que el procedimiento tradicional es «susceptible de rebrotar con nuevos episo-
dios posteriores, o resultando incapaz de resolverlo de manera efectiva, por
dificultades en la ejecucién del fallo (22)».

En el mismo sentido, De. OwmMo ALONSO entiende que «La experiencia
prdctica ha demostrado como, en muchos casos (expropiaciones de terrenos
para construccién de grandes obras publicas, declaraciones de ruina, etc.), los
procesos judiciales, tanto en via de recurso como de ejecucién, se alargan sin
fin y la utilizacién de otros procedimientos complementarios hubiese evitado los
perjuicios ocasionados por la dilatacién en la solucién definitiva al problema.
Cuestiones técnicas, interpretacidn y ejecucién de contratos o convenios, y
ejercicio de potestades discrecionales son algunas de las materias en que
parece posible la utilizacién de procedimientos de transaccién, mediacién,
conciliacién o arbitraje» (23).

En este dmbito podemos traer a colacién el Auto de 31 de julio de 2015,
del Juzgado de lo Contencioso Administrativo nimero 3 de Las Palmas de
Gran Canaria, que homologa un acuerdo de mediacién en el contencioso
denominado «asunto Decathlon» entre el Ayuntamiento de Telde y particulares,
por ocupacién de terrenos de estos, también en via de ejecucién definitiva
de sentencia. A este respecto, podemos comprobar como efectivamente la
mediacién puede ser un cauce adecuado para la ejecucidn de sentencias con-
tencioso-administrativas, que, de ofra forma, y sin contar con la participacién
de las partes interesadas, hubiera sido francamente dificil llegar a una solucién
equitativa y conforme al interés general.

(21) F. Martin Diz (2018:255).
(22) E. Gamero Casado (2019:466).
(23) J. Del Olmo Alonso (2004:379).
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Respecto de la ejecucién definitiva de sentencias, debemos de nuevo citar
el ya celebre Auto de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Galicia de 8 de febrero de 2019 (24), por el que se

(24) Transcribimos el contenido de sus Fundamentos Juridicos por el elevado interés
del mismo en la materia:

PRIMERO.- La mediacién administrativa como sistema alternativo de resolucién de con-
flictos encuentra encaje en nuestra Constitucién como expresién de la libertad personal y de
la justicia como valores superiores de nuestro ordenamiento juridico ( art. 9.1 y 10.1 CE ).
En este sentido no existe precepto que se oponga a la mediacién, porque el principio de
libertad en el que se apoya esta figura supera las fundamentaciones a través de las cuales
opera el poder judicial en virtud de lo dispuesto en los articulos 24 y 117 CE, y como ha
sefialado el Tribunal Constitucional respecto al principio de tutela judicial efectiva, no es
un derecho de libertad ejercitable sin mds directamente a partir de la Constitucién, sino un
derecho prestacional, solo ejercitable por las causas procesales existentes y con sujecién a
su concreta ordenacién legal ( SAN 2394/2009, Sentencia STSJ ICAN 2929/1988. STS
5193/2011 y SAN 2394/2009).

SEGUNDO.- La mediacién intrajudicial estd recogida implicitamente en el articulo 77
de la ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdiccién Contencioso-Administrativa
(UCA), y la mediacién administrativa estd prevista los articulos 86y 112 de la Ley 39/2015,
de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Comin de las Administraciones Pdblicas.

La coexistencia de la mediacién con la reserva de jurisdiccién prevista para el juez esta-
tal en el articulo 117 de la CE ha sido afirmada por la doctrina del Tribunal Constitucional al
declarar la compatibilidad del derecho a la tutela judicial efectiva con la exigencia de tramites
previos al proceso, como son los de conciliacién o de reclamacién administrativa previa (STC
217/1991, de 14 de noviembre, que cita en su texto por todas, la STC 60/1989 y 162/1989).

Y, asi las cosas, ante todo, conviene deslindar el instituto de la mediacién intrajudicial y
su utilizacién en trance de ejecucién de sentencia pues, a diferencia de otras instituciones del
Derecho, como acuerdos, convenios, acciones de renuncia y ofras semejantes, la mediacién
intrajudicial, como su propio nombre indica, es un procedimiento que se desarrolla en el
seno del proceso y que controla desde su inicio el juez o tribunal, al punto de que solamente
mediante la resolucién de uno u otro se abre dicho procedimiento mediante previa resolucién
y ulterior comparecencia, bien de oficio o a instancia de todas o una de las partes, como
acontece en el presente caso.

Es asi que la seccién segunda de esta Sala, visto el estado de la ejecucién de la sentencia
y el nimero de afios transcurridos desde su dictado (casi 18) y desde el inicio del proceso
(22), sin alcanzar resultado alguno resolvid, a peticién de la representacién procesal del
Ayuntamiento de A Corufia, iniciar dicho procedimiento de mediacién intrajudicial ordenado,
importa destacar esto de modo esencial, a ejecutar la sentencia y no a inejecutarla.

Y dicha precisién es necesaria porque oftras instituciones juridicas diferentes sirven,
justamente, a esa inejecucién, por lo que en el presente caso ya debemos descartar que se
presente a la Sala un Acta de Mediacién que tienda a la inejecucién de la sentencia dictada
y, menos aun, a respaldar un acuerdo indemnizatorio a favor de la parte recurrente que se
proyecte en una renuncia a la accién ejercitada o a los derechos que la sentencia confiere.
De hecho se invoca el articulo 18.2 LOPJ que refiere en cualquier caso la necesidad de que
se adopten las medidas ordenadas a la mayor efectividad de la ejecutoria. No estamos, de
este modo, ante un acuerdo entre partes en el cual, mediante un intercambio econémico, se
aparenta una ejecucién que no es tal y traslada al erario publico las responsabilidades de la
sentencia. Esto es importante destacarlo, porque tal planteamiento no pasaria de ser vulgar y
reduccionista, dejando al margen el instituto principal de la mediacién.
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Afadidamente, el procedimiento de mediacién intrajudicial pivota, no sobre las peticiones
de las partes, sino sobre la intervencién del Mediador, quien dirige el proceso y canaliza en
su seno todas las propuestas hasta configurar el Acta final que respalda los acuerdos que se
someten a consideracién ahora de la Sala. En tal sentido, ha de destacarse la importancia de
esta figura y, en este procedimiento, el hecho de que la persona seleccionada como Mediador
haya ostentado la presidencia del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo configura un
valor afiadido pues ha de entenderse que dificilmente podria amparar pretensiones y, menos
ain, acuerdos que infringiesen de modo manifiesto los términos de la sentencia y sus conse-
cuencias, asi como el ordenamiento juridico. Pero, aunque asi fuera, siempre quedaria este
trémite que abordamos ahora en el que la Sala puede rechazar los términos de la mediacién
o devolver lo acordado al Mediador para que subsane algunos aspectos.

En el contexto anterior, el instituto de la mediacién surge en el seno de una ejecucién
de sentencia en la cual ya hemos de partir, naturalmente, de que si han transcurrido 18 afios
desde que la sentencia se dicta, sin que medie su ejecucién, se debe a las propias dificultades
e incidencias de la ejecucién, que ya comienzan por los términos del fallo de la sentencia en
la medida en que al anular una licencia de rehabilitacién y ordenar la demolicién o derribo
de lo construido a su amparo exigiria, in natura, la reposicién de lo edificado a su estado
anterior lo que, tras diversos incidentes resueltos por la Sala y el Tribunal Supremo, parece
llevarnos a que tal ejecucién in natura llevaria a demoler el edificio litigioso parcialmente,
hasta alcanzar la estructura anterior que adn permanece y, sobre ella, reconstruir nuevamente
el edificio anterior (antiguo edificio de Fenosa), hasta alcanzar una réplica del mismo cuya
legalidad conforme al PGOM actual, hasta donde permite conocer lo actuado, no estd acre-
ditada sin necesitar ulteriores legalizaciones, incluso modificaciones del Plan, cuando no la
propia demolicién de lo nuevamente construido.

Pues bien, a la vista de lo anterior, el uso de la mediacién intrajudicial ha sido la res-
puesta a la situacién concurrente, en resolucidn de la seccién segunda de esta Sala mediante
providencia de fecha 2 de octubre de 2018, que es hoy firme en Derecho, como quedd
expresado en los antecedentes y sobre la que no se puede volver, ni en esta resolucién ni en
ofra posterior. Y debemos decir que la eleccién no es desafortunada, pues no solo la imponian
las circunstancias concurrentes, sino que el Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo
General del Poder Judicial, en la pdgina web de este érgano constitucional, a propésito de la
clausura del Dia Europeo de la Mediacién reafirmaba el firme compromiso del Poder Judicial
con la calidad de la justicia y, por ello, «nuestro decidido apoyo a la mediacién, especial-
mente la intrajudicial, pues es nuestro haz propio de actuacién», finalizando su intervencién
sefialando que los esfuerzos del Consejo General del Poder Judicial continuaran avanzado
en esta materia, ya que la institucién estd convencida de que «la mediacién representa una
apuesta sélida por la mejora de la justicia y de la convivencia».

A partir de todo lo anterior, se hace necesario subrayar que la utilizacién del instituto de
la mediacién no es original en este proceso ni una novedosa técnica que la seccién segunda,
primero, y ahora la Sala, utilizan. Es de destacar como anfecedentes que pueden mencionarse
supuestos en los cuales la ejecucién sustitutoria de la sentencia y no «in natura» recupera las
exigencias del interés general y de la justicia. Y debemos de comenzar la resefia de tales
alternativas —no exhaustiva— por un supuesto similar al que nos ocupa, tanto en relacién
con el signo final de la ejecucién como en la ratio temporal de lo resuelto por el Tribunal
Supremo, supuesto que es el asunto de la Biblioteca Piblica de Las Palmas, cuya demolicién
sin remedio resulté tanto de lo resuelto por la sala territorial, como por el Tribunal Supremo,
incluso agotando todas las vias merced a la intervencién del Tribunal Constitucional. Y es asi
que la Disposicién adicional sexagésimo novena de la Ley 48/2015, de 29 de octubre, de
Presupuestos Generales del Estado para el afio 2016, bajo la ribrica «Declaracién de utilidad
pUblica e inferés social en relacién con la Biblioteca Piblica de Las Palmas» declaré lo siguiente:
«Se declara la utilidad publica e interés social de la expropiacién de los derechos de ejecucién
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de las resoluciones jurisdiccionales relacionadas con la demolicién de la Biblioteca Pdblica
del Estado en Las Palmas de Gran Canaria, atendiendo a la titularidad piblica del solar y
de la construccién, a su calificacién legal como bien de interés cultural y a su afectacién a
la preservacién de la igualdad de todos los ciudadanos en las condiciones de acceso a la
cultura y al derecho a la educacién, a los efectos previstos en la Ley de 16 de diciembre de
1954, de expropiacién forzosa». Debemos pensar, de este modo, si el legislador ha optado
por incumplir abiertamente la sentencia recurriendo al instituto expropiatorio y proponiendo
como inejecucién de la misma una indemnizacién a favor de los expropiados por los cauces
de la legislacién especifica de la expropiacién. Y la respuesta, evidentemente, ha de ser
negativa: la dnica conclusién es que el legislador ha contemplado la satisfaccién del interés
general de la justicia y de la ejecucién de sus resoluciones en funcién de los intereses generales
concurrentes de suerte que la situacién juridica objeto del recurso contencioso-administrativo
queda reparada igualmente. Y para ello ha acudido igualmente a las posibilidades que ofrece
el articulo 18.2 LOPJ.

Pueden citarse, igualmente, el proceso de mediacién que resuelve el contencioso deno-
minado «asunto Decathlon» entre el Ayuntamiento de Telde y particulares, por ocupacién de
terrenos de estos, fambién en ejecucién de sentencia, que se resuelve en una indemnizacién
a favor de estos, homologado por auto de 31/7/2015, del Juzgado de lo contencioso
Administrativo nimero 3 de las Palmas de Gran Canaria. O el conocido como asunto «Club
Lanzarote» que, igualmente con el instituto de la mediacién intrajudicial resuelve el contencioso
con el Consejo Insular Aguas de Lanzarote, acuerdo de mediacién homologado por auto del
mismo Juzgado nimero 3 de Las Palmas de Gran Canaria de fecha 7/11/17. Y, mds ain, el
auto de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Canarias
—sede Las Palmas— de fecha 21/4/2016 (recurso de apelacién 104/15, procedente del
procedimiento ordinario ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nimero 4.

TERCERO.- Dispone el articulo 77 de la LRJCA, en su apartado 1, que, en los procedi-
mientos en primera o Unica instancia, el Juez o Tribunal, de oficio o a solicitud de parte, una
vez formuladas la demanda y la contestacién, podrén someter a la consideracién de las partes
el reconocimiento de hechos o documentos, asi como la posibilidad de alcanzar un acuerdo
que ponga fin a la controversia, cuando el juicio se promueva sobre materias susceptibles de
transaccién y, en particular, cuando verse sobre estimacién de cantidad.

Dentro de este marco del articulo 77.1 de la LRICA, conviene puntualizar que el hecho
de que se trate de la ejecucién de una sentencia dictada en materia urbanistica, anulatoria
de una licencia de rehabilitacién de un inmueble, no es, en este caso, dbice para considerar
que la materia sobre la que las partes han llegado a un acuerdo es susceptible de transaccién,
ya que el objeto de los acuerdos no es la disposicién de la legalidad urbanistica, ni tampoco
la renuncia o desistimiento de la accién piblica dirigida a exigir la observancia de dicha
legalidad. No existe esa renuncia ni ese desistimiento, ni tampoco el objeto de los acuerdos
es compensar una inejecucién de senfencia que deje incélume la transgresién de la legalidad
que en su dia justificé el pronunciamiento judicial anulatorio de la licencia de rehabilitacién.

El objeto, contenido y finalidad de los acuerdos alcanzados entre las partes se sitda en
otro plano, el de la determinacién de los concretos medios y formas a través de los cuales se
va a ejecutar la sentencia, como cumplimiento por sustitucién o equivalente, con la finalidad
de preservar el bien juridico Gltimo objeto de tutela en este tipo de procedimientos, articulando
una determinada férmula para conseguir el restablecimiento de la legalidad urbanistica.

Por ello, no cabe apreciar que se haya vulnerado el articulo 77.1 de la LRICA, ya
que la solucién alcanzada no se incardina en el articulo 105.1 de la LRICA —supuesto que
impediria la homologacién, ya que contravendria la prohibicién de suspensién o inejecucién
total o parcial de la sentencia—. El texto de los acuerdos, tanto en su literalidad como en su
contenido sustantivo, se sitéa en ofro contexto, el propio de la discusién de cualquier incidente
de ejecucién de sentencia, como contenido propio del incidente regulado en el articulo 109 de
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la LRICA. Y es que lo que no es susceptible de transaccién es la exigibilidad de la observancia
de la legalidad urbanistica. La forma en que, en el caso concreto, se haya de restablecer esa
legalidad, dando cumplimiento a la sentencia que anulé la licencia de rehabilitacién, si es
una cuestién abierta a la discusién entre las partes y susceptible de que sobre la misma se
puedan alcanzar acuerdos, sin perjuicio de su ulterior control por el érgano judicial, con el
contenido y limites que enuncia el articulo 77.3 de la LRICA.

CUARTO.- Siendo cierto el principio general de que las partes estdn obligadas a cumplir
las sentencias en la forma y términos que en éstas se consignen ( articulo 103.2 de la LJCA
29/1998 ), y de que la prohibicién de inejecucién de sentencia es un principio imperativo e
irrenunciable, sobre el cual las partes carecen de poder de disposicién, no es menos cierto
que, de acuerdo con el articulo 109 de la LRICA 29/1998, la determinacién de la forma,
medios y procedimiento a seguir para la ejecucién de sentencia entrafia en algunas ocasiones
la necesidad de una ulterior labor de enjuiciamiento y decisién, encomendada por el legisla-
dor al érgano jurisdiccional que ha conocido del asunto en primera o Gnica instancia, como
4rgano competente para conocer de la ejecucién de sentencia.

La regulacién del incidente de ejecucién, con contenido decisorio propio, tras un pre-
vio trémite alegatorio de las partes, pone de manifiesto que la ejecucién de las sentencias
requiere, en muchas ocasiones, una ulterior labor de enjuiciamiento en la que se han de
ponderar diversas alternativas, entendidas como medios de ejecucién, tras la cual se ha de
producir una concrecién de las actuaciones materiales y juridicas necesarias para dar cum-
plimiento al fallo judicial —y, con ello, por lo que se refiere a este caso, poder considerar
restablecida la legalidad urbanistica en su dia conculcada con el otorgamiento de la licencia
de rehabilitacién del inmueble—.

El hecho de que el legislador haya establecido que la decisién sobre el tipo de actua-
ciones materiales y juridicas necesarias para dar cumplimiento a la sentencia constituya el
contenido propio de un auto, resolutorio de un incidente, en el que se ha de dar respuesta
a las alegaciones de las partes, pone de manifiesto que no siempre en el dmbito de esa eje-
cucién hay una Unica solucién reglada, que se deduzca sin margen de discusién de la pura
literalidad de la sentencia, sin margen interpretativo alguno. Antes al contrario, en ocasiones
es necesario tramitar y resolver un incidente para determinar la concreta forma y medios para
dar cumplimiento al pronunciamiento judicial, entre diversas alternativas que se puedan plantear
por las partes, lo que demuestra que en ocasiones existe un cierto grado de incertidumbre
sobre cémo conseguir la mayor efectividad de un pronunciamiento judicial y un margen para
la legitima discrepancia entre las partes.

La resolucién de este tipo de conflictos, haciendo conciliables y compatibles las exigencias
propias de la cosa juzgada y de la indeclinable potestad jurisdiccional de hacer ejecutar lo
juzgado con la satisfaccién de las pretensiones e intereses de las partes, comporta en ocasiones
labores complejas de interpretacién juridica. Esta necesidad ha llevado al legislador a contem-
plar que, tras la sentencia, se realice en fase de ejecucién una ulterior labor jurisdiccional de
inferpretacién y aplicacién del ordenamiento juridico, circunscrita a la ponderacién de cudl
de los concretos medios y alternativas de ejecucién posibles debe ser la observada por las
partes obligadas al cumplimiento.

QUINTO.- Expuestas las anteriores consideraciones estamos en condiciones de concluir
que asi como no es disponible para las partes la obligacién de ejecutar la sentencia, si lo es
el concreto modo y forma en que se ha de llevar a cabo la ejecucién (sin perjuicio del Gltimo
control judicial, en este caso en el tramite de homologacién de los acuerdos alcanzados),
ya que se frata de materia sobre la que el propio legislador, consciente de las dificultades
que en ocasiones concurren en este dmbito y de la existencia de un legitimo margen para la
controversia, remite a un trdmite incidental en el que las partes puedan exponer su parecer al
respecto de la forma y medios de ejecucién y se ponderen las diferentes alternativas. Y es en
este dmbito incidental, de la concrecién de los medios y forma de cumplimiento de sentencia,
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donde es plausible que esa determinacién judicial de la forma en que se ha de llevar a cabo
la ejecucién pueda venir precedida de las alegaciones, ya no de signo contrario (como es
lo habitual en los incidentes ex articulo 109 LRJCA ), sino concordantes y de comin acuerdo
de las partes de la ejecucién, lo que no puede dejar de ser tenido en consideracién como
un elemento de especial relevancia en el juicio propio del procedimiento de ejecucién de
sentencia, juicio en todo caso reservado a esta Sala, como érgano jurisdiccional competente
para hacer ejecutar lo juzgado y para determinar qué actuaciones se deben llevar a cabo
con esa finalidad. En funcién de una interpretacién y aplicacién conjunta y coordinada de
los articulos 18.2 de la Ley Orgénica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y los ar-
ticulos 77. 1y 3 de la LRICA, 103.2, 105 y 109 de la LRICA 29/1998, se puede concluir
que la funcién de esta Sala, como tribunal de ejecucién, dentro del dmbito de su potestad
jurisdiccional de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, requiere efectuar una labor de control y
examen del contenido de los acuerdos alcanzados para determinar los siguientes extremos,
establecidos en el articulo 77.3 de la LRICA como requisitos para que el tribunal pueda dictar
auto declarando terminado el procedimiento:

1°. Que los acuerdos impliquen la desaparicién de la controversia.

2°. Que lo acordado no sea manifiestamente contrario al ordenamiento juridico ni lesivo
del inferés pablico ni de terceros.

La apreciacién de que se cumple el primero de los requisitos no requiere mayor jus-
tificacién, bastando remitirse a la literalidad de los acuerdos, con cuyas estipulaciones las
partes se consideran satisfechas en sus respectivas pretensiones, en lo que concierne al &mbito
decisorio de la presente ejecutoria. También se cumple el segundo de los requisitos, por las
razones que se pasan a exponer.

En el presente supuesto nos hallamos con un dificil incidente de ejecucién de sentencia
en atencién a todos los intereses implicados, y en que lo que se pretende como base del
acuerdo es fundamentalmente minimizar el impacto para todos los vecinos al ser inminente
la demolicién del edificio, con los consiguientes perjuicios no solo para los ocupantes del
mismo —pérdida de vivienda de ochenta y siete familias y pérdida de empleo de mas de
cien personas que trabajan en los locales comerciales y oficinas del inmueble, sino de toda la
ciudadania tal y como se observa del examen de la documentacién aportada con los acuer-
dos de mediacién, en orden a los enormes costes derivados de una demolicién y posterior
reconstruccién a fin de dejar el edificio en el estado en que se hallaba antes del otorgamiento
de la licencia, con la consiguiente pérdida de servicios sociales durante muchos afios, una
insostenible situacién econémico— financiera para el ayuntamiento con el consiguiente coste
social, aportdndose una valoracién econémica de aproximadamente 59.500.000 euros, en
atencién a los costes de demolicién, reconstruccién, construccién de edificio de viviendas para
reubicar a los desalojados, costes de realojo de los vecinos durante la ejecucién de las obras
e indemnizaciones por pérdida de vivienda, asi como incremento de los tributos municipales
en cantidades aproximadas al doble de la cuota actual. Por consecuencia, se plantea como
la Onica alternativa en el presente momento ante la incidencia de una demolicién que plantea
serios problemas en orden a su ejecucién.

En todo caso, no se trata de un supuesto de inejecucién de sentencia sino de todo lo
contrario: una forma alternativa de llevar a cabo su ejecucién y cumplimiento «in natura» o
por equivalente que tiene amparo legal en el articulo 18.2 de la LOPJ, y tal y como se pone
de manifiesto en los convenios, consiguiendo un equilibrio entre la indemnizacién moral que
corresponde a la parte demandante en atencién a los afios transcurridos desde la firmeza de
la sentencia de cuya ejecucién se frata, junto con un reconocimiento de su labor y de diversas
medidas tendentes a evitar que una situacién semejante se pueda volver a producir en el futuro,
junto con la evitacién del excesivo coste para los recursos publicos, con los intereses de los vecinos
del inmueble y finalmente se consigue un equilibrio y el mantenimiento de la paz social dentro
de la ciudadania ante la eminencia de la pérdida de prestaciones publicas por el excesivo coste.
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Y ya de inicio hemos de rechazar que a tal fin sea relevante el que incluyan una indem-
nizacién a favor de la recurrente y su esposo. Y ello porque el ejercicio de la accién piblica
en absoluto garantiza la percepcién real o potencial de una indemnizacién. Afirmar eso seria
tanto como admitir que el ejercicio de dicha accién ya presupone un posible enriquecimiento
final, lo que no estd en el designio del legislador.

Y, en el presente caso, en la redaccién de los acuerdos ya se percibe que la indemniza-
cién estd desconectada de la restauracién de la legalidad y, en puridad, procede del desarrollo
del proceso y su duracién durante muchos més afos de los que serian previsibles y deseables.

Asi pues, del mismo modo que el legislador contempla de modo global el contexto de la
Biblioteca Publica de Las Palmas, hay que examinar también conjuntamente los extremos que
comportan los acuerdos de mediacién en orden a la restauracién de la legalidad urbanistica.

En este sentido, se contempla la posibilidad de modificar el PGOM de A Coruiia de
2013 e inclusién del inmueble como edificio singular, por razones tanto de interés general
como para conseguir la seguridad juridica por parte de los vecinos; y el Concello se compro-
mete a impulsar esta modificacién, aportédndose informe técnico-juridico en que se estudia esta
posibilidad y las obras necesarias para poder obtener licencia, incluyendo la normativa de
habitabilidad y el CTE. Es importante partir de que la Norma Zonal 1, que es la que regula
la denominada «edificacién singular», es una norma que ya existe.

Por consecuencia, relevante a efectos de la homologacién del convenio es la conside-
racién acerca de que son dos acuerdos que no contravienen el ordenamiento juridico, y en
segundo lugar que no son lesivos ni al interés piblico ni al de terceros sino todo lo contrario
al beneficiarse tanto a los propietarios del edificio como al interés piblico en términos de
adecuada prestacién de servicios sociales que pudieran resultar perjudicados de demoler el
edificio asi como en términos de paz social.

En cualquier caso, se trata de una alternativa a una ejecucién de sentencia dictada en
un procedimiento en materia urbanistica, de forma que no se trata tan solo de indemnizar por
los dafios morales sino que adquieren especial relevancia cuestiones tales como la adopcién
de un Protocolo de Buenas Prdcticas Urbanisticas por el Ayuntamiento de A Corufia, dentro
del cual se contemplan, ademds de medidas orientadas con cardcter general a cualquier otro
procedimiento, en concreto y con referencia al presente, y para eliminar las dudas legales, la
modificacién del planeamiento urbanistico con la consiguiente inclusién del Antiguo Edificio de
Fenosa como «edificio singular», puesto que nos hallamos en ejecucién en urbanismo y se trata
de dar una solucién legal, con indicacién de las obras necesarias para poder obtener licencia
y de algo tan légico como de la necesidad de adecuarse a la normativa de habitabilidad
y al CTE. En conclusién, no es el derribo un fin en si mismo sino que se trata de un medio
orientado a un fin, que es el cumplimiento de la sentencia y la restauracién de la legalidad.

SEXTO.- Desde el punto de vista procesal, y en el ejercicio del control del contenido de
los acuerdos, tampoco se pueden olvidar cudles son los limites de la fiscalizacién por parte del
érgano jurisdiccional competente para la ejecucién respecto a las actuaciones que las partes
desarrollen en esta fase con la finalidad declarada de dar cumplimiento a la sentencia, en
funcién de los acuerdos alcanzados.

No se trata de que el Tribunal haya de realizar de oficio, y prescindiendo de las alega-
ciones y posicién procesal de las partes, un examen completo y exhaustivo de la legalidad de
las actuaciones inmediatas y futuras acordadas entre ellas con el fin de ejecutar la sentencia,
desde todas las perspectivas de andlisis posibles y mediante su contraste con la totalidad del
sistema de fuentes, sobre todo teniendo en cuenta que se contempla una modificacién de
planeamiento, que fendrd su propia framitacién y dard lugar a la aprobacién de la corres-
pondiente disposicién general, y que hasta ese momento final no concurririan las condiciones
de ese examen completo de legalidad de esa actuacién, y atn asi solo a instancia de parte
y en funcién de los concretos motivos que en su caso alguna parte legitimada pudiera alegar
en la via procesal procedente.
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El objeto de control de la legalidad a realizar en este momento se debe proyectar
sobre el contenido los acuerdos —entendidos como derechos y obligaciones reconocidos y
asumidos por las partes— desde la perspectiva del articulo 77.3 en relacién con los articulos
103 y 108 de la LRJCA. Es decir, se trata de determinar si la asuncién por las partes de esas
obligaciones, y el reconocimiento por las mismas de los derechos enunciados en los acuer-
dos, representa o no la quiebra manifiesta del ordenamiento juridico o la lesién de intereses
publicos y de terceros, y no de realizar un control abstracto de la legalidad de la actuacién
futura a la que se obliga la Administracién en los acuerdos alcanzados. Si se realizara de
oficio en este momento ese control abstracto y prescindiendo de las alegaciones, pretensiones
e intereses de las partes, explicitados en los acuerdos, ademds de poner en riesgo el principio
de congruencia, nos encontrariamos con el obstdculo que representan los limites establecidos
en el articulo 103.5 y 108.2 de la LRICA, y excederia del cometido propio de la funcién
jurisdiccional a desarrollar en fase de ejecucién de sentencia, en el que el examen de los
acuerdos alcanzados se debe realizar desde la perspectiva de los citados articulos 103 y
108 y concordantes, es decir, desde la consideracién, valorable a instancia de parte, de si
se prefende o no eludir el cumplimiento de la sentencia, mediante la adopcién de acuerdos
contrarios a la misma.

El apartado 5 del articulo 103 de la LRICA atribuye al érgano jurisdiccional a quien
corresponda la ejecucidén de sentencia la potestad de declarar la nulidad de los actos y
disposiciones a que se refiere el apartado anterior, esto es, aquellos que son nulos de pleno
derecho por ser contrarios a los pronunciamientos de las sentencias que se dicten con la
finalidad de eludir su cumplimiento, pero condiciona el ejercicio de esa potestad anulatoria
a la instancia de parte.

En el mismo sentido, el articulo 108.2 de la LRICA establece que si la Administracién
realizare alguna actividad que contraviniera los pronunciamientos del fallo, el Juez o Tribunal,
procederd a reponer la situacién al estado exigido por el fallo y determinard los dafios y
perjuicios que ocasionare el incumplimiento, pero lo condiciona igualmente a la instancia de
los interesados.

Este requisito de la instancia de parte o de los interesados para poder declarar la
nulidad de una actuacién por considerarla contraria al fallo de la sentencia no deja de ser
una manifestacién del principio de congruencia y de la finalidad propia del procedimiento de
ejecucién de sentencia, en el que se debe conciliar su dimensién obijetiva, como expresién de
la potestad jurisdiccional de hacer ejecutar lo juzgado, con su dimensién subjetiva, expresiva
de su finalidad propia, conectada con el derecho a la tutela judicial efectiva de las partes
del procedimiento, obteniendo una respuesta fundada en Derecho que pueda dar satisfaccién
a sus pretensiones.

Se trata, en definitiva, de preservar el principio objetivo de exclusividad jurisdiccional
que reconoce el articulo 117.3 de la Constitucién, lo cual se realiza con el control judicial del
contenido de los acuerdos sometidos a homologacién, y hacerlo compatible con la finalidad
propia del proceso, y especialmente el de ejecucién de sentencia, que es la satisfaccién de las
pretensiones de las partes, siendo el cauce por el que se hace efectivo el derecho a la tutela
judicial de las mismas. No se puede perder de vista esta perspectiva de la prefensién, como
verdadero objeto del procedimiento contencioso-administrativo —superadas las concepciones
obijetivistas que lo caracterizaban exclusivamente como un «proceso al acto»—, ya que la
efectividad de los pronunciamientos de las sentencias no solo estd al servicio de la reafirma-
cién de la potestad jurisdiccional, sino que es un instrumento clave para la satisfaccién de las
prefensiones que constituyen el objeto del procedimiento.

Esta consideracién hace cobrar protagonismo, a la hora de resolver sobre la concreta
forma de ejecutar la sentencia, la perspectiva de los intereses de las partes, y justifica que,
dentro de las alternativas posibles de ejecucién, se elija aquella que, sin contravenir mani-
fiestamente el ordenamiento juridico y preservando en todo caso el principio de legalidad,
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sea aquella que mejor sirve para la efectividad de la tutela que todas las partes impetran
del érgano jurisdiccional y compatibilice en la mayor medida posible la satisfaccién de sus
intereses enfrentados. Es en esta tarea de ponderacién y eleccién de férmulas de satisfaccién
de intereses y pretensiones donde el procedimiento de mediacién despliega toda su virtualidad.

En este caso, los acuerdos alcanzados, como reciproca asuncién de obligaciones y reco-
nocimiento de derechos, con compromisos concretos y determinados de actuacién inmediata
y futura, dan respuesta a la satisfaccién de los intereses respectivos sin incurrir en infraccién
apreciable del ordenamiento juridico, ya que ninguna norma se opone a que las partes puedan
alcanzar los compromisos alcanzados y su finalidad se orienta a establecer un concreto cauce
juridico para conseguir el restablecimiento de la legalidad urbanistica en la medida en que se
habia visto afectada, por los concretos motivos expresados en la sentencia, por la licencia de
rehabilitacién del primitivo edificio de oficinas para destinarlo a viviendas y locales comerciales
(que, por lo demds, es hoy el uso propio de la zona en la que estd emplazado el inmueble).

Se constata que, ademds de concretas estipulaciones acordadas que sirven de compensa-
cién a los intereses de las partes firmantes de los acuerdos, y que en si mismas no contravienen
el ordenamiento juridico, se contienen acuerdos dirigidos a la proteccién y restablecimiento
de los bienes juridicos cuya tutela justifics el éxito de la accién judicial ejercitada por la
parte demandante.

Partiendo de estas constataciones bdasicas, lo cierto es que ninguna parte del procedi-
miento pone de manifiesto la concurrencia de los supuestos de los articulos 103.5 y 108.2
de la LRICA, lo cual es un dato relevante a tomar en consideracién a la hora de homologar
los acuerdos alcanzados, teniendo en cuenta la extensién y alcance del tipo de control a
realizar sobre las estipulaciones, y que su virtualidad se limita a establecer la forma de llevar
a término la ejecucién e instar un pronunciamiento homologatorio de ese medio ejecutorio, lo
que por si mismo no es susceptible de integrarse en el concepto de «actuacién contraria a los
pronunciamientos de las sentencias que se dicten con la finalidad de eludir su cumplimiento»,
mdxime cuando ninguna parte de este procedimiento ha alegado esa finalidad desviada.

Por ofra parte, debe tenerse en cuenta que la sentencia de cuya ejecucién se trata no
anula la licencia de obra al amparo de la cual se construyé el inmueble litigioso, licencia de
legalidad no cuestionada, sino la licencia de rehabilitacién para ser destinado a vivienda y
bajos comerciales por unos concretos motivos. Ello ha de tenerse en cuenta, ya que la demo-
licién del inmueble en su integridad seria un resultado desproporcionado, ya no solo por la
magnitud de los perjuicios, sino especialmente porque excederia de la consecuencia inherente
a la ejecucién estricta in natura del fallo, al sobrepasar lo que seria propio de la misma, com-
portando una ilegitima destruccién de riqueza no exigida ni siquiera por esa ejecucién en sus
términos literales y propios, que se deberia limitar a la obra rehabilitadora, para que el edificio
en cuestién quedara en la situacién en que se encontraba antes del oforgamiento de aquélla,
en los términos que declaré el Tribunal Supremo (en su Sentencia de 16 de marzo de 2016 ).

Una vez que ha sido descartada la posibilidad de declarar la imposibilidad legal o
material de ejecucién de senfencia, como consecuencia de la tramitacién y resolucién de los
incidentes previos sustanciados en la ejecutoria, se trataba de dilucidar la forma de reponer
la legalidad urbanistica y las partes han convenido una serie de actuaciones cuya realizacién
sirve, por un lado, para conciliar sus intereses contrapuestos, y por ofro lado, para reponer
esa legalidad urbanistica con una férmula alternativa de ejecucién, como medio novedoso,
planteado por primera vez en esta ejecutoria, para dar la mayor efectividad posible a la
misma, preservando el interés piblico en el restablecimiento de la legalidad.

Este concreto medio de ejecucién, entendido como forma de restablecer la legalidad
urbanistica, con las actuaciones descritas en los acuerdos, no fue contemplado ni valorado
en los incidentes anteriormente tramitados y resueltos en la ejecutoria, que no versaron sobre
medios de ejecucién de sentencia por sustitucién o equivalente sino sobre solicitudes de decla-
racién de imposibilidad material o legal que no satisfacian los intereses de todas las partes,

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 2341-2135, nom. 61, Zaragoza, 2024, pp. 315-350 341



CRISTOBAL DOBARRO GOMEZ

homologa un acuerdo de mediacién para la ejecucién de una sentencia relativa
a la demolicién parcial de un edificio de viviendas en La Corufia.

El mismo ha supuesto una salida negociada a un conflicto que se prolon-
gaba en el tiempo por més de dos décadas, y que tras sucesivas instancias no
parecia que se acercase a una solucién satisfactoria para las distintas partes
interesadas. En este contexto es donde se demuestra la eficacia de una institu-
cién como la mediacién, que aparte de haber solucionado definitivamente este
histérico litigio, ha servido para dar una satisfaccién relativa a los intereses
en conflicto, tanto publicos como privados.

pronunciandose sobre tales incidentes y limitando su virtualidad al &dmbito de la resolucién
de las prefensiones deducidas en los mismos, de distinta naturaleza a las actuaciones ahora
convenidas entre las partes.

Y, finalmente, hay que destacar que en esta ejecucién de sentencia, tal como resulta de
la sentencia de 20 de diciembre de 2001, no existen ofros intereses en juego que la legalidad
urbanistica municipal; no existen compromisos de medio ambiente, estdndares urbanisticos,
patrimonio histérico, costas, Red Natura u otros que pudieran complementar el planeamiento
y hacer inviable cualquier solucién que no fuera la demolicién. Es por ello que el caso al
que nos enfrentamos no puede extrapolarse a otros supuestos y plantear, también de modo
simplista, que cualquier ejecucién urbanistica puede sortearse mediante institutos que suplan la
ejecucién in natura mediante el Unico requisito de pactar una indemnizacién: nada més lejos
de la realidad y, por tanto, y puede afirmarse desde este momento que cualquier solucién que
la presente resolucién respalde es vdlida Gnicamente en los presentes autos, sin que sea en
absoluto susceptible de una suerte de extensién de efectos o precedente que pueda esgrimirse
en cualquier procedimiento de ejecucién urbanistica.

SEPTIMO.- De los elementos obrantes en los autos, no se desprende que el acuerdo
adoptado por las partes sea contrario al ordenamiento juridico ni lesivo del Interés poblico
o de terceros, ni que desconozca ninguna de las limitaciones a las que hace referencia el
precitado articulo 77.3 de la LRICA. Singularmente, hemos de hacer hincapié en que, sobre
no ser los acuerdos propuestos ni manifiestamente contrarios al ordenamiento juridico ni lesivos
para el interés general, segin hemos constatado en los razonamientos precedentes, tampoco
son lesivos para el interés de terceros. Desde el afio 1997, en que el procedimiento se sus-
tancia, no se ha tenido conocimiento ni han formado parte del asunto otros intervinientes que
los que suscriben la peticién de homologacién, por lo que cualquier invocacién de intereses
o perjuicio para terceros a partir de este acto habria de entenderse, en principio, realizada
en abuso del derecho.

Cabe también concretar, con relacién a los intervinientes en el incidente de mediacién,
que son exclusivamente aquellos que son parte en el pleito principal, interesados en el recurso
y afectados por la ejecucién de la sentencia y que como ya se adelanté en el auto por el
que se resolvia desestimdndolo el recurso de reposicién contra la providencia por la que se
acordaba la derivacién a mediacién, que no nos hallamos ante ninguno de los supuestos
legales de necesaria intervencién del Ministerio Fiscal.

Por todo ello, procede la homologacién del acuerdo adoptado, que implica la desa-
paricién de la controversia, declarando la terminacién del proceso judicial; homologacién
de lo acordado por las partes conforme a su derecho de disposicién sobre el objeto de este
proceso, segin lo dispuesto en el art. 77 LUCA. Si el acuerdo fuera incumplido esta resolucién
serd titulo ejecutivo a los efectos previstos en los arts. 517 y ss. de la LEC.
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En palabras de Soriano (25) nos encontramos que «Férmulas heterodoxas
ofrecen un nuevo escenario. Lla mediacién es una de ellas, que encuentra en
esta sentencia la primera ocasién de aplicarse y que resuelve satisfactoriamente
el conflicto». Por su parte, CHaves (26), califica de voluntariosa la mediacién
operada en este caso (27).

Al respecto, ViLeLa Pascual (28) sefiala que «haciéndome valer de la citada
resolucién del tribunal gallego, no quiero desaprovechar la ocasién para recor-
dar que asuntos como el que nos ocupa ilustran a la perfeccién uno de los
graves problemas que, en mi opinién, continia aquejando a la Administracién
de Justicia en tanto servicio piblico. Me refiero a la dificultad que entrafia
la ejecucién de sentencias urbanisticas cuando, particularmente, ordenan la
demolicién de inmuebles (causas de imposibilidad aparte]; una materia que,
como se sabe, sigue ofreciendo conflicto. Buena muestra de ello son los largos
y complejos pleitos urbanisticos que abundan en la jurisdiccién contenciosa-ad-
ministrativa y que, pese a finalizar en fase declarativa con una sentencia de
derribo (la declaracién contenida en su fallo) sin embargo, no siempre se lleva
a su puro y debido efecto. Y es aqui, entonces, cuando la parte beneficiaria
a fin de lograr la satisfaccién de su pretensién se ve obligada a iniciar una
nueva fase procesal compleja alld donde las haya: la ejecucién de la sentencia.

Esta realidad —que denota las notables deficiencias del sistema ejecutorio
en la materia aludida y que a nadie pasan desapercibidas— ha hecho nece-
sario en los Ultimos tiempos su replanteamiento para conseguir una serie de
cambios innovadores. De ahi que distintos operadores juridicos, instituciones
y organismos implicados en la materia (destacable es el papel asumido por
el CGPJ) hayan puesto especial énfasis en avanzar en soluciones alternativas,
tales como, particularmente, la mediacidn intrajudicials.

Pues bien, el Auto del alto tribunal gallego plantea diferentes cuestio-
nes de relevancia. En primer lugar, y respecto a la mediacién intrajudicial
contencioso-administrativa, si la misma resulta aplicable a la ejecucién de
sentencias. Si bien, como hemos expuesto, la mayoria de la doctrina y el
propio Consejo General del Poder Judicial, se han mostrado favorables a la
posibilidad de la aplicacién de la mediacién a este campo, lo cierto es que
los tres votos particulares del Auto rechazan esta aplicacién por carecer de

(25) J.E. Soriano Garcia (2020:163).

(26) J.R. Chaves Garcia (2019).

(27) Afirma el Magistrado del Tribunal Superior de Justicia de Asturias que «En este
caso, me abstendré absolutamente de cualquier comentario, ni critico ni elogioso, por mi profe-
sién, por mi conocimiento del caso y porque soy consciente del enorme esfuerzo realizado por
buscar una salida apurando las posibilidades legales al callején de la sentencia en cuestién (de
hecho, el acuerdo adoptado por el Pleno de la Sala es por mayoria y no por unanimidad)s».

(28) M.L. Vilela Pascual (2019).
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la debida cobertura legal segin su criterio (29). Lo cierto es que, con inde-
pendencia de la controversia que pueda haber generado el caso concreto, la
mediacién se ha revelado en este caso como una forma adecuada para llevar

(29) Voto particular conjunto que formulan los llmos. Sres. D. Juan Bautista Quintds
Rodriguez y Diia. Maria Cristina Paz Eiroa, que afirma que «El art. 77 LJCA, siempre a nuestro
juicio, no es de aplicacién. Porque lo que es de aplicacién son las normas especiales de la
ejecucién —ya lo hemos dicho-; porque el articulo 77 LJCA es de aplicacién a los procedi-
mientos en primera o Unica instancia y el del caso se encuentra en grado de casacién; porque,
analizados sus apartados 1y 2, 77 en relacién con el articulo 1809 del Cédigo Civil, su
antecedente legal, la transaccién del caso no persigue la finalidad de evitar la provocacién
de un pleito o poner fin al que se habia comenzado, y es posterior al dia en que el pleito se
declaré concluso para sentencia, antes, no se celebra una vez formuladas la demanda y la
contestacién sino cuando el pleito ya estd decidido por sentencia firme; porque el juicio no
se promueve sobre materias susceptibles de transaccién, en particular, el juicio no versa sobre
estimacién de cantidad y porque se trata de la gestién urbanistica y de su control por esta
jurisdiccién (las leyes prevén, por ofra parte, el ejercicio de la accién piblica por el Ministerio
Fiscal en este tipo de procedimientos); y porque, en la medida en que no convierte en legal
lo ilegal, no resuelve la controversia».

Voto particular del llmo. Sr. D. Ferndndo Ferndndez Leiceaga, que expone que «Tal e
como se fai constar na citacién é pleno da Sala, ésta s6 debe pronunciarse sobre o acordo
celebrado, ¢ dicir, sobre a aplicacién do art. 77.3 LJCA,; isto supén que queda féra do debate
—tanto pola convocatoria como pola firmeza da providencia de 08.10.2018 e do auto de
29.10— toda controversia respecto a se a materia discutida —execucién dunha sentenza en
materia de urbanismo— é susceptible ou non de acordo/transaccién/mediacién.

En todo caso é o meu criterio que o URBANISMO —en xeral—, non é materia suscep-
tible de transaccién, e moito menos, cando xa existe unha sentenza firme que declara ilegal
o acto administrativo que se recorre.

Neste caso s6 caberia modular o ritmo da execucién —en atencién &s particulares cir-
cunstancias do caso— pero non deixar sen efecto a sentenza substituindoa por unha execucién
sustitutoria alonxada do acordado.

Posibilidade que, 6 meu entender, carece de base legal; co acordado na providencia
de 08.10.2018 xérase unha terceira via entre a execucién/inexecucién por imposibilidade
legal/material que é a mediacién/execucién por substitucién non prevista na Lei 29/1998.

O efecto derivado da providencia de 08.10.2018 é unha pretensién de homologacién
dun acordo que contén disposiciéns que estarian fora das posibilidades que a Lei 29/1988
atrible & propio Tribunal sentenciador; é dicir, o resultado é a non execucién da sentenza e
a substitucién por unha cousa diferente.

Voto particular del [lmo. Sr. D.Francisco Javier Cambén Garcia, «El art. 77 LJCA no es de
aplicacién. Porque lo que es de aplicacién son las normas especiales de la ejecucién; porque
el articulo 77 LJCA es de aplicacién a los procedimientos en primera o Gnica instancia y el
del caso se encuentra en grado de casacién; porque, analizados sus apartados 1y 2, 77 en
relacién con el articulo 1809 del Cédigo Civil, su antecedente legal, la transaccién del caso
no persigue la finalidad de evitar la provocacién de un pleito o poner fin al que se habia
comenzado, y es posterior al dia en que el pleito se declaré concluso para sentencia, antes,
no se celebra una vez formuladas la demanda y la contestacién sino cuando el pleito ya estd
decidido por sentencia firme; porque el juicio no se promueve sobre materias susceptibles de
transaccién, en particular, el juicio no versa sobre estimacién de cantidad y porque se trata
de la gestién urbanistica y de su control por esta jurisdiccidn; y porque, en la medida en que
no convierten en legal lo ilegal, no resuelve la controversia».
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a cabo los intereses en conflicto, por lo que debe ser acogida con optimismo
y satisfaccién en lo que respecta al cambio de paradigma de las relaciones
entre la Administracién y el administrado.

Por ofra parte, se plantea si la mediacién se ha utilizado en este caso como
via para evitar cumplir el sentido del fallo, y de hacer ejecutar lo juzgado. Si bien
no es el objeto del presente articulo entrar a valorar tales cuestiones de Derecho
adjetivo y contenido urbanistico, si lo es respecto de la utilizacién de la institu-
cién de la mediacién a tales fines. En este sentido, el propio Auto afirma que:

«En el presente supuesto nos hallamos con un dificil incidente de ejecucién
de sentencia en atencién a todos los intereses implicados, y en que lo que se
pretende como base del acuerdo es fundamentalmente minimizar el impacto para
todos los vecinos al ser inminente la demolicién del edificio, con los consiguientes
perjuicios no solo para los ocupantes del mismo —pérdida de vivienda de ochenta
y siete familias y pérdida de empleo de mds de cien personas que trabajan en
los locales comerciales y oficinas del inmueble, sino de toda la ciudadania tal y
como se observa del examen de la documentacién aportada con los acuerdos
de mediacién, en orden a los enormes costes derivados de una demolicién y
posterior reconstruccién a fin de dejar el edificio en el estado en que se hallaba
antes del otorgamiento de la licencia, con la consiguiente pérdida de servicios
sociales durante muchos afios, una insostenible situacién econémico— financiera
para el ayuntamiento con el consiguiente coste social, aporténdose una valoracién
econdmica de aproximadamente 59.500.000 euros, en atencién a los costes de
demolicién, reconstruccién, construccién de edificio de viviendas para reubicar
a los desalojados, costes de realojo de los vecinos durante la ejecucién de las
obras e indemnizaciones por pérdida de vivienda, asi como incremento de los
tributos municipales en cantidades aproximadas al doble de la cuota actual. Por
consecuencia, se plantea como la Unica alternativa en el presente momento ante la
incidencia de una demolicién que plantea serios problemas en orden a su ejecucidn.

En todo caso, no se trata de un supuesto de inejecucién de sentencia sino
de todo lo contrario: una forma alternativa de llevar a cabo su ejecucién y cum-
plimiento “in natura” o por equivalente que tiene amparo legal en el articulo 18.2
de la LOPJ, y tal y como se pone de manifiesto en los convenios, consiguiendo un
equilibrio entre la indemnizacién moral que corresponde a la parte demandante
en atencién a los afios transcurridos desde la firmeza de la sentencia de cuya
ejecucién se trata, junto con un reconocimiento de su labor y de diversas medidas
tendentes a evitar que una situacién semejante se pueda volver a producir en el
futuro, junto con la evitacién del excesivo coste para los recursos piblicos, con los
intereses de los vecinos del inmueble y finalmente se consigue un equilibrio y el
mantenimiento de la paz social dentro de la ciudadania ante la eminencia de la
pérdida de prestaciones piblicas por el excesivo coste».

Por ofra parte, se plantea cudl ha de ser el alcance del control que deben
realizar las autoridades judiciales respecto del acuerdo de mediacién, afirma
el Auto en su Fundamento Juridico Séptimo que:
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«De los elementos obrantes en los autos, no se desprende que el acuerdo
adoptado por las partes sea contrario al ordenamiento juridico ni lesivo del Interés
publico o de terceros, ni que desconozca ninguna de las limitaciones a las que
hace referencia el precitado articulo 77.3 de la LRICA. Singularmente, hemos de
hacer hincapié en que, sobre no ser los acuerdos propuestos ni manifiestamente
contrarios al ordenamiento juridico ni lesivos para el interés general, segin hemos
constatado en los razonamientos precedentes, tampoco son lesivos para el interés
de terceros. Desde el afio 1997, en que el procedimiento se sustancia, no se ha
tenido conocimiento ni han formado parte del asunto ofros intervinientes que los
que suscriben la peticién de homologacidn, por lo que cualquier invocacién de
intereses o perjuicio para terceros a partir de este acto habria de entenderse, en
principio, realizada en abuso del derecho.

Cabe también concretar, con relacién a los intervinientes en el incidente de
mediacién, que son exclusivamente aquellos que son parte en el pleito principal,
interesados en el recurso y afectados por la ejecucién de la sentencia y que como
ya se adelanté en el auto por el que se resolvia desestiméndolo el recurso de
reposicién contra la providencia por la que se acordaba la derivacién a media-
cién, que no nos hallamos ante ninguno de los supuestos legales de necesaria
intervencién del Ministerio Fiscal.

Por todo ello, procede la homologacién del acverdo adoptado, que implica
la desaparicién de la controversia, declarando la terminacién del proceso judicial;
homologacién de lo acordado por las partes conforme a su derecho de disposicién
sobre el objeto de este proceso, segin lo dispuesto en el art. 77 LJCA. Si el acuerdo
fuera incumplido esta resolucién serd titulo ejecutivo a los efectos previstos en los
arts. 517 y ss. de la LEC».

En todo caso, y sin perjuicio del contenido material del Auto, lo cierto es
que es una resolucién que pone de manifiesto la actualidad de la institucién
de la mediacién, y como estd cambiando la percepcién que existe de la
misma en el dmbito del Derecho Administrativo, en el cambio de visién de una
disciplina centrada en las potestades a una centrada en los derechos de los
administrados. Asimismo, la mediacién se revela como una forma de resolver
conflictos de dificil solucién, a través de un mayor didlogo y participacién de
los actores en el pleito, y sin perder de vista la defensa del interés general
como justificacién Gltima de la institucién.

Vil. CONCLUSIONES

De la doctrina y jurisprudencia examinadas en el presente articulo pode-
mos concluir que la mediacién en el dmbito del Derecho Administrativo se
presenta como un instrumento de futuro para dilucidar los conflictos de Derecho
Piblico entre la Administracién y los administrados, a través de la participacién
de los mismos y el establecimiento de un didlogo fecundo entre las partes.
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A su vez, se puede observar una clara evolucién en la posicién de los
Jueces y Tribunales, en la medida en que se estd transitando de posiciones
dogmdticas de una interpretacién rigida del principio de legalidad adminis-
trativa, a posiciones mds arménicas, que integran los diferentes intereses en
conflicto, sin perder de vista el interés general, como sustento de toda actividad
juridico-administrativa.

Por Gltimo, si bien esta evolucién debemos calificarla como positiva, asi
como el esfuerzo de diversos actores juridicos para la implantacién de la
mediacién en el Derecho Administrativo, lo cierto es que la ausencia de una
regulacién expresa de la materia resta seguridad juridica e impide una mayor
implantacién de la institucién en el campo de las relaciones entre la Adminis-
tracién y los ciudadanos.

Para concluir, queremos compartir las conclusiones del seminario sobre
la mediacién en la jurisdiccién contencioso-administrativa celebrado por el
Consejo General de Poder Judicial, en cuanto a que «La mediacién admi-
nistrativa y judicial contenciosa, como institucién que promueve el didlogo
civilizado, triangular y directo entre los ciudadanos y la Administracién para
la resolucién de sus controversias juridicas, debe servir para introducir en las
prdcticas de las Administraciones Publicas los paradigmas de racionalidad,
objetividad, transparencia, motivacién y eficiencia, que configuran el deber
de buena Administracién, reconocido como derecho fundamental en la Carta
de Derechos Fundamentales de la Unién Europea, orientando en este sentido
las decisiones de los Tribunales contencioso-administrativos» (30).
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SUMARIO: 1. INTRODUCCION.- Il. ESTRUCTURA Y CONTENIDO DE LA LEY DE
PRESUPUESTOS DE LA COMUNIDAD AUTONOMA DE ARAGON PARA EL EJERCICIO
2024: 1. lLos estados financieros: A) El estado de gastos B) El estado de ingresos 2. La
parte dispositiva o articulado.

RESUMEN: Este trabajo tiene por objeto analizar el contenido de la Ley de Presu-
puestos de la Comunidad Auténoma de Aragén para el ejercicio 2024. Con este fin se
examina, en primer lugar, la parte correspondiente a los estados financieros de dicha
norma legal (relativos a los gastos y a los ingresos) y, en segundo término, su articulado
o parte dispositiva. Asimismo, se efectéa una mencién a las principales novedades que
presenta la referida Ley respecto de los Presupuestos aprobados en el ejercicio 2023.

Palabras clave: Ley de Presupuestos 2024; Comunidad Auténoma de Aragén.

ABSTRACT: This paper deals with the contents of the Community of Aragén Budget
Act for the year 2024. Moreover, it is made a distinction between the financial state-
ments part of this Act and the statutory part, underlining the main novelties in relation

to the 2023 Budget.
Key words: 2024 Budget Act; Community of Aragén.

I. INTRODUCCION

El presente trabajo se centra en analizar los Presupuestos de la Comunidad
Auténoma de Aragén para el afio 2024, comparando su contenido con las
dotaciones aprobadas para el ejercicio anterior (1).

(*) Trabajo recibido en esta Revista con fecha 01/02/2024 y evaluado favorablemente
para su publicacién el 24/02/2024.

(1) Véanse los comentarios a la Ley de Presupuestos de la Comunidad Auténoma de
Aragén para los ejercicios 2022 y 2023, realizados, respectivamente, por Aarez MARTINEZ, J.,
y Carreras MaNERO, O., en los némeros 58 y 60 de esta RevisTa.
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A este respecto, ha de destacarse que el resultado de las elecciones auto-
némicas celebradas en mayo de 2023 ha comportado también una reordena-
cién en las competencias asumidas por los distintos Departamentos integrantes
del Gobierno de Aragén, lo cual afecta, como es légico, a las previsiones
presupuestarias. En este sentido, nos hallamos ante una institucién bésica de
la organizacién politica en un sistema democrdtico, y que, ademds, en esta
esfera, especifica la autonomia financiera constitucionalmente reconocida para
las Comunidades Auténomas (2). Asi, la aprobacién anual de la Ley de Pre-
supuestos por parte de las Comunidades Auténomas constituye un instrumento
fundamental para la ordenacién econémica y la direccién de la actividad
financiera regional durante el ejercicio (3).

Il. ESTRUCTURA Y CONTENIDO DE LA LEY DE PRESUPUESTOS DE LA
COMUNIDAD AUTONOMA DE ARAGON PARA EL EJERCICIO 2024

La Ley 17/2023, de 22 de diciembre (4), ha aprobado los Presupuestos
de la Comunidad Auténoma de Aragén para el ejercicio 2024, con la estruc-
tura usual que, a estos efectos, siguen los entes territoriales (5). Segin prevé
el articulo 35 del texto refundido de la Ley de Hacienda de la Comunidad
Auténoma de Aragén (6), la citada norma ha sido aprobada con anterioridad
al fin del afio 2023, por lo que no ha sido necesario hacer uso del meca-
nismo de prérroga presupuestaria recogido en el articulo 111.3 del Estatuto
de Autonomia de Aragén.

Como es habitual, en la Ley de Presupuestos para 2024 cabe distinguir
una parte propiamente dedicada a los estados financieros —partidas de gastos
(obligaciones a reconocer) e ingresos (derechos a liquidar y operaciones de
endeudamiento)— vy, junto a ello, la parte dispositiva (articulado). En atencién
a dicha estructura, el presente trabajo se centrard en el examen de los gastos
e ingresos previstos en la citada norma, para analizar, con posteridad, el
contenido de su articulado.

Sea como fuere, y antes de comenzar el estudio de los estados financieros,
debe ponerse de relieve que la aprobacién de los presupuestos en curso se ha

(2) Sentencia del Tribunal Constitucional de 18 de abril de 1994, entre ofras.

(3) Asi lo vino a afirmar el Tribunal Constitucional en sus Sentencias de 31 de enero
y 21 de mayo de 1986 y de 20 de diciembre de 1988.

(4) Publicada en el BOA nim. 249, de 29 de diciembre de 2023.

(5) Las instrucciones previstas para la elaboracién de los Presupuestos del ejercicio
2024 se recogen en la Orden HAP/1091/2023, de 18 de agosto, por la que se dictan
instrucciones para la elaboracién de los Presupuestos de la Comunidad Auténoma de Aragén
para el ejercicio 2024 (BOA nim. 169, de 1 de septiembre).

(6) Decreto legislativo 3/2023, de 17 de mayo, del Gobierno de Aragén.
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producido en un contexto de incertidumbre, en tanto la realizacién de previsio-
nes sobre crecimiento econémico de ejercicios futuros resulta harto compleja,
y, ademds, ha dado inicio la reforma de las reglas fiscales a nivel europeo.

A los datos anteriores se une el hecho de que, dado el calendario de
las elecciones generales, no se aprobaron los objetivos de estabilidad y regla
de gasto para las Comunidades Auténomas con anterioridad a la tramitacién
del texto ahora comentado (7). Por tanto, la elaboracién de los presupuestos
se ha efectuado de conformidad con las previsiones del Plan Presupuestario
2024 del Reino de Espafia de 15 de octubre de 2023, el cual plantea una
recuperacién de la senda de la consolidacién fiscal, previendo un saldo fiscal
del —0,1% del PIB en 2024 para las Comunidades Auténomas. A esos efec-
tos, cabe sefialar que dicho objetivo fue aprobado con posterioridad por el
Consejo de Politica Fiscal y Financiera, estableciéndose el limite de gasto no
financiero y los objetivos de estabilidad para este ejercicio por Acuerdo del
Consejo de Ministros de 12 de diciembre de 2023.

Desde ofra perspectiva, entre las reglas fiscales que afectan de forma
notable al desarrollo de la Ley de Presupuestos para 2024, debe destacarse
que, a finales del afio precedente, fue desactivada la cldusula general de
salvaguardia prevista en el Pacto de Estabilidad y Crecimiento —accionada
en 2020 a raiz de la crisis sanitaria y extendida, con posterioridad, por las
circunstancias excepcionales derivadas de la Guerra de Ucrania—, la cual,
en resumen, permitié a los Estados miembros de la Unién Europea apartarse
excepcionalmente de las reglas presupuestarias acerca del déficit.

1. Los estados financieros
A) El estado de gastos

Los Presupuestos de la Comunidad Auténoma de Aragén para el ejercicio
2024 incorporan unos créditos iniciales que alcanzan la cifra de 8.546.300
miles de euros, suma que supone un aumento de 296.711 miles respecto de

(7) El principio de estabilidad presupuestaria es uno de los principios presupuestarios
bdsicos recogido en el articulo 135.1 de nuestra Constitucién. Junto a ello, el referido princi-
pio se contempla en el articulo 21.1 de la Ley Orgdnica 8/1980, de 22 de septiembre, de
Financiacién de las Comunidades Auténomas y en el articulo 3.2 de la Ley Orgénica 2/2012,
de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, precepto a tenor del
cual: «Se entenderd por estabilidad presupuestaria de las Administraciones Piblicas la situacién
de equilibrio o superdvit estructural». Asimismo, también el articulo 3 de la Ley 5/2012, de 7
de junio, de Estabilidad Presupuestaria de Aragén hace alusién a la estabilidad presupuestaria,
disponiendo su apartado primero que «Se entenderd por estabilidad presupuestaria, en relacién
con los sujetos a los que se refiere el articulo 2.2.a) de esta Ley, la situacién de equilibrio o de
superdvit, en términos de capacidad de financiacién, de acuerdo con la definicién contenida
en el Sistema Europeo de Cuentas Nacionales y Regionales».
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lo previsto en los Presupuestos del afio anterior (los cuales alcanzaron los
8.249.589 miles de euros). Ello supone un incremento del 3,6%, tendencia al
alza que se viene manteniendo en los Ultimos siete ejercicios.

En concreto, los créditos incluidos en el estado de gastos se clasifican
atendiendo al concreto érgano efectia cada gasto (clasificacién orgdnica), a
su especifica naturaleza —a qué se dedica el gasto— (clasificacién econdmica)
y, también, a la actividad a la que se destina el gasto —para qué se gasta—
(clasificacién funcional y por programas) (8). De conformidad con lo anterior,
el examen del estado de gastos del Presupuesto de Aragén para el afio 2024
se efectuard analizando las citadas clasificaciones orgdnica y econémica,
destacdndose, por consiguiente, los entes que han de realizar cada gasto y
la naturaleza particular de estos Gltimos.

Comenzando por la clasificacién orgdnica, es preciso sefalar que los
Presupuestos de este ejercicio son los primeros que se elaboran en la Xl Legisla-
tura. Por ende, la reestructuracién departamental producida en el Gobierno de
Aragén a raiz de las elecciones autonédmicas de mayo de 2023 impide realizar
una comparativa exacta de la evolucién del gasto desde la perspectiva orgénica
respecto de lo previsto en los Presupuestos del ejercicio precedente; ahora bien,
si cabe advertir un crecimiento de la mayor parte de los créditos para gasto.

En este sentido, el crédito cuyo incremento ha sido més acusado, en tér-
minos cuantitativos, es el relativo a Sanidad, que aumenta 231.121 miles de
euros mds, lo que conlleva un ascenso del 9% con respecto al Presupuesto del
afio 2023. Por su parte, también el gasto correspondiente al Departamento de
Hacienda y Administracién Piblica se eleva en 52.430 miles de euros, cifra que,
en proporcidn, supone un 92,6% mds en comparacién con el ejercicio 2023.

Desde otro punto de vista, los créditos para gasto reconocidos para
el Departamento de Agricultura, Ganaderia y Alimentacién, sumados a la
partida correspondiente al Departamento de Medio Ambiente y Turismo, arro-
jan un incremento total de 180.355 miles de euros (19% mds), respecto del
gasto autorizado en 2023 para el Departamento de Agricultura, Ganaderia y
Medio Ambiente. No obstante, el incremento real no resulta tan acusado, en
tanto este Gltimo érgano, aunque incorporaba las cuestiones relativas a medio
ambiente, no incluia la partida relativa a turismo, como, en cambio, si ocurre
en la actualidad.

Junto a lo anterior, si comparamos las cifras de gasto correspondiente al
Departamento de Educacién, Ciencia y Universidades con la suma prevista en
2023 para los Departamentos de Ciencia, Universidad y Sociedad del Conoci-

(8) Avrticulo 32 del texto refundido de la Ley de Hacienda de la Comunidad Auténoma
de Aragén. A su vez, las mencionadas clasificaciones se recogen en un Anexo de la Ley de
Presupuestos ahora comentada.
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miento, asi como de Educacién, Cultura y Deporte, cabe apreciar un incremento
de un 2,2% (un total de 33.727 miles de euros). Sin embargo, cabe indicar
que la partida del ejercicio 2024 no incorpora los gastos relacionados con
cultura y deporte, por lo que la subida operada, en la prdctica, resulta mayor.

Por su parte, el gasto previsto para el Departamento de Bienestar Social
y Familia aumenta en un 6,8% (32.438 miles de euros), en relacién con el
recogido el ejercicio pasado para el Departamento de Ciudadania y Derechos
Sociales. Y, a su vez, se aprecia un aumento en los créditos tocantes a las
Cortes de Aragén (1.088 miles de euros —3,8%—), Presidencia del Gobierno
de Aragén (93 miles de euros, —3,3%—), Consejo Econémico y Social de
Aragén (70 miles de euros —13,2%—), Tribunal Administrativo de Contratos
Piblicos de Aragén (18 miles —6,8%—), y, por fin, al Consejo Consultivo de
Aragén (11 miles —2,8%—).

Por el contrario, decrece el gasto correspondiente a Diversos Departa-
mentos, que experimenta un descenso del 12,4% (207.663 miles de euros);
y, asimismo, disminuye la dotacién prevista para las Administraciones Comar-
cales en un 5,6% (lo que supone 3.790 miles de euros menos). Igualmente,
es reseiable la desaparicién de la partida de gasto correspondiente a la
Vicepresidencia del Gobierno (fijada, para 2023, en 2.686 miles de euros).

Mayor complejidad comporta analizar las cifras del Departamento de
Desarrollo Territorial, Despoblacién y Justicia. Si lo comparamos con el crédito
para gasto previsto en 2023 para el Departamento de Vertebracién del Terri-
torio, Movilidad y Vivienda, se observa una disminucién global de 91.105
miles de euros (lo que comporta una bajada porcentual del 40%); pero, la
comparativa no es exacta, en tanto las competencias desarrolladas por ambos
érganos no son del todo equivalentes.

Algo similar ocurre con el Departamento de Presidencia, Interior y Cultura,
cuya cifra de gasto disminuye un 35,9% (109.696 miles de euros), en compa-
racién con los créditos previstos en 2023 para el Departamento de Presidencia
y Relaciones Institucionales. Empero, las competencias asumidas por los citados
érganos no resultan idénticas, en tanto este Gltimo incluia la materia de jus-
ticia —la cual se integra ahora en otro departamento—, mientras que, en la
partida para 2024, se incorporan las cuestiones relativas a cultura y deporte.

A su vez, disminuye el crédito para gasto del Departamento de Fomento,
Vivienda, Movilidad y logistica, con respecto al previsto en 2023 para el
Departamento de Vertebracién del Territorio, Movilidad y Vivienda. La dife-
rencia alcanza 39.230 miles de euros menos, esto es, una cifra un 17,6%
inferior a la del ejercicio pasado, descenso que puede deberse, en parte, al
retroceso de los fondos europeos de recuperacién. Ahora bien, cabe sefialar
que la partida presupuestaria de 2023 con la que se calcula esta comparativa
no incorporaba las cuestiones relativas a fomento.
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Por fin, Gnicamente resta considerar el crédito para gasto relativo al Depar-
tamento de Economia, Empleo e Industria, cuya cifra resulta muy similar a la
que correspondia en 2023 a los Departamentos de Economia, Planificacién
y Empleo, junto con el de Industria, Competitividad y Desarrollo Empresarial.
De este modo, comparando dichas cifras, se observa una bajada de 3.193
miles de euros respecto del ejercicio anterior (0,7% en términos porcentuales);
no obstante, dicho dato ha de ser tomado con cautela, en tanto, como ya
se ha indicado con anterioridad, las dreas competenciales de los referidos
Departamentos no se corresponden completamente.

Una vez abordada la comparativa de cifras respecto del ejercicio 2023,
es preciso analizar cémo se lleva a término el desglose especifico de los
8.546.300 miles de euros previstos en el estado de gastos, desde el punto de
vista de la clasificacién orgdnica.

Como es habitual, es el Departamento Sanidad el que ostenta una mayor
importancia cuantitativa, pues su montante global asciende a 2.780.148 miles
de euros, lo cual comporta el 32% del gasto presupuestado. A continuacién,
destacan la partida prevista para el Departamento de Educacién, Ciencia y
Universidades que supera la cuantia de 1.551.064 miles de euros (18% del
gasto total), seguida del gasto presupuestado para Diversos Departamentos
(1.458.117 miles de euros, es decir, el 17% del gasto total).

Con cifras algo menores, siguen a las anteriores las partidas corres-
pondientes a los Departamentos de Agricultura, Ganaderia y Alimentacién
(752.469 miles); Bienestar Social y Familia (510.083 miles); Economia, Empleo
e Industria (421.813 miles) y Medio Ambiente y Turismo (356.368 miles), las
cuales comprenden, en su conjunto, aproximadamente, el 23% de la cantidad
presupuestada para 2024.

Ya con una importancia media desde un punto de vista cuantitativo, se
sitban los Departamentos de Presidencia, Interior y Cultura (195.255 miles de
euros); Fomento, Vivienda, Movilidad y Logistica (183.496 miles); Desarrollo
Territorial, Despoblacién y Justicia (131.621 miles); Hacienda y Administra-
cién Piblica (109.045 miles) y, por fin, A las Administraciones Comarcales
(63.521 miles).

En dltimo lugar, como ha venido sucediendo en ejercicios anteriores, las
secciones que presentan una dotacién menor en el conjunto del Presupuesto
del afio 2024 son las relativas a las Cortes de Aragén (29.151 miles), Presi-
dencia del Gobierno de Aragén (2.861 miles), Consejo Econémico y Social
de Aragén (598 miles), Consejo Consultivo de Aragén (402 miles) y Tribunal
Administrativo de Contratos Piblicos de Aragén (282 miles).

Detallada la clasificacién orgdnica, desde la perspectiva de la clasificacidn
econémica, la Ley de Presupuestos de la Comunidad Auténoma para 2024
distingue nueve Capitulos de créditos para gastos. Entre ellos, y siguiendo la
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sistematizacién tradicional, este ejercicio los créditos correspondientes a las
Operaciones Corrientes alcanzan la cifra de 6.429.730 miles de euros, tripli-

cando el importe del gasto que corresponde a las Operaciones de Capital y
Financieras (2.076.570 miles de euros) (9).

Siguiendo con la comparativa respecto de los Presupuestos del ejercicio
2023, la mayoria de los Capitulos integrados en la citada clasificacién incre-
mentan su importe. En este sentido, el Capitulo cuyos créditos aumentan de
forma més significativa desde un punto de vista cuantitativo es el relativo a
Gastos de Personal, en tanto tal partida asciende 250.353 miles de euros,
lo cual supone un 9,3% mds respecto del ejercicio precedente, cifra que pro-
viene, en gran parte, de la subida salarial aprobada para el personal de la
Comunidad Auténoma.

Asimismo, también se incrementan de forma notable los créditos para Bie-
nes Corrientes y Servicios (171.884 miles de euros) y Transferencias Corrientes
(107.796 miles de euros), cifras estas que conllevan aumentos porcentuales del
14,7% y del 5,9% respecto del Presupuesto para 2023. Igualmente, elevan
un 48% su monto total respecto del afo precedente los Gastos Financieros
—72.739 miles de euros—, cifra que deriva, en buena medida, del incremento
de los tipos de interés. Por fin, las Transferencias de Capital suman 25.870 miles
de euros mds (4,2%) y el Fondo de Contingencia de Ejecucién Presupuestaria
experimenta un ascenso del 25% en relacién con el Presupuesto del ejercicio
2023, lo que supone una subida de 8.009 miles de euros (10).

En lo que atafie a los Capitulos cuyo monto total se aminora respecto del
aho anterior, resulta destacable la disminucién de los Pasivos Financieros en
325.265 miles de euros, lo que, en términos porcentuales, supone un descenso
del 24,1%, que puede deberse al calendario de amortizacién establecido en
los contratos de préstamo. Por ofro lado, aunque de forma menos acusada,
lo mismo ocurre con el gasto relativo a Inversiones Reales, el cual decrece un
3,4% (14.673 miles de euros), mientras que el Capitulo Activos Financieros
mantiene una dotacién idéntica a la prevista para 2023.

(9) En esta linea, los Presupuestos para el ejercicio 2023 destinaban a las Operaciones
Corrientes unos créditos totales de 5.858.952 miles de euros, elevdndose los créditos relativos a
las Operaciones de Capital y Financieras a 2.390.637 miles. Por tanto, para 2024, esta Gltima
cuantia se ha reducido un 13,1%, mientras que las Operaciones Corrientes se elevan un 9,7%.

(10) El Fondo de Contingencia de los Presupuestos de las Comunidades Auténomas
aparece recogido en el articulo 31 de la Ley Orgdnica de Estabilidad Presupuestaria y Soste-
nibilidad Financiera, precepto este a cuyo tenor «La cuantia y las condiciones de aplicacién
de dicha dotacién serd determinada por cada Administracién Publica en el dmbito de sus
respectivas competencias». En cuanto a la normativa aragonesa, el articulo 15.1 de la Ley de
Estabilidad Presupuestaria de Aragén dispone que «Dentro del limite del gasto no financiero
fijado anualmente para la Comunidad Auténoma, se incluird un concepto presupuestario bajo
la robrica Fondo de Contingencia por importe minimo del 0,5% del citado limite».
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Siendo esto asi, el Capitulo que ostenta mayor importancia desde la
perspectiva de la clasificacién econémica en 2024 es el relativo a Gastos de
Personal, cuyo monto alcanza 2.937.308 miles de euros, lo que supone el
34% del presupuesto total. Siguen a dicho Capitulo las partidas para Transfe-
rencias Corrientes (1.927.424 miles de euros), Bienes Corrientes y Servicios
(1.341.021 miles de euros) y Pasivos Financieros (1.020.511 miles de euros),
cuyas cifras, en conjunto, suponen el 50% del presupuesto de la Comunidad
Auténoma de Aragén para 2024.

Por lo demds, los Capitulos cuyas dotaciones ostentan una menor rele-
vancia cuantitativa desde el punto de vista de la clasificacién econémica de
gastos, son los que afectan a Transferencias de Capital (639.667 miles de
euros), Inversiones Reales (414.141 miles), Gastos Financieros (223.976 miles),
Fondo de Contingencia de Ejecucién Presupuestaria (40.000 miles) y Activos
Financieros (2.250 miles).

B) El estado de ingresos

Una vez andlizadas las cifras que arroja el estado de gastos del Presu-
puesto de la Comunidad Auténoma de Aragén para 2024, es preciso espe-
cificar sus fuentes de financiacién, efectuando un estudio pormenorizado del
estado de ingresos.

En cumplimiento del obligado equilibrio presupuestario, el presupuesto
de ingresos consolidado asciende a la cuantia total de 8.546.300 miles de
euros, suma coincidente con el monto de los créditos integrantes del estado de
gastos (articulo 31 texto refundido de la Ley de Hacienda de la Comunidad
de Aragén). A estos efectos, en dicha cifra total se integran tanto los ingresos
financieros —esto es, el importe de endeudamiento autorizado a contraer por
la Comunidad Auténoma de Aragén en 2024 — (1.372.921 miles de euros),
como los ingresos no financieros —o derechos econémicos a liquidar a lo
largo de tal ejercicio— (7.173.379 miles de euros).

En particular, el estado de ingresos se estructura conforme a la clasificacién
econémica, correspondiendo los Capitulos | a V a los Ingresos Corrientes, y
los Capitulos VI a IX a los Ingresos de Capital. Asi, los citados en primer lugar
ascienden este ejercicio a 6.588.685 miles de euros, cifra esta que triplica
ampliamente la suma correspondiente a los Ingresos de Capital (1.957.615
miles de euros).

Siendo esto asi, desde una perspectiva comparada respecto del Presu-
puesto para 2023, y comenzando por las partidas integradas entre los Ingresos
Corrientes, resulta destacable el incremento que estas experimentan. En este
sentido, la totalidad de sus capitulos ven aumentadas sus previsiones, supo-
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niendo ello una elevacién global de este tipo de ingresos del 11,8% (698.357
miles de euros mds).

Entre los Capitulos comprendidos en esta tipologia de ingresos, sobresale
el incremento operado en las Transferencias Corrientes en un total de 422.088
miles de euros, lo que, en términos relativos, determina un aumento del 30%
respecto de 2023. Igualmente, la partida Impuestos Directos se acrecienta en
203.848 miles de euros (un 9,4% mds que el ejercicio anterior), mientras que
los Impuestos Indirectos suman 59.998 miles de euros mds (lo que comporta
una elevacién porcentual del 2,7%). Por fin, aunque con cifras inferiores, tam-
bién experimentan una elevacién las Tasas y Otros Ingresos —6.613 miles de
euros mds, lo que supone un incremento del 6,3%—, asi como los Ingresos
Patrimoniales, que aumentan en 5.811 miles de euros (montante un 43,9%
superior al previsto en los Presupuestos del ejercicio 2023).

En lo que concierte a los Ingresos de Capital, los mismos sufren un des-
censo global del 17% en relacién con los Presupuestos de 2023 (cifra que
conlleva, en términos absolutos, 401.645 miles de euros menos). Asi, Unica-
mente el Capitulo referido a Enajenacién de Inversiones Reales ve aumentado
su importe en 22.000 miles de euros, lo que supone una acusada elevacién
porcentual del 440% en comparacién con las cifras presupuestarias del afio
2023.

Por el contrario, los restantes Capitulos que integran los citados ingresos
de capital han sufrido una disminucién; asi, el descenso més elevado se ha
producido en relacién con los Pasivos Financieros, cuya cifra se rebaja en
340.758 miles de euros, lo que representa una minoracién porcentual del
20% respecto de lo previsto para el ejercicio 2023. Igualmente, se reducen
las cuantias correspondientes al Capitulo Transferencias de Capital (82.495
miles de euros —12,8%—) y también, aunque de forma menos patente, al
Capitulo Activos Financieros (393 miles de euros —2,7%—).

Ya para finalizar el andlisis del estado de ingresos del Presupuesto, cabe
sefialar que, como viene siendo usual, los gastos de la Comunidad Auté-
noma de Aragén se financian, principalmente, a través de Impuestos Directos
(2.349.844 miles de euros), Impuestos Indirectos (2.281.250 miles), Transfe-
rencias Corrientes (1.827.626 miles) y Pasivos Financieros (1.359.120). Asi,
la suma de dichas partidas supone el 90% del monto total de los ingresos
previstos para el ejercicio en curso.

Por lo demds, las restantes fuentes de financiacién, aunque con menor
importancia cuantitativa, son las siguientes: Transferencias de Capital (557.693
miles de euros); Tasas y Otros Ingresos (110.925 miles); Enajenacién de Inver-
siones Reales (27.000 miles); Ingresos Patrimoniales (19.039 miles) y Activos
Financieros (13.800 miles).
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2. La parte dispositiva o articulado

Junto con el examen de los estados financieros, la compresién global de
Ley de Presupuestos de la Comunidad Auténoma de Aragén para el afio 2024
requiere estudiar de forma detallada las normas contenidas en su articulado
o parte dispositiva. A estos efectos, en sus distintos preceptos se legitima la
realizacién de las operaciones de crédito y endeudamiento, se delimitan los
créditos del estado de gastos y, a su vez, también se regulan otros aspectos
conectados con los ingresos y los gastos.

En particular, el articulado de la Ley 17/2023, de 22 de diciembre, apa-
rece integrado por sesenta y cinco articulos —distribuidos en nueve Titulos—,
cuarenta y tres disposiciones adicionales, ocho disposiciones transitorias, una
disposicién derogatoria y tres disposiciones finales, incorporando un contenido
similar al de ejercicios precedentes, aunque con algunas novedades.

Como es habitual, el contenido esencial de la Ley de Presupuestos se espe-
cifica en el Titulo Primero, que lleva por ribrica «DE LA APROBACION Y CONTENIDO
DE LOS PRESUPUESTOS». Asi, el articulo primero delimita los ingresos y gastos de
la totalidad del sector piblico de la Comunidad Auténoma de Aragén para el
afio 2024, previendo también ciertas circunstancias que afectan a su cémputo.

En cuanto al articulo 2 de la citada norma, especifica los beneficios fiscales
de los impuestos cedidos gestionados por la Comunidad Auténoma, los cuales
ascienden este ejercicio, de forma aproximada, a la cantidad de 342.098 miles
de euros (computando los que afectan al Impuesto sobre Transmisiones Patri-
moniales y Actos Juridicos Documentados, a la cuota integra autondmica del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas y al Impuesto sobre Sucesiones y
Donaciones) (11). De esta forma se da cumplimiento a lo dispuesto en los articulos
21.1 de la Ley Orgdnica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiacién de las
Comunidades Auténomas (12)y 111.2 del Estatuto de Autonomia de Aragén (13).

Por su parte, el apartado segundo del articulo 2 de la Ley de Presupues-
tos se refiere a la cuantia los beneficios fiscales derivados de la normativa

(11)  Més en concreto, 22.700 miles de euros corresponden al Impuesto sobre Trans-
misiones Patrimoniales y Actos Juridicos Documentados; 4.840 miles a las deducciones de
la cuota integra autondmica del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas y 314.558
miles al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

(12) A tenor del cual: «los presupuestos de las Comunidades Auténomas tendrdn
cardcter anual (...) y en ellos se consignaré el importe de los beneficios fiscales que afecten
a los tributos atribuidos a las referidas Comunidades».

(13) De conformidad con este precepto: «El presupuesto de la Comunidad Auténoma
serd Gnico e incluird la totalidad de los gastos e ingresos del sector piblico autonémico, asi
como el importe de los beneficios fiscales correspondientes a los tributos que generen rendi-
mientos a la Hacienda aragonesas, inciso este Gltimo que constituye una novedad respecto del
Estatuto originario, el cual no contemplaba previsién alguna en este sentido en su articulo 55.
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de competencia Estatal, mientras que el tercer apartado del mismo precepto
especifica que la cuantia de las tasas no experimenta ningin incremento para
este ejercicio, con cardcter general (14).

La norma ahora examinada continda abordando la regulacién «DE Los
CREDITOS Y SUS MODIFICACIONES» en su Titulo Segundo (integrado por los articulos
3 a 11), el cual se encarga de precisar el régimen juridico de los créditos
contenidos en el estado financiero de gastos y las modificaciones que pueden
producirse en estos durante el ejercicio.

En efecto, el articulo 3 de la Ley de Presupuestos regula la cuestién esencial
de la vinculacién de los créditos, precisando que «los créditos autorizados en
los respectivos programas de gasto tienen cardcter limitativo y vinculante por
lo que se refiere a la clasificacién orgdnica y funcional por programas». Junto
a ello, el apartado segundo de dicho precepto se refiere a la concreta vincu-
lacién —a nivel de articulo, capitulo o concepto— aplicable a los Capitulos
integrantes de la clasificacién econémica.

Por ofro lado, el articulo 4 de la Ley analizada recoge la regla general de
imputacién de los gastos, de conformidad con la cual solo pueden contraerse
obligaciones derivadas de adquisiciones, obras, servicios y demds prestaciones
o gastos que se realicen en el afio natural correspondiente al ejercicio presu-
puestario. No obstante, en el apartado segundo del citado precepto, se permite
imputar a los créditos del presupuesto vigente las érdenes de pago derivadas
de compromisos de gastos debidamente adquiridos en ejercicios precedentes,
sin que para ello sea precisa la autorizacién del Departamento de Hacienda
y Administracién Pdblica. Por el contrario, si exigird su previa convalidacién
por el Gobierno de Aragén la imputacién, al ejercicio corriente, de gastos por
compromisos adquiridos en ejercicios previos en los que se omitié el preceptivo
trémite de fiscalizacion.

Por lo demds, el articulo 4.4 de la Ley de Presupuestos prevé que, en el
caso de que no exista ningin crédito adecuado en el ejercicio 2024 al cual
imputar el pago de estas obligaciones, ello serd delimitado por la persona titular
del Departamento de Hacienda y Administracién Poblica, o por el Gobierno
de Aragén, en caso de convalidacién previa.

El desarrollo de este segundo titulo contina con la determinacién de
los créditos del estado de gastos que ostentan la condicién de ampliables,

(14) A estos efectos, el articulo 8.2 de la Ley 5/2006, de 22 de junio, de Tasas y
Precios Piblicos de la Comunidad Auténoma de Aragédn establece que: «Para adecuar las
tarifas de las tasas al valor del uso de los bienes de dominio piblico o al coste variable de
la prestacién de servicios o realizacién de actividades en régimen de Derecho piblico que
las motivan, las Leyes de Presupuestos de la Comunidad Auténoma podran modificar los ele-
mentos cuantificadores de las mismas, aun cuando ello no esté previsto en la Ley especifica
de creacién del tributo».
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en afencién a la autorizacién prevista en el articulo 37 del texto refundido
de la Lley de Hacienda de la Comunidad Auténoma de Aragén (15). En este
sentido, el articulo 5.2 de la Ley de Presupuestos establece que la financiacién
de los citados créditos podrd efectuarse mediante la baja en otros créditos
para gastos y, de forma excepcional, por medio de mayores ingresos o con
remanentes de tesoreria, en funcién del grado de cumplimiento de los obijetivos
de estabilidad presupuestaria.

En cuanto a las trasferencias de crédito reguladas en el articulo 6 de
la norma examinada, las mismas se hallan sometidas a la evolucién de los
recursos que financian el presupuesto, pudiendo ser autorizadas por la persona
titular del Departamento de Hacienda y Administracién Piblica en determina-
das hipétesis —entre otras, a favor de servicios, para la gestién unificada de
obras, suministros o adquisiciones, destinadas al pago de tributos o en orden
a efectuar actuaciones de cardcter institucional —.

Siguiendo con el articulo 7 de la Ley de Presupuestos, este se dedica a la
incorporacién de remanentes de crédito, de conformidad con la autorizacién
prevista en el articulo 41.2 del texto refundido de la Ley de Hacienda de la
Comunidad Auténoma de Aragén. Ahora bien, esta posibilidad se aplicard
con cardcter excepcional, siempre condicionada a la existencia de cobertura
financiera, mediante la acreditacién de remanente de tesoreria disponible o
la baja de otros créditos.

Como no podria ser de otra forma, se advierte que las transferencias,
generaciones, ampliaciones de crédito e incorporaciones de remanentes, rea-
lizadas conforme a la normativa vigente, habilitardn la apertura de las aplica-
ciones precisas en la estructura presupuestaria, segin la naturaleza del gasto
a realizar (articulo 8 ley de Presupuestos). A su vez, a modo de garantia
presupuestaria, se establece que aquellos ingresos pdblicos vinculados legal-
mente a la realizacién de politicas o actuaciones de interés piblico habrdan
de hallarse dotados, como minimo, con un importe estimado de los recursos
afectados para el ejercicio presupuestario en que se devenguen (articulo 9
Ley de Presupuestos).

Asimismo, el articulo 10 de la Ley de Presupuestos se dedica a la regula-
cién de los ajustes en los estados de gastos e ingresos, previéndose, como es
habitual, que ello pueda realizarse cuando proceda legalmente a través de un
acuerdo del Gobierno de Aragédn y a propuesta del titular del Departamento

(15) Como sucede, por ejemplo, con los créditos derivados de transferencias de com-
petencias de la Administracién General del Estado o de otras Administraciones Piblicas que
se efectien este ejercicio; los dirigidos al pago de intereses y demds gastos derivados de
operaciones de endeudamiento o los destinados a las retribuciones del personal, en cuanto
precisen ser incrementadas como consecuencia de modificaciones salariales establecidas con
cardcter general o por la liquidacién de haberes debidamente devengados.
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de Hacienda y Administracién Piblica. Es més, se indica que la Intervencién
General procederd a la retencién de todos los créditos no finalistas que queden
disponibles como consecuencia de bajas en licitaciones, reajustes de anualida-
des o cualquier otro acto administrativo que libere crédito de los documentos de
gestién contable en los procedimientos contractuales y encomiendas de gestién.

Junto a lo anterior, el referido precepto autoriza al titular del Departa-
mento de Hacienda y Administracién Piblica para realizar diversos tipos de
ajuste (como redistribucién de conceptos o bajas por anulacién), al objeto de
mantener el equilibrio presupuestario de las fuentes de financiacién, asi como
para asegurar actuaciones financiadas con fondos europeos. Ademds, cabe
disponer la no liquidacién o, en su caso, la anulacién y baja en contabilidad
de deudas inferiores a la cuantia que se fije como insuficiente para la cobertura
del coste correspondiente a su exaccién y recaudacién.

Por fin, el articulo 11 de la Ley de Presupuestos aborda los expedientes
de modificacién de créditos, los cuales han de estar justificados, contar con
autorizacién legal y constar debidamente especificados (indicando seccién,
servicio, programa, concepto, subconcepto, fondo financiador y proyecto de
gasto). De hecho, en estas situaciones deben concretarse las desviaciones que
puedan producirse en la ejecucién de los programas, asi como el grado de
consecucién de los obijetivos correspondientes que se vean afectados.

En suma, como se infiere del contenido del Titulo Segundo de la Ley de
Presupuestos para el ejercicio 2024, el Gobierno de Aragén y el Departamento
de Hacienda y Administracién Piblica ostentan competencias esenciales para
la gestién de ciertos créditos presupuestarios, en aplicacién del texto refun-
dido de la Ley de Hacienda de la Comunidad Auténoma de Aragén. No en
vano, una gestién eficiente requiere, en no pocas ocasiones, la adopcién de
modificaciones en la deferminacién de la cuantia y el destino definitivos de
los gastos pUblicos, en particular, de aquellos créditos que estan financiados
total o parcialmente por otras Administraciones.

Pasando ya al andlisis del Titulo Tercero de la Ley de Presupuestos, el
mismo se encarga de la regulacién «DE LA GESTION DEL PRESUPUESTO»; en concreto,
los articulos 12 a 17 incorporan reglas que buscan una gestién presupuestaria
adecuada y tratan de evitar la aparicién de desfases derivados de la adopcién
de decisiones que, por ejemplo, podrian llegar a repercutir en ejercicios futuros.

Mdés en concreto, el articulo 12 de la Ley incorpora los principios de
programacién y gestiéon presupuestaria responsable y sostenible, previendo la
exigencia de responsabilidad en materia de gestién econémico-presupuestaria
cuando se adquieran compromisos de gastos, se reconozcan obligaciones o
se ordenen pagos sin crédito suficiente para realizarlos con infraccién de la
normativa aplicable —actos que se califican como nulos—. Junto a lo anterior,
y en relacién con el cumplimiento de la eficacia y la eficiencia en la asignacién
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y utilizacién de los recursos publicos, se establece la obligacién de impulsar
medidas que permitan cumplir los principios de planificacién, gestién por
objetivos y control de los resultados.

A continuacién, y como regla general aplicable a cualquier proyecto
normativo que contenga compromisos financieros, se dispone la realizacién de
una memoria econdmica en la que se detallen sus repercusiones econémicas
y la forma en que se financiardn (articulo 13 Ley de Presupuestos). Ello afecta
a toda propuesta de acuerdo, pacto, orden o resolucién, condiciondndose su
efectividad a que el érgano proponente cuente con financiacién adecuada en
los programas de gasto que recaigan bajo su gestién (16).

En relacién con la gestién de créditos finalistas y cofinanciados, el articulo
14 de la norma analizada establece la posibilidad de iniciar expedientes de
subvencién o de contratacién administrativa financiados con recursos afec-
tados, aun cuando dichos fondos no hayan sido efectivamente transferidos
o incorporados al presupuesto; no obstante, si los fondos finalistas no son
transferidos, la administracién podrd desistir del procedimiento. Por su parte,
aquellos proyectos financiados a través de fondos estructurales y de cardcter
finalista atenderdn a su propia normativa, pudiendo la persona titular del Depar-
tamento de Hacienda y Administracién Piblica autorizar las modificaciones
presupuestarias que sean precisas para la gestién de aquellos.

Siendo esto asi, a continuacién, se aborda la problemdtica de la adquisi-
cién de compromiso de gasto para ejercicios futuros, que ha de ser autorizado
por el érgano competente (articulo 15 Lley de Presupuestos). En particular,
tal competencia recae en el Gobierno de Aragén en relacién con gastos de
cardcter plurianual que superan determinadas cuantias —como, por ejemplo,
expedientes de contratacién de valor superior a tres millones de euros o con-
vocatorias de subvenciones por importe de més de cinco millones de euros—.
Ahora bien, en ofras hipétesis, serd la persona fitular del departamento compe-
tente en materia de hacienda, quien, excepcionalmente y de forma motivada,
apruebe ofros gastos plurianuales distintos a los recogidos en el articulo 38
del texto refundido de la Ley de Hacienda de la Comunidad Auténoma (17).

(16) En esta lineq, el articulo 7.3 de la Ley Orgdnica de Estabilidad Presupuestaria y
Sostenibilidad Financiera precisa que «Las disposiciones legales y reglamentarias, en su fase
de elaboracién y aprobacién, los actos administrativos, los contratos y los convenios de cola-
boracién, asi como cualquier ofra actuacién de los sujetos incluidos en el dmbito de aplicacién
de esta Ley que afecten a los gastos o ingresos publicos presentes o futuros, deberdn valorar
sus repercusiones y efectos, y supeditarse de forma estricta al cumplimiento de las exigencias
de los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera».

(17) En concreto, el apartado segundo del precepto citado en el texto establece que
«Podrén adquirirse compromisos de gastos con cargo a ejercicios futuros cuando tengan
por objeto la realizacién de: a) Inversiones reales y transferencias de capital. b) Contratos,
encargos de ejecucién y conciertos. c) Convenios de colaboracién cuya duracién se extienda
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Para finalizar el Titulo Tercero de la Ley de Presupuestos, su articulo 16
regula la periodicidad con la que se efectuardn las transferencias a organismos
pUblicos y a la Universidad de Zaragoza; y, en cuanto a las normas especificas
de gestién del Capitulo Il del presupuesto de gastos, el articulo 17 establece
el procedimiento a seguir en caso de que los créditos disponibles resulten
insuficientes para atender las obligaciones estimadas.

El Titulo Cuarto de la Ley de Presupuestos para el ejercicio 2024 se dedica
a la regulacién «DE LOs CREDITOS DE PERSONAL», materia esta que se aborda en
dos Capitulos —uno referido a los regimenes refributivos (articulos 18 a 31)y,
el segundo, acerca de ofras disposiciones sobre el régimen de personal activo

(articulos 32 a 42)—.

En este sentido, en el Capitulo Primero se establecen las normas basicas de
las retribuciones en el sector piblico de la Comunidad Auténoma de Aragén,
especificando el régimen aplicable a los miembros del Gobierno y al personal
—funcionario, docente no universitario, laboral, interino y estatutario— (18),
y previendo que las retribuciones integras del personal al servicio del sector
pUblico experimentardn, en su caso, el incremento que establezca la normativa
bdsica del Estado.

Por otro lado, el Capitulo Segundo del Titulo Cuarto regula las limitaciones
al aumento de los gastos de personal y establece la prohibicién de percepcién
de ingresos atipicos, precisando reglas estrictas para la contratacién de perso-
nal laboral temporal y el nombramiento de funcionarios interinos (incluyendo
previsiones para la gestién del personal docente no universitario interino y
personal estatutario temporal del Servicio Aragonés de Salud). En este sentido,
también se especifican los requisitos para el nombramiento de personal para la
realizacién de programas temporales o por exceso o acumulacién de tareas.

El articulado de la Ley de Presupuestos para este ejercicio prosigue con
el Titulo Quinto —bajo la ribrica «DE LAS TRANSFERENCIAS A ENTIDADES LOCALES
Y DE LAS ACTUACIONES DE POLITICA TERRITORIAL» (articulos 43 a 48)—, que incluye
los siguientes cuatro Capitulos: Fondo Local de Aragén, Fondo de Cohesién
Territorial, transferencias a las Administraciones Comarcales y Fondo de Com-

a mds de un ejercicio. d) Arrendamientos de bienes inmuebles a utilizar por la comunidad
auténoma o por los organismos y sociedades mercantiles de ella dependientes. e) Cargas
financieras derivadas del endeudamiento. f) Las subvenciones que, de acuerdo con su norma-
tiva reguladora, requieran imputar obligaciones en ejercicios posteriores al de su concesién.
g) Excepcionalmente, en ofros supuestos siempre que se justifiquen las circunstancias que
aconsejan la autorizacién».

(18) Ademds, también se incluyen las normas aplicables al personal al servicio de la
Administracién de Justicia, unidad de la Policia Nacional adscrita a la Comunidad Auténoma
de Aragén, personal al servicio del sector piblico y personal sanitario en formacién por el
sistema de residencia.
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pensacién a Ayuntamientos en dreas de Espacios Naturales Protegidos de la
Comunidad Auténoma.

De este modo, el articulo 43 de la Ley de Presupuestos se dedica a la
regulacién de las normas de gestién del Fondo Local de Aragén, en tanto
conjunto de transferencias presupuestarias destinadas a las entidades locales
de esta Comunidad Auténoma para apoyar el desarrollo de actividades de
competencia de aquellas, integrdndose por programas especificos de transfe-
rencias a entes locales y por ciertos programas sectoriales.

A su vez, el articulo 44 de la Ley de Presupuestos se refiere a los pro-
gramas que articulan la politica demogrdfica y contra la despoblacién de la
Comunidad Auténoma de Aragén, a través de los que se trata de moderar la
tendencia a la concentracién excesiva de la poblacién, mediante la mejora
de la calidad en la prestacién de los servicios, para fijar poblacién joven.

Junto a lo anterior, se regula el Fondo de Cohesién Territorial, el cual
tiene por objeto avanzar en la cohesién territorial y el equilibrio poblacional
de Aragén, mediante transferencias (corrientes y de capital) para desarrollar
actuaciones enmarcadas en los ejes de desarrollo territorial contemplados en
la Estrategia de Ordenacién del Territorio de Aragédn y en la Directriz Especial
de Ordenacién Territorial de Politica Demogréfica y contra la Despoblacién
(articulo 45 Ley de Presupuestos).

A continuacién, el articulo 46 de la Ley ahora examinada se refiere a
las transferencias a las Administraciones Comarcales, créditos cuya gestién
corresponde al Departamento de Presidencia, Interior y Cultura. A este res-
pecto, se prevé que los gastos con cargo a los créditos de estos programas se
realizardn mediante transferencias incondicionadas y de abono anticipado a
las comarcas, pudiéndose, en estas hipétesis, imputar la financiacién de pro-
yectos y actuaciones sin atender a la naturaleza econédmica de los gastos, de
conformidad con las funciones y competencias que aquellas tienen atribuidas.

Asimismo, también corresponde a las administraciones comarcales la ges-
tion de ciertos programas finalistas de servicios sociales (articulo 47 Ley de
Presupuestos); no obstante, su planificacién general se realiza de una forma
coordinada con la administracién autondmica, previéndose el suministro de
informacién al Instituto Aragonés de Servicios Sociales a estos efectos.

Por Gltimo, el Titulo V de la Ley Presupuestaria, finaliza con un Capitulo
cuarto dedicado al Fondo de compensacién a Ayuntamientos en municipios
incluidos en dreas de Espacios Naturales Protegidos de Aragén, que se halla
previsto en el articulo 5 de la Ley de Espacios Protegidos de Aragén (Decreto
Legislativo 1/2015, de 29 de julio). En esta linea, las compensaciones cons-
tituyen transferencias incondicionadas que han de repartirse, atendiendo prin-
cipalmente al factor superficie, entre aquellos municipios en cuyo término se
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hallen espacios protegidos —ya sea Parques Nacionales, Parques Naturales,
Reservas Naturales, Monumentos Naturales o Paisajes Protegidos—.

En cuando al Titulo Sexto, el mismo se encarga de la regulacién «DE LAs
OPERACIONES FINANCIERAS» (articulos 49 a 54), estableciendo las reglas a cumplir
en 2024 en relacién con las operaciones de endeudamiento que contraiga
la Comunidad Auténoma y con los avales que esta conceda. En particular, se
autoriza un importe maximo de 1.359.120 miles de euros en emisién deuda
pUblica, bonos u ofros instrumentos financieros o para concertar operaciones de
crédito a largo plazo, cuantia que, empero, puede ser ampliada por aquellas
medidas extraordinarias de apoyo a la liquidez que la Administracién General
del Estado ponga a disposicién de las Comunidades Auténomas.

De conformidad con el articulo 49.2 de la Ley de Presupuestos, dicho
endeudamiento podré ser formalizado en una o en varias operaciones, tanto en
el interior como en el exterior, en moneda nacional o en divisas, en funcién de
lo que resulte mds conveniente para los intereses de nuestra Comunidad (19).
Ademds, los subsiguientes apartados de dicho precepto permiten tanto acordar
la refinanciacién o sustitucién del endeudamiento vivo, con el fin de conseguir
una disminucién en el importe de los costes financieros actuales o futuros, como,
a su vez, concertar operaciones de derivados financieros —como opciones,
futuros o swaps— que contribuyan a mejorar la carga financiera.

En relacién con el endeudamiento por plazo inferior a un afo, el articulo
50 de la Ley de Presupuestos contempla, en un principio, la posibilidad de
formalizar tales operaciones a corto plazo con el limite maximo del 30% de
los créditos iniciales de gasto no financiero del ejercicio presupuestario. Por
su parte, también los organismos piblicos, empresas y demds entes del sec-
tor poblico de la Comunidad Auténoma se hallan habilitados para concertar
operaciones de endeudamiento, si bien deberdn obtener autorizacién previa
del Departamento de Hacienda y Administracién Piblica para ello (articulo
51 Ley de Presupuestos).

A continuacién, se regula el otorgamiento de avales y garantias, compe-
tencia esta que recae sobre el Gobierno de Aragén, a propuesta conjunta del
titular del Departamento de Hacienda y Administracién piblica y del depar-

(19) Las operaciones de endeudamiento de las Comunidades Auténomas se encuentran
sometidas a las limitaciones recogidas en el articulo 14 de la Ley Orgédnica 8/1980, de 22 de
septiembre, de Financiacién de las Comunidades Auténomas. De hecho, el apartado tercero
de este precepto se refiere a la necesidad de obtener autorizacién del Estado para concertar
operaciones de crédito en el extranjero y para la emisién de deuda o cualquier otra apelacién
al crédito piblico, autorizacién que ha de tener presente el cumplimiento de los objetivos de
estabilidad presupuestaria. La susodicha autorizacién es necesaria, a su vez, en cualquier otra
operacién de crédito concertada por una Comunidad Auténoma cuando se constate que esta
Oltima ha incumplido el mencionado principio de estabilidad presupuestaria.
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tamento competente por razén de la actividad econémica desarrollada. En
concreto, se prima su concesién a pequefias y medianas empresas radicadas en
Aragén, con la finalidad de garantizar la creacién o permanencia de puestos
de trabajo (articulo 52 Ley de Presupuestos).

Sea como fuere, el importe total de este tipo de garantias no han de
superar la suma de 100 millones de euros; ahora bien, tal limitacién se halla
condicionada a lo previsto en la resolucién de la Secretaria General de Coor-
dinacién Autondmica y Local, la cual limita el importe de los avales autorizado
por cada Comunidad Auténoma al 1,5% de su PIB regional (20). Asimismo,
se establece la necesidad de previa autorizacién de las Cortes de Aragén,
siempre que el importe de la garantia propuesta supere un millén de euros.

Por otro lado, la concesién de avales requiere el cumplimiento de una serie
de requisitos que se hallan precisados en el parrafo quinto del articulo 52 de
la Ley de Presupuestos. A estos efectos, como es habitual, ha de acreditarse la
inexistencia de deudas pendientes de pago con la Administracién General del
Estado, la Comunidad Auténoma o con la Seguridad Social, y también el cum-
plimiento de la normativa vigente en materia de residuos, no pudiendo ser bene-
ficiarias las empresas que hubieran sido sancionadas por la autoridad laboral.

Por su parte, se establecen los limites y condiciones para la formalizacién
de contratos de reafianzamiento y aval con las sociedades de garantia reci-
proca que tengan su domicilio social y fiscal en la Comunidad Auténoma de
Aragén, estableciéndose en veinte millones de euros el importe maximo total
de riesgo reafianzado (articulo 53 Ley de Presupuestos).

Por fin, el Titulo Sexto de la Ley de Presupuestos termina previendo que
el Departamento de Economia, Empleo e Industria realizard las actuaciones
que correspondan a nuestra Comunidad Auténoma derivadas de la normativa
sobre incentivos regionales para la correccién de desequilibrios econémicos
interterritoriales (articulo 54).

Siendo esto asi, el contenido de la Ley de Presupuestos continGa con la
precisién de la informacién que ha de proporcionarse a las Cortes, tanto en
materia presupuestaria, como en lo que afecta a ofras cuestiones conexas. Asi,
el Titulo Séptimo —titulado «DE LA INFORMACION A LAS CORTES DE ARAGON» (articulos
55 a 62)—, regula de modo detallado los datos que el Gobierno de Aragén
ha de remitir a la Comisién de Hacienda, Presupuestos y Administracién Pdblica
de las Cortes, deber este que ha de cumplirse en unos plazos concretos.

A este respecto, la Ley de Presupuestos dedica su articulo 55 a delimitar
los datos, informes, acuerdos y expedientes que han de procurarse en materia
presupuestaria; mientras que el articulo 56 se refiere a la obligacién de infor-

(20) Véase el articulo 13 bis de la Ley Orgénica 8/1980, de 22 de septiembre, de
financiacién de las Comunidades Auténomas.
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macién en materia financiera (incluyendo cuestiones tales como operaciones
de crédito, de refinanciacién o avales). Por su parte, también se recoge la
informacién a suministrar en relacién con subvenciones y ayudas (articulo 57),
acerca de fondos y planes especializados (articulo 58), en relacién con el
personal al servicio del sector piblico de la Comunidad Auténoma de Aragén
(articulo 59), sobre contratacién publica (articulo 60), asi como en lo que afecta
al gasto publicitario y de difusién con medios de comunicacién (articulo 61).
Por lo demds, se recoge también el deber de que la totalidad de la informacién
a que se refiere en Titulo VIl de la Ley comentada sea publicada a través del
Portal de Transparencia del Gobierno de Aragén (articulo 62).

La Ley de Presupuestos prosigue con el Titulo Octavo, el cual se refiere al
«FONDO ARAGONES DE |+D+1», fondo este integrado por el conjunto de recursos
econdémicos destinados a esta finalidad que se incluyan en los presupuestos
de la Comunidad, asi como por las partidas presupuestarias que se habiliten
en el ejercicio con dicho objeto.

Para finalizar el andlisis de los titulos integrantes de la Ley de Presupuestos,
hay que destacar que, este ejercicio, se ha incluido un Titulo IX denominado
«NORMAS TRIBUTARIAS», incorporando diversas reformas normativas que afectan a
algunos de los tributos cedidos (Capitulo primero) y propios (Capitulo segundo)
de nuestra Comunidad Auténoma.

En concreto, el articulo 64 de la Ley de Presupuestos, a lo largo de doce
apartados, incorpora numerosas modificaciones que afectan al texto refundido
de las disposiciones dictadas por la Comunidad Auténoma de Aragén en
materia de tributos cedidos (Decreto Legislativo 1/2005, de 26 de septiembre,
del Gobierno de Aragén).

En lo que atafie al Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas, se
modifica la escala autonémica, con efecto desde 1 de enero de 2023 (apartado
Uno del articulo 64). Ademds, ya para el ejercicio 2024, se introducen dos
nuevas deducciones en la cuota integra autonémica: por gastos en clases de
apoyo o de refuerzo (apartado Dos) y por gastos en formacién para la auto-
nomia y la vida independiente de menores con discapacidad (apartado Doce).

Junto a lo anterior, se introduce una regla formal muy relevante en relacién
con los beneficios fiscales, en tanto se condiciona la eventual aplicacién de
deducciones en la cuota integra autonémica que derivan de la asuncién de
gastos por los contribuyentes, a que el pago de aquellos se realice mediante
tarjeta de crédito o débito, transferencia bancaria, cheque nominativo o ingreso
en cuentas en entidades financieras (apartado Diez del articulo 64).

Por otro lado, en los apartados Tres a Ocho del articulo 64 de la Ley de
Presupuestos, se introducen modificaciones en los beneficios fiscales previstos
por Aragén en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. A estos efectos,
destaca el apartado Tres de dicho precepto que introduce una bonificacién del
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99% en la cuota tributaria derivada de la adquisicién mortis causa —incluidas
polizas de seguro de vida— por descendientes del causante menores de veintion
afios (nuevo articulo 131-12 del texto refundido de las disposiciones dictadas
por la Comunidad Auténoma de Aragén en materia de tributos cedidos).

Igualmente, resultan relevantes los cambios en las bonificaciones en la
cuota tributaria por adquisiciones lucrativas inter vivos; en este sentido, la cuota
resultante de las donaciones realizadas a favor del cényuge, ascendientes y
descendientes mayores de 21 afios del donante, se bonifican ahora en un
99% —con anterioridad, 95%—, siempre que la base imponible sea igual o
inferior a 500.000 euros (apartado Siete del articulo 64). Asimismo, idéntica
bonificacién se introduce ex novo, pero sin limitarse a ninguna base imponible
mdéxima, en relacién con la adquisicién infer vivos por descendientes directos
del donante menores veintiin afios cuya autoliquidacién se haya presentado
en plazo (apartado Ocho del articulo 64).

Por su parte, y en lo que afecta a la reduccién en la base imponible del
Impuesto sobre donaciones a favor del cényuge y de los hijos del donante
prevista en el articulo 132-2 del texto refundido de las disposiciones dictadas
por la Comunidad Auténoma de Aragén en materia de tributos cedidos, con
efectos desde 1 de enero de 2024, se amplia su eventual aplicacién, en tanto
se suprime el requisito de que el patrimonio preexistente del contribuyente no
exceda de 100.000 euros (apartado Cinco del articulo 64).

Ya en lo que respecta al Impuesto sobre el Patrimonio, desde 1 de enero
de 2023, se incrementa el minimo exento previsto por la Comunidad Auté-
noma, fijandose este en 700.000 euros (cuantia coincidente con la regulada
en la normativa estatal).

En cuanto a las modificaciones que la Ley de Presupuestos para 2024
incorpora en relacién con tributos propios, el articulo 65 de esta ley reforma
la escala de gravamen del Impuesto sobre dafio medioambiental causado por
las grandes dreas de venta (texto refundido de la legislacién sobre impuestos
medioambientales de la Comunidad Auténoma de Aragén, aprobado por
Decreto Legislativo 1/2007, de 18 de septiembre del Gobierno de Aragén).

Una vez desarrollado el contenido de los distintos titulos integrantes de
la Ley de Presupuestos para 2024, solo resta examinar el contenido de sus
disposiciones adicionales, transitorias y finales.

Asi, dicho texto incorpora cuarenta y tres disposiciones adicionales sobre
diversas cuestiones de relevancia presupuestaria, entre las que cabe destacar
la regulacién del régimen al que se sujeta la concesién de subvenciones y
ayudas con cargo al Presupuesto de la Comunidad.

De este modo, la disposicién adicional segunda se refiere a las normas
a las que ha de ajustarse la concesién de subvenciones, previéndose que, con
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cardcter general, los beneficiarios deberdn estar al corriente de sus obligaciones
tributarias y con la Seguridad Social. Es més, la presentacién de una solicitud
de ayuda autoriza al érgano gestor de aquella para acreditar directamente
la citada circunstancia con los organismos competentes, aunque ello es mera-
mente facultativo en ciertos casos (por ejemplo, si el importe de la subvencién
no excede de 1.000 euros por beneficiario y afio, o cuando esta se destine
a finalidades especificas) (21).

Por otro lado, numerosas disposiciones adicionales se dedican al estableci-
miento de criterios especiales para la gestién de ciertos créditos presupuestarios.
En concreto, las especialidades en la gestién del Presupuesto de las Cortes de
Aragén se recogen en la disposicién adicional primera de la Ley objeto del
presente comentario, mientras que la gestién de los créditos concernientes al
Capitulo Diversos Departamentos y la delimitacién del Fondo de Contingencia
de Ejecucién Presupuestaria se regulan en la disposicién adicional octava. Por su
parte, y en cuanto a la gestién de los créditos financiados con los fondos europeos
Next Generation EU, se desarrolla en la disposicién adicional novena de esta
Ley, reguldndose en ofras disposiciones cuestiones tales como el Fondo de Soli-
daridad con los paises més desfavorecidos (disposicién adicional duodécima),
las reservas sociales de contratos para 2024 (disposicién adicional decimoctava)
o la autorizacién de incremento extraordinario en la prestacién aragonesa com-
plementaria del Ingreso Minimo Vital (disposicién adicional undécima).

Por lo demds, cabe destacar que la disposicién adicional trigésima sexta
se refiere al anexo VIl a la Ley de Presupuestos, en el cual se recogen los espe-
cificos importes totales de los proyectos de gasto relacionados con cada uno de
los diecisiete objetivos de desarrollo sostenible definidos en la Agenda 2030.

Para finalizar, la Ley de Presupuestos para 2024 se cierra con ocho dis-
posiciones fransitorias, una disposicién derogatoria y tres disposiciones finales.
A este respecto, en las disposiciones transitorias se recogen medidas aplicables
durante el ejercicio en curso que afectan a cuestiones como, entre otras, las
indemnizaciones por razén de servicio, las subvenciones a cdmaras agrarias
de Aragén o la vivienda protegida.

En cuanto a la disposicién derogatoria Unica, la misma afecta a varios
articulos del texto refundido de las disposiciones dictadas por la Comunidad
Auténoma de Aragén en materia de tributos cedidos. En particular, se derogan
los preceptos que regulaban beneficios fiscales relacionados con las inunda-
ciones sufridas en la cuenca del rio Ebro, asi como algunos apartados de los
articulos reguladores de las reducciones propias de Aragédn en el Impuesto
sobre Donaciones.

(21) Por ejemplo, las destinadas a la contratacién de seguros agrarios, la formacién
universitaria o algunas de las previstas en materia de vivienda.
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Por fin, en las disposiciones finales, ademds de ordenar la entrada en
vigor de la ley, se incorporan ciertas modificaciones normativas en el articu-
lado del texto refundido de la Ley de Ordenacién de la Funcién Piblica de
la Comunidad Auténoma de Aragén (Decreto Legislativo 1/1991, de 19 de
febrero) y de la Ley 5/2022, de 6 de octubre, Reguladora del Fondo Aragonés

de Financiacién Municipal.
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RESUMEN: El presente trabajo repasa la actividad desarrollada por las Cortes de
Aragén en la X Llegislatura (2019-2023), dando cuenta del ejercicio de sus funciones
legislativa y de control, principalmente. Se resaltan el nuevo escenario politico tras las
elecciones autondmicas celebradas en mayo de 2019 y el contexto de crisis sanitaria
por la pandemia del Covid-19 y sus consecuencias sobre el Parlamento.
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ABSTRACT: The present paper reviews the activity carried out by Aragon Parliament
in the X Legislature (2019-2023), giving an account of the exercise of its legislative and
control functions, mainly. The new political scenario after the regional elections held in
May 2019 and the context of the health crisis due to the Covid-19 pandemic and its
consequences in Parliament are highlighted.
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I. INTRODUCCION (1)

La legislatura de la que damos cuenta, la que hace la ndmero X en las
Cortes de Aragén, se ha caracterizado porque en ella tuvo que hacerse frente
a la peor pandemia de los Gltimos tiempos. La gestién de la crisis sanitaria
requeria un cambio de comportamientos tal que alteré la esencia misma del
funcionamiento normal de la institucién parlamentaria. En efecto, si, con fecha
31 de enero de 2020, la OMS declaraba el brote de SARS-CoV-2 (Covid-19)
como Emergencia de Salud Piblica de Importancia Internacional, a los pocos
dias, el 11 de marzo, elevé su consideracién a la categoria de pandemia,
obligando a los gobiernos a adoptar medidas urgentes orientadas a proteger
la salud que, dadas las caracteristicas del virus, implicaban el distanciamiento
social y evitar los desplazamientos, obligando a permanecer en los domicilios.

Como es sabido, el Gobierno de Espafia declaré el estado de alarma
mediante Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, que fue objeto de seis
prérrogas sucesivas hasta el 21 de junio de 2020 (previas las respectivas
autorizaciones por el Congreso de los Diputados) y aun habria de volver a

(1) Lista de abreviaturas utilizada: AP: Agrupacién Parlamentaria; CE: Constitucién
Espafiola; COIl: Comité Olimpico Internacional; C’s: Ciudadanos-Partido de la Ciudadania;
DSCA: Diario de Sesiones de las Cortes de Aragén; EAAr: Estatuto de Autonomia de Ara-
g6n; G.P.: Grupo Parlamentario; IUA: Izquierda Unida de Aragén; LICA: Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdiccién Contencioso-administrativa; OMS: Organizacién
Mundial de la Salud; PAR: Partido Aragonés; PSOE: Partido Socialista Obrero Espafiol; RCAr:
Reglamento de las Cortes de Aragén; TC: Tribunal Constitucional; TSJAr: Tribunal Superior
de Justicia de Aragén.
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declarar un segundo estado de alarma conforme al Real Decreto 926/2020,
de 25 de octubre, que estuvo vigente en este caso hasta el 9 de mayo de
2021 (2). Sin entrar ahora en que el TC, con sus Sentencias 148/2021, de
14 de julio y 183/2021, de 27 de octubre), acabé anulando parte de las
medidas excepcionales adoptadas en ambos casos por considerar que, en
cuanto implicaban la suspensién de derechos fundamentales como la libertad
de circulacién, residencia y reunién, no encontraban cobertura constitucional
en el estado de alarma declarado, sino que habrian requerido la declaracién
del estado de excepcién, ciudadanos e instituciones tuvieron que adaptarse
répidamente a un nuevo escenario, nunca antes conocido, mientras tales res-
tricciones estuvieron vigentes. Es el caso de los Parlamentos y, por lo que atafie
a este trabajo, de las Cortes de Aragén.

En las pdginas que siguen, en primer lugar, describiremos los resultados
de las elecciones autonémicas celebradas en un escenario todavia de nor-
malidad, en mayo de 2019, que alumbraron la X Legislatura y definieron el
peso politico de cada uno de los actores. Tras describir el nuevo panorama
politico, daremos cuenta del impacto que la pandemia del Covid-19 tuvo en
las formas, formatos y contenidos de la actividad parlamentaria. A continua-
cién, sintetizaremos algunos de los principales debates que tuvieron lugar en
el periodo analizado en las Cortes de Aragén para pasar después al balance
de la funcién legislativa. Tras una breve referencia a los datos de la actividad
de control desplegada sobre el ejecutivo autonémico, terminaremos esbozando
alguna conclusion.

Il. UN ESCENARIO POLITICO MAS FRAGMENTADO TODAVIA QUE
EN LA LEGISLATURA ANTERIOR

1. Los resultados de las elecciones autonémicas de mayo de 2019
y sus consecuencias en las Cortes de Aragén

Con una participacién ligeramente inferior a la de los comicios prece-
dentes de 2015 (66,16% frente al 68,27%), el PSOE gané las elecciones en
Aragén al obtener el 30,8% de los votos (206.400) frente al 20,8% del PP
(139.660), al 16,6% de C’s (111.602), al 8,1% de Podemos-Equo (54.252),
al 6,2% de Chunta Aragonesista (41.879), al 6,08% de VOX (40.671), al
5,08% del Partido Aragonés (33.978), y al 3,32 de Izquierda Unida de Ara-
gén (22.229). En escafios, el PSOE obtuvo 24 frente a los 18 de 2015. El
PP baj6 de 21 a 16, y Podemos Aragén cayd a 5 desde sus 14 anteriores.
Ciudadanos subié de 5 escafios a 12, mientras que Chunta Aragonesista, el

(2) Vid. Arevaio Gurirrez (2021: pp. 19 y 20).
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PAR y VOX, que irrumpia por primera vez en la Cdmara, obtuvieron todos
ellos 3 escafios, repitiendo, con tan solo 1, Izquierda Unida de Aragén. Asi,
si las elecciones autonémicas de 2015 habian supuesto el paso de cinco a
siete partidos politicos o coaliciones electorales en las Cortes de Aragén, en
la Cémara de la X Legislatura ha habido ocho formaciones politicas y otros
tantos grupos parlamentarios. En definitiva, no solo se confirmé la complejidad
del sistema de partidos de la anterior legislatura, sino que se incrementd, con
la consiguiente aparente dificultad para alcanzar acuerdos.

En la sesién constitutiva de la legislatura de la que damos cuenta, cele-
brada el dia 20 de junio de 2019, fue elegido presidente de las Cortes de
Aragén José Javier Sada Beltran (G.P. Socialista) con 36 votos a favor (los de
los grupos del arco parlamentario de la izquierda mds el del Partido Aragonés)
y 31 votos en blanco. Por su parte, obtuvieron la vicepresidencia primera y
segunda de la Mesa Maria Rodrigo Pl4, (G.P. Socialista) y Ramiro Dominguez
Bujeda, (G.P. C's), con ftreinta y seis, y veintiocho votos a favor, respectiva-
mente, y tres votos en blanco. Las secretarias primera y segunda de la Mesa
recayeron, a su vez, en ltxaso Cabrera Gil (G.P. Podemos-Equo) con treinta
y fres votos, y en Jesus Fuertes Jarque (G.P. Popular) con veintiocho, votando
seis diputados en blanco (3). Lo anterior significa que, tras cuatro legislaturas
consecutivas en que tres grupos parlamentarios se habian repartido los cinco
puestos en la Mesa de las Cortes de Aragén, en la X se volvié a dar entrada
a cuatro grupos parlamentarios, como ya sucediera en la V Legislatura (4).

En ofro orden de cosas, los ocho partidos representados en la Cdmara
aragonesa conformaron los ocho grupos parlamentarios que permitia el Regla-
mento, con el matiz de que, al exigirse tres diputados para la formacién de grupo
propio, IUA quedé integrada como agrupacién parlamentaria en el Grupo Mixto.

2. Un cuatripartito de discrepancias pactadas al frente del Gobierno
de Aragén

La primera manifestacién de por dénde iban a ir las lineas de pacto de
toda la legislatura la tuvimos con la gestacién del acuerdo que propicié la
reeleccion del lider del Partido Socialista, Javier Lambdn, como Presidente del
Gobierno de Aragén en la sesién de investidura celebrada los dias 30 y 31
de julio de 2019. La misma tuvo lugar con los votos a favor de su Grupo,
ademés de Podemos-Equo, Chunta Aragonesista, PAR e Izquierda Unida de
Aragén (36 votos), frente a 31 votos en contra.

(3) Vid. Diario de Sesiones de las Cortes de Aragdn (en adelante, DSCA), nim. 1,
de 20 de junio de 2019.

(4) Véase Boletin Oficial de las Cortes de Aragén (en adelante, BOCA) nim. 1, de
16 de julio de 1999.
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Al dia siguiente de las elecciones, con los frios ndmeros en la mano,
parecian mucho mds probables otras dos coaliciones de gobierno: o bien
la de las tres fuerzas del centro-derecha, que sumaban 34 escafios, o la
del Partido Socialista con Ciudadanos, con 36. Sin embargo, un elemento
inesperado marcé el rumbo de los acontecimientos. El Partido Socialista dijo
haber suscrito un acuerdo de gobernabilidad con el Partido Aragonés que, en
la prdctica, hacia inviable la primera de las opciones, pero que, a la postre,
habria de dificultar también la segunda. En el primer caso, por las diferencias
ideolégicas irreconciliables entre el centralismo de VOX y la férrea defensa del
Estado autondmico del PAR y, en el otro, por los distintos planteamientos de
estructura territorial local entre este Gltimo y Ciudadanos. Tampoco facilité el
trénsito hacia un gobierno de coalicién con solo dos socios (Partido Socialista
y C’s), numéricamente la hipétesis mds sencilla, el no rotundo de esta segunda
formacién a nivel nacional a la investidura, entonces en cuestién, de Pedro
Sanchez como Presidente del Gobierno de la Nacién, lo que, sin duda, tuvo
su traslado a algunas Comunidades Auténomas, de lo que es buena prueba
la nuestra. Precisamente, esa formacién (Ciudadanos) que, con doce escafios
y mds de 111.000 votos, tuvo en su mano la llave de la legislatura, fue enca-
denando después una derrota electoral tras otra en los siguientes meses en
el resto de Espafia hasta ver sus perspectivas muy mermadas, por lo que la
representacién obtenida en las elecciones autonémicas celebradas en 2019
acabé siendo un espejismo del apoyo popular a dicho partido en el conjunto
del Estado.

Volviendo a 2019, lo que mds sorprendié de la coalicién que finalmente
propicié la investidura fue la inclusién de fuerzas ideolégicamente tan dispares
y tan enfrentadas en el pasado reciente de nuestra Comunidad Auténoma (sin
ir mds lejos, en materia de aguas), como Podemos y el Partido Aragonés. Pese
a su trayectoria anterior, esos dos partidos, junto con el Partido Socialista y
Chunta Aragonesista, formalizaron el 1 de agosto de 2019 un documento
que, bajo el titulo de «Acuerdo de investidura y gobernabilidad para la X
Legislatura en Aragén», recogia 132 compromisos que se sistematizaban en
bloques temdticos y respondian a la mdxima, que tantas veces citarian en
los afos siguientes, de procurar un «Aragén social, verde y digital». Dicho
acuerdo programdtico inicial se plasmé en el Plan de Gobierno correspondiente
a la X legislatura, que fue aprobado por el ejecutivo el 11 de noviembre de
2020, conforme a las exigencias del art. 14 de la Ley 8/2015, de 25 de
marzo, de Transparencia de la Actividad Piblica y Participacién Ciudadana
de Aragén (5). Comenzaba su andadura asi un Gobierno que el Presidente,

(5) Por Acuerdo de 5 de mayo de 2021, del Gobierno de Aragédn, se aprobé una
herramienta informdtica denominada VISUALGOB para el seguimiento continuo del cumpli-
miento del Plan. La misma revelaba un grado de cumplimiento del 53,6% en la fecha del
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un afio més tarde, calificé de «transversal e instalado en la centralidad vy la
moderacién» (6).

El Acuerdo de investidura se tradujo, l6gicamente, en las designaciones
de los Consejeros del Gobierno de Aragén y de ofros altos cargos. Asi,
el Presidente del Partido Aragonés y cabeza de lista por Zaragoza, Arturo
Aliaga, fue nombrado Vicepresidente del ejecutivo autonédmico, ademds de
Consejero de Industria, Competitividad y Desarrollo Empresarial, realizandose,
a propuesta de dicho partido, las designaciones del resto de cargos piblicos
de este departamento. La diputada podemista Maria Eugenia Diaz Calvo fue
nombrada Consejera de Ciencia, Universidad y Sociedad del Conocimiento, y
el diputado de CHA José Luis Soro Domingo repiti6 al frente del Departamento
de Vertebracién del Territorio, Movilidad y Vivienda. Ademds de que también
estos dos socios de gobierno del Partido Socialista pudieron proponer, de
entre sus filas, a los que habrian de ocupar las direcciones generales de sus
respectivas Consejerias, en ese pacto la coalicién Podemos-Equo «obtuvo»
responsabilidades en el drea de medio ambiente (Direccién General de Cam-
bio Climdtico y Educacién Ambiental y Direccién General de Medio Natural
y Gestién Forestal), lo mismo que CHA siguié manteniendo su responsabilidad
al frente de la Direccién General de Politica Lingiistica.

El acuerdo de gobernabilidad también incluyé la cesién al PAR del senador
de designacién autonémica que correspondia al Grupo Socialista de manera
que Clemente Sdnchez Garnica y la que fuera Presidenta de Aragén, Luisa
Fernanda Rudi, fueron elegidos senadores en representacién de la Comunidad
Auténoma de Aragén, a propuesta de los GG.PP. Socialista y Popular, respecti-
vamente, en la sesién plenaria celebrada el dia 5 de septiembre de 2019 (7).

Asi las cosas, el Gobierno de Aragén resultante del pacto entre los cuatro
partidos que acabamos de relatar era paritario al estar integrado por cinco
hombres y cuatro mujeres. Ademds, cinco consejeros repetian en sus cargos,
cuatro vinculados al Partido Socialista y uno a CHA, mientras que la socialista
Maite Pérez dejaba de estar al frente del Departamento de Educacién, Cultura
y Deporte para encabezar el de Presidencia y Relaciones Institucionales. Dicha

debate de politica general sobre el estado de la Comunidad de 2021, pudiendo visualizarse
en cada momento la estimacién de ejecucién que se hacia de cada una de las 132 medidas,
con indicacién en su caso de las cantidades invertidas. La herramienta asimismo desagregaba
el cumplimiento de las medidas en funcién de la triple agenda del Gobierno de impulsar un
Aragén social, verde y digital y las vinculaba con los 17 Obijetivos de Desarrollo Sostenible
de la Agenda 2030 de las Naciones Unidas.

(6) Asi lo expresé en su discurso en el debate de politica general sobre el estado de
la Comunidad Auténoma de 2020, al que mds adelante nos referiremos.

(7) Clemente Sadnchez-Garnica Gémez obtuvo veintisiete votos, mientras que Luisa Fer-
nanda Rudi Ubeda, dieciséis, y hubo veinticuatro votos en blanco.
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consejera se vio obligada a cubrir, en diferentes momentos de la legislatura,
las ausencias por enfermedad tanto del Presidente como del Vicepresidente
del Gobierno y, en alguna ocasién en la primavera de 2021, de ambos a
la vez, al amparo de la correspondiente previsién en el art. 29 de la Ley del
Presidente y del Gobierno de Aragén.

Tras la eleccién de los miembros de la Mesa de las Cortes, la siguiente
manifestacién en la Camara de la existencia de una mayoria parlamentaria
respaldando al cuatripartito se dio en la eleccién de las mesas de las comisiones
legislativas permanentes. Aprobada la denominacién y relacién de estas en el
Pleno celebrado el dia 5 de septiembre de 2019, se constituyeron sus mesas
los dias 9 y 10 de septiembre, en todas las cuales dos de sus tres miembros
pertenecian a grupos parlamentarios que apoyaban al Gobierno, correspon-
diendo el tercero a un grupo de la oposicién que, segin las comisiones,
variaba entre el G.P. Popular y el G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadania.
Como viene siendo habitual en el Parlamento aragonés, solo la Presidencia de
la Comisién de Hacienda, Presupuestos y Administracién Piblica se cedié al
principal partido de la oposicién como deferencia a este y teniendo en cuenta
el papel que corresponde a este érgano en la tramitacién parlamentaria de
los presupuestos de cada ejercicio.

3. Cambios en las direcciones generales de diversos departa-
mentos a lo largo de la legislatura con motivo de las tensiones
internas en el seno de cada partido de la coalicién de Gobierno
y repercusiones en las Gortes de Aragén

El ejecutivo autonémico de la X Legislatura fue, como hemos dicho, un
cuatripartito dispar ideolégicamente, un cuatripartito de discrepancias pacta-
das, pero en general bien cohesionado. Prueba de ello es la presentacién y
aprobacién en tiempo de las cuatro leyes de presupuestos de la legislatura,
signo de normalidad institucional.

Ahora bien, algunos de los partidos que conformaron el ejecutivo ara-
gonés sufrieron fuertes tensiones internas que llevaron a hacer cambios en las
designaciones de los cargos puiblicos de los departamentos que les habian
correspondido en el «reparto» entre los socios de coalicién. Empezando por
Podemos Aragén, su diputada Erika Sanz anuncid, a finales de mayo de 2021,
que dejaba el escafio después de que unos dias antes hubiese hecho lo propio
en el Consejo Ciudadano de Podemos, asi como que abandonaba su militancia
por discrepancias con la direccién politica de su partido, en temas tales como
la ampliacién de Cerler por Castanesa, la educacién concertada o la regula-
cién de la prestacién complementaria del Ingreso Minimo Vital. Pese a que el
anuncio se hizo a finales de mayo, el escrito de renuncia se registré el 12 de
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agosto de 2021, con efectos desde el dia 25 del mismo mes, sustituyendéla,
en el escafio, Marta de Santos Loriente.

Esta tuvo que cesar como Directora General de Cambio Climético y Educa-
cién Ambiental el dia 8 de septiembre para tomar posesién en la sesién plenaria
celebrada al dia siguiente. Precisamente, el dia en que cesaba presentd, en su
partido, una propuesta de ley de cambio climdtico (que incluia la creacién de
una empresa publica de energia), que «anuncié» como proyecto del gobierno,
entre las criticas y el desconocimiento del resto de socios de la coalicién. Aun-
que se habia rumoreado con anterioridad si el PSOE aprovecharia la ocasién
del cese de Marta de Santos para reclamar para si la citada direccién general
por discrepancias en algunos puntos con la gestién realizada por Podemos, lo
cierto es que fue a propuesta de este partido cémo se nombré al nuevo Director
General de Cambio Climdtico y Educacién Ambiental, el que fuera diputado
en la anterior legislatura por dicha fuerza politica, Carlos Gamarra Ezquerra.

En ofro partido de la coalicién de gobierno, el PAR, una carta publicada
en el Heraldo de Aragén del 21 de mayo de 2021, con el titulo «Carta de tres
expresidentes del PAR» y con la que sus histéricos dirigentes Hipdlito Gémez
de las Roces, José Maria Mur y José Angel Biel exigian la renovacién de la
clpula y de las politicas del partido, puso de manifiesto la crisis interna que
vivia dicha formacién politica. Un par de meses después, sus concejales en el
Ayuntamiento de Teruel, donde el PAR gobernaba con el PSOE, firmaban una
declaracién de intenciones con los de Ciudadanos, lo que fue interpretado
como ofra afrenta hacia la direccién del partido.

Después de muchas peticiones al respecto y tras la demanda por parte
de una militante en los juzgados para que se convocara, tuvo lugar, por fin, el
congreso de la formacién aragonesista los dias 23 y 24 de octubre de 2021.
El mismo se desarrollé en medio de una enorme polvareda de declaraciones
y reclamaciones a propésito de las normas bajo las que iba a celebrarse. Al
término de dicho congreso, el presidente del PAR y vicepresidente del ejecutivo
autonémico, Arturo Aliaga, se impuso por la minima. Obtuvo tan solo 20 votos
mds que la lista del sector critico del partido, encabezada por la hasta entonces
Directora General de Turismo, Elena Allué, entre acusaciones de irregularida-
des por parte de esta. Dos dias después del congreso, Arturo Aliaga, en su
condicién de Consejero de Industria, Competitividad y Desarrollo Empresarial,
propuso al Presidente los ceses tanto de aquella como del Secretario General
Técnico de dicha consejeria, el también critico de la formacién aragonesista,
Javier Callizo (8).

Desde la perspectiva del cuatripartito en el gobierno, la continuidad de
Aliaga al frente del PAR garantizaba la del pacto entre los socios de la coa-

(8) Cfr. Bermeio Lare (2022: p. 136).
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licién, una coalicién que cuestionaba mds de uno de los denominados reno-
vadores. De hecho, una de las primeras decisiones de la nueva ejecutiva del
partido, afin al presidente, fue ratificar los acuerdos de gobernabilidad que se
alcanzaron en 2019. Sin embargo, el sector critico seguia sosteniendo que,
después de dicho congreso, coexistian «el PAR auténtico, verdadero, el de los
principios y el PAR de Aliaga, que con sus actuaciones avergilenza a tantos
militantes que siguen pidiendo libertad de opinién y accién con funcionamiento
democrdético» (9).

La disputa en el cénclave del partido se trasladd, poco después, a los
tribunales. Impugnado el resultado del congreso, el Juzgado de Instruccién
nimero 18 de Zaragoza, en noviembre de 2022, lo anulé y dio la razén al
sector critico al constatar irregularidades en el censo de militantes del par-
tido. Paradéjicamente, esa sentencia, lejos de unir, dividié a la ejecutiva que
habia resultado del congreso entre los partidarios de acatarla (con Aliaga
a la cabeza) y aquellos que querian recurrirla (la mayoria). Finalmente, se
impusieron estos Ultimos, popularizados como «los discolos», a los llamados
«oficialistas» y presentaron también una mocién de censura, que dio la pre-
sidencia del partido al senador autonémico Clemente Sénchez Garnica en

febrero de 2023.

Toda esa polvareda también tuvo su reflejo en las Cortes de Aragén,
donde el 13 de diciembre de 2022 la Junta de Portavoces conocié un escrito
firmado por los 16 diputados del G.P. Popular en el que solicitaban la convo-
catoria urgente de un Pleno monogrdfico o de un Pleno extraordinario para
que compareciera el Presidente del Gobierno al objeto de debatir «sobre la
situacién de la Vicepresidencia y del Departamento de Industria, Competiti-
vidad y Desarrollo Empresarial del Gobierno de Aragén», «por la necesidad
de valoracién de la calidad democrdtica del ejecutivo aragonés». La peticién
planteada se justificaba en la sentencia que habia anulado el Congreso del
Partido Aragonés, pero obtuvo solo el respaldo del Grupo Vox en Aragén,
ademés del proponente, al justificar los restantes que se trataba de una cuestién
interna de un partido, que no debia ser traida a sede parlamentaria.

Al margen de lo anterior, tras el triunfo de la mocién de censura en
la ejecutiva y a pocas semanas de las elecciones de 2023, se dibujaba un
panorama bastante sombrio para el Partido Aragonés pues algunos de los que
habian ostentado cargos publicos bajo sus siglas se integraron en las listas del
PP y otros (sin ir mds lejos, sus tres diputados en las Cortes de Aragén durante
la X Legislatura) abandonaron la politica. Asi pues, una vez fuera criticos y
oficialistas, solo los discolos se enfrentaron a las urnas bajo las siglas del PAR.

(9) Las entrecomilladas son las palabras del confundador del PAR, que lo presidié entre
1987 y 2000, Jose Maria Mur, en una carta publicada en HA de 30 diciembre de 2021.
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4. Cambios en las portavocias generales de los grupos parla-
mentarios y la renuncia final del vicepresidente segundo de
la Mesa de las Cortes

Si termindbamos la rdbrica anterior haciendo referencia a las consecuen-
cias del congreso del Partido Aragonés celebrado en octubre de 2021, el XIV
Congreso del Partido Popular en Aragédn, que tuvo lugar en diciembre de ese
mismo afo, supuso la eleccién de Jorge Azcén como presidente del partido en
la Comunidad, relevando a Luis Maria Beamonte. Poco después, en enero de
2022, este dejaba también de ser el Portavoz del Grupo Parlamentario en las
Cortes de Aragén. En su lugar, fue designada la, hasta ese momento, primera
portavoz adjunta, Mar Vaquero, produciéndose asi el segundo cambio en la
Junta de Portavoces de la X Legislatura, toda vez que, en agosto de 2020,
Santiago Morén habia sustituido al parlamentario David Arranz como portavoz

del G.P. VOX en Aragén.

En ofro orden de consideraciones, al final de la X Legislatura, no solo
asistimos a la implosién y escisién del PAR, sino también a la del otro partido
de centro, Ciudadanos, lo que tuvo su consecuencia en el principal érgano de
gobierno de las Cortes. Tras la disolucién de estas por haberse publicado ya
el Decreto de 3 de abril de 2023, del Presidente de Aragén, de convocatoria
de las elecciones autonémicas, el diputado Ramiro Dominguez comunicé su
renuncia a su condicién de Vicepresidente Segundo de la Mesa y de miembro
de la Diputacién Permanente (10). La razén no era ofra que su integracién en
la candidatura del PAR por Zaragoza. De ambas renuncias conocié la Mesa
de la C&mara en su sesién de 12 de abril de 2023, de forma que, hasta la
constitucién de las nuevas Cortes el 23 de junio, la Mesa solo tuvo cuatro
miembros al no estar contemplada, entre las tasadas funciones de la Diputacién

(10) Pese a esta renuncia expresa a su condicién de miembro de la Diputacién Per-
manente, la habria perdido igual al comunicar su renuncia a la condicién de Vicepresidente
Segundo en la medida en que aquella le correspondia por ser miembro de la Mesa (art. 98.1
RCAr). Ademds, al dejar de pertenecer a la Diputacién Permanente, dejaba de ser diputado
[art. 26.e) RCAr] y, por tanto, no era de aplicacién el régimen del diputado no adscrito (art.
49). En su sesién de 12 de abril de 2023, para determinar la situacién juridica de Ramiro
Dominguez, la Mesa también tomé conocimiento de la comunicacién del Partido Ciudada-
nos— Partido de la Ciudadania en la que daba cuenta de la baja en el mismo del diputado
en cuestién. Sin embargo, la Mesa aprecié que las consecuencias en las Cortes de Aragén
en relacién con la pérdida de los cargos y, en general, con la figura del diputado no adscrito
se producen Unicamente en caso de renuncia voluntaria o de expulsién del grupo parlamen-
tario y, puesto que, en el momento de disolucién de la Cdmara, los grupos parlamentarios
ya no existen mds que como una ficcién funcional y organizativa, no era posible determinar
mayorias y procedimientos para verificar la correccién de la expulsién de los diputados que
los integraban inicialmente, por lo que se descarté que una comunicacién del Grupo como la
que se examinaba pudiera producir efectos juridicos.
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Permanente (art. 99 RCAr), la eleccién de los miembros de aquella (11). Otras
miembros de la Diputacién Permanente por el G.P. Ciudadanos-Partido de la
Ciudadania presentaron igualmente su renuncia al acta, por lo que pasaron
a quedar en la misma situacién que aquellos que perdieron tal condicién con
la disolucién de la Camara el dia 4 de abril.

lil. LA PANDEMIA DEL COVID-19 COMO HITO QUE MARCO TODA
LA LEGISLATURA

Sin duda ninguna, la X Legislatura de las Cortes de Aragén ha estado
marcada por la realidad de la pandemia internacional a que la Organizacién
Mundial de la Salud elevé el 11 de marzo de 2020 la situacién de emer-
gencia de salud pdblica ocasionada por el COVID-19. De hecho, fueron las
politicas adoptadas para tratar de proteger a la ciudadania frente al virus las
que, apenas un afio después del comienzo de la legislatura, condicionaron la
agenda, modificaron sustancialmente las formas de llevar a cabo el trabajo
parlamentario y determinaron el contenido de los debates durante los afios
siguientes. La rapidez en la evolucién de los hechos, a escala nacional e infer-
nacional, requirié la adopcién de medidas inmediatas para hacer frente a una
crisis sanitaria sin precedentes y de enorme magnitud, tanto por el muy elevado
nimero de ciudadanos afectados como por el extraordinario riesgo para sus
derechos. El Gobierno de Espafia declaré el estado de alarma mediante Real
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, desarrollado profusamente en los dias
posteriores con objeto de concretar las medidas adoptadas, coordinar las
acciones de las Administraciones publicas y garantizar su eficacia. Y dicho
estado de alarma fue prorrogado hasta el mes de junio, comenzando entonces
lo que se dio en llamar proceso de desescalada y de transicién gradual hacia
una nueva normalidad, que, puntualmente y en concretas zonas de nuestra geo-
grafia espafiola y aragonesa en particular, fue necesitando la reintroduccién de
medidas restrictivas de la movilidad y otros derechos en los meses posteriores.

1. La adaptacién de las formas, formatos y contenidos de la
actividad parlamentaria

Por las propias caracteristicas del coronavirus en cuestién, en un contexto
sanitario marcado por el confinamiento domiciliario, primero, y el distancia-
miento social, después, el impacto de la pandemia sobre la actividad de las

(11)  Una situacién asi permite constatar que el Reglamento no ha previsto cémo cubrir
posibles vacantes en el érgano rector de la Cémara durante el periodo de disolucién de las
Cortes para el caso, por ejemplo, en que el nimero de vacantes comprometiera el quérum
de constitucién y, por tanto, su funcionamiento ordinario o la certificacién de sus acuerdos.
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Cortes de Aragén, como en el resto de Camaras, fue variando desde la deci-
sién inicial de suspender las sesiones de los érganos de trabajo parlamentario
(en la confianza de que la situacién podria superarse en breve periodo de
tiempo) hasta la reanudacién progresiva con limitaciones en el formato y con-
diciones de celebracién de las sesiones. Como es de todos conocido, dichas
restricciones fueron muy diversas y cambiaron con el tiempo en funcién de la
evolucién pandémica.

Empezando por las medidas adoptadas en relacién con las sesiones
plenarias, tras la celebracién del dltimo Pleno en condiciones de normalidad
los dias 12 y 13 de marzo de 2020, pasaron a desarrollarse en un formato
equivalente a la composicién de la Diputacién Permanente (24 diputados (12)),
con intervenciones desde el escafio y con votaciones acumuladas al final, en
lugar de punto por punto, las dos sesiones mensuales celebradas de abril a
junio, asi como la que tuvo lugar en la primera quincena de julio para recu-
perar la segunda sesién plenaria de marzo, que no llegé a celebrarse tras el
inicial acuerdo de suspensién de toda la actividad (13).

El inicio del segundo periodo de sesiones de 2020 supuso la adopcién de
un nuevo formato para los plenos (14), consistente en permitir la presencia de
todos los diputados durante las votaciones, a desarrollar al final de la sesién
del jueves (15), sin perjuicio de la posibilidad de votacién telemdtica (16).
Ademds, se habian instalado mamparas entre los escafos, se impusieron tur-
nos de presencialidad durante los debates de forma que nunca estuvieran
simultdneamente mds de la mitad de los diputados y se recuperé el uso de la
tribuna en comparecencias e interpelaciones, durante las cuales si era posible
intervenir sin mascarilla (con la adopcién de las necesarias medidas de limpieza
y desinfeccién de la tribuna tras cada turno).

En la sesién plenaria celebrada durante los dias 27 y 28 de enero de
2021, coincidiendo con una nueva ola de la pandemia, se adoptd un tercer

(12) La composicién de la Diputacién Permanente en esta legislatura es: G.P. PSOE, 8
diputados; G.P. Popular, 6; G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadania, 4; Podemos-Aequo,
2; y 1 diputado més por cada uno de los 4 GG.PP. restantes (segin Acuerdo de la Mesa y
Junta de Portavoces de 3 de julio de 2019).

(13) Acuerdo de la Mesa y Junta de Portavoces de 8 de abril de 2020.

(14) Acuerdo de la Mesa y Junta de Portavoces de 26 de agosto de 2020.

(15) En las Cortes de Aragén, las sesiones plenarias se celebran con cardcter general
los jueves y viernes cada dos semanas, inicidndose con los puntos del orden del dia corres-
pondientes a iniciativas legislativas, comparecencias e iniciativas de impulso al Gobierno de
Aragén y concluyendo, ya el viernes, con las iniciativas de control al ejecutivo de la Comunidad
Auténoma (art. 110 RCAr).

(16)  Previo anuncio de dicha voluntad, con antelacién de un minimo de 48 horas, por
parte del diputado que quisiera hacer uso del voto telemdtico, con la indicacién del punto o
puntos para los cuales solicitaba emitir el voto de esa forma.
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formato, como combinacién de los dos seguidos con anterioridad. Asi, se opté
por una presencia fisica reducida a la proporcién de la Diputacién Permanente,
pero con seguimiento a distancia de la sesién y voto telemdtico del resto de
los diputados, al estar ya mds desarrollado el sistema técnico y ser posible
este planteamiento (17).

Poco después, con efectos desde el primer pleno del mes de marzo, se
acordé tender a la presencialidad de los 67 diputados en las votaciones,
aunque dejando libertad a cada grupo parlamentario sobre el uso del voto
telemdtico (18). Respecto de la presencialidad durante los debates, todavia
se mantuvo limitada a lo largo de dicho periodo de sesiones, si bien, desde
el segundo pleno del mes de mayo, se permitié la presencia simultdnea del
sesenta por ciento de los diputados (19).

El segundo periodo de sesiones de 2021 mantuvo buena parte de las
restricciones aplicadas a la celebracién de los plenos. Se mantuvieron las mam-
paras, las votaciones al final de la sesién del jueves con presencia permitida de
los 67 diputados, aunque se recuperd la tribuna para todas las intervenciones
y se eliminaron los cupos de asistentes durante los debates, abogéndose, no
obstante, por el sentido comdn para evitar la permanencia de gran nimero
de personas durante periodos prolongados (20). No fue hasta finales del mes
de noviembre cuando se recuperé la votacién y explicacién de voto tras cada
iniciativa (21), mientras que la recuperacién completa de la «normalidad»,
entendida esta como la eliminacién de los aforos del pleno, fue acordada por
la Mesa y la Junta de Portavoces el 2 marzo de 2022, no teniendo lugar la
eliminacién de las mamparas protectoras entre escafios hasta enero de 2023.

Por lo que respecta al impacto de la pandemia sobre las sesiones de las
comisiones permanentes, vieron suspendida su actividad menos de un mes,
hasta los dias 7, 8 y 13 de abril de 2020, en que se programé la compare-
cencia de cada consejero ante su respectiva Comisién para dar cuenta de la
situacién en su drea de competencias (22). A partir de ese momento, con la
periodicidad acostumbrada en las Cortes de Aragén (a saber, dos sesiones al
mes por comisién permanente), celebraron sus sesiones telemdticamente hasta
el viernes 15 de mayo, y de forma presencial, aunque en el salén de plenos
para favorecer la distancia entre los dieciocho diputados que las componian,

(17)  Era un hecho el «voto remoto expansivo» como ocurrié en otros muchos Parlamentos
espafoles. A ello alude MaRARNON Gomez (2022: pp. 185 y ss.).

(18) Acuerdo de la Mesa y Junta de Portavoces de 3 de marzo de 2021.

(19) Acuerdo de la Mesa y Junta de Portavoces de 12 de mayo de 2021.

(20) Acuerdo de la Mesa y Junta de Portavoces de 1 de septiembre de 2021.

(21) Sesidn plenaria celebrada los dias 25 y 26 de noviembre de 2021, tras el Acuerdo
de la Mesa y Junta de Portavoces de 17 de noviembre de 2021.

(22) Acuerdo de la Mesa y Junta de Portavoces de 3 de abril de 2020.
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todas las comisiones permanentes (23), con la excepcién de la de Comparecen-
cias Ciudadanas y Derechos Humanos (24). Esta no celebré sesiones desde la
declaracién del estado de alarma hasta septiembre de 2020, en que reanudé
su actividad también en el salén de plenos, con entrada telemética y no pre-
sencial de los colectivos comparecientes (25). Fue en abril de 2021 cuando
todas las comisiones regresaron a la sala habitual del Palacio de la Aljaferia
para sus reuniones, abandonando el hemiciclo (26), y el piblico pudo volver

a ellas desde noviembre de 2021 (27).

Pero junto con el necesario replanteamiento de la presencialidad en los
momentos mds duros de la pandemia o los cambios de formato respecto de
los clésicos acostumbrados en cada érgano de trabajo parlamentario, otra
de las medidas que marcaron la actividad de las Cortes a consecuencia del
Covid-19 fue, sin duda, la prohibicién inicial del ejercicio de la funcién de
control sobre materias distintas de la propia pandemia y sus consecuencias.
La mds que discutible juridicamente restriccién del control parlamentario a un
determinado tipo de iniciativas (las que versaran sobre el virus) Unicamente
duré hasta el 20 de mayo de 2020 en que la Mesa y la Junta de Portavoces
acordaron levantarla, por lo que los érdenes del dia pudieron incorporar de
nuevo cualquiera clase de temas. Es normal que la gestién de la pandemia y
sus consecuencias siguieran teniendo el méximo protagonismo en la agenda
parlamentaria, pero la limitacién impuesta inicialmente carecia de fundamentos
objetivos basados en la salvaguarda de la salud. Podia ser legitimo reducir
el nimero de asistentes o tratar de no prolongar en exceso la duracién de las
sesiones presenciales, pero no la limitacién material de las iniciativas parla-
mentarias que, afortunadamente, duré poco mds de un mes (28).

Como se ha dicho, otra cuestién clave para el desenvolvimiento de las
sesiones plenarias en las distintas etapas de evolucién de la crisis sanitaria fue
la regulacién del voto telemdtico més alld de los supuestos en que se habia
concebido en la etapa prepandémica. La Resolucién de la Presidencia de las
Cortes de Aragén por la que se regula la emisién de voto no presencial, de

(23) La celebracién de las comisiones con la totalidad de sus miembros debido a su
composicién reducida fue la ténica en todos los Parlamentos como acredita MARARON GOMEZ
(2021 p. 55).

(24) Lla vuelta a la presencialidad de las comisiones se acordé en Mesa y Junta de
Portavoces el dia 6 de mayo de 2020, coincidiendo también con la recuperacién de las
sesiones presenciales de estos dos érganos rectores de la Camara, habida cuenta que los
espacios permitian el mantenimiento de las medidas de seguridad.

(25) Acuerdo de la Mesa y Junta de Portavoces de 9 de septiembre de 2020.

(26) Acuerdo de la Mesa y Junta de Portavoces de 3 de marzo de 2021.

(27) Acuerdo de la Mesa y Junta de Portavoces de 27 de octubre de 2021.

(28) Chr. Det Pino Carazo (2021: pp. 148-150).
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31 de octubre de 2018, fue modificada el 8 de abril de 2020 para ampliar
las causas habilitantes mds allé de la «incapacidad temporal, permiso de
maternidad o paternidad o riesgo durante el embarazo», incluyendo también
la mencién a «otras causas que impliquen riesgo constatable para su salud
o integridad» (29). Esta ampliacién permitié que, durante muchos meses, una
buena parte de los diputados votasen telemdticamente las iniciativas incluidas
en los 6rdenes del dia del Pleno, garantizando la exteriorizacién formal de
los posicionamientos politicos con independencia del nimero de infectados o
confinados. No obstante, es evidente que votar fuera del hemiciclo y en un
momento diferente al resto de los diputados podia conllevar disfunciones. Por
ejemplo, en alguna ocasién, la Junta de Portavoces se hizo eco de las dificul-
tades de ajuste a la evolucién de los debates que tenian los diputados que
votaban telemdticamente, sobre todo, en el caso de presentacién de enmiendas
in voce. Por mucho que existiera el derecho a solicitar la suspensién de la sesién
para cambiar el sentido del voto telemdtico si fuese preciso por transacciones
de dltimo momento, los portavoces tomaron conciencia y se comprometieron
a un uso mds racional, para casos excepcionales o sobrevenidos, de ese tipo
de enmiendas (30). En todo caso, la evolucién pandémica favorable devolvié
al voto telemdtico su cardcter excepcional, habiendo dado la oportunidad,
no obstante, de mejorar las herramientas técnicas para hacerlo factible (31).

2. Las consecuencias sanitarias, econémicas y sociales de la pan-
demia y su agravamiento por la guerra de Ucrania en el centro
de los debates politicos de la legislatura

Es un hecho que la peor pandemia en cien afos reforzé los vinculos infer-
nos de una coalicién de gobierno que, como se ha dicho, era a priori dificil
de predecir y de entender, pero que, de puertas hacia afuera, apenas llegd
a escenificar diferencias. En el ecuador de la legislatura, eclipsados los dos
primeros afios por la gestién de la pandemia, los que se consideraban retos
a corto plazo eran las ayudas econémicas a los sectores mds afectados por la
crisis sanitaria, la confirmacién de las inversiones anunciadas, la lucha contra

(29) Véase BOCA nim. 51, de 22 de abril de 2020. En la exposicién de motivos
de dicha Resolucién de la Presidencia, se afirmaba: «Sin embargo, la situacién que vivimos
actualmente ha pulverizado los pardmetros de normalidad en todos los dmbitos, sin que esta
sea, ni pueda ser, una excepcién.

Por tanto, el riesgo que para la salud de la poblacién en general implica hoy efectuar
desplazamientos que por ello se encuentran limitados por la accién gubernamental al regular
las implicaciones de la declaracién del estado de alarma justifica la adopcién de medidas
adecuadas a tal situacién».

(30) Acuerdo de la Mesa y Junta de Portavoces de 17 de febrero de 2021.

(31) Véase, al respecto, Marazuela Bermelo (2021: pp. 84 y ss.).
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la despoblacién, la peticién de un nuevo sistema de financiacién autonémica
que tuviera en cuenta el sobrecoste en la prestacién de los servicios derivado
de la dispersién y el envejecimiento poblacionales, pero, fundamentalmente, las
tensiones sufridas por el sistema sanitario y de servicios sociales, con especial
atencién al estado de la atencién primaria y al engrosamiento de las listas de
espera. Es verdad que, en el Gltimo afio, otros temas llenaron las portadas de
los medios de comunicacién aragoneses a la vez que se colaban en los érdenes
del dia del pleno de las Cortes de Aragén. Nos referimos, principalmente, a
la invasién rusa de Ucrania el 24 de febrero de 2022 y sus consecuencias en
toda Europa, aunque, por lo que respecta a la politica doméstica, podemos
destacar los infructuosos intentos de Aragén por conseguir una candidatura
conjunta con Catalufia para los Juegos de Invierno de 2030 o por ser la sede
de determinados organismos estatales. Nos vamos a referir a algunos de ellos.

A) Los debates de politica general

Con excepcién del afio electoral, se celebraron debates de politica general
sobre el estado de la Comunidad en 2020, 2021 y 2022, o, lo que es lo
mismo, en un contexto de pandemia primero, agravado, si cabe, en 2022 por
las consecuencias econémicas y sociales tras la guerra de Ucrania.

Para todos los debates, se ratificd el Acuerdo de la Mesa y Junta de
Portavoces de 12 de septiembre de 2018, por el que se fijaron unos cupos
mdéximos para la presentacién de propuestas de resolucién, establecidos en 5
por grupo parlamentario y 2 por cada diputado miembro, de forma que ello
obligaba a seleccionar los temas en que focalizar el impulso de las politicas
gubernamentales (32). Ademds, en relacién con el debate de politica general
de 2020, debieron adoptarse acuerdos especificos de la Mesa y Junta para
limitar la asistencia presencial a la sesién plenaria de los dias 29 y 30 de
octubre como prevencién de posibles contagios por la Covid-19, permitiéndose
la de los miembros de la Mesa, de los consejeros del Gobierno y de veintisiete
de los sesenta y siete diputados en el salén de plenos, mientras que el resto
se vio obligado a seguir la sesién desde una sala anexa (33).

De «escenario inimaginable y totalmente desconocido», como reflejaba
bien a las claras el propio aspecto del hemiciclo, hablé precisamente el Pre-
sidente del ejecutivo autondmico en su discurso inicial durante ese primer

(32) Seleccién relativa si se observa la préctica acostumbrada de registrar algunas
propuestas arficuladas en una multitud de puntos relativos a una misma politica general y de
varios folios de extensién.

(33) El primer debate sobre el estado de la Comunidad de la legislatura estaba ini-
cialmente previsto para los dias 8 y 9 de octubre, pero tuvo que retrasarse por el estado de
salud del Presidente del Gobierno.
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debate (34). La gestién de la crisis sanitaria habria de estar presente en todos
ellos hasta el punto de que varios grupos parlamentarios registraron, afo tras
afio, mociones de reprobacién de los consejeros cuyas competencias estaban
mds directamente concernidas por la pandemia. Se presentaron 112 propues-
tas de resolucién tanto en 2020 como en 2021 y 116 en 2022 (35), sin que
ninguno de los tres afios los grupos que sostenian al Gobierno agotaran su
cupo, pero si lo hicieran los grupos de la oposicién. El rechazo global de la
Comunicacién del Presidente fue propuesto por el G.P. Popular en 2021 y
por VOX en 2022 (36). Asimismo, se solicité la reprobacién de varios de los
consejeros de aquel en los distintos ejercicios. La de la Consejera de Sanidad
fue intentada sin éxito en los tres debates (37). En 2020, sin duda el ejercicio

(34) Véase su Comunicacién publicada en el BOCA nim. 78, de 1 de octubre de
2020, p. 2679 y su intervencién en DSCA nim. 27, de 29 de octubre.

(35) Véanse, respectivamente, BOCA nim. 85, de 6 de noviembre de 2020; ndm. 173,
de 17 de noviembre de 2021, y nim. 251 de 11 de noviembre de 2022.

(36) Las respectivas Comunicaciones cuyo rechazo se proponia pueden ser consul-
tadas en BOCA nim 169, de 4 de noviembre de 2021 (DSCA nim. 52, de 10y 11 de
noviembre de 2021) y en el nim. 248, de 28 de octubre de 2022 (DSCA nim. 73, de 3 y
4 de noviembre de 2022). La propuesta nim. 1 de 2021, del G.P. Popular, que conté con
los votos a favor del grupo proponente y de VOX, rezaba: « Las Cortes de Aragén rechazan
la Comunicacién del Presidente del Gobierno de Aragén en el debate sobre politica general
sobre el estado de la Comunidad Auténoma por su falta de realismo sobre el alcance de la
actual crisis econdmica y social y la falta de apego y sensibilidad con los miles de aragoneses
que se han quedado atrds y estdn sufriendo las consecuencias; por la incapacidad para hacer
compatible el cumplimiento de la ley, el respeto a los derechos fundamentales y la proteccién
de la salud de los aragoneses; por la propaganda y politica de anuncio transmitida a través
de ella y por la improvisacién llevada a cabo por los miembros de su Gobierno en la toma
de decisiones politicas». Por su parte, el rechazo global, en este caso a propuesta de VOX, a
la Comunicacién del Presidente de 2022, se justificaba «por su visién alejada de la realidad
de los aragoneses, asumiendo politicas globalistas dictadas por organismos supranacionales
propias de la agenda 2030, y por la incapacidad del gobierno de articular soluciones
politicas centradas en mantener la calidad de los servicios piblicos esenciales de Aragén,
como son la sanidad, educacién y servicios sociales, asi como por su desinterés en reducir
gasto politico improductivo». Sin embargo, dicha resolucién solo conté con el voto a favor de
los tres diputados del grupo proponente, al abstenerse el Popular y votar en contra el resto.

(37) La propuesta ném. 40, registrada por VOX Aragén en 2020, fundamentaba ese
rechazo a la gestidn de la Consejeria de Sanidad en «su gestién durante la pandemia, al vulnerarse
la seguridad del personal sanitario ante la covid-19 por el incumplimiento de las medidas y material
de seguridad, asi como el quebranto efectivo de los derechos laborales de los trabajadores, y
por lo que el Gobierno de Aragén ha sido condenado reiteradamente hasta en tres resoluciones
judiciales». VOX continué su critica a dicha consejeria en 2021 (propuesta de resolucién nim.
110) y en 2022 (propuesta nim. 36) porque «pese a contar con el mayor presupuesto histérico,
no se ha dado solucién al incremento exponencial de las listas de espera quirdrgica, ni a la falta
de personal sanitario, especialmente en la atencién primaria, ni a la alta temporalidad laboral,
ni tampoco a la falta de infraestructuras especialmente en el medio rural». En 2022, el G.P. VOX
incluso instaba a la devolucién de las competencias sanitarias al Estado (propuesta de resolucién
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con mds propuestas de reprobacién, se insté6 también la del Consejero de
Vertebracién del Territorio, Movilidad y Vivienda (38); de la Consejera de
Ciencia, Universidad y Sociedad del Conocimiento (39), y de la Consejera
de Ciudadania y Derechos Sociales (40). Esta Gltima también fue reprobada
por VOX en 2021 (41), extendiendo dicho grupo, en ese debate, su rechazo
a la gestién del Consejero de Hacienda y Administracién Pdblica (42), quien

nim. 37), sumandose ese afio a la reprobacién de la Consejera de Sanidad el G.P. Popular, con
su propuesta nim. 77, que literalmente decia: «por haber provocado con su gestién el colapso
de la sanidad piblica aragonesa, llevdndola a encabezar las listas de espera diagnésticas y
quirrgicas a nivel nacional, saturando la atencién primaria, y perjudicando especialmente a la
del medio rural con el cierre de consultorios y puntos de atencién continuada, no habiendo dado
a esta atencién ni a sus profesionales la consideracién que merecen como pilar fundamental en la
sanidad pdblica, asi como por poner en riesgo la atencién sanitaria en todo en nuestro territorio
con el nuevo pliego de condiciones del transporte sanitario urgente terrestre».

(38) «[P]or su inaccién en materia de mejora de las comunicaciones terrestres para
garantizar la efectiva interconexién de las poblaciones rurales y falta de politicas concretas y
efectivas para evitar la grave y progresiva despoblacién de nuestra comunidad, especialmente
en comarcas del sur de Teruel, donde més se acusa y donde echamos en falta mayor conexién
entre comarcas e incluso con las comunidades limitrofes como son la Comunidad Valenciana
y Castilla la Mancha», segin rezaba la propuesta de resolucién nim. 42 de VOX.

(39) Asimismo, la propuesta de resolucién nim. 45, del G.P. VOX en Aragén pretendia
la reprobacién de la gestién de su departamento «por su fracaso manifiesto en la obtencién de
ayudas financieras para luchar contra la brecha digital y su falta de previsién en el desarrollo
e implantacién de las nuevas tecnologias en las zonas rurales».

(40) Véase la propuesta de resolucién nim. 39, del G.P. VOX en Aragén: «Las Cortes
de Aragén reprueban la gestién de la Consejeria de Ciudadania y Derechos Sociales espe-
cialmente por su gestién en las residencias de mayores durante la pandemia, a la vista tanto
de las denuncias formuladas por residentes, familiares y trabajadores de estos centros por la
deficiente gestién, avaladas por el informe del Justicia de Aragén». Asimismo, la propuesta
nim. 77, del G.P. Popular tachaba a la Consejera de Ciudadania «por la ineficaz gestidn
desarrollada, de marzo a junio del 2020, a raiz de la pandemia de la COVID-19 en los
centros residenciales de mayores de la Comunidad Auténoma de Aragéns.

(41) La propuesta de resolucién nom. 111, del G.P. VOX en Aragén, la justificaba «en
relacién con gestion realizada en la Prestacién Aragonesa Complementaria del Ingreso Minimo
Vital y la publicacién del Decreto de desarrollo que permite la aplicacién de dicha prestacién
al considerar que tanto el desarrollo reglamentario que se ha llevado a cabo por el Gobierno,
asi como el texto inicial de la Ley 3/2021, es del todo desacertado y genera inseguridad
juridica y graves consecuencias que debemos evitar, como son la posible judicializacién de
resoluciones desfavorables, el posible colapso en la tramitacién de sus solicitudes y el posible
efecto llamada que conllevaria la entrada en Aragén de inmigracién no legal».

(42) En este caso, se trataba de la propuesta de resolucién ndm. 112, del G.P. VOX en
Aragén, que literalmente decia: «Las Cortes de Aragén reprueban la gestién de la Consejeria
de Hacienda y Administracién Pdblica por su gestién realizada del fondo extraordinario de
apoyo a la solvencia empresarial en respuesta a la pandemia de la COVID-19, dotado con
141 millones de euros y de los cuales sélo se han atendido 2.577 solicitudes, por un importe
de 47 millones de euros, un afio y medio después de iniciarse la pandemia, teniendo en
cuenta el horizonte de 31 de diciembre en el que vencen las ayudas».
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habria de recibir, por cierto, idéntico intento de reprobacién en 2022, pero
por parte del G.P. Popular (43).

Como es légico, ninguna de dichas propuestas conté con el voto de la mayo-
ria, que, afo tras afo, respaldé las presentadas por los grupos que apoyaban
al Gobierno, asi como un porcentaje, que fue reduciéndose cada vez mds, de
las registradas por la oposicién (44). En cualquier caso, los debates de politica
general sirvieron para escenificar las principales apuestas de cada formacién, con
temas en algunos casos estructurales de la Comunidad Auténoma, junto a ofros
coyunturales de cada ejercicio. Entre las demandas atemporales que fueron sis-
temdticamente aprobadas en la forma de requerimientos al ejecutivo autonémico
y, en algunas ocasiones, al nacional a través de este Gltimo, figuran, en lugar
destacado, la reforma del modelo de financiacién autonémica para que recoja
las peculiaridades territoriales aragonesas que inciden en el coste de prestacién
de los servicios publicos (45), asi como la actuacién sobre el sistema tributario
para dotarlo de mayor progresividad (46). Por sectores, la sanidad, las politicas
sociales, la atencién a la dependencia, las infraestructuras o el reto demogréfico
centraron, afio a afo, las demandas de los distintos Grupos Parlamentarios.

Pero como se ha dicho, a los déficits estructurales de las distintas politicas
sectoriales, que unos y otros trataban de paliar con sus propuestas, se sumaron

(43) En este caso, justificada por «haber comprometido con su gestién la salud finan-
ciera de la hacienda piblica aragonesa, provocando una falta de liquidez de mds de mil
millones de euros que impide afrontar el pago a proveedores en el plazo inferior a 30 dias
que marca la ley y por pagar las néminas del Servicio Aragonés de Salud con cargo a los
fondos europeos para la recuperacién econémica, asi como la utilizacién de 373 millones
de euros destinados a afrontar el impacto de la pandemia para cubrir déficit presupuestario
y pagar facturas de ejercicios previos al Covid» (véase la propuesta de resolucién ndm. 76).

(44) En 2020, la distribucién de las 71 propuestas aprobadas fue la siguiente: 24
del G.P. C’s; 15 del G.P. Popular; 12 presentadas conjuntamente por los GG.PP. Socialista,
Podemos, CHA y PAR; 6 de la A.P. IUA; 4 del G.P. Socialista; 3 del G.P. CHA; 4 del G.P.
PAR; y 3 del G.P. Podemos (BOCA nim. 88, de 17 de noviembre de 2020). En 2021, se
aprobaron un total de 63: 24 del G.P. C’s; 12 presentadas conjuntamente por los GG.PP.
Socialista, Podemos, CHA y PAR; 6 del G.P. Popular; 6 de la A.P. IUA; 4 del G.P. Socialista; 4
del G.P. CHA; 4 del G.P. PAR; y 3 del G.P. Podemos (BOCA nim. 174, de 23 de noviembre
de 2021). Por su parte, en el BOCA nim 53, de 15 de noviembre de 2022, se publicaron
las 49 resoluciones aprobadas en el debate correspondiente a 2022: 13 del G.P. C’s; las
12 conjuntas de los cuatro grupos del Gobierno; 5 del G.P. Socialista; 5 del G.P. CHA; 5 del
G.P. PAR; 5 del G.P. Podemos, y 4 de la A.P. IUA.

(45) Véase la Resolucién nim. 4 de las aprobadas en el debate de 2021, a propuesta
del G.P. PAR; la ném. 10 de las aprobadas en el debate de 2022, a propuesta del G.P. C’s,
que abogaba por que no hubiera diferencias sustanciales de financiacién de los servicios
pUblicos entre las Comunidades Auténomas del régimen comin y las de regimenes especiales;
o la nim. 5 de las aprobadas en ese mismo debate, a propuesta del G.P. Socialista.

(46) Es el caso de la Resolucién nim. 3 de las aprobadas a propuesta de la A.P. IUA
en el debate de 2022.
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las consecuencias de la pandemia y, posteriormente, de la guerra de Ucrania,
lo que motivé reclamaciones sobre la coyuntura concreta que debia afrontar
la Comunidad Auténoma relativas al fortalecimiento de los servicios pdblicos
mds directamente afectados (47), a la recuperacién de la actividad econé-
mica (48), o a la ejecucién de los fondos europeos dispuestos precisamente
para superar la situacién. No obstante, la consecuencia mds dramética del
Covid-19, el fallecimiento de un buen nimero de aragoneses, principalmente
en las residencias de mayores, merecié un debate especifico, que tuvo lugar
en el seno de una comisién especial de estudio creada al efecto.

B) El debate sobre la necesaria reestructuracion de las residencias
de mayores de la Comunidad

Si la IX Legislatura de las Cortes de Aragén se caracterizé por la pro-
liferacién de comisiones especiales (credndose ocho de estudio, siete de las
cuales concluyeron con la aprobacién del correspondiente Dictamen, y dos de
investigacién, que también culminaron sus trabajos), en la X Legislatura, por
el contrario, no se creé ninguna de investigacién y solo prosperé una de las
cuatro propuestas de creacién de comisiones de estudio. Nos referimos a la
comisién encargada de analizar los criterios para reestructurar las residencias
de mayores habida cuenta el impacto en nimero de fallecidos que habia tenido
el Covid-19 sobre las personas ingresadas en ellas (49).

En sesién celebrada los dias 28 y 29 de mayo de 2020, el Pleno de las
Cortes de Aragén rechazé la solicitud del G.P. VOX en Aragén de crear una
comisién especial de estudio para tratar el coronavirus «en todas sus vertientes,
principalmente la sanitaria, social y econémica» (BOCA 58, de 3 de junio de
2020). El argumento principal de los grupos que votaron en contra (los cuatro
que sustentaban al Gobierno) y hasta del que se abstuvo (G.P. Ciudadanos) fue
la existencia de una mesa técnica para articular la reconstruccién econémica y
social del territorio tras el coronavirus, que estaba concluyendo ya sus trabajos
y en la que habian participado los agentes sociales y econémicos y todos los
partidos, excepto VOX, que la habia abandonado. Solo el Grupo proponente

(47) Sirvan como ejemplo, entre las resoluciones efectivamente aprobadas durante
los debates, la apuesta por disefiar un nuevo plan de atencién primaria para el siglo XXI en
nuestra Comunidad Auténoma (Resolucién ndm. 11 de 2021, aprobada a propuesta del G.P.
C’s) y por reforzar también la atencién mécia especializada y la salud mental en el sistema
piblico (Resolucién nim. 5 de 2022, aprobada a propuesta del G.P. Podemos Equo Aragén).

(48) En este caso, cfr. Resoluciones aprobadas en el debate de 2021 nims. 3.2 a pro-
puesta del G.P. C’s y 2 a propuesta conjunta de los GG.PP. Socialista, Podemos, CHA y PAR.

(49) En linea con la doctrina que reclamé la necesidad de diagnosticar errores y
eventuales responsabilidades en la gestién de la pandemia con cardcter general. Véase Tubela
ArANDA (2020: p. 11).
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y el G.P. Popular sostuvieron que el protagonismo en la reconstruccién de la
Comunidad Auténoma lo debia tener el Parlamento, por lo que apoyaron la
creacién de dicha comisién. Por su parte, la mesa técnica en cuestién, que
como se ha dicho era externa al Parlamento, concluyé sus trabajos con la
firma en junio de 2020 del documento llamado Estrategia Aragonesa para la
Recuperacién Social y Econémica (50). El compromiso, que suscribieron todos
los partidos menos VOX, incluia 273 medidas politicas, econémicas, sociales
y ambientales clasificadas en cuatro grandes categorias: recuperacién del
territorio, recuperacién de las politicas piblicas, recuperacién en economia
productiva y recuperacién en materia de empleo.

Sin embargo, en la misma sesién parlamentaria en que se rechazé la
propuesta de YOX de crear una comisién especial de estudio sobre el coro-
navirus en todas sus vertientes, se acordé por unanimidad, a peticién del G.P.
Popular, crear una comisién especial de estudio para analizar los criterios que
debian regir la reestructuracién de la red de centros asistenciales de mayores
de Aragén (la que habia soportado el mayor azote de la pandemia), asi como
las medidas y modificaciones legislativas que fuesen necesarias para asegurar
su viabilidad. Los trabajos de dicha comisién se prolongaron durante nueve
meses. La misma se reunié en veinte sesiones y conté con la comparecencia
de representantes del Gobierno de Aragén, de algunos investigadores y pro-
fesionales de la medicina, de los agentes sociales, asociaciones, entidades
y responsables de centros asistenciales de personas mayores, que aportaron
su experiencia directa y visién de la realidad de las residencias aragonesas.

Al margen de la fotografia que, del sector residencial en Aragén, pudo
hacer la comisién en su Dictamen (51), destaca la formulacién de mas de
noventa propuestas de actuacién con vistas al futuro. Entre las mds importantes,
la realizacién de una auditoria sobre lo ocurrido en los centros residenciales
durante la pandemia; la promocién de cambios en la configuracién arquitecté-
nica de los centros para optar por dimensiones mds reducidas y que posibiliten
su sectorizacién en caso necesario; la mejora de las condiciones laborales y
salariales de los profesionales, o tramitar, con cardcter urgente, la modificacién
del Decreto 111/1992, de 26 de mayo, entre otros motivos para adaptar las
ratios de personal a la realidad actual. Sea como fuere, uno de los reproches
més escuchados en los debates posteriores fue el incumplimiento de esa reforma
legislativa y de ofras propuestas puesto que, aunque el Dictamen se aprobd
en la sesién plenaria de 6 y 7 de mayo de 2021, la legislatura concluyé sin
que el decreto fuera modificado.

(50) En el momento de redactar este trabajo, se encuentra accesible en el enlace
https://transparencia.aragon.es/sites/default/files/documents/estrategiaaragonesarecupera
cionsocialeconomica.pdf

(51) Dictamen publicado en BOCA nim. 130, de 7 de mayo de 2021.
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También estaban conectadas con las consecuencias de la pandemia las
otras dos propuestas de creacién de comisiones especiales de estudio que el
Pleno de las Cortes rechazé. Los populares solicitaron, en marzo de 2021,
poder crear una para hacer un seguimiento y obtener informacién de la tra-
mitacién y gestién en Aragén de los fondos europeos Next Generation EU
en el marco del Mecanismo de Recuperacién y Resiliencia (MRR) y de los
fondos React-EU. Sin embargo, su solicitud Gnicamente conté con el respaldo
de VOX en la sesidn plenaria de 20 y 21 de abril (BOCA 125, de 28 de
abril de 2021). Idéntica suerte corrié un afo después, en el Pleno celebrado
los dias 10 y 11 de marzo de 2022, la propuesta del G.P. Popular de crear
una comisién especial de estudio para analizar la situacién de la sanidad en
nuestra Comunidad Auténoma, aunque, en ese caso, obtuvo el voto a favor
de los cuatro grupos de la oposicién (BOCA 201, de 15 de marzo).

IV. OTROS DEBATES DE LA LEGISLATURA

1. La formalizacién de los cupos para la distribucién proporcional
de los tiempos de intervencion en Pleno y la resolucion de
empates en comision

Al principio de la legislatura, se recogié en el Acta de la Junta de Por-
tavoces del 19 de octubre de 2019, el Acuerdo de los Portavoces, que no
de la Junta como tal, aunque pueda parecer un formalismo sobre los cupos
en las sesiones plenarias que, en anteriores legislaturas, habian funcionado
de facto, pero sin formalizarse (52). El Acuerdo consistié en una distribucién
de tiempos por grupos parlamentarios de forma proporcional al nimero de
diputados de cada uno, una vez atendida la duracién méxima estimada de
las sesiones plenarias, pero reconociendo la autonomia de cada grupo para
el reparto del tiempo asignado entre sus distintas iniciativas pendientes, sin
condicionar el nimero mdximo de cada tipo.

Asi, respecto de la sesidn de los jueves, sobre una duracién méxima tedrica
de diez horas, pero que, en la préctica, tras el descuento de hora y cuarto
para la comida, se quedaban en ocho horas y cuarenta y cinco minutos, los
cupos aprobados fueron: cuatro horas para el G.P. Popular, tres horas para el
G.P. C’s, una hora y cuarto para el G.P. VOX en Aragén y treinta minutos para
la A.P. IUA. En cuanto a la sesién de los viernes, se diferenciaban los cupos
segln se tratase de viernes sin preguntas al Presidente del Gobierno o con
ellas. En el primer caso, sobre un tiempo de cuatro horas y cuarto de duracién
méxima de la sesidn, los tiempos para los grupos de la oposicién, segin el
orden de mayor a menor representatividad, eran: dos horas, una hora y media,

(52) A la fijacién de esos cupos, pero mediante Acuerdo formal de la Mesa y Junta
de Portavoces, se refiere de hecho el art. 115.2 RCAr.
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treinta y tres minutos y doce, respectivamente. En el segundo, al descontar un
tiempo calculado al alza de cuarenta minutos para la sustanciacién de las
cuatro preguntas al Presidente, el total restante de tres horas y treinta y cinco
minutos se distribuia, entre los cuatro grupos, del siguiente modo: una hora y
cuarenta minutos, una hora y cuarto, treinta, y diez minutos, respectivamente.

Sentadas esas reglas de juego sobre el reparto de los tiempos entre los dis-
tintos Grupos Parlamentarios para las sesiones plenarias, que nunca llegaron a
trasladarse a las comisiones pese a la referencia del art. 69.3 RCAr, sefialaremos
que la distribucién numérica en estas de los Grupos hizo precisa la aprobacién
de la Resolucién de la Presidencia de 3 de julio de 2019, sobre votaciones en
las Comisiones Permanentes y en la Diputacién Permanente (53). Puesto que los
arts. 68 y 98 RCAr permiten ajustar, al comienzo de cada Legislatura, el nimero
de miembros de unas y otra de forma proporcional a la importancia numérica
de los GG.PP., se observé que ninguna de las composiciones analizadas (tras
haber estudiados todas, entre 15 y 25 diputados) reflejaba con total fidelidad
la composicién del Pleno de la Cdmara resultante de las elecciones. Por el
contrario, excepto si se fijaba el nimero en 24 diputados, podian producirse
votaciones en las que no sélo no se reproduciria con exactitud la composicién
del Pleno, sino que se alterarian las posibles mayorias existentes.

Asi las cosas, la Gnica composicién en principio vélida, la de 24 diputo-
dos (54), se adopté para la Diputacién Permanente con la aplicacién de la regla
del voto ponderado, prevista en el articulo 138.2 RCAr, para la resolucién de los
posibles empates. Sin embargo, como 24 era un ndmero a todas luces excesivo
para las Comisiones permanentes y dado que ninguna de las combinaciones de
15 a 19 diputados resultaba vélida, tras acordar la de 18 diputados por ser la
que menos errores ocasionaba (55), fue inevitable tener que adoptar una Reso-
lucién de Presidencia para ampliar el dmbito de aplicacién del voto ponderado
a todos aquellos supuestos de votaciones en comisidn cuyo resultado pudiera
llegar a alterar la representacién politica existente en el Pleno de las Cortes (56).

(53) Véase BOCA 3, de 18 julio 2019.

(54) Con la siguiente distribucién: G.P. Socialista: 8 diputados; G.P. Popular: 6; G.P.
C’s: 4; G.P. Podemos-Equo: 2, y GG.PP. Chunta Aragonesista, Vox en Aragén, del Partido
Aragonés y Mixto, 1 diputado cada uno.

(55) Distribuidos en este caso asi: G.P. Socialista: é diputados; G.P. Popular: 4; G.P.
C’s: 3; y los ofros cinco GG.PP,, 1 diputado cada uno.

(56) Asi se sugirié en el correspondiente Informe de los Servicios Juridicos en el que
se ponia como ejemplo de votacién errénea, que requeriria acudir al voto ponderado en ese
escenario finalmente acordado de 18 diputados la siguiente: votando juntos PSOE, CHA,
PAR e IU, frente a PP, C’s y VOX, y con la abstencién de Podemos, no deberia ser 9 frente
a 8 a favor de los primeros como reflejarian los votos en Comisién, sino un empate a 31

como reflejarian sus votos en Pleno, a dilucidar por medio de las tres votaciones a que hace
referencia el art. 138.1 RCAr.
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Con esas premisas formales, esbozaremos ofros temas importantes que
protagonizaron los debates de la Legislatura y que se afiaden a los indicados
en las robricas anteriores.

2. El rechazo a la celebracién de determinados debates

La situacién de la sanidad y los servicios sociales cobré mayor importan-
cia, si cabe, respecto de otras legislaturas, como hemos dicho y resulta evidente,
al tener que afrontar la peor pandemia de los Gltimos tiempos. Estuvo por ello
omnipresente y protagonizé un sinfin de iniciativas, que es imposible resumir
en este trabajo, con sus consiguientes debates parlamentarios. Resaltaremos,
no obstante, la negativa que se dio a celebrar sendos debates monogrdficos
(denominacién esta que el RCAr da a una iniciativa que se introdujo por
primera vez en 2017, en su articulo 230 y que se encuentra inédita) sobre el
estado de la sanidad y de los servicios sociales en Aragén dos afios después
de declararse la pandemia.

Las respectivas solicitudes iban suscritas por los 16 diputados del G.P.
Popular y requerian la convocatoria urgente de un pleno especifico o extraor-
dinario en el que compareciera el Presidente del Gobierno para debatir con
cardcter monogrdfico «la preocupante situacién de la sanidad piblica arago-
nesa» y «el progresivo deterioro de los servicios sociales de nuestra Comu-
nidad Auténoma y especialmente de la sanidad aragonesa». Las dos fueron
analizadas, respectivamente, en las sesiones de la Junta de Portavoces de 22
de junio y de 6 de julio de 2022, siendo en ambos casos rechazadas por los
Grupos que apoyaban al Gobierno y por la A.P. IUA y contando con la abs-
tencién de C’s, con el argumento de no existir en ese momento una situacién
extraordinaria que legitimara el uso de dicho procedimiento parlamentario.

En otro orden de consideraciones, la racionalizacién de competencias
entre los distintos niveles de la Administracién local aragonesa constituye un
propésito que dicen perseguir todas las fuerzas politicas que han obtenido
representacién parlamentaria en las dltimas legislaturas. Tanto en la octava
como en la novena, se constituyeron sendas ponencias especiales que perse-
guian aprobar una iniciativa legislativa al respecto (57), pero no fructificaron
y el intento habria de repetirse en la X Legislatura.

(57) Por lo que respecta a la VIl Legislatura, por Acuerdo de Mesa y Junta de Por-
tavoces de 3 de octubre de 2012, se creé la Ponencia especial para la «racionalizacién y
simplificacién de la administracién pdblica aragonesa bajo la premisa general de una com-
petencia-una administracién». Tras afio y medio de trabajos, en abril de 2014, los grupos
de la izquierda comunicaron que abandonaban las sesiones por el malestar existente tras la
aprobacién de la Ley estatal 27/2013, de 27 diciembre, de racionalizacién y sostenibilidad
de la Administracién Local. Pocos meses después, los GG.PP. Popular y del PAR presentaron
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En efecto, con el fin de retomar el debate, por Acuerdo de la Mesa y la
Junta de Portavoces, de 31 de marzo de 2021, se cre6 una Ponencia especial
«para la reordenacién y distribucién de competencias entre las entidades loca-
les aragonesas» (BOCA nim. 120, de 8 de abril de 2021), pero la misma no
llegé a constituirse en toda la legislatura ni a iniciar sus trabajos, convirtiéndose
de nuevo en una asignatura pendiente.

3. La necesaria reforma del sistema de financiacién autonémica

Las Cortes de Aragén habian expresado su voluntad undnime, en la Legis-
latura anterior (58), acerca de la necesidad de un nuevo sistema de financia-
cién autondmica que ponderase mejor aquellas variables que determinan la
poblacién ajustada y que incrementan los costes reales del funcionamiento de
los servicios del Estado del bienestar en un territorio tan amplio y con tan baja
densidad de poblacién como el aragonés. Se reclamé ya entonces al Estado
que dotara a las Comunidades que, como Aragdn, son de régimen comin de
més fuentes o herramientas de ingresos. Y, como no podia ser de otra forma,
dado que el sistema no se ha reformado todavia y que persiste la lucha entre las
demandas que plantea la Espafia rural y las de la Espafia costera, los debates
sobre el particular siguieron en las Cortes de Aragén durante la X Legislatura.

En efecto, desde los primeros meses de la misma y hasta el final, se
sucedieron periédicamente las preguntas y solicitudes de comparecencia, en
unos casos, al Presidente (59) y, en ofros, al Consejero de Hacienda y Admi-

la proposicién de ley de distribucién de responsabilidades administrativas entre las entidades
locales aragonesas (BOCA 250, de 18 de julio de 2014), que recogia el fruto de los trabajos
de aquella Ponencia especial. Sin embargo, dicha iniciativa legislativa caducé no obstante
haberse estudiado un buen nimero de las 94 enmiendas parciales que llegaron a presentarse
(BOCA 283, de 18 de noviembre). En la IX Legislatura, la reedicién de la Ponencia especial,
en ese caso, con el nombre de «distribucién de las competencias entre las entidades locales
aragonesas», tuvo lugar por Acuerdo de la Mesa y la Junta de Portavoces, de 21 de septiem-
bre de 2016. A su vez, el acuerdo de finalizacién de los trabajos de aquella se alcanzé por
unanimidad el 22 de mayo de 2018 y consistié en un cuadro de distribucién de competencias
que decia ponerse «a disposicién de la Camara para emplearse como punto de encuentro y
fuente parlamentaria y politica a la hora de abordar nuevos textos legislativos que puedan
tener relacién con reordenacién competencial entre las distintas administraciones locales.

(58) En particular, en el Dictamen con que concluyé sus trabajos la Comisién Especial
de Estudio sobre el nuevo sistema de financiacién autonémica (publicado en BOCA 256, de
18 de junio de 2028). Cfr. HerraiZ SERRANO (2019: pp. 418-419)

(59) A titulo ejemplificativo, vid. las preguntas orales en Pleno 152/19, del G.P. Popular
(BOCA 20, de 29 de octubre y DSCA 7, de 25 de octubre); 755/21, del G.P. Popular (BOCA
176, de 30 de noviembre y DSCA 55, de 26 de noviembre), 129/22, del G.P. C’s (BOCA
192, de 8 de febrero y DSCA 58, de 11 de febrero); y 354/22, del G.P. C’s (BOCA 213,
de 5 de mayo y DSCA 63, de 27 de abril).
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nistracién publica (60), sobre la voluntad de reivindicar un nuevo sistema de
financiacién autonédmica que tenga en cuenta el coste real de la prestacién de
servicios en comunidades aquejadas de problemas de despoblacién y enveje-
cimiento, como es el caso de Aragén, y de superar la insuficiencia estructural
de recursos para sostener el Estado del bienestar. A ello se afiadieron, por las
mismas circunstancias del contexto pandémico a que se ha hecho referencia
antes, las demandas puntuales de defender los intereses propios de Aragén en
el Consejo de Politica Fiscal y Financiera con motivo, por ejemplo, del reparto
de los fondos para mitigar las afecciones causadas por la Covid-19 (61).

4, El fiasco de los Juegos Olimpicos de Invierno de 2030 y del
intento de ubicar en Aragén algunos organismos estatales

Durante los debates generales sobre el estado de la Comunidad Auténoma
celebrados en 2021 y 2022, el Presidente defendi6 las posibilidades de que
Aragén acogiera los Juegos Olimpicos de invierno y el campeonato mundial
de fitbol en 2030, y planted, literalmente, «la desconcentracién del aparato
del Estado, en linea con lo que estdn haciendo otros paises», postulando a
Teruel como sede de la Agencia Espacial Espafiola y a Zaragoza como sede
de la Agencia de Infeligencia Artificial o de la de Salud Publica (62).

Por lo que respecta a los Juegos Olimpicos de invierno de 2030, aun
pendientes de adjudicacién por el COl en el momento de escribir esta crénica,
se plante en todo momento por las instituciones aragonesas que la posible
candidatura espafiola debia conformarse por nuestra Comunidad Auténoma
y Cataluiia bajo los principios de lealtad institucional y de igualdad politica

(60)  Cfr. la pregunta oral en Pleno 67/19, del G.P. Popular, al Consejero de Hacienda
y Administracién Piblica (BOCA 12, de 24 de septiembre y DSCA 7, de 25 de octubre),
pero también dos comparecencias del mismo, ambas a solicitud del G.P. C’s, una de ellas
sustanciada en Comisién el 27 de septiembre de 2021, para informar sobre la posicién del
Gobierno de Aragén sobre el informe elaborado por la Comisién de expertos en materia
de financiacién autonémica y las consecuencias de aplicarse a la Comunidad de Aragén
los criterios contemplados en dicho informe (BOCA 59, de 9 de junio de 2020), y la ofra
sustanciada en el Pleno de 22 y 23 de septiembre de 2022 (DSCA nim. 70).

(61) No faltaron tampoco las iniciativas de impulso sobre este tema, entre las que
sobresale la PNL 74/22, de 9 de febrero, del G.P. Popular (BOCA 196, de 22 de febrero),
instando «al Gobierno de Espafia a aprobar los mecanismos que sean necesarios para impe-
dir que se produzca el desajuste econémicofinanciero resultante del saldo negativo que se
generard en 2022 y 2023, cuando se calcule la liquidacién definitiva y se compare con las
entregas a cuenta recibidas en 2020 y 2021», habida cuenta la fuerte caida de los ingresos
tributarios con motivo de la pandemia. Fue rechazada en la Comisién de Hacienda, Presu-
puestos y Administracién Publica del dia 11 de abril de 2022.

(62) Véanse sus palabras en DSCA nim. 52, de 10 y 11 de noviembre de 2021,
p. 14, y DSCA ném 73, de 3 y 4 de noviembre de 2022, p. 8027.
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entre ambas. A ello se comprometié también el Presidente del Gobierno de
Espafia en su visita a Zaragoza del 16 de septiembre de 2021, al anunciar
una propuesta «de igual a igual» y garantizando un «proyecto de pais», pero
es un hecho que, pocos meses después, en junio de 2022, el Comité Olimpico
Espafiol anuncié la renuncia a presentar la candidatura ante las diferencias
politicas existentes entre las dos Comunidades.

En ese sentido, varias solicitudes de comparecencia (63), proposiciones no
de ley y preguntas trasladaron ese debate a las Cortes de Aragén, mostrando,
en general, su «apoyo a un proyecto olimpico histéricamente perseguido por
los aragoneses» (64), instando a rectificar el nombre «Pirineus-Barcelona» y
a pactar la denominacién del mismo con la parte aragonesa (65), y recor-
dando en todo momento que dicho «proyecto estratégico para el deporte, las
infraestructuras y la economia», pese a «las dificultades planteadas por algunos
partidos de Catalufia», debia situar a esta en igualdad de condiciones que a
Aragén (66), ademds de ser medioambientalmente sostenible (67).

No obstante, ante la falta de acuerdo politico en la distribucién de prue-
bas deportivas y de equilibrio entre las dos Comunidades, el Comité Olimpico
Espanol terminé anunciando que no habria candidatura para 2030. Tampoco
llegd a Teruel la Agencia Espacial Espafola, ni a Zaragoza la Agencia Espafiola
de Supervisién de Inteligencia Artificial, estando pendiente, en el momento de

(63) Comparecencia del Presidente del Gobierno, a peticién propia, sustanciada en el
Pleno de 10y 11 de febrero de 2022 (DISCA 58, pp. 5970-5982); a peticién del G.P. Popular,
en el Pleno de 5 y 6 de mayo de 2022 (DSCA 64, pp. 6803 y ss.), y a peticién del G.P. Cs,
en la sesién plenaria de 2 'y 3 de junio de 2022 (DSCA 66, pp. 7119-7134). Asimismo, véanse
las solicitudes, caducadas, de comparecencia tanto del Presidente del Gobierno, a peticién
del G.P. Popular (BOCA 222, de 8 de junio de 2022), como del Consejero de Educacién,
Cultura y Deporte, a peticién propia (BOCA 209, de 20 de abril de 2022).

(64) Las entrecomilladas son palabras incluidas en la PNL 287/2021, de 28 de julio
(BOCA 154, de 31 de agosto).

(65)  Asimismo, reivindicado en la iniciativa a que se ha hecho referencia en la nota
al pie anterior.

(66) En este caso, las palabras son de la PNL 265/22, de 27 de mayo (BOCA 222,
de 8 de junio).

(67) La referencia a la preservacién medioambiental estaba en la ya citada PNL
287/2021, pero también en la PNL 55/22, de 1 de febrero (BOCA 192, de 8 de febrero),
aprobada en el Pleno de 10 de febrero (BOCA 194, de 15 de febrero). Las mismas razones
ambientales, entre ofras, aducian algunos detractores de la candidatura. En la Pregunta para
respuesta escrita nom. 515/22, de iniciativa civdadana, formulada por el Colectivo Emigrante
Aragonés y asumida por la A.P. IUA (BOCA 225, de 21 de junio de 2022), se sefialaba
que ciertos colectivos ambientales y vecinales, agrupados en la Plataforma «Stop JJ.OO. de
Aragén», se oponian al proyecto y a que se emplearan, en el mismo, fondos europeos «Next
Generation, interrogando al Gobierno aragonés sobre su distribucién para la recuperacién
del turismo en los Pirineos.
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escribir estas lineas, de decidirse la sede de la Agencia Espafiola de Salud
Péblica.

En relacién con la Agencia Espacial Espafola, Teruel presenté su candi-
datura, junto a una veintena de localidades de diez Comunidades Auténomas
en un procedimiento (68) que se englobada en el Proyecto Estratégico para
la Recuperacién y Transformacién Econémica (en adelante, PERTE) Aeroespa-
cial (69). Desde el primer momento, tanto el Gobierno de Aragén como el
Ayuntamiento de Teruel cuestionaron formalmente el agravio que representaban
las condiciones fijadas para la eleccién (70), pero la Comisién consultiva a
la que se encargd realizar la correspondiente propuesta de designacién de la
sede inadmitid sus escritos v, tras clasificar las candidaturas presentadas en
tres grupos (de excelencia, con viabilidad técnica y con deficiencias técnicas),
no dudé en incluir a Teruel en el dltimo de ellos, recomendando al Consejo de
Ministros la eleccién como sede de la ciudad de Sevilla (71).

Las Cortes de Aragédn respaldaron desde el inicio la candidatura de
Teruel (72), reclamaron el maximo apoyo a los sectores socioecondémicos ara-
goneses, asi como la mdxima transparencia en el proceso de seleccién al
Gobierno de Espana (73) y, una vez conocidas, cuestionaron las exigencias
impuestas a las candidatas. Nos referimos a la declaracién institucional apro-
bada en sesién plenaria celebrada los dias 20 y 21 de octubre de 2022,
sobre los criterios para la determinacién de la sede de la Agencia Espacial
Espariola (BOCA 247, de 25 octubre), con el siguiente tenor:

«A tenor de los recientes acontecimientos, habiéndose conocido unos requi-
sitos para acoger la Agencia Espacial Espafiola en el Boletin Oficial del Estado

(68) Véase la Orden PCM/945/2022, de 3 de octubre (BOE 5 octubre), que dio inicio
al procedimiento para la determinacién de la sede.

(69) Aprobado por el Gobierno de Espafia el 22 de marzo de 2022, con el objetivo
fundamental de que la industria aeroespacial espafiola se convierta en un actor clave de las
transformaciones previstas en el sector, una de las medidas previstas en dicho PERTE era la
relativa a la creacién de la Agencia Espacial Espafiola como autoridad para la coordinacién
de las distintas actuaciones y politicas en la materia.

(70) Por Orden TER/947/2022, de 4 de octubre, se publicé dicho informe de la
Comisién consultiva (BOE 5 octubre).

(71) El Acuerdo del Consejo de Ministros siguié la propuesta y se publicé por Orden
PCM/1202/2022, de 5 de diciembre (BOE 6 diciembre).

(72) Véanse la Declaracién Institucional aprobada en sesién plenaria celebrada los dias
22 y 23 de septiembre de 2022, de asuncién del compromiso de impulsar la candidatura
turolense como sede de la Agencia Espacial Espafiola (BOCA 240, de 27 septiembre); asi
como PNL 316/21, aprobada por la Comisién de Ciencia, Universidad y Sociedad del Cono-
cimiento, en sesién celebrada el dia 30 de septiembre de 2021 (BOCA 162, de 5 octubre).

(73) Puede consultarse la PNL 292/22, en este caso aprobada por el Pleno, en sesién
celebrada los dias 6 y 7 de octubre de 2022 (BOCA 243, de 13 octubre).

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 2341-2135, nom. 61, Zaragoza, 2024, pp. 374-422 401



OLGA HERRAIZ SERRANO

mediante la Orden TER/947/2022, de 4 de octubre, por la que se publica el
informe de la Comisién consultiva para la determinacién de la sede de la futura
Agencia Espacial Espafiola, que penalizan a la Espafia rural y perjudican a la
candidatura de Teruel, las Cortes de Aragén manifiestan:

Que los requisitos fijados por el informe de la Comisién consultiva para la
determinacién de la sede de la futura Agencia Espacial Espafiola suponen una
profunda decepcién y oportunidad perdida para reequilibrar el pais.

Que, ademds, es inconcebible que el Estado pida como requisitos, en un
presunto proceso con infencién descentralizadora, infraestructuras que se le han
negado a Teruel durante décadas, como es la conexién ferroviaria de Alta Velocidad.

Que la vocacién de la descentralizacién de organismos de nueva creacién
debe traducirse en el reparto de las oportunidades generadas por lo piblico en todo
el Estado y caminar hacia un pais mejor. En este sentido, la decisién de requisitos
como contar con una estacién de AVE o la cercania a un aeropuerto internacional
con vuelos comerciales pervierten seriamente esta intencién y suponen una afrenta
significativa a la Espafia rural.

Por todo ello:

1. Las Cortes de Aragén rechazan los criterios que se tendrdn en cuenta
para eleccién de la sede de la Agencia Espacial Espafiola recogidos en la Orden
TER/947/2022, de 4 de octubre, por la que se publica el informe de la Comisién
consultiva para la determinacién de la sede de la futura Agencia Espacial Espafiola,
por suponer un agravio para las zonas de la Espafia interior y rural, histéricamente
deficitarias en inversiones e infraestructuras.

2. Las Cortes de Aragén instan al Gobierno de Espafia a modificar los crite-
rios que se fendrdn en cuenta para la eleccién de la Agencia Espacial Espafola,
atendiendo a los criterios de cohesién territorial, social, de mejora de los servicios
pUblicos y de los niveles de desempleo, y de lucha contra la despoblacién, reco-
gidos en el Real Decreto 209/2022, de 22 de marzo, por el que se establece el
procedimiento para la determinacién de las sedes fisicas de las entidades pertene-
cientes al sector piblico institucional estatal y se crea la Comisién consultiva para
la determinacién de las sedes».

Como se ha anticipado, la candidatura de Teruel fue calificada de defi-
ciente técnicamente, entre otras cosas por no tener «una presencia notable del
sector, ni instituciones de investigacion relacionadas con el mismo», ni tampoco
«conexiones internacionales aéreas a los destinos identificados» que «deberian
de realizarse a través de aeropuertos a mds de una hora de la sede» y, aunque
el Gobierno de Aragén recurrié la decisién, el Tribunal Supremo desestimé la
impugnacién (74).

(74) En la Sentencia nim. 1679/2023, de 13 diciembre, de su Sala de lo Contencio-
so-Administrativo (Seccién 4°, JURN2023\445829), el Tribunal subraya que, en ejercicio de
su potestad de autoorganizacién, el Estado opté por una medida de desconcentracién que,
aunque puede ayudar a la cohesién territorial y a potenciar zonas menos desarrolladas, debe
responder al principio de eficacia. De ahi que justifique que, entre los criterios de seleccién
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Lamentablemente, idéntico resultado negativo consiguié la candidatura
de Zaragoza como sede de la Agencia Espafiola de Supervisién de Inteli-
gencia Atrtificial en el procedimiento abierto y seguido por via de urgencia
por el Consejo de Ministros (75). Zaragoza habia concurrido junto con otras
15 candidaturas y, tras el informe de la Comisién consultiva correspondiente,
no fue clasificada entre las tildadas de excelencia, condicién esta que se
reconocié Unicamente a A Corufia, Alicante y Granada, siendo la primera la
finalmente elegida por Acuerdo del Consejo de Ministros de 5 de diciembre
de 2022 (76). En el intervalo de tiempo que transcurrié hasta que se adoptd
la decisién, en las Cortes de Aragén el G.P. Popular llegé a registrar una
Proposicién no de ley (77) dirigida a expresar el apoyo a la candidatura
e instar al Gobierno de Espafia a resolver el proceso con transparencia e
imparcialidad, pero no llegé a tramitarse antes de conocerse la ciudad ele-
gida y la iniciativa caducé.

También Zaragoza se postulaba para ser sede de la Agencia Estatal de
Salud Pdblica, cuya creacién se paralizé al caducar el proyecto de ley tras la
convocatoria de las elecciones generales a celebrar el 23 de julio de 2023. Los
motivos que avalaban la candidatura fueron expuestos por el Director General
de Salud Piblica del Gobierno de Aragén durante su comparecencia, a peticién
propia, ante la Comisién de Sanidad del 17 de febrero de 2023, mostrando
su apoyo todos los Grupos Parlamentarios. La cuestién ha quedado demorado,
por tanto, a expensas de la creacién del citado organismo.

IV. LA ACTIVIDAD LEGISLATIVA DE LAS CORTES DE ARAGON

Tras dar cuenta de los debates surgidos en las distintas Comisiones y en
las sesiones plenarias de las Cortes de Aragdn, pasamos a la crénica de la

de la sede, se exigiera contar con una amplia red de acceso a medios de transporte piblico
aéreo, ferroviario —especialmente alta velocidad—, y por carretera, asi como una distancia
menor de una hora a un aeropuerto internacional con conexiones a los destinos europeos que
mds frecuenta el personal de la Agencia Espacial Espafola. En palabras del propio Tribunal,
«insiste la demanda en que tales criterios no corrigen los desequilibrios territoriales, y frente a
esto hemos razonado que uno de los objetivos de esta politica de desconcentracién territorial
serd coadyuvar a corregir esos desequilibrios, pero no es su objeto directo pues no estamos
ante una medida propiamente de desarrollo ferritorial o social frente a dmbitos con elevado
desempleo o despoblacién».
(75) Vid. Orden PCM/946/2022, de 3 de octubre (BOE 5 octubre).

(76) En este caso, véase Orden PCM/1203/2022, de 5 de diciembre (BOE 6
diciembre).
(77) la ném. 397/2022, de 24 de octubre, publicada en BOCA 249, de 7 de

noviembre.
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actividad legislativa o, lo que es lo mismo, a la de la plasmacién en textos
legales de los debates especializados que tienen lugar, en este caso, en el seno
de las ponencias. A lo largo de la X Legislatura, se aprobaron 36 leyes de
las que vamos a dar cuenta somera, sistematizéndolas por bloques temdticos.
Se trata, sin duda, de una muy baja produccién legislativa del Parlamento,
agravando la ausencia de protagonismo de este en su teéricamente principal
funcién el abultado nimero de decretos-leyes aprobados por el ejecutivo a lo
largo de los cuatro afios (78).

1. La crisis sanitaria

Durante el debate sobre el estado de la Comunidad de 2020, el presidente
autondémico afirmé que «la inexistencia de una legislacién nacional actualizada
que nos proporcionara los instrumentos adecuados iba a generar muchos
problemas a los gobiernos autonémicos a la hora de tomar medidas e iba a
dificultar sobremanera la buena gobernanza nacional de la crisis» (79). Y asi
fue. Aunque el propio presidente justificé un afio después, en el debate sobre
el estado de la Comunidad de 2021, la aprobacién de la Ley 3/2020, de 3
de diciembre, por la que se establece el régimen juridico de alerta sanitaria
para el control de la pandemia Covid-19 en Aragén (BOA 4 diciembre) (80),
esta recibié todo tipo de opiniones criticas sobre su constitucionalidad y era
evidente que intentaba limitadamente cubrir la inaccién legislativa de las Cortes
Generales.

A la falta de adaptacién por el Estado de la legislacién sanitaria general (81),
se unié la dificultad emanada tanto de la declaracién del segundo estado de
alarma, que delegé en los Presidentes de las Comunidades Auténomas la gestién de
la pandemia, como de la aprobacién de una modificacién de la Ley reguladora de
la jurisdiccién contencioso-administrativa que atribuyd a los Tribunales Superiores
de Justicia el control judicial de las restricciones de derechos fundamentales que

(78) En el lapso estricto de la legislatura, se aprobaron 30 Decretos leyes (18 de los
cuales fenian que ver con la gestién de la pandemia), distribuidos asi: 3, de septiembre a
diciembre de 2019; 12, en 2020; 7 tanto en 2021 como en 2022 y 1, de enero a mayo
de 2023.

(79) Pueden consultarse esas palabras en el DSCA 27, de 29 y 30 de octubre de
2020, p. 2679.

(80) En esa ocasién, el Presidente decia sentirse orgulloso por «haber sido la primera
y casi Gnica comunidad» en elaborar «una ley propia dar seguridad juridica y certidumbres a
la hora de tomar medidas sanitarias ineludibles», subrayando que habia permitido «solventar
eficazmente el problema generado por las diferencias de criterio de los distintos tribunales
superiores de justicia del pais» (DSCA 52, de 10 y 11 de noviembre de 2021, pp. 3 y 4).

(81) De abdicacién de la funcién legislativa del Estado llegé a hablar Barnés (2021:
b 112).
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adoptaran las autoridades sanitarias de su territorio (82). Yendo més alld de la
reforma estatal que el Tribunal Constitucional habria de declarar tiempo después
contraria a la Carta magna (83), el ejecutivo aragonés aprobé un Decreto-ley que
dio lugar a la ya citada Ley 3/2020. Esta establecia tres posibles niveles de alerta
para las distintas zonas de su territorio en funcién de su concreta situacién epide-
mioldgica, con sus correspondientes limitaciones de derechos. Ademds, regulaba
el confinamiento perimetral «por ministerio de la ley» que podia ser acordado por
disposicién de rango legal o meramente reglamentario a partir de determinados
indicadores cuantitativos y cualitativos, entre los que sobresalian los relativos a
la situacién epidemiolégica, la capacidad asistencial y la capacidad de salud
publica. Dicho confinamiento, que comportaba la restriccién de la libre entrada
y salida de las personas residentes en el &mbito territorial correspondiente, tenia
una duracién méxima de treinta dias naturales, transcurridos los cuales quedaba
asimismo levantado por ministerio de la ley. Pese a la inadmisién por motivos
procesales de las tres cuestiones de inconstitucionalidad que el Tribunal Superior
de Justicia elevé sobre la Ley aragonesa 3/2020, luego modificada por el Decre-
to-ley 4/2021 (84), las dudas de fondo persistieron en un contexto general en el
que se asumié el traspaso de limites juridicos en aras de la adopcién de medidas
prefendidamente eficaces para la lucha contra el virus.

2. Leyes econémico-financieras o tributarias

Ademds de las cuatro leyes de presupuestos de la Legislatura (85), se
aprobaron cinco leyes de contenido econdmico o tributario. En primer lugar,

(82) En palabras de Bermejo LaTRe (2021: p. 106), «del mando dnico sanitario decretado
en marzo se pasé al no mando en julio». Para BArRNEs (ibidem: p. 115), se externalizaba el
«coste politico de la lucha contra la pandemia hacia las comunidades auténomas y los jueces»
tras la redaccién dada a los arts. 10.8 y 11.1 i) LICA por la disposicién final segunda de la
Ley 3/2020, de 18 de septiembre, de medidas procesales y organizativas para hacer frente
al covid-19 en el dmbito de la Administracién de Justicia. Tubela AranpDA (2023: p. 185) lo
tildé de «un protagonismo judicial indeseable y perturbador».

(83) Precisamente, el TSJAr fue el que elevé la correspondiente cuestién de inconstitu-
cionalidad que dio lugar a la STC 70/2022, de 2 de junio, que anulé los articulos corres-
pondientes de la LICA.

(84) Véanse AATC 60/2022, de 24 de marzo; 68/2022, de 7 de abril, y 97/2022,
de 15 de junio.

(85) Ley 10/2019, de 30 de diciembre, de Presupuestos de la Comunidad Auténoma
de Aragén para el ejercicio 2020 (BOA 31 diciembre); Ley 4/2020, de 30 de diciembre,
de Presupuestos de la Comunidad Auténoma de Aragén para el ejercicio 2021 (BOA 31
diciembre); Ley 9/2021, de 30 de diciembre, de Presupuestos de la Comunidad Auténoma
de Aragén para el ejercicio 2022 (BOA 31 diciembre), y Ley 8/2022, de 29 de diciembre,
de Presupuestos de la Comunidad Auténoma de Aragédn para el ejercicio 2023 (BOA 30
diciembre).
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la Ley 1/2020, de 9 de julio, por la que se establecen medidas excepcionales
para el ejercicio 2020 en determinados tributos gestionados por la Comunidad
Auténoma de Aragdn (BOA 17 julio). Aprobada en respuesta a la situacién
originada por la pandemia del COVID-19 y, mds en concreto, para hacer frente
a la disminucién en la actividad de determinados establecimientos comerciales
durante la vigencia del estado de alarma, previé bonificaciones temporales en
deferminadas tasas fiscales sobre el juego, asi como una del veinte por ciento en
el impuesto medioambiental sobre las grandes dreas de venta, cuya condicién
de aplicacién sobre la cuota tributaria era que se tratase de establecimientos
cuya parte de negocio dedicado a la venta minorista de productos de higiene
y alimentacién ocupase menos del 80% de su superficie.

La segunda ley por citar es la 7/2021, de 7 de octubre, por la que
se modifican el Texto Refundido de las Tasas de la Comunidad Auténoma
de Aragdn, aprobado por Decreto legislativo 1/2004, de 27 de julio, del
Gobierno de Aragén, y la Lley 5/2006, de 22 de junio, de tasas y precios
publicos de la Comunidad Auténoma de Aragén (BOA 22 octubre). Su objeto
fue la actualizacién de la cuantia de determinadas tasas, la admisién del uso
de la tarjeta de crédito o débito para el pago de tasas y precios piblicos
y el establecimiento de una exencién, con cardcter general, a favor de los
érganos de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén y sus
organismos auténomos.

A finales de 2021, se aprobé la tan esperada reforma del Impuesto de
Contaminacién de las Aguas cuya regulacién se encontraba en la Ley de
Aguas y Rios de Aragédn. Sin embargo, por medio de la Ley 8/2021, de 9
de diciembre (BOA 23 diciembre), se sustituyd ese tributo por el Impuesto
Medioambiental sobre las Aguas Residuales y se desgajé su régimen juridico
de aquel texto normativo para pasar a contar con una ley especifica.

Ademds del cambio de denominacién del impuesto de un modo que
visibilizaba mejor su finalidad extrafiscal medioambiental, otra novedad fue
la limitacién de la afectacién de la recaudacién a los programas de sanea-
miento y depuracién, eliminando, por tanto, la afectacién a las actividades
de abastecimiento.

El nuevo impuesto tiene un tramo fijo mds barato, pero también uno varia-
ble ligado al consumo, donde se encarecen los consumos medios. Se previé
asimismo una farifa social superreducida para unidades de convivencia que
se encuentren en alguna de las situaciones de vulnerabilidad recogidas en la
Ley de reduccién de la pobreza energética de Aragén, asi como en los casos
de emergencia social que determinen los servicios sociales.

Por lo que respecta a la regulacién especifica del municipio de Zaragoza
que habian mantenido todas las regulaciones anteriores (en un principio con
carécter paccionado), desaparece como fal en la nueva ley, que sustituye el
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sistema de bonificaciones por el de coeficientes, manteniéndose la equivalencia
del 60% de bonificacién que se aplicaba a los sujetos pasivos de Zaragoza
con el coeficiente del 0,4 que se aplica ahora sobre la cuota liquida a todas
aquellas entidades de poblacién que gestionan sus propias depuradoras o que
carecen de depuradora en funcionamiento.

En cuarto lugar, debemos resefar la Ley 5/2022, de 6 de octubre, Regu-
ladora del Fondo Aragonés de Financiacién Municipal (BOA 25 octubre).
Dicha disposicién derogé el Fondo de Cooperacién Municipal y lo sustituyd
por ofro igualmente de cardcter incondicionado, pero cuyos destinatarios son
ahora todos los municipios aragoneses (incluidas por tanto también las tres
capitales de provincia), y cuyas reglas de distribucién priman el esfuerzo fiscal,
el grado de envejecimiento de su poblacién y la cohesién territorial desde el
punto de vista de la ordenacién del territorio. Por primera vez, se incluyé como
requisito para ser beneficiario del Fondo que el municipio rindiera cuentas ante
el érgano fiscalizador de la gestién econémicofinanciera del sector pdblico
aragonés y cumpliera con su deber de remisién de informacién a la Comuni-
dad Auténoma. La ley ha sido calificada de avance para la financiacién de
los municipios aragoneses (86), al garantizarles unos ingresos autonémicos
que ascendian inicialmente a mds de treinta millones y medio de euros, que
se incrementardn anualmente en funcién del indice de endeudamiento relativo
de la Comunidad Auténoma.

Finalmente, en este apartado de las leyes tributarias, citaremos la Ley
1/2023, de 26 de enero, por la que se modifica el texto refundido de las
disposiciones dictadas por la Comunidad Auténoma de Aragén en materia
de tributos cedidos, aprobado por Decreto Legislativo 1/2005, de 26 de sep-
tiembre, del Gobierno de Aragén, mediante la introduccién de deducciones
autonémicas en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas con motivo
del conflicto armado en Ucrania (BOA 8 febrero). En este caso, como su pro-
pia ribrica indica, la ley tuvo como obijeto introducir, en el impuesto sobre la
renta de las personas fisicas durante los ejercicios impositivos 2022 y 2023,
una deduccién de la cuota integra autondmica por acogimiento de personas
o familias ucranianas desplazadas con motivo del conficto armado en su pais
y otra deduccién por ayudas de cardcter humanitario al pueblo ucraniano.

3. Moadificaciones del Cédigo de Derecho foral de Aragén

En el periodo que analizamos, han sido tres las leyes aprobadas para
introducir modificaciones en nuestro Cédigo de Derecho Foral. En primer lugar,
la Ley 2/2021, de 25 de marzo (BOA 13 abril) tuvo como objeto incorporar

(86) Vid. Bermejo LatRe (2023: p. 184).
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al Derecho civil de Aragén la reforma que del articulo 156.2 del Cédigo Civil
se habia llevado a cabo como consecuencia del Pacto de Estado contra la
violencia de género. Mas en concreto, la ley aragonesa precisé que, cuando
un progenitor estd incurso en un proceso penal iniciado por atentar contra la
vida, la integridad fisica, la libertad, la integridad moral o la libertad e indem-
nidad sexual del ofro progenitor o de sus hijos, y se haya dictado resolucién
judicial motivada en la que se constaten indicios fundados y racionales de
criminalidad o haya advertido indicios fundados de violencia doméstica o de
género, bastard el consentimiento del progenitor no violento para que los hijos
menores de edad no emancipados reciban atencién y asistencia psicolégica,
aunque deba ser previamente informado el otro progenitor.

Por su parte, la segunda reforma se operé por la Ley 6/2021, de 29
de junio, por la que se modifican el Cédigo del Derecho Foral de Aragén,
aprobado por Decreto Legislativo 1/2011, de 22 de marzo, del Gobierno de
Aragén, y el Texto Refundido de la Ley del Patrimonio de Aragén, aprobado
por Decreto Legislativo 4/2013, de 17 de diciembre, del Gobierno de Ara-
gén, en lo que afecta a la regulacién de los inmuebles vacantes y los saldos
y depésitos abandonados (BOA 2 julio). Esta ley incorpora a nuestro derecho
la doctrina sentada por la Sentencia del Tribunal Constitucional 40/2018,
de 26 de abril, que resolvié el recurso de inconstitucionalidad que el Estado
planteé contra la Comunidad Foral de Navarra, segin la cual se reconocié
la competencia del legislador autonémico con competencias sobre el derecho
civil propio para legislar en materia de atribucién de los bienes vacantes.
Aplicando el fallo a nuestra Comunidad Auténoma, la Ley 6/2021 permite
que los saldos y depésitos abandonados y los bienes inmuebles ubicados
en su territorio que no tengan duefio conocido se atribuyan ex lege a la
Administracién aragonesa, desplazando la atribucién que hasta ahora se
hacia a favor del Estado. En consecuencia, la Comunidad Auténoma ejerce
su competencia para regular el destino de esos inmuebles vacantes y esos
saldos y depésitos bancarios abandonados, al tratarse de una materia direc-
tamente vinculada con la sucesién legal, regulada a su favor en el Cédigo
del Derecho Foral de Aragédn, y que puede abordar en «desarrollo» de este
Derecho civil propio.

Precisamente, en ejercicio de dicha competencia para actualizar y modi-
ficar el Derecho aragonés en materia de sucesiones, se aprobd al final de
la X Legislatura la Ley 10/2023, de 30 de marzo, de modificacién del Libro
Tercero del Cédigo del Derecho Foral de Aragén, relativo a las sucesiones
por causa de muerte (BOA 17 abril). Dicha disposicién introdujo tres nove-
dades principalmente. Por una parte, modificé las causas de indignidad para
penalizar con la exclusién de la sucesién por causa de muerte a quienes se
inhiban o realicen dejacién de funciones en su responsabilidad de atencién a
las personas que precisan apoyos para el ejercicio de su capacidad juridica.
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En segundo lugar, en relacién con las disposiciones sucesorias genéricas
para obras asistenciales, la citada ley precisé cudl debe ser el destino de estos
recursos cuando el causante sea una persona que esté recibiendo apoyos por
parte de la entidad piblica correspondiente para el ejercicio de su capacidad
juridica o bien una persona que tenga su Gltima residencia habitual en centros
residenciales de titularidad del organismo autonémico competente en materia
de servicios sociales.

Finalmente, doté de nueva redaccién al denominado privilegio del Hospital
de Nuestra sefiora de Gracia, extendiéndolo, por entender que responde al
mismo fundamento, a la entidad pdblica que ejerza las medidas de apoyo de
las personas discapacitadas, asi como a los centros residenciales de titulari-
dad del Instituto Aragonés de Servicios Sociales, otorgdndoles a todos ellos
preferencia en la sucesién legal intestada de aquellas personas a las que
proporcionan atencién.

4, Leyes administrativas o de tipo institucional

Incluiremos en esta ribrica la referencia a doce de las leyes aprobadas en
la X Legislatura. Con el propésito de simplificar los procedimientos administrati-
vos, se tramité, con deliberada celeridad y reduccién de trdmites parlamentarios
(eliminando, por ejemplo, el debate de totalidad), la que acabd siendo Ley
1/2021, de 11 de febrero, de simplificacién administrativa (BOA 23 febrero).
Bdsicamente, imponia tres cambios: en el régimen de intervencién de las acti-
vidades, en los plazos de tramitacién de los procedimientos y en el régimen
del silencio administrativo, pero no entraron en vigor de forma inmediata, sino
que debian hacerlo tras una ley de desarrollo que, aunque prevista en un plazo
de seis meses, acabé aprobéndose mds de un afio después, contradiciendo la
urgencia inicial de las reformas. En efecto, la Ley de simplificacién pretendié
la generalizacién del plazo de 3 meses para resolver los procedimientos, de
las declaraciones responsables o comunicaciones en lugar de las licencias o
autorizaciones previas, y potencié el silencio positivo, pero, en ninguna de
esas cuestiones, introducia novedades, sino que llamaba a apurar las posibi-
lidades aplicativas de la Ley del procedimiento administrativo comin en pos
de la tan ansiada «estrategia global» para la progresiva simplificacién (87). El
legislador aragonés se comprometia, por ello, a afrontar una revisién normativa
para aplicar esos postulados de forma efectiva, de ahi que, con algo mds de
retraso del inicialmente previsto, se aprobara después la Ley 2/2022, de 19
de mayo, de aplicacién y desarrollo de la Ley 1/2021, de 11 de febrero, de
simplificacién administrativa (BOA 27 mayo).

(87) Las entrecomilladas son palabras de Bermeio Latre (2022: p. 137).
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En esta segunda disposicién, se identificaron una serie de procedimientos,
regulados reglamentariamente, que aquella mandataba modificar en un futuro
para que incorporen la declaracién responsable o la comunicacién, a la vez
que aplicaba el silencio positivo ex lege y el plazo méximo de resolucién de
tres meses a otros procedimientos, también regulados por reglamentos, que
directamente fueron modificados por dicha ley, elevéndose asi el rango de la
regulacién de esas dos cuestiones.

Con objeto de ampliar las garantias para el particular de las actividades
que pretendan ejercerse al amparo de una declaracién responsable o de una
comunicacién, la Ley aragonesa 1/2021 regulé también las entidades cola-
boradoras de certificacién, entendiendo como tales las que el Gobierno haya
acreditado para ejercer funciones de comprobacién, informe y certificacién
de que el particular parece cumplir los requisitos principales de la actividad
o establecimiento de que se trate, sin que ello implique sustituir potestades
propias de la Administracién, ni impedir su funcién inspectora. En la prdc-
tica, estdn llamadas a actuar como entidades de certificacién especialmente
algunos colegios profesionales y otras personas juridicas especializadas en el
asesoramiento a los ciudadanos en sus relaciones con las Administraciones.

Otras dos leyes de tipo institucional de gran calado que se aprobaron en
la X Legislatura fueron la Ley 4/2021, de 29 de junio, de modificacién de la
ley 2/2009, de 11 de mayo, del Presidente y del Gobierno de Aragén, y la
Ley 5/2021, de 29 de junio, de Organizacién y Régimen Juridico del Sector
Piblico Autondmico de Aragén (ambas publicadas en BOA 2 julio). El objeto
principal de la primera fue salir al paso de las consecuencias que tuvo la STC
55/2018, de 24 de mayo, para las iniciativas legislativas autonémicas tras la
anulacién de varios trémites introducidos por la Ley del procedimiento admi-
nistrativo comin en la elaboracién de proyectos normativos. Para ello, la Ley
4/2021 introdujo un proceso de consulta publica previa a la elaboracién tanto
de proyecto de reglamentos como de leyes a fin de recabar la opinién de las
personas y organizaciones que puedan verse afectadas por la futura norma.

Entre otras novedades, también se previé la posibilidad de volver a remitir
alas Cortes, si asi lo considera oportuno el Gobierno de Aragén, previo informe
de los servicios juridicos y de la secretaria general técnica correspondiente,
aquellos proyectos de ley que hubieran caducado en el Parlamento por haber
finalizado la legislatura, con la finalidad de ahorrar tramites sobre todo en
los supuestos de continuidad de las mismas fuerzas politicas en el ejecutivo.
Asimismo, la reforma citada introdujo la tramitacién de urgencia, con reduccién
de plazos a la mitad, para aquellas iniciativas normativas, legales o reglamen-
tarias, en que concurran circunstancias extraordinarias de interés pUblico o que
deban entrar en vigor en un plazo tasado, exigido en una directiva comunita-
ria u ofra norma. En caso de seguir esa tramitacién, también se simplifica la
memoria y la consulta piblica previa deja de ser preceptiva.
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Muy relacionada con la anterior hasta el punto de influirse mutuamente,
fue la Ley 5/2021, de 29 de junio, de Organizacién y Régimen Juridico del
Sector Pdblico Autonémico de Aragdn, que constituye el trasunto en nuestra
Comunidad de las Leyes estatales 39 y 40/2015. Ademds de establecer el
régimen juridico de la actuacién de la Administracién aragonesa mediante la
adaptacién de la normativa bdsica a sus peculiaridades propias, la Ley 5/2021
regula el sector piblico institucional autonémico. Entre otras cosas, se contempla
excepcionalmente la seleccién por las entidades de derecho piblico de personal
laboral propio y se supera la definicién de las sociedades mercantiles de la
Comunidad basada exclusivamente en el porcentaje de participacién en su
capital social para acoger el que ya aparecia en la legislacién de patrimonio
donde lo relevante es el ejercicio de una influencia dominante ya sea en razén
de la propiedad, de la participacién financiera o de las normas que la rijan.
También se regulan por primera vez los consorcios autonédmicos y se desarrolla
el régimen de las fundaciones publicas aragonesas que hasta ese momento se
circunscribia a una mera disposicién adicional en la ley anterior.

Para impulsar las tecnologias en la nube en el sector piblico autonémico
y complementar asi la apuesta por la Administracién electrénica de la Ley de
Organizacién y Régimen Juridico del Sector Piblico Autonémico de Aragén,
fue aprobada también la Ley 7/2023, de 23 de febrero, de medidas para la
implantacién y desarrollo en Aragén de tecnologias en la nube (tecnologias
cloud) (BOA 13 marzo). La ley destaca por implantar el certificado de homolo-
gacién de cloud piblica que podrdn obtener las entidades que prestan dichos
servicios de tecnologias en la nube. El protagonismo tanto para la emisién de
dichos certificados como para la realizacién de los procedimientos necesarios
le corresponde a la Entidad Aragonesa de Servicios Telemdticos.

Pasando a ofra de las leyes a citar en este bloque temético, dado que
la administracién corporativa quedaba al margen de la Ley de Organizacién
y Régimen Juridico del Sector Piblico Autonémico de Aragén, durante la X
Legislatura se aprobaron, en lectura dnica, por su simplicidad, dos leyes de
creacién de sendos colegios profesionales, el de Higienistas Dentales de Aragén
(Ley 4/2022, de 6 de octubre, BOA 25 octubre), y el de Opticos-Optometristas
de Aragén (ley 6/2022, de 1 de diciembre, BOA 15 diciembre).

También en lectura Gnica, pero con origen en este caso en una proposicién
de ley suscrita por todos los GG.PP., con la excepcién de VOX en Aragén, fue
la Ley 4/2023, de 9 de febrero, de reforma de la denominacién de la Ley
12/2002, de 28 de mayo, de creacién de la Comarca de La Ribagorza (BOA
28 febrero). Su dnico objeto fue la supresién del articulo «La» en la denomi-
nacién oficial de esta entidad local con base en diferentes fuentes histéricas.

Asimismo, vamos a dar cuenta en este bloque de la aprobacién de las
Leyes 2/2020, de 22 de octubre, de Estadistica de Aragén (BOA 30 octubre)
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y 3/2022, de 6 de octubre, de informacién geogrdfica de Aragén (BOA 25
octubre). Aprobada la primera para colmar la ausencia de norma de rango
legal sobre la materia en la Comunidad Auténoma, regula la realizacién de
estadisticas oficiales en sus fases de recogida de datos, tratamiento, conserva-
cién y difusién, acompaiiando dichas previsiones de la obligatoriedad de una
planificacién tanto quinquenal como anual y de la correspondiente regulacién
de la organizacién aragonesa que realizard las actividades estadisticas (Insti-
tuto Aragonés de Estadistica, Comisién Técnica Interdepartamental y unidades
estadisticas sectoriales). Por lo que respecta a la Ley de informacién geogrdfica,
entendida esta como toda informacién con trascendencia territorial producida
o archivada por los diferentes departamentos de la Administracién aragonesa,
por las entidades del sector pdblico autonémico, por las entidades locales, asi
como la facilitada por la Administracién General del Estado, dicha informacién
debe gestionarse a través del Sistema Cartogrdfico de Aragén, que la ley sefala
se encuentra integrado por el Instituto Geogrdfico de Aragédn, el Consejo de
Cartografia de Aragén, la Comisién Técnica de Coordinacién Cartogrdfica de
Aragén y la Comisién Asesora de Toponimia de Aragén.

De mucha mayor enjundia juridica fueron las dos leyes que hemos dejado
para el final de este apartado. Por un lado, la Ley 11/2023, de 30 de marzo,
de uso estratégico de la contratacién piblica de la Comunidad Auténoma de
Aragén (BOA 17 abril), un texto muy controvertido juridicamente al preten-
der desarrollar la legislacién bdsica estatal en la materia, constituida, como
sabemos, por un prolijo texto que deja escaso margen a las competencias
autonémicas. Precisamente por ello, en el momento de escribir estas lineas,
la citada ley aragonesa es uno de los textos normativos que se encuentra en
la Comisién Bilateral de Cooperacién con el Estado pendiente de resolucién
de discrepancias, como frdmite previo a la interposicién de un recurso de
inconstitucionalidad (88). Sin poder profundizar en exceso en las opciones
del legislador aragonés, como su propio titulo indica la ley pretende regular
el uso estratégico de la contratacién publica y hacer que esta sea ecolégica,
tecnoldgica y transparente. Introduce, ademds, mecanismos de cooperacién en
la contratacién administrativa de las entidades locales aragonesas, en especial,
el sistema de contratacién conjunta o la adhesién a la Central General de Com-
pras de Aragén y a centrales sectoriales. Asimismo, confirma el régimen del
contrato menor y del gasto menor que ya introdujera la Ley de Simplificacién
Administrativa antes citada.

Finalmente, hemos dejado para el final pese a su gran importancia la
referencia a la Ley 3/2023, de 9 de febrero, de modificacién de la Ley

(88) Véase la Resolucién de 27 de julio de 2023, del Secretario General de la Presiden-
cia del Gobierno de Aragén, por la que se dispone la publicacién del Acuerdo de la Comisién
Bilateral de Cooperacién Aragén-Estado en relacién con la Ley 11/2023 (BOA 8 septiembre).
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2/1987, de 16 de febrero, Electoral de la Comunidad Auténoma de Aragdn
(BOA 28 febrero), que fue aprobada al limite de la legislatura, como también
lo fue la reforma del Estatuto de Autonomia de la que traia causa (89), en claro
contraste con la importancia que una y otfra tenian para resolver la pérdida del
escafio 14 por la provincia de Teruel en unos términos distintos a los pactados
al final de la legislatura anterior. En efecto, como se recordard, una de las
polémicas mds sonadas de la IX Legislatura fue la generada por la falta de
tiempo para acometer una reforma estatutaria que hubiese revisado el factor
de correccién establecido en el articulo 36 de la norma institucional bésica
de la Comunidad con el propésito de que Teruel no perdiera sus 14 escafios
en las elecciones autonémicas de 2019. En su lugar, y dado que tampoco se
quiso en aquel momento, para conseguir ese efecto, incrementar el ndmero
de diputados de las Cortes de Aragén de 67 a 69 (la horquilla estatutaria va
de sesenta y cinco a ochenta.), se procedié a una reforma de la ley electoral
para que la referencia para distribuir los 28 diputados que restaban una vez
descontados los 39 asignados automdticamente a las tres provincias no fuera
la poblacién de derecho, sino la poblacién censal. Pues bien, en 2023, se
volvié a modificar el articulo 13 de la Ley Electoral de Aragén para: a) elevar
de 13 a 14 el minimo fijo de diputados correspondiente a cada provincia, lo
que hace un total de 42; b) volver a incorporar la referencia a la poblacién
de derecho provincial como dividendo del reparto a realizar para la adjudica-
cién de los ahora 25 diputados restantes; c) fijar en tres veces, en lugar de en
2,75, el limite a la cifra de habitantes necesarios para asignar un diputado a
la circunscripcién més poblada con respecto a la menos poblada, limite este
que figuraba en el Estatuto y que tuvo que modificar en consonancia la LO
15/2022, ya citada.

5. El resto de leyes aprobadas durante la X legislatura

En este cajén de sastre, de contenido heterogéneo, dificil de sistematizar,
haremos breve mencién de las restantes leyes aprobadas.

Desde una perspectiva social entendida en sentido amplio, se justifica la
aprobacién de tres leyes de la legislatura. En primer lugar, la Ley 3/2021, de
20 de mayo, por la que se regula la Prestacién Aragonesa Complementaria
del Ingreso Minimo Vital y el Servicio Piblico Aragonés de Inclusién Social
(BOA 25 mayo), cuyo detonante fue la aprobacién por las Cortes Generales

de la ley 19/2021, de 20 de diciembre, que establecié precisamente el IMV.

(89) Aprobada por Ley Organica 15/2022, de 27 de diciembre, que, ademds de
evitar la pérdida de representatividad entre las provincias, tuvo por objeto la supresién de
los aforamientos de los diputados y las diputadas de las Cortes de Aragén y de las personas
que componen el Gobierno de Aragén.

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 2341-2135, nim. 61, Zaragoza, 2024, pp. 374-422 413



OLGA HERRAIZ SERRANO

La prestacién aragonesa se regula, en unos casos, con cardcter subsidiario del
IMV para cuando, no cumpliendo todos los requisitos para acceder a este, se
carezca de recursos suficientes para atender las necesidades bdsicas, pero en
otros complementa la cuantia del ingreso atendiendo a la situacién de vulnera-
bilidad econémica de su titular. En segundo término y generosamente en este
bloque, cabe mencionar la aprobacién de la Ley 7/2022, de 1 de diciembre,
de Economia Social de Aragén (BOA 20 diciembre), que, fundamentalmente,
mandata a los poderes piblicos aragoneses a fomentarla desde una amplia
variedad de puntos de vista en el conjunto de sus politicas y establece, entre
las medidas de apoyo, la declaracién como inversién de interés autonédmico de
aquellos proyectos que se desarrollen por las entidades de economia social de
Aragén y cumplan determinados requisitos. Como tfercera ley de corte social,
destacaremos la Ley 14/2023, de 30 de marzo, de perros de asistencia en
Aragdén (BOA 17 abril), que regula el reconocimiento de esa condicién por
el ejecutivo autonémico y recoge el listado de derechos y obligaciones a
que estdn sujetos tanto los propios perros como las personas a las que estdn
vinculados y sus adiestradores. Aunque en las postrimerias de la legislatura,
la ley habia sido reclamada con fuerza por los colectivos afectados para dar
seguridad juridica al acceso con perros de asistencia a determinados lugares
y medios de transporte.

Sobre distintos aspectos concernientes a la vida en el medio rural, cita-
remos también un grupo de tres leyes que fueron aprobadas en los cuatro
afios que se analizan. En primer lugar, la Ley 2/2023, de 9 de febrero, de
modificacién del texto refundido de la Ley de Urbanismo de Aragén, apro-
bado por Decreto Legislativo 1/2014, de 8 de julio, del Gobierno de Aragdén
(BOA 28 febrero), que, fundamentalmente, introdujo una correccién técnica
en la definicién del suelo no urbanizable especial y suprimié limitaciones en
la llamada zona de borde, contigua al suelo urbano, pero clasificada como
no urbanizable. En segundo término, cabe citar la Ley 6/2023, de 23 de
febrero, de proteccién y modernizacién de la agricultura social y familiar y
del patrimonio agrario de Aragén (BOA 13 marzo), que, ademds de limitar el
tamafio de las explotaciones ganaderas intensivas, establecié un marco general
para las actuaciones tanto de creacién como de modernizacién de regadios.
Precisamente, el Estado cuestiond, en la Comisién Bilateral de Cooperacién, el
régimen de financiacién previsto para la puesta en marcha de nuevos regadios
a cargo de las comunidades de regantes (90), por lo que, en el momento de
escribir estas lineas, el ejecutivo aragonés surgido de las elecciones de mayo

(90) Véase Resolucién de 12 de junio de 2023, del Secretario General de la Presi-
dencia del Gobierno de Aragén, por la que se dispone la publicacién del Acuerdo de la
Comisién Bilateral de Cooperacién Aragén-Estado en relacién con la Ley 6/2023, de 23 de
febrero (BOA 29 junio).
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de 2023 ha anunciado ya el acuerdo de modificacién de la ley. Finalmente,
en este bloque de disposiciones legislativas con impacto en el medio rural,
destaca la Ley 13/2023, de 30 de marzo, de dinamizacién del medio rural
de Aragén (BOA 17 abril). La misma ha tratado de definir un marco normativo
de medidas de discriminacién positiva que permitan garantizar los servicios
publicos y una calidad de vida equivalente para los habitantes del territorio
aragonés que no viven en el medio urbano, a la vez que pretende una perspec-
tiva horizontal del cambio demogréfico y de la lucha contra la despoblacién,
ordenando que impregne las politicas sectoriales.

Incardinadas en el fomento de la cultura de la paz, cabe citar dos dispo-
siciones. Por un lado, la Ley 5/2023, de 23 de febrero, de modificacién de la
ley 4/2008, de 17 de junio, de medidas a favor de las Victimas del Terrorismo
(BOA 13 marzo), que bdsicamente introduce una nueva regulacién de las
medidas de conocimiento, reconocimiento, recuerdo y distincién hacia aquellas
y sus asociaciones. En segundo término, la Ley 8/2023, de 9 de marzo, de
Cultura de la Paz en Aragén (BOA 23 marzo), cuyo origen se encuentra en
una proposicién de ley suscrita por todos los Grupos Parlamentarios, a excep-
cién de Vox en Aragén, incluyé una serie de mandatos politicos dirigidos al
conjunto de instituciones, administraciones y entidades sociales de la Comu-
nidad Auténoma para que promuevan el didlogo, la accién humanitaria, las
iniciativas de solidaridad y cooperacién y la gestién pacifica de los conflictos.

Las dltimas tres leyes por citar no son reconducibles a ninguno de los
bloques temdticos identificados hasta ahora. Se trata, en primer lugar, de la
Ley 1/2022, de 7 de abril, por la que se modifica la Ley 16/2018, de 4 de
diciembre, de la actividad fisica y el deporte de Aragén (BOA 19 abril). Tuvo
por objeto cumplir el Acuerdo alcanzado en el seno de la Comisién Bilateral
de Cooperacién Aragén-Estado para resolver las discrepancias por la posible
inconstitucionalidad de la ley de 2018 (921). Asi, el legislador aragonés tuvo
que precisar que la prohibicién de la publicidad sobre las apuestas deportivas
o los negocios relacionados con la prostitucién en equipaciones, instalaciones,
patrocinios o similares en cualquier tipo de competicién, actividad o evento
deportivo, pesa sobre aquellas entidades que tengan su domicilio social en
Aragén y va referida exclusivamente a las actividades deportivas del dmbito
aragonés para eliminar asi cualquier invasién de las competencias estatales.

Precisamente, al final de la legislatura, se aprobé la Ley 9/2023, de 23
de marzo, de modificacién de la Ley 2/2000, de 28 de junio, del Juego de
la Comunidad Auténoma de Aragén (BOA 10 abril), que, ademds de volver
a recoger esa prohibicién de la publicidad de las apuestas, incluyé como

(?1) Véase Resolucién de 2 de septiembre de 2019, de la Secretaria General de la
Presidencia del Gobierno de Aragén (BOA 12 septiembre).

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 2341-2135, ném. 61, Zaragoza, 2024, pp. 374-422 415



OLGA HERRAIZ SERRANO

medida estrella la prohibicién de la apertura o ampliacién de locales de
juego a 500 metros de los centros educativos para evitar que la cercania de
aquellos pueda convertirse en un reclamo que induzca a los menores y j6venes
a considerar que estas actividades forman parte natural de su cotidianeidad.
La ley pretende incidir en lo que se denomina juego responsable, obligando,
por ejemplo, a los locales de juego a disponer de folletos informativos sobre
la prevencién y el tratamiento del trastorno por juego. Precisamente, una de
las opciones politicas de la Ponencia responsable de la tramitacién de este
proyecto de ley fue sustituir la palabra ludopatia por la expresién, al parecer
avalada cientificamente, de «trastorno por juego» para identificar la adiccién
al mismo que interfiere en la esfera familiar, patrimonial, laboral y social de
quien lo padece. La Ley 9/2023 amplié también el catalogo de infracciones
en materia de juego.

Todo ello en aras de la proteccién de los menores, lo que nos permite pasar
a hablar de la, también aprobada al final de la X Legislatura, Ley 12/2023,
de 30 de marzo, por la que se modifica la Ley 6/2015, de 25 de marzo, de
Juventud de Aragén (BOA 17 abril), principalmente para conferir al Consejo
Aragonés de la Juventud el cardcter de corporacién de derecho pdblico, que
convivird con el organismo auténomo Instituto Aragonés de la Juventud, cuya
estructura orgdnica se aproveché también para adaptar.

V. LA ACTIVIDAD DE CONTROL SOBRE EL EJECUTIVO AUTONOMICO

Sin duda ninguna, la funcién de control es la mds importante de cuantas
desempefian los Parlamentos espafioles en la actualidad. A ello han contribuido,
progresivamente, el incremento de la legislacién gubernamental como se ha
visto en la rdbrica anterior, agravado si cabe por la pandemia; la limitada per-
meabilidad de los proyectos de ley a la capacidad de enmienda de los grupos
de la oposicién o la falta de habitualidad con que se toman en consideracién
las iniciativas legislativas de origen no gubernamental, entre otros factores. Asi
las cosas, los grupos parlamentarios de la oposicién se postulan y ofrecen a
diario sus alternativas de gobierno a través de las decenas de iniciativas de
control que registran semanalmente en las Cdmaras, tratando de ser lo mds
efectivos posibles en su labor de deteriorar al ejecutivo.

Aunque muchos reclaman elegir lo que se hace y lo que no y anteponer
la calidad de las iniciativas por encima de las cifras (92), valgan los siguientes
datos relativos a la X Legislatura de las Cortes de Aragén. Se presentaron un
total de 2927 preguntas a los distintos miembros del Gobierno de Aragén,

(92) Vid. Tutta Aranpa (2023: p. 187).
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aunque ello represente casi la mitad que en la legislatura anterior (261 en
2019; 734 en 2020; 812 en 2021, 879 en 2022 y 241 en 2023). Asimismo,
se registraron 563 interpelaciones a aquellos sobre cuestiones de politica
general (39 en 2019; 106 en 2020; 101 en 2021; 120 en 2022 y 33 en
2023), que dieron lugar, en la mayoria de los casos, a las consiguientes
mociones para impulsar la accién del ejecutivo. Aunque las mociones, junto
con las proposiciones no de ley (1446 a lo largo de la legislatura (93)) y las
propuestas de resolucién (tales como las derivadas de los debates generales
sobre el estado de la Comunidad) se dicen manifestaciones propias de la
funcién de indirizzo politico de los Parlamentos, qué duda cabe que entrafian
también una suerte de control que complementa el ejercido a través de las
iniciativas cldsicas como las preguntas, las interpelaciones y las comparecen-
cias informativas. Las cifras que representan estas Gltimas (1795) por lo que
a la actividad de la X Legislatura en las Cortes de Aragén se refiere ilustran
también el predominio del control parlamentario sobre la actividad legislativa,
asi como el nimero de las solicitudes de informacién cursadas al ejecutivo
aragonés desde la Cdmara al amparo del articulo 31 del RCAr, que fue nada
mds y nada menos que de 3786.

Precisamente porque es imposible el andlisis de todas esas iniciativas,
sefialaremos tan solo, como notas generales, el predominio absoluto, durante
los afios centrales de la legislatura, de la gestién de la crisis sanitaria como
tema principal y de las consecuencias econdmicas y sociales de la guerra
de Ucrania en nuestro pais en las postrimerias de aquella. Asimismo, es de
destacar el intento llevado a cabo por parte de los grupos de la oposicién
con muchas de esas iniciativas de control de sacar a la luz las discrepancias
ideolégicas entre las fuerzas politicas que componian el Gobierno de Aragén,
en temas en los que eran pdblicas sus diferencias, como las bonificaciones del
impuesto de sucesiones, la unién de estaciones de esqui o el apoyo a la escuela
concertada, por citar tan solo unos ejemplos. Las contadas, pero destacadas
ocasiones en que los miembros del cuatripartito no llegaron a votar lo mismo
permitié a la oposicién obtener triunfos simbélicos o titulares periodisticos (94).

(93) Con la siguiente distribucién: 80 en 2019; 452 en 2020; 421 en 2021; 428
en 2022 y 64 en 2023.

(94)  Por citar solamente algin caso, el G.P. PAR respaldé, junto al PP, VOX y Ciuda-
danos, la Proposicién no de Ley nimero 160/21, sobre el reconocimiento y dignidad de las
victimas del terrorismo de ETA, presentada por la formacién naranja, en la que se instaba al
Gobierno central a no conceder ningdn beneficio penitenciario a reos de esta banda terro-
rista, salvo los estrictamente ordinarios y contemplados por la ley. El mismo G.P. aragonés se
abstuvo decisivamente en una iniciativa sustanciada durante la sesién plenaria del 9 y 10 de
diciembre de 2021, por lo que las Cortes de Aragén rechazaron bonificar al 99% el impuesto
de Sucesiones, con el voto en contra del PSOE, Podemos, CHA e IU.
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VI. ELECCION DE AUTORIDADES

En lo que a las principales autoridades de la Comunidad Auténoma res-
pecta, habrd que esperar a la Legislatura XI de las Cortes de Aragén para dar
cuenta del nombramiento de los nuevos titulares del Justicia y de la Camara de
Cuentas de Aragén, cuyos mandatos legales de cinco y seis afios expiraron
en abril y en diciembre de 2023, respectivamente (95). En el momento de
escribir estas lineas, parece consensuada la candidata que formalmente ha
propuesto el G.P. Popular para encabezar el Justiciazgo (96) y cuya eleccién
ha de producirse en las préximas semanas, pero se desconoce todavia la
terna de expertos que compondrdn la Cémara de Cuentas desde 2024 (97).

VII. LA CONFLICTIVIDAD CON EL ESTADO A PROPOSITO DE LA
LEGISLACION APROBADA POR LAS CORTES

En la legislatura de la que damos cuenta, se conocieron dos importantes
Sentencias del Tribunal Constitucional que resolvieron sendos recursos de incons-
titucionalidad interpuestos por 117 diputados del Grupo Parlamentario Popular
en el Congreso de los Diputados y por el presidente del Gobierno contra la Ley
8/2018, de 28 de junio, de actualizacién de los derechos histéricos de Aragén. Se

trata de las SSTC 158/2019, de 12 de diciembre, y 13/2020, de 28 de enero.

Dichos pronunciamientos recordaron la constante doctrina del Tribunal
sobre la disposicién adicional primera CE y, concretamente, sobre el signifi-
cado de la expresién «territorios forales», negando su aplicabilidad a nuestra
Comunidad Auténoma por circunscribirse a «aquellos territorios integrantes
de la Monarquia espafiola que, pese a la unificacién del Derecho piblico y
de las instituciones politicas y administrativas del resto de los reinos y regio-
nes de Espafia, culminada en los decretos de nueva planta de 1707, 1711,
1715y 1716, mantuvieron sus propios fueros |...) durante el siglo XVIIl y gran
parte del XIX» o, lo que es lo mismo, a los comprendidos actualmente en la
Comunidad Auténoma del Pais Vasco y la Comunidad Foral de Navarra. El
Tribunal Constitucional negé la viabilidad de extender la aplicacién de dicha
disposicién adicional a ofros territorios con independencia de que el instrumento
normativo empleado fuese un estatuto de autonomia, en clara referencia a la

(95) Por lo que al Justicia se refiere, véase la Resolucién de 20 de abril de 2023, del
Presidente de las Cortes de Aragén, por la que se declara el cese de don Angel Dolado Pérez
como Justicia de Aragén por finalizacién de su mandato (BOA 22 mayo).

(96) Con fecha 28 de diciembre de 2023, registré en las Cortes de Aragén un escrito
proponiendo a la magistrada dofia Concepcién Gimeno Gracia.

(97) Recuérdese que el nombramiento de los tres miembros actuales data de la sesién
plenaria celebrada los dias 14 y 15 de diciembre de 2017 y las respectivas tres resoluciones
se publicaron en el BOA de 22 de diciembre de ese afio.
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disposicién adicional tercera del EAAr. Con mayor razén, rechazé de plano
que pueda acometerse la actualizacién de los derechos histéricos por via de
legislacién ordinaria (98).

Un segundo reproche y causa final de nulidad de ofros articulos de la Ley
8/2018 fue la vulneracién de la materia reservada por la Constitucién a los
estatutos de autonomia. Asi, la delimitacién del territorio, la regulacién de la ban-
dera y el escudo, la participacién de los ciudadanos de origen aragonés en las
decisiones de inferés general o las atribuciones del ejecutivo autonédmico sobre
el Archivo de la Corona de Aragén se efectuaban en términos no coincidentes
con los del Estatuto. En palabras de la sentencia, la infraccién del Estatuto por
la ley autonémica es recurrible ante el Tribunal en la medida en que el primero
es pardmetro de validez de la segunda. «Otro entendimiento supondria privar
a los Estatutos de Autonomia de su condicién de norma institucional bésica
de cada Comunidad Auténoma (art. 147.1 CE), a cuyo respeto, en todas sus
partes, vienen principalmente obligados los érganos instituidos y regulados,
precisamente, por los propios Estatutos de Autonomia» (STC 158/2019, FJ 4).

Un tercer aspecto resefiable de las SSTC recaidas a propésito de la Ley
de actualizacién de los derechos histéricos de Aragén tiene que ver con la
posicién de nuestra Comunidad en relacién con el Archivo de la Corona de Ara-
gén al que se ha referido siempre la disposicién adicional primera de nuestro
Estatuto en sus distintas versiones de vigencia. Como es sabido, es un archivo
de fitularidad y gestién estatal, pero en cuyo patronato tienen participacién
las Comunidades Auténomas de Valencia, llles Balears, Aragén y Catalufa.
Si, en la STC 46/2010, que resolvié el recurso de inconstitucionalidad inter-
puesto por el ejecutivo aragonés contra la reforma del Estatuto de Autonomia
de Cataluiia, se salvé la constitucionalidad de la integracién en el sistema de
archivos de esta Comunidad de sus fondos propios en el Archivo de la Corona
de Aragén, en las Sentencias que ahora destacamos se adopta el mismo criterio
con una previsién semejante respecto de los fondos aragoneses. Al decir del
Tribunal, «no contradice el art. 149.1.28 CE, en relacién con el art. 149.2
CE, que los fondos ubicados en archivos de titularidad estatal se integren en
sistemas archivisticos de las comunidades auténomas, en cuanto ello implique
una calificacién que solo afiada una sobreproteccién a dichos fondos, pero sin
incidencia en la regulacién, disposicién o gestién de los fondos documentales
ni de los archivos en que se ubican» (STC 158/2019, FJ 7).

Para terminar esta rdbrica, resefiaremos algunos compromisos asumidos
por el Gobierno de Aragén de la X Legislatura en el seno de la Comisién
Bilateral de Cooperacién Aragén-Estado para zanjar discrepancias competen-
ciales con este que pudieron haber terminado con la interposicién de recursos

(98) Vid. HerrAiz SerraNO (2023: pp. 363 y 364).
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de inconstitucionalidad, algunos de los cuales ya se han cumplido. A la ya
mencionada mds arriba Resolucién de 2 de septiembre de 2019, de aquel
érgano colegiado, que condujo a la modificacién de la Ley de la actividad
fisica y el deporte de Aragédn, afiadiremos ahora los compromisos aceptados
para derogar la Ley 15/2018, de 22 de noviembre, sobre la tributacién de la
fiducia aragonesa en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (99), asi como
para modificar la Ley 1/2021, de Simplificacién Administrativa (100); la Ley
2/2022, de aplicacién y desarrollo de esta (101); y la Ley 5/2021, de Orga-

nizacién y Régimen Juridico del Sector Piblico Autonémico de Aragédn (102).

VIIl. CONCLUSION

Una de las conclusiones de la X Legislatura es, sin duda, la estabilidad
lograda por la codlicién de gobierno que resulté de las elecciones autonémicas
que marcaron el comienzo de aquella frente a los augurios razonables de que
no duraria, a la vista de las diferencias ideolégicas existentes entre los cuatro
socios. El nuevo sistema de partidos existente en Espafia y, por ende, en Aragén
en los Gltimos afios ha dificultado sobremanera la gobernabilidad hasta el punto
de requerirse el apoyo de un gran nimero de fuerzas politicas para sostener a los
ejecutivos y sacar adelante, en el dia a dia, cada decisién o iniciativa legislativa.
En nuestro caso, era la primera vez que el gobierno aragonés se conformaba por
un cuatripartito que, a la postre y como se ha dicho, resulté serlo de discrepancias

(99) Aunque aun no materializada dicha derogacién, véase la Resolucién de 14 de
noviembre de 2019, que dispuso la publicacién del correspondiente Acuerdo de la Comisién
Bilateral de Cooperacién Aragén-Estado (BOA 21 noviembre).

(100) A tal efecto, vid. la Resolucién de 22 de octubre de 2021 (BOA 2 noviembre)
por la que se acepté por la parte aragonesa salvar la prevalencia del régimen previsto en la
Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su
ejercicio, asi como reconducir la atribucién temporal de funciones al personal interino a lo
dispuesto en el articulo 73 del Estatuto bésico del Empleado Piblico. Esto Gltimo, por cierto, ya
se habia acordado para que el Estado desistiese de interponer recurso de inconstitucionalidad
contra el art. 35 de la Ley de Presupuestos de la Comunidad Auténoma de Aragédn para el
ejercicio 2021 (Resolucién de 22 de octubre de 2021, BOA 22 noviembre).

(101) Cfr. la Resolucién de 12 de diciembre de 2022 (BOA 27 diciembre), acordando
que la inferpretacién que debe darse al art. 19 de la Ley aragonesa es que este precepto remite
a las reglas de nulidad y anulabilidad establecidas en la Ley del Procedimiento Administrativo
Comdn de las Administraciones Piblicas.

(102) En este caso, la Resolucién de 12 de abril de 2022, publicada en BOA 26 abril,
publicité el acuerdo por el que el Gobierno aragonés se comprometia a derogar el articulo 154.3
de la ley que introducia precisiones sobre los periodos de presidencia de la Comisién Mixta
de Asuntos Econémico-Financieros. Ambas partes convinieron que ese asunto correspondia al
reglamento interno de la propia Comisién Mixta y la derogacién de aquel precepto se produjo,
en efecto, por la Ley de presupuestos de la Comunidad Auténoma para el ejercicio 2023.
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pactadas. Es evidente, no obstante, que formar parte de una coalicién de gobierno
tan dispar podia pasarle factura electoral después a cada uno de los socios.

De hecho, una segunda conclusién tras asistir al discurrir de los cuatro afios
es la implosién que han experimentado alguno de los actores politicos, dentro y
fuera de la coalicién al frente del ejecutivo. Lo hemos dejado apuntado. Los 12
escafios obtenidos en las Cortes de Aragén en 2019 por Ciudadanos se convir-
tieron pronto en un espejismo tras las elecciones generales de noviembre de ese
mismo afio, que relegaron a la formacién naranja al quinto puesto del rankin
nacional con menos diputados en el Congreso (10) que los que tenia en la Cdmara
aragonesa. Fue evidente durante toda la legislatura que se trataba de una fuerza
sobrerrepresentada politicamente respecto de la evolucién sociolégica del apoyo
popular con que contaba, lo que deferminé las renuncias al acta y los abandonos
del partido de algunos de sus diputados tras la disolucién de las Cortes en abril
de 2023. Pero mientras eso sucedia en Ciudadanos, el Partido Aragonés transitd
su propio calvario interno hasta implosionar hasta en tres divisiones al finalizar la
legislatura. Y qué decir de Podemos, en cuyo seno no todos aceptaron de buen
grado ser participes de una coalicién de gobierno con el PAR, como ilustrd, por
ejemplo, la renuncia de una de sus diputadas en el ecuador de aquella.

Asi las cosas, si el escenario de los actores politicos fue mudando sus
activos en la antesala de las elecciones autonémicas de 2024, el balance
de la gestién politica se ve fuertemente condicionado por los desvastadores
resultados econdmicos y sociales de una pandemia que se habia llevado por
delante la vida de muchos aragoneses. El enorme desgaste sufrido por el
sistema sanitario y de servicios sociales y las repercusiones econémicas tanto
de la gestién de la Covid-19 como de la guerra en Ucrania han provocado
que la recuperacién econdmica sea desigual y mds lenta de lo esperado, lo
que sin duda aboné los deseos ciudadanos de un cambio de ciclo en Aragén.

Desde un punto de vista estrictamente institucional, la pandemia vivida durante
la legislatura que hemos analizado ha marcado un antes y un después en el funcio-
namiento diario de las Cortes de Aragén, obligadas, como el resto de instituciones,
a internalizar todas las posibilidades tecnolégicas para el desenvolvimiento de sus
funciones y a cambiar formas y formatos. No han salido reforzadas de esta crisis,
como no lo ha salido ningin Parlamento, en la medida en que han sido tiempos
de todavia mayor protagonismo sin paliativos de los ejecutivos (103).
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SUMARIO: |. Presentacidn: las razones del discurso.— Il. Acceso: el éxito académico
y social.— lll. Traslado: las conexiones y los conflictos.— IV. Investigacién: las secuelas
de la temdtica militar.— V. Divulgacién: el oficio de conferenciante.— VI. Evaluacién: las
tribulaciones del género.— VII. Transferencia: el reconocimiento interesado.— VIll. Gestién:
las cargas y los cargos.— IX. Convivencia: la vida colegial.— X. Mediacién: las tareas
decanales.— XI. Reflexién: de las escuelas a los equipos

I. PRESENTACION: LAS RAZONES DEL DISCURSO

Haber elegido un formato inusual de leccién doctoral me obliga a hacer
una explicacién previa a modo de justificacién.

Probablemente se esperaria de mi una exposicién, si no sesuda y abu-
rrida, si tradicional o convencional. Es decir, un discurso iniciado con amables
referencias a la trayectoria académica y a los apoyos magistrales recibidos a
lo largo de ella, enseguida centrado en alguna docta cuestién dotada, a ser
posible, de cierta amenidad en atencién al variado pdblico asistente.

Pues no voy a hacer eso. Mi idea es centrarme en mi mismo. En realidad,
Unicamente en mi trayectoria universitaria, que ha ocupado buena parte de mi
vida, aunque sin llegar a absorberla. Hablaré del trayecto siguiendo, asi, una
de mis aficiones, que es andar: en el paseo, la excursién, la marcha répida
o los trayectos urbanos, sigo encontrando mayor placer que en el destino. La
culminacién del proceso, es decir, la jubilacién, al igual que el destino de
los viajes, quizd no sea lo més atractivo del relato. Mi exposicién habria de
ser una suerte de road movie académico, una historia de lo que me ha ido
sucediendo en mi experiencia como catedrdtico.

Ahora bien, no pretendo hacer el relato de mi biografia, sino identificar
las pautas, las caracteristicas determinantes, a partir de mi experiencia, de
un tipo de catedrdtico espafiol. De ahi que haya adoptado ese titulo, a pri-
mera vista contradictorio, de «historia sistémica». Precisaré mds: no trataré

(*) Leccién pronunciada en la ceremonia de investidura como doctor honoris causa por
la Universidad de Alicante (06/07/2023).
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del modelo general de catedrdtico espafiol —si acaso este existe—, sino de
una de las modalidades que puede presentar esa figura, la que deriva de mis
propias vivencias.

Y en esas vivencias, he de afiadir, cobra singular importancia el tempera-
mento del autor, generalmente jovial el mio, aunque con los tipicos y temibles
ramalazos de «ira del pacifico». El aspecto de mi cardcter que, me parece,
cobra mayor importancia de cara a este acto, es la tendencia a terminar viendo
siempre los elementos positivos de las situaciones que me afectan. Hasta cuando
discrepo de criterios ajenos, cosa que no es infrecuente, creo que procuro ofre-
cer vias de superacién de los inconvenientes. Por eso me gusta tanto el método
histérico, aunque lo aplique condicionado por el convencimiento de que el
progreso sostenible forma parte de los procesos evolutivos de nuestra especie.

En definitiva, y yendo al tema que nos ocupa, he de decir que, frente a
ofras creencias, pienso que la universidad espafiola ha mejorado notablemente
en el dltimo medio siglo: profesores més preparados intelectual y técnicamente,
alumnos mds motivados, receptivos y capaces, instalaciones suficientes y de
calidad, entre otros aspectos. Soy consciente de que proliferan las visiones
negativas de la trayectoria de nuestra academia. Sin embargo, he de decir,
que no las comparto; es mds, que no sé a qué época vivida por nosotros se
puede atribuir el pasado intelectualmente vigoroso de la universidad espafola.
En mi experiencia inicial abundaban las asignaturas indtiles, los profesores
absentistas, las clases triviales y los alumnos perezosos. Después, ain se com-
plicaron mas las cosas con la masificacién, que afecté especialmente a las
Facultades de Derecho, hasta que fuimos saliendo paulatinamente del pozo,
gracias a la labor pionera de algunos maestros inolvidables, a las estancias
de investigacién en el extranjero, a la mejora de los medios bibliogréficos,
a la introduccién y expansién de las nuevas tecnologias, a la diversificacién
de las carreras y salidas profesionales, a la preocupacién por los aspectos
metodolégicos y la calidad de la ensefianza.

No estamos en una arcadia feliz; hay problemas, sin duda, retos a superar,
cuestiones que han de mejorarse, pero en modo alguno percibo el panorama
catastrofista que algunos compafieros difunden demoledoramente. En todo
caso, junto a las aportaciones esperanzadoras de mi discurso, siguiendo las
sélidas tradiciones del pesimismo intelectual, no dejaré de referir posibles
peligros o amenazas que se ciernen sobre el futuro de nuestra profesién.

Retomando el hilo del discurso y antes de meterme en el fondo del mismo,
informaré de que, para identificar las sucesivas etapas de mi vida profesional,
he empleado unos rétulos con los que pretendo citar asépticamente las activi-
dades propias del desempefio de la cétedra. De esta manera, empezando por
el «accesow, iré tratando de las actividades de «investigacién», «divulgacidns,
«evaluacién», «transferencia», «gestion», «convivencia» y «mediacién». Esos
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identificadores objetivos van acompafiados, en los titulos de los epigrafes,
de una referencia a la casuistica que los nutre segin mis propias vivencias,
de las que quizd quepa deducir algunas pautas de comportamiento, no sé si
incluso algunos consejos morales. Finalmente, incluyo una «reflexién» relativa
al paso «de las escuelas a los equipos», conjugando como siempre fortalezas
y debilidades del alma mater en la exposicién.

Il. ACCESO: EL EXITO ACADEMICO Y SOCIAL

Enseguida me llegd la cdtedra. La obtuve en 1986 en la Facultad de
Derecho de Lérida, perteneciente entonces a la Universidad de Barcelona. Me
presenté en solitario ante un tribunal presidido por Entrena y del que formaban
parte Martin Mateo, Parada, Salas y Tornos, los cuatro de la escuela de Enterria.

En la oposicién estuve nervioso, pese a que, como me dijo Martin Mateo
a la entrada, era seguro que iba a salir; afiadié:

—Aunque rebuznes.

Por ejemplo, en el primer ejercicio, no supe responder a la pregunta de
Entrena sobre la identidad de un autor:

—3A qué Maravall cita usted?

—Era al padre a quien yo me referia, aunque tuvo que ser el propio
miembro del tribunal quien lo dijera ante mi mutismo:

—Es José Antonio Maravall, zverdad?, el historiador, no su hijo José
Maria, el sociélogo.

Empecé a tomar conciencia del cambio operado en mi estatus cuando,
por la noche, llegué al hotel, donde me esperaban varios mensajes de enho-
rabuena de familiares, amigos y compaferos. En el establecimiento estaban
sorprendidos, hasta el punto de que a mi amigo Bouthelier, cuando llamé para
felicitarme, el conserje le pregunté:

—5Qué pasa con este sefior, que le llama tanta gente?
—Pues que ha ganado algo muy importante, oiga.

Entre las anécdotas, dias después, en la escalera de seminarios de la
Facultad de Zaragoza, me encontré a Lacruz, quien me preguntd:

—L6pez Ramén, 2qué tal le fue en Barcelona?

—Bien, gracias.

— sBien?

—Si, saqué la plaza.

—iEnhorabuenal jEs una hazaiia haber ganado a los catalanes!

—Muchas gracias, don José Luis.
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—iJosé Luis! jDesde este momento, José Luis! Somos compafieros.

Me impresioné.

Yo estaba acostumbrado a trabajar todos los dias en la Facultad. No
obstante, como el nombramiento me llegé ya con el curso terminando, demoré
mi incorporacién efectiva hasta después del verano. Eso si, el 1 de septiem-
bre, por la mafiana de buena hora, sali en coche para Lérida y enseguida
me planté en el antiguo convento del Roser, hoy parador nacional y entonces
sede universitaria:

—Buenos dias. Soy el catedrdtico de Derecho Administrativo. 3Podria
indicarme el despacho del decano?

—Buenos dias, doctor. Me parece que el decano no estd. Espere un
momento que voy a llamar a secretaria.

Menudo revuelo armé. Resulté ser la primera vez que un profesor aparecia
fuera del horario de sus clases con la pretensién de empezar a trabajar —«zen
qué2», se preguntaban—. Tras evacuar consultas, me pasaron al despacho
del director de departamento, donde no supe qué hacer. Mis pretensiones de
consultar el BOE y las ¢ltimas entregas de jurisprudencia de Aranzadi fueron
recibidas con asombro e incredulidad por el amable personal de administracién
y servicios, que me informé de que se carecia de todo ello, ya que la biblio-
teca y demds dependencias estaban siendo trasladadas al edificio rehabilitado
del antiguo seminario diocesano. Las vocaciones eclesidsticas estaban siendo
sustituidas por las juridicas.

Habia cogido una habitacién en un hotel llamado Moderno en el centro
de la ciudad. Como con el tiempo llegué a aprender, ese nombre suele ser
indicativo de estancias que, en su dia, pudieron suponer un notable avance
en la oferta de hospedaije de la localidad, pero que, pasado el tiempo y salvo
que se hayan transformado en hotel con encanto, resultan mds bien decrépitas.
Lo mismo sucede con las farmacias modernas, aunque es més fécil que éstas
conserven un decorado atractivo para la clientela. El caso es que, en un cuarto
que daba a un oscuro y sucio patio interior, sentado en una austera silla de
madera, con el vaso de los dientes lleno de leche y una breva para cenar, cul-
minando asi la jornada de completa soledad, me entré un conato de depresién:

—5Qué hago aqui2 Esto no es universidad ni es nada. Voy a renunciar
y me vuelvo a Zaragoza.

He de decir que a mi me parecié que la cdtedra me habia venido dema-
siado pronto. En la sede cesaraugustana, yo estaba muy a gusto como adjunto
de Lorenzo Martin-Retortillo, en un ambiente de estudio y debate que me resul-
taba estimulante. Ya no disponia de colegas con los que hablar, ni de biblioteca
que consultar, ni siquiera de una mesa donde trabajar. Al dia siguiente, me fui
para casa y no volvi a Lérida hasta después de las fiestas del Pilar.
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Cuando regresé, ya estdbamos en el antiguo seminario, dotado de una
preciosa biblioteca, buenas aulas y espaciosos despachos, uno de los cuales
pasé a ocupar los tres dias que, durante las semanas del curso, estaba alli.
Me alojaba en el hostal Costa, modesto, pero correcto, silencioso, cercano a
la universidad y econémico. La recepcién de los colegas fue estupenda, todos
me mimaron e hicieron mi estancia agradable.

El primero de todos, el decano Baijet, catedrdtico de Derecho Eclesidstico.
Un tipo singular, lleno de anécdotas. Aunque tenia dedicacién exclusiva, ejercia
de abogado con éxito, especialmente en funciones de albacea testamentario,
al que le corresponde un porcentaje de la herencia. Un dia me dijo que tenia
que irme a vivir a Catalufia y que podiamos pensar en abrir despacho juntos,
a lo que le respondi:

—sPero qué hace un Lépez aqui?

— Lo dices por el apellido?

—Claro.

—Ning0n problema, te lo cambiamos: Ferrdn Llopis i Ramé.
Para pensdrselo.

Otro personaje a destacar era el director del Departamento de Derecho,
Juan Manuel Perulles, cuyo despacho ocupé en mi jornada inaugural en el Roser.
En cuanto llegaba la temporada de esqui, desaparecia un par de semanas.
Siempre bronceado, atlético y elegantemente vestido.

Mi colega habitual era Paco Pacheco, de Historia del Derecho, quien se
habia trasladado desde Granada. Los miércoles queddbamos con un grupo
de colegas de Lletras que eran muy animados y con quienes cogi fama de
gracioso, hasta el punto de que al final de la comida todos esperaban mi
chiste. Nunca me ha vuelto a pasar.

En las tareas docentes contaba con dos colaboradores excepcionales. Uno
era Ernesto Corbella, director provincial de MUFACE, que habia sido alcalde
de Lérida, un caballero en sus modales, actitudes y criterios. El otro, Javier
Aquilué, el abogado del Estado, siempre cordial, colaborador y competente.
En cuantas iniciativas tuve, ambos me apoyaron sin reservas, ademds de
obsequiarme frecuentemente con comidas o cenas en sus casas.

Lo cierto es que en aquella etapa tuve la sensacién de ser «el catedrético
del lugar». En ese sentido, Ramén Parada decia que solo se habia sentido
titular de catedra cuando estuvo en La Laguna:

—Entonces mi jurisdiccién lindaba con la de Clavero en Andalucia.

Creo que se referia a algo parecido a mi experiencia leridana, cuando
me sentia parte de las «fuerzas vivas» de la localidad. Me invitaban, me pre-
sentaban, me pedian opinién.
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Contaré una anécdota que me parece ilustrativa.

La legislacién de régimen local preocupaba mucho tras la Constitucién.
Aprobada la Ley Bésica en 1985, la afencién se centrd en el Reglamento
de Organizacién, sobre cuyo proyecto monté un seminario. Necesitaba una
pequena financiacién, para lo que me dirigi al secretario de la Diputacién
Provincial, Basilio Gémez Monzén, con quien habia trabado amistad. Me
dijo que llamara al presidente de la institucién facilitdndome el teléfono de su
casa, algo que en ofros contextos hubiera sido no ya insélito, sino imposible,
improcedente o impracticable. Me atendié la sefiora del presidente, que estaba
preparando la comida, por lo que su marido no habia de tardar, como com-
probé quince minutos mds tarde cuando ya pude conectar con él:

—Buenas tardes. Soy el catedrdtico de Derecho Administrativo del Estudi.
No nos conocemos, pero me ha facilitado sus datos el secretario
provincial.

—Si, si, ya estoy enterado. Si te parece, nos tuteamos. 3Qué puedo
hacer por ti2

—Pues mira, estoy organizando un seminario sobre el proyecto de Regla-
mento de Organizacién de las Corporaciones Locales, que plantea abun-
dantes problemas. Necesitaria alguna ayuda para los desplazamientos
de los ponentes y pagarles una pequefia compensacién.

—El tema es muy interesante para la Diputacién. Supongo que nos per-
mitirds mandar a algunos funcionarios.

—Por supuesto, serd una actividad abierta.

—3De cudnto estamos hablando?

—Pues en torno a las cien mil pesetas.

—De acuerdo, sin problemas. Mafiana te llevan el dinero a la Facultad.

—Y efectivamente, al dia siguiente se presenté en mi despacho un orde-
nanza de la Diputacién que me hizo entrega de un sobre con el dinero.
Al final me sobré algo y llamé, de nuevo, al presidente para hacer la
devolucién, quien me dijo que destinara el importe a libros.

El nimero de estudiantes no era elevado, pero la asistencia a las clases
era asidua y atenta. Preparé con cuidado algunas clases que tuvieron cierta
repercusién, como la relativa al uso de las lenguas, impartida desde la cau-
telosa perspectiva de un castellanoparlante periférico. Con un grupo de Reus
hice buenas migas y luego, durante algunos afos, me invitaban a impartir
conferencias en el colegio de abogados de su ciudad.

Se advertird, en estas anécdotas, que fui feliz en la etapa ilerdense. Tuve
una oposicién tranquila, fui bien recibido, ocupé el tiempo en variadas activi-
dades académicas y sociales que me permitieron, no obstante, dedicarme a
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las tareas investigadoras como venia haciendo desde la etapa de formacién
zaragozana.

jAunque menuda fauna la universitaria! Yo venia de un ambiente y unas
vivencias muy cefiidas al trabajo en un contexto serio y comprometido con
cuestiones que nos resultaban importantes. Asi, todo el trasiego profesional
y social que conllevaba la catedra me resultaba précticamente inédito. Pero,
como digo, lo pasé bien, hasta que empezaron las cavilaciones y célculos
derivados del contacto con otros colegas de la disciplina, no ya en Lérida,
sino en mi querida Zaragoza.

lil. TRASLADO: LAS CONEXIONES Y LOS CONFLICTOS

En 1988, sorpresivamente, Lorenzo Martin-Retortillo se trasladé a la Com-
plutense dejando vacante su cétedra, que se desdobld, lo que permitié que
regresdramos al alma mater cesaraugustana Embid, que habia sacado cétedra
en Valencia, y yo mismo. En el seminario de Zaragoza, Bermejo habia metido
a nuevos ayudantes y becarios que preparaban sus tesis: Garcés, Olivan, Tena,
Gimeno, Garcia-Alvarez, Tejedor y luego Moreu. De la época de Lorenzo
quedaban Domper y Colom.

El ajuste entre los tres catedrdticos no fue fécil. Bermejo y Embid prdctica-
mente no se hablaban y yo no supe o no pude (3acaso no quise?) amortiguar
las diferencias. De cualquier forma, la desproporcién en los colaboradores era
evidente, lo que propicié tiranteces y desencuentros. Me resulta desagradable
entrar en detalles y no lo voy a hacer.

Tras algdn intento de formar mi propio equipo, terminé conectando con
Bermejo y su gente, con quienes me integré plenamente formalizando el grupo
de investigacién ADESTER (Administracién, Economia, Sociedad y Territorio).
Aunque Bermejo —tengo que decirlo— era muy temperamental, terminamos
llevéndonos bien.

En cambio, con Embid las cosas no funcionaron. Hoy me arrepiento de
no haber intentado forjar una mejor coexistencia. El marco universitario puede
terminar siendo muy estrecho, lo que propicia excesos de celo en defensa de
criterios, ideas o simples comodidades de cada uno. Asi, el origen de las
diferencias entre colegas suele estar en cuestiones nimias que, sin embargo,
el paso del tiempo transforma en fobias insalvables.

sMe habria hecho ilusién formar una pequefia escuela vinculada exclusi-
vamente a mi liderazgo? Pues lo cierto es que no, nunca he tenido vocacién de
maestro reconocido. Es més, las circunstancias en las que se ha desarrollado la
posible promocién de mis discipulos me han llevado, a veces, a aconsejarles
que buscaran salida fuera de la universidad. Y asi, Luis Pomed es letrado del
Constitucional, Olga Herrdiz de las Cortes de Aragén y José Luis Calvo ejerce
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de abogado urbanista. No obstante, otros han seguido carrera académica.
Rosa Comella, mi primera y brillantisima doctoranda, lo hizo en Estados Unidos,
aunque finalmente la competitividad excesiva le hizo tirar la toalla. En diversos
puestos de la universidad espafiola ejercen José Luis Bermejo, Victor Escartin,
Carmen de Guerrero, Nicolds Guillén, Fernando Lépez Pérez, Javier Galicia
y espero que pronto también Pilar Lucea. Por los otros doctorandos a quienes
dirigi sus tesis guardo carifio y consideracién, aunque tengamos menos ocasién
de coincidencia: el colombiano Rafael Ballén y la mexicana Aidée Garcia, asi
como los espafioles Miguel Sancho, Garcia Asensio, Maria Contin, Jesds Mari
Raminez y Asun Casabona.

Uno no puede dejar de tener estima intelectual y afecto personal por las
personas a las que ha ayudado en el proceso de elaboracién de la tesis doc-
toral, que sigue siendo, en mi criterio, lo que mejor hacemos. Esas memorias
construidas artesanalmente, en relacién directa entre doctorando y director,
constituyen buenas pruebas de nuestro quehacer. Comprendo que ahora hay
ofras corrientes dominadas por la profesionalizacién del tercer ciclo, de manera
que deje de ser exclusivamente la via de acceso a los cuerpos docentes. Sin
descartarlas, yo sigo practicando un modelo mds personal.

Ahora bien, como ya he dicho, en ningin momento he pretendido formar
mi propia escuela. La mayor parte de los colegas zaragozanos formamos ese
grupo de investigacién que cuenta con abundantes ramificaciones y contactos
exteriores en materia de medio ambiente, bienes, contratacién, urbanismo,
administracién electrénica o patrimonio cultural. Me parece una buena via:
buscar conexiones en funcién de las materias y las especialidades, relajando
el papel de las localidades de origen. Creo firmemente en una universidad que
promueve el conocimiento universal, incluso cuando se ocupa de las cuestiones
que mds directamente afectan al territorio en el que se inserta.

Entre las muchas relaciones interuniversitarias generadas y cultivadas a
lo largo de estos afios, destacaré la que me une a Alicante, cuyo claustro tan
generoso se muestra conmigo. El nexo inicial fue con el fundador del Derecho
ambiental espafiol, Ramén Martin Mateo, cuya humanidad y criterio fueron
para mi un gran apoyo desde el principio. Las relaciones han continuado
naturalmente con sus discipulos, de manera que he participado con ellos en
tribunales de tesis, congresos, cursos, proyectos y publicaciones. Lo profesional
ha desembocado en los sentimientos de amistad que me unen a todos ellos.
Con Juanjo Diez y Esther, al igual que con Germdn Valencia y Amparo, mi
mujer y yo hemos compartido viajes, comidas y hasta vicisitudes familiares.
Las relaciones amigables han sido también intensas con Juan Rosa, Josep
Ochoa, Ramén Terol, Teresa Canté, Mercedes Ortiz, José Miguel Beltran, Maria
Almodévar, Rubén Martinez o Andrés Molina. Desde aqui, gracias a todos los
componentes del grupo por esta demostracién final de empatia.
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IV. INVESTIGACION: LAS SECUELAS DE LA TEMATICA MILITAR

Mi ejercicio de catedras, al estilo del escrito de habilitacién de tipo ale-
mén, habia versado sobre la caracterizacién juridica de las fuerzas armadas,
dando lugar a una sesuda monografia publicada en 1987 por el Centro de
Estudios Constitucionales con prélogo de Enterria. Ello determiné que recibiera
numerosas invitaciones de instancias militares para impartir conferencias en
todo tipo de cursos, congresos, jornadas y otros eventos similares. Llegué incluso
a hacer amistad con un grupo de inquietos oficiales de la Academia General
Militar que estudiaban Derecho e incluso preparaban sus tesis doctorales. El
mds caracteristico, sin duda, Javier Ferndndez que, en su condicién de militante
del PSOE, llegé a ser delegado del Gobierno en Aragén.

Con Javier Ferndndez me ocurrié algo inesperado en aquellos afios. Me
dijo que habia un grupo de militares interesados en plantearme algunas cues-
tiones. Yo pensé que se trataria de otro de los cursos necesitados de la visién
democratizadora del ejército, por lo que quedamos una mafiana en la sala
de reuniones del departamento. Para mi sorpresa, una media docena de jefes
y oficiales acudieron al encuentro encabezados por un coronel retirado, que
literalmente se puso a mis érdenes:

—Para hacer lo que haya que hacer por la patria.

Me ofrecié la presidencia de una asociacién civico-militar que habian cons-
tituido o iban a constituir. Decidi tomarme el ofrecimiento en el buen sentido, es
decir, entendiendo, claro estd, que la patria exigia la urgente transformacién
de las fuerzas armadas. Sin embargo, decliné el ofrecimiento argumentando
que el encargo era més apropiado para una persona de mayor edad y aucto-
ritas, concepto que, de paso, les ofreci deslinddndolo de la potestas en velada
alusién a la cuartelera imagen que me ofrecian.

Desde entonces, he participado también en varios tribunales de tesis
doctorales en materia juridico-militar. En alguna ocasién se produjeron curiosos
incidentes derivados de la coincidencia en el mismo tribunal con Ramén Parada.
La primera vez fue en la estupenda tesis de Ferndndez-Pifieyro sobre los bienes
militares que dirigia Antonio Mozo y se defendia en la Auténoma de Madrid.
Sin venir realmente a cuento, Parada usé su turno, que por la mayor antigie-
dad era posterior al mio conforme a los usos académicos, para reprocharme
nada menos que la desastrosa situacién en la que él consideraba inmersas
a las fuerzas armadas. Tan inoportuna intervencién me motivé a reclamar un
inusual turno de réplica en el que simplemente dije:

—Quedo enterado de cuanto piensa el profesor Parada de mi libro sobre
la caracterizacién juridica de las fuerzas armadas, aunque me veo en
la obligacién de recordarle que no es mi trabajo lo que en este tribunal
se estd juzgando.
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Aquello sirvié para que, no Parada, sino Gallego interviniera todavia mas
inoportuna e inapropiadamente sosteniendo no se supo bien qué elementos
eternos de la institucién armada. Los militares de uniforme que asistian al acto
parecian avergonzados. No obstante, la discrepancia académica no debe
motivar enfados personales, de manera que nuestro enfrentamiento dialéctico
no pasé de ahi. Incluso lo pasamos bien en la posterior comida de celebracién.

De cualquier manera, los ejemplos que pongo creo que sirven para poner
de relieve la importancia de las tareas de investigacién y la necesidad de
someter siempre los resultados al escrutinio publico. El debate forma parte de
la esencia del mundo universitario, aunque en el caso espafiol tendemos mds a
desarrollar enfrentamientos ideolégicos que a oponer razones contra razones.
Es la légica de las exposiciones, la coherencia en los razonamientos y la soli-
dez de la argumentacidn, los aspectos que deberian centrar nuestra atencién.

V. DIVULGACION: EL OFICIO DE CONFERENCIANTE

En mi caso, los encargos de conferencias fueron anejos a la cétedra. Al
principio modestamente y después en ritmos acelerados, he defendido ponen-
cias plenarias en decenas de congresos cientificos, he participado en un nimero
de verdad incontable de cursos para funcionarios, para estudiantes, para pro-
fesionales, para concejales o para el piblico en general. Las ocasiones las han
propiciado, por supuesto, las propias universidades espafiolas y extranjeras,
pero también entidades administrativas de diverso tipo, cdmaras de comercio,
colegios profesionales o las viejas cajas de ahorro, entre otras instituciones.

A lo largo de los afios, algunas temdticas han centrado particularmente
la atencién de estos eventos. La aprobacién de la Constituciéon (1978) deter-
mind, asi, el auge de los encuentros dedicados a derechos fundamentales y
libertades publicas; el ingreso en las Comunidades Europeas (1986) generd
notable interés por las cuestiones ligadas al ordenamiento supranacional que
pasaba a ser aplicable; la primera Ley del Procedimiento Administrativo Comin
(1992) impulsé todo tipo de exposiciones sobre sus sorprendentes contenidos...

Con ocasién de las conferencias ligadas a esos acontecimientos, Lorenzo
MartinRetortillo publicé un articulo titulado «Keynes y la nueva ley de las
administraciones pUblicas», donde ponia de relieve el significado de estas
actividades para las economias familiares de los profesores. Y efectivamente,
nuestros ingresos se incrementaron. Hubo conferencias que imparti hasta diez
o doce veces, en un incansable panorama de ansias informativas y formativas,
que tenia también sus efectos benéficos en mi poder adquisitivo.

No conviene llevar escritas las intervenciones. He conocido a muy pocos
colegas con verdadero arte para leer textos sin que se note. Chano Martin-
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Retortillo era uno de ellos. Junto a su hermano Lorenzo, los considero a ambos
mis maestros. Chano era formidable escribiendo, pues tenia un estilo muy
directo: «insistiré, una vez mds», «ha de quedar clara cuestidn tan importante»,
etc. En las conferencias se ponia nervioso y quizd por eso las leia, aunque
con gracia y aplomo, lo que no es frecuente. En una ocasién, participdbamos
ambos en una mesa redonda en Santander y no paré de meterme prisas durante
mi infervencién. Asi que, al terminar, le dije:

—No vuelvo a ponerme més a su lado. Me ha resultado de lo mds de-
sagradable la presién que me ha hecho para que terminara. Estd bien
que no le interese lo que digo, pero no tiene derecho a hacerme esto.

—Tiene razén, Fernando. Le ruego que me disculpe. Ha sido imperdonable.

iCémo no le ibas perdonar! Y volvias a acompaiarle en los paseos noc-
turnos con las solapas del abrigo levantadas.

Conocer de otra manera las ciudades y los paises que iba visitando ha
sido para mi una experiencia esencial. He frecuentado las ciudades espafiolas
de tamafio medio o grande por razén de mis actividades académicas y guardo
recuerdos entrafiables de esas ocasiones: la vista perdida en las ninfas que
adornan el techo del salén de La Amistad Numancia en Soria mientras los
compaferos explican contenidos de las politicas ambientales; la contemplacién
del mar bravio desde el ventanal del aula magna en el rectorado de La Corufia
durante un congreso; el disfrute de la decoracién barroca en el salén de actos
del centro universitario de Toledo con ocasién de un espontdneo debate con
un querido colega ya desaparecido. Son muchas y amenas las visiones que
se me reproducen, agradables los recuerdos que recupero de los paseos por
la peninsula de La Magdalena en Santander, de las visitas a las murallas y el
foro de la imperial Tarragona, de las andadas por el fin de todos los caminos
que convergen en Santiago de Compostela o de la posibilidad de contemplar
la ciudad y el puerto desde los montes de Mdlaga.

En sucesivas ocasiones he podido visitar buena parte de Latinoamérica.
A Chile he ido varias veces y en una de ellas me fui yo solo a Puerto Montt,
donde pasé una semana recorriendo en camioneta lugares que me resultaron
idilicos, en especial, la isla de Chiloé. En México guardo muy buenos recuerdos
de Monterrey, donde hice buenas amistades que todavia conservo.

En Uruguay estuve invitado por la Fundacién Giménez Abad, que orga-
nizaba unos cursos de formacién politica. Coincidi con Olga Herrdiz y fuimos
juntos a visitar Colonia, donde un taxista nos metié un palo de atpa por un
paseo en coche. En Montevideo, hicimos una visita turistica consiguiendo entrar
en varios edificios no abiertos al piblico gracias al elegante abrigo que yo
llevaba y también a que Olga iba provista de una impresionante camara de
fotos, de manera que, imagino, los conserjes se preguntaban:
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—5Quién serd este sefior tan atfildado al que acompaia una fotégrafa?

En 2018, en Repiblica Dominicana participé en un congreso en honor
de Brewer, uno de los mds insignes juristas latinoamericanos, que hubo de
exiliarse a Nueva York para evitar las venganzas de la Venezuela chavista.
En el aeropuerto de Santo Domingo, Rodriguez Arana, que tiene todos los
puntos imaginables de compaiias aéreas por sus muchos viajes interconti-
nentales, nos pasé a la sala VIP a Libardo Rodriguez, a Luciano Parejo y
a mi mismo. No lo dejamos en buen lugar, ya que era la hora de comer y
nos lanzamos sobre unos trozos de pizza y ofras viandas de urgencia sin
reparar en las miradas de desaprobacién de los viajeros que se acomodaban
en la exclusiva sala.

A Lima voy habitualmente por invitacién de Orlando Vignolo, Victor Baca y
otros amigos de la Universidad de Piura, en cuyo centro de Miraflores imparto
un afio bienes piblicos y ofro urbanismo dentro de un méster en administracién
pUblica. Siempre me tomo unos dias libres por mi cuenta para ir conociendo
los restos de las variadas culturas que se han asentado en la zona. Asi he
conocido Cuzco y el Machu Picchu, el lago Titicaca, Arequipa, Chiclayo,
Ayacucho, Piura y Trujillo.

Otro destino habitual ha sido Barranquilla en Colombia, donde acudo a
impartir un curso de Derecho internacional y comparado del medio ambiente.
Me acogen siempre entrafiablemente los amigos Carlos Javier Veldsquez y Silvia
Gloria con su marido Mauri. Aprovecho también para visitar ofras ciudades
como Santa Marta, Cartagena y Medellin, y por supuesto, Bogotd, donde
también he estado en actividades de la Universidad Externado y de la militar
Nueva Granada.

Pido disculpas por esta enumeracién de mis viajes académicos y cierto-
mente también l0dicos. Sin embargo, me parece que cumplen una esencial
funcién de intercambio que, en el dmbito latinoamericano, nos permite realizar
aportaciones Utiles. La comunidad del idioma es un tesoro a conservar e incre-
mentar, cuyos frutos estamos notando en las variadas redes de investigacién
interuniversitaria que periédicamente publican los resultados de sus trabajos.

Digo que podemos ser especialmente Gtiles en este dmbito, aunque tam-
bién creo que habriamos de descartar la tentacién de suponer que siempre
hemos de liderar las actividades. La deferencia que nos muestran los colegas
de oftras latitudes exige que respondamos con cortesia y sin prepotencia, tanto
en el trato personal como particularmente en el plano cientifico. En efecto, el
estudio comparado de las cuestiones juridicas frecuentemente pone de mani-
fiesto fundamentos y razonamientos sélidos que enriquecen y potencian los
estudios institucionales. Considerémonos, pues, puente de dos sentidos entre
Europa y América.
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VI. EVALUACION: LAS TRIBULACIONES DEL GENERO

Una tarea académica que me ha ocupado bastante tiempo a lo largo de
los afos ha sido la de evaluador. Por supuesto, he realizado miles de exd-
menes en los cursos de la carrera y he participado en numerosas comisiones
de tesinas de licenciatura, y de trabajos de fin de méster y de grado. Todo
eso va incluido en el sueldo al tratarse de funciones tipicas de mi profesién.

Ademds, cuento con una larga trayectoria como evaluador designado
voluntariamente, lo que suele advertirse en la percepcién de una pequefia
retribucién. En ese concepto, he formado parte de abundantes tribunales
de tesis doctorales, comisiones de acceso a plazas de profesor de las dife-
rentes categorias, asi como de valoracién de proyectos de investigacion y
de titulaciones universitarias. En esas tareas, he visitado casi todas las uni-
versidades espafolas y algunas extranjeras, y he trabajado para agencias
evaluadoras nacionales y autonémicas en distintas etapas. Pero como esto
no es un curriculum, evitaré dar cuenta pormenorizada de instituciones,
lugares y fechas.

Si contaré que lo pasé muy bien en las labores encomendadas por la
Agencia Andaluza del Conocimiento. Durante varios afios estuve yendo con
cierta frecuencia a Cérdoba, donde nos alojaban en el hotel Cérdoba Center
a pensién completa. Las comidas con colegas de otras especialidades eran
muy entretenidas, aparte de estar bien servidas.

Analizdbamos los expedientes de verificacién y modificacién de titula-
ciones universitarias. Entre las directrices que habiamos de aplicar, estaba
la exigencia, para todas las carreras, de ensefianzas relativas a la igualdad
de género. En las ciencias sociales, econémicas y juridicas, asi como en las
humanidades, el requisito era facil de cumplir; por ejemplo, en Derecho bas-
taba con indicar que el tema era atendido en las explicaciones de libertades
pUblicas, régimen laboral, familia y tantas otras. En las titulaciones de ciencias,
ingenierias, arquitectura y médicas, generalmente se solventaba el tema inclu-
yéndolo en la tradicional asignatura de historia del correspondiente saber. La
verdad es que la cuestién no habia dado problemas.

Hasta que se nos presenté el caso de Quimicas de Huelva, cuya memo-
ria decia claramente que ninguna materia atendia a la igualdad de género,
debido a que era temdtica por completo ajena a las ciencias quimicas. Las
negociaciones tendentes a que se corrigiera el defecto fracasaron. La postura
del centro era firme: se negaron en redondo a incluir la perspectiva de género
en la historia de la quimica, sin atender nuestra sugerencia de aprovechar para
ello la oportunidad que proporcionaba la figura de madame Curie:

—Seria una clara distorsién de la conducta de un personaje que jamds
reclamé ninguna consideracién especial por su sexo.

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 2341-2135, nom. 61, Zaragoza, 2024, pp. 423-448 435



FERNANDO LOPEZ RAMON

El comité emiti6 informe negativo, aunque dos personas salvamos el voto
aduciendo que se trataba de una exigencia carente entonces de base legal.
No sé cédmo acabaria el incidente, pero alguien cedié, el centro o la agencia,
porque la ensefianza de quimica en Huelva ha continuado hasta ahora.

Al margen de anécdotas, la experiencia de las actividades evaluadoras
fundamenta mi criterio favorable a la estandarizacién de los méritos. Nuestros
curricula vitae tradicionalmente eran imposibles de valorar y comparar, dado
que en su formato y en su contenido obedecian a variados planteamientos
personales. La indeterminacién, la ambigiedad y la falta de datos completos
eran en fodo caso frecuentes, de manera que resultaba dificil saber y, a veces,
ni siquiera intuir el alcance de los méritos. En ese contexto, los impresos nor-
malizados estdn facilitando las tareas de evaluacién.

Ahora bien, para que nuestra meritocracia funcione adecuadamente, es
preciso avanzar particularmente en los procesos de valoracién de las publi-
caciones. La pretensién jurisprudencial de que las diferentes comisiones, cons-
tituidas en el Estado y las comunidades auténomas para los complementos
retributivos o las acreditaciones del profesorado, analicen singularmente las
aportaciones de los candidatos es por completo inviable. No habria expertos
suficientes en el planeta para cubrir los vericuetos de las investigaciones uni-
versitarias. De ahi que las comisiones deban regirse por indicios de calidad
constituidos fundamentalmente por los sistemas de revisién de los originales y los
niveles de citas. En el dmbito juridico hemos de acostumbrarnos al empleo de
estos métodos, que poco a poco van penetrando en nuestros usos académicos.

VIil. TRANSFERENCIA: EL RECONOCIMIENTO INTERESADO

El asentamiento como catedrdtico determiné un paulatino incremento de
solicitudes de asesoramiento y colaboracién de diverso tipo.

Uno de mis primeros clientes, estando todavia en Lérida, fue la Comisién
de Puertos de Cataluiia, para la que realicé diversos dictdmenes. El Gltimo
vers6 sobre una concesién de cetdrea en el puerto de Arenys de Mar que la
Comisién queria rescindir. Estudié el caso con la mayor atencién llegando a
la conclusién de que no era posible lograr el efecto deseado sin indemnizar
al titular. Se lo dije a la secretaria de la Comisién, advirtiéndole que quizd,
habida cuenta de la conclusién que le adelantaba, no estarian ya interesados
en mi informe. Me dio una leccién de probidad profesional y objetividad en
el servicio publico:

—De ninguna manera, Fernando. Lo importante es disponer de una opi-

nién independiente y fundada en derecho. Tu haz el trabajo con com-
pleta libertad, porque lo que queremos es adoptar la resolucién justa.
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Y asi lo hice, pero en cuanto recibié el texto de mi dictamen, la reaccién
fue muy distinta:

—Parece que has hecho el dictamen para el particular y no para la
Administracién. Nos colocas en una posicién insostenible.

—Pero yo ya te adverti de que mi criterio no era favorable a lo que
pretendiais.

—iUna cosa es ser objetivo y ofra no atender a los infereses que se te
confian!

En resumen, no querian un dictamen imparcial, ni ellos ni ninguno de los
clientes que reclaman tu opinién. Todos desean un informe de parte que avale
sus posturas y reclamaciones. Por eso creo que, aun habiendo hecho bastantes
trabajos de este tipo, no me han llovido los encargos. Generalmente estos me
han llegado de las partes mds débiles en diversos conflictos: los pueblos afec-
tados por una linea de alta tensién, los expropiados que ejercen la reversién,
los descendientes de los adquirentes de un monte, el pequefio ayuntamiento
que busca recuperar los terrenos usurpados, los funcionarios que luchan por
el reconocimiento de sus derechos, los regantes que quieren ver reconocidas
sus titularidades. .. Las compaiiias eléctricas, las confederaciones hidrogréficas,
los grandes municipios, las diputaciones provinciales y las variadas empresas
pUblicas quedaban para otros colegas.

Una diferente actividad profesional fue la elaboracién de anteproyectos
de leyes, que he realizado para muy diferentes Gobiernos de Aragén, Pais
Vasco, Cataluiia, Pais Valenciano y Baleares. Al final, debo decir que tan-
tos encargos me desbordaban, de manera que no siempre pude atenderlos
debidamente. Con frecuencia, tenia la sensacién de que mi labor no podia
limitarse a elaborar un texto en soledad. Sentia que era necesario implicarse
en reuniones, debates, exposiciones y ofras actividades.

Nunca me decidi a abrir despacho de abogado, aunque se me plantearon
algunas ocasiones. Una de ellas me llegé en pleno boom inmobiliario, cuando
mi buen amigo Pedro Martinez Pallarés me conté que le habian ofrecido hacerse
cargo de una importante promocién en el Pirineo oscense y que aceptaria si
me incorporaba con él a la empresa. Yo me acordé de aquello de «zapatero
a tus zapatos» y tras compartir la facilidad con la que podia alcanzarnos la
corrupcién generalizada y aun el previsible estallido de la burbuja, ambos
decidimos declinar la oferta, que era lo que Pedro, en realidad, deseaba
desde el principio. Tiempo después, a la vista de la exactitud de nuestros
temores, cuando nos reunimos a cenar, no dejamos de compartir el alivio que
nos produce habernos librado de esas eventuales consecuencias.
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VIIl. GESTION: LAS CARGAS Y LOS CARGOS

Durante doce afios, entre 1991 y 2003, desempefé diversos cargos
académicos por eleccién. Primero fui director del Departamento de Derecho
Publico desempefiando unas funciones de escaso fuste y significado dominan-
temente burocrdtico.

En 1992, el consejero Biel, del PAR, probablemente a instancias de Ramén
Salanova, entonces secretario general del Departamento de Presidencia, me
pidié que dirigiera una revista de temas administrativos. Le presenté el proyecto
de la Revista Aragonesa de Administracién Publica procurando formar un
consejo de redaccién no vinculado a opciones politicas. Con su visto bueno,
pasé a encargar los trabajos del primer nimero, de nuevo buscando colabo-
raciones profesionales de diversas tendencias. Cuando la revista estaba lista
para presentarse, me llamé Salanova preocupado por la actitud negativa de
Biel al repasar la némina de autores:

—Ha tenido una reaccién airada, que probablemente se le pasard, pero
te prevengo ante cualquier posible situacién incémoda.

—Mira, quizé le puedas hacer ver que la revista ha de insertarse entre
los elementos institucionales de la autonomia, sin vincularla al partido
que gane las elecciones. Dile incluso que puede aprovechar el acto de
presentacién para proclamarse protector de la libertad de la ciencia,
que es ajena a los debates politicos.

No sé si fue como consecuencia de esa conversacién, pero lo cierto es
que, en la presentacién de la revista, Biel estuvo amable conmigo y se mostré
encantado con la operacién de lanzar un medio independiente donde pudie-
ran tratarse cuestiones de hondo calado para la autonomia. La revista pudo
lanzarse con fuerza y logré colocarse en un buen nivel dentro de las publica-
ciones de la especialidad. Durante varios afios, cada consejo de redaccién
fue una ocasién de muy interesantes debates, especialmente en la comida que
soliamos celebrar en el restaurante Campo del Toro. Después, las restricciones
presupuestarias primero y las sanitarias después determinaron la celebracién
de sesiones virtuales.

Creo que Biel fue un buen politico, aunque los contactos con él no siem-
pre fueron de aquiescencia por mi parte. En el asunto de Gran Scala, ya en
2009, manifesté mi radical desacuerdo con la operacién que él apadrinaba.
La critiqué en el Heraldo como el intento de formar una ciudad privada del
ocio, con regimenes privilegiados en materia de seguridad, urbanismo, sanidad
e higiene. Y eso no le gusté.

He continuado en la direccién de la revista con los diversos gobiernos que
se han sucedido en Aragén. Cuando Abilio Ballester fue nombrado director
del Instituto Aragonés de Administracién Piblica, con un Gobierno PSOE-PAR,
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me parecié advertir en él una inicial actitud negativa hacia el desempefio
de mis tareas. Sin embargo, pronto cambié e incluso llegé a confiarme que
las criticas le habian llegado de algdn compafero mio. Uno puede intuir de
dénde vienen las insidias, pero si estas fracasan es preferible no confirmar
las propias sospechas.

Los noventa fueron, sin duda, los afios de mi mayor penetracién profesional
y social. La Fundacién Ecologia y Desarrollo se habia constituido en 1992 a
iniciativa de un grupo de cinco profesionales que generosamente aportaron
la financiacién para poner en marcha una organizacién que promoviera la
incorporacién de las pautas del desarrollo sostenible. Jerénimo Blasco, uno
de los fundadores, se presenté en casa para ofrecerme la presidencia del
patronato de la institucién. Se quedé a comer y hablamos un buen rato, hasta
que me convencid y asumi la tarea de promover una joven organizacién social
que estaba marcando lineas de actuacién que me parecian muy importantes
y que me resultaban enormemente interesantes. Por afiadidura, las personas
implicadas en la fundacién eran y son de lo mejor que uno se puede encontrar
en la vida: Jerénimo Blasco, José Luis Batalla, José Manuel Marraco, Victor
Vifivales, Cristina Monge, Chus Sanz, Carmen Sacristén y su marido Pepe
Pérez, Luis Berruete, José Angel Rupérez, Juan Rubio, Javier Unceta y me dejo
a mds gente, a compafieras y compaiieros que desempefian una importante y
competente labor profesional en la magnifica aventura que supone esta ONG.

Los inicios de la fundacién me resultaron apasionantes. Tuvimos compare-
cencias en las Cortes de Aragén y en el Senado, nos reunimos con los suce-
sivos consejeros de Medio Ambiente, intervinimos en proyectos de evaluacién
ambiental y muchas ofras actividades. El elemento motor era siempre Victor,
que lograba aunar voluntades variadas con empatia y eficacia.

IX. CONVIVENCIA: LA VIDA COLEGIAL

Mi primera estancia de investigacién se produjo como becario del Colegio
de los Espafoles de Bolonia, donde residi entre 1977 y 1978 para elaborar mi
tesis doctoral. Aquella experiencia me marcé notablemente, tanto en el plano
intelectual como en el emocional. Me permitié disfrutar de unas condiciones
envidiables de estudio y trabajo, y al mismo tiempo, desarrollar hdbitos de
convivencia, participacién y debate sobre variadas cuestiones.

El ambiente colegial tenia, ciertamente, algunas connotaciones medievales
como la exclusién de la mujer, que no se ha empezado a solucionar hasta
hace poco. Pero en todo caso, propiciaba el encuentro, el razonamiento, la
apertura a nuevos conocimientos de la mano de las distintas especialidades
reunidas en cada promocién.
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No es de extrafiar, pues, que el recuerdo de aquella experiencia me llevara
en 1995 a ser elegido director del Cerbuna. Este colegio mayor piblico, en
mi particular imaginario juvenil, formaba parte de los espacios de creatividad
y libertad que habia intuido durante la carrera y que pude vivir en la etapa
bolofiesa.

Fue una experiencia intensa, dado que, de pronto, me encontré convi-
viendo con j6venes estudiantes que, a veces, se enfrentaban por nimiedades,
como la protesta de Ruth:

—Hoy bajaba por la escalera llevando un vestido vaporoso y un sombrero
de frutas, cuando José Antonio me ha dicho: «jHola, Ruth multicolor!».
Me ha resultado ofensivo.

—No lo veo tan grave. Parece un saludo cordial referido a tu atuendo.

—Pues a mi me ha molestado, porque siempre se anda metiendo conmigo.

—A lo mejor es que le gustas.

—Ya, pero no. La tiene tomada conmigo.

—35Y qué sugieres que haga yo?

Las comidas eran uno de los elementos fundamentales en la vida del
colegio mayor. Las servia Restauracién Colectiva, empresa cuyos directivos
nos hacian la pelota, tanto a mi como a los subdirectores y al personal. En
la proximidad del nuevo contrato del servicio, multiplicaron sus demostracio-
nes de afecto. Un dia, sabiendo que me gusta escribir con estilografica, me
trajeron una de plata, regalo que acepté, pero, ante la estupefaccion de los
empresarios, llamando inmediatamente a la administradora para entregarle
el obsequio e indicarle que lo incluyera en el inventario. Me hubiera gustado
grabar la escena, pues estébamos todos sonrientes, aunque en tensién.

De todas formas, en la mesa de contratacién yo los apoyé, dado que
llevaban tiempo sirviendo comidas muy aceptables, algunas incluso ricas de
verdad y sin problemas sanitarios. Era dificil discernir entre las ofertas que
presentaban las diversas empresas, ya que el negocio resultaba muy goloso,
pues se trataba de servir centenares de desayunos, comidas y cenas. En el
precio todas eran similares y las diferencias en el servicio eran de muy dificil
valoracién. Una de las ofertas incluia almuerzos regionales, lo que me recordé
la estancia en un hotel mexicano que dedicaba el bufé cada dia a un pais, de
manera que el lunes tenias mend ruso, el martes francés, el miércoles argen-
tino..., pero siempre era la misma comida, lo nico que cambiaba eran las
banderitas colocadas sobre las fuentes.

Una de las reuniones semanales que més me divertia era la de la comi-
sién de cocina, que enfrentaba a uno de los socios de la empresa con los
representantes elegidos por los estudiantes. Las reclamaciones alcanzaban
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cuestiones como la sal utilizada en una receta, la temperatura de un alimento,
la atencién prestada por el personal y mil detalles mds:

—Han llamado del hospital clinico universitario para ver si les podéis
prestar el rayo ldser con el que cortdis el jamén.

En el Cerbuna se organizaban bastantes actividades culturales. El cine-
club era ya el nico exponente de esa modalidad que quedaba en la ciudad
y merecia la pena seguir algunos coloquios. Cayetana Guillén, Javier Bardem,
Verénica Forqué y otros actores nos acompafiaron en esas sesiones.

También ofreciamos temporada de teatro universitario, aunque las repre-
sentaciones no siempre eran féciles de digerir. Podian resultar especialmente
soporiferas las piezas absurdas que tanto parecian interesar exclusivamente a
los j6venes universitarios que las representaban. En esta linea, no se me olvida
que mi hija Elvira nos hizo ir a verla en una representacién en la que aparecié
durante media hora soportando una bandeja en el fondo de la escena y sin
frase. No obstante, alguna excepcién hubo, como la de la moza argentina de
buenas formas cuya simulacién de un orgasmo hizo reaccionar, con voz clara
e infantil, a su sobrinita que asistia al espectdculo:

—5Qué le pasa a la tia?
En todo caso, mi hartazgo llegé hasta el punto que ahora se me hacen

duras incluso las funciones de teatro profesional. Ya no voy a las sesiones del
Principal que tanto disfruté en la carrera formando parte de la claque.

Las conferencias eran habituales en el colegio mayor. Un dia me pidieron
cita tres notables zaragozanos: el secretario de la Cdmara de Comercio, el
director de una entidad bancaria y un jefe de servicio del hospital Miguel
Servet. Les recibi con muestras de amabilidad, aunque tan apenas conocia al
primero de ellos:

—Pasad, por favor. Nos sentamos en la mesa de reuniones, si os parece.
sEn qué os puedo atender?

—Venimos a presentarnos. Somos los masones de Zaragoza.

—Ya. ;Y lo saben vuestras mujeres?

No les hizo gracia y continuaron:

—Nos gustaria presentarnos en publico y hemos pensado que un buen
lugar para ello seria el salén de actos del Cerbuna.

—Por supuesto. Estéd a vuestra disposicién. Unicamente tenéis que ser
conscientes de que debe haber turno de preguntas. Nosotros dejamos
hablar libremente a quien viene durante una media hora, pero después
queremos también poder debatir sin impedimentos cualquier cuestidn
relacionada con el tema.

—Si, si, es lo que queremos. Nos parece que es lo més adecuado, darnos
a conocer en un circulo universitario.
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—Pues estupendo. Ya sabéis que el colegio es mixto, lo que me lleva a
pensar que habré preguntas sobre la exclusién de las mujeres de la
masoneria tradicional.

—Es una cuestién que estd evolucionando. Cada vez hay mds logias que
admiten mujeres o exclusivamente femeninas. Lo podemos explicar en
términos histéricos.

—Adelante, fijemos dia y hora.

Estuvo bien, con bastante pdblico, aunque quizd no tanto como los pro-
tagonistas hubieran deseado. Hubo exposiciones breves y directas de los
masones, e intervenciones no menos directas, desde luego, de los asistentes,
dominando en todo momento un tono agradable. Yo saqué la conclusién de
que a aquella gente le gustaba emplear determinados simbolos y practicar
cierfos ritos para sostener coloquios sobre temas de interés social. Recordaba
que en Venezuela me habian contado que, en el curriculo del aspirante a un
puesto ejecutivo, quedaba bien ser masén al reflejar un cierto compromiso
comunitario del candidato.

Unas jornadas sobre fenémenos paranormales generaron la oposicién de
Eustoquio Molina, entonces titular de Paleontologia y miembro de Alternativa
Radical a las Pseudociencias. Pretendia que suspendiéramos el ciclo de con-
ferencias alegando razones genéricas sobre su propia trayectoria cientifica,
que contraponia a la de los ponentes, a los que tildaba de delincuentes sin
proporcionarnos ningin dato. Le ofrecimos participar en otras jornadas sobre
el mismo tema, pero rechazé la opcién: teniamos que suprimir la actividad
porque él lo exigia con el respaldo de su curriculo. Al no lograr imponerse, se
desquité escribiendo una carta al rector quejdndose de las actividades cultu-
rales del Cerbuna y anunciando que a ese paso pronto invitariamos a Le Pen.
Las mentes brillantes no siempre destacan por su empatia; con otras formas
y argumentos, podiamos haber entendido y atendido cualquier sugerencia.

Una de las mejores cualidades de los cerbunos era la solidaridad genera-
cional e intergeneracional. Nada mds tomar posesién de la plaza, varios miem-
bros de la asociacién de antiguos colegiales vinieron a verme para ponerse
a mi disposicién. En un aparte, Samanes me dijo:

—Si se te plantea algin problema por falta de medios de un chico, nos
lo dices y ya veremos lo que podemos hacer.

En un par de casos, hubo familias que temporalmente no pudieron hacerse
cargo de la cuota mensual y los viejos cerbunos cumplieron su compromiso. Las
reuniones anuales con ellos eran siempre formidables. Recuerdo especialmente
la que tuvimos en Logrofio, cuando el dia de regreso ibamos recogiendo a los
miembros de la tuna que salian de los lugares mds insospechados a medio
vestir, con el pelo mojado y los ojos todavia brillantes de la noche en vela.
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Las fiestas eran tremendas, los jolgorios frecuentes y el consumo de alcohol
y drogas desmedido. El ciclo de conferencias sobre las adicciones tuvo mucho
éxito en la asistencia, pero escaso efecto en los comportamientos. Bebian como
salvajes y se metian pastillas sin control, aunque no tuve ningdn incidente desta-
cado, probablemente porque Rubén, el subdirector médico, intervenia paliando
efectos. Lo que si habia generalmente tras las fiestas eran desperfectos en el
mobiliario, alguna puerta rota o un mingitorio arrancado. La solucién de esos
desastres iba muy en la linea cerbuna: los colegiales asumian colectivamente
los correspondientes gastos de reparacién.

Una de las diversiones tradicionales consistia en intercambiar insultos
con el vecino colegio de Santa Isabel. Aunque ambos colegios ya eran mix-
tos, los insultos preferidos eran «putas» por parte del Cerbuna y «maricones»
desde el Santa Isabel. A principio de curso, no habia manera de controlar los
enfrentamientos, que solian acompafarse de una lluvia de huevos lanzados
desde la mayor altura del edificio del Santa Isabel. En una ocasién, en medio
de la «huevada», se presentaron dos agentes de la policia local, reclamando
el més joven de los dos la presencia del responsable, pero nadie me delaté.
El agente mayor lo calmé con sensatez, pues queria detener los lanzamientos
con grave riesgo de ser alcanzado por ellos.

La administracién del Cerbuna contaba con la actuacién importantisima
de los subdirectores elegidos entre los propios colegiales. Durante mi mandato,
Emilio Labella, hoy magistrado en Navarra, era el que se ocupaba de las cues-
tiones técnicas y Rodolfo Pangua, licenciado en Fisicas, asumia la promocién
cultural, actividad que continda profesionalmente en el centro histérico de Teruel.
Ambos me apoyaron en todo momento e hicieron una buena gestién de sus
tareas. El conserje mayor, Javier Gascén era también un excelente colaborador
con el que inicié una amistad que todavia mantenemos viva.

X. MEDIACION: LAS TAREAS DECANALES

En el afio 2000 fui elegido decano de mi Facultad, cargo que desempeié
durante un mandato, hasta 2003, sin optar a la reeleccién debido a que exigia
una intensa dedicacién. Guardo un gratisimo recuerdo de todos los colegas
que aceptaron integrarse en el equipo decanal: José Antonio lzuel, Reyes
Pald, Regina Garcimartin, Juan Arpio, Isaac Tena y Javier Usoz. Siempre me
apoyaron y creo que habrian estado encantados de que les hubiera ofrecido
la posibilidad de volver a presentarnos, pero yo tenia otras actividades que
me atraian mds.

En efecto, una de las razones de no infentar la repeticién del mandato
como decano fue la puesta en marcha del master en urbanismo, que coordiné
durante doce ediciones, entre 1999 y 2011. La redaccién del anteproyecto
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de Ley Urbanistica me habia dado ocasién de contactar con los profesionales
del gremio: sobre todo arquitectos y abogados, pero también ingenieros de
caminos, socidlogos, historiadores del arte, gedgrafos humanos, economistas,
inspectores tributarios y otros. La ensefianza era interdisciplinar, tanto por sus
contenidos como por sus destinatarios, y funcioné razonablemente hasta que
el previsto estallido de la crisis inmobiliaria forzé la clausura del titulo, pues
dejé de haber puestos de trabajo en el sector.

Volviendo al decanato, yo habia sido elegido por la llamada lista abierta,
que era un viejo intento de evitar la formacién de candidaturas por ideolo-
gias. Un intento fracasado, ya que la Facultad se dividia en dos bloques que
tendian a ser excluyentes, aunque ninguno era lo suficientemente fuerte como
para poder actuar en solitario. Las alianzas con grupos minoritarios o el voto
de los estudiantes eran las que determinaban los resultados, entonces igual
que ahora. La reproduccién del espectro politico, que es, en definitiva, la
consecuencia del sistema, no creo que sea beneficiosa para el gobierno de
una institucién académica.

Quise ser el decano de todos, con independencia del voto de cada cual,
que casi siempre se termina sabiendo o intuyendo en un ambiente limitado
como es el de la Facultad. No obstante, fracasé en el intento de integrar en
el equipo a un colega de la oposicién, que rechazé la oferta diciéndome que
él era fiel a otro compadero. La exigencia de fidelidades exclusivas es una
de las patologias mds inquietantes del mundo académico, pues determina
comportamientos segregacionistas.

Con la intencién de cohesionar la institucién, pusimos en marcha unas
jornadas de la Facultad, que celebramos sucesivamente en Jaca y Albarra-
cin. Las ponencias empezaron con cierto impetu en la primera reunién, que
resulté conflictiva al plantearse una serie de agravios atribuidos a concretos
profesores por parte de un colectivo de estudiantes. Hubo que renunciar a ese
planteamiento pasando a encargar infervenciones mds genéricas y sobre todo
estimulando la via del esparcimiento.

Una experiencia que tampoco salié como pensdbamos fue la organizacién
de cursos para universitarios latinoamericanos que nos ofrecié un profesor
argentino. El se encargaba de cobrar la matricula a los estudiantes, lo que
justificaba por el mal funcionamiento del sistema bancario en las transaccio-
nes infernacionales. Era incémodo hacer un ingreso en metdlico importante
en la cuenta de la Facultad, por lo que explordbamos alternativas. No fue
necesario seguirlas, sin embargo, ya que una estudiante mexicana me pidié
una entrevista:

—Sabe usted, profe, mi papd se puso malo y tengo que volver a casa.
—iCudnto lo siento! 3Es grave?
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—Bueno, es un tema de corazén. Le dio un infarto y aunque pienso que
estd controlado, no quiero dejar de estar con él.

—Me parece muy bien.

—Doctor, yo comprendo que el curso estd avanzado y no puedo recuperar
el importe que pagué, pero me gustaria al menos ver si se me pudiera
devolver la tasa de uso de la biblioteca, que no voy a utilizar.

—sla tasa de uso de la biblioteca?
—Si, doctor.

Di orden inmediata de que se le abonara el importe correspondiente y
rompi toda relacién con el colega que habia generado tamafa irregularidad.
Supongo que con aquellos ingresos extras financiaba sus propios viajes y gastos
de estancia, pero me parecié que la falta de claridad en sus planteamientos
exigia un rechazo contundente. El no quedé contento y me hizo llegar su
protesta a través de Reyes Pald, que no estaba enterada del fondo del asunto:

—Dice que le ninguneas y lo evitas.

—Efectivamente, no quiero saber nada de él, pues he descubierto que
percibe cantidades de los estudiantes extranjeros por usar la biblioteca
de la Facultad.

—iDios mio!

Al afio siguiente, el mismo tipo contacté con ofra Facultad para organi-
zar idéntico montaje. Al enterarme, llamé al decano informdndole de lo que
habia sucedido en Zaragoza. Me atendié displicente y aun agresivo, por lo
que supongo que habia recibido una versién diferente de los hechos propor-
cionada por el interesado.

Una consecuencia del puesto de decano son las invitaciones a las festi-
vidades patronales de los demds centros universitarios, y de abogados, pro-
curadores, notarios y registradores, ademds de a variados actos municipales
y autonémicos. Uno no llega a todo, de manera que hay que compartir las
asistencias con los compafieros del equipo. No obstante, acompafiado de Ana,
acudi a las celebraciones notariales, donde ambos nos sorprendiamos de lo
contentas que se veia a las esposas de los notarios, que refan los chistes de
estos o celebraban con alegria los patosos pasos de baile de sus cényuges.
2A qué serian debidos tan sugerentes comportamientos? Me asalta también la
duda de saber si se reproducirdn actualmente en los esposos de las notarias,
una vez que se ha equilibrado la procedencia de género en la profesién.

XI. REFLEXION: DE LAS ESCUELAS A LOS EQUIPOS

Al sacar la cétedra tomé plena conciencia de que habia ingresado en la
escuela de Garcia de Enterria. Antes, lo sabias, pero no ejercias, pues sélo
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contaban los catedrdticos. El principal acto era la reunién anual a la que
asistiamos con los cényuges para disfrutar durante tres dias del mes de junio
de los colegas y de las bellezas patrias. A mi me tocé asumir las tareas de
aposentador en el parador de Teruel en 1988 y visitamos Albarracin, donde
nos llovié, Rubielos de Mora y Mora de Rubielos. Siempre, una comida la
pagaba generosamente el maestro.

Personalmente, no concibo las tareas universitarias sin las espontdneas vin-
culaciones que genera el magisterio de una persona, cuyos criterios y consejos
motivan e impulsan las trayectorias de los discipulos. Sé que en estos temas hay
mucho falso profeta, dictadorzuelos encubiertos, incluso vengadores ilumina-
dos, junto a ofros exponentes de la variada fauna universitaria. Sin embargo,
los Retortillo eran muy buenos maestros por sus ensefianzas, su dedicacién y
su apoyo, y Enterria era el prototipo del buen maestro: renovador profundo
de la disciplina, dinamizador de debates sélidos, perspicaz discernidor de la
calidad intelectual.

El problema de las escuelas, de todas, terminé centréndose en su actuacién
como mdquinas de promocién de catedrdticos. Si el tribunal estaba dominado
por una escuela, podias ser Papiniano, Paulo, Ulpiano, Gayo o Modestino
—por citar a los cinco jurisconsultos consagrados en el Digesto—, que solo
salias si eras el candidato de la escuela. En Administrativo, habia tenido mucha
importancia la escuela de Lépez Rodd, conocida como la del Opus, que pro-
tagonizaba los accesos a cdtedras en los 60, de manera que la alternativa
de los primeros espadas de otras procedencias hubo de tener lugar en medio
de serias dificultades, que generaron tensiones, reproches, descalificaciones
y rivalidades.

En ese contexto, las escuelas pequefias tenian que generar alianzas mds
o menos ocasionales en funcién, no sélo de pardmetros intelectuales e ideo-
l6gicos, sino también de conveniencias y oportunidades determinadas por la
composicién de los tribunales. Asi, la escuela sevillana liderada por Clavero
en los inicios pactaba con la de Enterria, en la cual, ademds, podia encontrar
aliados en lo que podriamos denominar la oposicién juridica frente al régimen
franquista. Sin embargo, cuando una escuela se hacia grande, generalmente
no tenia necesidad de entenderse con otros grupos.

Eso fue lo que terminé pasando con la escuela de Enterria, que en la
década de 1990 pasé a ser muy grande, dominante, al final, en el panorama
de las oposiciones a cétedras. Particularmente, estoy convencido de que el
tamafio siempre importa. Hay una talla éptima para todo y también para las
escuelas que, cuando rebasan ciertas dimensiones, resultan dificiles no sélo
de gobernar, sino ni tan siquiera de orientar. Las escuelas derivadas tienden
a sustituir a la escuela principal en la toma de decisiones, particularmente
cuando dominan un determinado tribunal.
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Los cambios en los sistemas de acceso a las plazas universitarias han
reducido notablemente la importancia y el significado de las escuelas. En las
acreditaciones predominan las evaluaciones anénimas relativas a la aplicacién
de baremos, que se realizan por profesores de diversas dreas de conocimiento,
de manera que la vinculacién a una escuela ha dejado de ser criterio de selec-
cién. Entiéndaseme bien: no estoy alabando el vigente mecanismo de seleccién,
que me parece criticable por muchos conceptos; simplemente constato que en
él las escuelas ya no participan en la toma de las decisiones. Sin entrar aqui
en mas defalles, si apuntaré que la deriva légica ha de ser la formacién de
grupos académicos de procedencia interdisciplinaria, con el peligro evidente
de que estén vertebrados por ideologias de sesgo discriminatorio, es decir,
determinadas por cuestiones de sexo, raza, lengua o religién.

El caso es que la escuela de Enterria ya no es lo que fue. Bajo ese rétulo,
nos agrupamos hoy un conjunto de académicos que reconocemos la impor-
tancia y significado de las ensefianzas del maestro, pero que ya no estamos
en condiciones de hacer catedrdticos. Lo cual creo que es positivo para la
ciencia juridica.

El proceso de transformacién de las escuelas ha ido acompaifiado, en el
caso de mi especialidad, de la formacién y consolidacién de la Asociacién
Espafiola de Profesores de Derecho Administrativo. Proceso no promovido,
pero si acompafado por la AEPDA, la cual, en el fondo, es una consecuen-
cia indirecta de los cambios en los procedimientos de acceso a las plazas
universitarias. En tal sentido, no puede dejar de constatarse que fue una ini-
ciativa liderada por un grupo de compaiieros mayoritariamente vinculados
a la escuela de Enterria. En la comisién promotora inicial habia colegas de
las principales escuelas, pero dominaban los enterrias y todos ellos juntos se
propusieron formar un lugar de encuentro de los administrativistas espafoles,
sin distincién de sexo, raza, lengua, religién ni escuela. El acto en el que se
formalizé el fin de las rencillas y desencuentros tuvo lugar en el congreso de
Cadiz (2007), cuando se otorgaron las medallas de la AEPDA a Enterriq,
Clavero, Lépez Rodé y Ballbé.

Con el tiempo, tras Lorenzo Martin-Retortillo y Francisco Lépez Menudo,
desde 2015 hasta principios de 2023, me tocé a mi asumir la presidencia de
la AEPDA. Es el cargo que més me honra de cuantos he tenido la suerte de
desempefiar a lo largo de mi trayectoria académica.

Esta es o ha pretendido ser, como indicaba al principio de mi interven-
cién, la trayectoria de un profesor universitario del Gltimo medio siglo. En ella
se enfrecruzan elementos positivos, tanto de tipo personal como institucional:
obtuve pronto la cétedra, lo que me permitié trabajar con gran libertad en
cuestiones que me interesan, obteniendo reconocimiento académico y socidal,
y cultivando amplias relaciones profesionales y personales, todo lo cual, sin
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perjuicio de los fallos, las debilidades y las carencias, me ha ayudado a
mejorar algo como persona.

Aunque sé que a bastantes colegas, marcados quizé por la impronta de
un caracteristico pesimismo intelectual, les resultard enojoso o quizd ridiculo
la declaracién, debo decir que general o globalmente he sido feliz en mi vida
profesional. Eso si, he tenido la suerte de estar acompaiiado en todas estas
vivencias por mi amiga y compafera Ana, infatigable lectora y correctora de
mis escritos, y sostenedora fiel y aun enfdtica de las virtudes que extrafiamente
ain sigue viendo en mi persona. Gracias, amor mio.
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Diaz GoNzAlez, Gustavo Manuel (coordinador) (2022). Blockchain y Gobiernos
locales, Barcelona, Fundacién Democracia y Gobierno Local, 373 pdgs.

Desde hace unos afios venimos observando cémo el avance de las tecno-
logias parece haber provocado una nueva transformacién en nuestras socieda-
des, que ha afectado de manera transversal a todos los entornos de actuacién
humana, y que algunos autores no han dudado en bautizar como la quinta
revolucién industrial. La Administracién y el Derecho Piblico no han sido,
tampoco, ajenas a las oportunidades que ofrecen estas nuevas tecnologias, y
desde diferentes niveles institucionales se estd promoviendo un nuevo impulso
de la digitalizacién de nuestro sector publico.

Por tanto, no es de extrafiar que esta situacién haya atraido las miradas
de la doctrina cientifica, que ha sido especialmente profusa en los Gltimos afios
en el andlisis de conceptos como la actuacién administrativa automatizada, el
uso de inteligencia artificial, tratamiento de datos, etc. Sin embargo, la obra
objeto de andlisis se centra en las implicaciones que tiene para el funciona-
miento de la Administracién piblica y el derecho administrativo una de estas
tecnologias disruptivas, el denominado blockchain, que ha sido relativamente
poco abordado tanto a nivel nacional como comparado. El libro se encuentra
magnificamente coordinado por Gustavo Manuel Diaz Gonzdlez, quien ade-
més firma la primera parte del libro con el titulo «Blockchain y administracién
pUblica: una visién panordmica», en la que analiza algunas de las principales
caracteristicas de esta tecnologia, los retos que plantea para la regulacién, asi
como las oportunidades y riesgos para las Administraciones puiblicas, anali-
zando también casos de uso. Esta primera parte sirve al lector para compren-
der las propiedades de esta tecnologia, su funcionamiento y aplicabilidad en
el sector pUblico, pero la obra pronto se adentra en la que es a mi juicio su
principal elemento diferenciador con respecto a otros estudios en la materia:
su visién desde (o para) la administracién local.

El cuerpo de la obra lo componen diferentes aportaciones de ilustres
juristas que analizan algunos potenciales sectores de aplicacién del blockchain
en la actuacién piblica local y que pueden dividirse en algunos bloques de
andlisis principales. El primero de ellos, estaria compuesto por aquellos traba-
jos que abordan las implicaciones que esta herramienta puede tener para la
reformulacién de la prestacién de servicios a los ciudadanos, con un enfoque
més colaborativo, una nueva significacién de la participacién ciudadana y una
importante transformacién en las relaciones administracién-ciudadano. Este es
el enfoque que se adopta por Patricia Garcia Majado y Miguel Angel Presno
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Linera, que evaltan la aplicacién de blockchain a procesos de participacién
civdadana y votaciones en el dmbito local, aunque manteniendo una postura
escéptica en lo que se refiere a su aplicacién inmediata o, al menos, en cuanto
a su aplicacién sin supervisién o intervencién de una autoridad piblica en
algin momento del proceso. Por su parte, Antonio Berning Prieto ahonda
en esta posible transformacién de las relaciones entre la Administracién vy el
ciudadano evaluando las posibilidades de automatizacién de procedimientos,
de apoderamientos, registros piblicos, contabilidad, certificados electrénicos
e identidades digitales, participacién civdadana o Smart contracts. Sin duda
una amplia panoplia de potenciales usos en los que el autor realiza un estu-
dio riguroso desde el derecho administrativo, evaluando las oportunidades,
pero también los riesgos y limitaciones que podriamos encontrar en la futura
aplicacién de la tecnologia. De forma similar, Vinceng Aguado i Cudolé
aborda la aplicacién de la tecnologia al concepto de ciudades inteligentes,
y especialmente las posibilidades que abre hacia el ejercicio compartido de
lo que hasta ahora se han considerado funciones publicas eliminando las
figuras intermediarias.

El dmbito de lo que podriamos denominar asignacién de recursos escasos
—subvenciones y contratacién piblica— es analizado por Maria Hernando
Rydings, Andrea Juncal Garrido y Antonio Bueno Armijo en sendos espléndidos
trabajos. La primera profundiza en el concepto de Smart contracts y en algu-
nas ofras potenciales aplicaciones en esta materia, como en la acreditacién
de requisitos de solvencia, el funcionamiento del Registro de Licitadores, o las
posibilidades del blockchain en la ejecucién contractual. La segunda se centra
en el papel de la contratacién piblica como elemento canalizador para la
implantacién de sistemas de Blockchain en las entidades locales, para lo que
pone especial énfasis en la identificacién de necesidades, los procedimientos
para la innovacién y las consultas preliminares del mercado. Por su parte,
Bueno Armijo aborda las posibles funcionalidades de la tecnologia de block-
chain en la gestién de subvenciones, incluyendo la convocatoria del proceso
de subvenciones, la acreditacién de requisitos y validacién de identidades de
solicitantes, e incluso en la posible concesién directa de subvenciones.

Andrés Boix Palop y Manuel Pereiro Cdrceles abordan otro elemento
fundamental del uso de nuevas tecnologias, como es la proteccién de datos
de carécter personal. Y es que, sin duda, uno de los riesgos més claros que
entrafa el uso de estas nuevas tecnologias, que requieren del uso de una gran
cantidad de datos para ser eficaz, es la extralimitacién en la recopilacién de
los mismos o la pérdida de control en su tratamiento. Elementos clave como la
identificacién del responsable del tratamiento, o la garantia de los derechos
de portabilidad o rectificacién, adquieren una dimensién mucho més compleja
cuando introducimos este tipo de tecnologias.

Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN 2341-2135, ném. 61, Zaragoza, 2024, pp. 450-452 451



BIBLIOGRAFIA

Finalmente, podemos encontrar un bloque dedicado a la gestién presupues-
taria, tributaria y de fiscalizacién. En su aportacién, José Pedreira Menéndez
analiza elementos fundamentales de la posible aplicacién del blockchain a la
gestién local tributaria, para concluir que, sin bien esta herramienta puede tener
importantes potencialidades en un futuro, lo cierto es que la actual regulacién
en la Ley de Procedimiento Administrativo Comin y el propio funcionamiento
de la gestién tributaria limita, en buena medida, sus aplicaciones prdcticas.
A una conclusién similar llegan Roberto Fernéndez Llera, Mariola Pérez Rodri-
guez, y Magdalena Cordero Valdavida en relacién con el control interno y la
fiscalizacién externa del presupuesto local, y es que, si bien coinciden en que
debe potenciarse la implantacién de nuevas tecnologias en el control interno,
la utilizacién del Blockchain encierra algunos riesgos que aconsejan prudencia,
entendiéndolo siempre como una herramienta, un complemento a la actividad
administrativa y al servicio pdblico, y nunca como un fin Gltimo.

En definitiva, la obra analizada debe considerarse una obra de referen-
cia para todo aquel que desee aproximarse a la tecnologia blockchain y a
los potenciales beneficios y riesgos asociados a su implantacién en el sector
pUblico. Los diferentes autores plantean, en sus andlisis, diferentes perspectivas
que acaban confluyendo en una idea transversal a toda la obra: la utilizacién
del blockchain debe realizarse con cautela, dentro de procedimientos reflexivos,
y siempre garantizando que los derechos del ciudadano y el interés piblico
sigan siendo el elemento cardinal de la actuacién administrativa.

Javier Miranzo Diaz
Universidad de Castilla-Lla Mancha
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Garripo Lopez, Carlos, Del centralismo a la generalizacién de las autonomias:
la préctica del principio dispositivo, Aranzadi, Cizur Menor, 2023, 464 pégs.

Durante los 0ltimos afos del franquismo, el centralismo politico y admi-
nistrativo que lo caracterizé se mantuvo sin cambios, sin responder a las
necesidades de desarrollo regional. A pesar de las disfuncionalidades y de las
demandas de descentralizacién, el régimen permanecié obsesionado con la
unidad. Como reaccién, tras la muerte del general Franco, la reivindicacién de
autonomia territorial fue asumida por la totalidad de la oposicién democrdtica,
lo que llevé a una transicién hacia un Estado compuesto y hacia una democracia
representativa, aunque sin un disefio previo. En la presente monografia objeto
de recensién, el profesor Carlos Garrido Lépez realiza un completo andlisis
sobre el fenémeno de la descentralizacién en Espafia durante la transicién a
la democracia, examinando de forma rigurosa los diversos factores que la
precipitaron e hicieron posible.

En el primer capitulo, se abordan las dimensiones funcional, econémica y
politica de la demanda de descentralizacién, asi como su asuncién por la nueva
élite politica y su generalizacién en el complejo transito de la dictadura a la
democracia. A mediados de los afios sesenta, Europa experimenté un cambio
en la percepcién hacia la centralizacién, favoreciendo en su lugar iniciativas
regionalizadoras. Espafia también enfrentaba disfunciones en sus estructuras
administrativas, pero el régimen franquista no consideraba su revisién. Tras el
fallecimiento del dictador, el Gobierno de Arias Navarro abogé por la via man-
comunitaria para un proceso regionalizador gradual y voluntario, instando a las
diputaciones provinciales a asociarse segin lo establecido en la Ley 41/1975,
como pormenoriza el autor. Sin embargo, esta propuesta fue rechazada por la
oposicién y no logré avanzar debido a la aceleracién de la dindmica politica
a favor de una auténtica descentralizacién del poder. Tras la dimisién de Arias,
el Gobierno de Adolfo Sudrez centré sus esfuerzos en la transicién democrdtica
y contuvo las fuertes demandas de autonomia regional, especialmente en Cata-
lufia y en el Pais Vasco. Aunque se constituyeron sendas comisiones de estudios
sobre regimenes especiales para estas regiones, como subraya el Dr. Garrido,
las medidas concretas se retrasaron hasta después de las elecciones generales,
entre ellas, la propuesta de creacién del Consejo General de Catalufia.

El segundo capitulo de la obra analiza el sistema de partidos surgido
tras las elecciones de 1977, asi como la dindmica politica que condujo al
reconocimiento de trece regimenes provisionales de autonomia antes de la
aprobacién de la Constitucién. Para retomar la iniciativa territorial, el presidente
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del Gobierno, Adolfo Sudrez, reconocié al presidente de la Generalitat en el
exilio, Josep Tarradellas, como interlocutor para Cataluiia. En septiembre de
1977, se restablecié provisionalmente la Generalitat como érgano preautoné-
mico mediante el Real Decreto-ley 41/1977, otorgdndole personalidad juridica
y estableciendo sus érganos provisionales de gobierno hasta que alcanzara
la autonomia definitiva. Similarmente, se negocié con los parlamentarios vas-
cos, liderados por José M.¢ Leizaola, resultando en el régimen preautondmico
para el Pais Vasco mediante el Real Decreto-ley 1/1978. Sin embargo, otras
regiones estaban igualmente en proceso de constituirse como preautonomias,
aunque también sufrieron recortes en sus proyectos. El proceso preautonémico
se estancé ante la disyuntiva de ampliar o restringir las concesiones a Cataluiia
y el Pais Vasco, lo que generé semanas de incertidumbre. La oposicién y diver-
sas asambleas de parlamentarios exigieron la aprobacién de decretos-leyes
de autonomia provisional y, pese a las dudas y tensiones en el seno de UCD,
el Gobierno opté por generalizar la férmula preautonémica, extendiéndola
primero a Galicia, Canarias, Aragén y Pais Valenciano; vy, tras ellas, a otras
siete regiones, reconociéndose asi, con anterioridad a la Constitucién, un total
de trece regimenes provisionales de autonomia. El profesor Carlos Garrido
destaca acertadamente que, a pesar de otorgar personalidad juridica a las
preautonomias y regular su funcionamiento, carecian de capacidad normativa
y de competencias, dependiendo en gran medida de las funciones delegadas
por las diputaciones provinciales y por el Estado, por lo que su alcance des-
centralizador fue muy limitado. Aunque representaron un paso importante y
brindaron experiencia administrativa a las élites politicas locales, las preau-
tonomias no pasaron de ser una satisfaccién simbélica de las aspiraciones
regionales emergentes y una prenda del propésito descentralizador de los
nuevos poderes constituidos.

En el tercer capitulo, el profesor Garrido expone de forma muy ilustrativa
los efectos del principio dispositivo en la concrecién del modelo territorial del
Estado y la apertura de los primeros procesos autonédmicos. En mi opinién, es
crucial resaltar que la consecucién de la autonomia definitiva se diferia consti-
tucionalmente, estableciéndose como un derecho voluntario para las nacionali-
dades y regiones. En este punto, el estudio del autor sobre el marco normativo
que regula este derecho a la autonomia es sumamente interesante, destacando
los requisitos y trdmites que anticipaban una implementacién conflictiva. Cata-
lufia, Pais Vasco y Galicia obtuvieron un trato preferente, justificado por la
superacién de los plebiscitos estatutarios durante el periodo republicano. El
constituyente faculté a estas regiones para constituirse como Comunidades Auté-
nomas (CCAA) inmediatamente después de la aprobacién de la Constitucién
(DT 2.% CE), mientras que otros territorios debian esperar a la celebracién de
elecciones locales para iniciar su proceso de autonomia (DT 3. CE). Ademds,
se establecieron vias ordinarias (art. 143.2 CE) y agravadas (art. 151.1 CE)
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para acceder al autogobierno, asi como una férmula excepcional (art. 144.c
CE) para sustituir la iniciativa local por motivos de interés nacional. Tras la
aprobacién de la CE, el proceso de descentralizacién fue activado casi simul-
tdneamente por los 6rganos colegidos superiores preautonémicos de Catalufia
y Pais Vasco, que remitieron a las Cortes Generales sus proyectos estatutarios.
Galicia siguié sus pasos, aunque mucho mds lentamente. Y, tras ellas, varias
regiones activaron sus respectivos procesos autonémicos después de la celebra-
cién de las elecciones locales y de la renovacién de sus entes preautonémicos,
la mayoria, singularmente Andalucia, Pais Valenciano, Canarias y Aragén,
impulsadas por sus respectivas élites politicas regionales, con la intencién de
lograr su mdximo autogobierno a través de la via agravada de acceso a la
autonomia prevista en el articulo 151.1 CE.

El cuarto capitulo examina el impacto del cambio en la politica territorial
de UCD y la regulacién del referéndum de iniciativa autonédmica en los procesos
regionales en curso. Es de destacar que el plan de racionalizacién de UCD, la
rebaja de contenidos pretendida en el Estatuto gallego y las previsiones introdu-
cidas en la Ley Orgdnica reguladora de las distintas modalidades de referéndum
(LODMR) para dificultar el acceso a la autonomia por la via del articulo 151
CE y reorientarla por la via ordinaria no tuvieron el resultado esperado por el
Gobierno. En el caso del proyecto estatutario gallego, el contenido competencial
del Estatuto fue rebajado en la Comisién Constitucional con los votos de UCD,
lo que generd la rebelién entre los parlamentarios centristas gallegos y la reti-
rada de representantes del PSOE, PCE y Coalicién Democrdtica. Esto paralizé
el proceso. En Andalucia, tal y como expone el Dr. Garrido, y en contra de las
predicciones gubernamentales, el referéndum de iniciativa autonémica por la
via del articulo 151 CE, celebrado el 28 de febrero de 1980, obtuvo un 55,8%
de votos afirmativos, superando la mayoria requerida en siete provincias. En
Almeria, sin embargo, no se alcanzé el porcentaje necesario, y ese resultado
afecté a la iniciativa autonédmica en toda Andalucia. Esto generé una crisis poli-
tica para UCD y el Gobierno, y provocd, también, la paralizacién del proceso
autonémico en Andalucia debido al rechazo de la oposicién a la reconduccién
de la iniciativa autonémica por la via ordinaria. Posteriormente, la pardlisis se
extendié a ofras regiones cuyos procesos de autonomia se hallaban asimismo
en curso, debido al bloqueo y enfrentamiento politicos.

En el capitulo quinto se aborda el bloqueo temporal de los procedimientos
de iniciativa autonémica, las soluciones acordadas para reanudar los procesos
gallego y andaluz y la reconduccién de otras iniciativas bloqueadas por la via
agravada hacia la via ordinaria de acceso a la autonomia. Tras la aprobacién
de la Constitucién Espafiola, el Gobierno y UCD no habian establecido una
estrategia clara para la descentralizacién politica. Cuando quisieron hacerlo,
fue tarde. Sin embargo, ante la necesidad de rectificar, formaron una comisién
presidida por Rodolfo Martin Villa para estudiar el proceso de descentraliza-
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cién. Buscaron acuerdos con el PSOE para reorientar los procesos autonémicos
hacia la via del articulo 143.2 de la Constitucién Espafola. A pesar de estos
esfuerzos, se enfrentaron a crisis y bloqueos en varias regiones como Galicia,
Andalucia, Canarias, Pais Valenciano y Aragén, que luego se extendieron a
ofras partes del pais. El partido UCD decidié tramitar los procesos autonémi-
cos por el articulo 143.2 CE en lugar del articulo 151.1 CE, considerando
que era mds adecuado para garantizar un sistema autonémico racional. Para
lograr esto, tal y como expone acertadamente el profesor Garrido, introduje-
ron obstdculos adicionales en la tramitacién de los procesos autonémicos por
la via del articulo 151.1 CE a través de modificaciones en la LODMR. Estas
modificaciones incluian la exigencia de que los acuerdos locales mencionaran
explicitamente el articulo 151.1 CE, lo que generd confusién y controversia.
Ademds, se establecieron disposiciones que dificultaban la ratificacién de los
procesos autonémicos mediante referéndum en caso de que se superara el
porcentaje de votos necesarios. Estas medidas provocaron la paralizacién de
los procesos autonémicos en varias regiones, debido a la falta de acuerdo
entre los partidos politicos y los obstdculos introducidos por el Gobierno de
UCD. A pesar de los intentos de reorientacién, la situacién se complicé ain
mds y condujo a una grave crisis politica en el pais.

Finalmente, en el Gltimo capitulo se detallan de forma precisa los com-
promisos politicos suscritos entre el Gobierno de UCD y el PSOE después
del intento de golpe de Estado de 1981, que allanaron el camino para la
generalizacién del Estado autonémico mediante la elaboracién y tramitacién
de estatutos de autonomia. Tras la aprobacién del proyecto estatutario gallego
por la Comisién Constitucional, la convocatoria del referéndum de ratificacién
estatutaria se habia visto paralizada debido al rechazo de la oposicién. En
otras regiones como Andalucia, el acceso a la autonomia se bloqued, gene-
rando tensiones politicas y confusién juridica. Y, a pesar de los intentos de
reconducir los procesos autonémicos, la falta de consenso y la crisis interna
del partido gubernamental obstaculizaron los avances, hasta que finalmente,
mediante intensas negociaciones y cesiones por ambas partes, UCD y el PSOE
lograron desbloquear los procesos autonémicos, culminando con la aprobacién
de varios estatutos de autonomia y la generalizacién del Estado autonémico,
aunque el calendario legislativo se viera afectado por la disolucién anticipada
de las Cortes Generales y la descomposicién de UCD.

Tal y como subraya el Dr. Garrido en sus consideraciones finales, las
conversaciones entre el Gobierno de UCD y el PSOE, seguidos de la negocia-
cién del «pacto del hostal» y los Acuerdos autonémicos de 1981, allanaron
el camino para la resolucién de los conflictos y la generalizacién del Estado
autonémico. Estos acuerdos permitieron la devolucién del proyecto estatutario
gallego para su revisién por la Comisién Constitucional del Congreso, el desblo-
queo del proceso autonémico en Andalucia y la reconduccién de los procesos
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en ofras regiones por la via ordinaria. Ademds, se acordé homogeneizar las
instituciones y competencias autonédmicas, culminando con la aprobacién de
varios estatutos de autonomia y la implementacién de medidas para agilizar
los procesos legislativos, a pesar de las dificultades derivadas de la crisis poli-
tica interna del partido del Gobierno y la disolucién anticipada de las Cortes
Generales. En mayo de 1983, se llevaron a cabo elecciones autondmicas en
las nuevas comunidades auténomas que accedieron por la via ordinaria, dando
lugar a la formacién de sus érganos de gobierno. Y el proceso de descentra-
lizacién politica culminé con la configuracién de diecisiete comunidades auté-
nomas dotadas de instituciones bdsicas similares, pero con diferentes niveles
de competencia, lo que resolvié de manera hibrida el dilema presente en el
proceso de descentralizacién. Aunque la generalizacién del Estado autonémico
se hizo realidad, fue recibida con cierto desencanto, debido a un proceso
conflictivo y a expectativas no cumplidas. Con todo, Espafia completé con
éxito y en apenas siete afios una transicién de la dictadura a la democracia y
del centralismo a las autonomias. Los estatutos de autonomia otorgaron com-
petencias significativas, las asambleas legislativas representaron la voluntad
popular regional y los presidentes regionales obtuvieron facultades ejecutivas
para crear un verdadero poder regional. En mi opinién, el Prof. Garrido estd
en lo cierto cuando indica que este periodo marcé el inicio de una nueva
etapa esperanzadora para el pais, cerrando una fase de incertidumbre en la
construccién del Estado autondmico con un resultado histéricamente positivo.

La obra del Dr. Garrido es una aportacién rigurosa y bien construida que
permite profundizar en un fenémeno de especial relevancia para la historia
juridica y politica espafiola del siglo XX, como fue el proceso de descentrali-
zacién y el consiguiente establecimiento del Estado autonémico. A mi juicio,
el trabajo del Profesor Carlos Garrido ha sabido reflejar sisteméticamente la
forma en la que este proceso mostré la capacidad de adaptacién y evolucién
de un pais que transité de un régimen dictatorial a una democracia pluralista y
descentralizada en un periodo relativamente corto. La combinacién de factores
coyunturales, fuerzas politicas y decisiones institucionales que impulsaron esta
apuesta descentralizadora es un testimonio de la capacidad de la sociedad
espafola para superar los obstdculos y desafios histéricos. La transicién hacia
un Estado autonémico no fue un proceso exento de dificultades, como lo
demuestran las tensiones politicas y los conflictos territoriales que surgieron en
el camino. Sin embargo, la voluntad de didlogo, el compromiso con la demo-
cracia y el respeto por la diversidad cultural y regional fueron fundamentales
para superar estos desafios y consolidar un modelo de Estado que garantizara
la autonomia y el autogobierno de sus regiones.

Maria P. Vakas GINER
Universidad de Zaragoza
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